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I.  CONSEJO DE EUROPA. CARTA SOCIAL EUROPEA

*Por: Carmen Salcedo Beltrán.  Profesora Titular de Universidad. Departamento Derecho del Trabajo y Seguridad Social (UV). Consultora experta internacional del Consejo de Europa (Servicio de la Carta Social Europea).
1. MUY IMPORTANTE. 22 de diciembre de 2020. ACUERDO del Consejo de Ministros por el que se autoriza la firma del PROTOCOLO ADICIONAL A LA CARTA SOCIAL EUROPEA EN EL QUE SE ESTABLECE UN SISTEMA DE RECLAMACIONES COLECTIVAS, así como su aplicación provisional en virtud de la declaración prevista en el artículo D.2 de la Parte IV de la Carta Social Europea (revisada).
Accesible en https://www.lamoncloa.gob.es/consejodeministros/referencias/Paginas/2020/refc20201222.aspx#CARTA
Enlazando con la información que se proporcionó en la Reseña de noviembre de 2020, se opta por la ratificación conjunta del Procedimiento de reclamaciones colectivas conjuntamente con la Carta Social Europea revisada. Su realización es muy sencilla, puesto que tan sólo requiere que se incluya en la segunda el siguiente texto que acepta el primero:
“En relación a la Parte IV, Artículo D, párrafo 2, de la Carta Social Europea (revisada), España declara que acepta la supervisión de sus obligaciones contraídas en la Carta según lo que establece el procedimiento recogido en el Protocolo Adicional a la Carta Social Europea que desarrolla un sistema de reclamaciones colectivas, hecho en Estrasburgo, el 9 de noviembre de 1995".
Se trata de un acontecimiento histórico, España tendrá ratificada la declarada oficialmente desde 2014 (Proceso de Turín I) Constitución Social de Europa y el procedimiento de garantía de los derechos sociales más efectivo.
Un reciente estudio de 77 páginas del procedimiento de reclamaciones colectivas publicado en el número 57 (noviembre 2020) de la Revista General de Derecho del Trabajo y Seguridad Social (Iustel),  Salcedo Beltrán, Carmen, “El procedimiento de reclamaciones colectivas: paradigma del constitucionalismo y la justicia social (nullum ius sine actione)”.
Sumario del estudio:
I. COHERENCIA Y LEGITIMIDAD DEMOCRÁTICA GUBERNAMENTAL (PACTA SUNT SERVANDA).
II. GÉNESIS, FUENTES REGULADORAS Y ESTRUCTURA.
III. LA IMPLEMENTACIÓN DE LOS DERECHOS SOCIALES DERIVADA DE LA ACEPTACIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIONES COLECTIVAS.
3.1 Modalidades de adhesión y statu quo.
3.2. Notas caracterizadoras y, a su vez, distintivas.
3.3. Complementariedad con el sistema de informes.
3.4. Órganos intervinientes: competencias decisorias versus competencias ejecutorias.
3.5. La decisión sobre la admisibilidad.
3.5.1. La legitimación activa y la “autónoma” noción de representatividad.
3.5.2. Condiciones formales y materiales de la reclamación.
3.5.3. La legitimidad pasiva y la condición de la territorialidad.
3.6. Directrices de una instrucción predominante escrita: contradicción, publicidad y participación.
3.7. La pertinente incorporación de medidas inmediatas.
3.8. La decisión sobre el fondo: consecuencias, publicidad y seguimiento.
IV. LA IMPLEMENTACIÓN DE LOS DERECHOS SOCIALES DERIVADA DE LA INVOCACIÓN DE LOS PRONUNCIAMIENTOS.
V. REFLEXIONES FINALES: CAUSA PATET.
Algunas notas muy significativas y distintivas de otros procedimientos internacionales extraídas del estudio:
. No se han de agotar recursos internos.
a. Celeridad en la tramitación.
b. Porcentaje de admisibilidad del Comité Europeo de Derechos Sociales superior al 90%.
c. Reclamaciones de carácter colectivo.
d. Puede iniciarse sin necesidad de probar los efectos nocivos de la norma o práctica que se impugna. Es suficiente que se considere que vulnera el Tratado.
e. Articulación y complementariedad con el sistema de informes.
2. Presentación pública del Nuevo Plan de acción UE/COE para favoreces los derechos humanos y la democracia 2020-2024. Accesible en https://eeas.europa.eu/delegations/council-europe/89149/r%C3%A9servez-la-date-%C3%A9v%C3%A9nement-en-ligne-%C3%A0-loccasion-de-ladoption-dun-nouveau-plan-daction-de-lue_fr 
3. Primera reclamación colectiva presentada al Comité Europeo de Derechos Sociales por la gestión efectuada de la COVID-19. En particular, contra Finlandia por vulneración de los derechos de las personas discapacitadas internas en instituciones y las medidas adoptadas. Validity contre Finlande, réclamation n° 197/2020. Accesible en 
https://go.coe.int/Acozv 
4. Contribución de la Direction générale Droits de l'homme et État de droit (DGI) del Consejo de Europa a la consulta de la Comisión Europea sobre el Plan de acción para la implementación del Pilar Europeo de Derechos Sociales, que se presentará a principios de 2021. Para alcanzar ese objetivo y una auténtica Europa Social se ha de tener en cuenta la Carta Social Europea y los pronunciamientos del Comité Europeo de Derechos Sociales. Accesible en https://rm.coe.int/contribution-a-la-consultation-de-la-commission-europeenne-europe-soci/1680a0b0bb 
5. 18/12/2020. Día Internacional de las personas migrantes. La Carta Social Europea recoge en el art. 19 el Derecho de los trabajadores migrantes y sus familias a protección y asistencia. En las últimas Conclusiones (2019) se analizó este precepto. A España se le emitieron 3 Conclusiones de no conformidad por incumplir los apartados 4, 6 (dos situaciones) y décimo del art. 19. Un análisis de ellas en:
-Salcedo Beltrán, Carmen, “La crítica situación de los derechos sociales de la infancia, de las familias y de los migrantes: Conclusiones 2019 del Comité Europeo de Derechos Sociales”. Revista Derecho de las Relaciones Laborales, 2020, nº 6.
-Jimena Quesada, Luis, “Crónica de la jurisprudencia del Comité Europeo de Derechos Sociales – 2018 y 2019”, Lex Social, Revista de Derechos Sociales, 2020, nº 2. Accesible en https://doi.org/10.46661/lexsocial.5139
6. Vídeo conferencia Luis Jimena Quesada. “El control de convencionalidad”. Pequeñas Charlas de Grandes Juristas, accesible en https://www.youtube.com/watch?v=U7aBUFM9eCY&fbclid=IwAR00rAtz_Ib2TYBJ5T3V0pfxHWb7sAxl-a_A_7ARv3pMqgzMc4J_Rv0gYBw 
7. Publicación artículo en Revista de Trabajo y Seguridad Social. CEF, 2020, nº 453 (diciembre), pp. 155-170 Salcedo Beltrán, Carmen, “Crisis de las personas refugiadas y de la COVID-19: dos firmes respuestas del Comité Europeo de Derechos Sociales”. 
8. 10 de diciembre 2020, Día de los Derechos Humanos.    Los derechos sociales que recoge la Carta Social  Europea son derechos humanos. Aprovechamos para explicar el significado del símbolo que la identifica visualmente. Son tres caras que se unen para formar una mano, símbolo de unidad, solidaridad y cooperación. Además de instrumento de protección (derechos de la Carta Social Europea) y de control (actividad del Comité Europeo de Derechos Sociales). Diseño de Luca Rimini. 

II. NOTICIAS DE LA OIT
1. INFORME MUNDIAL SOBRE SALARIOS 2020-2021

LOS SALARIOS BAJAN A CONSECUENCIA DE LA COVID-19, CONCLUYE UN NUEVO INFORME DE LA OIT

Incluso antes de desatarse la pandemia de COVID, cientos de millones de trabajadores del mundo percibían una remuneración inferior al salario mínimo.

Noticia | 2 de diciembre de 2020

© OITGINEBRA (OIT Noticias) – Según un nuevo informe de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la pandemia de COVID-19  provocó que en el primer semestre de 2020 los salarios mensuales de dos terceras partes de los países sobre los que se disponía de datos oficiales se redujeran o crecieran más lentamente; además, es probable que en el futuro cercano la crisis ejerza una inmensa presión a la baja sobre los salarios.

Los efectos más adversos de la crisis se han hecho sentir en el salario de las mujeres y de los trabajadores con remuneraciones más bajas.

Además, al analizar los datos, parecía observarse un aumento del salario medio en una tercera parte de los países que habían facilitado datos; sin embargo, ello se debía a la distorsión del valor promedio provocada por el gran número de trabajadores mal pagados que habían perdido el empleo y cuyos datos ya no se incluían entre los de los asalariados.

En los países en los que se adoptaron medidas firmes para preservar el empleo, los efectos de la crisis se sintieron fundamentalmente como reducciones salariales, más que como pérdida masiva de puestos de trabajo.

El Informe Mundial sobre Salarios 2020-2021  indica que la crisis no ha afectado del mismo modo a todos los trabajadores. Las mujeres se han visto más perjudicadas que los hombres. De las estimaciones basadas en una muestra de 28 países europeos se desprende que, sin los subsidios, en el segundo trimestre de 2020 la pérdida salarial para las mujeres hubiera sido del 8,1 por ciento frente al 5,4 por ciento para los hombres.


La crisis también ha asestado un duro golpe a los trabajadores con remuneraciones más bajas. Quienes tenían una ocupación de baja calificación perdieron más horas de trabajo que quienes ocupaban un cargo directivo o profesional mejor remunerado. A partir de los datos del grupo de 28 países europeos el informe explica que, sin los subsidios temporarios, el 50 por ciento de quienes menos ganan hubiera perdido aproximadamente el 17,3 por ciento de su salario.

Sin los subsidios, la cuantía salarial media perdida en todos los grupos hubiera sido del 6,5 por ciento. Sin embargo, dichas prestaciones compensaron el 40 por ciento de este monto.

Según Guy Ryder, Director General de la OIT, “El crecimiento de la desigualdad a causa de la crisis de la COVID-19 podría dejar un desolador saldo de pobreza e inestabilidad social y económica de enormes proporciones. Nuestra estrategia de recuperación debe centrarse en las personas. Necesitamos políticas salariales adecuadas que tengan en cuenta la sostenibilidad del empleo y de las empresas, en las que se aborden también las desigualdades y la necesidad de sostener la demanda. Si queremos reconstruir pensando en un futuro mejor, también hemos de plantearnos cuestiones incómodas, como por qué con tanta frecuencia las ocupaciones de gran valor social, como la de cuidadores/as y personal docente son sinónimo de sueldo bajo.”

“El crecimiento de la desigualdad a causa de la crisis de la COVID-19 podría dejar un desolador saldo de pobreza e inestabilidad social y económica de enormes proporciones."

Guy Ryder, Director General de la OIT
En el Informe se incluye un análisis de los sistemas de salario mínimo, que podrían ser un factor determinante para conseguir una recuperación sostenible y justa. En la actualidad, el 90 por ciento de los Estados Miembros de la OIT tiene establecida alguna modalidad de salario mínimo. Ahora bien, incluso antes de comenzar la pandemia de COVID-19, a nivel mundial, 266 millones de personas –el 15 por ciento de todas las personas asalariadas del mundo– percibían una remuneración inferior a la del salario mínimo por hora, ya fuera a causa del incumplimiento de la normativa pertinente o porque su ocupación estaba excluida de la misma. Las mujeres son mayoría entre los trabajadores que perciben el salario mínimo o una suma inferior.

“Un salario mínimo adecuado pone al trabajador a salvo de una remuneración baja y reduce la desigualdad”, dijo Rosalía Vázquez Álvarez, una de las autoras del Informe. “Sin embargo, lograr la efectividad de las políticas del salario mínimo exige un conjunto exhaustivo e inclusivo de medidas. Significa lograr un mayor cumplimiento, ampliar la cobertura a más trabajadores, y establecer un salario mínimo a un nivel adecuado e ir actualizándolo, a fin de que el trabajador y la familia puedan tener un mejor nivel de vida. En los países en desarrollo y emergentes, la mejora del cumplimiento exigirá la transición de los trabajadores desde el sector informal hacia el sector formal”.

El Informe Mundial sobre Salarios 2020-2021 analiza también las tendencias de los salarios en 136 países en los cuatro años anteriores a la pandemia. Se observa que el crecimiento mundial del salario real osciló entre el 1,6 y el 2,2 por ciento. Los salarios reales aumentaron más rápidamente en Asia y el Pacífico y en Europa Oriental, y con mucha más lentitud en América del Norte y Europa Septentrional, Meridional y Occidental.

2. PLATAFORMA THINKING AHEAD ON SOCIETY CHANGE (TASC)

INVITACIÓN A PARTES INTERESADAS A DELIBERAR SOBRE EL FUTURO DEL TRABAJO

Una nueva plataforma abierta de debate a escala internacional puesta en marcha en Ginebra aboga por la reflexión conjunta para afrontar los retos del futuro del trabajo.

Comunicado de prensa | 2 de diciembre de 2020

GINEBRA (OIT Noticias) – El Sr. Guy Ryder, Director General de la OIT, deliberará sobre el futuro del trabajo en un evento organizado en el marco de una nueva plataforma abierta de debate puesta en marcha por el Instituto de Estudios Superiores  de Ginebra.

La plataforma Thinking Ahead on Society Change  (TASC, “Prever cambios en la sociedad”) reúne a encargados de la formulación de políticas, empresas y trabajadores, investigadores y representantes de la sociedad civil para abordar algunos de los mayores retos del futuro en relación con la rápida transformación del mundo del trabajo y los devastadores efectos económicos ocasionados por la pandemia de COVID-19 .

Se invita a dignatarios, expertos y profesionales de la comunidad internacional a aunar esfuerzos para debatir posibles soluciones.

En una carta conjunta  remitida a posibles participantes en la plataforma, el Sr. Ryder, así como la Sra. Krystyna Marty Lang, Secretaria de Estado y responsable de la Dirección de Asuntos Políticos de Suiza, y la Sra. Marie-Laure Salles, Directora del Instituto de Estudios Superiores, instaron a las partes interesadas a participar en la plataforma.

Su aportación es fundamental para extraer conclusiones tras un año de crisis, realizar previsiones basadas en datos, conocimientos y experiencias, y buscar soluciones modulables para todos los sectores e industrias, a escalas nacional y regional, con objeto de forjar el futuro que anhelamos.

En la citada carta de invitación, se menciona que "La reflexión y acción conjuntas nos permitirán retomar el camino hacia un futuro compartido que esté en consonancia con nuestro compromiso con respecto a la Declaración del Centenario de la OIT sobre el Futuro del Trabajo  y los Objetivos de Desarrollo Sostenible ".

La Cumbre virtual sobre el Futuro del Trabajo  tendrá lugar el 4 de diciembre. Los debates harán hincapié en tres esferas de cambio, en particular, el trabajo en primera línea; el trabajo en línea y el trabajo en una coyuntura de gran incertidumbre.

3. LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD CONSTITUYEN EL 15% DE LA POBLACIÓN MUNDIAL, SEGÚN EL INFORME MUNDIAL SOBRE LA DISCAPACIDAD PUBLICADO POR LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA SALUD Y EL BANCO MUNDIAL EN 2011. SIN EMBARGO, ESTÁN LEJOS DE ESTAR ADECUADAMENTE REPRESENTADAS EN LOS MERCADOS LABORALES DE TODO EL MUNDO.
Las personas con discapacidad tienen menos probabilidades de participar en la fuerza de trabajo, experimentan tasas más altas de desocupación y tasas más bajas de ocupación en general que las personas sin discapacidad. Además, se enfrentan a tasas más bajas de ocupación pagado que proporciona seguridad financiera o beneficios sociales. Es evidente que se necesitan más políticas favorables a la discapacidad para apoyarlas y promover su participación en el mercado laboral.

El Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad
El artículo 27 (sobre el trabajo y ocupación ), aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en diciembre de 2006, establece "el derecho de las personas con discapacidad a trabajar, en pie de igualdad con los demás". Esto significa que deben disfrutar del mismo acceso a ocupación oportunidades, remuneración y derechos laborales que las personas sin discapacidad.
De manera similar, el Programa de desarrollo sostenible para 2030, que fue adoptada por todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas en diciembre de 2015, identifica a las personas con discapacidades como uno de los varios grupos de personas vulnerables que deben ser empoderadas. Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (SDG) contenidos en la Agenda 2030 hacen referencia explícita a la discapacidad en una serie de metas relacionadas con el mercado laboral y sus indicadores asociados.
Sin embargo, a pesar de la importante atención que se presta a las cuestiones de la discapacidad en el mundo del trabajo, sobre todo el 3 de diciembre, Día Internacional de las Personas con Discapacidades ...
... Todavía queda mucho por hacer ...
... antes de que se puedan alcanzar los objetivos de un trabajo pleno y productivo ocupación y un trabajo decente para las personas con discapacidad.
Las personas con discapacidad tienen muchas más probabilidades de estar fuera de la fuerza de trabajo

Las personas con discapacidad tienen menos probabilidades de participar en la fuerza de trabajo: casi dos tercios de los que están en edad de trabajar están fuera de la fuerza de trabajo.

En la mayoría de los países, las personas con discapacidad se enfrentan a tasas más elevadas de desocupación

En aproximadamente dos tercios de los países sobre los que se dispone de datos, la tasa de desocupación para las personas con discapacidades es más alta que para las que no las tienen. Mientras que la tasa de desocupación entre los primeros es más alta en la mayoría de los países desarrollados, en muchos países en desarrollo es más baja que la de las personas sin discapacidades. Debido a la ausencia o insuficiencia de las prestaciones relacionadas con la discapacidad y, más en general, de los niveles mínimos de protección social en los países en desarrollo, las personas con discapacidad de esos países a menudo simplemente no pueden permitirse quedarse sin ocupación .

Las personas con discapacidades tienen menos probabilidades de estar empleadas

Sólo una de cada tres personas con discapacidad está empleada en promedio. Significativamente, tienen dos veces menos probabilidades de estar empleados que las personas sin discapacidades.

Si están realmente empleados, las personas con discapacidad tienen menos probabilidades de tener trabajos remunerados

Las estadísticas disponibles muestran que las personas con discapacidad tienen más probabilidades que las que no tienen de trabajar por cuenta propia, es decir, como trabajadores por cuenta propia o trabajadores familiares auxiliares. En muchos países, esto refleja la falta de oportunidades de encontrar trabajo remunerado ocupación .

Las personas con discapacidad se enfrentan a mayores barreras a la educación que la población en general

En una muestra de diez países que disponían de datos, se comprobó que el nivel medio de educación de las personas con discapacidad empleadas era inferior al de las que no lo tenían: tenían el doble de probabilidades de tener menos educación que la primaria. Se pudo observar la misma pauta en todos los demás niveles de educación. Si bien es imposible extrapolar a partir de una muestra tan pequeña para obtener estimaciones mundiales fiables, estas conclusiones reflejan la forma en que las personas con discapacidades se enfrentan en general a una serie de obstáculos, incluidos los obstáculos a la educación en una etapa temprana de su vida. Esto es particularmente cierto en el caso de quienes nacen con sus discapacidades o las adquieren en la infancia.

El hecho de que no se adopten disposiciones adecuadas para incluir a los jóvenes con discapacidad en la educación general, junto con otros obstáculos, repercute considerablemente en los resultados que obtengan en el mercado laboral.
Las mujeres con discapacidad se enfrentan a una doble desventaja en el mercado laboral, tanto por su género como por su condición de discapacitadas

En todos los países estudiados, la tasa de ocupación para las mujeres con discapacidad fue inferior no sólo a la tasa de los hombres sin discapacidad sino también a la de las mujeres y los hombres con discapacidad, lo que confirma la persistencia de las disparidades de género en los mercados laborales de todo el mundo.

Se necesitan datos adicionales y más completos

La prevalencia de la discapacidad varía en los distintos países. Ello se debe en gran parte a las importantes diferencias en las definiciones utilizadas para medir la discapacidad. Se puede encontrar un resumen de estas definiciones en: OIT , Estadísticas sobre las características de la fuerza laboral de las personas con discapacidad: Compendio de metodologías nacionales (2014).

A fin de mejorar la disponibilidad y comparabilidad de los datos sobre las personas con discapacidad, lo que facilitaría la supervisión de los progresos de los Estados en la consecución de los objetivos de desarrollo del Milenio y del cumplimiento de sus obligaciones en virtud de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, el sitio web OIT promueve el uso de la Grupo de Washington preguntas sobre la discapacidad en las encuestas sobre la fuerza de trabajo y otras encuestas de hogares que incluyen un módulo en ocupación .
Sin embargo, la comparación de las características del mercado laboral de las personas con y sin discapacidades no es suficiente en sí misma. Si bien la desagregación de los indicadores de resultados ayuda a identificar las disparidades en la experiencia del mercado laboral entre los dos grupos, no proporciona la información necesaria para descubrir las barreras y otros factores que impulsan esas disparidades. Esa información es esencial para la formulación de políticas encaminadas a rectificar las deficiencias en los resultados del mercado laboral. En consecuencia, el sitio web OIT ha elaborado, en colaboración con el Grupo de Washington sobre Estadísticas de Discapacidad, un módulo de encuesta de la fuerza de trabajo que puede utilizarse para reunir datos sobre los diversos tipos de barreras a las que se enfrentan las personas con discapacidad en el mercado laboral y que les impiden participar en pie de igualdad con los demás. El análisis de esa información puede contribuir considerablemente a la elaboración, aplicación y examen de las políticas e intervenciones nacionales en apoyo de las personas con discapacidad.
Valentina Stoevska

Valentina Stoevska es Estadística Superior en el Departamento de Estadística OIT .

4. DÍA INTERNACIONAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

UNA LUZ PÚRPURA PARA DAR VISIBILIDAD A LA DISCAPACIDAD

En el Día Internacional de las Personas con Discapacidad, la OIT participa en una serie de eventos en línea a través de seis continentes que exhortan a los países a hacer de las personas con discapacidad una prioridad en la respuesta a la pandemia de COVID-19.

Comunicado de prensa | 3 de diciembre de 2020

© OITGINEBRA (OIT Noticias) – La Organización Internacional del Trabajo (OIT) participará en la campaña mundial Purple Light Up  (ilumina con luz púrpura), la cual promueve la inclusión de las personas con discapacidad en la sociedad, en especial durante la pandemia de COVID-19 .

Estos eventos reúnen a las personas con discapacidad a través de líderes, directores ejecutivos de organizaciones multinacionales, políticos, defensores de los derechos de las personas con discapacidad/líderes de grupos de recursos para empleados a fin de establecer vínculos y apoyar la inclusión de la discapacidad. La transmisión mundial de 24 horas , de acceso libre, comenzará en Oceanía al amanecer y finalizará en las Américas al anochecer. El programa  incluye debates, entrevistas y el intercambio de buenas prácticas a través de seis continentes.

“Este año, más que nunca, es necesario poner de manifiesto y celebrar la contribución de las personas con discapacidad a nuestras sociedades”, afirmó Stefan Tromel, Especialista principal en discapacidad de la OIT. “La crisis ha revelado la urgencia de abrazar la inclusión de la discapacidad como parte de una sociedad diversa y más inclusiva”.

Uno de los eventos más destacados del día es el debate en el que participan Marlee Matlin, actriz ganadora de un Oscar y defensora de los derechos de las personas con discapacidad de la OIT ; Nicole Newnham y James LeBrecht, directores de Crip Camp , un documental de Netflix sobre los derechos de las personas con discapacidad; Judy Heumann, defensora de los derechos de las personas con discapacidad reconocida a nivel mundial; y Stefan Tromel de la OIT.

La OIT colabora con Netflix en el documental Crip Camp y con PurpleSpace, un centro de desarrollo profesional y de trabajo en red dirigido a los trabajadores con discapacidad, los líderes de grupos de recursos para empleados y los aliados de todos los sectores y profesiones.

“Crip Camp (…) muestra de qué manera el movimiento en defensa de los derechos de las personas con discapacidad ha desempeñado, y sigue haciéndolo, un papel fundamental en la promoción de los cambios necesarios en la legislación y en las políticas para que favorezcan la plena inclusión y participación de las personas con discapacidad en todo el mundo”, declaró Stefan Tromel.

El 30 de noviembre, la Red Mundial de Empresas y Discapacidad de la OIT  adoptó una declaración formal  que reitera el compromiso del sector empresarial a favor de la inclusión de la discapacidad. A principios de este año, la OIT publicó una reseña de políticas acerca del impacto de la COVID-19 sobre las personas con discapacidad . Además llama la atención sobre las graves repercusiones de la pandemia en las personas con discapacidad que trabajan en la economía informal.

5. CONVENIO SOBRE EL TRABAJO MARÍTIMO

EL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN DE LA OIT PIDE QUE SE ADOPTEN MEDIDAS URGENTES PARA HACER FRENTE EL IMPACTO DE LA COVID-19 SOBRE LA GENTE DE MAR

Esta Resolución aborda la difícil situación de cientos de miles de marinos que se encuentran atrapados en el mar desde hace 17 meses o más debido a las restricciones impuestas a causa de la pandemia.

Comunicado de prensa | 8 de diciembre de 2020

© Cai Yang / Xinhua via AFPGINEBRA (OIT Noticias) – El Consejo de Administración  de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) tomó una decisión excepcional al adoptar una resolución para responder a la difícil situación de la gente de mar atrapada en el mar a causa de la pandemia de COVID-19 .

“Los problemas que enfrentan los marinos debido a los esfuerzos dirigidos a contener el virus han resultado ser inaceptablemente prolongados”, declaró el Director General de la OIT, Guy Ryder. “Estos trabajadores esenciales siguen transportando los alimentos, las medicinas y los bienes que necesitamos, pero sus largos períodos en alta mar y la incapacidad de los marinos en tierra de relevarlos, simplemente son insostenibles. La Resolución establece las acciones que han de ser tomadas con urgencia”.

La Resolución sobre cuestiones relativas al trabajo marítimo y la pandemia de COVID-19  reconoce la importancia del diálogo social que ha tenido lugar y las medidas que han adoptado los principales armadores, las organizaciones de la gente de mar y algunos gobiernos a fin de hacer frente a la crisis. Señala que, a pesar de las numerosas solicitudes y acciones emprendidas por el sistema de las Naciones Unidas, cientos de miles de marinos siguen trabajando mucho más allá de su período de servicio regular en alta mar, muchos están a bordo desde hace 17 meses o más”.

La Resolución se refiere al “riesgo inmenso que representa la fatiga de la gente de mar para su salud física y mental, para la seguridad de la navegación y la seguridad y la protección del ambiente marino”.

La Resolución recuerda además que los derechos de la gente de mar están establecidos en el Convenio sobre el trabajo marítimo, 2006  (MLC, 2006), incluyendo el derecho de repatriación y el acceso a la atención médica a bordo. Los Estados que han ratificado el Convenio reglamentaron la duración máxima del período de servicio a bordo, que debería ser inferior a 12 meses.

El sector de la pesca, señala la resolución, enfrenta dificultades similares. Recuerda que el Convenio sobre el trabajo en la pesca, 2007 (núm. 188)  contiene disposiciones en relación a la repatriación y la atención médica para los pescadores.

La Resolución exhorta a los Estados miembros de la OIT a:

· Identifiquen los factores que obstaculizan los cambios de tripulación, elaboren y apliquen planes mensurables y con plazos definidos para garantizar que los cambios de tripulación y los viajes de la gente de mar se efectúen condiciones de seguridad, teniendo en cuenta el Marco recomendado de protocolos  para el cambio de tripulación, y cualquier revisión subsiguiente;

· Designen a la gente de mar como “trabajadores esenciales”, a fin de facilitar operaciones de embarque y desembarque de un buque seguras y sin restricciones y la concesión de permisos para bajar a tierra;

· Consideren la aceptación de los documentos reconocidos internacionalmente de la gente de mar;

· Garanticen que la gente de mar que necesita atención médica inmediata tenga acceso a instalaciones médicas en tierra, a una atención médica de emergencia independientemente de su nacionalidad y, cuando sea necesario, a una repatriación de emergencia;

· Consideren la adopción de medidas temporales, incluyendo derogaciones, exenciones u otros cambios de los requisitos de visado o documentación.

Los Estados miembros de la OIT que ratificaron el MLC, 2006, están invitados a adoptar sin demora las medidas necesarias para asegurar la plena aplicación del Convenio durante la pandemia de COVID-19, en coordinación con los ministerios y organismos pertinentes, en cooperación con otros Estados miembros que lo hayan ratificado y en consulta con los interlocutores sociales.

Se invita a las empresas a que actúen con la debida diligencia en consonancia con los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos de las Naciones Unidas, a fin de que identifiquen, prevengan y mitiguen las repercusiones actuales o potenciales sobre los derechos humanos de la gente de mar de la pandemia de COVID-19, y den cuenta de cómo abordan este impacto.

Además, la Resolución pide a la Secretaría de la OIT que presente un informe sobre las medidas coordinadas adoptadas por las organizaciones de las Naciones Unidas y los interlocutores sociales para dar seguimiento a esta Resolución.

Esta Resolución llega pocos días después de que la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptara una resolución complementaria sobre la “Cooperación internacional para hacer frente a los desafíos que enfrenta la gente de mar como consecuencia de la pandemia de COVID-19, a fin de apoyar a las cadenas mundiales de suministro”.

6. PANORAMA LABORAL 2020

LA COVID-19 DEJA UN RASTRO DE ALTA DESOCUPACIÓN, INACTIVIDAD Y PRECARIEDAD EN EL EMPLEO EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE

Unas 30 millones de personas están desocupadas y 23 millones habrán salido de la fuerza de trabajo ante la falta de oportunidades. En 2021 el empleo estará en terapia intensiva y los indicadores podrían empeorar, dice informe anual de la OIT.

Noticia | 17 de diciembre de 2020

LIMA (OIT Noticias) – Durante los últimos 10 meses los mercados de trabajo de América Latina y el Caribe han retrocedido al menos 10 años y la crisis está lejos de terminar, dijo hoy el Director Regional de la OIT, Vinícius Pinheiro, al presentar una nueva edición del informe anual Panorama Laboral, que en esta ocasión retrata el impacto sin precedentes de la crisis por COVID-19.

“Llegamos a 2021 con el empleo en terapia intensiva”, dijo Pinheiro en una rueda de prensa para dar a conocer los principales contenidos del Panorama Laboral 2020  de América Latina y el Caribe, un informe que comenzó a editarse en 1994. “Esta es la crisis más grande que haya registrado este informe en toda su existencia”.

Frente a este escenario los países de la región enfrentan ahora el desafío de “sentar las bases para una nueva y mejor normalidad”, lo cual implicará adoptar estrategias para generar más y mejores empleos en la medida que se vaya reactive la producción y vaya disminuyendo la emergencia sanitaria.

“Ahora es indispensable lograr crecimiento económico con empleo. El empleo es crucial para reducir la pobreza y enfrentar la amplificación de las desigualdades que está dejando como secuela esta pandemia”, agregó el Director de la OIT para América Latina y el Caribe.

El Panorama Laboral 2020 registra un fuerte aumento en la tasa de desocupación que subiría hasta 2,5 puntos porcentuales en comparación con el año anterior, pasando de 8,1% a 10,6%. Esto significaría que el número de personas buscando empleo que no lo pueden conseguir aumenta en 5,4 millones y llega hasta 30,1 millones.

Pero el informe de la OIT advierte que en un escenario de crisis tan abrupta la tasa de desocupación cuenta solo una parte de la historia. Este año se registró un inédito transito hacia la inactividad por parte de personas que desistieron de buscar trabajo ante la falta de oportunidades. La tasa de participación se desplomó en 5,4 puntos porcentuales hasta 57,2% de acuerdo con los datos disponles al cierre del tercer trimestre de 2020.

Más allá de los porcentajes esto significa que unas 23 millones de personas salieron de la fuerza laboral temporalmente y han perdido sus empleos y sus ingresos. En la medida que las economías se recuperen, su regreso a los mercados de trabajo generará presiones adicionales para los indicadores de desocupación del año próximo.

En 2021 la tasa de desocupación podría volver a subir hasta 11,2%, dijo la OIT, al considerar que influirán  también factores como un crecimiento económico moderado en torno a 3,5%, insuficiente para recuperar el terreno perdido en la crisis, y la incertidumbre en torno a la evolución de la pandemia de COVID-19, incluyendo los temores sobre rebrotes y sobre la eficacia de los procesos de vacunación.

El informe agrega que antes de la crisis sanitaria, lo que ha sostenido a la participación y ocupación regional ha sido la incorporación de las mujeres en el mercado laboral. Por la pandemia, este proceso claramente enfrenta un retroceso. La reducción en tasa de participación proporcionalmente fue más importante entre las mujeres, de -10,4% entre las mujeres, que entre los hombres, de -7,4%.

“La crisis sanitaria en 2020 ha tenido un impacto aún más significativo en el desempeño de los indicadores laborales de las mujeres”, dice el documento.

En el caso de la población entre 15 y 24 años, durante los primeros tres trimestres de 2020 las tasas de participación y de ocupación juveniles cayeron en torno a los 5,5 pp., hasta ubicarse en 42,7% y 33,0%. La tasa de desocupación juvenil subió 2,7 pp. hasta 23,2%, un nivel que no había sido registrado antes, y que implica que uno de cada cuatro jóvenes estaba sin empleo al tercer trimestre de 2020.

Al analizar los datos disponles sobre categorías ocupacionales al tercer trimestre, el informe de la OIT dice que en 2020 el empleo asalariado total y el empleo por cuenta propia cayeron -6,8% y -8,9%. También se observa el impacto que la crisis sanitaria tuvo en otras categorías ocupacionales, como los empleadores (-9,8%) y el servicio doméstico (-19,4%).

La contracción del empleo fue particularmente importante en sectores de servicios como hoteles (-17,6%) y comercio (-12,0%). Por otra parte, también se observa que la crisis sanitaria afectó fuertemente el empleo en la construcción (-13,6%) y la industria (-8,9%). La menor caída de la ocupación se observó en la agricultura (-2,7%).

Pinheiro destacó que para el futuro será importante considerar las lecciones aprendidas de esta pandemia. En primer lugar, que no hay un dilema entre preservar la salud y la actividad económica pues sin salud no hay ni producción ni consumo. La seguridad y salud en el trabajo ahora es un tema clave para la reactivación.

En segundo lugar, que el diálogo social es más relevante que nunca pues permite contar con estrategias consensuadas entre gobiernos, empleadores y trabajadores para enfrentar la crisis.

Además destacó que será necesario hacer frente a las ‘condiciones preexistentes’. “La región fue duramente golpeada por esta crisis, incluso más que otras en el mundo, y eso se debió en gran parte a problemas estructurales que existían y conocíamos”, dijo el Director Regional de la OIT.

Por ejemplo, la persistente falta de espacio fiscal, las brechas de  cobertura de la protección social, la elevada desigualdad social y la alta informalidad que pusieron en evidencia la precariedad de grandes sectores de nuestras sociedades, agregó.

El Panorama Laboral 2020 tiene un tema especial en el que se analizan diversas repercusiones de la crisis de la COVID-19, incluyendo las medidas adoptadas por los gobiernos para proteger los empleos, los ingresos, y el funcionamiento de las empresas en tiempos de emergencia. El informe dice que fue un esfuerzo importante, aún cuando “en algunos casos hubo la sensación de que las ayudas llegaron tarde, o bien que no eran suficientes para cubrir los ingresos perdidos”.

El auge del trabajo de plataformas, en especial de reparto, y el crecimiento del teletrabajo, así como los desafíos que se enfrentan en su regulación, en el cierre de las brechas digitales, en la capacitación y en su desempeño en condiciones de formalidad, también son objetos de análisis en este Panorama Laboral.

Los desafíos en tiempos de la COVID-19 para la formación profesional, la protección social, las inspecciones del trabajo y el apoyo a las MIPyMES, son revisadas por especialistas de la OIT.

El informe concluye con una reflexión sobre las políticas que podrían contribuir a una recuperación laboral tras la crisis, incluyendo la necesidad de repensar el modelo de inserción económica internacional, de un desarrollo tecnológico con sostenibilidad ambiental, de impulso al emprendimiento y la formalización, y de contar con políticas de empleo que respondan a las nuevas realidades.

“Frente a la actual crisis por la COVID-19, es importante adaptar y actualizar la Política Nacional de Empleo en los países que ya disponen de ella, o formular una Política en los países que aún no la tienen”, dice el documento, al hacer un llamado a la acción para enfrentar la crisis.

“El camino hacia una nueva y mejor normalidad no será fácil, ni será corto”, dijo el Director de OIT para América Latina del Caribe. Pinheiro precisó que “ese es el legado de 2020, el año que vivimos con la COVID-19”.

El informe Panorama Laboral 2020 fue elaborado por un equipo de expertos de la OIT en diversos países de la región, coordinado por Fabio Bertranou, Director de la Oficina para el Cono Sur e integrado entre otros por Juan Jacobo Velasco, Andrés Marinakis, Roxana Maurizio, Gerhard Reinecke, Bolívar Pino y Marcela Cabezas.

7. EMPLEO PARA LA PAZ Y LA RESISTENCIA

LA COVID-19 CONSTITUYE UN OBSTÁCULO PARA FOMENTAR LA PAZ EN PAÍSES AFECTADOS POR CONFLICTOS

Los organismos humanitarios y de desarrollo deberían implantar programas para hacer frente a la crisis de COVID-19, con objeto de fomentar la resiliencia y la paz y contribuir a la reconstrucción de las sociedades.

Comunicado de prensa | 17 de diciembre de 2020

GINEBRA (OIT Noticias) – La crisis de COVID-19 dificulta de forma singular las actividades encaminadas a fomentar la paz y la resiliencia en países afectados por conflictos, así como la adopción de medidas de respuesta en materia de sanidad pública y los esfuerzos para promover la paz.

En un informe conjunto de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la Organización Mundial de la Salud (OMS), Interpeace y la Oficina de las Naciones Unidas de Apoyo a la Consolidación de la Paz (DPPA/PBSO) se aboga por la adopción de medidas de respuesta específicas y coordinadas para fomentar y consolidar la paz en países afectados por conflictos.

En la publicación From Crisis to Opportunity for Sustainable Peace – A joint perspective on responding to the health, employment and peacebuilding challenges in times of COVID-19  (De una situación de crisis a la posibilidad de lograr una paz sostenible: visión conjunta para afrontar retos en materia de salud, empleo y consolidación de la paz durante la pandemia de COVID-19), se formulan varias propuestas para afrontar la crisis sanitaria, crear empleo decente a tenor de situaciones de conflicto y contribuir a la consolidación de la paz.

En el informe se pone de manifiesto asimismo que en los países afectados por conflictos armados, o en los que el riesgo de un estallido de violencia es elevado, la crisis de COVID-19 o las medidas de respuesta frente a la misma pueden exacerbar agravios y aumentar la desconfianza y la discriminación, o fomentar la percepción de injusticia en materia de acceso a servicios sanitarios, a empleo decente y a medios de subsistencia.

“La crisis de COVID-19 ha agravado situaciones que ya eran delicadas previamente... La OIT es particularmente consciente de su responsabilidad de promover la paz y la resistencia durante la pandemia mundial que tiene lugar actualmente."

Guy Ryder, Director General de la OIT
Ello podría mermar asimismo la confianza en las autoridades gubernamentales y repercutir de forma desproporcionada en determinados sectores de población, en particular las mujeres, los migrantes y grupos de personas desplazadas, marginadas o vulnerables.

"Por lo general, los conflictos surgen por falta de trabajo decente", señaló Guy Ryder, Director General de la OIT. "La crisis de COVID-19 ha agravado situaciones que ya eran delicadas previamente y es necesario que las partes interesadas trabajen de consuno para abordar las causas subyacentes. La OIT es particularmente consciente de su responsabilidad de promover la paz y la resistencia durante la pandemia mundial que tiene lugar actualmente".

En el informe también se señala que las medidas de respuesta a corto plazo frente a la crisis sanitaria pública deben formar parte de una visión más amplia a largo plazo, con miras a fomentar la recuperación. En la publicación se destacan varias formas de aumentar la resiliencia de las sociedades frente a los conflictos y los retos que plantean las pandemias actuales y las que pudieran surgir en el futuro, en particular, la ampliación de los programas de empleo público y los planes de protección social, así como el aumento de la inversión en infraestructuras productivas.

Esas medidas pueden contribuir a sentar las bases para realizar nuevos cambios estructurales con objeto de fomentar y consolidar la paz a largo plazo. Los planes de obras públicas de emergencia, en particular, pueden mitigar los efectos económicos de la pandemia y fortalecer las medidas de respuesta en el plano sanitario, sobre la base de la mejora de las infraestructuras para prestar servicios de atención sanitaria fundamentales y facilitar el suministro de agua potable y servicios sanitarios y de higiene.

El Director General de la OMS, Dr. Tedros Adhanom Ghebreyesus, manifestó que "los servicios sanitarios equitativos fomentan la confianza de la comunidad, lo que a su vez contribuye a mejorar los sistemas sanitarios y a fortalecer las actividades encaminadas a consolidar la paz".

Las medidas de respuesta inclusivas en los planos sanitario y socioeconómico brindan asimismo la oportunidad de dar voz a los agentes locales en el marco del proceso de toma de decisiones y de alentar la adopción de medidas de respuesta a escala local, y en consecuencia, contribuyen a fomentar la confianza en las instituciones gubernamentales y entre grupos de índole diversa.

"La COVID-19 ha exacerbado agravios y desigualdades que existían previamente. Con objeto de facilitar la reconstrucción, es necesario adoptar medidas de respuesta integradas en los planos sanitario, humanitario y socioeconómico a tenor de situaciones de conflicto, sin que se produzcan efectos adversos", señaló Oscar Fernández-Taranco, Subsecretario General de Apoyo a la Consolidación de la Paz.

"Se ha puesto de manifiesto que la pandemia ha agravado en gran medida la desigualdad en los planos social, económico y de género, y ha mermado la confianza en las instituciones, al tiempo que ha aumentado la probabilidad de que se produzcan actos de violencia. Con objeto de abordar los efectos que provoca la crisis de la COVID-19 en diversos ámbitos, es necesario aunar esfuerzos en las esferas de la sanidad, el empleo y la paz, y formular medidas de respuesta muy variadas que hagan hincapié en la creación de confianza en el marco del proceso de recuperación", señaló Scott Weber, Presidente de Interpeace.

8. PÉRDIDA DE 81 MILLONES DE EMPLEOS A RAÍZ DE LOS EFECTOS ADVERSOS DE LA COVID-19 EN ASIA Y EL PACÍFICO

La pandemia da lugar a una enorme disminución de la cantidad de horas de trabajo, revierte el aumento del empleo y provoca la pobreza laboral de millones de personas.

Comunicado de prensa | 15 de diciembre de 2020

© ILOBANGKOK (OIT Noticias) – La disminución generalizada de la cantidad de horas de trabajo como consecuencia de la crisis de la COVID-19  ha tenido un efecto devastador en el empleo y los ingresos en Asia y el Pacífico, según se desprende de un nuevo informe de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).

En el informe Asia–Pacific Employment and Social Outlook 2020: Navigating the crisis towards a human-centred future of work  (Perspectivas sociales y del empleo para Asia y el Pacífico 2020: Superación de la crisis en aras de un futuro del trabajo centrado en el ser humano) se estima que los efectos adversos de la pandemia de COVID-19 en el plano económico provocaron una pérdida de alrededor de 81 millones de empleos en 2020. En casi todas las economías sobre las que se dispone de datos trimestrales para 2020 el nivel de empleo disminuyó con respecto al registrado en 2019.

La crisis ha tenido consecuencias de gran alcance, y el subempleo ha aumentado en gran medida a raíz de los millones de trabajadores a los que se ha pedido que reduzcan sus horas de trabajo o dejen de trabajar. La cantidad de horas de trabajo en Asia y el Pacífico disminuyó en un 15,2% en el segundo trimestre, y en un 10,7% en el tercer trimestre de 2020 con respecto a la situación que existía antes de la crisis.



La pérdida de horas de trabajo se ha visto influida asimismo por el hecho de que millones de personas hayan dejado de formar parte de la fuerza de trabajo, o se hayan quedado sin trabajo por interrumpirse la creación de empleo en la región. Con arreglo a los datos trimestrales disponibles, en el informe se prevé que la tasa de desempleo del 4,4% registrada en la región en 2019 aumente en 2020 hasta un valor comprendido entre el 5,2% y el 5,7%.

"La COVID-19 ha tenido unos efectos muy adversos en los mercados de trabajo de la región, para los que pocos gobiernos de la misma estaban preparados. El bajo nivel de cobertura de seguridad social y la insuficiente capacidad institucional de muchos países han dificultado las ayudas a las empresas y a los trabajadores para fomentar su recuperación, situación que se ha visto agravada en los casos en los que muchos de esos trabajadores se encontraban en la economía informal. Esas deficiencias, que ya existían antes de la crisis, abocaron a muchas personas a una situación de inseguridad económica al surgir la pandemia, habida cuenta de los efectos adversos de la misma en materia de horas de trabajo y nivel de empleo", señaló la Sra. Chihoko Asada Miyakawa, Subdirectora General de la OIT y Directora Regional para Asia y el Pacífico.

Las mujeres y los jóvenes están desproporcionadamente afectados

Según el informe, en la mayoría de los países de la región se registró una mayor disminución de las horas de trabajo y del nivel de empleo en el caso de las mujeres que en el de los hombres. Por otro lado, las mujeres fueron más susceptibles que los hombres a pasar a una situación de inactividad. Los jóvenes también se han visto particularmente afectados por la disminución de horas de trabajo y la pérdida de empleo. La proporción de jóvenes con respecto a la cantidad total de personas que perdieron su empleo fue de 3 a 18 veces mayor que la proporción de jóvenes con respecto a la cantidad total de personas con empleo.

"El informe pone claramente de manifiesto que los jóvenes y las mujeres se han visto más perjudicados que los demás trabajadores en lo que respecta a la pérdida de empleo", afirmó la Sra. Sara Elder, Economista Superior de la Oficina Regional de la OIT para Asia y el Pacífico y autora principal del informe. "El aumento del desempleo merma la capacidad de los trabajadores jóvenes para competir en la búsqueda de un nuevo empleo”. Al encontrar trabajo, es probable que éste no se ajuste a sus expectativas. Millones de mujeres también se han visto muy perjudicadas, y las que han dejado de formar parte de la fuerza de trabajo podrían necesitar varios años para volver a encontrarse en situación de pleno empleo".

Los ingresos laborales, otra víctima de la crisis

La disminución de la cantidad de horas de trabajo remunerado ha provocado una reducción del valor promedio de los ingresos. Se estima que los ingresos provenientes del trabajo en la región de Asia y el Pacífico han disminuido en un 10% en los tres primeros trimestres de 2020, lo que es equiparable a una pérdida del 3% del producto interior bruto. Ello ha provocado asimismo un aumento del nivel de pobreza laboral. En cifras absolutas, en el informe se prevé que de 22 a 25 millones de personas más podrían verse abocadas a una situación de pobreza laboral, lo que elevaría la cantidad total de trabajadores en situación de pobreza (los que viven con menos de 1,90 dólares al día) en la región de Asia y el Pacífico a un valor comprendido entre 94 y 98 millones de personas en 2020.

En el informe también se señala que, habida cuenta del alcance de los efectos adversos en los mercados laborales, las medidas de respuesta adoptadas en el plano fiscal a escala regional han sido insuficientes, en particular en las economías en desarrollo de la región. Las deficiencias en materia de gasto fiscal podrían hacer que la crisis acentúe la desigualdad entre los países de la región de Asia y el Pacífico.

La Sra. Elder afirmó asimismo que "en el informe se destaca, como aspecto favorable, que los esfuerzos desplegados por los gobiernos para ayudar a las empresas a mantener a sus trabajadores en plantilla, aun con arreglo a un horario de trabajo reducido, han permitido evitar una pérdida de empleo aún mayor. Se ha demostrado fehacientemente que las políticas de protección social y empleo contribuyen a mantener el empleo y los ingresos, y en consecuencia, cabe esperar que la crisis permita aumentar el valor y la duración de las inversiones en esferas que promuevan la resiliencia y fomenten un futuro laboral que haga más hincapié en el ser humano”.
9. MIGRACIÓN LABORAL

LA BRECHA SALARIAL DE LOS MIGRANTES SE AMPLÍA EN MUCHOS PAÍSES DE ALTOS INGRESOS

La remuneración de los migrantes es casi un 13% menor que la que perciben los ciudadanos de los países de acogida, según se desprende de un estudio de la OIT. En determinados países, esa diferencia alcanza el 42%.

Noticia | 14 de diciembre de 2020


GINEBRA (OIT Noticias) – La remuneración promedio de los migrantes es casi un 13% menor que la que perciben los ciudadanos de los países de altos ingresos de acogida, según un nuevo informe de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).

En determinados países, en particular Chipre, Italia y Austria, la brecha salarial por hora de trabajo es aún mayor, a saber, del 42, 30 y 25% respectivamente. En Finlandia es del 11%, inferior al valor promedio, y en la Unión Europea en su conjunto es de casi un 9%.

La brecha salarial de los migrantes ha aumentado en varios países de altos ingresos a lo largo de los últimos cinco años; en Italia, por ejemplo, la remuneración de los trabajadores migrantes es un 30% menor que la que perciben los ciudadanos de dicho país, según datos recientes, frente al 27% que se registró en 2015. En Portugal la diferencia de remuneración es del 29%, frente al 25% registrado en 2015, y en Irlanda del 21%, con respecto al 19% en 2015.

No obstante, en todos países deben afrontar problemas asociados a la discriminación y la exclusión, que se han visto agravados a raíz de la pandemia de COVID-19 , según el citado estudio de la OIT.

“Los trabajadores migrantes deben hacer frente con frecuencia a una desigualdad de condiciones en el mercado laboral, en particular en materia de salarios, acceso al empleo y formación, condiciones de trabajo, seguridad social y derechos sindicales. Desempeñan una función primordial en muchas economías."

Michelle Leighton, Directora del Servicio de Migraciones Laborales
El informe, The migrant pay gap: Understanding wage differences between migrants and nationals  (Brecha salarial de los migrantes: examen de las diferencias salariales entre los migrantes y los ciudadanos de los países de acogida), pone de manifiesto que los migrantes en los países de altos ingresos son más susceptibles de tener un trabajo precario, habida cuenta de que el 27% de ellos tienen contratos temporales, y un 15% empleo a tiempo parcial. Están representados de forma desproporcionada en el sector primario, en particular, en las esferas de la agricultura, la pesca y la silvicultura, y realizan más trabajos que los ciudadanos de los países de acogida en el sector secundario, en particular, en las esferas de la minería y la extracción de minerales, la producción, el suministro de electricidad, gas y agua, y la construcción.

"Los trabajadores migrantes deben hacer frente con frecuencia a una desigualdad de condiciones en el mercado laboral, en particular en materia de salarios, acceso al empleo y formación, condiciones de trabajo, seguridad social y derechos sindicales. Desempeñan una función primordial en muchas economías. No pueden considerarse ciudadanos de segunda clase", afirma Michelle Leighton, Directora del Servicio de Migraciones Laborales.

Inadecuación de competencias

Los trabajadores migrantes perciben un salario menor que el de los ciudadanos de los países de acogida que poseen una calificación análoga para la misma categoría profesional.

Son más proclives a realizar trabajos poco cualificados e insuficientemente remunerados que no están en consonancia con su nivel educativo ni con sus competencias, lo que podría constituir una discriminación en el marco de los procesos de contratación. Los trabajadores migrantes con estudios superiores en los países de altos ingresos también tienen menos probabilidades de lograr un empleo en categorías profesionales elevadas.

En Estados Unidos y Finlandia, por ejemplo, pese a que la proporción de trabajadores migrantes con estudios secundarios es del 78% y el 98%, respectivamente, la proporción de trabajadores migrantes en empleos de alta o mediana calificación es únicamente del 35% y el 50%.

Ello pone de relieve la dificultad que conlleva compaginar sus conocimientos y su experiencia de un país a otro, en gran medida como consecuencia de la falta de sistemas que permitan reconocer las competencias y la calificación de los trabajadores migrantes.

En los países de ingresos bajos y medianos se da una situación opuesta, puesto que los trabajadores migrantes suelen ser expatriados temporales altamente calificados. Por lo general, su remuneración por hora de trabajo es aproximadamente un 17,3% mayor que la que perciben los trabajadores no migrantes.

Las trabajadoras migrantes deben hacer frente a una doble discriminación

Las trabajadoras migrantes tiene que afrontar una doble penalización salarial, por su condición de migrantes y de mujer. Se estima que la brecha salarial por hora de trabajo entre los ciudadanos masculinos del país de acogida y las mujeres migrantes en los países de altos ingresos es de casi el 21%. Ese valor es superior a la brecha de remuneración por motivos de género (16%) que se produce en esos países. 


Ello obedece parcialmente a que las trabajadoras migrantes constituyen una gran parte de las personas que realizan trabajos domésticos, a saber, el 73% (8,45 millones de personas) de todos los trabajadores domésticos migrantes a escala mundial. En los países de altos ingresos, la brecha de remuneración entre los trabajadores migrantes que realizan trabajos de prestación de cuidados y los trabajadores de ese sector que no son migrantes es de alrededor del 19%.

Repercusiones de la pandemia

En los planos sanitario y económico, la pandemia ha repercutido en mayor medida en los trabajadores migrantes que en el resto de la población activa. Al comenzar la crisis de COVID-19, decenas de millones de trabajadores migrantes se vieron obligados a regresar a su hogar tras perder su empleo.

El trabajo que realizan es menos propicio para efectuarse a distancia que el de los trabajadores no migrantes, y en muchos casos, se trata de trabajadores de primera línea que están más expuestos al virus.

La crisis, cuyo alcance global desconocemos aún, podría acentuar las diferencias en el mercado laboral entre los trabajadores migrantes y los ciudadanos de los países de acogida, lo que a su vez podría ampliar aún más la brecha salarial de los migrantes, según se desprende de los resultados del informe.

10. COVID-19: ESTIMULAR LA ECONOMÍA Y EL EMPLEO

PROPICIAR UNA RECUPERACIÓN VERDE CON MÁS EMPLEOS DE MEJOR CALIDAD

Las medidas de respuesta de los gobiernos frente a la pandemia de la #COVID-19 han puesto de manifiesto la estrecha relación que existe entre salud pública y medio ambiente. Habida cuenta de ello, promover la calidad medioambiental y la salud puede contribuir a prevenir pandemias y crisis relacionadas con el clima en el futuro. La reseña de políticas de la OIT sobre la forma de propiciar esa recuperación ecológica puede consultarse en www.ilo.org/covid19

. APLICACIÓN DEL DERECHO DEL TRABAJO A LAS PEQUEÑAS EMPRESAS

Los trabajadores independientes, las microempresas y las pequeñas y medianas empresas abarcan dos terceras partes del empleo a escala mundial. A fin de garantizar la protección de todos los trabajadores en pie de igualdad, los gobiernos formulan políticas para promover la aplicación, la observancia y el cumplimiento del derecho del trabajo en todas las empresas, con independencia de su tamaño, incluidas las que despliegan su actividad en la economía informal y el sector de los trabajadores independientes.

11. PROTECCIÓN UNIVERSAL CONTRA LAS PEORES FORMAS DE TRABAJO INFANTIL

En 2020, por primera en la historia de la OIT, una Norma Internacional del Trabajo alcanzó la ratificación universal con la aceptación por parte de todos sus 187 Estados miembros. La ratificación universal del Convenio núm. 182 sobre las peores formas de trabajo infantil (1999) de la OIT significa que todos los niños disponen ahora de protección jurídica contra las peores formas de trabajo infantil. Este importantísimo logro llega en un momento oportuno, ya que las Naciones Unidas declaró el 2021 como el Año Internacional para la Eliminación del Trabajo Infantil. Vera Paquete-Perdigao contesta algunas preguntas clave sobre el trabajo infantil y el Convenio.

Opinión | 23 de diciembre de 2020

¿Cuál es la situación actual del trabajo infantil?

A lo largo de las dos últimas décadas, los países han hecho grandes progresos. Las tasas de trabajo infantil disminuyeron de 246 millones de niños en 2020 a 152 millones de niños en 2016. Sin embargo, está cifra sigue siendo muy elevada, sobre todo porque la mitad de estos niños realiza trabajos peligrosos, definidos como las peores formas de trabajo infantil. En la actualidad, la pandemia de COVID-19 amenaza con paralizar o incluso revertir los progresos de los últimos 20 años. Una generación de niños está en riesgo. En este momento crítico debemos redoblar nuestros esfuerzos, en particular para alcanzar la meta 8.7 de los Objetivos de Desarrollo Sostenible  (ODS) para poner fin al trabajo infantil en todas sus formas de aquí a 2025. Las decisiones políticas son importantes, tanto para salvaguardar a los niños durante esta crisis como para lograr mejoras duraderas de su situación. El acceso universal a la educación gratuita, los sistemas de protección de la infancia, el trabajo decente para los padres y los jóvenes en edad de trabajar son elementos fundamentales para incrementar la resiliencia frente a crisis futuras.

¿Por qué es importante la ratificación del Convenio sobre las peores formas de trabajo infantil núm. 182?

La ratificación universal  demuestra que existe un consenso mundial de que las peores formas de trabajo infantil no tienen cabida en nuestra sociedad. Ahora todos los niños cuentan con protección jurídica contra estas formas de trabajo infantil. El Convenio 182  llenó un gran vacío en el marco jurídico internacional para proteger los derechos de los niños. Pero esto no significa que el problema ha sido resuelto. Para que esto suceda, el Convenio deberá aplicarse cabalmente, en todas partes.

¿Cuáles son las peores formas de trabajo infantil?

Las peores formas de trabajo infantil exponen a los niños al peligro físico y/o a un trauma psicológico profundo que pueden afectarlos de por vida. Las peores formas de trabajo infantil incluyen la esclavitud y las prácticas análogas, la prostitución y la pornografía infantil, las actividades ilícitas como el uso de niños para el tráfico de drogas, y los trabajos peligrosos que puedan dañar su salud, seguridad o moral.

¿De qué manera la ratificación permitirá erradicar estas y otras formas de trabajo infantil en un país?

La ratificación pone en marcha la acción para combatir el trabajo infantil en la ley y en la práctica. Los países que lo ratificaron se comprometen a armonizar sus leyes y políticas con las disposiciones del Convenio. Ellos se comprometen a adoptar medidas inmediatas y con plazos de tiempo definidos dirigidas a prevenir las peores formas de trabajo infantil, retirar a los niños de estas actividades y ofrecerles la rehabilitación y el cuidado necesarios, con atención especial hacia las niñas. En numerosos países, la ratificación de este Convenio  y del Convenio núm. 138 de la OIT sobre la edad mínima de admisión al empleo , ha llevado a la adopción de planes nacionales de acción en materia de trabajo infantil que movilizan las respuestas de todo el gobierno. Existen evidencias concretas de que esto da resultado. En los 20 años desde la adopción del Convenio 182 hemos observado una disminución en el trabajo infantil de cerca 40 por ciento y el fortalecimiento de leyes y programas para proteger a los niños del trabajo infantil en todo el planeta.

¿De qué manera la ratificación universal contribuirá a eliminar todas las formas de trabajo infantil para 2025?

La meta 8.7 de los ODS es un objetivo ambicioso que sólo podrá ser alcanzado si trabajamos juntos, dentro y fuera de las fronteras. Las asociaciones, como la Alianza 8.7 , están ayudando a los países a avanzar hacia la consecución de este objetivo gracias al intercambio de conocimientos, experiencias y enfoques innovadores. Las Naciones Unidas declaró el 2021 como el Año Internacional para la Eliminación del Trabajo Infantil . Esto ofrece una oportunidad para fortalecer el movimiento mundial contra el trabajo infantil y cumplir con los compromisos adquiridos con la ratificación universal del Convenio 182. La V Conferencia mundial sobre la eliminación del trabajo infantil que tendrá lugar en Sudáfrica en 2022, será otro evento importante para evaluar los progresos, identificar lo que todavía es necesario hacer para lograr un mundo sin trabajo infantil de aquí a 2025 y movilizar todos los recursos necesarios para hacerlo realidad.

III. DERECHO DE LA UNION EUROPEA
1. Decisión (UE) 2020/1782 del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de noviembre de 2020 por la que se modifica la Decisión n.o 573/2014/UE sobre una mayor cooperación entre los servicios públicos de empleo (SPE) (Texto pertinente a efectos del EEE)
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DECISIÓN (UE) 2020/1782 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 25 de noviembre de 2020por la que se modifica la Decisión n.o 573/2014/UE sobre una mayor cooperación entre los servicios públicos de empleo (SPE)

(Texto pertinente a efectos del EEE)

EL PARLAMENTO EUROPEO Y EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA,

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, y en particular su artículo 149,

Vista la propuesta de la Comisión Europea,

Previa transmisión del proyecto de acto legislativo a los Parlamentos nacionales,

Visto el dictamen del Comité Económico y Social Europeo (1),

Previa consulta al Comité de las Regiones,

De conformidad con el procedimiento legislativo ordinario (2),

Considerando lo siguiente:

	(1)
	La Decisión n.o 573/2014/UE del Parlamento Europeo y del Consejo (3) crea la Red Europea de Servicios Públicos de Empleo (en lo sucesivo, «Red») para el período comprendido entre el 17 de junio de 2014 y el 31 de diciembre de 2020.


	(2)
	El objetivo de la Red es modernizar y reforzar los servicios públicos de empleo (SPE) con el fin de mejorar su capacidad, la calidad de sus servicios, su eficacia y su eficiencia. Esto se podría lograr facilitando una plataforma para comparar sus resultados a escala de la Unión, determinar las mejores prácticas y establecer un sistema de aprendizaje mutuo, con vistas a contribuir al trabajo digno y a puestos de trabajo inclusivos y sostenibles. También tiene por objetivo proporcionar a los SPE más oportunidades para contribuir a desarrollar políticas innovadoras, orientadas al futuro y con base empírica de conformidad con las iniciativas políticas pertinentes de la Unión y con los objetivos económicos, sociales y de empleo establecidos en el artículo 3, apartado 3, del Tratado de la Unión Europea.


	(3)
	La Red ha sido esencial para fomentar una mayor cooperación entre los Estados miembros en los ámbitos de responsabilidad de los SPE, así como para contribuir a la modernización y el fortalecimiento de los SPE. Una evaluación de la ejecución de la Decisión n.o 573/2014/UE muestra que la Red ha tenido un impacto positivo e identifica las lecciones aprendidas a partir de las diferentes actividades y experiencias. Además, la Red ha aumentado su capacidad y ha desarrollado medidas innovadoras con base empírica para aplicar las políticas de empleo.


	(4)
	A fin de aprovechar los resultados obtenidos hasta ahora y seguir fomentando la cooperación entre los SPE, el período de establecimiento de la Red debe prolongarse hasta el 31 de diciembre de 2027.


	(5)
	La Red debe reforzar la cooperación entre sus miembros y desarrollar iniciativas conjuntas para el intercambio de información y de las mejores prácticas en todos los ámbitos en los que operan los SPE, ofreciendo análisis comparativos y asesoramiento y promoviendo iniciativas innovadoras en materia de colocación. En ese contexto, y cuando sea lo adecuado, debe prestarse atención a la cooperación de los SPE para facilitar la integración de las personas amparadas por las normas de la Unión sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social, así como la asistencia que se preste a dichas personas. El trabajo de la Red debe permitir una comparación inclusiva, con base empírica y orientada a resultados de todos los SPE, a fin de que puedan determinarse las mejores prácticas en sus ámbitos de actividad, contribuyendo así a la mejora del diseño y la prestación de los servicios de empleo en el marco de sus competencias específicas. Las iniciativas de la Red deben mejorar la eficacia de los SPE y contribuir a un uso más eficiente de los fondos públicos.


	(6)
	La Red debe apoyar la aplicación del pilar europeo de derechos sociales, que incluye entre sus principios la prestación de apoyo activo al empleo. Asimismo, debe contribuir a una transición socialmente justa hacia una economía ecológica y a la aplicación de los principios y objetivos pertinentes de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas, mediante la potenciación del empleo y del crecimiento económico sostenible e inclusivo y un trabajo decente para todos.


	(7)
	La Red debe continuar intensificando y reforzando su cooperación sistemática y estructural con otros agentes pertinentes del mercado de trabajo, incluidos, en particular, los organismos de la Unión en los ámbitos del empleo, la política social, la igualdad de género, la educación y la formación, así como los interlocutores sociales, los prestadores de servicios en los ámbitos social y de empleo, las organizaciones que representan a grupos vulnerables y las autoridades locales y regionales a fin de promover sinergias, intercambiar las mejores prácticas y garantizar un marco político coherente cuando proceda.


	(8)
	El papel de los SPE en la prestación de servicios más eficaces para los solicitantes de empleo y las empresas debe contar con el apoyo adecuado a nivel nacional y, en su caso, regional, con recursos humanos y un apoyo financiero suficientes para la formación y el equipamiento del personal. Los Estados miembros deben dotar a los SPE de los recursos necesarios para que los SPE puedan abordar con éxito la digitalización de la economía, los cambios en los patrones de trabajo, incluida la nueva economía de plataformas, y las transformaciones demográficas y sociales.


	(9)
	El apoyo financiero de la Unión para la Red debe ponerse a disponibilidad de conformidad con el marco financiero plurianual para 2021-2027.


	(10)
	La Red y sus iniciativas deben financiarse de conformidad con la planificación financiera de la Unión y con cargo a los créditos fijados por el Parlamento Europeo y por el Consejo.


	(11)
	Para los proyectos desarrollados por la Red o identificados en las actividades de aprendizaje mutuo y ejecutados en los distintos SPE, los Estados miembros deben tener acceso a la financiación de los programas pertinentes de la Unión.


	(12)
	A fin de garantizar la continuación ininterrumpida de las actividades de la Red, la presente Decisión debe aplicarse a partir del 1 de enero de 2021.


	(13)
	Procede, por lo tanto, modificar la Decisión n.o 573/2014/UE en consecuencia.


HAN ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN:

Artículo 1

La Decisión n.o 573/2014/UE se modifica como sigue:

	1)
	En el artículo 1, el párrafo primero se sustituye por el texto siguiente:

«Se crea una Red de la Unión de Servicios Públicos de Empleo (SPE) (en lo sucesivo, «Red») para el período comprendido entre el 1 de enero de 2021 y el 31 de diciembre de 2027. La Red llevará a cabo las iniciativas establecidas en el artículo 4.».


	2)
	El artículo 3 se modifica como sigue:

a)

la parte introductoria se sustituye por el texto siguiente:

«La finalidad de la presente Decisión consiste en fomentar la cooperación entre los Estados miembros en materia de empleo mediante la Red, dentro de los ámbitos de responsabilidad de los SPE, para contribuir a la aplicación de las políticas de empleo de la Unión. Esto también ayudará a la aplicación de los principios del pilar europeo de derechos sociales y contribuirá a la consecución de los objetivos del Pacto Verde Europeo y de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas, respaldando así a:»;

b)

la letra a) se sustituye por el texto siguiente:

«a)

todos los colectivos vulnerables con altos índices de desempleo, especialmente a los trabajadores de más edad y a los jóvenes que ni estudian, ni trabajan ni reciben formación («ninis»), a las personas con discapacidad y a las personas que se enfrentan a una discriminación por motivos múltiples;»;

c)

las letras c) y d) se sustituyen por el texto siguiente:

«c)

el mejor funcionamiento y un carácter más inclusivo de los mercados de trabajo;

c bis)

la igualdad de género;

d)

la identificación de carencias de competencias y el suministro de información sobre su alcance y localización, así como un mejor ajuste de las competencias de los solicitantes de empleo y las necesidades de los empresarios, también mediante la identificación de las necesidades de formación profesional, la empleabilidad de los solicitantes de empleo y la prevención del desempleo, por ejemplo, mediante la orientación profesional y la formación;».




	3)
	El artículo 4, apartado 1, se modifica como sigue:

a)

en la letra a), el inciso i) se sustituye por el texto siguiente:

«i)

contribución a la reducción del desempleo en todos los grupos de edades y de género y en los colectivos vulnerables,»;

b)

la letra c) se sustituye por el texto siguiente:

«c)

la contribución a la modernización y fortalecimiento de los SPE en ámbitos clave, a la vista de las políticas sociales y de empleo de la Unión, y teniendo en cuenta el pilar europeo de derechos sociales, el Pacto Verde Europeo y los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas, así como los retos relacionados con la digitalización, la transformación del mundo laboral y de los patrones de trabajo y los cambios demográficos;»;

c)

las letras f) y g) se sustituyen por el texto siguiente:

«f)

la adopción y ejecución de su programa de trabajo anual, estableciendo sus métodos de trabajo, los resultados que debe ofrecer y los detalles relacionados con la aplicación del aprendizaje comparativo, así como las estrategias de divulgación y cooperación;

g)

el fomento e intercambio de las mejores prácticas en materia de identificación de los ninis, de desarrollo de iniciativas para garantizar que estos jóvenes adquieran las competencias necesarias para acceder al mercado laboral y mantenerse en este, y de integración de los desempleados de larga duración y otros colectivos vulnerables en el mercado laboral.».




	4)
	El artículo 5 se sustituye por el texto siguiente:

«Artículo 5

Cooperación

La Red desarrollará la cooperación con los agentes del mercado de trabajo pertinentes, incluidos otros prestadores de servicios sociales y de empleo y los interlocutores sociales y, cuando proceda, los organismos de la Unión en los ámbitos del empleo, la política social, la igualdad de género, la educación y la formación, organizaciones representantes de personas desempleadas o de otros colectivos vulnerables, organismos para la igualdad, organizaciones de formación profesional, ONG que trabajen en los ámbitos del empleo y la transición justa y autoridades regionales y locales, implicándolos en actividades pertinentes y en reuniones de la Red e intercambiando información y datos con ellos. Cuando proceda, la Red podrá intercambiar las mejores prácticas con los servicios públicos de empleo pertinentes de terceros países.».


	5)
	En el artículo 6, el apartado 5 se sustituye por el texto siguiente:

«5.   El Consejo de Administración estará asistido por una Secretaría que facilitará y tendrá su sede en la Comisión. La Secretaría preparará, en cooperación con el presidente y los vicepresidentes, las reuniones del Consejo de Administración, el programa de trabajo anual y el informe anual de la Red. Asimismo, la Secretaría cooperará estrechamente con la Secretaría del Comité de Empleo, a fin de coordinar las iniciativas y aumentar la cooperación entre la Red y el Comité de Empleo.».


	6)
	El artículo 7 se sustituye por el texto siguiente:

«Artículo 7

Apoyo financiero

Los recursos generales necesarios para la aplicación de la presente Decisión se pondrán a disposición de conformidad con el marco financiero plurianual 2021-2027, y los créditos anuales destinados a esta medida serán autorizados por el Parlamento Europeo y el Consejo dentro de los límites del marco financiero.».


	7)
	En el artículo 9, el apartado 2 se sustituye por el texto siguiente:

«2.   La delegación de poderes mencionada en el artículo 8 se otorgará a la Comisión hasta el 31 de diciembre de 2027.».


	8)
	El artículo 10 se sustituye por el texto siguiente:

«Artículo 10

Revisión

Antes del 30 de septiembre de 2026, la Comisión presentará un informe de evaluación de la aplicación de la presente Decisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones. Dicho informe evaluará, entre otras cuestiones, en qué medida ha contribuido la Red a la consecución de los objetivos enunciados en el artículo 3.».


Artículo 2

La presente Decisión entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea.

Será aplicable a partir del 1 de enero de 2021.

Hecho en Bruselas, el 25 de noviembre de 2020.

Por el Parlamento Europeo
El Presidente
D. M. SASSOLI

Por el Consejo
El Presidente
M. ROTH



(1)  Dictamen de 30 de octubre de 2019 (pendiente de publicación en el Diario Oficial).

(2)  Posición del Parlamento Europeo de 11 de noviembre de 2020 (pendiente de publicación en el Diario Oficial) y Decisión del Consejo de 18 de noviembre de 2020.

(3)  Decisión n.o 573/2014/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, sobre una mayor cooperación entre los servicios públicos de empleo (SPE) (DO L 159 de 28.5.2014, p. 32).
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Resolución del Consejo y de los representantes de los Gobiernos de los Estados miembros, reunidos en el seno del Consejo, sobre el marco para establecer una agenda europea de trabajo en el ámbito de la juventud

(2020/C 415/01)

EL CONSEJO Y LOS REPRESENTANTES DE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS MIEMBROS, REUNIDOS EN EL SENO DEL CONSEJO,

RECONOCIENDO QUE:

	1.
	El concepto de «trabajo en el ámbito de la juventud» es amplio y abarca una gran variedad de actividades de carácter social, cultural, educativo, medioambiental o político realizadas por los jóvenes, con ellos o dirigidas a ellos, ya sea en grupo o individualmente. El trabajo en el ámbito de la juventud corre a cargo de animadores juveniles remunerados y voluntarios y se basa en procesos de aprendizaje no formal e informal centrados en los jóvenes y en la participación voluntaria. Es una práctica social por excelencia, que implica trabajar con jóvenes y con las sociedades en las que viven, facilitando la participación activa de la juventud y su inclusión en sus comunidades y en el proceso de toma de decisiones (1).


	2.
	Aunque existe una interpretación común de la función principal del trabajo en el ámbito de la juventud, este adopta formas muy variadas en los Estados miembros de la Unión Europea, se define o describe de manera distinta y se asocia a diferentes percepciones, tradiciones, partes interesadas y prácticas. Se lleva a cabo de varias formas y en configuraciones diversas (2). El trabajo en el ámbito de la juventud desempeña un papel importante en el desarrollo personal y social de los jóvenes, en su participación en la sociedad y en las transiciones por las que atraviesan. Se dirige a todos los jóvenes, también a los menos comprometidos con la sociedad y a los que tienen menos oportunidades o cuya participación política y social plena corre peligro debido a desventajas (3) o discriminación individuales o estructurales.


	3.
	Los jóvenes participan de forma voluntaria, organizada o autoorganizada, en asociaciones y organizaciones juveniles, a través de iniciativas juveniles u otras formas abiertas, contribuyendo así al desarrollo de la sociedad a todos los niveles. El trabajo en el ámbito de la juventud desempeña un papel fundamental a la hora de respaldar esta participación. Es una forma de llegar a las comunidades pequeñas y remotas y de promover el diálogo con los jóvenes de forma abierta y accesible para todos.


	4.
	El trabajo en el ámbito de la juventud permite a los jóvenes aprender y experimentar valores universales como los derechos humanos, la igualdad de género, la democracia, la paz, el pluralismo, la diversidad, la inclusión, la solidaridad, la tolerancia y la justicia.


	5.
	Se trata de un ámbito por derecho propio y de un importante entorno de socialización no formal e informal. Lo lleva a cabo una amplia comunidad de práctica sobre el trabajo en el ámbito de la juventud (4). Está orientado a las necesidades individuales de los jóvenes y aborda directamente los retos a los que se enfrentan en la sociedad actual. Uno de sus componentes esenciales es la creación de espacios seguros, accesibles, abiertos y autónomos en la sociedad, así como de entornos de aprendizaje favorables y basados en la experiencia para los jóvenes. La participación de los jóvenes en la concepción y la realización de este tipo de trabajo es fundamental para garantizar que las organizaciones, los programas y las actividades respondan a las necesidades y aspiraciones de los jóvenes y sean pertinentes para las mismas.


	6.
	El trabajo en el ámbito de la juventud facilita el aprendizaje y el compromiso entre los jóvenes y, de ese modo, promueve la conciencia democrática y la ciudadanía europea activa.


	7.
	En la segunda Convención Europea sobre Trabajo con los Jóvenes, celebrada en 2015, las partes interesadas se esforzaron por alcanzar una interpretación europea común del trabajo en el ámbito de la juventud y por describir sus funciones esenciales en relación con los jóvenes: crear espacios para los jóvenes y proporcionarles soluciones de transición para sus vidas.


HACEN HINCAPIÉ EN QUE:

	8.
	Durante las últimas décadas, el trabajo en el ámbito de la juventud se ha convertido en un sector de trabajo diferenciado, realizado por los jóvenes, con ellos y para ellos a escala europea. En algunos Estados miembros, está ya consolidado. No obstante, con el fin de explorar plenamente su potencial, es necesario seguir desarrollando capacidades.


	9.
	La comunidad de práctica sobre el trabajo en el ámbito de la juventud ha sido la fuente de numerosos avances recientes en el sector, que se han visto impulsados por una gran variedad de partes interesadas que participan en la gestión de necesidades específicas del ámbito. Estos avances reflejan la gran diversidad que caracteriza al trabajo en el ámbito de la juventud y sus diferentes tradiciones en cada Estados miembro.


	10.
	El trabajo en el ámbito de la juventud en Europa sigue enfrentándose a múltiples retos:

a)

Marco conceptual: el trabajo en el ámbito de la juventud debe seguir respondiendo a los cambios en la sociedad y en la vida diaria de los jóvenes, a los nuevos conocimientos y al contexto político, además de ser activamente inclusivo y de ofrecer las mismas oportunidades a todos los jóvenes. Por lo tanto, es necesario desarrollar una interpretación común de base y unos principios compartidos. También es necesario disponer de espacios seguros, accesibles, abiertos y autónomos para el trabajo en el ámbito de la juventud, llevar a cabo una reflexión permanente sobre los métodos y la innovación en las prácticas, analizar las tendencias y las novedades y adaptar los marcos conceptuales, las estrategias y las prácticas, cuando proceda, con socios de otros sectores. Además, es fundamental atender a las tendencias mundiales como los retos demográficos, el cambio climático y la digitalización, y apoyar el desarrollo de soluciones innovadoras y el trabajo inteligente y digital en el ámbito de la juventud.

b)

Competencia: es importante proporcionar recursos suficientes para el desarrollo continuo del trabajo en el ámbito de la juventud. La educación y la formación de calidad, así como la ayuda práctica a los animadores juveniles en toda la Unión Europea (UE) constituyen una condición previa para fomentar el reconocimiento y la validación de las competencias de estos trabajadores en los Estados miembros.

c)

Credibilidad: deben promoverse en la sociedad las prácticas relacionadas con el trabajo en el ámbito de la juventud, y la calidad de este tipo de trabajo debe responder a las expectativas y exigencias del sector y de la sociedad, y ser coherente con la naturaleza, la propia imagen y las prácticas profesionales del sector, a fin de garantizar que el papel y la importancia del trabajo en el ámbito de la juventud, así como los resultados que ofrece, se reconozcan más allá del propio sector. Para cumplir estos requisitos, la calidad del trabajo en el ámbito de la juventud también debe mejorarse, supervisarse y evaluarse. Deben llevarse a cabo proyectos de investigación relacionados con este tipo de trabajo, pero sin crear una carga burocrática innecesaria.

d)

Conexiones: para que la comunidad de práctica siga desarrollando el trabajo en el ámbito de la juventud como un sector orientado a las necesidades de los jóvenes, debe fomentarse la cooperación interna, incluidos los vínculos entre los proveedores de trabajo en el ámbito de la juventud y los responsables de la elaboración de políticas en el ámbito de la juventud, así como la cooperación con otros sectores y ámbitos de actuación. Además, el reconocimiento en la sociedad, la participación en las políticas de juventud, unos marcos jurídicos apropiados, los recursos financieros, los marcos institucionales y unas estructuras adecuadas y sostenibles son todos ellos factores importantes.

e)

Crisis y oportunidades: el trabajo en el ámbito de la juventud se enfrenta constantemente a retos fundamentales y debe adaptarse para atender unas necesidades cambiantes. La propia existencia y la sostenibilidad de muchas asociaciones juveniles, organizaciones de trabajo juvenil y servicios dedicados a la juventud están amenazadas como consecuencia de crisis como la pandemia de COVID-19. Las restricciones relativas al contacto social han tenido una grave repercusión en el funcionamiento del trabajo en el ámbito de la juventud y, por ende, en los jóvenes, en particular en los que tienen menos oportunidades. Este tipo de trabajo, ha demostrado, sin embargo, su capacidad para reaccionar rápidamente ante una crisis de este tipo y garantizar que se tengan en cuenta los puntos de vista de los jóvenes en el proceso de elaboración de su proyecto para el futuro de Europa tras la crisis.




	11.
	Tanto la Estrategia de la UE para la Juventud (2019-2027) como la Estrategia 2030 del sector de la juventud del Consejo de Europa piden que se desarrolle una agenda europea de trabajo en el ámbito de la juventud. En esta petición, la Estrategia de la UE para la Juventud fomentó la búsqueda de nuevas sinergias con el trabajo llevado a cabo por el Consejo de Europa en este ámbito. Esto permitiría favorecer la cooperación mutua y crear sinergias entre la UE y el Consejo de Europa para seguir desarrollando prácticas y políticas de trabajo en el ámbito de la juventud.


ACUERDAN EL SIGUIENTE MARCO ESTRATÉGICO COMO AGENDA EUROPEA DE TRABAJO EN EL ÁMBITO DE LA JUVENTUD

	12.
	La agenda europea de trabajo en el ámbito de la juventud (en lo sucesivo, «agenda») es un marco estratégico para reforzar y mejorar la calidad, la innovación y el reconocimiento del trabajo en el ámbito de la juventud. Adopta un enfoque específico para seguir desarrollando el trabajo en el ámbito de la juventud basado en el conocimiento en Europa y relacionando las decisiones políticas con su aplicación práctica. La agenda se caracteriza por la cooperación coordinada entre las partes interesadas a distintos niveles y en diversos sectores del trabajo en el ámbito de la juventud, y sirve también para reforzar este tipo de trabajo como un campo diferenciado que puede actuar como socio en pie de igualdad con otros ámbitos de actuación.


	13.
	La agenda consta de los siguientes elementos:

a)

Fundamento político

En consonancia con la Estrategia de la UE para la Juventud (2019-2027), la agenda europea de trabajo en el ámbito de la juventud debe aspirar a la calidad, la innovación y el reconocimiento del trabajo en el ámbito de la juventud. En lo que se refiere a la aplicación, las actividades de la UE en este sector deben contribuir a lograr los objetivos generales de la Estrategia y basarse en los instrumentos y la gobernanza acordados para la misma.

La Recomendación del Consejo de Europa en materia de trabajo en el ámbito de la juventud y la Estrategia 2030 del sector de la juventud constituyen el impulso para reforzar, definir y seguir elaborando políticas y prácticas relativas al trabajo en el ámbito de la juventud, contribuyendo así al desarrollo de la agenda.

Los documentos mencionados piden que se creen sinergias o se establezca una estrecha cooperación entre el Consejo de Europa y las instituciones de la Unión Europea y sus Estados miembros.

b)

Cooperación en la comunidad de práctica sobre el trabajo en el ámbito de la juventud

La cooperación en la comunidad de práctica sobre el trabajo en el ámbito de la juventud en los Estados miembros y a escala europea es fundamental para la eficacia de la agenda y configurará tanto el contenido de la misma como su desarrollo futuro.

c)

Llevar la agenda a la práctica: «el Proceso de Bonn»

El proceso de ejecución de la agenda, denominado «Proceso de Bonn» (5), debe estar conformado por la comunidad de práctica sobre el trabajo en el ámbito de la juventud, en el marco de sus respectivas competencias y de sus distintos mandatos, funciones y capacidades. Consiste en elaborar y proponer estrategias, medidas y prioridades de ejecución a todos los niveles que se llevarán a cabo a través de actividades desde el nivel local hasta el nivel europeo, que cubran todo el espectro de este tipo de trabajo y dentro de los ámbitos de competencia pertinentes.

d)

Programas de financiación en el ámbito de la juventud

Los programas de financiación de la UE pertinentes que se ejecutan en el ámbito de la juventud (en particular, Erasmus+ Juventud y el Cuerpo Europeo de Solidaridad) pueden ofrecer apoyo y financiación para facilitar el proceso de ejecución de la agenda en consonancia con los objetivos de los programas.




TIENEN POR OBJETO:

	14.
	Promover un mayor desarrollo y refuerzo de la calidad y la innovación en el trabajo en el ámbito de la juventud y el reconocimiento del mismo y, en asociación con la comunidad de práctica sobre el trabajo en el ámbito de la juventud, mejorar el marco en el que se lleva a cabo, a todos los niveles, también recurriendo a la cooperación intersectorial y a enfoques basados en datos contrastados.


	15.
	Prestar especial atención a la ejecución de la agenda como parte de la Estrategia de la UE para la Juventud y, cuando sea posible, integrar plenamente las políticas de trabajo en el ámbito de la juventud en todos los niveles de la política de juventud y las estrategias asociadas (nacionales, regionales y locales) en los Estados miembros.


	16.
	Garantizar la existencia de estructuras sostenibles y la disponibilidad de recursos adecuados para un trabajo de calidad en el ámbito de la juventud, de modo que todos los jóvenes puedan tener una experiencia positiva de las medidas adoptadas en este ámbito, o configurar ellos mismos estas medidas, prestando especial atención a las acciones a escala local y en zonas remotas y rurales en las que hay menos oportunidades para el trabajo en el ámbito de la juventud.


	17.
	Reforzar y ampliar los principios comunes del trabajo en el ámbito de la juventud dentro de la comunidad de práctica sobre el trabajo en el ámbito de la juventud, aumentando el conocimiento y la sensibilización sobre la evolución este tipo de trabajo en Europa, promoviendo la cooperación, el intercambio y las prácticas comunes, y teniendo en cuenta al mismo tiempo las diferencias entre los distintos niveles y áreas del trabajo en el ámbito de la juventud.


	18.
	Mejorar la comprensión de los conceptos, métodos y herramientas utilizados en la educación y la formación sobre el trabajo en el ámbito de la juventud, seguir desarrollando marcos basados en las competencias para la educación y la formación —formal y no formal— en dicho ámbito, cuando proceda, y proporcionar a los diversos agentes que en él participan una educación, formación, orientación y apoyo de calidad suficiente.


	19.
	Realizar seguimientos y evaluaciones periódicas del estado, los cambios y los retos del trabajo en el ámbito de la juventud, analizar las necesidades de los jóvenes y las tendencias pertinentes para el trabajo en dicho ámbito, implicar a los jóvenes en el desarrollo de estrategias y fomentar la comunidad de práctica sobre el trabajo en el ámbito de la juventud, en cooperación con otros sectores interesados, a fin de responder a estos cambios y seguir desarrollando sus métodos de trabajo según corresponda.


	20.
	Cuando proceda, seguir desarrollando estrategias y acciones que permitan el reconocimiento y la validación del aprendizaje no formal e informal en materia de trabajo en el ámbito de la juventud, así como el reconocimiento de la contribución del trabajo en este ámbito a la capacitación de los jóvenes.


	21.
	Reforzar la capacidad del trabajo en el ámbito de la juventud para empoderar a los jóvenes y que contribuyan al desarrollo de sociedades inclusivas, sostenibles, democráticas, pluralistas y pacíficas.


	22.
	Aumentar las oportunidades de interacción e intercambios transfronterizos entre jóvenes de diferentes contextos culturales y socioeconómicos, así como de intercambios interculturales dentro de los Estados miembros, de modo que se convierta en una práctica habitual en el trabajo en el ámbito de la juventud; facilitar la creación de más proyectos estratégicos de cooperación en dicho ámbito.


	23.
	A la luz de la experiencia adquirida con la pandemia de COVID-19 y con vistas a posibles crisis futuras, garantizar, a todos los niveles, la existencia y el funcionamiento ininterrumpido de las distintas instalaciones e infraestructuras implicadas en el trabajo en el ámbito de la juventud mediante el desarrollo de mecanismos y recursos resistentes a las crisis, también de tecnologías digitales, y asegurarse de que dichas instalaciones e infraestructuras puedan adaptarse a la situación actual y a otras similares que puedan surgir en el futuro.


	24.
	Reforzar la cooperación entre los Estados miembros y el Consejo de Europa, así como entre las instituciones respectivas, con el fin de apoyar el desarrollo de un trabajo de calidad en el ámbito de la juventud en toda Europa.


INVITA A LOS ESTADOS MIEMBROS, EN CONSONANCIA CON EL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD Y EN LOS NIVELES QUE CORRESPONDAN, TENIENDO DEBIDAMENTE EN CUENTA SUS CIRCUNSTANCIAS NACIONALES ESPECÍFICAS, A QUE:

	25.
	Integren el trabajo en el ámbito de la juventud en las estrategias políticas existentes y futuras de dicho ámbito y apliquen estas en todos los niveles administrativos, a fin de facilitar una mayor innovación, de mejorar la calidad y de aumentar el reconocimiento del ámbito de la juventud, haciendo especial hincapié en las acciones a escala local a la hora de elaborar y desarrollar la agenda.


	26.
	Identifiquen temas y ámbitos de actuación para seguir desarrollando el trabajo en este ámbito a escala local, regional y nacional, de conformidad con los objetivos comunes de la agenda, que debe elaborarse y aplicarse en el marco de la Estrategia de la UE para la Juventud y en cooperación con la comunidad de práctica en el ámbito de la juventud. Este proceso debe ser lo más específico posible e integrarse, cuando proceda, en estrategias ya existentes.


	27.
	Informen a todos los agentes pertinentes a escala nacional, regional y local de la comunidad de práctica en el ámbito de la juventud sobre la agenda y su aplicación y se aseguren de que haya un diálogo adecuado con ellos, así como entre ellos.


INVITA A LOS ESTADOS MIEMBROS Y A LA COMISIÓN EUROPEA, DENTRO DE SUS RESPECTIVOS ÁMBITOS DE COMPETENCIA Y EN LOS NIVELES QUE CORRESPONDAN, TENIENDO DEBIDAMENTE EN CUENTA EL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD, A QUE:

	28.
	Promuevan la dimensión europea del trabajo en el ámbito de la juventud a través del intercambio transfronterizo y transnacional, la cooperación, el aprendizaje intercultural y el aprendizaje entre iguales.


	29.
	Faciliten la aplicación y el desarrollo de la agenda utilizando las estructuras e instrumentos existentes o bien determinando o estableciendo, si procede, nuevas estructuras de apoyo, herramientas, asociaciones u otros métodos idóneos de cooperación en los distintos niveles.


	30.
	Se esfuercen por garantizar que sea la comunidad de práctica en el ámbito de la juventud, en la mayor medida posible, quien configure la agenda, y pongan a su disposición información, oportunidades y espacios que faciliten su participación. A este respecto, debe prestarse especial atención a los jóvenes y a los trabajadores en el ámbito de la juventud.


	31.
	Prevean la celebración, en principio cada cinco años, de una Convención Europea sobre Trabajo con los Jóvenes que sirva de foro para el desarrollo futuro de la agenda, consideren la posibilidad de invitar a los Estados miembros del Consejo de Europa como parte de la política de vecindad de la UE y exploren las posibles formas de apoyar la preparación y aplicación de la agenda a través del programa Erasmus+ Juventud y el programa del Cuerpo Europeo de Solidaridad.


	32.
	Creen una «red para el desarrollo del trabajo en el ámbito de la juventud en Europa» de las estructuras pertinentes, que sea abierta y de carácter consultivo y que contribuya eficazmente al desarrollo del trabajo en el ámbito de la juventud mediante la promoción de enfoques innovadores, el apoyo al desarrollo y la cooperación con y entre los diferentes agentes dentro y fuera de la comunidad de práctica en el ámbito de la juventud, la prestación de apoyo y la difusión de información sobre las distintas prioridades en cuanto a los temas, enfoques, redes y grupos destinatarios. A este respecto, la red debería contar con el apoyo de otros sectores que aporten asesoramiento y conocimientos especializados. Debería también procurarse la participación de nuevos agentes en la labor de desarrollo de la red.


	33.
	Exploren las posibilidades que podrían albergar programas de financiación de la UE como Erasmus + Juventud y el Cuerpo Europeo de Solidaridad para contribuir activamente, cuando proceda, a la aplicación de la agenda utilizando los diferentes instrumentos de financiación de los programas.


	34.
	Promuevan entre todos los jóvenes la ciudadanía activa y crítica y la conciencia democrática, así como la apreciación de la diversidad, como componentes permanentes y fundamentales del trabajo en el ámbito de la juventud, en particular promoviendo el desarrollo de competencias a través de la educación y la formación de los trabajadores en el ámbito de la juventud. Den a todos los jóvenes, sin discriminación, la oportunidad de actuar por iniciativa propia, desarrollar la autoeficacia y ejercer una influencia positiva.


	35.
	Supervisen y evalúen la aplicación de la agenda. A tal fin, el Informe de la UE sobre la juventud debe dedicar un capítulo al desarrollo de estructuras, herramientas de apoyo, asociaciones u otros métodos idóneos de cooperación para el trabajo en el ámbito de la juventud, en los Estados miembros y a escala europea.


INVITA A LA COMISIÓN EUROPEA A QUE:

	36.
	Se asegure de que la agenda esté integrada en la aplicación de la Estrategia de la UE para la Juventud, también las Metas de la Juventud Europea, y aumente su visibilidad utilizando los instrumentos y herramientas de gobernanza previstos en dicha Estrategia para aplicar la agenda y para supervisar, evaluar, difundir y utilizar sus resultados.


	37.
	Garantice las sinergias con otras organizaciones internacionales y refuerce la asociación existente con el Consejo de Europa a la hora de aplicar la agenda, mediante una actuación complementaria y coordinada. A dicha asociación entre la UE y el Consejo de Europa en el ámbito de la juventud se le puede atribuir un papel central a la hora de garantizar sinergias y facilitar el diálogo con los trabajadores en el ámbito de la juventud.


	38.
	Contemple la posibilidad de desarrollar una plataforma digital europea abierta y multilingüe dedicada al trabajo en el ámbito de la juventud, en estrecha cooperación con la comunidad de práctica en este ámbito, en la que se […] intercambie información, conocimientos y buenas prácticas y se desarrolle la cooperación y el aprendizaje entre iguales. Facilite de este modo el desarrollo y la aplicación de la agenda, también en su dimensión exterior, cuando corresponda. Un grupo de expertos que represente a la comunidad de práctica en el ámbito de la juventud podría prestar su acompañamiento y orientación en lo relativo al proceso de creación y aplicación de dicha plataforma.


	39.
	Refuerce los enfoques basados en datos empíricos y generación de conocimiento en el trabajo en el ámbito de la juventud en Europa, facilitando la interacción entre expertos y la investigación científica e informada por la práctica en torno al impacto de los principios, avances, conceptos, actividades y prácticas que se desarrollan en este ámbito, en concreto mediante la participación en las organizaciones juveniles de investigadores en el ámbito de la juventud y la creación de un repositorio de conocimientos especializados para estas.




(1)  Descripción recogida en la Recomendación CM/Rec(2017)4 del Comité de Ministros del Consejo de Europa a los Estados miembros en materia de trabajo en el ámbito de la juventud.

(2)  Por ejemplo, en centros juveniles, proyectos juveniles, trabajo de acercamiento o de calle con jóvenes, grupos informales de jóvenes, campamentos o colonias juveniles, información a los jóvenes, organizaciones y movimientos juveniles, tal como se establece en el informe final del grupo de expertos sobre la contribución del trabajo en el ámbito de la juventud a la hora de abordar los desafíos a los que se enfrentan los jóvenes, en particular la transición de la educación al empleo.

(3)  Las desventajas estructurales, a diferencia de las individuales, son aquellas que no se relacionan con las personas en sí mismas sino con los marcos normativos a los que están sujetos y con sus condiciones de vida básicas.

(4)  Véase la definición en el anexo II.

(5)  La tercera Convención Europea sobre Trabajo con los Jóvenes, que consistirá en un acto digital retransmitido desde Bonn, marca el comienzo del proceso de ejecución de la agenda.



ANEXO I

Referencias
Al adoptar la presente Resolución, el Consejo y los representantes de los Gobiernos de los Estados miembros, reunidos en el seno del Consejo, se remiten a los siguientes documentos:

Documentos del Consejo
	—
	Resolución del Consejo sobre un marco para la cooperación europea en el ámbito de la juventud: la Estrategia de la Unión Europea para la Juventud 2019-2027 (DO C 456 de 18.12.2018, p. 1).


	—
	Conclusiones del Consejo sobre trabajo digital en el ámbito de la juventud (DO C 414 de 10.12.2019, p. 2).


	—
	Conclusiones del Consejo sobre trabajo inteligente en el ámbito de la juventud (DO C 418 de 7.12.2017, p. 2).


	—
	Conclusiones del Consejo sobre la educación y la formación de los trabajadores en el ámbito de la juventud (DO C 412 de 9.12.2019, p. 12).


	—
	Conclusiones del Consejo «Ofrecer oportunidades a los jóvenes que viven en zonas rurales y remotas» (DO C 193 de 9.6.2020, p. 3).


	—
	Resolución del Consejo sobre trabajo en el ámbito de la juventud (DO C 327 de 4.12.2010, p. 1).


	—
	Recomendación del Consejo sobre la validación del aprendizaje no formal e informal (DO C 398 de 22.12.2012, p. 1).


	—
	Recomendación del Consejo, de 22 de mayo de 2018, relativa a la promoción de los valores comunes, la educación inclusiva y la dimensión europea de la enseñanza (DO C 195 de 7.6.2018, p. 1).


Documentos de la Comisión Europea
	—
	pEstudio sobre el trabajo con jóvenes y el aprendizaje del espíritu emprendedor (2017).


	—
	Estudio sobre el valor del trabajo en el ámbito de la juventud en la Unión Europea: informe general - estudios de casos - informes por país (2014).


	—
	Estudio de impacto de Youthpass. Desarrollo personal y capacidad de inserción profesional de los jóvenes y el reconocimiento del trabajo en el ámbito de la juventud (2013).


Informes de grupos de expertos fruto de la cooperación del Consejo en el ámbito de la juventud
	—
	Informe sobre el desarrollo del trabajo digital en el ámbito de la juventud: recomendaciones de actuación y necesidades de formación (2017).


	—
	Informe del grupo de expertos sobre la contribución del trabajo con jóvenes a la prevención de la marginación y la radicalización violenta (2017).


	—
	Informe del grupo de expertos sobre la contribución del trabajo en el ámbito de la juventud a la hora de abordar los desafíos a los que se enfrentan los jóvenes, en particular la transición de la educación al empleo (2015).


	—
	Informe del grupo de expertos sobre el trabajo de calidad en el ámbito de la juventud: un marco común para el desarrollo del trabajo en el ámbito de la juventud (2015).


Documentos del Consejo de Europa
	—
	Recomendación CM/Rec(2017)4 del Comité de Ministros del Consejo de Europa a los Estados miembros en materia de trabajo en el ámbito de la juventud.


	—
	Resolución CM/Res (2020)2 del Comité de Ministros del Consejo de Europa sobre la Estrategia 2030 del sector de la juventud del Consejo de Europa.


Otras referencias
	—
	Declaración de la segunda Convención europea sobre el trabajo en el ámbito de la juventud (1).


	—
	Estrategia europea de formación en el ámbito de la juventud. Apoyar el desarrollo de un trabajo de calidad en el ámbito de la juventud en Europa mediante el desarrollo de capacidades (2015) (2).




(1)  https://pjp-eu.coe.int/documents/42128013/47262187/The+2nd+European+Youth+Work+Declaration_FINAL.pdf/cc602b1d-6efc-46d9-80ec-5ca57c35eb85

(2)  https://ec.europa.eu/youth/sites/youth/files/eu-training-strategy-youth_en.pdf



ANEXO II

A efectos del presente Reglamento se entenderá la definición siguiente:

Comunidad de práctica sobre el trabajo en el ámbito de la juventud (1)
En el contexto del trabajo en el ámbito de la juventud, la comunidad de práctica debe entenderse como un grupo de personas, profesionales o no, que comparten los mismos intereses a la hora de resolver un problema, mejorar sus capacidades y aprender del intercambio de experiencias.

La comunidad de práctica sobre el trabajo en el ámbito de la juventud incluye a partes interesadas a todos los niveles, desde la escala local hasta la europea, por ejemplo:

	—
	trabajadores en el ámbito de la juventud y animadores socioculturales de jóvenes;


	—
	responsables del ámbito de la juventud;


	—
	participantes en proyectos;


	—
	organizaciones de trabajo juvenil y para la juventud, acreditadas e independientes;


	—
	formadores;


	—
	investigadores;


	—
	formadores de trabajadores en el ámbito de la juventud;


	—
	entes locales y municipales;


	—
	agencias nacionales de Erasmus+ Juventud y el Cuerpo Europeo de Solidaridad;


	—
	representantes juveniles y de la juventud, y


	—
	responsables políticos en el ámbito de la juventud.


Todos los agentes de la comunidad de práctica sobre el trabajo en el ámbito de la juventud, dentro de sus respectivos ámbitos de competencia, tienen mandatos, funciones y capacidades diferentes para seguir desarrollando el trabajo en esta área.



(1)  «Comunidad de práctica» es un término teórico desarrollado por los psicopedagogos Jean Lave y Étienne Wenger.



ANEXO II

Infografía sobre la agenda europea de trabajo en el ámbito de la juventud
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Conclusiones del Consejo y de los representantes de los Gobiernos de los Estados Miembros, reunidos en el seno del Consejo, sobre el fomento de la conciencia democrática y el compromiso democrático de los jóvenes en Europa

(2020/C 415/09)

EL CONSEJO Y LOS REPRESENTANTES DE LOS GOBIERNOS DE LOS ESTADOS MIEMBROS, REUNIDOS EN EL SENO DEL CONSEJO,

RECONOCIENDO QUE:

	
	1.
	La Unión Europea se fundamenta en valores como la democracia, el pluralismo, la igualdad y el Estado de Derecho. El respeto de los derechos humanos, la libertad, la no discriminación, la tolerancia y la protección de las minorías son piedras angulares de la idea europea (1)


	
	2.
	La democracia y una sociedad en la que prevalezcan el pluralismo, la no discriminación, la tolerancia, la justicia, el Estado de Derecho y la solidaridad nunca deben darse por sentadas; deben ser protegidas, fortalecidas y promovidas por los agentes políticos, la sociedad, las empresas, el mundo académico, los medios de comunicación, en el aprendizaje y la formación formales y no formales, y por todos y cada uno de nosotros actuando conjuntamente.


	
	3.
	Se debe permitir a los jóvenes participar de manera significativa en las decisiones sobre todos los asuntos que les conciernen. Tienen derecho a la libertad de expresión, al acceso a la información y a ser protegidos contra la discriminación. Tienen derecho a la educación, la formación y el trabajo en el ámbito de la juventud, que les permitan aprender, entre otras cosas, sobre los derechos humanos y las libertades fundamentales y les preparen para una vida responsable en una sociedad libre.


	
	4.
	La creatividad de los jóvenes es esencial para una democracia viva en Europa. Las culturas, los movimientos, los grupos, las organizaciones y las iniciativas de los jóvenes pueden tener una influencia determinante en los acontecimientos políticos y en el cambio social. Las iniciativas para la protección del medio ambiente y el clima, la lucha contra el racismo, la diversidad social son solo algunos ejemplos de cuestiones con las que los jóvenes europeos se comprometen a menudo.


	
	5.
	La juventud es una etapa decisiva de la vida que merece especial atención desde una perspectiva política. Los jóvenes de toda Europa se caracterizan por una amplia diversidad de entornos, intereses y capacidades, y se enfrentan a múltiples retos tanto individuales como de la sociedad. La creación de oportunidades vitales para los individuos, especialmente para los jóvenes que tienen menos oportunidades, y el fomento de la conciencia democrática de los jóvenes son tareas que requieren un amplio apoyo de la sociedad y medidas de política apropiadas.


	
	6.
	Los medios de comunicación y la tecnología digital ofrecen un gran potencial para fortalecer la confianza en la democracia, al brindar a los jóvenes importantes oportunidades de acceder a la información necesaria para el compromiso democrático, interactuar con otros a larga distancia, expresar sus opiniones, ejercer sus derechos y participar en una ciudadanía activa. Al mismo tiempo, la digitalización trae consigo algunos elementos negativos que pueden poner en peligro la democracia, como la desinformación, la polarización, la propaganda y la incitación al odio.


	
	7.
	La Unión Europea (UE) tiene como objetivo fomentar la participación de los jóvenes en la vida democrática de Europa. (2)


	
	8.
	La promoción de una democracia participativa inclusiva es uno de los principios rectores de la Estrategia de la UE para la Juventud (2019-2027). La Estrategia de la UE para la Juventud tiene por objeto apoyar la participación de los jóvenes de Europa en la configuración de la sociedad y la política. Con ello en mente, las opiniones de los jóvenes se tienen en cuenta, por ejemplo, a través del Diálogo de la UE con la Juventud y las 11 Metas de la Juventud Europea (3). Las Metas de la Juventud Europea n.o 1 (Conectando la UE con los jóvenes) y n.o 9 (Espacio y participación para todos) son especialmente pertinentes en términos de participación democrática de los jóvenes.


TOMAN NOTA DE QUE:

	
	9.
	Las ideas y opiniones de los jóvenes, compartidas en la Conferencia de la UE, sobre la Juventud en octubre de 2020 se centraron en el tema del espacio y la participación para todos, y constituyeron una valiosa fuente de inspiración para la acción destinada a fomentar la conciencia democrática y el compromiso democrático de los jóvenes de Europa. Estas ideas y opiniones de los jóvenes se refieren a:

—

hacer del pensamiento crítico una parte obligatoria de los planes de estudios académicos;

—

procesos de codecisión a todos los niveles en los que participen los jóvenes y las organizaciones juveniles, puestos en práctica mediante un enfoque basado en los derechos;

—

reducir la edad para votar y presentarse a las elecciones a 16 años en todas las elecciones, eliminando al mismo tiempo todos los obstáculos para votar y garantizando el fomento de la participación en las elecciones;

—

procesos específicos que amplifiquen las voces de las minorías jóvenes y garanticen su participación directa;

—

financiación de estructuras permanentes de participación;

—

nuevas oportunidades de financiación europea para crear y mantener espacios para la juventud;

—

dar prioridad, a escala europea y con un enfoque intersectorial, a la creación de espacios digitales seguros para los jóvenes y al fomento de la alfabetización digital.




CONSIDERAN QUE:

	
	10.
	Los jóvenes deben poder experimentar la eficacia de su participación autónoma, tener iniciativas, así como la creación conjunta para desarrollar una conciencia democrática. Al hacerlo, experimentan procesos democráticos y adquieren competencias que configuran los cimientos de una democracia viva. Experimentar una cultura abierta de debate, aumentar la tolerancia hacia diferentes opiniones y formas de vida y desarrollar la capacidad de alcanzar compromisos, aceptar decisiones mayoritarias y proteger a las minorías son elementos esenciales de este proceso inclusivo.


	
	11.
	Fomentar el compromiso democrático significa animar a los jóvenes a pensar de manera autónoma, crítica y matizada y a ser ciudadanos activos, así como alentarles a evaluar si su entorno protege los valores comunes europeos y garantiza sus derechos. Ello puede fortalecer la autonomía de los jóvenes, su capacidad de tomar sus propias decisiones y su valor cívico, y puede capacitarlos para configurar no solo sus propias vidas, sino también la política y la sociedad en Europa, de conformidad con los principios democráticos y con un espíritu de solidaridad.


	
	12.
	La cooperación europea se basa en la diversidad, la comprensión y el diálogo abierto. Este consenso básico contribuye tanto a una cultura democrática como a la cohesión en Europa, y constituye una base sólida para el compromiso democrático de los jóvenes. Contribuye a contrarrestar las tendencias antidemocráticas, inhumanas, sexistas, racistas, discriminatorias y excluyentes de nuestra sociedad, y también puede contribuir a la prevención del extremismo violento.


	
	13.
	Todos los jóvenes necesitan puntos de acceso, apoyo y oportunidades que les permitan asumir sus opciones, expresarse, experimentar la eficacia de su participación autónoma y contribuir libremente a la vida democrática en Europa. Los espacios digitales y físicos para los jóvenes deberían ser diseñados conjuntamente por los propios jóvenes, facilitados por agentes gubernamentales y no gubernamentales, y promovidos en todas las formas de aprendizaje y formación formales y no formales. Esto también requiere una sociedad civil fuerte e independiente. Son especialmente importantes las formas de autoorganización y promoción, como las organizaciones juveniles y los consejos de la juventud, en los que los jóvenes aprenden a responsabilizarse de sí mismos y de los demás.


	
	14.
	Permitir que todos los jóvenes experimenten la democracia requiere un enfoque inclusivo que tenga en cuenta su diversidad en muchos aspectos. Debe prestarse especial atención a los jóvenes que solo tienen un acceso limitado a los procesos participativos, a las oportunidades de trabajo en el ámbito de la juventud y a las interacciones con otros agentes de la sociedad civil como resultado de desventajas individuales o estructurales, teniendo presente el riesgo de discriminación intersectorial.


HACEN HINCAPIÉ EN QUE:

	
	15.
	Los principios del aprendizaje no formal e informal, y en particular los valores y prácticas del trabajo en el ámbito de la juventud, ofrecen muchas oportunidades para fomentar la conciencia democrática y el compromiso democrático de los jóvenes. Esto es posible principalmente porque las actividades de trabajo en el ámbito de la juventud están orientadas a los procesos y son de carácter participativo, están dirigidas tanto a los jóvenes pertenecientes como a los no pertenecientes a organizaciones juveniles, y están estrechamente relacionadas con las necesidades e intereses de los jóvenes. Los conocimientos especializados y los métodos aplicados en el trabajo en el ámbito de la juventud pueden servir de inspiración para otros sectores. Por consiguiente, el trabajo en el ámbito de la juventud tiene el potencial de desempeñar un papel unificador y de coordinación en el fomento de la democracia y la participación política de los jóvenes, desde el nivel local hasta el europeo.


	
	16.
	Además, deben desarrollarse conceptos y prácticas innovadores con un planteamiento crítico y emancipador en el sector del trabajo en el ámbito de la juventud, centrado en la autonomía de los jóvenes, el sentido de la iniciativa y las oportunidades de creación conjunta. Pueden tomarse como punto de partida conceptos existentes, como la educación en materia de derechos humanos, el aprendizaje intercultural y mundial, la alfabetización digital y mediática y la educación cívica. Debe considerarse que los trabajadores en el ámbito de la juventud remunerados o voluntarios acompañan a los jóvenes en estas experiencias, y deben recibir apoyo para el intercambio de buenas prácticas y la adquisición de capacidades y competencias personales.


	
	17.
	Varios programas europeos promueven la conciencia democrática y el compromiso democrático. Los programas Erasmus+ y el Cuerpo Europeo de Solidaridad son marcos especialmente adecuados para fomentar la participación de los jóvenes de manera específica a través del diálogo intercultural y el aprendizaje entre iguales, especialmente en lo que se refiere a los valores y cuestiones comunes europeos.


	
	18.
	La conciencia democrática y el compromiso democrático de los jóvenes contribuyen a impulsar la resiliencia de la sociedad. Esto se pone especialmente de manifiesto en situaciones en las que los principios y derechos democráticos fundamentales se ven restringidos debido a circunstancias extraordinarias (por ejemplo, la pandemia de COVID-19). En efecto, los jóvenes que tienen una sólida comprensión de la democracia son más capaces de distinguir entre las estrategias para hacer frente a esos retos que son compatibles con la democracia, y las que no lo son. Además, es esencial que se protejan los derechos y libertades de los jóvenes durante las restricciones temporales y que se restablezcan plena e inmediatamente una vez que se haya puesto fin a dichas restricciones. Esto es especialmente pertinente dado que los jóvenes, especialmente los que tienen menos oportunidades, se encuentran a menudo entre los grupos más gravemente afectados por las crisis.


EXHORTAN A LOS ESTADOS MIEMBROS A QUE, CONFORME AL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD Y EN LOS NIVELES ADECUADOS:

	
	19.
	Cuando proceda, establezcan o prosigan, de manera continuada, programas e iniciativas de financiación sectoriales e intersectoriales a todos los niveles dentro de los Estados miembros, con el fin de que los jóvenes comprendan mejor y aprecien más la democracia y la diversidad. Estos programas e iniciativas deben proporcionar espacio y oportunidades para aprender y experimentar el compromiso democrático, tanto como parte de un grupo como individualmente, garantizando al mismo tiempo el acceso de todos los jóvenes, en particular los que tienen menos oportunidades. En particular las organizaciones e iniciativas en el ámbito de la juventud, como expresión de la capacidad de autoorganización de los jóvenes, deben reforzarse en su capacidad de apoyar estos esfuerzos.


	
	20.
	Promuevan la democracia y el aprendizaje en materia de derechos humanos en todos los sectores y niveles de la educación, la formación y el aprendizaje permanente; y fomenten una cooperación estrecha y permanente sobre estas cuestiones en todos los sectores. Debe prestarse especial atención a la educación para la ciudadanía activa y a la educación para la democracia, teniendo en cuenta una amplia variedad de prácticas y entornos de aprendizaje y fomentando el desarrollo de competencias clave para la ciudadanía, tal como se establece en la Recomendación del Consejo relativa a las competencias clave para el aprendizaje permanente (4) y en la Recomendación del Consejo relativa a la promoción de los valores comunes, la educación inclusiva y la dimensión europea de la enseñanza (5).


	
	21.
	Capacitar a los jóvenes para que estén en condiciones de reaccionar a las posibilidades y a los retos de la digitalización y de participar en la comunicación en línea de manera activa y tras un proceso de reflexión (6). A tal fin, debe fomentarse la alfabetización digital y mediática de los jóvenes y las personas que los apoyan (por ejemplo, los trabajadores en el ámbito de la juventud y profesores), especialmente en lo relativo a la capacidad para hacer frente a la sobrecarga de información, la desinformación, la incitación al odio y otros tipos de contenidos nocivos. Debe hacerse especial hincapié en ofrecer herramientas de apoyo adecuadas, así como en garantizar un alto nivel de calidad de las soluciones de trabajo inteligente en el ámbito de la juventud y de los procesos digitales de participación. Debe garantizarse a todos los jóvenes el acceso sin barreras a los medios digitales, en particular a los que tienen menos oportunidades.


	
	22.
	Reconocer el interés especial y el compromiso cívico activo mostrado por los jóvenes en cuestiones como la sostenibilidad medioambiental, social y económica, los derechos humanos, la equidad intergeneracional, la igualdad de género y las repercusiones de la digitalización, y apoyarlos activamente en sus esfuerzos por conformar los procesos políticos y sociales pertinentes. Debe fomentarse, en particular, la participación de los jóvenes a escala local, por ejemplo, en consejos de estudiantes, organizaciones juveniles locales o iniciativas juveniles.


	
	23.
	Promover y apoyar de forma adecuada el acceso a estructuras físicas y digitales de trabajo en el ámbito de la juventud y soluciones de trabajo inteligente en el ámbito de la juventud, en particular a raíz de las medidas de contención de la COVID-19, con el fin de ofrecer a los jóvenes espacios libres, abiertos y seguros y oportunidades de desarrollo personal.


INVITAN A LOS ESTADOS MIEMBROS Y A LA COMISIÓN EUROPEA, DENTRO DE SUS RESPECTIVOS ÁMBITOS DE COMPETENCIA Y EN LOS NIVELES QUE CORRESPONDAN, TENIENDO DEBIDAMENTE EN CUENTA EL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD, A QUE:

	
	24.
	Sigan desarrollando la participación de los jóvenes en los procesos políticos de conformidad con la Resolución del Consejo sobre el fomento de la participación política de los jóvenes en la vida democrática de Europa (7), reforzando así aún más la participación significativa y sostenible de todos los jóvenes en los procesos de toma de decisiones a todos los niveles.


	
	25.
	Velen, cuando proceda, por que las decisiones y los procesos políticos a todos los niveles sean accesibles, transparentes y comprensibles, utilizando una información y una comunicación cercanas a los jóvenes; esto implica, en particular, proporcionar información a los jóvenes sobre los resultados de sus propios procesos de participación. La información debe difundirse de manera selectiva para que llegue a todos los jóvenes independientemente de su entorno. Deben desarrollarse estrategias de comunicación adecuadas en cooperación con las redes de información de los jóvenes y otras partes interesadas del sector de la juventud, como la Agencia Europea de Información y Asesoramiento para los Jóvenes y la red Eurodesk, a escala europea.


	
	26.
	Presenten a los jóvenes los conceptos de conciencia democrática y participación democrática y los fomenten como componentes permanentes y cruciales del trabajo en el ámbito de la juventud, y reconozcan que el sector del trabajo en este ámbito constituye un espacio propicio para ofrecer a los jóvenes la oportunidad de desarrollarse y contribuir a una sociedad democrática. Esto incluye la provisión, con las estructuras existentes, de condiciones marco apropiadas y recursos financieros adecuados a todos los niveles, así como un aumento de la formación temática, las capacidades y las cualificaciones de los trabajadores en el ámbito de la juventud.


	
	27.
	Apoyen la continuación del desarrollo y la remodelación de los enfoques para aumentar la conciencia democrática y la participación democrática de los jóvenes. Estos pueden basarse en los conceptos existentes de pedagogía (8) y democracia, ciudadanía activa y educación o formación en materia de derechos humanos, así como en la labor del Consejo de Europa y de las organizaciones de la sociedad civil en este ámbito. Estos enfoques deben transmitirse a los profesionales a través de programas de formación periódicos y pueden servir de inspiración para la puesta en práctica de los programas de juventud de la UE o para el desarrollo de un marco basado en competencias para la educación y la formación formal y no formal en el sector del trabajo en el ámbito de la juventud (9). También deben crearse oportunidades de actividades de aprendizaje mutuo dentro del sector del trabajo en el ámbito de la juventud, tanto entre profesionales, docentes e investigadores universitarios, responsables políticos y jóvenes como entre sectores.


EXHORTAN A LA COMISIÓN EUROPEA A QUE:

	
	28.
	Tenga en cuenta los intereses de los jóvenes y su participación democrática como cuestión transversal en los procesos y programas europeos, como la Conferencia sobre el Futuro de Europa, el Plan de Acción de Educación Digital o el Espacio Europeo de Educación, y en la ejecución de los programas pertinentes de la UE en vigor, el Pacto Verde Europeo, el pilar europeo de derechos sociales y la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, así como en una cooperación reforzada con el Consejo de Europa.


	
	29.
	Haga hincapié en las actividades de investigación y las herramientas de recopilación de pruebas que analicen la repercusión de los programas de financiación de la UE en la promoción de la conciencia democrática y la participación democrática entre los jóvenes.


	
	30.
	Refuerce las actividades europeas con los países socios financiadas por los programas de la UE para seguir promoviendo la conciencia democrática y la participación democrática de los jóvenes, y continúe desarrollando el trabajo en el ámbito de la juventud a través de la cooperación y el intercambio.


INVITAN A TODOS LOS AGENTES QUE FORMAN PARTE DE LAS ACTIVIDADES DE COOPERACIÓN EUROPEA EN EL ÁMBITO DE LA JUVENTUD A QUE SE ESFUERCEN POR:

	
	31.
	Prestar una atención especial a cuestiones como la identidad y los valores europeos, la democracia, la aceptación de la diversidad, los derechos humanos, la igualdad de género, la protección de las minorías, el pensamiento crítico, las nuevas formas de participación y las acciones cívicas en la ejecución de los programas de financiación Erasmus+ y el Cuerpo Europeo de Solidaridad. Es preciso garantizar un acceso inclusivo y abierto, procedimientos sencillos y recursos adecuados para los proyectos que puedan ofrecer a los jóvenes la oportunidad de iniciar un diálogo, contribuir a él y expresar su opinión; esto se tendrá especialmente en cuenta en lo relativo a las acciones específicas en materia de participación y solidaridad.


	
	32.
	Garantizar que los programas de la UE para la juventud tengan en cuenta las necesidades, los intereses y la diversidad de los jóvenes; por ejemplo, dando información sobre financiación adaptada a los jóvenes y de fácil acceso, apoyo a las iniciativas de proyectos de los propios jóvenes y consideración a los organizadores de los programas y sus necesidades. Cuando proceda, los programas deben poder introducir mejoras que sigan dando prioridad a las iniciativas de los jóvenes y, por tanto, a su participación y experiencia democráticas.




(1)  Artículo 2 del Tratado de la Unión Europea.

(2)  Artículo 165, apartado 2, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

(3)  Anexo 3 de la Resolución del Consejo sobre un marco para la cooperación europea en el ámbito de la juventud: la Estrategia de la Unión Europea para la Juventud 2019-2027 (2018/C 456/01).

(4)  Recomendación del Consejo relativa a las competencias clave para el aprendizaje permanente (DO C189 de 4.6.2018, p. 1).

(5)  Recomendación del Consejo relativa a la promoción de los valores comunes, la educación inclusiva y la dimensión europea de la enseñanza (DO C 195 de 7.6.2018, p. 1).

(6)  Conclusiones del Consejo sobre trabajo inteligente en el ámbito de la juventud (DO C 418 de 7.12.2017, p. 2) y Conclusiones del Consejo sobre el trabajo digital en el ámbito de la juventud (DO C 414 de 10.12.2019, p. 2).

(7)  Resolución del Consejo sobre el fomento de la participación política de los jóvenes en la vida democrática de Europa (DO C 417 de 15.12.2015, p. 10).

(8)  En particular, los conceptos de pedagogía crítica y emancipadora.

(9)  Conclusiones del Consejo sobre la educación y formación de los trabajadores en el ámbito de la juventud (DO C 412 de 9.12.2019, p. 12).



ANEXO

Referencias
Al adoptar las presentes Conclusiones, el Consejo y los representantes de los Gobiernos de los Estados miembros, reunidos en el seno del Consejo, toman nota de los siguientes documentos:

	—
	Resolución del Consejo sobre un marco para la cooperación europea en el ámbito de la juventud: la Estrategia de la Unión Europea para la Juventud 2019-2027 (DO C 456 de 18.12.2018, p. 1).


	—
	Resolución del Consejo sobre el fomento de la participación política de los jóvenes en la vida democrática de Europa (DO C 417 de 15.12.2015, p. 10)


	—
	Conclusiones del Consejo sobre la juventud en la acción exterior (doc. 8629/20)


	—
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	—
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	—
	Declaración de París de los ministros de Educación de la UE, de 17 de marzo de 2015, sobre la promoción de la ciudadanía y de los valores comunes de libertad, tolerancia y no discriminación a través de la educación


	—
	Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño de 20 de noviembre de 1989


	—
	Comisión Europea, Eurobarómetro Flash n.o 478, ¿Cómo construimos una Europa más fuerte y unida? Los puntos de vista de los jóvenes, marzo de 2019 (1)


	—
	Parlamento Europeo, Estudio, Reducción del espacio para la sociedad civil: la respuesta de la UE, 2017 (2)


	—
	Recomendación CM/Rec(2010)7 adoptada por el Comité de Ministros del Consejo de Europa a los Estados miembros acerca de la Carta del Consejo de Europa sobre la educación para la ciudadanía democrática y la educación en materia de derechos humanos


	—
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Conclusiones del Consejo sobre la educación digital en las sociedades europeas del conocimiento

(2020/C 415/10)

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA,

TENIENDO EN CUENTA:

	
	1.
	El contexto político en el que se inscribe esta cuestión, definido por los textos que se enumeran en el anexo,


DESTACANDO QUE:

	
	2.
	Una educación y una formación inclusivas y de alta calidad constituyen una baza para Europa, fundamentada en los valores democráticos y en la idea de la ilustración. La difusión generalizada de las tecnologías digitales y el acceso a internet abren nuevas posibilidades y plantean nuevos retos.


	
	3.
	La transformación digital de nuestras sociedades del conocimiento se está acelerando, y la disponibilidad de servicios y datos digitales es cada vez mayor. Se inscriben dentro de esta tendencia la transformación del mercado laboral, la aparición de nuevos perfiles profesionales y la demanda de competencias digitales (1) en el contexto de las capacidades propias del siglo XXI. La creciente influencia de la inteligencia artificial (2) amplificará los efectos de la transformación digital de nuestras sociedades del conocimiento de un modo duradero, y puede brindar nuevas y prometedoras oportunidades de aprendizaje, enseñanza y formación en el futuro. Contar con una educación y una formación inclusivas y de alta calidad es clave si se quiere capacitar a cada persona y cada ciudadano para comprender esta evolución y para participar en ella y en su configuración.


	
	4.
	La pandemia de COVID‐19 y el impacto que está teniendo en los sistemas e instituciones de educación y formación de Europa subrayan la necesidad urgente de comprender mejor y hacer una evaluación continua tanto de los usos, beneficios y retos de las tecnologías educativas digitales (3), como de los niveles de competencias digitales, también en el contexto del aprendizaje permanente.


	
	5.
	Con la pandemia de COVID‐19 se ha hecho aún más apremiante la necesidad de adoptar un planteamiento integral de la educación digital. Para atender a las exigencias de la sociedad actual, la educación y la formación inclusivas y de alta calidad deben comprender formas digitales y no digitales de aprendizaje y enseñanza, con planteamientos como el aprendizaje mixto (4) y el aprendizaje a distancia (5). Estas opciones brindan la oportunidad de reforzar la educación y la formación centradas en el aprendiente con arreglo a las necesidades específicas de cada persona.


	
	6.
	La educación digital (6) es indispensable para contribuir a configurar la transformación digital, participar en la educación y la formación continuas y el aprendizaje permanente, y posibilitar una educación y una formación de alta calidad e inclusivas para todos. Por tanto, es importante tener en cuenta la dimensión social de la educación digital y entenderla como parte de una profunda transformación cultural. Esta transformación cultural sienta las bases para que cada persona y cada ciudadano puedan utilizar los datos y las tecnologías e infraestructuras digitales con confianza y seguridad, respetando debidamente las normas de protección de datos, y para que puedan participar activamente en las decisiones políticas, la evolución de la sociedad y el mercado laboral.


	
	7.
	La educación digital debe centrarse en el aprendiente y ayudar a cada persona y cada ciudadano a desarrollar su personalidad y sus capacidades con confianza, libertad y responsabilidad. Como parte esencial de una educación y una formación inclusivas y de alta calidad, la educación digital debe adherirse al principio de integridad y promover la confianza en su calidad. También debe facilitar el acceso a los contenidos educativos y las pedagogías, contribuir a una mayor inclusión social, y favorecer la adquisición de competencias, promoviendo el éxito educativo para todos. La educación digital debe tener en cuenta tecnologías emergentes como la inteligencia artificial, y velar por que se apliquen de manera segura, ética y pedagógicamente rigurosa.


	
	8.
	La educación digital también debe tener en cuenta el bienestar de los aprendientes, los profesores, los formadores y los educadores, al igual que el de los padres y cuidadores, por ejemplo en lo que atañe a los entornos de aprendizaje seguros. Debe contribuir asimismo a facilitar el acceso de todos los ciudadanos a la información y propiciar una participación cultural, económica y social activa en las sociedades europeas del conocimiento.


	
	9.
	La educación digital debe contribuir a la adquisición de una conciencia más clara del concepto de ciudadanía, incluida la ciudadanía digital (7), promoviendo las competencias ciudadanas, en particular una aproximación crítica a la información que permita a los ciudadanos navegar en un mundo digital y comprender mejor los valores básicos de la democracia y la libertad de expresión.


	
	10.
	Cada europeo debe contar con los medios necesarios para participar activamente en la transformación digital de la sociedad y para disfrutar de entornos de aprendizaje adecuados, accesibles y seguros. El derecho humano a una educación, una formación y un aprendizaje permanente inclusivos y de calidad, enunciado en el Pilar Europeo de Derechos Sociales y protegido por la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, debe garantizarse en todo momento.


	
	11.
	Para cerrar la brecha digital de género en los ámbitos relacionados con las tecnologías de la información y de las comunicaciones (TIC) y la ciencia, la tecnología, la ingeniería y las matemáticas, es indispensable adoptar un planteamiento sensible a las cuestiones de género en todos los tipos y niveles de educación y formación.


	
	12.
	El acceso a oportunidades de educación y formación inclusivas y de alta calidad respaldadas por medios digitales es crucial. A pesar del papel fundamental y de las ventajas de los modelos presenciales de aprendizaje y enseñanza, es indispensable garantizar, mediante las tecnologías educativas digitales, el acceso a una educación y una formación inclusivas y de alta calidad en las que se utilicen dichas tecnologías, porque de ello dependen la viabilidad futura de las sociedades del conocimiento en Europa y la existencia de un sistema de innovación europeo que propicie la transformación ecológica y digital, genere crecimiento sostenible, empleo y oportunidades, y promueva el desarrollo personal.


	
	13.
	Las bases de una Europa fuerte son una cultura de valores comunes, de puesta en común, de renovación y de apertura a nuevas formas de intercambio, así como la participación y la cooperación entre los ciudadanos, las instituciones de educación y formación, el sector privado y los diferentes sistemas educativos nacionales. Las comunidades en línea (8) que comparten prácticas (a escala local, regional, nacional y de la Unión) adquieren mayor proyección pública y crecerán en el futuro.


CONSCIENTE DE QUE:

	
	14.
	De conformidad con el principio de subsidiariedad, la responsabilidad respecto a los contenidos educativos y a la organización de los sistemas educativos corresponde a los Estados miembros.


	
	15.
	La implantación de la educación digital en los diferentes tipos y niveles de educación y formación ha alcanzado niveles variables tanto en el interior de cada Estado miembro como entre los distintos Estados miembros de la Unión. Dentro de la Unión, la experiencia adquirida con las tecnologías educativas digitales difiere de un país a otro, y depende en gran medida de los marcos estratégicos y de gobernanza, las infraestructuras y las instalaciones técnicas, y los recursos financieros y humanos de cada país. Por lo que respecta a los recursos humanos, se trata, en particular, de los profesores, formadores, educadores y demás miembros del personal pedagógico y administrativo, incluidos los directores de las instituciones de educación y formación, que cuentan con una buena preparación.


	
	16.
	La pandemia de COVID‐19 desencadenó una rápida respuesta de emergencia. Los Estados miembros cerraron la mayoría de sus centros de educación y formación y dispusieron que las instituciones velaran por la continuidad de la enseñanza, la formación, el aprendizaje y la evaluación, principalmente por medios no presenciales.


	
	17.
	Las medidas adoptadas por los Estados miembros y sus instituciones de educación y formación con arreglo a las circunstancias nacionales han puesto de relieve la importancia de comprender la educación digital, han contribuido a potenciar las capacidades digitales de los sistemas de educación y formación, y han brindado oportunidades de desarrollo profesional a profesores, formadores, educadores y demás miembros del personal pedagógico.


	
	18.
	Sin embargo, a pesar de los grandes esfuerzos realizados por todos los Estados miembros, las respuestas de emergencia para facilitar las soluciones no presenciales pusieron de manifiesto dificultades y carencias comunes a los sistemas de educación y formación de toda la Unión:

a)

Durante la pandemia de COVID‐19, se observó a menudo, en diferente grado según el Estado miembro, que había aprendientes que no podían ejercer plenamente su derecho a la educación y la formación por no disponer de un acceso físico y tecnológico adecuado (9).

b)

El reto sin precedentes asociado a la pandemia de COVID‐19 puso de relieve la necesidad urgente de mejorar la oferta de competencias digitales para todos con el fin de garantizar a cada persona y cada ciudadano la igualdad de acceso a la educación y la formación, especialmente en aquellas situaciones en las que la educación y la formación se imparten a distancia. Los aprendientes con necesidades especiales tuvieron que afrontar dificultades específicas.

c)

Aunque la transición a la educación digital se ha acelerado durante la pandemia de COVID‐19, el desarrollo y el empleo de nuevas formas de difusión del conocimiento, cuando no se hacen de manera consciente y con un objetivo, pueden limitarse a reproducir las formas más tradicionales de enseñanza y aprendizaje.

d)

La pandemia de COVID‐19 ha supuesto un reto para la continuidad de las actividades transnacionales de educación y formación, dificultando la educación y la formación transfronterizas, así como la movilidad en el marco de Erasmus+, particularmente en el caso de los estudiantes y el personal de la educación superior y de la educación y la formación profesionales.

e)

El cierre de las instituciones de educación y formación provocado por la COVID‐19 ha modificado el papel de los profesores, formadores, educadores y demás miembros del personal pedagógico, que se han visto obligados a encontrar nuevos modos de mantener el contacto con alumnos y estudiantes y ayudarles a trabajar de manera independiente, ya sea en entornos de aprendizaje colaborativo o de otro modo. También ha puesto de relieve la necesidad de colaborar, desarrollar capacidades, procurar formación profesional específica para la enseñanza digital, y prever medidas de asistencia entre profesores, formadores y redes de formación del profesorado y entre instituciones de educación y formación.




RECONOCIENDO QUE:

	
	19.
	La brecha digital en los Estados miembros y en el conjunto de la Unión sigue constituyendo un desafío, ya que puede reforzar otras desigualdades estructurales preexistentes, incluidas las de índole socioeconómica y de género.


	
	20.
	La protección de datos y la soberanía digital de los Estados miembros y de sus ciudadanos deben garantizarse en el contexto de las tecnologías educativas digitales, con independencia de la urgencia de la situación. Por otra parte, en el contexto de un aumento de la creación y la difusión de contenidos educativos en formato digital, deben reconocerse los principios jurídicos y éticos en que se fundamenta la propiedad intelectual.


	
	21.
	Las nuevas formas de transferencia de conocimiento y los nuevos entornos de aprendizaje, también cuando se basan en la creación conjunta, promueven una conexión más estrecha entre la educación y la formación formales y el aprendizaje no formal e informal. El intercambio de información sobre buenas prácticas a escala local, regional, nacional y de la Unión brinda oportunidades para acelerar la integración de las tecnologías educativas digitales en todas las formas de aprendizaje, y para promover la calidad y la inclusividad de la enseñanza y el aprendizaje.


	
	22.
	Las tecnologías educativas digitales abren nuevas posibilidades de aprendizaje y enseñanza, y constituyen un factor importante para garantizar una educación y una formación inclusivas y de alta calidad. Pueden ser un complemento de la interacción directa que se da en la enseñanza y la formación presenciales, y de las mejores prácticas y medios no digitales para la enseñanza y el aprendizaje, que no han perdido importancia ni pueden ser sustituidos totalmente por formatos virtuales.


	
	23.
	Para que la tecnología pueda fomentar la calidad y la inclusividad de la educación, debe ir acompañada de entornos de aprendizaje seguros y de enfoques pedagógicos. Las empresas de tecnología educativa, incluidas las empresas emergentes y las pymes, desempeñan un papel esencial en el desarrollo de tecnologías educativas digitales innovadoras y accesibles, y, por lo tanto, en la promoción de la educación digital y de la transformación digital de las economías europeas. La existencia de condiciones favorables a la innovación y de oportunidades de financiación apropiadas es clave para que estas empresas prosperen.


	
	24.
	La educación digital debe incidir en la importancia de los conceptos pedagógicos y las herramientas y métodos de aprendizaje y enseñanza. La investigación educativa puede contribuir al desarrollo de conceptos innovadores en la educación y la formación, y posibilitar una comprensión más amplia del impacto de la transformación digital en el aprendizaje y la enseñanza y en los sistemas de educación y formación.


	
	25.
	La oferta de competencias digitales en todos los tipos y niveles de educación y formación debe ir siempre acompañada de una combinación pertinente de competencias esenciales conexas, incluidas las habilidades para la vida, y debe apoyarse en infraestructuras, equipos y tecnologías modernos y accesibles. Los programas de educación y formación profesionales, incluidos los de readaptación profesional y formación complementaria, requieren, de manera especial, una combinación adecuada de capacidades y competencias digitales, profesionales y tecnológicas, que puede contribuir a la empleabilidad.


	
	26.
	La competitividad internacional y la sostenibilidad del sistema europeo de innovación dependen de la existencia de sistemas de educación y formación inclusivos y de alta calidad. También requieren un excelente sistema de investigación, que, en el mejor de los casos, estará estrechamente vinculado a la educación y la formación. En este sentido, la rápida transferencia de los resultados de la investigación y la innovación, por ejemplo la investigación educativa, al igual que la creación conjunta y el ensayo de soluciones innovadoras de educación digital, tendrán un valor añadido en la educación y la formación, por ejemplo en ámbitos como la formulación de políticas o la aplicación pedagógica.


OBSERVANDO QUE:

	
	27.
	La Comisión Europea ha publicado un nuevo Plan de Acción de Educación Digital 2021-2027, «Adaptar la educación y la formación a la era digital» (10), que debe ser objeto de seguimiento en un proceso de creación conjunta con los Estados miembros, cuando proceda y resulte pertinente.


	
	28.
	Sus principales objetivos, a saber, fomentar el desarrollo de un ecosistema educativo digital de alto rendimiento y mejorar las competencias y capacidades digitales para la transformación digital, pueden contribuir a plantear la educación digital desde una perspectiva más estratégica a escala de la Unión.


	
	29.
	Un ecosistema educativo digital de alto rendimiento (11)debe propiciar una educación y una formación inclusivas y de alta calidad mediante las infraestructuras pertinentes, la conectividad, la planificación de capacidades digitales, y capacidades organizativas que permitan facilitar un acceso más flexible a la educación y la formación para todas las personas en todos los lugares. Constituye la base para poder implantar con éxito la educación digital, y un requisito previo para la transformación estructural de los sistemas de educación y formación.


	
	30.
	Se requieren competencias digitales y enfoques pedagógicos adecuados para que los profesores, formadores, educadores y demás miembros del personal pedagógico y los aprendientes de todas las edades en todos los tipos y niveles de educación y formación puedan hacer buen uso de las tecnologías digitales en la educación. La oferta de competencias digitales debe hacerse teniendo en cuenta la edad y las cuestiones de género, debe abarcar asimismo la alfabetización mediática, digital y en materia de datos, el pensamiento crítico y la lucha contra la información errónea y la desinformación, la incitación al odio y los discursos nocivos, y el ciberacoso y la adicción, y ha de resolver cuestiones de seguridad como la protección de la privacidad, la protección de datos y los derechos de propiedad intelectual.


	
	31.
	Debe fomentarse el aprendizaje no formal e informal como vehículo importante para proporcionar el nivel necesario de competencia digital a las personas de todas las edades que se encuentran fuera del sistema educativo formal, al objeto de apoyar su desarrollo profesional y personal, también en lo que atañe a factores como las relaciones sociales y la salud física y mental y al bienestar digital. En este sentido, son importantes los entornos digitales y una cultura de utilización juiciosa y ética de las herramientas digitales. Las oportunidades de aprendizaje digital no formal e informal revisten especial interés para los jóvenes, pero también para las personas de edad avanzada, que han sufrido de manera particular las consecuencias de la pandemia de COVID‐19.


INVITA A LOS ESTADOS MIEMBROS, SEGÚN LAS CIRCUNSTANCIAS NACIONALES, A QUE:

	
	32.
	Promuevan la integración de las tecnologías educativas digitales y la adquisición de competencias digitales con el fin de mejorar la enseñanza, la formación y el aprendizaje en todos los tipos y niveles de educación y formación y con una perspectiva de aprendizaje permanente.


	
	33.
	Fomenten la evaluación, el aseguramiento de la calidad y la validación de los resultados de las formas innovadoras de aprendizaje, incluidos los componentes digitales.


	
	34.
	Reflexionen sobre los modelos pedagógicos y la educación y la formación de profesores, formadores, educadores y demás miembros del personal pedagógico, con el fin de aprovechar mejor las diversas oportunidades que brindan las tecnologías educativas digitales.


	
	35.
	Den a profesores, formadores, educadores y demás miembros del personal pedagógico (como los formadores del profesorado) los medios y la motivación necesarios para que emprendan un itinerario de formación inicial y desarrollo profesional continuo a fin de desarrollar y mejorar sus propias capacidades y competencias digitales y sus conocimientos básicos de las TIC hasta un nivel que les permita trabajar con seguridad con las tecnologías educativas digitales e impartir una educación y una formación de alta calidad. De este modo, dispondrán de los recursos precisos para participar en la creación de métodos de enseñanza y formación innovadores y centrados en el aprendiente y de una didáctica aplicada que promueva el pensamiento crítico y creativo, y para crear entornos de aprendizaje y contenidos seguros, inclusivos y de alta calidad. Un factor clave a la hora de implantar una educación digital inclusiva y de alta calidad para todos es contar con profesores adecuadamente formados y capaces de emplear las tecnologías digitales de una manera pedagógicamente juiciosa y teniendo en cuenta la edad y las cuestiones de género.


	
	36.
	Fomenten la inclusión de todos los aprendientes, superando las desigualdades sociales y la brecha digital, y proporcionando un acceso equitativo a oportunidades y entornos de aprendizaje digital adecuados para todos.


	
	37.
	Consideren las posibilidades de invertir en educación digital aprovechando las posibilidades del nuevo Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, en particular en las iniciativas emblemáticas relacionadas con la conexión y con la readaptación profesional y la formación complementaria, con el fin de contribuir a la recuperación mediante la modernización y el refuerzo de una educación y una formación inclusivas y de alta calidad. Consideren asimismo la posibilidad de recurrir a otras oportunidades de financiación de la Unión, como los programas Erasmus+, Horizonte Europa o Europa Digital, el Mecanismo «Conectar Europa» – Sector digital, InvestEU, el Fondo Europeo de Desarrollo Regional (FEDER) y el Fondo Social Europeo Plus (FSE+).


INVITA A LA COMISIÓN, DE CONFORMIDAD CON LOS TRATADOS Y TENIENDO DEBIDAMENTE EN CUENTA LA SUBSIDIARIEDAD Y LAS CIRCUNSTANCIAS NACIONALES, A:

	
	38.
	Velar por que se adopte, dentro de la Comisión, un planteamiento integrado de la educación digital y poner en marcha, junto con los Estados miembros y las partes interesadas pertinentes, un proceso de reflexión estratégica sobre los factores facilitadores del éxito de la educación digital, como la conectividad, la pedagogía digital, la infraestructura, los equipos digitales, las capacidades digitales de profesores y alumnos, la interoperabilidad y los estándares de datos, teniendo en cuenta la soberanía tecnológica, la privacidad, la protección de datos y la ética, y procurando al mismo tiempo una educación y una formación inclusivas y de alta calidad. Hacer además, en el marco de este proceso, en estrecha cooperación con los Estados miembros y a partir de datos contrastados, un seguimiento de las Conclusiones del Consejo sobre la lucha contra la crisis de la COVID‐19 en el ámbito de la educación y la formación, con ánimo de alcanzar una interpretación común a escala de la Unión de los planteamientos que conducen a procesos de aprendizaje a distancia eficaces, inclusivos y atractivos.


	
	39.
	Explorar vías para promover un planteamiento más integrado del desarrollo de las políticas de educación digital, mediante la posible creación de una Plataforma Europea de Educación Digital y la utilización de las redes existentes y de otras medidas pertinentes, con el fin de responder mejor a la velocidad de la transformación digital en el contexto del Espacio Europeo de Educación y desde una perspectiva de sinergia y complementariedad con otras políticas pertinentes.


	
	40.
	Apoyar el desarrollo de la educación digital en Europa y destacar su papel mediante la Agenda de Capacidades Europea, el Espacio Europeo de Educación y el nuevo marco estratégico para la cooperación europea que sustituirá a ET 2020.


	
	41.
	Facilitar información sobre el desarrollo de métodos de educación digitales y compartir información sobre buenas prácticas —en particular mediante el aprendizaje inter pares entre los Estados miembros— e información sobre cooperación internacional y evaluación comparativa, por ejemplo, con el Consejo de Europa, la UNESCO y la OCDE.


	
	42.
	Apoyar a los Estados miembros en la transformación digital en curso en la educación y la formación, en particular mediante la colaboración intersectorial entre diversas iniciativas y estrategias nacionales de educación digital, y reunir a autoridades, expertos, investigadores en materia educativa, proveedores de educación y formación, miembros de la sociedad civil (sindicatos de profesores, asociaciones de aprendientes y padres) y el sector privado.


	
	43.
	Trabajar en estrecha cooperación con los Estados miembros y las partes interesadas pertinentes para aprovechar los ecosistemas nacionales y europeos de educación digital existentes, sin perder de vista que un ecosistema de educación digital de alto rendimiento requiere contenidos, plataformas, servicios y herramientas educativos que han de centrarse en el aprendiente, ser fiables, seguros, pedagógicamente rigurosos, accesibles y, cuando proceda, multilingües, además de haber sido desarrollados de una manera abierta y ser de alta calidad. Entre las condiciones que deben reunir tales ecosistemas figuran la de atender a consideraciones éticas, también en el ámbito de la inteligencia artificial, fomentar la protección de los datos personales de aprendientes y usuarios, y garantizar un intercambio internacional seguro, mediante requisitos de interoperabilidad acordes con la normativa europea sobre protección de datos.


INVITA A LA COMISIÓN Y A LOS ESTADOS MIEMBROS, EN CONSONANCIA CON SUS COMPETENCIAS Y RESPETANDO DEBIDAMENTE LA SUBSIDIARIEDAD, A:

	
	44.
	Utilizar de modo eficiente la dimensión digital de Erasmus+ y, en su caso, las sinergias con otros programas pertinentes de la Unión, con el fin de apoyar los planes de transformación digital de las instituciones de educación y formación. Seguir apoyando, a través de los proyectos de Erasmus+, el desarrollo profesional de los profesores, la adquisición de destrezas, competencias y capacidades digitales, la aplicación efectiva de métodos y herramientas de educación y formación digitales, así como el desarrollo de recursos educativos abiertos en todos los ámbitos de la educación y la formación con vistas al aprendizaje permanente. Examinar la contribución que podría aportar Erasmus+ a la mejora de la accesibilidad de los contenidos de la educación digital, al aumento de la inclusión social, y al objetivo de promoción del éxito educativo de todos los aprendientes.


	
	45.
	Analizar el refuerzo de las sinergias entre los diversos programas, iniciativas y proyectos europeos, nacionales y regionales de apoyo a la inclusión social; desarrollar las capacidades y competencias digitales de aprendientes y profesores, formadores y educadores, en particular las de quienes se encuentran en riesgo de pobreza o exclusión social, incluidos los más desfavorecidos; reforzar el desarrollo de métodos y herramientas de aprendizaje y enseñanza innovadores, y brindar a todos los aprendientes la oportunidad de beneficiarse de una educación y una formación inclusivas y de alta calidad.


	
	46.
	Seguir apoyando la Iniciativa «Universidades Europeas» a través de los programas Erasmus+ y Horizonte Europa así como los centros de excelencia profesional, y aprovechar su potencial para el desarrollo de la educación digital; promover la difusión, el aprovechamiento y la ampliación a otros ámbitos de los resultados pertinentes de los proyectos de Erasmus+ para informar tanto a los responsables de la formulación de políticas como a los profesionales de la educación.


	
	47.
	Reflexionar sobre la utilización de las tecnologías digitales para ofrecer una gama más amplia de oportunidades de movilidad combinada y virtual, así como nuevas oportunidades de aprendizaje flexibles en la educación y la formación; apoyar el intercambio de información sobre buenas prácticas para reforzar el aprendizaje y la enseñanza, promover los servicios de apoyo y los procesos administrativos digitales, por ejemplo los desarrollados en el contexto de la iniciativa relativa al carné europeo de estudiante o Europass.


	
	48.
	Seguir potenciando y maximizando las sinergias entre las herramientas de autoevaluación (como SELFIE, HEInnovate), los diversos marcos (como el Marco Europeo de Competencias Digitales), los eventos participativos y las actividades promocionales (como el Hackatón de la Educación Digital y la Semana de la Programación de la UE), y las plataformas existentes (p. ej. eTwinning, School Education Gateway y EPALE); proseguir la colaboración a través de redes como la Coalición por las Capacidades y los Empleos Digitales, y continuar apoyando a la red «La propiedad intelectual (PI) en la Educación» gestionada por la Oficina de Propiedad Intelectual de la Unión Europea.


	
	49.
	Hacer uso de la investigación, incluidos los resultados de proyectos europeos financiados en el marco de los programas Erasmus+, Horizonte Europa y Europa Digital, con el fin de reforzar las sinergias entre el Espacio Europeo de Educación y el Espacio Europeo de Investigación en pos de las aspiraciones de la educación digital, a saber: apoyar y aprovechar la investigación para impulsar soluciones pedagógicas innovadoras, y fundamentar la formulación, la ejecución y la evaluación de políticas.


	
	50.
	Utilizar los resultados de las publicaciones y estudios pertinentes sobre educación digital de los Estados miembros y las organizaciones internacionales, en particular de la OCDE, la UNESCO y el Consejo de Europa.




(1)  Como se indica en el anexo de la Recomendación del Consejo relativa a las competencias clave para el aprendizaje permanente (2018/C 189/01), la competencia digital implica el uso seguro, crítico y responsable de las tecnologías digitales para el aprendizaje, en el trabajo y para la participación en la sociedad, así como la interacción con estas. Incluye la alfabetización en información y datos, la comunicación y la colaboración, la alfabetización mediática, la creación de contenidos digitales (incluida la programación), la seguridad (incluido el bienestar digital y las competencias relacionadas con la ciberseguridad), asuntos relacionados con la propiedad intelectual, la resolución de problemas y el pensamiento crítico.

(2)  El término «inteligencia artificial» (IA) se aplica a los sistemas informáticos que manifiestan un comportamiento inteligente, pues son capaces de analizar su entorno y pasar a la acción —con cierto grado de autonomía— con el fin de alcanzar objetivos específicos.

(3)  A efectos de las presentes Conclusiones, se entiende por tecnologías educativas digitales las tecnologías que permiten facilitar el aprendizaje y mejorar los resultados de los aprendientes mediante la creación, la utilización y la gestión de procesos y recursos tecnológicos adecuados.

(4)  En este contexto, se entiende por aprendizaje mixto el basado en un enfoque pedagógico que combina los aprendizajes, presencial y en línea, con cierto grado de control del aprendiente respecto al tiempo, el lugar, el itinerario y el ritmo de aprendizaje.

(5)  A efectos de las presentes Conclusiones, la expresión «aprendizaje a distancia» describe una modalidad de aprendizaje que permite que las actividades de enseñanza y aprendizaje se organicen e impartan de manera remota (por ejemplo, mediante el uso de la radio, la televisión, internet o recursos electrónicos).

(6)  La educación digital comprende dos perspectivas diferentes pero complementarias: la utilización pedagógica de las tecnologías digitales para apoyar y mejorar la enseñanza, el aprendizaje y la evaluación, y la adquisición de competencias digitales por parte de los aprendientes y el personal que imparte educación y formación.

(7)  La ciudadanía digital es un conjunto de valores, capacidades, actitudes, conocimientos y destrezas de comprensión crítica que el ciudadano necesita en la era digital. El ciudadano digital sabe cómo utilizar las tecnologías y es capaz de interactuar con ellas de manera competente y positiva.

(8)  Los profesores, formadores, educadores y demás miembros del personal pedagógico participan a menudo en diversos portales electrónicos y comunidades en línea, en particular en plataformas electrónicas europeas como EPALE (plataforma electrónica para el aprendizaje de adultos en Europa), School Education Gateway (plataforma digital de la enseñanza escolar en Europa), eTwinning (plataforma de la comunidad europea de centros educativos), etc. También participan a veces en comunidades internacionales en línea más amplias, por ejemplo, a través de organizaciones internacionales y empresas multinacionales.

(9)  EURYDICE (2020), Impact of Covid-19: closure of education systems in Europe (Impacto de la COVID‐19: cierre de los sistemas educativos en Europa).

(10)  COM(2020) 624 final.

(11)  A efectos de las presentes Conclusiones, por «ecosistema educativo digital» se puede entender el entorno y las condiciones necesarios para garantizar una educación digital inclusiva y de alta calidad. Este concepto se refiere principalmente a la existencia de contenidos de alta calidad, herramientas de fácil utilización, servicios de valor añadido y plataformas seguras.



ANEXO

Contexto político

1.   

 

Recomendación del Consejo, de 20 de diciembre de 2012, sobre la validación del aprendizaje no formal e informal.

2.   

 

Conclusiones del Consejo sobre la inversión en educación y formación — Respuesta a un nuevo concepto de educación: invertir en las competencias para lograr mejores resultados socioeconómicos y al Estudio Prospectivo Anual sobre el Crecimiento de 2013 (1).

3.   

 

Conclusiones del Consejo sobre el papel de la educación infantil y primaria en el fomento de la creatividad, la innovación y la competencia digital (2).

4.   

 

Conclusiones del Consejo y de los Representantes de los Gobiernos de los Estados miembros, reunidos en el seno del Consejo, sobre el trabajo digital en el ámbito de la juventud (3).

5.   

 

Informe conjunto de 2015 del Consejo y de la Comisión sobre la aplicación del marco estratégico para la cooperación europea en el ámbito de la educación y la formación (ET 2020) — Nuevas prioridades para la cooperación europea en educación y formación (4).

6.   

 

Conclusiones del Consejo sobre el desarrollo de la alfabetización mediática y el pensamiento crítico a través de la educación y la formación (5).

7.   

 

Resolución del Consejo sobre «Una nueva Agenda de Capacidades para una Europa integradora y competitiva» (6).

8.   

 

Conclusiones del Consejo y de los Representantes de los Gobiernos de los Estados miembros, reunidos en el Consejo, sobre la inclusión en la diversidad para conseguir una educación de alta calidad para todos (7).

9.   

 

Recomendación del Consejo, de 22 de mayo de 2017, relativa al Marco Europeo de Cualificaciones para el aprendizaje permanente y por la que se deroga la Recomendación del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de abril de 2008 relativa a la creación del Marco Europeo de Cualificaciones para el aprendizaje permanente (8).

10.   

 

Conclusiones del Consejo, de 7 de diciembre de 2017, sobre medidas reforzadas para reducir la segregación horizontal de género en la educación y el empleo.

11.   

 

Conclusiones del Consejo sobre desarrollo escolar y una enseñanza de excelencia (9).

12.   

 

Conclusiones del Consejo sobre una agenda renovada de la UE para la educación superior (10).

13.   

 

Recomendación del Consejo, de 22 de mayo de 2018, relativa a las competencias clave para el aprendizaje permanente (11).

14.   

 

Recomendación del Consejo, de 22 de mayo de 2019, relativa a un enfoque global de la enseñanza y el aprendizaje de idiomas (12).

15.   

 

Recomendación del Consejo, de 19 de diciembre de 2016, relativa a Itinerarios de mejora de las capacidades: Nuevas oportunidades para adultos (13); y Conclusiones del Consejo, de 22 de mayo de 2019, sobre la aplicación de la Recomendación (14).

16.   

 

Conclusiones del Consejo sobre la adquisición de una visión del Espacio Europeo de Educación (15).

17.   

 

Conclusiones del Consejo, de 9 de abril de 2019, tituladas «Hacia una Unión cada vez más sostenible para 2030» (16).

18.   

 

Conclusiones del Consejo, de 7 de junio de 2019, sobre el futuro de una Europa altamente digitalizada más allá de 2020: «Impulsar la competitividad digital y económica en toda la Unión y la cohesión digital» (17).

19.   

 

Resolución del Consejo sobre un mayor desarrollo del Espacio Europeo de Educación para apoyar unos sistemas de educación y formación orientados al futuro (18).

20.   

 

Conclusiones del Consejo sobre la función esencial que desempeña el aprendizaje permanente para empoderar a las sociedades de modo que puedan afrontar la transición tecnológica y ecológica apoyando un crecimiento inclusivo y sostenible (19).

21.   

 

Resolución del Consejo sobre educación y formación en el Semestre Europeo: garantizar debates fundamentados sobre las reformas y las inversiones (20).

22.   

 

Conclusiones del Consejo sobre el personal docente y formador del futuro (21).

23.   

 

Conclusiones del Consejo sobre la lucha contra la crisis de la COVID‐19 en el ámbito de la educación y la formación (22).

24.   

 

Conclusiones del Consejo Europeo de los días 1 y 2 de octubre de 2020 (23).

25.   

 

Conclusiones del Consejo sobre la configuración del futuro digital de Europa (24).

26.   

 

Conclusiones del Consejo, de 8 de junio de 2020, sobre la readaptación profesional y la formación complementaria como base para aumentar la sostenibilidad y la empleabilidad, en el contexto del apoyo a la recuperación económica y la cohesión social.
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RECOMENDACIÓN DEL CONSEJO

de 24 de noviembre de 2020

sobre la educación y formación profesionales (EFP) para la competitividad sostenible, la equidad social y la resiliencia

(2020/C 417/01)

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA,

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, y en particular sus artículos 166 y 165,

Vista la propuesta de la Comisión Europea,

Considerando lo siguiente:

	(1)
	La Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (1) reconoce la educación y el acceso a la formación profesional y continua como un derecho, mientras que los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas prevén, de aquí a 2030, el acceso igualitario de todos los hombres y las mujeres a una formación técnica, profesional y superior asequible y de calidad, incluida la enseñanza universitaria, y un aumento considerable del número de jóvenes y adultos que posean las capacidades necesarias, en particular técnicas y profesionales, para acceder al empleo, el trabajo digno y el emprendimiento.


	(2)
	El Pilar Europeo de Derechos Sociales (2), proclamado el 17 de noviembre de 2017, establece una serie de principios para apoyar mercados de trabajo y sistemas de protección social equitativos y que funcionen correctamente, entre ellos el principio 1 sobre el derecho a una educación, una formación y un aprendizaje permanente inclusivos y de calidad, y el principio 4, relativo al apoyo activo para el empleo.


	(3)
	Los sistemas de EFP de alta calidad e innovadores proporcionan a las personas capacidades para el trabajo, el desarrollo personal y la ciudadanía, que les ayudan a adaptarse y contribuir a la doble transición ecológica y digital, con objeto de hacer frente a situaciones de emergencia y perturbaciones económicas, apoyando también el crecimiento económico y la cohesión social. Así, les proporcionan capacidades que las ayudan a conseguir o crear puestos de trabajo demandados en el mercado laboral.


	(4)
	Resulta esencial disponer de políticas eficaces de EFP para alcanzar el objetivo de promover una mano de obra cualificada, formada y adaptable, y mercados laborales con capacidad de respuesta al cambio económico, tal y como establece el artículo 145 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE).


	(5)
	La Comunicación de la Comisión titulada «El Pacto Verde Europeo» (3) es la nueva estrategia de crecimiento de la Unión destinada a transformar su economía y su sociedad para situarlas en una senda más sostenible. Los centros educativos, las instituciones de formación y las universidades son foros idóneos para el diálogo con el alumnado, los padres y madres de alumnos, las empresas y el resto de la comunidad en torno a los cambios necesarios para el éxito de la transición. La mejora de las capacidades y el reciclaje profesional proactivos son necesarios para cosechar los beneficios de la transición ecológica.


	(6)
	La Comunicación de la Comisión titulada «Una Europa social para una transición justa» (4) destaca la necesidad de situar las capacidades, la empleabilidad y el capital humano en un lugar central, mediante la Agenda de Capacidades Europea para la competitividad sostenible, la equidad social y la resiliencia (5), y va acompañada de una propuesta de Recomendación del Consejo sobre la educación y formación profesionales (EFP). También anuncia ulteriores trabajos relacionados con el Espacio Europeo de Educación y un nuevo marco de cooperación con los Estados miembros en materia de educación y formación.


	(7)
	En la Comunicación de la Comisión titulada «Un nuevo modelo de industria para Europa» (6) se pide una actuación decisiva para hacer del aprendizaje permanente una realidad para todos y garantizar que la educación y la formación sigan el ritmo y ayuden a conseguir la doble transición. También se hace un llamamiento a que la educación superior y la EFP proporcionen al mercado laboral más personas especializadas en los ámbitos de la ciencia, la ingeniería y la técnica. El nuevo Plan de acción para la economía circular (7) y la Estrategia de la UE sobre Biodiversidad para 2030 (8) ponen de relieve el papel clave de las capacidades en la transición hacia una economía ecológica y limpia.


	(8)
	La Comunicación de la Comisión titulada «Una estrategia para las pymes en pro de una Europa sostenible y digital» (9) destaca que la disponibilidad de personal cualificado o directivo con experiencia es el problema más importante para una cuarta parte de las microempresas y de las pequeñas y medianas empresas (pymes) de la UE y que la falta de personal cualificado es el obstáculo más importante para las nuevas inversiones en toda la UE. La EFP es especialmente importante para que las pymes se aseguren de que su mano de obra posee las capacidades necesarias.


	(9)
	La Comunicación de la Comisión titulada «Una Unión de la igualdad: Estrategia para la Igualdad de Género 2020-2025» (10) destaca la importancia de la EFP para las mujeres y los hombres con el fin de garantizar el equilibrio de género en las profesiones en las que tradicionalmente predomina uno u otro sexo y de abordar la cuestión de los estereotipos de género.


	(10)
	La Comunicación de la Comisión titulada «El presupuesto de la UE: motor del plan de recuperación para Europa» (11) expone un plan audaz y exhaustivo para la recuperación europea, basado en un Instrumento Europeo de Recuperación («Next Generation EU») de emergencia y un marco financiero plurianual reforzado para 2021-2027. Este plan se asienta en la solidaridad y la equidad y está profundamente arraigado en los principios y valores comunes de la Unión. Además, establece el modo de relanzar la economía europea, de impulsar la doble transición ecológica y digital, y de hacer que esa economía sea más justa, más resiliente y más sostenible para las generaciones futuras.


	(11)
	Desde 2013, la Garantía Juvenil (12) ha ayudado a los jóvenes a incorporarse al mercado laboral ofreciéndoles una buena oferta de empleo, educación continua, formación de aprendices o períodos de prácticas en un plazo de cuatro meses tras quedar desempleados o acabar la educación formal. La EFP ha sido eficaz para facilitar la transición al mercado laboral de los jóvenes en riesgo de exclusión. En el futuro, disponer de una EFP atractiva y adecuada al mercado laboral, especialmente la formación de aprendices, puede desempeñar un papel aún más importante en relación con la Garantía Juvenil a fin de evitar que los jóvenes queden desempleados y prepararlos para futuras oportunidades en el mercado de trabajo, en particular como elemento de la doble transición ecológica y digital.


	(12)
	La propuesta de la Comisión de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo sobre el Fondo Social Europeo Plus (FSE+) tiene por objeto garantizar una mejor adecuación de los sistemas de educación y formación al mercado laboral y la igualdad de acceso a las oportunidades de aprendizaje permanente para todos, mediante itinerarios de mejora de las capacidades y de reciclaje profesional.


	(13)
	La propuesta de la Comisión de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se establece Erasmus, el programa de la Unión para la educación, la formación, la juventud y el deporte, y se deroga el Reglamento (UE) n.o 1288/2013 establece que debe mantenerse la naturaleza integrada del programa de 2014-2020, que abarca el aprendizaje en todos los contextos —formal, no formal e informal, y en todas las etapas de la vida—, con objeto de impulsar itinerarios de aprendizaje flexibles que permitan a las personas desarrollar las competencias necesarias para hacer frente a los retos del siglo XXI.


	(14)
	La presente Recomendación se basa en una serie de iniciativas en el ámbito de la educación y la formación y de las capacidades que se han desarrollado a nivel europeo, como se resume en el anexo I, y contribuirá a la Agenda de Capacidades Europea para la competitividad sostenible, la equidad social y la resiliencia, el Plan de Acción de Educación Digital actualizado, al Espacio Europeo de Educación y al Marco estratégico para la cooperación europea en el ámbito de la educación y la formación.


	(15)
	La presente Recomendación pretende cumplir los objetivos del Espacio Europeo de Educación consistentes en crear un auténtico espacio europeo de aprendizaje donde la educación y formación de alta calidad e inclusiva no se vea obstaculizada por las fronteras y cuyo objetivo sea eliminar los obstáculos para el reconocimiento de las cualificaciones de educación superior y de educación secundaria superior, y de los resultados de los períodos de aprendizaje en el extranjero, y en trabajar para facilitar la validación transfronteriza as de los resultados de formación y aprendizaje permanente.


	(16)
	Basándose en las prioridades de una cooperación reforzada europea en materia de EFP (el «Proceso de Copenhague»), que se adoptaron como Resolución del Consejoel 19 de diciembre de 2002 (13), los objetivos de alcanzar una EFP flexible de gran calidad y la movilidad transnacional siguieron ocupando un lugar destacado en el panorama general de la modernización de la EFP definida en 2010 en el Comunicado de Brujas por los ministros competentes.


	(17)
	En las Conclusiones de Riga, de 22 de junio de 2015, los ministros responsables de la EFP acordaron un conjunto de prioridades para apoyar la consecución de esta visión, tal como se recogió en el Informe conjunto de 2015 del Consejo y de la Comisión sobre la aplicación del marco estratégico para la cooperación europea en el ámbito de la educación y la formación (ET 2020) (14) y en la nueva Agenda de Capacidades para Europa de 2016 (15), que dio un nuevo impulso importante a la política de EFP de la Unión poniendo mayor énfasis en el atractivo y la calidad.


	(18)
	La Recomendación del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009, relativa al establecimiento de un Marco de Referencia Europeo de Garantía de la Calidad en la Educación y Formación Profesionales (EQAVET) (16) expuso un marco de referencia para ayudar a los Estados miembros a mejorar la calidad de sus sistemas de EFP y contribuir a una mayor transparencia de la evolución de las políticas en este ámbito entre los Estados miembros. Durante los diez años de su aplicación, el EQAVET ha estimulado la introducción de reformas en los sistemas nacionales de garantía de la calidad, pero no ha contribuido de manera significativa a mejorar la transparencia de los acuerdos de garantía de calidad. Además, se ha aplicado principalmente en la EFP inicial basada en la escuela. Por consiguiente, el marco EQAVET de 2009 debe integrarse en la presente Recomendación, a la que deben añadirse elementos que aborden las deficiencias de su aplicación relacionadas con la calidad de los resultados del aprendizaje, la certificación y la evaluación, la consulta con las partes interesadas, el papel de los docentes y formadores, el aprendizaje basado en el trabajo y la flexibilidad de la EFP. Con el fin de mejorar el aprendizaje mutuo, aumentar la transparencia y la coherencia de los acuerdos de garantía de calidad en la oferta de EFP, y reforzar la confianza mutua entre los Estados miembros de la UE, deben establecerse a escala de la Unión revisiones por pares de la garantía de la calidad del sistema.


	(19)
	La Recomendación del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009, relativa a la creación del Sistema Europeo de Créditos para la Educación y la Formación Profesionales (ECVET) (17) estableció el objetivo de mejorar el reconocimiento, la acumulación y la transferencia de los resultados del aprendizaje, y de apoyar la movilidad y el aprendizaje permanente, así como el establecimiento de un sistema de créditos de la UE en materia de EFP. Durante sus diez años de aplicación, el ECVET ha contribuido ampliamente al desarrollo de una experiencia de movilidad de mayor calidad mediante el uso y la documentación de unidades de resultados del aprendizaje. Sin embargo, en general no se ha aplicado el concepto de puntos del ECVET y este sistema no ha llevado a la creación de un sistema europeo de créditos en el ámbito de la EFP. Por lo tanto, la presente Recomendación del Consejo debe incluir los principios clave del ECVET (por ejemplo, unidades de resultados del aprendizaje) relacionados con la flexibilidad. Los instrumentos del ECVET (por ejemplo, el acuerdo de formación y el memorando de entendimiento), que respaldan la movilidad del alumnado de formación profesional, deben seguir desarrollándose en el marco de otros instrumentos de la UE, como los que reciben apoyo del programa Erasmus+. Para las cualificaciones profesionales de enseñanza postsecundaria y terciaria, podrá aplicarse el Sistema Europeo de Transferencia y Acumulación de Créditos, que ya se está utilizando.


	(20)
	La Recomendación del Consejo, de 15 de marzo de 2018, relativa al Marco Europeo para una formación de Aprendices de Calidad y Eficaz (18), establece catorce criterios clave que los Estados miembros y las partes interesadas deben utilizar para ofrecer una formación de aprendices cualitativa y eficaz que garantice tanto el desarrollo de las capacidades específicas del puesto de trabajo como el desarrollo personal de los aprendices.


	(21)
	El seguimiento hecho por el Cedefop de las prioridades acordadas en las Conclusiones de Riga, de 22 de junio de 2015, muestra una serie de ámbitos en los que los países han avanzado con la agenda de modernización de la EFP, en particular en relación con la formación de aprendices y la formación basada en el trabajo, la garantía de la calidad, el establecimiento de mecanismos de anticipación de capacidades y de órganos consultivos en los que participan los interlocutores sociales, el aumento de la permeabilidad y la flexibilidad y, recientemente, un mayor hincapié en las capacidades digitales. Sin embargo, en vista de la doble transición ecológica y digital, es necesario ampliar y mejorar significativamente la oferta de EFP, tanto en el caso de los jóvenes como de los adultos, aumentando al mismo tiempo el atractivo y la calidad en la EFP inicial.

	(22)
	Muchos países cuentan con iniciativas para promover la excelencia en la EFP y para conectarla mejor con los ecosistemas de la innovación y de las capacidades. Esos ejemplos sirven de base para experiencias piloto del concepto de Centros de Excelencia Profesional, con objeto de que lleguen a ser puntos de referencia de categoría mundial para la formación en ámbitos específicos, tanto en lo referente a la formación inicial como a la formación para la mejora de las capacidades y el reciclaje profesional.


	(23)
	En su dictamen sobre el futuro de la EFP, adoptado en diciembre de 2018, el Comité consultivo de formación profesional (CCFP, ACVT en sus siglas inglesas) plasmó la visión de una EFP de excelencia, inclusiva y permanente que cumpla los requisitos del futuro generados por los cambios económicos, tecnológicos y sociales. En dicho dictamen se invitó a la Comisión a preparar una propuesta, en forma de Recomendación general del Consejo, destinada a racionalizar y consolidar el marco para las políticas de la UE sobre la EFP, su gobernanza y los instrumentos existentes.


	(24)
	Dado su carácter no vinculante, la presente Recomendación respeta los principios de subsidiariedad y proporcionalidad y debe aplicarse de conformidad con el Derecho de la Unión y con la legislación y las prácticas nacionales. En particular, la presente Recomendación se entiende sin perjuicio de la Directiva 2005/36/CE (19), modificada por la Directiva 2013/55/UE (20), relativa al reconocimiento de cualificaciones profesionales, y del régimen de reconocimiento automático establecido en ella.

Teniendo en cuenta la siguiente definición de «educación y formación profesionales» (EFP):

A los efectos de la presente Recomendación, por educación y formación profesionales (EFP) debe entenderse la educación y formación que pretende dotar a los jóvenes y a los adultos de los conocimientos, las capacidades y las competencias que se requieran para ejercer profesiones concretas o, en un sentido más amplio, en el mercado de trabajo (21). Puede impartirse en contextos formales y no formales, y en todos los niveles del Marco Europeo de Cualificaciones (EQF en sus siglas inglesas), incluido el nivel terciario, en su caso.


RECOMIENDA A LOS ESTADOS MIEMBROS:

De conformidad con la legislación nacional y de la Unión, los recursos disponibles, las prioridades y circunstancias nacionales, en particular la situación socioeconómica y las características de los sistemas nacionales de EFP, y en estrecha cooperación con todas las partes interesadas pertinentes:

	a)
	Trabajar en la aplicación de una política en materia de EFP que:

—

dote a jóvenes y adultos de los conocimientos, las capacidades y las competencias necesarias para prosperar en un mercado laboral y una sociedad en evolución, y para gestionar la recuperación y la doble transición justa hacia la economía ecológica y digital en tiempos de cambio demográfico y a través de todos los ciclos de la economía;

—

fomente la inclusión y la igualdad de oportunidades y contribuya a alcanzar la resiliencia, la equidad social y la prosperidad para todos; y

—

promueva los sistemas europeos de EFP en un contexto internacional, de manera que sean una referencia mundial para el alumnado de formación profesional;




	b)
	Poner en marcha acciones e inversiones para llevar a cabo esta política, de conformidad con los principios definidos a continuación en los puntos 1 a 21.


	c)
	Trabajar para alcanzar, de aquí a 2025, los siguientes objetivos a escala de la UE (22), que forman parte de los marcos europeos de seguimiento aplicables, incluidos los relativos al ámbito de la educación y formación y a las políticas sociales y de empleo:

—

el porcentaje de titulados de EFP con empleo debe ser del 82 % como mínimo (23);

—

el 60 % de los titulados recientes en EFP debe haberse beneficiado del aprendizaje en el trabajo durante su EFP (24). Este objetivo se refiere a todas las formas de aprendizaje basado en el trabajo en un lugar de trabajo y, por tanto, contribuirá también a aumentar las oportunidades de formación de aprendices que pueden recibir apoyo de la Garantía Juvenil;

—

el 8 % del alumnado de EFP debe haberse beneficiado de una movilidad en el extranjero por motivos de aprendizaje (25).




La EFP se adapta con agilidad a los cambios del mercado laboral
	
	(1)
	Los programas de EFP ofrecen una combinación equilibrada de capacidades profesionales, incluidas las técnicas, bien adaptada a todos los ciclos de la economía, la evolución de los puestos y los métodos de trabajo y las competencias clave (26), incluidas las capacidades básicas sólidas y las capacidades digitales, transversales, ecológicas y otras capacidades para la vida que proporcionan unas bases firmes para la resiliencia, el aprendizaje permanente, la empleabilidad a lo largo de la vida, la inclusión social, la ciudadanía activa y el desarrollo personal.


	
	(2)
	Los planes de estudios, la oferta de programas y las cualificaciones de la EFP se actualizan periódicamente, como corresponda, a partir de información estratégica sobre las capacidades (es decir, sistemas de seguimiento de titulados y mecanismos de anticipación de capacidades, también a escala sectorial y regional).


	
	(3)
	Los proveedores de EFP tienen, según el contexto nacional, un grado de autonomía, flexibilidad, apoyo y financiación adecuado para adaptar su oferta de formación a las necesidades cambiantes de capacidades, la doble transición ecológica y digital, y los ciclos de la economía, garantizando la calidad.


	
	(4)
	Los programas de EFP a todos los niveles incluyen componentes de aprendizaje basado en el trabajo que se están ampliando también a la EFP continua; aumenta el desarrollo de los sistemas de formación de aprendices (27), para mejorar las ofertas de la Garantía Juvenil (28), que se complementan con el apoyo adecuado (29) y con medidas para estabilizar la oferta de formación de aprendices, y para abordar los retos específicos de las pequeñas empresas; para crear oportunidades de aprendizaje basado en el trabajo en distintos sectores de la economía, se podrían ofrecer incentivos a los empleadores, en función del contexto nacional.


La flexibilidad y las oportunidades de progresión constituyen el núcleo de la educación y formación profesionales
	
	(5)
	Los programas de EFP están centrados en el alumnado, ofrecen acceso al aprendizaje presencial, digital o híbrido, permiten itinerarios flexibles y modulares basados en el reconocimiento de los resultados del aprendizaje no formal e informal, y abren perspectivas de carrera profesional y mejora de la formación; los programas de formación profesional continua están diseñados para adaptarse a las necesidades del mercado laboral, sectoriales o de las personas en materia de mejora de las capacidades y de reciclaje profesional.


	
	(6)
	Los programas de EFP se basan en módulos o unidades de resultados del aprendizaje y existen mecanismos de validación que permiten la transferencia, el reconocimiento y la acumulación de los resultados del aprendizaje de las personas con vistas a obtener cualificaciones o cualificaciones parciales, según proceda en el contexto nacional (30). En la EFP inicial el principal objetivo es avanzar hacia una cualificación completa.


La EFP, motor para la innovación y el crecimiento, prepara para la doble transición ecológica y digital y para empleos muy demandados
	
	(7)
	La EFP es resiliente gracias a que forma parte de las estrategias económicas, industriales y de innovación, incluidas las relacionadas con la recuperación y la doble transición ecológica y digital. Como consecuencia de ello, la oferta de EFP debe ampliarse y adaptarse de forma considerable, especialmente para los adultos, fomentando la adquisición de capacidades empresariales, digitales y ecológicas.


	
	(8)
	Los Centros de Excelencia Profesional actúan como catalizadores de la inversión empresarial local, apoyan la recuperación, la doble transición ecológica y digital, la innovación europea y regional, y las estrategias de especialización inteligente, así como el desarrollo de la EFP, también en niveles de cualificación superiores (niveles 5 a 8 del MEC) de acuerdo con el contexto nacional, y ofrecen servicios innovadores, como agrupaciones empresariales y viveros de empresas emergentes, e innovación tecnológica para las pymes, además de soluciones innovadoras de reciclaje profesional para los trabajadores que corren el riesgo de despido.


	
	(9)
	Las instituciones de EFP tienen acceso a infraestructuras de última generación, cuentan con estrategias de digitalización (31) de acuerdo con el contexto nacional e integran la sostenibilidad medioambiental y social en sus programas y en la gestión organizativa, contribuyendo así a la consecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas.


La EFP es una opción atractiva basada en la oferta moderna y digitalizada de formación y capacidades
	
	(10)
	La EFP inicial y continua forma parte del aprendizaje permanente. Existen itinerarios flexibles y permeables entre la EFP inicial y continua, la educación general y la educación superior.

	
	(11)
	Se desarrollan aún más los programas de EFP, en los niveles 5 a 8 del MEC, para dar respuesta a la necesidad creciente de mayores capacidades profesionales en función del contexto nacional.


	
	(12)
	Los programas de EFP se imparten mediante una combinación adecuada de entornos de aprendizaje abiertos, digitales y participativos, incluidos los lugares de trabajo propicios al aprendizaje, y cuentan con el apoyo de infraestructuras, equipos y tecnologías punteros y accesibles, y de pedagogías y herramientas versátiles, por ejemplo simuladores, realidad virtual y realidad aumentada basados en las TIC, que mejoran la accesibilidad y la eficiencia de la formación, también en las pequeñas empresas (32).


	
	(13)
	El personal docente, de formación y de otra índole de la EFP, tras una formación inicial, prosigue con su desarrollo profesional continuo a fin de: proporcionar una formación de alta calidad; fomentar las capacidades técnicas y digitales y unos métodos de formación eficaces innovadores, en particular la enseñanza en un entorno virtual; en consonancia con la pedagogía profesional y digital de vanguardia, trabajar con herramientas de aprendizaje digital y en entornos diversos y multiculturales. Sus trayectorias profesionales aumentan en atractivo gracias a enfoques de contratación más amplios, mejores oportunidades de carrera (33) y la cooperación reforzada de los docentes y formadores con las empresas y otros lugares de trabajo.


	
	(14)
	Las estrategias de internacionalización apoyan un enfoque estratégico de la cooperación internacional en materia de EFP, también en las regiones fronterizas de la UE; estas estrategias promueven el éxito de las prácticas nacionales en todo el mundo y pueden ponerse en marcha por diferentes medios, como la movilidad de los alumnos y los docentes y formadores, así como la preparación conjunta de concursos internacionales de capacidades profesionales y la participación en ellos.


	
	(15)
	Existen oportunidades de movilidad por motivos de aprendizaje para el alumnado y el personal de formación profesional, como la movilidad virtual, la movilidad a largo plazo y la movilidad hacia terceros países, que facilitan el uso y el reconocimiento de unidades de resultados del aprendizaje y de los instrumentos europeos pertinentes (34).


	
	(16)
	Se ofrece una información clara y de fácil comprensión sobre el aprendizaje y las oportunidades profesionales, y sobre las posibilidades de validación, en toda la UE mediante el aprendizaje permanente y unos servicios de orientación profesional de alta calidad, que utilizan plenamente Europass y otros servicios digitales.


La EFP promueve la igualdad de oportunidades
	
	(17)
	Los programas de EFP son inclusivos y accesibles para los grupos vulnerables, como las personas con discapacidad, las personas poco cualificadas o con un nivel bajo de capacidades, las minorías, las personas de origen migrante y aquellas con menos oportunidades por su localización geográfica o su situación socioeconómica desfavorecida. Las medidas específicas y los esquemas de formación flexible deben prevenir el abandono prematuro de la educación y la formación, y apoyar la transición de la escuela al trabajo.


	
	(18)
	Los programas de EFP son accesibles a través de plataformas de aprendizaje digital, apoyadas por herramientas, dispositivos y conexión a internet, en particular para los grupos vulnerables y las personas de zonas rurales o remotas.


	
	(19)
	Con medidas específicas se promueve el equilibrio de género en las profesiones tradicionalmente «masculinas» o «femeninas» y se abordan conjuntamente los estereotipos relacionados con el género y de otra índole.


La EFP se sustenta en una cultura de garantía de la calidad
	
	(20)
	El Marco de Referencia Europeo de Garantía de la Calidad (EQAVET), que se describe en el anexo II, se utiliza en los sistemas nacionales de garantía de la calidad, tanto para la EFP inicial como para la permanente; abarca la EFP en todos los entornos de aprendizaje (como los programas de formación en centros educativos o la formación en el trabajo, incluidos los sistemas de formación de aprendices) y en todos sus tipos (aprendizaje presencial, digital o combinado), impartida por proveedores tanto públicos como privados, y se sustenta en un conjunto de descriptores indicativos e indicadores de referencia comunes para la garantía de la calidad en la EFP, aplicados tanto a nivel de sistema como de proveedor, de acuerdo con el contexto nacional, que figuran en el anexo II.


	
	(21)
	Un punto de referencia nacional de garantía de la calidad para la EFP sigue reuniendo a todas las partes interesadas pertinentes a nivel nacional y regional a fin de:

—

adoptar iniciativas concretas para aplicar y seguir desarrollando el marco EQAVET,

—

informar y movilizar a una muy diversas partes interesadas, incluidos los Centros de Excelencia Profesional, para contribuir a la aplicación del marco EQAVET,

—

apoyar la autoevaluación como medio complementario y eficaz de garantía de la calidad que permite medir el éxito y delimitar los ámbitos con margen de mejora, entre otras cosas en relación con la preparación digital de los sistemas y las instituciones de EFP,

—

participar activamente en la red europea para la garantía de la calidad en la EFP,

—

facilitar una descripción actualizada de los acuerdos de garantía de la calidad nacionales basada en el marco EQAVET,

—

participar en revisiones por pares (35) de la garantía de la calidad a escala de la UE para mejorar la transparencia y la coherencia de los acuerdos de garantía de la calidad y para intensificar la confianza entre los Estados miembros.




Aplicación a nivel nacional
Se recomienda que los Estados miembros adopten medidas para aplicar esta política a escala nacional, junto con los interlocutores sociales y otras partes interesadas pertinentes. Para ello, deben:

	(22)
	Apoyar asociaciones sostenibles para la gobernanza de la EFP, de acuerdo con el contexto nacional y, cuando corresponda, mediante asociaciones público-privadas. Implicar a los interlocutores sociales y a todas las partes interesadas pertinentes, tales como las instituciones de EFP, los sectores y las empresas de todos los tamaños, los servicios de empleo públicos y privados, los docentes y formadores de EFP y sus representantes, los organismos intermediarios como las cámaras de industria, comercio y artesanía, las organizaciones profesionales y sectoriales, los coordinadores nacionales para la Garantía Juvenil, el FSE y otras iniciativas de la UE, el sector de las tecnologías de la información, los Centros de Excelencia Profesional, las agrupaciones, las asociaciones estudiantes y las asociaciones de padres y madres de alumnos, así como las autoridades locales, regionales y nacionales; además, deben promover estas asociaciones a escala regional y sectorial.


	(23)
	Aprovechar al máximo las herramientas europeas de transparencia, como el Marco Europeo de Cualificaciones, el Sistema Europeo de Transferencia y Acumulación de Créditos (ECTS), Europass y la Clasificación Europea de Capacidades, Competencias, Cualificaciones y Ocupaciones (ESCO), facilitar el reconocimiento mutuo automático de las cualificaciones y los resultados de los períodos de aprendizaje en el extranjero (36), permitir al alumnado utilizar las distintas prestaciones de Europass (por ejemplo, registrar su experiencia, sus capacidades y sus cualificaciones en un perfil en línea que sirva para la orientación profesional, la experiencia de movilidad, obtener credenciales firmadas digitalmente, recibir sugerencias y buscar oportunidades, cualificaciones, validación, reconocimiento, etc., de aprendizaje y empleo).


	(24)
	Hacer el mejor uso posible de los fondos e instrumentos de la Unión Europea para apoyar las reformas o la inversión en EFP, entre otras cosas en materia de digitalización y sostenibilidad medioambiental, como «Next Generation EU» (Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, REACT-UE), el Fondo Social Europeo+, el programa SURE, el Fondo Europeo de Desarrollo Regional, InvestEU, Erasmus+, Horizonte Europa, Interreg, Europa Digital, el Mecanismo para una Transición Justa y el Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural, así como el Fondo de Modernización; además, deben estimular más inversiones de los sectores público y privado en la EFP.


	(25)
	Definir, a partir de los acuerdos y marcos financieros pertinentes que existen a escala nacional, las medidas que deben adoptarse para la aplicación de la presente Recomendación a nivel nacional en el plazo de 18 meses desde su adopción y hacer un seguimiento de la ejecución de esas medidas, en particular con la asignación de recursos nacionales que sean adecuados a nivel nacional y con una atención muy especial a incorporar la digitalización y la sostenibilidad medioambiental en todo el sector de la EFP, teniendo debidamente en cuenta la responsabilidad y la autonomía de las instituciones de educación y formación según el contexto nacional.


ACOGE CON SATISFACCIÓN LA INTENCIÓN DE LA COMISIÓN, DENTRO DEL RESPETO DE LA SUBSIDIARIEDAD, DE:

Llevar a cabo la política de EFP de la Unión apoyando la actuación de los Estados miembros, por los siguientes medios:

	(26)
	Garantizar una gobernanza eficaz de la política de la UE en materia de EFP a través del Comité consultivo de formación profesional (CCFP, ACVT en sus siglas inglesas), de carácter tripartito, a partir de un programa de trabajo continuo y en cooperación con los directores generales responsables de la EFP (37), los representantes del alumnado y los proveedores de EFP.


	(27)
	arantizar que la política de la Unión en materia de EFP quede reflejada íntegramente a la hora de impulsar el Plan de Recuperación de la UE, el Pacto Verde Europeo, la nueva Estrategia Industrial para Europa y la Estrategia para las Pymes en pro de una Europa Sostenible y Digital, y que sea una parte coherente de la Agenda de Capacidades Europea para la competitividad sostenible, la equidad social y la resiliencia, el Plan de Acción de Educación Digital, el marco general de cooperación europeo en el ámbito de la educación y la formación, y el Espacio Europeo de Educación.


	(28)
	Seguir apoyando las reformas estructurales en materia de formación de aprendices mediante el servicio de apoyo a la formación de aprendices y dando un nuevo impulso a la Alianza Europea para la Formación de Aprendices en sinergia con la Garantía Juvenil; ampliar gradualmente los servicios de apoyo a la EFP en cooperación con el Cedefop.


	(29)
	Explorar el concepto y el uso de microcredenciales, también en la EFP, junto con los Estados miembros y las partes interesadas pertinentes, en particular en el contexto del grupo consultivo para el MEC, tal como se propone en la Agenda de Capacidades Europea.


	(30)
	Respaldar el objetivo de establecer y desarrollar gradualmente plataformas europeas de Centros de Excelencia Profesional y estudiar los Perfiles Profesionales Esenciales Europeos, junto con los Estados miembros y las partes interesadas pertinentes, dentro de la plataforma Europass y con el complemento, en la medida de lo posible, de contenidos digitales de formación profesional desarrollados en el marco de las herramientas europeas de transparencia, con miras a facilitar la movilidad de los alumnos y los trabajadores y la transparencia y el reconocimiento de las cualificaciones.


	(31)
	Apoyar la digitalización cualitativa y efectiva de la EFP que se imparte tanto en centros educativos como en el aprendizaje en el trabajo, fomentando el uso de los marcos de competencias europeos (38) y las herramientas de autoevaluación (39) y analizando la viabilidad de una encuesta a escala de la Unión para los centros de EFP.

	(32)
	Reforzar la Alianza Europea para la Formación de Aprendices y la Coalición por las Capacidades y los Empleos Digitales, tal como se anunció en la Agenda de Capacidades Europea.


	(33)
	Promover los sistemas europeos de EFP en un contexto internacional, de manera que sean reconocidos como una referencia mundial para los alumnos de formación profesional, por ejemplo apoyando la internacionalización de los sistemas de EFP también en relación con los países candidatos a la UE y los países de la vecindad europea, en cooperación con la Fundación Europea de Formación (ETF en sus siglas inglesas), promoviendo competiciones de capacidades y campañas de comunicación para aumentar el atractivo y mejorar la imagen de la EFP, facilitando un acceso fácil a la información sobre la EFP y las oportunidades de empleo relacionadas, y creando y desarrollando las funciones de Europass.


	(34)
	Cooperar con organizaciones internacionales, en particular la OCDE, la OIT, la Unesco y el Banco Mundial, en el ámbito de la EFP.


	(35)
	Apoyar los esfuerzos de los Estados miembros para aplicar la presente Recomendación, potenciar la capacidad de las instituciones de EFP, lo que incluye su digitalización y sostenibilidad medioambiental, y promover la investigación en materia de EFP, tanto a escala nacional como de la UE, con la financiación de los fondos y programas de la Unión pertinentes («Next Generation EU» [Mecanismo de Recuperación y Resiliencia y REACT-UE], Fondo Social Europeo Plus, programa SURE, Fondo Europeo de Desarrollo Regional, InvestEU, Erasmus+, Horizonte Europa, Interreg, Europa Digital, Mecanismo para una Transición Justa, Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural y Fondo de Modernización).


	(36)
	Garantizar un seguimiento cualitativo y cuantitativo en consonancia con los objetivos comunes definidos en la presente Recomendación, así como otros datos pertinentes, como datos sobre las inversiones, e introducirlos en el Semestre Europeo y en otros marcos europeos de seguimiento e información pertinentes, e informar al Consejo sobre la aplicación de la Recomendación cada cinco años, a partir de los datos disponibles a nivel nacional y europeo y del seguimiento anual realizado por el Cedefop.


La presente Recomendación sustituye la Recomendación del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009, relativa al establecimiento de un Marco de Referencia Europeo de Garantía de la Calidad en la Educación y Formación Profesionales (EQAVET) y la Recomendación del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009, relativa a la creación del Sistema Europeo de Créditos para la Educación y la Formación Profesionales (ECVET).

Hecho en Bruselas, el 24 de noviembre de 2020.

Por el Consejo
El Presidente / La Presidenta
M. ROTH
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(12)  Recomendación del Consejo, de 22 de abril de 2013, sobre el establecimiento de la Garantía Juvenil (DO C 120 de 26.4.2013, p. 1).

(13)  DO C 13 de 18.1.2003, p. 2.

(14)  DO C 417 de 15.12.2015, p. 25.

(15)  Documento COM(2016) 381 final.

(16)  DO C 155 de 8.7.2009, p. 1.

(17)  DO C 155 de 8.7.2009, p. 11.

(18)  DO C 153 de 2.5.2018, p. 1.

(19)  Directiva 2005/36/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de septiembre de 2005, relativa al reconocimiento de cualificaciones profesionales (DO L 255 de 30.9.2005, p. 22).

(20)  Directiva 2013/55/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de noviembre de 2013 , por la que se modifica la Directiva 2005/36/CE relativa al reconocimiento de cualificaciones profesionales y el Reglamento (UE) n ° 1024/2012 relativo a la cooperación administrativa a través del Sistema de Información del Mercado Interior ( «Reglamento IMI» ) (DO L 354 de 28.12.2013, p. 132).

(21)  Basado en la definición del Cedefop: Centro Europeo para el Desarrollo de la Formación Profesional. Terminología de la política europea de educación y formación, 2014.

(22)  Los objetivos se definen en valores medios de la UE que deben alcanzar colectivamente los Estados miembros. Al informar de los progresos realizados para alcanzar estos objetivos, en particular cuando sean pertinentes en el contexto del Semestre Europeo, la Comisión debe tener en cuenta las especificidades de los distintos sistemas y circunstancias nacionales. Los Estados miembros deben aprovechar plenamente las oportunidades de financiación de la Unión de acuerdo con sus circunstancias, prioridades y desafíos nacionales. Los tres objetivos cuantitativos no determinan de antemano el modo en que se apliquen los instrumentos de financiación de la Unión con arreglo al marco financiero plurianual 2021-2027 y al instrumento «Next Generation EU».

(23)  Abarcará el grupo de edad de entre 20 y 34 años que se ha graduado entre 1 y 3 años antes de la EFP secundaria superior y postsecundaria no terciaria.

(24)  Abarcará el grupo de edad de 20 a 34 años que hayan abandonado la educación y la formación entre 1 y 3 años antes. El indicador se basará en los datos que se recojan a partir de 2021 en la encuesta de población activa de la UE (EPA UE), tal como se define en el identificador de la variable «HATWORK» del Reglamento de Ejecución (UE) 2019/2240 de la Comisión. Ello se refiere a experiencias laborales en un lugar de trabajo en una unidad de mercado o no de mercado (es decir, una empresa, una institución pública o una organización sin ánimo de lucro) que formaban parte del plan de estudios del programa formal que dio lugar al nivel de educación más alto concluido exitosamente. Si un encuestado tiene varias experiencias laborales, debe tenerse en cuenta la duración acumulada de todas ellas. Las experiencias laborales deben expresarse en equivalentes a tiempo completo.

(25)  Se medirá como porcentaje del alumnado que haya hecho uso de la movilidad en un año natural, como proporción de una cohorte de titulados de EFP en el mismo año. El indicador se basará en los datos de movilidad obtenidos de Erasmus+ y en los datos de titulados en EFP extraídos de la Unesco-OCDE-Eurostat. Cuando estén disponibles y únicamente si los datos facilitados son comparables con los datos de Erasmus+, en particular la duración de la movilidad, también podrían utilizarse datos procedentes de los programas de movilidad de las autoridades nacionales para complementar los datos de Erasmus+. En caso de que se incluyan datos de las autoridades nacionales, deben mostrarse de manera transparente.

(26)  La Recomendación del Consejo, de 22 de mayo de 2018, relativa a las competencias clave para el aprendizaje permanente define las siguientes competencias clave: competencia en lectoescritura; competencia multilingüe; competencia matemática y competencia en ciencia, tecnología e ingeniería; competencia digital; competencia personal, social y de aprender a aprender; competencia ciudadana; competencia emprendedora y competencia en conciencia y expresión culturales.

(27)  Según se definen en la Recomendación del Consejo, de 15 de marzo de 2018, relativa al Marco Europeo para una Formación de Aprendices de Calidad y Eficaz.

(28)  Según se definen en la Recomendación del Consejo, de 22 de abril de 2013, sobre el establecimiento de la Garantía Juvenil.

(29)  Podría incluir centros de formación entre empresas.

(30)  De conformidad con la Recomendación del Consejo, de 20 de diciembre de 2012, sobre la validación del aprendizaje no formal e informal.

(31)  Por ejemplo, la herramienta de reflexión personal SELFIE apoya a las instituciones de EFP en el uso eficaz de las tecnologías digitales para la enseñanza y el aprendizaje, así como en la mejora de la cooperación con los empleadores en los sistemas de aprendizaje en el trabajo.

(32)  Pueden incluir también la enseñanza colaborativa, el aprendizaje interdisciplinar y basado en proyectos, y nuevos métodos organizativos en las instituciones y empresas de formación, así como la inteligencia artificial.

(33)  Puede incluir múltiples itinerarios para la evolución profesional, el reconocimiento de la experiencia profesional previa o docentes y formadores híbridos, de acuerdo con el contexto nacional.

(34)  Por ejemplo, plantillas para el memorando de entendimiento y el acuerdo de aprendizaje.

(35)  Una revisión por pares es un tipo de actividad de aprendizaje voluntario y mutuo con el objetivo de apoyar la mejora y la transparencia de los acuerdos de garantía de la calidad a nivel del sistema que no genera procedimientos de acreditación, conforme a una metodología específica elaborada por la red europea para la garantía de la calidad en la EFP (ENQA-VET en sus siglas inglesas).

(36)  Con arreglo a la Recomendación del Consejo, de 26 de noviembre de 2018, relativa a la promoción del reconocimiento mutuo automático de las cualificaciones de educación superior y de educación secundaria postobligatoria, y de los resultados de los períodos de aprendizaje en el extranjero.

(37)  Los directores generales responsables de la EFP son designados por los Estados miembros.

(38)  Como el Marco Común de Competencia Digital para los ciudadanos (DigComp), el Marco Europeo de Competencia Digital Docente (DigCompEdu) y el Marco de Competencia Digital para las Empresas (DigCompO).

(39)  Como SELFIE.



ANEXO I

Actos de la Unión aplicables en el ámbito de las capacidades, la educación y la formación

(1)   

 

Recomendación del Consejo, de 28 de junio de 2011, relativa a las políticas para reducir el abandono escolar prematuro (1).

(2)   

 

Recomendación del Consejo, de 20 de diciembre de 2012, sobre la validación del aprendizaje no formal e informal (2).

(3)   

 

Informe conjunto de 2015 del Consejo y de la Comisión sobre la aplicación del marco estratégico para la cooperación europea en el ámbito de la educación y la formación (ET 2020) — Nuevas prioridades para la cooperación europea en educación y formación (3).

(4)   

 

Recomendación del Consejo, de 19 de diciembre de 2016, relativa a Itinerarios de mejora de las capacidades: Nuevas oportunidades para adultos (4).

(5)   

 

Recomendación del Consejo, de 22 de mayo de 2017, relativa al Marco Europeo de Cualificaciones para el aprendizaje permanente y por la que se deroga la Recomendación del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2008, relativa a la creación del Marco Europeo de Cualificaciones para el aprendizaje permanente (5).

(6)   

 

Recomendación del Consejo, de 20 de noviembre de 2017, relativa al seguimiento de los titulados (6).

(7)   

 

Decisión (UE) 2018/646 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de abril de 2018, relativa a un marco común para prestar mejores servicios en materia de capacidades y cualificaciones (Europass) y por la que se deroga la Decisión n.° 2241/2004/CE (7).

(8)   

 

Recomendación del Consejo, de 22 de mayo de 2018, relativa a las competencias clave para el aprendizaje permanente (8).

(9)   

 

Conclusiones del Consejo sobre la adquisición de una visión del Espacio Europeo de Educación (9).

(10)   

 

Recomendación del Consejo, de 26 de noviembre de 2018, relativa a la promoción del reconocimiento mutuo automático de las cualificaciones de educación superior y de educación secundaria postobligatoria, y de los resultados de los períodos de aprendizaje en el extranjero (10).

(11)   

 

Conclusiones del Consejo sobre la aplicación de la Recomendación del Consejo relativa a Itinerarios de mejora de las capacidades: Nuevas oportunidades para adultos (11).

(12)   

 

Resolución del Consejo sobre un mayor desarrollo del Espacio Europeo de Educación para apoyar unos sistemas de educación y formación orientados al futuro (12).

(13)   

 

Conclusiones del Consejo sobre la economía del bienestar (13).

(14)   

 

Comunicación de la Comisión «Estrategia anual de crecimiento sostenible 2020» (14).
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(8)  DO C 189 de 4.6.2018, p. 1.

(9)  DO C 195 de 7.6.2018, p. 7.
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ANEXO II

El marco EQAVET

Parte A. Descriptores indicativos del marco EQAVET
El presente anexo propone descriptores indicativos que tienen por objeto apoyar a los Estados miembros y a los proveedores de EFP, como estos estimen oportuno, a la hora de aplicar el marco EQAVET. Están estructurados por fases del ciclo de calidad: Planificación — Implantación — Evaluación — Revisión. Pueden aplicarse tanto a la EFP inicial como a la continua y son aplicables a todos los entornos de aprendizaje: enseñanza que se imparte en centros educativos y formación en el trabajo, incluidos los sistemas de aprendizaje profesional.

	Criterios cualitativos
	Descriptores indicativos relativos a sistemas de EFP
	Descriptores indicativos relativos a proveedores de EFP

	La planificación refleja una visión estratégica compartida por las partes interesadas pertinentes que incluye objetivos, acciones e indicadores explícitos.
	Se han fijado objetivos de la EFP a medio y largo plazo, ligados a los Objetivos de Desarrollo Sostenible y a las metas de la UE, teniendo en cuenta las consideraciones medioambientales.

Los interlocutores sociales y todas las demás partes interesadas pertinentes participan en la fijación de los objetivos de la EFP en los distintos niveles.

Se fijan metas que son supervisadas mediante indicadores específicos (criterios de éxito).

Se han establecido mecanismos y procedimientos para determinar las necesidades de formación del mercado laboral y de la sociedad.
	Los objetivos de las políticas de EFP europeas, nacionales y regionales se reflejan en las metas locales fijadas por los proveedores de EFP.

Se fijan y supervisan objetivos y metas explícitos, y se diseñan los programas para alcanzarlos.

Se lleva a cabo un proceso continuo de consulta con los interlocutores sociales y todas las demás partes interesadas pertinentes a fin de identificar necesidades locales o individuales concretas

Se han atribuido responsabilidades de gestión y desarrollo de la calidad de manera explícita.

El personal participa desde el principio en la planificación, particularmente en lo relativo a la mejora de la calidad.

	 
	Se ha diseñado una política de información para garantizar una divulgación adecuada de los resultados o logros en materia de calidad, con sujeción a los requisitos nacionales o regionales de protección de datos.

Se han definido normas y directrices para el reconocimiento, la validación y la certificación de competencias individuales.

Las cualificaciones de EFP se describen a partir de los resultados del aprendizaje.

Se establecen mecanismos para garantizar la calidad del diseño, la evaluación, la certificación y la revisión de las cualificaciones.

Los programas de EFP están diseñados para permitir itinerarios de aprendizaje flexibles y responder rápidamente a las necesidades cambiantes del mercado laboral.
	Los proveedores proyectan iniciativas de cooperación con las partes interesadas pertinentes.

Las partes interesadas pertinentes participan en el proceso de analizar las necesidades locales.

Los proveedores de EFP tienen implantado un sistema de garantía de la calidad explícito y transparente.

Las medidas se diseñan garantizando el cumplimiento de las normas sobre protección de datos.

	Los proyectos de implantación se preparan en consulta con las partes interesadas e incluyen principios explícitos.
	Los proyectos de implantación se establecen en cooperación con los interlocutores sociales, los proveedores de EFP y otras partes interesadas pertinentes en los distintos niveles.

Los proyectos de implantación incluyen la consideración de los recursos requeridos, la capacidad de los usuarios y los instrumentos y directrices necesarios como respaldo.

Se han elaborado directrices y normas para su aplicación en distintos niveles. Estas directrices y normas incluyen la evaluación, la validación y la certificación de cualificaciones.

Los proyectos de implantación incluyen un apoyo específico para la formación de profesores y formadores, especialmente por lo que respecta a las capacidades digitales y la sostenibilidad medioambiental.
	Los recursos se adecuan o asignan internamente para alcanzar las metas fijadas en los proyectos de implantación.

Se respaldan explícitamente las colaboraciones adecuadas e integradoras, especialmente entre profesores y formadores, para aplicar las acciones previstas.

El plan estratégico de desarrollo de las competencias del personal especifica las necesidades de formación de los profesores y formadores.

El personal recibe formación periódica y coopera con las partes interesadas externas pertinentes para respaldar el desarrollo de capacidades y la mejora de la calidad, así como aumentar el rendimiento.

	 
	Las responsabilidades de los proveedores de EFP en el proceso de implantación se describen explícitamente y se configuran de manera transparente.

Se ha elaborado un marco nacional o regional de garantía de la calidad que incluye directrices y estándares de calidad para los proveedores de EFP a fin de fomentar la mejora permanente y la autorregulación.
	Los programas de los proveedores de EFP permiten al alumnado alcanzar los resultados del aprendizaje previstos y participar en el proceso de aprendizaje.

Los proveedores de EFP responden a las necesidades de aprendizaje de las personas utilizando un enfoque centrado en el alumnado que permite a este alcanzar los resultados del aprendizaje previstos.

Los proveedores de EFP promueven la innovación en los métodos de enseñanza y aprendizaje, ya sea en los centros educativos o ya se trate de formación en el trabajo, con el apoyo de las tecnologías digitales y las herramientas de aprendizaje vía internet.

Los proveedores de EFP utilizan métodos válidos, precisos y fiables para evaluar los resultados del aprendizaje de las personas.

	Se evalúan con carácter periódico los resultados y los procesos

con ayuda de mediciones.
	Se crea una metodología de evaluación que abarca la evaluación interna y externa.

Se acuerda y se describe con claridad la participación de las partes interesadas en el proceso de supervisión y evaluación.

Las normas y los procesos nacionales o regionales para la mejora y el aseguramiento de la calidad son pertinentes y proporcionales a las necesidades del sector.

Los sistemas se someten a autoevaluación, revisión interna y revisión externa, según proceda.
	Se realiza una autoevaluación periódica con arreglo a reglamentaciones y marcos nacionales o regionales, o bien a iniciativa de los proveedores de EFP, que abarque también la preparación digital y la sostenibilidad medioambiental de las instituciones de EFP.

La evaluación y la revisión comprenden procesos y resultados o logros en materia de educación y formación que incluyen valorar la satisfacción del alumnado, así como el rendimiento y la satisfacción del personal.

	 
	Se aplican sistemas de alerta temprana.

Se aplican indicadores de rendimiento.

Se procede a una recogida de datos periódica, sistemática y coherente para medir el éxito y determinar los ámbitos en los que deben introducirse mejoras. Se han elaborado metodologías adecuadas para la recogida de datos, por ejemplo, cuestionarios e indicadores o criterios de medición.
	La evaluación y la revisión incluyen la recopilación y el uso de datos, así como mecanismos adecuados y efectivos para implicar a las partes interesadas internas y externas.

Se aplican sistemas de alerta temprana.

	Revisión
	Se definen procedimientos, mecanismos e instrumentos para efectuar revisiones, que además se utilizan para mejorar la calidad de la prestación a todos los niveles.

Se evalúan periódicamente los procesos y se elaboran planes de acción para introducir cambios. Los sistemas se ajustan en consecuencia.

Se pone a disposición pública información sobre los resultados de las evaluaciones.
	Se recaba información de retorno entre el alumnado sobre su experiencia de aprendizaje individual y acerca del entorno de enseñanza y de aprendizaje. Esta información, junto con las impresiones de los profesores, formadores y todas las demás partes interesadas pertinentes, se utiliza como fuente de inspiración para nuevas iniciativas.

La información sobre los resultados de la revisión se pone a disposición del público, dándosele una amplia difusión.

Los procedimientos sobre el suministro de información de retorno y la revisión forman parte de un proceso estratégico de aprendizaje en la organización, apoyan el desarrollo de una prestación de alta calidad y mejoran las oportunidades del alumnado.

Los resultados o logros del proceso de evaluación se debaten con las partes interesadas pertinentes, y se establecen planes de acción adecuados.


Parte B. Conjunto de indicadores de calidad de referencia del marco EQAVET
Esta sección propone un amplio conjunto de indicadores de calidad que pueden utilizarse para contribuir a la evaluación y la mejora de la calidad de los sistemas nacionales o regionales de EFP y de los proveedores de EFP al aplicar el marco EQAVET.

	Indicador
	Tipo de indicador
	Objetivo de la medida

	Indicadores generales de garantía de la calidad

	Número 1

	Pertinencia de los sistemas de garantía de calidad para los proveedores de EFP:

a)

proporción de proveedores que aplican sistemas internos de garantía de calidad definidos por ley o a iniciativa propia;

b)

porcentaje de proveedores de EFP acreditados.


	Indicador de contexto o de base
	Fomentar una cultura de mejora de la calidad en la EFP entre los proveedores

Elevar el grado de transparencia respecto a la calidad de la formación

Mejorar la confianza mutua en la prestación de formación

	Número 2

	Inversión en la formación de profesores y formadores:

a)

proporción de profesores y formadores que participan en programas de reciclaje profesional;

b)

importe de los fondos invertidos, incluidos los destinados mejorar las capacidades digitales.


	Indicador de base o de proceso
	Promover la implicación de los profesores y formadores en el proceso de desarrollo de calidad en la EFP

Mejorar la capacidad de respuesta de la EFP a la evolución de la demanda en el mercado laboral

Mejorar el desarrollo de capacidades individuales de aprendizaje

Mejorar los resultados del alumnado

	Indicadores en apoyo de los objetivos de calidad de las políticas de la EFP

	Número 3

	Tasa de participación en los programas de EFP:

número de participantes en programas de EFP (1), según el tipo de programa y los criterios específicos (2)
	Indicador de aportaciones/procesos/realizaciones
	Obtener información básica a nivel de los sistemas y de los proveedores de EFP sobre el atractivo de la EFP

Respaldar las metas fijadas para mejorar el acceso a la EFP, en particular por lo que respecta a grupos desfavorecidos

	Número 4

	Tasa de finalización de programas de EFP:

número de personas que han finalizado con éxito/abandonado programas de EFP, según el tipo de programa y los criterios específicos
	Indicador de procesos/realizaciones/logros
	Obtener información básica sobre los logros educativos y la calidad de los procesos de formación

Determinar las tasas de abandono frente a la tasa de participación

Respaldar la finalización con éxito de los programas como uno de los objetivos principales de la calidad en la EFP

Apoyar la prestación de una formación adaptada, especialmente por lo que se refiere a los grupos desfavorecidos

	Número 5

	Tasa de colocación en el marco de los programas de EFP:

a)

destino del alumnado de EFP en algún momento fijado después de la finalización de la formación, según el tipo de programa y los criterios específicos (3)
b)

proporción de alumnos contratados en algún momento fijado después de la finalización de la formación, según el tipo de programa y los criterios específicos


	Indicador de resultado
	Apoyar la empleabilidad

Mejorar la capacidad de respuesta de la EFP a la evolución de la demanda en el mercado laboral

Apoyar la prestación de una formación adaptada, especialmente por lo que se refiere a los grupos desfavorecidos

	Número 6

	Utilización de las capacidades adquiridas en el puesto de trabajo:

a)

información sobre el empleo obtenido por el alumnado de la EFP tras la finalización de la formación, según el tipo de formación y los criterios específicos

b)

tasa de satisfacción de las personas contratadas y los empleadores respecto a las capacidades y competencias adquiridas


	Indicador de resultado

(combinación de datos cualitativos y cuantitativos)
	Aumentar la empleabilidad

Mejorar la capacidad de respuesta de la EFP a la evolución de la demanda en el mercado laboral

Apoyar la prestación de una formación adaptada, especialmente por lo que se refiere a los grupos desfavorecidos

	Información de contexto

	Número 7

	Tasa de desempleo (4) según criterios específicos
	Indicador de contexto
	Proporcionar información de base para la toma de decisiones en los sistemas de EFP

	Número 8

	Prevalencia de grupos vulnerables:

a)

porcentaje de los participantes en programas de EFP clasificados como grupos desfavorecidos (en una región o zona de empleo determinada) por edad y por sexo

b)

tasa de éxito de los grupos desfavorecidos, por edad y por sexo.


	Indicador de contexto
	Proporcionar información de base para la toma de decisiones en los sistemas de EFP

Respaldar el acceso de grupos desfavorecidos a la EFP

Apoyar la prestación de una formación adaptada, especialmente a los grupos desfavorecidos

	Número 9

	Mecanismos para determinar las necesidades de formación en el mercado laboral:

a)

información sobre mecanismos fijados para determinar los cambios en la demanda en distintos niveles

b)

pruebas de la utilización de dichos mecanismos y de su eficacia.


	Indicador de contexto/de base (información cualitativa)
	Mejorar la capacidad de respuesta de la EFP a la evolución de la demanda en el mercado laboral

Apoyar la empleabilidad

	Número 10

	Sistemas utilizados para promover un acceso mejor a la EFP y proporcionar orientación al alumnado (potencial) de EFP:

a)

información sobre los sistemas existentes de distintos niveles

b)

pruebas de su eficacia


	Indicador de proceso (información cualitativa)
	Promover el acceso a la EFP, especialmente de los grupos desfavorecidos

Proporcionar orientación a alumnos (potenciales) de EFP

Apoyar la prestación de una formación adaptada




(1)  En el caso de la formación profesional inicial, se requiere un período de seis semanas de formación para que un alumno sea considerado como participante. En el caso del aprendizaje permanente, se contabiliza el porcentaje de la población que haya sido admitida en programas formales de EFP.

(2)  Aparte de la información básica sobre sexo y edad, pueden aplicarse otros criterios sociales, por ejemplo, abandono escolar, nivel educativo máximo, inmigrantes, personas con discapacidad, duración del desempleo, etc.

(3)  En el caso de la formación profesional inicial, debe incluirse información sobre el destino del alumnado que haya abandonado la formación.

(4)  Definición de la OIT: personas de entre 15 y 74 años sin trabajo, que buscan un empleo activamente y están disponibles para empezar a trabajar.



6. Decisión (UE) 2020/2046 del Parlamento Europeo de 20 de octubre de 2020 sobre la aprobación de la gestión en la ejecución del presupuesto general de la Unión Europea para el ejercicio 2018, sección VI – Comité Económico y Social Europeo (CESE)
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DECISIÓN (UE) 2020/2046 DEL PARLAMENTO EUROPEO

de 20 de octubre de 2020

sobre la aprobación de la gestión en la ejecución del presupuesto general de la Unión Europea para el ejercicio 2018, sección VI – Comité Económico y Social Europeo (CESE)

EL PARLAMENTO EUROPEO,

	—
	Visto el presupuesto general de la Unión Europea para el ejercicio 2018 (1),


	—
	Vistas las cuentas anuales consolidadas de la Unión Europea relativas al ejercicio 2018 [COM(2019)0316 – C9-0055/2019] (2),


	—
	Visto el Informe Anual del Comité Económico y Social Europeo a la autoridad responsable de aprobar la gestión presupuestaria sobre las auditorías internas efectuadas en 2018,


	—
	Visto el Informe Anual del Tribunal de Cuentas sobre la ejecución presupuestaria relativo al ejercicio 2018, acompañado de las respuestas de las instituciones (3),


	—
	Vista la declaración sobre la fiabilidad de las cuentas y la regularidad y legalidad de las operaciones correspondientes (4) presentada por el Tribunal de Cuentas para el ejercicio 2018, de conformidad con el artículo 287 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea,


	—
	Vistas su Decisión, de 13 de mayo de 2020 (5), por la que se aplaza la decisión de aprobación de la gestión para el ejercicio 2018, y la Resolución que la acompaña,


	—
	Vistos el artículo 314, apartado 10, y los artículos 317, 318 y 319 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea,


	—
	Visto el Reglamento (UE, Euratom) n.o 966/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión y por el que se deroga el Reglamento (CE, Euratom) n.o 1605/2002 del Consejo (6), y en particular sus artículos 55, 99, 164, 165 y 166,


	—
	Visto el Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión, por el que se modifican los Reglamentos (UE) n.o 1296/2013, (UE) n.o 1301/2013, (UE) n.o 1303/2013, (UE) n.o 1304/2013, (UE) n.o 1309/2013, (UE) n.o 1316/2013, (UE) n.o 223/2014 y (UE) n.o 283/2014 y la Decisión n.o 541/2014/UE y por el que se deroga el Reglamento (UE, Euratom) n.o 966/2012 (7), y en particular sus artículos 59, 118, 260, 261 y 262,


	—
	Vistos el artículo 100 y el anexo V de su Reglamento interno,


	—
	Visto el segundo informe de la Comisión de Control Presupuestario (A9-0188/2020),


	1.
	Desaprueba la gestión del secretario general del Comité Económico y Social Europeo en la ejecución del presupuesto del Comité Económico y Social Europeo para el ejercicio 2018;


	2.
	Presenta sus observaciones en la Resolución que figura a continuación;


	3.
	Encarga a su presidente que transmita la presente Decisión y la Resolución que forma parte integrante de ella, al Comité Económico y Social Europeo, al Consejo Europeo, al Consejo, a la Comisión y al Tribunal de Cuentas, y que disponga su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea (serie L).


El Presidente
David Maria SASSOLI

El Secretario General
Klaus WELLE



(1)  DO L 57 de 28.2.2018, p. 1.

(2)  DO C 327 de 30.9.2019, p. 1.

(3)  DO C 340 de 8.10.2019, p. 1.

(4)  DO C 340 de 8.10.2019, p. 9.

(5)  Textos aprobados, P9_TA(2020)0120.

(6)  DO L 298 de 26.10.2012, p. 1.

(7)  DO L 193 de 30.7.2018, p. 1.

7. Resolución (UE) 2020/2047 del Parlamento Europeo de 20 de octubre de 2020 que contiene las observaciones que forman parte integrante de la Decisión sobre la aprobación de la gestión en la ejecución del presupuesto general de la Unión Europea para el ejercicio 2018, sección VI – Comité Económico y Social Europeo (CESE)
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RESOLUCIÓN (UE) 2020/2047 DEL PARLAMENTO EUROPEO

de 20 de octubre de 2020

que contiene las observaciones que forman parte integrante de la Decisión sobre la aprobación de la gestión en la ejecución del presupuesto general de la Unión Europea para el ejercicio 2018, sección VI – Comité Económico y Social Europeo (CESE)

EL PARLAMENTO EUROPEO,

	—
	Vista su Decisión sobre la aprobación de la gestión en la ejecución del presupuesto general de la Unión Europea para el ejercicio 2018, sección VI – Comité Económico y Social Europeo,


	—
	Vistos el artículo 100 y el anexo V de su Reglamento interno,


	—
	Visto el segundo informe de la Comisión de Control Presupuestario (A9-0188/2020),


	A.
	Considerando que, en el contexto del procedimiento de aprobación de la gestión, la autoridad de aprobación de la gestión desea hacer hincapié en que es particularmente importante reforzar aún más la legitimidad democrática de los órganos de la Unión mejorando la transparencia y la rendición de cuentas y aplicando el concepto de presupuestación basada en el rendimiento y una buena gobernanza de los recursos humanos;


	B.
	Considerando que, sobre la base de los resultados y las recomendaciones de la investigación de la Oficina Europea de Lucha contra el Fraude (OLAF), la Comisión de Control Presupuestario del Parlamento espera ser informada por el Comité Económico y Social Europeo (en lo sucesivo, «Comité») sobre las medidas adoptadas para corregir las irregularidades;


1.   

 

Acoge con agrado las mejoras introducidas en la situación de prórroga relacionada con la línea presupuestaria «Miembros de la institución y delegados» mediante la fijación de un plazo de seis semanas para presentar las solicitudes de reembolso; valora que desde el 1 de enero de 2019 se haya logrado una reducción de las prórrogas;

2.   

 

Señala que, debido a la publicación de un mayor número de dictámenes e informes, que exigieron una mayor participación de los miembros en su preparación, se produjo un incremento de los costes de viajes y de otros reembolsos;

3.   

 

Valora positivamente que el Comité tenga previsto aumentar de forma significativa su presupuesto para las tecnologías de la información, con el fin de recuperar su retraso, cerrar la brecha con respecto a los demás órganos de la Unión y seguir aplicando la estrategia digital del Comité, adoptada en junio de 2019; toma nota de los esfuerzos necesarios para reforzar las capacidades de red y los equipos de usuario final con el fin de permitir que el 100 % de su personal teletrabaje;

4.   

 

Observa que la nueva estructura del Comité, en vigor desde el 1 de enero de 2020, adscribe el Servicio Jurídico directamente al secretario general con los objetivos declarados de aumentar la visibilidad y el impacto del Servicio Jurídico y permitirle prestar apoyo jurídico sobre una base horizontal; toma nota de la justificación presentada por el Comité, pero manifiesta su preocupación por el hecho de que la autonomía y la plena independencia del Servicio Jurídico puedan verse afectadas; pide al Comité que vele por que el Servicio Jurídico participe de forma oficial y sistemática en los asuntos más importantes del Comité sin dejar la decisión de consultarlo o no a los diferentes servicios; acoge con satisfacción que se reforzara la capacidad jurídica en cuanto a la unidad de las condiciones de trabajo de los miembros, con el fin de permitir el tratamiento de cuestiones específicas relacionadas con el estatuto de los miembros; toma nota de las reflexiones sobre la exención de la política de movilidad del Comité para el personal especializado, incluido el personal del Servicio Jurídico, y pide al Comité que informe de las conclusiones de este proceso a la autoridad de aprobación de la gestión;

5.   

 

Confirma que el Comité recibió un certificado de seguridad relativo al amianto para el edificio VMA que especifica que el edificio no plantea riesgos para su uso normal; observa, no obstante, que había una cantidad limitada de amianto, lo que se confirmó mediante un análisis ulterior; reconoce que los pocos materiales que contienen fibras de amianto se encuentran fuera de la zona de oficinas del edificio VMA y que está previsto retirar todos esos materiales durante el período de ejecución de las obras de renovación;

6.   

 

Respalda la solicitud del Comité de redoblar todos los esfuerzos encaminados a respetar el contenido del acuerdo de cooperación entre el Parlamento y el Comité; recuerda, no obstante, que en virtud del acuerdo de 2014 el Comité transfirió un total de 36 traductores al Parlamento, a cambio de lo cual solo obtuvo acceso al Servicio de Estudios del Parlamento Europeo; observa que, como consecuencia de lo anterior, el Comité tuvo que contratar personal contractual y externalizar su servicio de traducción; observa con preocupación que, para compensar la reducción del personal de traducción, el Parlamento ha aportado fondos adicionales al Comité para cubrir la externalización de los servicios de traducción y que el Comité puede reasignar estos fondos a otros ámbitos de actividad si no se utilizan totalmente para la traducción externa, lo que de hecho ha ocurrido en los años anteriores; considera que esta disposición no se ajusta a los principios de una buena y prudente gestión financiera, por lo que deberá revisarse en el futuro;

Situación actual
	
	7.
	Recuerda que, en su informe de enero de 2020, la OLAF concluye que el entonces presidente del Grupo I del Comité es responsable de actos de acoso hacia dos miembros del personal, de comportamientos inadecuados (falta grave) con un miembro del Comité y un miembro del personal, y de conductas indebidas respecto de otros miembros del personal de la Secretaría del Grupo I;


	
	8.
	Recuerda que la OLAF concluye que el entonces presidente del Grupo I infringió las obligaciones derivadas del reglamento interno del Comité y de su código de conducta; recuerda que la OLAF recomienda que el Comité inicie los procedimientos adecuados con respecto al miembro en cuestión, tal como se prevé en el artículo 8, parte 4, del reglamento interno del Comité, y que adopte todas las medidas necesarias para evitar más casos de acoso del miembro en cuestión en el lugar de trabajo;


	
	9.
	Destaca que varios miembros del personal han sufrido actos de acoso psicológico por parte del entonces presidente del Grupo I durante un período de tiempo injustificadamente largo; lamenta que las medidas de lucha contra el acoso en vigor en el Comité no hayan abordado ni solucionado este caso antes debido al cargo de alto nivel del miembro en cuestión; lamenta que las medidas adoptadas para proteger a las víctimas hasta finalizada la investigación por parte de la OLAF fueran supuestamente improvisadas e insuficientes, especialmente a la luz de la sentencia en el asunto F-50/15 (1), FS contra Comité Económico y Social Europeo (CESE), que debería haber servido de lección para el Comité; observa con preocupación que las deficiencias en los procedimientos internos dieron lugar a la inacción por parte de la administración del Comité, que se tradujo en un incumplimiento del deber de diligencia y de la obligación de informar a la OLAF; pide al Comité que tome nota de ello en el marco de la revisión emprendida de las decisiones pertinentes;


	
	10.
	Toma nota de que el presidente del Comité recibió el informe y las recomendaciones de la OLAF el 17 de enero de 2020; observa que el asunto se remitió al comité consultivo del Comité sobre la conducta de los miembros el 23 de enero de 2020; observa, además, que el comité consultivo presentó sus conclusiones el 28 de abril de 2020, que el miembro en cuestión fue invitado a presentar sus observaciones, y que el presidente del Comité invitó a la presidencia ampliada del Comité a formular comentarios;


	
	11.
	Toma nota de que la Mesa del Comité tomó, por mayoría, las decisiones de pedir al miembro en cuestión que dimitiese de sus funciones como presidente del Grupo I y que retirase su candidatura al cargo de presidente del Comité; señala que la Mesa apartó al miembro en cuestión de todas las actividades relacionadas con la gestión o la administración del personal; observa que la Mesa encargó al secretario general que adoptara las medidas necesarias para garantizar que, en caso de que el fiscal iniciase un procedimiento contra el miembro en cuestión, el Comité se adhiriera a ese procedimiento como parte civil; toma nota de que la Mesa encargó al secretario general que comunicase esta decisión a la OLAF y al Parlamento; señala que esta decisión puede, en su caso, notificarse también a otras instituciones u organismos de los Estados miembros;

	
	12.
	Observa con preocupación que la decisión de la Mesa del Comité sobre el entonces presidente del Grupo I no pudo aplicarse plenamente a través de los procedimientos internos del Comité; toma nota de que el miembro en cuestión decidió retirar su candidatura para el cargo de presidente del Comité casi cuatro meses después de la decisión de la Mesa y solo por iniciativa propia; observa con preocupación que, a pesar de las conclusiones de la OLAF y de la decisión de la Mesa, el miembro en cuestión puede imponer su voluntad y seguir siendo presidente del Grupo I hasta el final de la legislatura; pide al Comité que siga revisando su reglamento interno y su código de conducta para evitar esta situación en el futuro;


	
	13.
	Toma nota de que la OLAF remitió el asunto a las autoridades belgas y de que la fiscalía belga ha puesto en marcha un procedimiento judicial contra el miembro en cuestión, ya que el acoso psicológico puede perseguirse con arreglo a la legislación belga; toma nota de que el pleno del Comité decidió suspender la inmunidad del miembro en cuestión en su reunión de julio de 2020 con el fin de permitir a la fiscalía belga proseguir el procedimiento judicial;


	
	14.
	Señala que las irregularidades cometidas por el Comité en este caso han dado lugar a una pérdida sustancial de fondos públicos en relación con los servicios jurídicos, las bajas por enfermedad, la protección de las víctimas, la reducción de la productividad, las reuniones de la Mesa y otros órganos, etc.; considera, por tanto, un caso preocupante por lo que respecta a la rendición de cuentas, el control presupuestario y la buena gobernanza de los recursos humanos en las instituciones, los órganos y los organismos de la Unión; recuerda, en este sentido, que el Tribunal de Cuentas afirma en su Informe Especial n.o 13/2019, «Marcos éticos de las instituciones de la UE auditadas: se pueden mejorar», que la conducta ética en los asuntos públicos contribuye a mejorar la gestión financiera y a reforzar la confianza del público, y que todo comportamiento no ético por parte del personal o de los miembros de las instituciones y organismos de la Unión atrae altos niveles de interés público y reduce la confianza en las instituciones de la Unión;


	
	15.
	Manifiesta su asombro por el hecho de que el sitio web del Comité incluya una declaración del miembro en cuestión, en su calidad de presidente del Grupo I, que en realidad es un testimonio personal de autodefensa y con el agravante de que los asuntos ya se encuentran pendientes o se esperan ante las autoridades judiciales de la Unión y las autoridades belgas; lamenta profundamente que el desacuerdo entre la Presidencia del Comité y la Presidencia del Grupo I se haya hecho público de esta manera a costa de la reputación y la credibilidad de las instituciones, órganos y organismos de la Unión;


	
	16.
	Acoge con satisfacción que el Comité haya iniciado una evaluación y una reflexión en profundidad sobre el marco general existente en apoyo de su política de tolerancia cero en relación con cualquier comportamiento que pueda socavar la dignidad humana; observa que este proceso tiene por objeto detectar posibles lagunas y nuevas mejoras en interés de su personal y de sus miembros;


	
	17.
	Pide al Comité que mantenga informada a la autoridad de aprobación de la gestión acerca de cualquier investigación de la OLAF en curso y de la apertura de nuevas investigaciones de la OLAF relativas a miembros o personal del Comité en relación con casos de acoso o cualquier otro tipo de problema;


	
	18.
	Observa que las disposiciones del Estatuto de los funcionarios no son aplicables a los miembros del Comité, ya que no son empleados, sino miembros del Comité; observa que esta circunstancia no ha impedido que otras instituciones, órganos y organismos de la Unión dispongan de normas específicas, adecuadas y útiles aplicables a sus miembros; recuerda, en este sentido, por ejemplo, que el artículo 8, parte 4, del Código de conducta del Comité de las Regiones prohíbe designar al miembro infractor para un cargo en el Comité y, si el miembro ocupa ya algún cargo, prevé su destitución; acoge con agrado que el Comité esté dispuesto a estudiar nuevas mejoras de su sistema tras una reflexión que ha durado ya más de dos años; considera que se trata de un período injustificadamente largo; lamenta que, después del período mencionado, el Comité solo pueda sugerir medidas de sensibilización y formación para los miembros a pesar de la clara necesidad de adoptar nuevas medidas, tal como se establece en el informe de la defensora del pueblo europea sobre la dignidad en el trabajo en las instituciones y agencias de la Unión (SI/2/2018/AMF) y en las recomendaciones del Parlamento;


	
	19.
	Pide al Comité que informe a la autoridad de aprobación de la gestión de los procedimientos y procesos que el Comité ha desarrollado o tiene intención de poner en marcha sobre el modo en que se evitarán en el futuro los casos de acoso o cuestiones similares relativas al personal, a fin de garantizar que no se repitan acontecimientos lamentables similares que han supuesto una publicidad negativa y han dañado la reputación del Comité;


	
	20.
	Se felicita por el aumento del número de asesores confidenciales destinado a mejorar el procedimiento informal y la posibilidad de que el personal comparta sus preocupaciones sobre cualquier situación percibida de acoso;


	
	21.
	Acoge con gran satisfacción las reflexiones del Comité, que darán lugar a un plan de acción detallado para reforzar la política de tolerancia cero del Comité ante el acoso, con el fin de asegurarse de que nunca se tolerará tal comportamiento; celebra y respalda el actual paquete de revisión en lo que se refiere al acoso, la denuncia de irregularidades y los procedimientos disciplinarios, que mejorará aún más los mecanismos que permiten al personal presentar denuncias formales de acoso e incrementar la solidez de las estructuras jurídicas pertinentes; recuerda, no obstante, que el Comité ha estado informando de este proceso al Parlamento desde hace años y que solo ahora parecen adoptarse medidas concretas; acoge con satisfacción la creación de un grupo de trabajo que incluya a representantes de la administración y del comité de personal, al objeto de recabar las aportaciones más amplias posibles con fines de mejora; manifiesta su decepción por el hecho de que el Comité haya logrado avances mínimos en los últimos años a pesar de las recomendaciones precisas formuladas por el Parlamento instándole a introducir normas y procedimientos relativos a los miembros implicados en casos de acoso;


	
	22.
	Se felicita por la continuación de diversas iniciativas de sensibilización con miras a informar al personal en consecuencia sobre el seguimiento de la campaña Respect@work; acoge con satisfacción la organización de actividades de formación destinadas a garantizar que el personal es consciente de los valores éticos y organizativos pertinentes y de las normas y procedimientos asociados.




(1)  Sentencia del Tribunal de la Función Pública (Sala Tercera), de 12 de mayo de 2016, FS contra el Comité Económico y Social Europeo (CESE), F-50/15, ECLI:EU:F:2016:119.
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DECISIÓN (UE) 2020/2134 DEL CONSEJO

de 10 de diciembre de 2020

sobre la posición que debe adoptarse, en nombre de la Unión Europea, en el Comité Mixto creado en virtud del Acuerdo sobre la libre circulación de personas entre la Comunidad Europea y sus Estados miembros, por una parte, y la Confederación Suiza, por otra, en lo que respecta a la modificación del anexo II de dicho Acuerdo, relativo a la coordinación de los regímenes de seguridad social

(Texto pertinente a efectos del EEE)

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA,

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, y en particular su artículo 48 en relación con su artículo 218, apartado 9,

Vista la Decisión 2002/309/CE, Euratom del Consejo, y de la Comisión en lo que se refiere al Acuerdo de cooperación científica y tecnológica, de 4 de abril de 2002, sobre la celebración de siete Acuerdos con la Confederación Suiza (1), y en particular su artículo 2,

Vista la propuesta de la Comisión Europea,

Considerando lo siguiente:

	(1)
	El Acuerdo sobre la libre circulación de personas entre la Comunidad Europea y sus Estados miembros, por una parte, y la Confederación Suiza, por otra (2) (en lo sucesivo, «Acuerdo de libre circulación de personas con Suiza»), entró en vigor el 1 de junio de 2002.


	(2)
	Con arreglo al artículo 18 del Acuerdo de libre circulación de personas con Suiza, el Comité Mixto puede decidir modificar el anexo II de dicho Acuerdo.


	(3)
	El Acuerdo de libre circulación de personas con Suiza dejará de aplicarse al Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte (en lo sucesivo, «Reino Unido») como consecuencia de la retirada del Reino Unido de la Unión Europea.


	(4)
	Con arreglo al artículo 23 del Acuerdo de libre circulación de personas con Suiza, los derechos adquiridos por los particulares no deben verse afectados en caso de denuncia de dicho Acuerdo y las Partes Contratantes deben decidir de común acuerdo la situación de los derechos que estén en curso de adquisición.


	(5)
	Por consiguiente, es necesario proporcionar protección recíproca de los derechos de seguridad social de los nacionales del Reino Unido y de los miembros de sus familias y sus supérstites que antes del final del período transitorio, tal como se define en el artículo 126 del Acuerdo sobre la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica (3), se encuentren o se hayan encontrado en una situación transfronteriza que afecte al mismo tiempo al Reino Unido y a una o varias de las Partes Contratantes en el Acuerdo de libre circulación de personas con Suiza, mediante la modificación del anexo II del Acuerdo de libre circulación de personas con Suiza.


	(6)
	Por lo tanto, la posición de la Unión en el Comité Mixto debe basarse en el proyecto de decisión del Comité Mixto.


HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN:

Artículo 1

La posición que debe adoptarse, en nombre de la Unión Europea, en el Comité Mixto en relación con la propuesta de modificación del anexo II (coordinación de los regímenes de seguridad social) del Acuerdo sobre la libre circulación de personas entre la Comunidad Europea y sus Estados miembros, por una parte, y la Confederación Suiza, por otra, se basará en el proyecto de decisión del Comité Mixto (4).

Artículo 2

La presente Decisión entrará en vigor el día de su adopción.

Hecho en Bruselas, el 10 de diciembre de 2020.

Por el Consejo
El Presidente
M. ROTH



(1)  DO L 114 de 30.4.2002, p. 1.

(2)  DO L 114 de 30.4.2002, p. 6.

(3)  DO L 29 de 31.1.2020, p. 7.

(4)  Véase el documento ST 12965/20 en http://register.consilium.europa.eu.
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DECISIÓN (UE) 2020/2135 DEL CONSEJO

de 10 de diciembre de 2020

relativa a la posición que debe adoptarse, en nombre de la Unión Europea, en el Comité Mixto del EEE, en lo que respecta a la modificación del anexo VI (Seguridad Social) del Acuerdo EEE

(Texto pertinente a efectos del EEE)

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA,

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, y en particular su artículo 48 en relación con su artículo 218, apartado 9,

Visto el Reglamento (CE) n.o 2894/94 del Consejo, de 28 de noviembre de 1994, relativo a determinadas normas de desarrollo del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (1), y en particular su artículo 1, apartado 3,

Vista la propuesta de la Comisión Europea,

Considerando lo siguiente:

	(1)
	El Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (2) (en lo sucesivo, «Acuerdo EEE») entró en vigor el 1 de enero de 1994.


	(2)
	Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 98 del Acuerdo EEE, el Comité Mixto del EEE puede decidir modificar el anexo VI del Acuerdo EEE, que contiene disposiciones sobre la seguridad social.


	(3)
	El artículo 33 del Acuerdo sobre la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica (3) (en lo sucesivo, «Acuerdo de Retirada») establece que las disposiciones del título III de la segunda parte del Acuerdo de Retirada se aplicarán a los nacionales de Islandia, del Principado de Liechtenstein, del Reino de Noruega y de la Confederación Suiza, con la condición de que dichos países hayan celebrado y apliquen acuerdos correspondientes con el Reino Unido que se apliquen a los ciudadanos de la Unión, y acuerdos correspondientes con la Unión que se apliquen a los nacionales del Reino Unido.


	(4)
	El artículo 32 del Acuerdo sobre las disposiciones entre Islandia, el Principado de Liechtenstein, el Reino de Noruega y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte a raíz de la retirada del Reino Unido de la Unión Europea, del Acuerdo EEE y de otros acuerdos aplicables entre el Reino Unido y los Estados AELC del EEE en virtud de la pertenencia del Reino Unido a la Unión Europea (en lo sucesivo, «Acuerdo de Separación») establece que las disposiciones del título III de la segunda parte del Acuerdo de Separación se aplicarán a los ciudadanos de la Unión, con la condición de que la Unión haya celebrado y aplique acuerdos correspondientes con el Reino Unido que se apliquen a los nacionales de los Estados AELC del EEE, y acuerdos correspondientes con los Estados AELC del EEE que se apliquen a los nacionales del Reino Unido.


	(5)
	Por consiguiente, es necesario proporcionar protección recíproca de los derechos de seguridad social de los nacionales del Reino Unido, apátridas y refugiados, así como de los miembros de sus familias y sus supérstites que antes del final del período transitorio, tal como se define en el artículo 126 del Acuerdo de Retirada, se encuentren o se hayan encontrado en una situación transfronteriza que afecte al mismo tiempo al Reino Unido y a una o varias de las Partes Contratantes en el Acuerdo EEE.


	(6)
	Por lo tanto, la posición de la Unión en el Comité Mixto del EEE debe basarse en el proyecto de decisión del Comité Mixto del EEE.


HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN:

Artículo 1

La posición que debe adoptarse, en nombre de la Unión, en el Comité Mixto del EEE en lo que respecta a la propuesta de modificación del anexo VI (Seguridad Social) del Acuerdo EEE se basará en el proyecto de decisión del Comité Mixto del EEE (4).

Artículo 2

La presente Decisión entrará en vigor el día de su adopción.

Hecho en Bruselas, el 10 de diciembre de 2020.

Por el Consejo
El Presidente
M. ROTH



(1)  DO L 305 de 30.11.1994, p. 6.

(2)  DO L 1 de 3.1.1994, p. 3.

(3)  DO L 29 de 31.1.2020, p. 7.

(4)  Véase el documento ST 12969/20 en http://register.consilium.europa.eu.
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Dictamen del Comité Europeo de las Regiones — Condiciones de vida equivalentes: una tarea común para todos los niveles de la administración en Europa

(2020/C 440/02)

	Ponente:
	Bernd LANGE (DE/PPE) Presidente del Ejecutivo del Distrito de Görlitz



	


RECOMENDACIONES POLÍTICAS
EL COMITÉ EUROPEO DE LAS REGIONES

	
	1.
	expresa su preocupación por las crecientes disparidades económicas, sociales y territoriales dentro de los Estados miembros de la Unión y entre ellos. Los recientes acontecimientos en Europa han puesto de manifiesto que las diferencias entre los territorios y las personas en términos de desarrollo económico, empleo y bienestar van en aumento. Estas diferencias se dan a todos los niveles, desde el nivel sublocal hasta el europeo, y han alcanzado proporciones críticas. El debate en curso sobre los territorios rezagados u «olvidados» pone claramente de manifiesto la necesidad de un enfoque más específico para abordar los problemas de desarrollo de estos lugares;


	
	2.
	señala que la pandemia de COVID-19 agrava aún más los desafíos debidos a la crisis en la mayoría de las zonas de los Estados miembros. Las repercusiones económicas y sociales y las condiciones resultantes para la recuperación son muy heterogéneas en los distintos territorios;


	
	3.
	reitera que, por esta razón, el objetivo de la cohesión territorial, económica y social, establecido en el artículo 174 del TFUE, debe seguir siendo una prioridad de la Unión Europea. A este objetivo transversal deben contribuir, además de la política regional europea y la política agrícola común, todas las demás políticas de la Unión (por ejemplo, las políticas sociales, de transporte, medio ambiente y energía), en particular, las políticas de la UE relativas al Pacto Verde Europeo y a una mayor digitalización;


	
	4.
	recuerda la específica realidad de las regiones ultraperiféricas reconocida en el artículo 349 TFUE, e insiste en el compromiso de la UE en favor del desarrollo de estas regiones a través de medidas específicas, en beneficio de estas y de toda la UE;


	
	5.
	destaca que, en 2017, un tercio de la población de la UE vivía en grandes ciudades de más de 100 000 habitantes, un tercio en ciudades de entre 10 000 y 100 000 habitantes y un tercio en pequeñas ciudades y comunidades rurales de menos de 10 000 habitantes (1). La presidenta de la Comisión Europea ha señalado en sus orientaciones políticas (2) que más del 50 % de la ciudadanía europea reside en entidades municipales de zonas rurales;


	
	6.
	señala que, en el pasado, la política estructural europea se ha centrado sobre todo en la cohesión de las entidades regionales (NUTS 1 o NUTS 2), pero que no siempre se ha estudiado y se ha tenido suficientemente en consideración el impacto de las medidas en los niveles locales inferiores;


	
	7.
	constata que, en los últimos años, se ha observado un aumento de los flujos de emigración neta desde las zonas rurales a las urbanas en los diferentes Estados miembros y regiones (3), y considera que las políticas de la UE deben contribuir a los retos y oportunidades que planteen dichos flujos;


	
	8.
	expresa su preocupación por el hecho de que, en muchos lugares, una mayor emigración hacia las grandes ciudades conlleve importantes desafíos para sus centros urbanos como, por ejemplo, la falta de vivienda, el aumento en el precio del alquiler, la sobrecarga de las infraestructuras públicas y problemas sociales. Como consecuencia de la emigración, en el medio rural las ciudades y los municipios de pequeñas y medianas dimensiones, así como las empresas locales, se enfrentan a grandes desafíos. El mantenimiento de las infraestructuras públicas y la financiación de los servicios públicos se ven dificultados debido al menor número de usuarios —además, cada vez más envejecido, y, por tanto, necesitado de mayores servicios—, y las empresas se enfrentan a menudo a una escasez de mano de obra cualificada;


	
	9.
	se remite en este contexto al proyecto de Dictamen del CDR sobre el tema «Cambio demográfico: propuestas para cuantificar y afrontar los efectos negativos en las regiones de la UE» (4) y al Dictamen del CDR sobre «Los retos de las regiones metropolitanas y su posición en la futura política de cohesión después de 2020» (5);


	
	10.
	recuerda que la primera de un total de seis prioridades establecidas en la Agenda Territorial de la Unión Europea 2020 es la promoción de un desarrollo territorial policéntrico y equilibrado (6) y que este objetivo sigue siendo prioritario en el proyecto de Agenda Territorial 2030;


	
	11.
	constata que en la actualidad no existe un enfoque transversal en la Unión Europea con el objetivo de reducir los incentivos de la emigración y de una urbanización o desurbanización descontroladas, mejorando las condiciones de vida en todas las zonas;


	
	12.
	reitera la importancia del objetivo 11 «Ciudades y asentamientos sostenibles» de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas (ODS), que debe ser válido para todos los tipos de territorios;


	
	13.
	considera que la accesibilidad generalizada de las infraestructuras puntuales públicas, así como la disponibilidad generalizada de las infraestructuras de red públicas y de los servicios públicos, es una condición indispensable para unas condiciones de vida de calidad y un desarrollo sostenible en todos los territorios de la Unión Europea. En este contexto, reitera que las condiciones estructurales varían considerablemente entre los Estados miembros e incluso dentro de las regiones;


	
	14.
	considera que las medidas adoptadas por la Unión Europea deben prestar un apoyo equilibrado a los espacios urbanos densamente poblados y a las zonas rurales, a las que se les ha otorgado con frecuencia una consideración fundamentalmente agraria; lamenta, en este orden de cosas, las intervenciones comparativamente reducidas del FSE y el FEDER en las zonas rurales (7) (8);


	
	15.
	teme que la crisis del coronavirus dificulte aún más la provisión y el mantenimiento de infraestructuras públicas y la prestación de servicios públicos, en particular en los municipios y regiones más pequeños, alejados y aislados, y débiles desde el punto de vista financiero, ya que es probable que las entidades locales se vean especialmente afectadas por la disminución de los ingresos fiscales. Esto podría seguir impulsando los desarrollos opuestos de los últimos años; subraya que, por lo general, los recortes de las inversiones públicas en infraestructuras y servicios tienen repercusiones más graves entre los grupos de población más vulnerables;


Estrategias nacionales para un desarrollo territorial equilibrado
	
	16.
	considera que las políticas de la Unión Europea y las de los Estados miembros deben ser siempre complementarias. En ningún caso deben oponerse ni perseguir objetivos contrarios; destaca, por lo tanto, que se debe evitar la sobrerregulación por parte de los Estados miembros a la hora de transponer las Directivas de la UE al Derecho nacional;


	
	17.
	pide, por lo tanto, a los Estados miembros que, en estrecha colaboración con las entidades locales y regionales, desarrollen asimismo políticas nacionales de cohesión y las vinculen con los esfuerzos a nivel europeo en el sentido del principio de asociación y de gobernanza multinivel;


	
	18.
	señala, en este contexto, que en varios Estados miembros ya existen enfoques a nivel nacional orientados a una política estructural equilibrada que beneficie a todos los territorios. Mientras que algunos Estados proponen principios generales para el desarrollo de todas las zonas (9), en otros se establecen planes específicos para determinados tipos de zonas (10) (11);


	
	19.
	subraya que las estrategias nacionales mencionadas no se centran principalmente en la cohesión económica en términos de rendimiento económico, sino más bien en el establecimiento de un cierto nivel de gestión pública, infraestructura y servicios que sirvan como base para un mayor desarrollo socioeconómico;


	
	20.
	constata que la gestión descentralizada se menciona frecuentemente en todas las estrategias nacionales como condición esencial para los territorios habitables. Para garantizar una administración cercana a los ciudadanos y la participación democrática, las estructuras municipales y regionales son esenciales;


	
	21.
	reconoce que, en comparación con las políticas europeas, todas las políticas nacionales mencionadas ponen un mayor énfasis en los municipios más pequeños (municipios, mancomunidades de municipios, ciudades pequeñas y medianas, etc.) en el medio rural para reforzarlos y aumentar así su atractivo. Todas las estrategias se centran fundamentalmente en las zonas rurales como espacios de vida y prevén medidas de política estructural para el desarrollo de estos espacios;


	
	22.
	acoge favorablemente, en particular, los enfoques sectoriales adoptados por los Estados miembros en sus estrategias nacionales. A pesar de la heterogeneidad de los territorios, es evidente que los desafíos son similares en los distintos Estados miembros;


	
	23.
	subraya que todos los enfoques nacionales apuntan a la digitalización como un aspecto fundamental. La disponibilidad de infraestructuras y servicios públicos digitales generalizados también puede crear y mantener puestos de trabajo fuera de los centros urbanos, lo que a su vez podría limitar la fuga de mano de obra a las grandes ciudades. Subraya que el aumento del teletrabajo que se ha experimentado durante la pandemia de COVID-19 podría brindar a los trabajadores una mayor flexibilidad para elegir su lugar de residencia; a este respecto, hace hincapié en que, en su opinión, la constante digitalización de muchos ámbitos de trabajo conllevará a largo plazo que las ventajas derivadas de la proximidad al lugar de trabajo cobren con toda seguridad un papel de menor importancia en muchos ámbitos; subraya que esta tendencia no debe poner en peligro las políticas de movilidad y, en particular, aquellas dirigidas a limitar el impacto medioambiental de los desplazamientos cotidianos al trabajo y los viajes de negocios;


	
	24.
	señala la necesidad de que los territorios más alejados de los grandes centros urbanos y con menor densidad de población puedan tener idénticos niveles de conectividad digital para favorecer la puesta en marcha de servicios públicos en línea y del teletrabajo como herramienta para la atracción de población y talento en dichas zonas;


	
	25.
	acoge que todas las estrategias se centren también en los aspectos de los servicios públicos, en particular, para garantizar los servicios sanitarios, los servicios sociales y asistenciales, las escuelas y otros centros educativos, así como las posibilidades de acoger a las personas mayores y la integración; la equidad debe ser la pauta a seguir a la hora de proporcionar los servicios básicos a los ciudadanos, con independencia de su lugar de residencia;


	
	26.
	invita, por lo tanto, a las futuras presidencias alemana, portuguesa y eslovena de la UE, como contribución a la aplicación de la futura Agenda Territorial 2030, a iniciar un debate y un intercambio de experiencias sobre la mejor manera de combinar las políticas estructurales de la UE y las políticas nacionales de desarrollo regional para reducir las desigualdades territoriales y mejorar las condiciones de vida en toda Europa;


Recomendaciones generales para la política de la UE
	
	27.
	insta a la Comisión Europea a que tome en consideración los enfoques nacionales y establezca el objetivo de las «condiciones de vida equivalentes» a nivel europeo como realización concreta del artículo 174 del TFUE y del artículo 349 del TFUE;


	
	28.
	subraya el margen de maniobra de los Estados miembros en el ámbito de los servicios públicos. Las medidas adoptadas a escala nacional, regional o local únicamente deberían ir acompañadas de un marco europeo, de conformidad con el principio de subsidiariedad;


	
	29.
	pide una estrategia europea de desarrollo territorial a largo plazo que tenga en cuenta las interacciones entre zonas de aglomeración, zonas urbanas y zonas rurales;


	
	30.
	insta a la Comisión Europea a que no solo examine el desarrollo económico de los Estados miembros, sino a que también tenga en cuenta y reconozca los esfuerzos realizados en el ámbito de los servicios públicos, especialmente en zonas menos o escasamente pobladas o ultraperiféricas donde existe dispersión geográfica;


	
	31.
	considera que la creación de condiciones estructurales adecuadas en todos los Estados miembros y en todas las entidades territoriales es esencial para un desarrollo socioeconómico sostenible de la Unión Europea. Los Fondos Estructurales podrán contribuir de manera significativa a este objetivo, pero no deben seguir siendo el único medio para promover un desarrollo igualitario. Todos los ámbitos políticos, incluida la «visión para los territorios rurales» anunciada por la Comisión Europea deberían contribuir a este objetivo transversal;


	
	32.
	subraya que este objetivo exigiría una evaluación detallada de las repercusiones territoriales de las medidas de la UE, tanto para la fase prelegislativa como para la postlegislativa;


	
	33.
	recomienda, por tanto, ampliar la «verificación urbana» («urban proofing») propuesta para las políticas europeas en el marco de la agenda urbana a una «verificación territorial» («proofing»), es decir, un examen integrado de la viabilidad en las zonas tanto densamente (por ejemplo, urbanas) como escasamente (por ejemplo, rurales) pobladas, teniendo en consideración sus características específicas, y complementarlo con una evaluación del impacto territorial. De este modo se puede garantizar que los objetivos reglamentarios sean precisos y que no se fomente una urbanización ni una desurbanización descontroladas;


	
	34.
	considera que las ciudades pequeñas y medianas deberían recibir mayor atención como puntos de anclaje en territorios que no están densamente poblados. Los municipios prestan servicios esenciales y proporcionan a la ciudadanía infraestructuras indispensables que mejoran considerablemente el atractivo de las zonas rurales;


	
	35.
	reitera que las ciudades más grandes también siguen afrontando grandes desafíos, por lo que necesitan el apoyo financiero y organizativo de la Unión Europea. Los distintos tipos de zonas no deben confrontarse entre sí. La agenda urbana y las asociaciones resultantes pueden calificarse como un buen ejemplo de la posible cooperación entre los niveles europeo y local;


	
	36.
	anima a la Comisión Europea a que mejore la recopilación sistemática de datos estadísticos comparables para la evaluación del desarrollo de las zonas rurales por debajo del nivel NUTS 2, sin aumentar por ello la carga administrativa a nivel local;


	
	37.
	recomienda a los presidentes de los intergrupos del Parlamento Europeo que incluyan plenamente a los representantes del CDR en el trabajo de los intergrupos de desarrollo urbano y rural, promoviendo así un intercambio acerca de los desafíos concretos;


	
	38.
	subraya que los futuros grupos de trabajo y grupos de expertos de la Unión Europea deberán garantizar una participación equilibrada de representantes de los diferentes niveles de gobierno y de las entidades de diferentes tamaños de las zonas urbanas y rurales. Debido a las diferencias organizativas y financieras, los enfoques desarrollados por las grandes ciudades no suelen ser aplicables a las entidades locales más pequeñas;


	
	39.
	pide que todas las direcciones generales de la Comisión Europea y las comisiones del Parlamento Europeo tengan plenamente en cuenta las interacciones entre las zonas urbanas y rurales y establezcan políticas europeas coherentes que funcionen de manera equilibrada en todos los tipos de territorios;


	
	40.
	hace un llamamiento a todas las direcciones generales de la Comisión Europea y las comisiones del Parlamento Europeo para que reconozcan en mayor medida los beneficios de la cooperación a nivel institucional, así como funcional, en ámbitos como la planificación, la movilidad, el medio ambiente, la prestación de servicios de interés general y las inversiones públicas. Esta cooperación permitirá realizar economías de escala y reforzar los vínculos y la cohesión territorial, económica y social entre las zonas urbanas, periurbanas y rurales que forman parte de una misma zona funcional o región;


	
	41.
	pide un enfoque integral a escala de la UE que aborde los retos de la cooperación transfronteriza entre ciudades, regiones y municipios y amplíe el potencial de esta cooperación para reducir las disparidades entre los diversos tipos de asentamientos;


Recomendaciones sobre la política regional europea
	
	42.
	considera que, en sus esfuerzos por la convergencia y el desarrollo de las regiones de la UE, la política regional europea debería centrarse principalmente en sentar las bases estructurales para un crecimiento igualitario en todos los territorios. Un desarrollo socioeconómico sostenible y a largo plazo solo podrá tener lugar en aquellas zonas en las que la ciudadanía y las empresas hallen las condiciones necesarias. Destaca, a este respecto, la necesidad de crear mayores incentivos para las empresas de las zonas rurales;


	
	43.
	reitera que el objetivo de alcanzar las condiciones de vida equivalentes también debería tenerse en cuenta en el marco de la concentración temática de los Fondos EIE (y del Feader). Los Fondos EIE deberían permitir la promoción de las infraestructuras y servicios públicos municipales y regionales necesarios en todas las regiones. Excluir al Feader de las disposiciones comunes de los Fondos Estructurales resulta contraproducente en este sentido, ya que la separación dificulta innecesariamente la concesión de ayudas coherentes entre fondos en las zonas urbanas y rurales;


	
	44.
	toma nota, en este contexto, de la asignación específica a las zonas urbanas en el marco del FEDER, pero señala al mismo tiempo que dicha asignación requiere asimismo, en una dimensión comparable, una contrapartida para las zonas rurales. Considera que, a largo plazo, parece más razonable prever una asignación específica para la prestación de servicios en todo el territorio que contribuya a un desarrollo territorial igualitario y al fomento de la resiliencia de todas las entidades territoriales (infraestructuras de banda ancha, hospitales o asistencia sanitaria, infraestructuras de transporte, etc.). De este modo, la base para el establecimiento de la ciudadanía y de las empresas también se promoverá fuera de los centros urbanos, lo que a su vez generará empleo y reducirá la presión migratoria hacia las ciudades;


	
	45.
	considera que, habida cuenta de la escasa rentabilidad de los servicios públicos en las zonas menos pobladas, la ayuda de los Fondos Estructurales debería destinarse principalmente a subvenciones;


	
	46.
	considera que la ayuda de los Fondos Estructurales debe orientarse en mayor medida a la puesta en marcha y mantenimiento de la infraestructura tecnológica, tanto de telecomunicaciones como de servicios digitales, necesaria para garantizar un desarrollo territorial igualitario. Para ello, se fomentará la colaboración público-privada, ejerciendo el sector público un papel tractor en la ejecución de las actuaciones de inversión destinadas a tal fin;


	
	47.
	pide a la Comisión Europea que aborde el tema en su Octavo informe sobre la cohesión que se espera para septiembre de 2021;


	
	48.
	pide que se refuercen los vínculos entre la nueva Agenda Territorial 2030 de la UE y la nueva política de cohesión 2021-2027, a fin de dotar a la política de cohesión de un marco estratégico de orientación territorial que permita alcanzar el objetivo de una Europa verde y justa en la que ningún territorio se quede atrás;


Recomendaciones acerca de otras políticas
	
	49.
	hace hincapié en que las normas europeas en materia de política de transportes también deberían estar más en consonancia con sus efectos de cara a un establecimiento equilibrado de la población. Esto se refiere a la planificación del transporte público, el transporte ferroviario, pero también al uso de servicios de viajes compartidos (ridesharing). Hasta ahora, los servicios de viajes compartidos se han concentrado principalmente en las zonas urbanas, porque en las zonas rurales la menor densidad de población se traduce en menores ingresos. A largo plazo debería evaluarse la prestación extendida de los servicios de transporte correspondientes, en su caso, mediante obligaciones de servicio público;


	
	50.
	constata que las normas europeas en materia de transporte (en particular, las relativas a las emisiones y al cambio climático) plantean desafíos mucho mayores al transporte público en el ámbito rural que a los operadores urbanos. Además, con las actuales condiciones tecnológicas y de disponibilidad en el mercado, el cambio a tecnologías con bajas emisiones no es posible en todas partes, concretamente en el caso de los autobuses, debido a que entrañan un mayor gasto, su autonomía se vería limitada y, en algunos casos, los tiempos de carga serían más largos, sobre todo en las zonas menos densamente pobladas y con un relieve accidentado. Al mismo tiempo, la financiación europea se destina principalmente a la movilidad urbana, ya que las ciudades suelen registrar niveles más altos de contaminación. Con el fin de crear y mantener un transporte público que funcione en todas partes, los objetivos deberían incluir medidas diferentes para cada tipo de territorio o asignar recursos adicionales a aquellas zonas en las que la financiación sea especialmente difícil (por ejemplo, zonas rurales, remotas, ultraperiféricas, insulares y montañosas);


	
	51.
	subraya que el teletrabajo no solo desempeña un papel fundamental desde la pandemia de COVID-19. Los servicios digitales de la administración únicamente pueden ofrecerse y aceptarse cuando tanto los proveedores como los usuarios de los servicios correspondientes dispongan de conexiones de banda ancha eficientes;


	
	52.
	considera que, por lo tanto, el despliegue de la banda ancha y de la telefonía móvil, así como del 5G y el 6G, debe tener siempre como objetivo una disponibilidad generalizada que satisfaga las normas europeas en materia de emisiones. El desarrollo debería realizarse principalmente en el sector privado. En las zonas en las que, por razones económicas, la expansión generalizada de la fibra óptica solo sea posible con el apoyo financiero de los poderes públicos, las autoridades municipales y regionales deberán estar en condiciones de llevarla a cabo con seguridad jurídica y de manera orientada a los objetivos.


Bruselas, 14 de octubre de 2020.

El Presidente del Comité Europeo de las Regiones
Apostolos TZITZIKOSTAS
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Dictamen del Comité Europeo de las Regiones — Aplicación y perspectivas futuras de la asistencia sanitaria transfronteriza

(2020/C 440/03)

	Ponente:
	Karsten Uno PETERSEN (DK/PSE), miembro de la Asamblea Regional de Dinamarca Meridional


	Documento de referencia:
	Dictamen prospectivo



	


RECOMENDACIONES POLÍTICAS
EL COMITÉ EUROPEO DE LAS REGIONES

Observaciones preliminares
	
	1.
	señala que la movilidad transfronteriza de los pacientes es un tema político que reviste importancia. El 34 % de los ciudadanos de la UE considera que la salud es la cuestión política más importante para su región, lo que supone un 8 % más que en 2015 y un 10 % más que en 2012;


	
	2.
	destaca que la dimensión regional y local ocupa un lugar central en la asistencia sanitaria transfronteriza. Muchas personas que viven cerca de una frontera buscan, por diferentes razones, tratamiento en el país vecino. Las regiones fronterizas representan el 40 % del territorio de la UE y más de uno de cada tres europeos vive en una región fronteriza. Los entes locales y regionales constituyen un vínculo entre todas las partes interesadas (agentes nacionales, regionales o locales, hospitales, médicos de familia, farmacias, ciudadanos, etc.);


	
	3.
	considera que, en el contexto de la movilidad transfronteriza de los pacientes, es necesario aclarar una serie de cuestiones —por ejemplo, el acceso a la información sobre el tratamiento en el extranjero, la continuidad de la asistencia, el intercambio de información entre los profesionales sanitarios a ambos lados de la frontera, las diferencias en la oferta de asistencia o en el tipo de atención y tratamiento que se da con cada indicación médica, las posibilidades que brindan los servicios de salud para priorizar y prestar asistencia sanitaria en igualdad de condiciones, así como los retos logísticos y administrativos— que afectan al número de ciudadanos que podrían desear beneficiarse de las posibilidades de tratamiento en otro Estado miembro previstas en la Directiva sobre asistencia sanitaria transfronteriza;


	
	4.
	acoge favorablemente el presupuesto asignado al nuevo programa «La UE por la salud» (EU4Health), que permitirá aumentar la seguridad en materia de salud y mejorar la preparación en caso de crisis sanitarias futuras. Este programa será un programa sólido e independiente y con mayor financiación en el contexto del próximo marco financiero plurianual (MFP) (2021-2027), a fin de abordar adecuadamente los retos que se detectan en el programa de la Comisión para el mandato actual —en particular en lo que se refiere a la lucha contra el cáncer, la prevención, la detección precoz y la gestión de enfermedades crónicas y raras, la resistencia a los antimicrobianos, el acceso a medicamentos asequibles y graves amenazas para la salud (como las epidemias de coronavirus)— y velar por que se establezca una política sanitaria ambiciosa centrada en la cooperación transfronteriza;


	
	5.
	acoge con satisfacción el hecho de que todos los Estados miembros hayan completado la transposición de la Directiva; sigue preocupado, no obstante, por el control del cumplimiento y por una serie de cuestiones detectadas hasta la fecha por la Comisión; entiende que la Directiva afecta a un gran número de leyes relativas a la organización y gestión de la asistencia sanitaria, a mecanismos de reembolso, canales de información, derechos de los pacientes y prestaciones y responsabilidad profesional;


	
	6.
	acoge con satisfacción, en este contexto, que el vicepresidente primero de la Comisión Europea, Frans Timmermans, haya solicitado, mediante carta al presidente del CDR, la elaboración de un Dictamen prospectivo sobre la aplicación de la Directiva sobre asistencia sanitaria transfronteriza, que podría contribuir a una mejor aplicación de la Directiva y al refuerzo de los derechos de los pacientes;

	
	7.
	aclara que para ello es preciso tener presente que la organización, la gestión, la financiación y la prestación de servicios de salud deben seguir siendo competencia de los Estados miembros de la UE. Además, la aplicación de la Directiva debe llevarse a cabo en el contexto de la misión general de las autoridades sanitarias competentes de actuar en beneficio de los ciudadanos;


	
	8.
	expresa su agradecimiento a todos los centros regionales (RegHubs) (1) y partes interesadas a los que se ha consultado por su detenido examen de la encuesta, así como por sus reveladoras respuestas, que han proporcionado una información muy útil para elaborar el presente Dictamen;


COVID-19
	
	9.
	considera que la crisis relacionada con la COVID-19 ha dejado claro que Europa necesita más cooperación en el ámbito de la salud;


	
	10.
	se hace eco de la petición del presidente del CDR de crear un mecanismo de emergencia sanitaria de la Unión Europea, estrechamente vinculado o integrado en las estructuras existentes de la UE para la gestión de crisis (es decir, el Fondo de Solidaridad de la UE y el Centro Europeo para la Prevención y el Control de las Enfermedades), a fin de preparar mejor a la Unión para cualquier crisis de pandemia en el futuro y de «ayudar a los dirigentes regionales y locales a prestar servicios y material de salud a los hospitales y las escuelas, a contratar personal médico, a adquirir productos sanitarios y a prestar servicios de atención intensiva»;


	
	11.
	llama asimismo la atención sobre el artículo 10 de la Directiva, relativo a la asistencia mutua y la cooperación, que permite a los Estados miembros «prestar asistencia mutua» y «facilitar la cooperación en la prestación de asistencia sanitaria transfronteriza a escala regional y local en las regiones fronterizas» y está convencido de que los Estados miembros deben explorar esta oportunidad de manera más creativa para hacer frente también a las situaciones de pandemia;


	
	12.
	recuerda que, de conformidad con el artículo 222 del TFUE, la Unión y sus Estados miembros actuarán conjuntamente con espíritu de solidaridad;


	
	13.
	considera reconfortante la solidaridad mostrada en momentos de necesidad, en situaciones en que los Estados miembros se han hecho cargo de pacientes de sus vecinos sobrecargados para aliviar la presión de sus capacidades de cuidados intensivos; cree firmemente que esto podría formalizarse en el futuro mediante una solicitud de asistencia con arreglo a la Directiva;


	
	14.
	recomienda la creación de «corredores sanitarios» (2) entre las regiones fronterizas, que permitan a los pacientes y a los profesionales de la salud seguir desplazándose por toda la frontera durante el confinamiento para garantizar el acceso a la asistencia y la prestación de cuidados;


	
	15.
	señala las soluciones transfronterizas digitales que permiten, por ejemplo, la obtención de imágenes y el análisis a distancia de muestras (como las radiografías de pulmón transferidas para evaluación en el extranjero) como ejemplo de manera rentable y práctica de cooperar cuando se produce un aumento de casos;


La mayor movilidad de los pacientes no debe ser un objetivo en sí mismo
	
	16.
	coincide con el Parlamento Europeo en que solo una fracción de los ciudadanos de la UE utiliza las posibilidades que ofrece la Directiva y en que se observa una clara tendencia: la mayor parte de la movilidad transfronteriza de los pacientes se produce en las regiones transfronterizas vecinas;


	
	17.
	remite, en este sentido, al informe de la Comisión, que concluye que los flujos transfronterizos de pacientes muestran un patrón estable, según el cual los ciudadanos de la UE se ven influidos principalmente por la proximidad geográfica o cultural a la hora de decidir si recurrir a la asistencia sanitaria transfronteriza;


	
	18.
	toma nota de la conclusión de la Comisión de que, en general, la movilidad de los pacientes y su dimensión financiera en la Unión siguen siendo relativamente reducidas: la Directiva sobre asistencia sanitaria transfronteriza no ha tenido repercusiones presupuestarias significativas en la sostenibilidad de los sistemas de asistencia sanitaria;


	
	19.
	señala que la asistencia sanitaria transfronteriza puede constituir la atención sanitaria más adecuada para determinados grupos de pacientes, debido a las posibilidades de tratamiento de enfermedades raras o a la proximidad geográfica de los servicios sanitarios, especialmente en las regiones fronterizas;


	
	20.
	acoge con satisfacción el impacto positivo de la Directiva en la movilidad transfronteriza de los pacientes en la UE, que ha aumentado ligeramente desde 2015. Asimismo, se ha producido un aumento constante del número de solicitudes de autorización previa: en 2017 se presentaron y aprobaron en los Estados miembros más del doble de solicitudes de autorización previa que en 2015;


	
	21.
	señala que los Reglamentos y la Directiva no son las únicas vías por las que puede proporcionarse asistencia médica en otro Estado miembro, ya que varios de ellos han adoptado procedimientos paralelos bilaterales y multilaterales para abordar las necesidades especiales de asistencia en sus regiones fronterizas (BE, DK, SE, DE, CZ, EE, LU, HU, NL, PT, RO, FI y LT). Estos acuerdos, a menudo anteriores a la Directiva, generan flujos significativos de pacientes que no quedan registrados en las estadísticas europeas;


	
	22.
	señala que el objetivo de la Directiva sobre la movilidad de los pacientes no es lograr que el mayor número posible de pacientes utilicen la asistencia en el extranjero; el régimen que plantea la Directiva se ha diseñado para complementar la cesta de servicios y productos de asistencia disponibles a escala regional o nacional y para aclarar los derechos de los pacientes europeos que deseen acceder a asistencia y tratamiento en otro Estado miembro de la UE o del EEE; por lo tanto, el número de usuarios no puede interpretarse como un éxito o un fracaso de la legislación;


	
	23.
	subraya a este respecto que el aumento de la movilidad transfronteriza de los pacientes debe basarse predominantemente en la situación individual del paciente y no constituye un objetivo en sí mismo;


Información fácilmente accesible sobre los tratamientos con arreglo a la Directiva
	
	24.
	sostiene, al igual que el Parlamento Europeo, que el éxito de la aplicación de la Directiva dependerá de que los profesionales de la salud y otras partes interesadas estén bien informados de todos sus aspectos;


	
	25.
	subraya, por tanto, que la información sobre las condiciones establecidas con arreglo a la Directiva para el tratamiento en otro Estado miembro debe ser fácilmente accesible para los ciudadanos, ya que solo así podrán tomar una decisión con conocimiento de causa sobre un posible tratamiento en el extranjero;


	
	26.
	considera que, debido a las importantes diferencias organizativas entre los sistemas sanitarios de los distintos países, que en algunos países también incluyen diferencias regionales y locales, es necesario que las autoridades sanitarias garanticen la existencia de normas aplicables para proporcionar una información adecuada a los ciudadanos;


	
	27.
	llama la atención sobre el hecho de que los puntos de contacto nacionales (PCN) pueden disponer de antenas regionales o integrarse en los sitios web de los sistemas sanitarios regionales, o bien estar alojados en sitios web de seguros de salud regionales; aunque estas soluciones quizá no aumenten necesariamente la visibilidad global de los «PCN», sí puede que tengan más éxito a la hora de facilitar información a los ciudadanos;


	
	28.
	recomienda que la Comisión facilite ejemplos de buenas prácticas con respecto a la difusión de información procedentes de distintos países y entes regionales y locales, a fin de que las autoridades sanitarias de los Estados miembros puedan aprender de sistemas sanitarios concebidos de forma similar;


	
	29.
	advierte de que, debido a las diferencias en la organización y los servicios prestados por los distintos sistemas sanitarios y pese a la mejora de las medidas de información por parte de los Estados miembros, persistirán grandes diferencias en la movilidad de los pacientes, tal como se refleja claramente en informe de la Comisión. Las motivaciones de los pacientes para buscar tratamiento en el extranjero van desde unos tiempos de espera más cortos para recibir un tratamiento de buena calidad hasta factores culturales y la posibilidad de ahorrar dinero en tratamientos que tienen que desembolsar en gran medida de su propio bolsillo (por ejemplo, tratamientos dentales);


Costes administrativos adicionales para el tratamiento en el extranjero
	
	30.
	toma nota de que la gran mayoría del presupuesto sanitario de los Estados miembros se desembolsa en el territorio nacional. La Comisión estima el gasto de la UE en asistencia sanitaria transfronteriza en que se incurre en virtud de la Directiva en tan solo el 0,004 % del presupuesto anual total de la UE en el ámbito de la salud;


	
	31.
	señala que solo una fracción de los pacientes hacen uso de las posibilidades de tratamiento en otro Estado miembro previstas en la Directiva. Según el último informe del Tribunal de Cuentas Europeo, hay alrededor de 214 000 solicitudes de reembolso al año, lo que representa cerca del 0,04 % de la población de la UE. La gran mayoría de estas solicitudes (más de 210 000) se refieren al reembolso de tratamientos que no requieren autorización previa;


	
	32.
	llama la atención sobre el hecho de que el reembolso de la asistencia no hospitalaria que no requiere una autorización previa (por ejemplo, tratamientos dentales) es proporcionado desde el punto de vista financiero si se compara con los costes administrativos y de información adicionales en que incurren las autoridades sanitarias en la aplicación de la Directiva;


	
	33.
	señala que las autoridades sanitarias competentes de los Estados miembros, en sus esfuerzos por garantizar la plena aplicación de la Directiva y encontrar las maneras más sencillas de que sus ciudadanos reciban tratamiento en otro Estado miembro, también deben tener en cuenta que la gran mayoría de los ciudadanos de la UE prefieren ser tratados cerca de su hogar o su familia. La organización, la calidad y la capacidad de la asistencia sanitaria en los Estados miembros deben, por principio, intentar ofrecer tratamiento a los ciudadanos lo más cerca posible de su lugar de residencia o de proximidad a su familia;


	
	34.
	llama la atención sobre el hecho de que el gasto de los Estados miembros resultante de los tratamientos en otros países de la UE no se limita a los reembolsos. Los tratamientos también implican costes administrativos y de información: se trata de un dinero que, de otro modo, podría invertirse en la mejora de los tratamientos en el sistema sanitario del Estado miembro de que se trate. Por consiguiente, al aplicar la Directiva, las autoridades sanitarias deben velar por que los recursos de los sistemas sanitarios de los Estados miembros no soporten una carga desproporcionada con respecto a la escasa proporción de pacientes que buscan tratamiento en otro Estado miembro;


Utilización razonable de la autorización previa
	
	35.
	señala que la utilización de la autorización previa por parte de los Estados miembros para la hospitalización o el tratamiento médico muy especializado en otro Estado miembro constituye un obstáculo para la movilidad transfronteriza de los pacientes;


	
	36.
	señala, a este respecto, que según el informe de la Comisión la repercusión de los pacientes que quieren acceder a la asistencia sanitaria transfronteriza en los presupuestos sanitarios nacionales es marginal, y esto sucede en todos los países, independientemente de que hayan introducido o no la autorización previa;


	
	37.
	señala que la mayoría de los centros regionales (63 %) consideran necesario el uso de autorización previa para garantizar el acceso a una asistencia sanitaria de calidad, así como para evitar el despilfarro de recursos (48 %) y controlar los costes a nivel regional (44 %);


	
	38.
	llama la atención sobre el hecho de que la aplicación de las disposiciones de la Directiva relativas a autorización previa también proporciona a los pacientes seguridad financiera, dado que, antes de efectuar el tratamiento en otro Estado miembro, su Estado miembro de afiliación les garantiza el reembolso de los costes de tratamiento previstos con arreglo a la Directiva;


	
	39.
	pide a los Estados miembros que procedan a una autorización previa tan rápida como sea posible a fin de que no retrasen innecesariamente el tratamiento, ofreciendo al mismo tiempo una evaluación realista del coste estimado de la intervención prevista;


	
	40.
	hace hincapié en el mecanismo de notificación previa (artículo 9, apartado 5) de la Directiva, mucho menos utilizado, que los centros regionales consideran un instrumento útil para ofrecer claridad a los pacientes y para apoyar a las autoridades en el cumplimiento de sus obligaciones, y pide a los Estados miembros que hagan un uso más amplio de este acuerdo voluntario;


	
	41.
	llama la atención sobre el mecanismo de compensación financiera, que los Estados miembros pueden aplicar en el marco de una autorización previa, para introducir una facturación directa entre las instituciones competentes, sustituyendo así el pago inicial y el reembolso a los pacientes (artículo 9, apartado 5), como medio para reducir la carga de los pacientes y abrir la posibilidad de buscar tratamiento en el extranjero para grupos sociales menos prósperos;


	
	42.
	recomienda, en este contexto, que se garantice que en lo que respecta a aplicación ulterior de la Directiva puedan seguir utilizándose las autorizaciones previas si las autoridades competentes de los Estados miembros lo consideran necesario;


Mayor cooperación en la aplicación de la Directiva
	
	43.
	invita a la DG de Salud y Seguridad Alimentaria a que, en colaboración con las demás Direcciones Generales de referencia, haga un seguimiento de esta evaluación sobre la aplicación de la Directiva relativa a la aplicación de los derechos de los pacientes en la asistencia sanitaria transfronteriza, y siga recopilando, analizando y publicando ejemplos de actividades sanitarias transfronterizas y de los problemas a los que se enfrentan las autoridades participantes;


	
	44.
	pide una financiación de la UE adecuada y a largo plazo en el próximo período de programación, especialmente pero no exclusivamente a través de Interreg, también para la ejecución de estudios o proyectos transfronterizos destinados a eliminar obstáculos específicos y a fomentar una cooperación fluida;


	
	45.
	señala que, aunque el Memorando de Acuerdo entre el CDR y la OMS no se refiere específicamente a la Directiva, claramente se deriva de él que el CDR se compromete a trabajar en favor del acceso a la atención sanitaria, la promoción de la salud y el intercambio de conocimientos, que son aspectos esenciales de la Directiva;


	
	46.
	pide a la Comisión que entable un diálogo periódico con el Comité Europeo de las Regiones, con la participación de la Comisión NAT y del Grupo Interregional de Salud, donde se analicen los retos y soluciones para mejorar la aplicación de la Directiva sobre la asistencia sanitaria transfronteriza;


	
	47.
	expresa su apoyo continuo a esta muy necesaria colaboración europea y manifiesta su disposición a seguir asesorando e informando sobre ejemplos de buenas prácticas en las regiones;


	
	48.
	reitera que las enfermedades no conocen fronteras y que la solidaridad europea en materia de emergencia sanitaria nunca debe acabarse en las fronteras administrativas o legales;


	
	49.
	espera que el tercer informe de aplicación de la Comisión Europea, que se publicará próximamente, refleje plenamente las consideraciones del Comité Europeo de las Regiones, tal como se expresan en el presente Dictamen.


Bruselas, 14 de octubre de 2020.

El Presidente del Comité Europeo de las Regiones
Apostolos TZITZIKOSTAS



(1)  En noviembre de 2019, el Comité Europeo de las Regiones inició una consulta a través de su Red de centros regionales para analizar la aplicación de la Directiva a nivel territorial. En la encuesta participaron veintisiete centros regionales, en representación de dieciocho países europeos.

(2)  Francia ha creado un «corredor sanitario» de este tipo en la frontera FR-ES para permitir la continuidad de la asistencia sanitaria en el Hospital de Cerdanya, mientras que Luxemburgo ha tomado en consideración establecer una excepción específica para el personal sanitario francés a fin de asignarles un estatuto especial de trabajadores «asentados» para que puedan seguir trabajando en el Gran Ducado.
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Dictamen del Comité Europeo de las Regiones — Mecanismo de Emergencia Sanitaria de la UE

(2020/C 440/04)

	Ponente:
	Birgitta SACRÉDEUS (SE/PPE), miembro del Gobierno Provincial de Dalarna



	


RECOMENDACIONES POLÍTICAS
EL COMITÉ EUROPEO DE LAS REGIONES

Observaciones generales
	
	1.
	señala que el brote mundial de COVID-19 que ha afectado a Europa y al resto del mundo en 2020 no solo ha ocasionado un enorme número de enfermos y fallecidos, sino también grandes repercusiones económicas y sociales totalmente imprevisibles a día de hoy. La rápida propagación del virus se ha traducido en una mayor presión tanto para la asistencia sanitaria, como para la salud pública y para los servicios sociales, y ha acarreado una carga de trabajo extrema para el personal asistencial y sanitario, así como la necesidad de encontrar la manera de prepararse para nuevas oleadas;


	
	2.
	observa que la pandemia de COVID-19 no ha golpeado con la misma dureza a las distintas regiones de Europa, y se registran considerables diferencias no solo entre los distintos países, sino también entre las regiones, municipios, barrios y grupos de edad, siendo las personas más afectadas quienes presentan un estado de salud frágil y patologías previas, además de deficientes condiciones socioeconómicas;


	
	3.
	constata que, en la lucha contra la COVID-19, y con la finalidad de preservar y garantizar la salud de la población, los Estados miembros han adoptado medidas que restringen la libertad de circulación de las personas de un modo que sería impensable en circunstancias normales;

	
	4.
	considera que la pandemia de COVID-19 muestra a las claras la importancia de una mano de obra cualificada y formada, así como de la robustez de un sistema sanitario que, con la financiación y los equipamientos adecuados, sea capaz de adaptarse rápidamente a una nueva situación de salud pública y asistencial y, en caso necesario, de reforzar tanto la atención primaria como la ambulatoria para incrementar las capacidades de las unidades normales y las de cuidados intensivos en los hospitales;


	
	5.
	constata que numerosos países han registrado un retroceso en la atención a pacientes con otras patologías y necesidades médicas, por lo que se ha acumulado una «deuda asistencial» cuya gestión requerirá mucho tiempo. La COVID-19 ha afectado gravemente a numerosas personas que precisan ahora rehabilitación y todo parece indicar que la pandemia conllevará también una mayor necesidad de atención y cuidados en el ámbito de la salud mental, tanto entre la población en general como entre el personal sanitario y asistencial. Así pues, de ahora en adelante va a ser preciso destinar durante mucho tiempo un mayor número de recursos a la salud pública, la atención primaria y ambulatoria, y a los servicios sanitarios en general;


	
	6.
	observa que, si bien las instituciones de la UE han apoyado de manera activa a los Estados miembros en su lucha contra la COVID-19, la colaboración entre estos se tambaleó desde un primer momento, entre otros motivos, por el cierre de las fronteras terrestres a los suministros médicos, justamente cuando la necesidad de cooperación, liderazgo y compromiso nunca era mayor de lo normal;


	
	7.
	recuerda que, de conformidad con el artículo 222 del TFUE, la Unión y sus Estados miembros deben actuar conjuntamente con espíritu de solidaridad;


	
	8.
	destaca que, aun cuando la UE desempeña también un importante papel a la hora de mejorar la sanidad pública, evitar enfermedades y eliminar riesgos para la salud, corresponde básicamente a los Estados miembros decidir por sí mismos cómo organizar, financiar y diseñar la atención sanitaria y los servicios sociales;


	
	9.
	se muestra convencido de que los sistemas europeos que prestan una asistencia sanitaria general y se financian de manera solidaria constituyen un activo importante en la lucha contra la COVID-19;


Lecciones de carácter global
	
	10.
	considera que la lucha contra la COVID-19 permite extraer numerosas enseñanzas de gran importancia que podrán aprovecharse en futuras actividades relacionadas no solo con esta crisis mundial, sino también con otras situaciones de crisis;


	
	11.
	señala que muchos Estados miembros han optado por delegar las responsabilidades en materia de asistencia sanitaria y actuaciones de salud pública principalmente en los entes locales y regionales. Incluso en aquellos países que disponen de un sistema sanitario de ámbito nacional, la responsabilidad de los servicios sociales y la asistencia social recae en el nivel local; por consiguiente, los entes locales y regionales desempeñan un papel fundamental en la lucha contra la COVID-19;


	
	12.
	resalta la importancia de que las instituciones y las autoridades de la UE, al igual que los Estados miembros, velen por el mantenimiento y buen funcionamiento del mercado interior también en situaciones de crisis, sin dificultar la gestión ni el transporte de medicamentos, productos médicos, equipamientos de protección personal y otros bienes y servicios, y sin imposibilitar los desplazamientos transfronterizos por motivos laborales del personal sanitario y asistencial y de otros colectivos profesionales esenciales;


	
	13.
	subrayamos la importancia que revisten la recopilación de datos fidedignos, la investigación de calidad y las fuentes de información seguras para garantizar la adopción de decisiones fundadas por parte de las autoridades y una actuación responsable de las empresas, organismos y personas encaminada a prevenir enfermedades;


	
	14.
	destaca la importancia de la asistencia mutua y la cooperación en relación con la asistencia sanitaria transfronteriza, incluido el transporte de pacientes que precisan atención hospitalaria transfronteriza en centros sanitarios con capacidad de acogida, el desplazamiento del personal sanitario y otras modalidades de cooperación transfronteriza que permitan reducir la presión a que se ven sometidos los sistemas sanitarios de las regiones más afectadas en la UE;


	
	15.
	insiste, por esta razón, en la necesidad de que los Estados miembros acuerden un protocolo estadístico común que permita la comparabilidad de los datos sobre el impacto de la crisis de la COVID-19 y de futuras pandemias. Este protocolo, que deberá desarrollarse en el marco de la autoridad común del CEPCE (Centro Europeo para la Prevención y el Control de las Enfermedades) y de Eurostat, podría basarse en los datos facilitados en el nivel NUTS 2 para facilitar una respuesta política que integre el uso de los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos;


	
	16.
	desea destacar las soluciones digitales que se han desarrollado en relación, por ejemplo, con la información sanitaria, las consultas médicas y el rastreo de los contagios o las nuevas aplicaciones que se están adoptando a raíz del brote de COVID-19, aunque persisten dudas justificadas acerca del inventariado de los portadores del virus en lo referente a la integridad y la seguridad de los datos personales, especialmente en las situaciones transfronterizas. La pandemia ha puesto también de manifiesto la necesidad de que los países intercambien los datos informáticos de los pacientes cuando estos reciben atención sanitaria en otro Estado miembro;


	
	17.
	subraya la importancia de la cooperación mundial tanto en el marco de la Organización Mundial de la Salud (OMS) como en la lucha contra la COVID-19 y otras amenazas sanitarias graves, al igual que la importancia de la cooperación con las empresas y las ONG, las familias, el vecindario y las amistades en la gestión de crisis a escala local y regional;


	
	18.
	destaca la necesidad de encontrar una mejor manera de proteger a las personas de edad avanzada y a las personas vulnerables, tanto las que habitan en residencias especializadas como las que lo hacen en viviendas particulares, frente a la COVID-19 y otras enfermedades contagiosas. A este respecto, señala la importancia de que las políticas en materia social y sanitaria refuercen los sistemas de atención primaria en el territorio, prestando especial atención a las medidas de prevención;


Un Mecanismo de Emergencia Sanitaria de la UE
	
	19.
	acoge con satisfacción las medidas que ya ha adoptado la Comisión para reducir la carga que afrontan los entes nacionales, regionales y locales en sus esfuerzos por abordar la crisis de la COVID-19, toma nota del Plan Europeo de Recuperación Económica que se presentó el 27 de mayo de 2020, y acoge con satisfacción el acuerdo para utilizar todos los fondos disponibles en el presupuesto de la UE del presente ejercicio para ayudar a satisfacer las necesidades de los sistemas sanitarios europeos;


	
	20.
	toma nota de que la Decisión del Parlamento Europeo y del Consejo n.o 1082/2013/UE sobre las amenazas transfronterizas graves para la salud (1) sienta una base importante para la preparación y la actuación de la UE en caso de crisis aunque, a la luz de la actual crisis sanitaria, es necesario desarrollar aún más la capacidad de que dispone la UE para dar respuesta a situaciones de emergencia y catástrofes;


	
	21.
	por consiguiente, propone que, de conformidad con el principio de subsidiariedad y la responsabilidad primaria de los Estados miembros tanto en materia de salud pública y asistencia sanitaria como de protección civil, se cree un «mecanismo de emergencia sanitaria de la UE» para:

—

coordinar la acción y las ayudas de la UE al objeto de apoyar las estructuras nacionales, regionales y locales sanitarias y de respuesta ante catástrofes para afrontar eficazmente las amenazas sanitarias y las situaciones de crisis;

—

garantizar una cooperación y coordinación efectivas en materia de preparación y respuesta ante las organizaciones internacionales competentes, como la OMS;

—

coordinar la distribución europea de equipamiento médico esencial;

—

reforzar el papel de las agencias europeas relacionadas con la salud;

—

mejorar el suministro del equipamiento médico esencial a través de iniciativas de contratación pública conjuntas y supervisar la cadena de suministro de productos esenciales, y

—

ayudar a los Estados miembros, en cooperación con el Centro Europeo para la Prevención y el Control de las Enfermedades (CEPCE), a revisar y actualizar sus planes de pandemia, haciendo especial hincapié en la participación de los entes locales y regionales. De manera similar a como ya ocurrió con las instituciones financieras tras la crisis financiera, los sistemas sanitarios de los Estados miembros deberían someterse a «pruebas de resistencia» a fin de evaluar su capacidad de respuesta frente a las distintas amenazas sanitarias;




	
	22.
	considera que el futuro «Mecanismo de Emergencia Sanitaria de la UE» debería basarse en el Instrumento para la Prestación de Asistencia Urgente regulado en el Reglamento (UE) 2016/369 del Consejo (2);


	
	23.
	se muestra convencido de la necesidad de reforzar aún más el Mecanismo de Protección Civil de la UE, y en particular el Instrumento rescEU y el Cuerpo Médico Europeo, para asegurar que la Unión esté preparada y sea capaz de reaccionar con rapidez, eficacia y coordinación a todas las crisis futuras, biológicas o de otro tipo. Sin embargo, el Mecanismo de Protección Civil de la UE deberá evaluarse a la luz de la experiencia adquirida con la pandemia de COVID-19, con el objetivo de dotarle, en la medida de lo posible, de la organización y estructura idóneas;


	
	24.
	propone fortalecer la capacidad de alerta temprana del Centro Europeo de Coordinación de la Respuesta a Emergencias (CECRE) y su conexión con el Comité de Seguridad Sanitaria y el Centro Europeo para la Prevención y el Control de las Enfermedades (CEPCE), a fin de permitirle desempeñar aún más eficazmente su función de coordinación en el futuro y prestar un apoyo adecuado a los órganos responsables del control operativo sobre el terreno;


	
	25.
	señala que la crisis de la COVID-19 ha puesto de manifiesto la gran necesidad del Centro Europeo para la Prevención y el Control de las Enfermedades (CEPCE) e insta a los Estados miembros a colaborar al objeto de reforzar y desarrollar el papel del CEPCE en la lucha contra las calamidades sanitarias más graves. Por consiguiente, el Comité valora positivamente que este refuerzo sea ahora objeto de debate por parte de los ministros de Sanidad de la UE;


	
	26.
	se muestra a favor de muchas de las acciones propuestas por la Comisión Europea en su Comunicación de 15 de julio de 2020«Preparación sanitaria de la Unión a corto plazo frente a brotes de COVID-19»;


	
	27.
	acoge con satisfacción, a fin de salvaguardar tanto la libertad de circulación como la salud pública, la propuesta de la Comisión Europea de Recomendación del Consejo, publicada el 4 de septiembre de 2020, sobre un enfoque coordinado de la restricción de la libre circulación en respuesta a la pandemia de COVID-19;


Adquisición y almacenamiento de suministros médicos esenciales
	
	28.
	celebra que el acuerdo de adquisición conjunta comprenda a partir de abril de 2020 a cerca de 540 millones de personas, incluidos todos los habitantes de la UE y de los países del EEE, el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, y casi todos los países candidatos y candidatos potenciales;


	
	29.
	acoge por lo tanto con satisfacción la propuesta formulada el 18 de mayo de 2020 por la canciller Angela Merkel y el presidente Emmanuel Macron de crear, en el contexto de una estrategia de respuesta a las crisis sanitarias, una «fuerza especial» en el marco del CEPCE y encomendarle la elaboración, junto con las autoridades sanitarias nacionales, de planes de prevención y de medidas para hacer frente a futuras epidemias;


	
	30.
	considera, aun valorando positivamente el carácter voluntario del acuerdo, que se debería sustituir la adhesión voluntaria por una opción de exclusión voluntaria, ya que esto facilitaría un procedimiento acelerado y, al mismo tiempo, garantizaría la libre elección de las partes implicadas;


	
	31.
	acoge con agrado la propuesta de la Comisión de, por un lado, crear en el contexto del Plan Europeo de Recuperación Económica un nuevo programa sanitario específico, «La UE por la salud» (EU4Health), dotado con un presupuesto total de 9 400 millones de euros, para, entre otros cometidos, fortalecer la protección de la salud y preparar a la Unión ante futuras crisis sanitarias, y, por otro lado, reforzar el Mecanismo de Protección Civil de la UE «rescEU» con 2 000 millones de euros. Lamenta, no obstante, que el Consejo Europeo haya rebajado con posterioridad sus aspiraciones hasta los 1 700 millones de euros, lo cual mermará considerablemente las posibilidades a la hora de afrontar las consecuencias negativas de la pandemia. El Comité de las Regiones manifiesta su intención de formular observaciones particulares acerca de este nuevo programa sanitario en un Dictamen específico;


	
	32.
	acoge con satisfacción la adquisición y distribución a escala europea de suministros médicos esenciales (respiradores, ventiladores, equipos de protección individual, máscaras reutilizables, medicamentos, material terapéutico y de laboratorio, así como desinfectantes) entre los hospitales y otros centros asistenciales, pero subraya que, en muchos Estados miembros, los hospitales, los centros de salud y las residencias son gestionados por los entes regionales y locales, que deben participar en este proceso, y señala que la contratación conjunta que ha tenido lugar esta primavera ha tardado demasiado tiempo en alcanzar plenamente su objetivo;


	
	33.
	acoge con satisfacción la rápida creación de una reserva de existencias de material médico en el marco de RescEU y su rápida distribución entre los Estados miembros más afectados;


	
	34.
	pide a los Estados miembros y a la Comisión que creen una reserva estratégica europea permanente para contar en la UE con existencias de antibióticos, vacunas, antídotos químicos, antitoxinas y otros suministros médicos esenciales, de eficacia comprobada, a fin de garantizar la disponibilidad de una «reserva de emergencia» y coordinar la rápida distribución y entrega de recursos esenciales en toda Europa;


	
	35.
	se congratula de la Decisión de la Comisión de 3 de abril de 2020 que exime temporalmente a los suministros médicos y los equipos de protección individual de derechos de importación y del IVA. La Comisión ha de considerar la posibilidad de revisar el ámbito de aplicación de su Decisión, de modo que incluya a las empresas privadas obligadas a utilizar equipos de protección individual, y aplicarla de manera que no sitúe en desventaja económica a los productores locales de la UE;


	
	36.
	reitera que la escasez de productos y medicamentos esenciales, como los antibióticos y los anestésicos, que ya sufrían con anterioridad muchas regiones se ha visto agravada por la pandemia actual, y pide que se adopten medidas para que puedan proveerse rápidamente de sustancias básicas esenciales, que se incremente la fabricación de equipos para realizar pruebas diagnósticas y otros productos sanitarios allí donde exista escasez, y que se vuelvan a desarrollar y producir los medicamentos esenciales en suelo europeo estimulando la investigación y la innovación y estableciendo incentivos para los fabricantes;


	
	37.
	está de acuerdo en que la Unión debe poder desarrollar, adquirir, transportar y distribuir equipos para realizar pruebas y de protección, ya sean estos importados de terceros países o producidos dentro de la UE. Por lo que respecta a la producción de medicamentos y otros suministros médicos, la UE y sus Estados miembros deberán reducir su dependencia de terceros países y trabajar para que los medicamentos sean más asequibles;


	
	38.
	se muestra convencido de que debe ser posible garantizar en todo momento un suministro rápido y sencillo de equipos de protección como mascarillas, trajes de protección, etc., en el mercado. A tal fin, deberán establecerse a nivel europeo las condiciones necesarias para crear capacidades de producción de materiales de protección en los Estados miembros, a la vez que deberán revisarse las normas europeas de contratación pública y defensa de la competencia desde el punto de vista de la pandemia;


	
	39.
	señala la necesidad de evaluar qué tipo de equipos de protección individual son los más adecuados en cada situación, y no solo en la lucha contra la COVID-19;


	
	40.
	considera positivo el acuerdo alcanzado por el Comité Europeo de Normalización (CEN) y el Comité Europeo de Normalización Electrotécnica (Cenelec) para poner en marcha una serie de normas europeas relativas a determinados productos médicos y equipos de protección personal con vistas a aumentar y reconvertir las capacidades de producción de las empresas europeas para hacer frente a la escasez de suministros;


	
	41.
	señala la necesidad de que los equipos de protección personal, especialmente los destinados al público en general, sean lo más reciclables posible;


Vacunas, pruebas diagnósticas y tratamientos
	
	42.
	destaca la urgente necesidad de encontrar una vacuna contra la COVID-19 y pide a los colegisladores que tengan en cuenta el llamamiento del Comité para reforzar la cooperación de la UE en materia de desarrollo, producción y distribución de vacunas que complemente la investigación médica pública y privada con el fin de luchar contra la COVID-19;


	
	43.
	acoge con satisfacción, en este contexto, la propuesta de la Comisión Europea de incrementar el presupuesto del programa marco de investigación e innovación Horizonte Europa a 94 400 millones de euros, y lamenta que el Consejo Europeo haya propuesto posteriormente rebajarlo hasta los 80 900 millones de euros;


	
	44.
	acoge con satisfacción los acuerdos alcanzados por la Comisión Europea con diversas farmacéuticas para el suministro de medicamentos y dosis de vacunas siempre y cuando una de estas empresas desarrolle una vacuna segura y eficaz;


	
	45.
	observa con preocupación que los esfuerzos mundiales en el desarrollo de vacunas, pruebas diagnósticas y terapias contra la COVID-19 pueden convertirse fácilmente en una feroz competencia que coloque a los países más pobres en un estado de indefensión frente a las enfermedades; expresa su firme apoyo a la cooperación multilateral para desarrollar vacunas, pruebas diagnósticas y tratamientos seguros y eficaces, así como para lograr una financiación justa y una distribución solidaria de las futuras vacunas y medicamentos;


	
	46.
	apoya la creación de una tarjeta de vacunación común en la UE, así como un registro virtual europeo que proporcione información sobre las existencias de vacunas y las necesidades en este ámbito, al objeto de facilitar el intercambio voluntario de información sobre los recursos de vacunación disponibles y la escasez de vacunas esenciales;


	
	47.
	pide que se adopten más medidas para luchar contra la difusión de información falsa sobre la COVID-19 y los tratamientos contra esta enfermedad con vacunas en internet y en otros canales. En esta lucha contra la desinformación desempeñan un importante papel no solo la Organización Mundial de la Salud (OMS) y la UE y sus Estados miembros, sino también los entes locales y regionales;


	
	48.
	apoya los esfuerzos de la Comisión por recaudar más fondos para la investigación de vacunas contra la COVID-19 y espera que se asignen recursos considerables de Horizonte Europa en apoyo de la innovación y la investigación en este ámbito.


Bruselas, 14 de octubre de 2020.

El Presidente del Comité Europeo de las Regiones
Apostolos TZITZIKOSTAS



(1)  DO L 293 de 5.11.2013.

(2)  Reglamento (UE) 2016/369 del Consejo, de 15 de marzo de 2016, relativo a la prestación de asistencia urgente en la Unión (DO L 70 de 16.3.2016, p. 1).
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RECOMENDACIONES POLÍTICAS
EL COMITÉ EUROPEO DE LAS REGIONES

Introducción
	
	1.
	acoge con satisfacción la propuesta de hoja de ruta sobre la aplicación del pilar europeo de derechos sociales con el fin de alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas y aplicar el Pacto Verde Europeo de una manera socialmente justa;


	
	2.
	valora positivamente la decisión de la Comisión Europea de iniciar un proceso abierto de consultas sobre la aplicación del pilar europeo de derechos sociales, dado que la política social difiere en grado considerable entre las distintas partes de Europa. Además, la situación en las ciudades y regiones ha variado considerablemente como consecuencia de la pandemia de COVID-19;


	
	3.
	subraya la importancia de una sólida agenda social europea en la que la competitividad y la justicia social se complementen entre sí. Existe un estrecho vínculo entre la agenda social y las agendas ecológica y digital, ya que la transición verde y digital debe basarse en la justicia social, la igualdad y la sostenibilidad medioambiental. El Comité Europeo de las Regiones (CDR) considera importante que el Fondo de Transición Justa (JTF) esté en consonancia con el pilar social de la Unión Europea (UE), a fin de reducir las disparidades regionales y abordar los cambios estructurales en las regiones de la Unión Europea. Debe prestarse especial atención a las zonas rurales, las zonas afectadas por la transición industrial, las regiones que padecen desventajas naturales o demográficas graves y permanentes y las regiones ultraperiféricas, cuya situación de desventaja se ha visto agravada por la pandemia de COVID-19;


	
	4.
	reitera su llamamiento en favor de una mejor coordinación de las políticas económicas y sociales entre los niveles de gobierno europeo y nacional en el contexto del Semestre Europeo, y pide que se garantice la participación de los entes locales y regionales en esta coordinación, mediante una gestión compartida basada en el principio de subsidiariedad. en virtud del cual las tareas de programación estratégica y ejecución deberían delegarse, no solo en los Estados miembros sino también en los entes locales y regionales, que son los que están mejor situados para responder eficazmente a las necesidades y los desafíos locales;


	
	5.
	destaca la importancia de una hoja de ruta clara, coordinada y ambiciosa para la aplicación del pilar europeo de derechos sociales. En cuanto a la aplicación, los principios de subsidiariedad y proporcionalidad determinan el nivel en el que la UE y los Estados miembros utilizarán los instrumentos políticos y las medidas legislativas que se han propuesto;


	
	6.
	pide a la Comisión Europea que tenga en cuenta las recomendaciones pertinentes elaboradas por las asociaciones de ciudades en el contexto de la Agenda Urbana de la UE, como por ejemplo las referidas a la vivienda, la pobreza urbana, el empleo y las capacidades en la economía local, y que utilice también métodos de trabajo participativos que permitan crear una Europa social;


	
	7.
	subraya que la pandemia de COVID-19 no debe utilizarse como pretexto para posponer o retirar las propuestas mencionadas en la Comunicación de la Comisión Europea destinadas a mejorar la justicia social. Al contrario, la crisis debe acelerar e intensificar nuestros esfuerzos por lograr cambios estructurales en pos de una UE más justa y más verde. Hemos de construir unos sistemas económicos y sociales más sostenibles de cara al futuro;


	
	8.
	recuerda que, en un futuro próximo, los esfuerzos de recuperación deberán revestir una firme dimensión social a fin de mantener sólidas redes de seguridad social, salvaguardar los puestos de trabajo de los trabajadores y evitar despidos abusivos. En particular, los empleados en modalidades de empleo temporal y atípico, las mujeres, los inmigrantes, los jóvenes y las personas con discapacidad constituyen los grupos más vulnerables del mundo del trabajo. Quienes han perdido su empleo como consecuencia de la pandemia de la COVID-19 podrían no volver a sus puestos de trabajo anteriores. Los programas de la UE deben apoyar la actualización de las competencias de aquellas personas que corren riesgo de desempleo, los desempleados y las personas inactivas, especialmente aquellas personas con una mayor dificultad de inserción laboral (personas en riesgo de pobreza y exclusión social, familias monomarentales y monoparentales con dificultad de conciliación, etc.). Todo ello respetando la igualdad de oportunidades y la no discriminación por razones de sexo, género, nacimiento, etnicidad, ideas políticas y religiosas, edad, discapacidad, orientación o identidad sexual, enfermedad, lengua o cualquier otra condición o circunstancia personal o social;


	
	9.
	destaca que en un contexto como el actual la transición digital se ha acelerado, por lo que muchos de los trabajos han tenido que adaptarse a la digitalización y al teletrabajo. Recomienda aprovechar el impulso que se ha producido en los últimos meses a la hora de regular el teletrabajo y reconocer su contribución a la descarbonización, gracias a la reducción de desplazamientos que esta modalidad de trabajo no presencial conlleva;


	
	10.
	destaca que, a medio y largo plazo, las medidas de recuperación deberán abordar la dimensión social de la transición ecológica y digital. Necesitamos un mercado de trabajo justo en una futura economía climáticamente neutra basada en trabajos dignos, una sólida protección social y oportunidades de empleo allí donde viven las personas;


	
	11.
	señala que los servicios públicos que prestan los entes locales y regionales han desempeñado un papel fundamental durante la pandemia. Sin un sistema público de servicios, el impacto en los ciudadanos habría sido más dramático. Una transición justa debe reconocer el papel fundamental de los entes locales y regionales en la prestación de servicios públicos de calidad. La prestación de estos servicios por los entes locales y regionales no debe estar restringida por normas en materia de contratación pública o de ayudas estatales;


	
	12.
	destaca que la UE se encuentra en un punto de inflexión en el que las nuevas ideas no solo son posibles, sino también imprescindibles. Invertir en el bienestar de las personas y contar con los beneficios de la economía del bienestar es más importante que nunca. Esta economía del bienestar pone de relieve el equilibrio en la sostenibilidad de las tres dimensiones (social, económica y medioambiental) del desarrollo sostenible. Juntas, se refuerzan mutuamente y sientan las bases de una sociedad socialmente justa, sostenible y respetuosa con el medio ambiente. Los agentes locales y regionales se hallan en una buena situación para aplicar la economía del bienestar en sus propias actividades, aunque también se necesita una orientación a nivel de la UE;


	
	13.
	considera que la contratación pública también debe contribuir a unas transiciones justas y buscar nuevas soluciones innovadoras, ya que los procedimientos de contratación pública pueden ayudar a evitar el dumping social y medioambiental mediante la inclusión en los criterios de adjudicación de contratos de aspectos cualitativos, medioambientales y sociales. Sin embargo, dado que esta inclusión sigue siendo opcional, es necesario hacer más para animar a los operadores económicos que participan en la contratación pública a ofrecer mejores condiciones de trabajo generales, así como empleos que promuevan la empleabilidad de personas con necesidades complejas de inserción laboral o en riesgo de exclusión social y pobreza;


	
	14.
	destaca la necesidad de que las empresas, incluidas aquellas que participan en la contratación pública, tengan presentes los derechos humanos de manera transparente, tanto en sus propias actividades como en sus cadenas de subcontratación; propone a este respecto que se adopten a nivel de la UE disposiciones sobre responsabilidad empresarial basadas en el principio de las Naciones Unidas de diligencia debida en materia de derechos humanos;


Igualdad de oportunidades y empleo para todos
	
	15.
	comparte el objetivo de la Comisión de aumentar el empleo y crear más puestos de trabajo de calidad por toda Europa. Es necesario un enfoque multidisciplinar y proactivo para eliminar los desequilibrios entre las capacidades y los puestos de trabajo. En el futuro, la demanda de capacidades crecerá en el mercado de trabajo, en particular por lo que se refiere a los empleos en los ámbitos de la aplicación y el desarrollo de la inteligencia artificial y la mitigación, la adaptación y el aprovechamiento del cambio climático. La nueva estrategia industrial de la UE debe apoyar la creación de empleo de calidad y la competitividad industrial. La estrategia también debe reforzar la resiliencia de Europa, por ejemplo incrementando la producción de equipamiento asistencial y equipos de protección sanitaria fundamentales para la salud pública en la UE. Ahora que la Estrategia Europa 2020 se halla en su recta final, se necesita una nueva estrategia de crecimiento y empleo a largo plazo, en línea con los Objetivos de Desarrollo Sostenible, que permita vincular los distintos objetivos en torno al crecimiento inclusivo, el empleo, la reducción de la pobreza y la competitividad industrial;


	
	16.
	señala que determinados sectores laborales se vieron afectados de manera desproporcionada por la exposición a los riesgos de la pandemia de COVID-19: ante todo el sector de la asistencia sanitaria y los servicios. Subraya la importancia de identificar adecuadamente los riesgos profesionales relacionados con el coronavirus en todos los sectores de actividad y recalca que todos los trabajadores expuestos a tales riesgos no solo merecen un importante reconocimiento social, sino que también necesitan sobre todo unas condiciones de trabajo seguras;


	
	17.
	señala que la virulencia de la pandemia ha puesto de manifiesto las carencias de los sistemas sanitarios en una buena parte de los países de la Unión Europea, por lo que es necesario reforzar la sanidad europea favoreciendo y promoviendo los estudios de ciencias en todos los sectores, especialmente en los referentes a asistencia, cuidados e investigación;


	
	18.
	recuerda que el cambio demográfico en Europa está generando escasez de mano de obra en numerosos países y regiones. Por lo tanto, es importante salvaguardar la movilidad laboral transfronteriza y los derechos de los trabajadores. La escasez de capacidades, especialmente para las pequeñas comunidades rurales locales y regionales, debería abordarse recurriendo a la educación y las nuevas tecnologías, así como a un aumento del teletrabajo. La acción a largo plazo de la UE también es necesaria en las zonas rurales;

	
	19.
	hace hincapié en que, en un mundo laboral cambiante, cada vez es mayor el número de personas que corren el riesgo de perder su puesto de trabajo debido a la obsolescencia de sus competencias o a la robotización. Unas capacidades al día y el acceso al aprendizaje permanente son más importantes que nunca. La reforma de las capacidades durante la vida laboral debe plantearse como un todo, atendiendo a las distintas situaciones vitales, las diferentes relaciones laborales y las personas con necesidades educativas diferentes. Dada la importancia, en términos de empleabilidad y competitividad laboral en general, de la readaptación profesional y la formación complementaria de las personas en edad laboral, y teniendo en cuenta las implicaciones financieras de esta formación, el Comité de las Regiones acogería con satisfacción un acuerdo pertinente de los interlocutores sociales europeos. En este acuerdo se podría examinar la manera de facilitar a las personas con empleo el acceso a la formación, en el marco de la aplicación del derecho a una formación y un aprendizaje permanente de calidad, con el fin de gestionar con éxito las transiciones en el mercado laboral, tal como se recoge en el pilar europeo;


	
	20.
	al objeto de reforzar la lucha contra el desempleo juvenil, apoya la reforma de la Garantía Juvenil, que debería ser permanente y ampliarse hasta los treinta años. Esta debería abarcar a los grupos vulnerables (como los ninis, los jóvenes inmigrantes no acompañados y los que han crecido en circunstancias difíciles). Hay que prestar especial atención a las acciones en la fase de transición de la vida educativa a la laboral. La financiación de la Garantía debería incrementarse en el marco del FSE+, y los Estados miembros con un desempleo juvenil superior a la media de la UE deberían asignar al menos el 15 % de los recursos gestionados conjuntamente en el marco del FSE+ a fin de ayudar a los jóvenes. Estos han de recibir formación sobre capacidades relevantes, en particular, para la transición verde y digital. La aplicación nacional de la Garantía Juvenil deberá supervisarse en el marco del Semestre Europeo para garantizar que sea accesible a los jóvenes, sin excepción, de todos los Estados miembros;


	
	21.
	destaca que una educación de alta calidad, inclusiva y reconocida entre los Estados miembros, junto con una educación para la ciudadanía, refuerzan la identidad europea y facilitan la libertad de circulación, trabajo y residencia dentro de la UE, que constituyen una piedra angular en que se cimienta la ciudadanía europea. Aumentando la educación y las competencias pueden reducirse las desigualdades. Es necesario, por lo tanto, actuar para mejorar la igualdad educativa, de modo que los itinerarios educativos no se definan en función de la familia, el origen étnico, la discapacidad o el género;


	
	22.
	recuerda la urgente necesidad de salvaguardar el derecho a la educación y la formación de todos los alumnos reforzando la resistencia de los sistemas educativos y formativos frente a la crisis, recurriendo por ejemplo a la digitalización de la educación y a una formación adecuada del profesorado. Los equipos y la conectividad para el aprendizaje a distancia y el aprendizaje electrónico deben considerarse un elemento de una transición justa, y el acceso a los mismos debe garantizarse en condiciones de igualdad con el fin de erradicar la brecha digital existente y su complejidad e importantes repercusiones sobre los derechos sociales, ya que la falta de acceso a la nuevas tecnologías y a la sociedad de la información profundiza situaciones de desventaja, a la vez que genera nuevas formas de exclusión social;


	
	23.
	hace hincapié en que una educación de calidad y lo suficientemente extensa es una condición imprescindible para encontrar empleo en el futuro. Esto exige un aumento de los recursos, así como un trabajo intenso y sistemático de educación en las guarderías y en los centros de enseñanza infantil, primaria y secundaria básica, a fin de garantizar a todos unas capacidades básicas suficientes y el éxito en la educación secundaria. Las personas que carecen de educación secundaria tienen muchas dificultades para encontrar un puesto de trabajo y corren un alto riesgo de marginación. Las personas que necesitan apoyo específico y las personas con discapacidad han de tener las mismas posibilidades de acceso a unas capacidades básicas suficientes y, al menos, de completar la enseñanza secundaria; si se quiere avanzar hacia una sociedad inclusiva, debería darse a las personas con discapacidades de aprendizaje la oportunidad de adquirir competencias genéricas que les permitan participar con éxito en la sociedad y beneficiarse de una mayor calidad de vida;


	
	24.
	apoya la actualización de la Agenda de Capacidades para Europa y el desarrollo de la formación profesional para satisfacer las necesidades en materia de competencias relevantes para las nuevas profesiones y, en particular, las relacionadas con la transición verde y digital y la inteligencia artificial. Además de las capacidades específicas ligadas a una ocupación determinada, los empresarios necesitan cada vez más capacidades «transversales» o «aptitudes interpersonales». Hay que facilitar al estudiante un plan de aprendizaje individual, proporcionarle la posibilidad de acceder a un puesto de trabajo de calidad y apoyarle en la planificación profesional y la gestión de su propia capacidad de trabajo. Asimismo, pide que la Agenda de Capacidades aborde las preocupaciones relativas a la posible pérdida de puestos de trabajo debido al aumento de la robotización del mercado laboral, así como a las oportunidades de formación y empleo para colectivos vulnerables y de difícil inserción laboral, respetando los principios de igualdad de oportunidades y no discriminación;


	
	25.
	recomienda que la definición y el reconocimiento tanto de los conocimientos, capacidades y competencias adquiridos en la vida laboral, como de los adquiridos a través de la educación no formal y el voluntariado, así como en el extranjero, se lleven a cabo a escala europea. Las capacidades adquiridas en el mundo laboral o por otras vías serán visibles, por ejemplo, en Europass o las insignias digitales (Open Badge);


	
	26.
	está a favor de acelerar la creación de un Espacio Europeo de Educación a fin de garantizar a todos una educación de calidad y la posibilidad de aprovechar las posibilidades laborales que brinda el mercado interior de trabajo en Europa. La UE debería intensificar la cooperación entre los sistemas educativos y los distintos planes de estudios, y seguir reforzando la cooperación a través del proceso de Bolonia. Como elemento necesario para la aplicación con éxito del Pacto Verde Europeo, se deberá imprimir también al programa Erasmus+ un giro ecológico en el período posterior a la pandemia;


	
	27.
	destaca que el Plan de Acción de Educación Digital debe centrarse en reforzar el pensamiento crítico y la alfabetización mediática tanto entre los adultos como entre los niños y jóvenes, de modo que puedan contrarrestar el enorme flujo de noticias falsas y comprender la importancia que revisten los algoritmos y la toma de decisiones basada en las máquinas en el día a día. Hay que fijar unos criterios uniformes de calidad para el aprendizaje a distancia. Las plataformas educativas que encargan las administraciones locales para satisfacer sus propias necesidades deberían, en principio, producirse en virtud de una licencia de software que permitiera al abonado desarrollar y distribuir el producto en función de sus necesidades. Esto fomentará la aparición real de ecosistemas europeos de educación digital, con lo que las compensaciones que se abonan en los proyectos beneficiarán en su mayor parte a agentes locales y regionales, y no a terceros países;


	
	28.
	considera que es importante mejorar la competitividad de Europa promoviendo la diversidad de las modalidades empresariales. Por lo tanto, el CDR apoya el plan de acción para una economía social que ha propuesto la Comisión, cuyo objetivo estriba en generar confianza tras la crisis mediante la participación de los ciudadanos, el aumento de la inversión social y la innovación, así como la creación de puestos de trabajo para quienes es más difícil encontrar empleo. La Comisión Europea, los Estados miembros y los entes locales y regionales deben integrar la dimensión de la economía social como un elemento de las políticas, programas y prácticas fundamentales, a fin de que las empresas sociales puedan acogerse a todos los programas principales de financiación de la Unión y contar con mejores posibilidades para licitar en las contrataciones públicas. Gracias al compromiso local, las empresas sociales son menos vulnerables a la deslocalización de la actividad empresarial, ya que también persiguen otros objetivos locales, medioambientales o relacionados con la sociedad civil;


	
	29.
	considera que es importante integrar la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres en todas las políticas de la Unión al objeto de lograr unas transiciones justas, atendiendo especialmente a la inclusión de mujeres en situación vulnerabilidad (víctimas de violencia de género, familias monomarentales, etc.). Asimismo, los hombres y las mujeres se han visto afectados por la crisis de modo distinto, algo que deberá tenerse presente en las acciones posteriores a la crisis;


Unas condiciones de trabajo justas
	
	30.
	apoya la opinión de la Comisión de que unas condiciones de trabajo justas pasan también por un diálogo social sólido ente los interlocutores sociales donde trabajadores y empresarios puedan encontrar soluciones comunes que se adapten lo mejor posible a sus necesidades. La implicación de los trabajadores es importante a la hora de preservar las condiciones de trabajo y empleo. Por ello, hay que implicar a los interlocutores sociales en todas las iniciativas importantes de la UE, como el Pacto Verde Europeo. Es necesario entablar un diálogo en el lugar de trabajo sobre cómo reducir la huella de carbono introduciendo cambios en las actividades y los procedimientos laborales;


	
	31.
	sigue atentamente los avances en la iniciativa de la Comisión en relación con el salario mínimo encaminada a promover la equidad salarial y la mejora de los salarios mínimos en los países de la UE con salarios bajos. Subraya al mismo tiempo que toda iniciativa europea sobre el salario mínimo no debe ser uniforme, a la vez que hay que garantizar la fijación de los salarios sobre la base de convenios colectivos en aquellos países que disponen de estos sistemas y respetar la independencia de los interlocutores sociales. El buen funcionamiento de la negociación colectiva y unos convenios colectivos amplios son los principales medios para lograr salarios justos y otras condiciones de trabajo, ya que los trabajadores y los empresarios son quienes conocen mejor sus ámbitos de actividad y sus regiones;


	
	32.
	espera la próxima propuesta de la Comisión sobre medidas de transparencia salarial, que será un medio importante para eliminar la brecha salarial entre hombres y mujeres. Hay que fomentar la igualdad salarial tanto a través del desarrollo de la legislación y los convenios colectivos, como mediante medidas concretas en los puestos de trabajo. Por término medio, las mujeres ganan en la UE un 16 % menos que los hombres, diferencia que se refleja aún más en las pensiones de las mujeres; el CDR considera por lo tanto importante la estrategia de la Comisión Europea sobre la igualdad de género;


	
	33.
	se muestra a favor de actualizar la estrategia de salud y seguridad en el trabajo y de algunas Directivas sobre cuestiones como la presión psicosocial y los riesgos ergonómicos. Velar por el bienestar en el trabajo y ofrecer un empleo significativo a los trabajadores son una baza competitiva también para el sector público, a efectos de disponibilidad de mano de obra y para la gestión de la reputación del empleador, todo lo cual hace posible unas carreras profesionales más largas. Hay que prestar especial atención a la prevención de los accidentes mortales relacionados con el trabajo, las enfermedades profesionales —incluido el cáncer laboral—, los trastornos músculo-esqueléticos, el estrés laboral y cualquier tipo de acoso por razón de género, raza, visión del mundo, discapacidad u orientación sexual, así como a la dotación de recursos adecuados para su seguimiento. Es necesario tener en cuenta la prevención de los riesgos para la salud que plantean las nuevas tecnologías y modelos de trabajo, así como las pandemias transfronterizas. El CDR pide que se adopten medidas para promover la seguridad en el trabajo, en particular desde la perspectiva del trabajo transfronterizo y atendiendo a los nuevos tipos de empleo y la igualdad entre mujeres y los hombres. Hay que tener en cuenta el impacto del cambio climático en las condiciones laborales en el puesto de trabajo y las medidas de protección para los trabajadores;


	
	34.
	toma nota de que los nuevos modelos de trabajo (entre otros, la conectividad constante, el teletrabajo, el trabajo móvil y la contratación y la gestión de los trabajadores por medio de algoritmos) pueden generar una mayor productividad y flexibilidad para los trabajadores, pero para ello se requieren soluciones y acuerdos conjuntos entre los trabajadores y los empresarios en materia de seguridad laboral para incrementar el bienestar en el trabajo y prevenir nuevos tipos de factores de estrés. La digitalización creciente de los modelos de trabajo requiere una actualización de las normas europeas relativas a las condiciones de trabajo y al tiempo de trabajo, en particular disposiciones para establecer el derecho a desconectar. También requiere medidas de acción positiva en favor de los colectivos especialmente vulnerables a la brecha digital (personas inmigrantes, en situación de pobreza y exclusión social, minorías étnicas, así como la brecha digital generada por factores de género, generacional y territorial). Junto con el desarrollo de productos basados en la tecnología, debería prestarse atención al desarrollo de métodos, servicios y productos centrados en las personas, en cuyo diseño participen los usuarios finales de los sistemas en los puestos de trabajo. Es necesario consensuar unos principios para el uso ético de la IA en el lugar de trabajo y organizar reciclaje profesional en aquellos lugares de trabajo donde la actividad se transforma o se transfiere a la IA. A este respecto, el Comité acoge favorablemente el compromiso común de los principales interlocutores sociales intersectoriales europeos —BusinessEurope, UEAPME, CEEP y la CESE— de optimizar los beneficios y hacer frente a los retos de la digitalización en el mundo laboral, a través de un acuerdo marco autónomo sobre la digitalización (1);


	
	35.
	reitera que «es necesario un marco integrado que garantice la protección social y los derechos sociales de todos los trabajadores (desde la protección de la salud y la seguridad hasta el acceso al aprendizaje permanente), con el fin de crear unas condiciones de competencia equitativas tanto en la economía de las plataformas digitales como en la economía “tradicional” fuera de línea» (2). pide, además, que se adopten medidas para promover el diálogo entre los interlocutores sociales, también en lo que se refiere a los aspectos transfronterizos del trabajo en plataformas;


	
	36.
	considera que la conciliación entre la vida laboral y la vida familiar debe seguir siendo competencia de los interlocutores sociales. Las medidas de conciliación, como los permisos familiares y programas de cuidados para familias monomarentales y monoparentales, pueden contribuir al mismo tiempo a aumentar la tasa de empleo femenino y los índices de natalidad, así como a elevar el nivel de seguridad, salud y bienestar, como a la consecución del acceso de las mujeres al mercado laboral en igualdad de oportunidades;


Protección e inclusión sociales
	
	37.
	destaca la importancia que reviste para los Estados miembros el nuevo instrumento provisional SURE cuyo objetivo estriba en mitigar los riesgos de desempleo. La experiencia con SURE desde el nivel nacional al local deberá aprovecharse cuando la Comisión Europea desarrolle su propuesta de régimen europeo de reaseguro de prestaciones por desempleo, que permitiría reducir el impacto del desempleo en las finanzas públicas de los Estados miembros. Considera que los entes locales y regionales desempeñan un papel fundamental en la aplicación de la iniciativa;


	
	38.
	acoge con gran satisfacción que uno de los objetivos principales consista en promover y apoyar el bienestar de los niños hasta la edad adulta. La Garantía Infantil garantizará el acceso de los niños a los servicios básicos, la atención sanitaria y la educación preescolar y escolar hasta que alcancen la mayoría de edad garantizándoles una vivienda y una nutrición dignas. La Garantía Infantil salvaguardará, en particular, los derechos de los niños más vulnerables. La propuesta de usar al menos el 5 % del gasto total del FSE+ para ayudar a los niños a salir de la pobreza es merecedora de todo nuestro apoyo. Salvaguardar los derechos del niño e invertir en la infancia no son solo sendas obligaciones morales, sino también la inversión más esencial de cara a un futuro sostenible;


	
	39.
	está convencido de que la Unión Europea tiene capacidad para influir de forma positiva en las condiciones laborales y medioambientales de terceros países, en primer lugar mediante la celebración de acuerdos comerciales ambiciosos sobre estos aspectos. En este contexto, apoya la idea de encomendar al nuevo alto responsable de la aplicación de la política comercial que vele por el cumplimiento de las normas laborales y medioambientales en los acuerdos comerciales. Por lo tanto, el alto responsable debería consultar periódicamente a los sindicatos y los empresarios sobre las violaciones de los derechos laborales;

	
	40.
	comparte la opinión de la Comisión de que se debe seguir combatiendo la pobreza de forma activa. El apoyo a la búsqueda de empleo, la calidad y la asequibilidad de la asistencia sanitaria, el acceso a la educación, la vivienda y la atención a las necesidades básicas son fundamentales. El endeudamiento puede también dar lugar a una pobreza y una exclusión permanentes. Por todo ello, la comercialización de créditos al consumo de alto riesgo a corto plazo y las cláusulas abusivas asociadas a ello deben regularse de manera más estricta. Además, se deben adoptar las buenas prácticas de los Estados miembros, como los créditos sociales. Un problema específico lo constituye la prevención de la pobreza de las personas con empleo, que se puede resolver a través de unos salarios adecuados, además de otras condiciones laborales, limitando el incremento del coste de la vida, —en especial el de la vivienda— en las ciudades y los núcleos en crecimiento. Los sistemas de renta nacionales y los correspondientes servicios de apoyo a las personas inactivas constituyen la última vía para garantizar una vida digna. Es importante que la Comisión también ponga de relieve los nuevos retos en materia de distribución de ingresos que plantea la transición hacia una economía neutra en carbono. El CDR apoya la reflexión sobre las causas y las medidas políticas en el ámbito de la pobreza, a la vez que anima a adoptar medidas eficaces y una estrategia que permita reducir significativamente la pobreza;


	
	41.
	sostiene que el envejecimiento plantea desafíos para la sostenibilidad de los sistemas y brinda oportunidades para nuevas actividades económicas. Las personas de edad avanzada pueden contribuir de manera significativa al crecimiento económico como consumidores independientes y activos de servicios, y como miembros de la sociedad. A efectos de la prolongación de la vida laboral, es importante aprovechar las capacidades de los trabajadores de más edad y reforzar sus competencias profesionales. El envejecimiento saludable debe apoyarse con acciones de promoción de la salud, prevención de las enfermedades y lucha contra la soledad; a fin de garantizar que la prolongación de la vida útil conduzca también a una vida laboral más larga se deben reforzar también el bienestar, la salud y la buena disposición en el lugar de trabajo. Garantizar el acceso a unos cuidados de larga duración asequibles y de calidad es esencial para apoyar una vida digna en la vejez. El retraso y la reducción de las necesidades de cuidados de larga duración exigen reforzar la capacidad de actuación de las personas de edad avanzada y prestar unos servicios de prevención, así como acciones de envejecimiento activo. Es preciso luchar contra la pobreza entre las personas jubiladas. La mejor manera de conseguirlo pasa por garantizar un nivel adecuado de pensiones, velando por el derecho de todas las personas a tener en la vejez recursos suficientes para vivir con dignidad, teniendo también en cuenta la importante brecha de género en el ámbito de las pensiones. Es importante que la Comisión presente un informe sobre el impacto de los cambios demográficos y el Libro Verde sobre el envejecimiento;


	
	42.
	destaca la importancia del acceso a una asistencia sanitaria asequible. Invertir en medidas preventivas y en una asistencia sanitaria oportuna contribuirá a moderar el incremento del gasto sanitario. El desarrollo de servicios digitales, así como de modelos de servicios sanitarios y sociales nuevos e integrados, también permitirán actividades rentables y centradas en el paciente/cliente. Un ámbito en el que se combinan los servicios sociales y sanitarios es, por ejemplo, el que constituyen los casos de salud mental. En estas situaciones, por lo general, prestar cuanto antes los servicios impide el agravamiento de los problemas y el incremento de los costes. Hay que apoyar asimismo la propuesta de la Comisión de un plan de acción de la UE para la lucha contra el cáncer. También cabe señalar que la resistencia a los antibióticos representa una importante amenaza para la salud de carácter transfronterizo. Por ello, la UE debe seguir actuando activamente para disminuir la resistencia a los antibióticos en los Estados miembros;


	
	43.
	hace hincapié en que hay que apoyar y proteger la biodiversidad y el medio ambiente, ya que tienen un impacto especial en el desarrollo local en zonas cuyas economías dependen en mayor medida de las actividades agrícolas y de los valores y recursos derivados de los entornos bioculturales y la biodiversidad. Ello es muy importante desde un punto de vista social, ya que tiene un impacto directo en los niveles de vida, el empleo, la migración y el nivel de educación, la formación profesional y las oportunidades para los jóvenes en estas zonas;


	
	44.
	recuerda que la promoción del bienestar está relacionada con el refuerzo de la identidad local y regional de los municipios, el empoderamiento de las personas y las comunidades y la promoción de la inclusión activa. Para que las transiciones sean verdaderamente justas, los ciudadanos han de contar con las mismas oportunidades para participar e influir en las decisiones que los afectan.


Bruselas, 14 de octubre de 2020.

El Presidente del Comité Europeo de las Regiones
Apostolos TZITZIKOSTAS



(1)  https://www.businesseurope.eu/sites/buseur/files/media/reports_and_studies/2020-06-22_agreement_on_digitalisation_-_with_signatures.pdf.

(2)  Dictamen de iniciativa «Trabajo en plataformas digitales: retos normativos en las esferas local y regional» (COR-2019-02655).
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IRECOMENDACIONES POLÍTICAS
EL COMITÉ EUROPEO DE LAS REGIONES

	
	1.
	reconoce la importancia de las pequeñas y medianas empresas para la economía de la Unión Europea (UE), ya que suponen el 99,8 % del total de empresas del sector empresarial no financiero, dos terceras partes del total del empleo y el 56,4 % del valor añadido total generado por el sector empresarial no financiero (1);


	
	2.
	entiende que la transición hacia una economía sostenible y digital no podrá darse sin el compromiso de los emprendedores y las familias empresarias que poseen y gestionan los 25 millones de pymes existentes en Europa, y subraya la necesidad de ayudar a las pymes a que aprovechen nuevas oportunidades, respondan con firmeza ante el cambiante entorno empresarial y, al mismo tiempo, generen crecimiento y empleos, reforzando la competitividad de Europa a largo plazo en todos estos procesos;


	
	3.
	respalda a la UE en la promoción de la igualdad de condiciones para las pymes mediante la reducción de la carga normativa, la mejora del acceso al mercado único y el aumento de la disponibilidad de servicios financieros;


	
	4.
	destaca que la región y el municipio son el hábitat natural de las pymes, que funciona como un ecosistema en el que pueden formar parte de redes que establecen un vínculo con su infraestructura de apoyo, incluidos los mercados laborales, los institutos de formación y de investigación, los compradores y proveedores, los servicios financieros y empresariales, las cámaras de comercio e industria, y los entes locales y regionales;


	
	5.
	acoge por lo tanto con sumo agrado la comunicación de la Comisión de 10 de marzo de 2020Una estrategia para las pymes en pro de una Europa sostenible y digital, y comparte sus objetivos manifestados de reducir la carga administrativa y normativa para las pymes y mejorar el acceso a la financiación, así como su compromiso de alentarlas a que participen en la transición hacia la sostenibilidad y la digitalización;


	
	6.
	es consciente de que el mundo ha cambiado considerablemente desde que se presentó la Estrategia para las pymes. Se prevé que las consecuencias económicas de la pandemia de la COVID-19 afectarán seriamente a todas las regiones y pymes de Europa. Sin embargo, la crisis también debe considerarse una oportunidad histórica para orientar la recuperación de la economía hacia las pautas del Pacto Verde Europeo, la sostenibilidad y la digitalización, que deben formar parte integrante de una estrategia para las pymes. A fin de responder a las diversas necesidades de las pymes y las distintas condiciones económicas e institucionales en toda Europa, los entes locales y regionales deben ser la punta de lanza en la aplicación de un plan de recuperación para estas empresas. La eficacia de las medidas de recuperación de la UE será mayor si estas se sincronizan con las iniciativas regionales y nacionales y son coherentes con los ecosistemas locales. Por ello, es fundamental la coordinación y el intercambio de buenas prácticas;


Atender a todas las pymes
	
	7.
	considera por consiguiente que, pese a incluir prioridades y medidas relevantes, la Estrategia para las pymes carece de una visión que le permita abordar por completo las diversas necesidades de estas empresas. Una visión así debería prestar especial atención a garantizar la igualdad de condiciones para las pymes en un mercado único completo y profundizado, y debería promover la integración y la complementariedad entre medidas a todos los niveles del gobierno, incluida una sólida dimensión regional para garantizar un enfoque de base local adaptado a las necesidades de las pymes locales;


	
	8.
	comparte el punto de vista de la Comisión con respecto a la diversidad entre pymes, aunque considera que esta diversidad no se ha plasmado adecuadamente en las medidas propuestas. La estrategia de la Comisión se centra sobre todo en las empresas emergentes, las empresas en expansión y las pymes de alta tecnología. Aunque estos grupos son fundamentales para el crecimiento y la innovación, esto no significa que las empresas tradicionales y familiares sean meras seguidoras pasivas;


	
	9.
	lamenta la caracterización que la Comisión hace de las «empresas tradicionales» al referirse a las pymes establecidas e implantadas, las «maduras» de la comunidad de pymes. Estas empresas implantadas serán una fuerza estabilizadora de las economías y las comunidades locales en la actual crisis, y generarán un crecimiento sostenible a largo plazo;


	
	10.
	reconoce los fuertes vínculos entre las pymes y sus regiones anfitrionas, sobre todo de las maduras, que están implantadas localmente y se esfuerzan por sobrevivir a largo plazo. Estas empresas suelen ser familiares, aunque no siempre, y tienen una mayor disposición a asumir responsabilidades sociales, porque su capital social está asociado a su reputación local. Sus propietarios, administradores y empleados pueden convertirse en embajadores de la transición hacia la sostenibilidad y participar en colaboraciones estructurales con los entes regionales y locales;


	
	11.
	insta a la Comisión a que desarrolle políticas que velen por las necesidades de las empresas familiares en Europa, incluida la sucesión y el espíritu empresarial intergeneracional. Aunque las empresas familiares desempeñan un papel importante en nuestra economía, los políticos les prestan escasa atención. Este ángulo ciego se mantiene a pesar de las recientes declaraciones de la presidenta de la Comisión Europea, Ursula von der Leyen, y otras iniciativas anteriores;


	
	12.
	subraya que las empresas familiares constituyen el tipo de empresa más común y que suponen el 70 % del total de empresas en Europa (2). La estructura de propiedad define, en gran medida, cómo y por quién está gestionada una pyme, así como el negocio y la estrategia de inversión de la empresa. No obstante, en general esta perspectiva de la propiedad no está presente en las actuales políticas sobre pymes;


	
	13.
	solicita a la Comisión que mantenga y amplíe el respaldo a estudios estadísticos dentro del Programa para la Competitividad de las Empresas y para las Pequeñas y Medianas Empresas (COSME), con el fin de permitir a investigadores y agencias estadísticas captar de forma plena la diversidad de las estructuras de propiedad de las pymes europeas y analizar importantes diferencias internacionales e interregionales; en este sentido, considera necesario asegurar la recogida de datos teniendo en cuenta cuestiones de género;


	
	14.
	destaca que las empresas familiares se concentran de forma desproporcionada en regiones próximas a la media europea en cuanto a producto interior bruto y que estas regiones se enfrentan a la «trampa de la renta intermedia» (3). Según el séptimo informe sobre la cohesión, el crecimiento ha sido más bajo en estas regiones de renta intermedia que en las regiones líderes y las que parten de una posición desfavorecida;


	
	15.
	hace énfasis en que las políticas sobre pymes deberían otorgar una mayor prioridad a implicar a las pymes establecidas y a abordar sus necesidades, incluida la adaptación a las nuevas tecnologías, la transmisión de empresas, la internacionalización, el acceso a la financiación y la profesionalización de la gestión y la presentación de informes. Deberían emplearse las ventanillas únicas existentes, muy implantadas en los ecosistemas regionales, como puntos de acceso para prestar servicios a las pymes accesibles en el ámbito local, incluido el asesoramiento sobre gran variedad de programas, medidas e instrumentos de financiación procedentes del ámbito regional, nacional y de la UE;


	
	16.
	aboga por invertir en unos ecosistemas regionales fuertes —en particular a través de inversiones interregionales en innovación— para mantener una conexión sólida a nivel europeo mediante el intercambio internacional de conocimientos entre las pymes y entre los gobiernos regionales, en particular a través de inversiones interregionales en innovación; celebra las estrategias de especialización inteligente como la plataforma de especialización inteligente (S3), la Iniciativa Vanguard y varios proyectos de colaboración entre las Regiones Emprendedoras Europeas, que han demostrado su valía y merecen seguir recibiendo apoyo, incluyendo el establecimiento de un marco de financiación específico para su impulso;


Desarrollo de las capacidades en pro de la digitalización y la sostenibilidad
	
	17.
	toma nota del plan de la Comisión de reforzar el Centro europeo de conocimiento sobre la eficiencia de los recursos, así como del plan de designar asesores de sostenibilidad especializados dentro de la Red Europea para las Empresas;


	
	18.
	muestra su inquietud por que estas iniciativas europeas no estén afianzadas dentro de las infraestructuras regionales para las pymes. El apoyo de la Comisión a la densa red formada por no menos de 240 Centros de Innovación Digital constituye una excepción positiva;


	
	19.
	hace hincapié en que las pymes activas en el sector de las TIC pueden ejercer como agentes facilitadores digitales en el ámbito regional y ayudar al grupo cada vez mayor de pymes digitalmente dependientes. DigitalHUB Aachen es un ejemplo de este tipo de iniciativas (4), que abogan por promover la creación de más alianzas de pymes para la inteligencia artificial en cadenas de valor estratégicas;


	
	20.
	insta a las pymes a que sean más eficientes desde el punto de vista energético, reduzcan su consumo energético, aumenten la producción y el uso de energías renovables y adopten un proceso de producción circular a fin de reducir los costes y construir una economía competitiva y sostenible. No obstante, las pymes y las microempresas no deberían asumir una parte desproporcionada de los costes asociados con la transición hacia la sostenibilidad, ni deberían verse expuestas a una competencia desleal de terceros países con normas medioambientales menos estrictas; considera, en este sentido, que debería preverse un mecanismo de ajuste de las emisiones de carbono en frontera para garantizar que no haya competencia desleal por parte de terceros países;


	
	21.
	destaca que la agenda de capital humano para las pymes, incluidos los programas para competencias verdes y digitales, no debería atender únicamente a los trabajadores, sino también a los empresarios, los propietarios y los administradores, y hace un llamamiento para que la Agenda de Capacidades para Europa revisada de la Comisión tenga en cuenta estas inquietudes de forma adecuada. Estos empresarios, propietarios y administradores no solo adoptan decisiones sobre prioridades estratégicas, sino que también diseñan el entorno de aprendizaje dentro de sus empresas;


	
	22.
	propone que la formación tenga lugar en un contexto entre pares con el papel mediador de la infraestructura regional de triple hélice. Es fundamental que los empresarios, los propietarios, los administradores y los empleados de las pymes tengan acceso a programas de aprendizaje permanente en las universidades, las escuelas de formación profesional, otras instituciones de formación profesional y los laboratorios de campo. Una agenda integral de capital humano para las pymes que contemple también aspectos de género puede reforzar tanto a las regiones muy innovadoras como a aquellas que se enfrentan a una fuga de cerebros;


Reducción de la carga normativa y administrativa y mejora del acceso al mercado
	
	23.
	hace un llamamiento a la Comisión para que mejore su prueba de las pymes durante la evaluación de impacto de las normativas propuestas, de acuerdo con el principio de «pensar primero a pequeña escala». Una buena prueba de las pymes incluye un análisis coste-beneficio diferenciado para estas y para las grandes empresas, así como entre las pymes de distintas clases y tamaños, numerosas oportunidades de consulta a las partes interesadas, una cuantificación del impacto y una supervisión rigurosa por parte del Comité de Control Reglamentario;


	
	24.
	acoge favorablemente la iniciativa de la Comisión de desarrollar una norma a escala de la UE para las empresas emergentes (EU Start-up Nations Standard), con la ambición de hacer de Europa el continente más atractivo para las empresas emergentes y en expansión. Al mismo tiempo, destaca la necesidad de hacer participar en esta iniciativa a todos los niveles de gobierno;


	
	25.
	insta a la Comisión a que adopte un planteamiento más favorable a las pymes, con miras a garantizar que las medidas reguladoras sirven de estímulo para la innovación y no obstaculizan sus actividades, como ocurre a menudo cuando estas son de carácter transfronterizo, lo que genera un aumento de la resiliencia y la competitividad, y no una carga adicional, además de costes de conformidad asociados al comercio internacional. A fin de alentar a las pymes para que comiencen a aprovechar las ventajas de los acuerdos de libre comercio, al tiempo que se mantienen sensibles al riesgo de competencia desleal que plantean las exportaciones de terceros países con exigencias medioambientales menos estrictas, es necesario reducir las barreras de formas innovadoras y rentables, por ejemplo mediante herramientas interactivas a través de internet, como la calculadora de normas de origen adaptada a las pymes, o mecanismos que permitan identificar las emisiones de los productos (como el ajuste de carbono en la frontera o la definición de «pasaportes»);


	
	26.
	se congratula por la continuidad de la evaluación de la adecuación de la reglamentación en la Plataforma «Preparados para el futuro». No obstante, es necesario mejorar el papel del Comité de las Regiones y las pymes en comparación con su predecesora, la Plataforma REFIT. Muchas disposiciones reglamentarias que afectan a las pymes se aplican en el ámbito subnacional, y la densidad reguladora, la sobrerregulación y los problemas de proporcionalidad y subsidiariedad son más evidentes en la base de la pirámide; en este sentido, hace hincapié en que la Comisión también se centre en eliminar los obstáculos administrativos en la cooperación transfronteriza, para garantizar que el intercambio de personal entre regiones fronterizas pueda realizarse con facilidad, incluso durante breves períodos de tiempo;


	
	27.
	pide a la Comisión que consulte de forma activa a las pymes y a los grupos de interés que representen una gran variedad de modelos empresariales, incluidas las empresas de la economía social, durante las evaluaciones de impacto y el examen reglamentario de la legislación de la UE. Un entorno regulatorio positivo para el emprendimiento social mejorará la tasa de supervivencia de las empresas emergentes con impacto social, fomentará la innovación social y promoverá la responsabilidad social de las empresas, acercándonos a la realización del Pacto Verde Europeo y de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS);


	
	28.
	considera que reducir las barreras a las pymes asociadas al marco de certificación del Reglamento sobre la Ciberseguridad de la UE, incluidas las normas y las especificaciones técnicas, es una condición necesaria para que las pymes puedan participar en el mercado único digital, así como para una Europa digital innovadora, sostenible e inclusiva que apuesta por la compartición de datos y la confianza digital;


	
	29.
	insta a la Comisión a que garantice la aplicación de las medidas de contratación pública favorables a las pymes propuestas en las Directivas de 2014 sobre contratación pública, incluidos el principio de «dividir o explicar», los requisitos de volumen de negocios reducido y la aplicación de soluciones electrónicas como el documento europeo único de contratación y e-Certis; pide a la Comisión que elabore una hoja de ruta para la realización de su principio de «solo una vez» en el proceso de contratación pública, con el fin de reducir las cargas administrativas y aumentar la transparencia;


	
	30.
	destaca que los entes locales y regionales están trabajando de forma activa para mejorar el acceso de las pymes a la contratación pública, al tiempo que promueven la innovación y dar respuesta a los retos de la sociedad a modo de trampolín. El Ayuntamiento de Valladolid, ganador de un Premio Europeo a la Promoción Empresarial en 2019, ha elaborado una guía para la contratación pública favorable a las pymes, que puede servir de ejemplo (5);


	
	31.
	desea invertir en la colaboración transfronteriza en beneficio de las pymes, incluida la integración de los mercados laborales, las relaciones interempresariales transfronterizas y la cooperación entre gobiernos, instituciones del conocimiento y centros de apoyo a las pymes a ambos lados de la frontera. Se debe asignar un papel especial a los entes locales y regionales en la cooperación transfronteriza, ya que son los que mejor pueden evaluar qué medidas son las más adecuadas para fortalecer la economía local e identificar rápidamente los obstáculos a la cooperación transfronteriza. Deberían contar con el apoyo político de la estrategia para poder actuar con rapidez y facilidad;


	
	32.
	también se propone invertir en la colaboración interregional para las pymes y en la cooperación entre gobiernos, instituciones de conocimiento y centros de apoyo a las pymes en las regiones insulares y ultraperiféricas;


	
	33.
	espera que las transmisiones de empresas se conviertan en un desafío urgente durante los próximos años, dado el envejecimiento de la población de Europa. En Europa Central y Oriental, en concreto, son muchos los empresarios que fundaron su empresa después de 1989 y actualmente están dispuestos a entregar el control a la segunda generación;


	
	34.
	es consciente de los riesgos que implica una sucesión empresarial, por lo que celebra las medidas propuestas por la Comisión relativas a facilitar la transmisión de empresas mediante el desarrollo de un marco para respaldar y promover las transmisiones de empresas dentro de la UE;


Acceso a la financiación
	
	35.
	llama la atención sobre el hecho de que más del 60 % de las pymes no reciben los pagos a tiempo, lo que constituye una de las principales causas de quiebra de estas empresas. Por lo tanto, pide que se aplique de forma adecuada la Directiva sobre morosidad y acoge favorablemente el instrumento de seguimiento y aplicación propuesto. Subraya que las pymes no deberían tener que soportar la carga de los pagos tardíos por parte de grandes empresas y de los gobiernos;


	
	36.
	desea destacar que las agencias de desarrollo regional pueden contribuir al sistema financiero regional, no solo mediante la participación en proyectos de alto riesgo, sino también garantizando la continuidad de las empresas implantadas, incluida su contribución al capital humano de una región. El Grupo del Banco Europeo de Inversiones debería reconocer la repercusión beneficiosa para la sociedad de estas empresas implantadas y dar prioridad a su continuidad con instrumentos de financiación mediante fondos propios;


	
	37.
	celebra la integración de los fondos y la simplificación de los procedimientos en el programa InvestEU. No obstante, insta a que la accesibilidad de las pymes a la financiación no se limite a la ventana especial para estas, sino que también sea una prioridad destacada en las otras tres ventanas;


	
	38.
	muestra su preocupación por los niveles de endeudamiento de las pymes de Europa, especialmente de las pymes ubicadas en mercados aislados y de pequeña dimensión, como es el caso de las regiones insulares y ultraperiféricas. Deben reforzarse las políticas que tienen por objeto mejorar el acceso de las pymes a la financiación mediante fondos propios en todos los niveles de gobierno y, de ese modo, reducir los niveles insostenibles de financiación mediante deuda. La preocupación es aún mayor si se tienen en cuenta que las microempresas carecen de condiciones para acceder a la financiación a través del sistema financiero;


Gobernanza
	
	39.
	hace énfasis en que las estrategias regionales para las pymes son responsabilidad de los gobiernos locales y regionales con arreglo al principio de subsidiariedad;


	
	40.
	toma nota de la mayor firmeza que caracteriza al mandato de la red de representantes para las pymes con vistas a regir las políticas sobre pymes de la UE; hace un llamamiento a los representantes nacionales para que aumenten su interacción con los entes regionales y otros agentes territoriales. Plantea que deberían organizarse intercambios anuales entre el representante de la UE para las pymes y los miembros del CDR con miras a hacer un balance de la aplicación de la Estrategia para las pymes a nivel regional y local;


	
	41.
	destaca que la colaboración, el intercambio de conocimientos y el aprendizaje paneuropeos, transfronterizos e interregionales constituyen elementos importantes de un enfoque europeo coordinado de la aplicación de la política de la UE, que debe ser promovido, facilitado y respaldado por los programas de la UE;


	
	42.
	hace un llamamiento a la Comisión para que mejore la coordinación horizontal de la Estrategia para las pymes y mejore así el impacto de la estrategia sobre la asignación de los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos en el período 2021-2027;


	
	43.
	solicita a la Comisión que se asegure de que un mayor número de pymes se beneficiarán de la financiación de la UE, ya que la financiación de que disponen los programas específicos para pymes, como COSME (2 300 millones EUR en el período 2014-2020), es modesta en comparación con los Fondos Estructurales y de Inversión Europeos (460 000 millones EUR). En programas de gestión directa y compartida, como el FEDER, las regiones consiguen garantizar que el presupuesto se programa para las pymes. Insta a la Comisión a que desarrolle iniciativas y líneas de programa específicas para las pymes en los programas marco, como Horizonte Europa, así como a que facilite el acceso a las pymes a este tipo de programas existentes;


	
	44.
	pone de relieve la importancia crucial de los Fondos EIE para financiar la transición hacia la sostenibilidad y recuerda que el CDR había pedido que el 30 % de toda la financiación de los Fondos Estructurales se asignara a las prioridades del Pacto Verde, en lugar del 25 % previsto hasta ahora;


El camino hacia la recuperación de las pymes de la COVID-19
	
	45.
	destaca que, como consecuencia de las medidas de distanciamiento social en respuesta a la pandemia de la COVID-19, la transición de las pymes hacia la digitalización en igualdad de condiciones cobra incluso una mayor urgencia e importancia para su supervivencia, así como para la competitividad estratégica general de Europa;


	
	46.
	pone de manifiesto la capacidad de reacción de la Comisión Europea durante la pandemia diseñando programas de apoyo a las pymes y para la conservación del empleo, como el sistema SURE. Las pymes del sector agroalimentario, servicios o del turismo, que se encuentran entre las que más han sufrido durante la pandemia, necesitan de mecanismos flexibles que posibiliten su pervivencia una vez finalizada la crisis, dado que el nivel de empleo en Europa está fuertemente ligado a la pervivencia de las mismas;


	
	47.
	reconoce las oportunidades de lograr avances significativos en la transición hacia la sostenibilidad derivadas de la reestructuración, teniendo en cuenta el tamaño de las empresas y los sectores afectados por la crisis. Este avance debe contar con el respaldo de incentivos a la inversión dirigidos a las pymes que aprovechen las oportunidades que brindan las tecnologías verdes y los modelos de negocio circular;


	
	48.
	insta a la Comisión a que vigile que el impacto de las medidas de apoyo de emergencia no socava sus aspiraciones de establecer la igualdad de condiciones para las pymes. Además, solicita a la Comisión que revise el impacto de la crisis de la COVID-19 en unos niveles de inestabilidad geopolítica ya de por sí elevados; es posible que la disrupción de los flujos comerciales y las cadenas de suministro conduzca a la relocalización de la actividad económica, en particular para infraestructuras sistémicamente importantes como las del sector de los productos sanitarios, y puede ofrecer oportunidades y plantear dificultades tanto a las pymes como a las regiones. Las pymes con problemas de liquidez pueden mostrarse dispuestas a aceptar ofertas de compradores estratégicos, lo que implica un riesgo de interferencia extranjera no deseada en la economía;


	
	49.
	espera que la Comisión actúe con prudencia en aquellos casos en que los intereses de las pymes y la economía europea se vean perjudicados en estos ámbitos, como hizo, por ejemplo, al modificar temporalmente las normas sobre ayudas estatales. Los entes locales y regionales se mantendrán alerta y continuarán intercambiando información entre sí y entre las autoridades superiores, con el fin de compartir el aprendizaje sobre una respuesta proporcional ante esta situación sin precedentes;


	
	50.
	pone de relieve que la Comisión debe mostrar sensibilidad hacia los intereses de las pymes que actualmente carecen de vínculos sólidos con el sistema financiero debido a que principalmente se autofinancian. Algunas de estas empresas están experimentando repentinos problemas de liquidez y necesitan créditos reembolsables o no reembolsables con urgencia por primera vez en toda su existencia. Esto afecta en especial a las microempresas, pero también puede afectar a empresas familiares de mayor tamaño;


	
	51.
	insta a la Comisión a que dé acceso a los entes regionales a la financiación europea dentro del paquete de recuperación para impulsar la recuperación económica. Los entes locales y regionales se encuentran en la mejor de las posiciones para evaluar las necesidades de las pymes en su ajuste a una economía pospandemia, y


	
	52.
	recalca que el objetivo de hacer que las empresas sean más estables y resilientes desde el punto de vista financiero debería seguir siendo una de las principales prioridades de los responsables políticos a todos los niveles, a la vez que advierte de la excesiva dependencia que presentan las medidas propuestas de apoyo a las pymes respecto de los instrumentos de deuda.


Bruselas, 14 de octubre de 2020.

El Presidente del Comité Europeo de las Regiones
Apostolos TZITZIKOSTAS



(1)  Véase el Informe anual sobre las pymes europeas (2019).

(2)  Estudios estadísticos respaldados por el programa COSME han permitido determinar la proporción de empresas familiares del sector no financiero en Dinamarca (60 %), Finlandia (70 %), Países Bajos (71 %) y Polonia (92 %).

(3)  De conformidad con las estadísticas de los Países Bajos, las regiones que presentan mayores concentraciones de empresas familiares se encuentran próximas al promedio europeo de PIB (Eurostat, 2017; CBS, 2017).

(4)  https://aachen.digital/

(5)  https://blogs.ec.europa.eu/promotingenterprise/files/2020/02/2020_PublicPROCUREMENTfosSME-GUIDANCEforCAuthorities.pdf

15.
	18.12.2020   
	ES
	Diario Oficial de la Unión Europea
	C 440/92




Dictamen del Comité Europeo de las Regiones — Una Unión de la igualdad: Estrategia para la Igualdad de Género 2020-2025

(2020/C 440/16)

	Ponente:
	Concepción ANDREU RODRÍGUEZ (ES/PSE), presidenta del Gobierno de La Rioja


	Documento de referencia:
	Informe de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones — Una Unión de la igualdad: Estrategia para la Igualdad de Género 2020-2025

COM(2020) 152 final



	


RECOMENDACIONES POLÍTICAS
EL COMITÉ EUROPEO DE LAS REGIONES

	
	1.
	destaca que el derecho a la igualdad de trato y de oportunidades entre géneros, tal como aparece recogido en el artículo 8 del TFUE y en el pilar europeo de derechos sociales, debe garantizarse y fomentarse en todos los ámbitos;


	
	2.
	acoge favorablemente la Comunicación «Una Unión de la igualdad: Estrategia para la Igualdad de Género 2020-2025» y la visión, los objetivos políticos y las acciones que contiene, considerándola una base muy valiosa para la consecución de avances concretos en materia de igualdad en la Unión Europea;


	
	3.
	celebra la oportunidad del momento de su publicación, coincidente con el vigésimo quinto aniversario de la adopción de la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing, el primer plan de acción universal para avanzar en la igualdad entre mujeres y hombres, cuyas recomendaciones mantienen su vigencia en la actualidad, y por su contribución a alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible, siendo la igualdad de género un elemento esencial de todas las dimensiones de un desarrollo inclusivo y sostenible;


	
	4.
	subraya la importancia de la gobernanza conjunta en la que participen la Unión Europea y los Estados miembros como actores fundamentales, pero insiste en la importancia de incluir y visibilizar a los entes locales y regionales y al tercer sector, por constituir actores protagonistas en la gestión de las políticas que afectan directamente a la ciudadanía. A su vez, la Estrategia remarca la importancia del valor del trabajo conjunto de actores públicos y privados de la Unión europea en este marco de gobernanza;


	
	5.
	demanda que, por sus competencias y por el trabajo que realizan en el desarrollo de las mismas, se reconozca a los gobiernos locales y regionales como socios estratégicos en el diseño, la ejecución y el seguimiento de la Estrategia. Se han de garantizar los recursos necesarios para la aplicación de la Estrategia;


	
	6.
	incide en la importancia de la colaboración con organizaciones de la sociedad civil, organizaciones de mujeres y las generaciones más jóvenes, por su papel relevante en la gestión de las políticas de igualdad;


	
	7.
	por todo ello y, con fin de dar un enfoque con perspectiva de género a las políticas, programas y proyectos, invita a la Comisión a crear un grupo de trabajo interinstitucional que garantice esta gobernanza multinivel con el fin de atender de forma efectiva el trabajo necesario para conseguir una verdadera igualdad de género;


	
	8.
	apoya que se celebren reuniones formales de ministros y ministras de igualdad en el Consejo de la UE, y que el nombre del Consejo EPSCO incluya el término «igualdad», tal y como se refleja en la séptima propuesta de la Declaración del Trío de Presidencias sobre igualdad de género, firmada por Alemania, Portugal y Eslovenia;


	
	9.
	insiste en la importancia de aplicar una perspectiva interseccional, necesaria para involucrar en la ejecución de la Estrategia a las personas en situación de vulnerabilidad y que pueden enfrentarse a discriminaciones múltiples por motivos de discapacidad, edad, origen étnico, orientación sexual, religión, creencia o identidad de género, haciendo una especial mención a colectivos vulnerables como el de las mujeres migrantes o el de las personas LGTBI, entre otros. Por ello, solicita a la Comisión Europea que desarrolle, en mayor medida, este enfoque interseccional y elabore un guía de orientaciones para facilitar la aplicación del mismo en la planificación, gestión y evaluación de las políticas públicas;


	
	10.
	destaca la necesidad de combinar acciones interseccionales con acciones positivas en ámbitos sectoriales porque solo así se consigue avanzar en el enfoque integral y efectivo de la perspectiva de género en la gestión de las políticas públicas. Para ello insiste en la importancia clave de contar con personal cualificado o experto en género y de la promoción de una formación específica y permanente en género en todos los ámbitos en los que se tomen decisiones o se gestionen políticas públicas;


	
	11.
	coincide en que las estrategias inclusivas y diversas tanto en el sector público como en el sector privado son importantes para abordar mejor los complejos desafíos y situaciones vitales a los que se enfrentan las mujeres en toda su diversidad. Por otra parte, deben garantizarse un mayor liderazgo y participación de las mujeres en todos los procesos de toma de decisiones;


	
	12.
	recuerda que la Estrategia fue elaborada y publicada con anterioridad a la irrupción de la crisis de salud pública de la COVID-19, cuya recuperación marcará el futuro de las políticas de la Unión. Por consiguiente, urge a que se mantenga la igualdad como una prioridad y se integre la perspectiva de género tanto en la toma de decisiones y medidas de respuesta a la pandemia, como en las iniciativas que marcarán la recuperación económica y social. Destaca la reevaluación, motivada por la crisis, del ámbito sociosanitario como sector estratégico y de importancia sistémica de nuestras sociedades, así como la necesidad de evidenciar los importantes desequilibrios de género y edad que existen en este sector. Indica, además, que la crisis de la COVID-19 no ha hecho más que ahondar, aún más, en las desigualdades ya existentes entre géneros, y aboga por una recuperación igualitaria e integradora;


Ni violencia ni estereotipos
	
	13.
	celebra que la Comisión Europea reconozca que acabar con la violencia de género es uno de los mayores retos de nuestras sociedades e insta a la ratificación del Convenio de Estambul por parte de todos los Estados miembros de la UE como un compromiso fundamental para combatir, prevenir y perseguir la violencia contra las mujeres;


	
	14.
	alienta, junto con la Comisión, a los Estados miembros a ratificar el Convenio n.o 190 sobre la eliminación de la violencia y el acoso en el mundo del trabajo de la Organización Internacional del Trabajo;


	
	15.
	insta a la Comisión Europea a incorporar todas las formas de violencia contra las mujeres y las niñas entre los «eurodelitos» del artículo 83 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, y a profundizar en la problemática de la violencia de género en la Estrategia de derechos de las víctimas que presentará en 2020, atendiendo a las mujeres en situación de vulnerabilidad. A tal fin se propone para ello la aprobación de protocolos de cooperación policial y judicial en el seno de la Unión;


	
	16.
	invita a la Comisión a adoptar medidas legislativas, dirigidas a prevenir y luchar contra la violencia hacia las mujeres, jóvenes y niñas, que sean coherentes y complementarias a la legislación de la UE e internacional, y que aborden todas las formas de violencia, incluidas la violencia en línea, que corre el riesgo de normalizarse entre los más jóvenes, y la violencia relacionada con cuestiones de honor;


	
	17.
	apoya a la Comisión Europea en la necesidad de emitir una Recomendación sobre la prevención de prácticas nocivas —como la mutilación genital o el matrimonio forzoso, entre otras— en la que se ponga de manifiesto la necesidad de medidas preventivas y educativas efectivas para todas las edades y sectores de la sociedad, se fortalezcan los servicios públicos y el desarrollo de capacidades de los profesionales y el acceso a la justicia centrado en las víctimas;


	
	18.
	solicita que se involucre de manera estructurada a los entes regionales y locales en la red de la Unión Europea sobre la prevención de la violencia de género y la violencia doméstica que se pondrá en marcha en el ámbito de la Estrategia para el intercambio de buenas prácticas y la financiación de medidas de formación y desarrollo de capacidades y de servicios de apoyo; las acciones de prevención de la violencia centradas en los hombres, los niños y la masculinidad revestirán una importancia fundamental;


	
	19.
	señala que las situaciones de confinamiento a raíz de la crisis de la COVID-19 han aumentado los casos conocidos de violencia de género. Insiste, en este sentido, en la necesidad urgente de reforzar las medidas relevantes de atención y respuesta eficaz a los casos de violencia de género, dotando de recursos a los entes locales y regionales por encontrarse en la primera línea de lucha contra la pandemia;


	
	20.
	celebra el reconocimiento de los estereotipos de género como una de las causas profundas de la desigualdad de género. Destaca asimismo la necesidad de incluir mayor información sobre medidas y buenas prácticas dirigidas a eliminar estos estereotipos en ámbitos como el educativo —formal e informal—, el laboral o el de comunicación y publicidad. Asimismo, insiste en la necesidad de profundizar, en mayor medida, en la incidencia diferenciada que los distintos motivos de discriminación tienen dentro de estos estereotipos de género. En particular, destaca el papel del sistema educativo y, por lo tanto, de la formación en género del profesorado, como agente determinante de cambio para transformar los valores que sustentan el patriarcado hacia una sociedad con una igualdad de género efectiva;


	
	21.
	destaca el papel fundamental que desempeñan todas las personas de todas las edades y, en especial, la juventud, como agentes de cambio responsable y activo en el respeto de la igualdad de género en los ámbitos profesional, familiar y personal. En esta línea, los entes locales y regionales adquieren un papel fundamental a la hora de fomentar la sensibilización, formación y educación;


	
	22.
	solicita que se involucre a los entes locales y regionales en el diseño y la puesta en marcha de la campaña de sensibilización y comunicación a escala europea necesaria para combatir los estereotipos de género, e incide en la necesidad de prestar especial atención a la juventud, por ser uno de los sectores fundamentales del cambio;


	
	23.
	alerta de la necesidad que existe en el ámbito de la salud y los derechos sexuales y reproductivos no solo de realizar estudios con perspectiva de género sino también de lo importantes que son el intercambio de buenas prácticas, el acceso universal a servicios de planificación familiar, salud sexual y reproductiva o el desarrollo de medidas de información y educación sobre la materia sin juicios de valor y con un enfoque positivo e inclusivo;


Prosperar en una economía con igualdad de género
	
	24.
	destaca la necesidad de luchar contra la segregación vertical y horizontal que existe entre mujeres y hombres, dado que los trabajos más precarios y peor remunerados están altamente feminizados, incidiendo especialmente en la existencia clara de la brecha salarial y la brecha en las pensiones. Además, es necesario garantizar avances positivos en la vida laboral también por lo que respecta a las minorías de género;


	
	25.
	espera con expectación la próxima propuesta de la Comisión en materia de transparencia salarial, que debería contribuir a detectar y, posteriormente, eliminar la brecha salarial de género y, en última instancia, la brecha de pensiones. Aun siendo la fijación de salarios una competencia nacional, el principio de igualdad de remuneración por trabajo de igual valor debe aplicarse plenamente, mediante medidas que aborden las cláusulas de secreto salarial, las auditorías salariales anuales y el derecho de los trabajadores y trabajadoras a solicitar información salarial de género a sus empleadores;


	
	26.
	apoya la demanda que la Comisión hace a los Estados miembros para que transpongan cuanto antes la Directiva relativa a la conciliación de la vida personal y laboral de forma que los hombres y las mujeres puedan prosperar en pie de igualdad tanto a nivel personal como profesional y que sirva para garantizar una corresponsabilidad equitativa y paritaria;


	
	27.
	comparte la necesidad, expresada en la Estrategia, de fomentar un reparto equitativo de los cuidados, tanto remunerados como no remunerados, con el fin de garantizar la independencia económica de las mujeres. Insta a que la Unión Europea revise y desarrolle los objetivos de Barcelona, dotándolos de obligatoriedad, e introduzca objetivos asistenciales más allá de Barcelona (Barcelona +), para tener en cuenta las necesidades de cuidado en sociedades que envejecen y reconocer que el sector de los cuidados se caracteriza por el fuerte predominio de la presencia de mujeres, pero sin una remuneración acorde con su valor social;


	
	28.
	invita a la Comisión Europea a considerar un acuerdo de cuidados para Europa, similar a la Garantía Juvenil, para satisfacer las necesidades de atención dentro de un enfoque basado en derechos, que sitúe los cuidados en el centro de la actividad económica, aumentando la inversión en salud y cuidados, en línea con la Estrategia de la Economía del Bienestar. Invita a la Comisión e insta a los Estados miembros a incorporar lo reclamado por las trabajadoras y trabajadores domésticos en cuanto a condiciones laborales en el Convenio de la OIT n.o 189;


	
	29.
	considera relevante que la Estrategia haga especial referencia a la dimensión territorial y, especialmente a las zonas rurales y despobladas por la especificad de sus territorios. Resalta, además, el papel fundamental que desempeñan las mujeres dentro del mundo rural, como elemento determinante para su vertebración territorial, económica y social. Considera imprescindible reforzar la participación y el liderazgo femenino en los Grupos de Acción Local y en las redes de desarrollo rural. Señala, además, que la oferta de servicios de cuidado y asistencia a los niños y familiares dependientes debe ampliarse, en particular en las zonas rurales;


	
	30.
	celebra que la Estrategia destaque la necesidad de cerrar las brechas de género en el contexto de la transición digital y la innovación, fomentando una mayor participación de mujeres en estudios y empleos del área CTIAM y TIC, e insta a que se aborden también nuevas formas de sexismo en línea y en el trabajo, como las que aparecen en algunos sistemas sesgados de inteligencia artificial. A tal efecto, insiste en la importancia de una codificación sensible al género y pide la participación equitativa de todos los géneros en el diseño, la ejecución, la evaluación y el debate sobre cuestiones éticas y normas de las tecnologías relacionadas con la IA. Coincide en la importancia de multiplicar el número de mujeres en el mundo digital y de la innovación, puesto que son sectores fundamentales de cambio en nuestras sociedades. En esta línea, insiste en la necesidad de garantizar la igualdad en la formación y el aprendizaje permanente sobre el uso adecuado y seguro de las nuevas tecnologías y las redes sociales;


	
	31.
	solicita que, en el ámbito de aplicación de la Directiva relativa a la conciliación de la vida personal y laboral, se analicen con un enfoque de género las dificultades experimentadas por numerosas familias en toda la UE para conciliar el teletrabajo con la carga de cuidados durante la crisis de la COVID-19. Es fundamental estar vigilante ante posibles regulaciones del trabajo telemático o a distancia, para que este no se convierta en un mecanismo que devuelva a las mujeres al ámbito familiar y privado. Señala la especial necesidad de estar pendientes de aquellas situaciones familiares que experimentan mayores dificultades de conciliación, como las familias monoparentales formadas fundamentalmente por mujeres;


	
	32.
	llama la atención sobre el hecho de que, en el conjunto de la Unión Europea, han sido las mujeres las que han realizado trabajos en primera línea durante la pandemia de COVID-19 (personal sanitario, de atención y cuidado infantil y a mayores, trabajo doméstico y comercio, etc.), lo que las ha hecho, a su vez, más vulnerables al contagio. Además, algunas de estas profesiones se encuentran entre las menos valoradas y peor remuneradas de la UE. Por ello, se solicita que el desequilibrio en la representación femenina y masculina en aquellos empleos que se han mostrado esenciales durante la emergencia de la pandemia, especialmente en lo que se refiere a los cuidados, se tenga en cuenta en las medidas para combatir el desempleo y la precariedad. Tampoco conviene olvidar que muchas de las profesiones centradas en cuidados y en el hogar son desempeñadas por mujeres migrantes, afectadas por un doble sesgo; es necesario dar una perspectiva de género a los planes de recuperación y apoyar a las mujeres empresarias y a sus proyectos empresariales, así como a las mujeres directivas, enfatizando el sobresfuerzo ocasionado por el teletrabajo;


	
	33.
	pide a la Comisión Europea que analice y aborde el impacto a corto y largo plazo de la COVID19 en la igualdad entre géneros. Las mujeres y los hombres han experimentado la pandemia de manera distinta. Es muy necesario disponer de datos desagregados por sexo para comprender plenamente en qué modo ha afectado el virus a las mujeres y a los hombres. Esto es aplicable no solo para quienes se han visto afectados por la enfermedad o quienes han afrontado la crisis sanitaria en primera línea, sino también por lo que respecta a la economía, la educación, el reparto de las tareas asistenciales y la violencia doméstica;


Igualdad en la toma de decisiones
	
	34.
	conviene resaltar la menor participación de las mujeres en los puestos de toma de decisiones; y destaca el hecho de que únicamente tienen representación femenina el 15 % de las alcaldías, el 21 % de las presidencias regionales, el 35 % de los parlamentos regionales y el 23 % (1) de los miembros del Comité de las Regiones. Lamenta que dichos datos no se mencionen en la Estrategia porque permiten visibilizar la brecha existente en este ámbito regional y local;


	
	35.
	pide a la Comisión Europea que solicite a los Estados miembros la organización y el apoyo a iniciativas de empoderamiento femenino de cara a la celebración de elecciones locales y regionales, para superar la discriminación y los obstáculos que enfrentan las mujeres en estos procesos, incluidos los estereotipos y normas sociales que comportan un menosprecio del liderazgo femenino respecto al masculino. Asimismo, es esencial apoyar las candidaturas de mujeres en las elecciones municipales y regionales;


	
	36.
	recuerda la necesidad de abordar de manera específica el problema de la violencia ejercida contra las mujeres políticas elegidas democráticamente y las personalidades públicas femeninas, incluyendo la intimidación en línea a través de redes sociales, un factor que impacta e influye en la capacidad de las mujeres para participar en condiciones de igualdad en la política y en la vida pública;


	
	37.
	solicita que las instituciones europeas, y entre ellas el Comité de las Regiones, adopten códigos de conducta que favorezcan la participación en términos de igualdad de mujeres y hombres en su composición y puestos de liderazgo, siendo el fin último la paridad de género entre los miembros del CDR;


	
	38.
	reconoce la necesidad de que el Comité incluya la adopción y aplicación del Código de conducta entre sus prioridades en los próximos años e insiste en que se lleve a cabo una revisión anual de la aplicación del principio de paridad de género, mediante informes anuales que analicen las medidas adoptadas (garantizando un reparto equitativo en distintos actos e informes). Los resultados deberían comunicarse en el pleno más cercano al Día Internacional de la Mujer;


	
	39.
	solicita la participación de los entes locales y regionales en el Programa de Aprendizaje Mutuo sobre igualdad de género para la promoción de intercambio de buenas prácticas e invita a promover la formación específica en género a todos los niveles y a introducir la figura profesional de agente de igualdad;


	
	40.
	señala que la Plataforma de la UE sobre las Cartas de la Diversidad está fuertemente enfocada al sector privado, por lo que podría abrirse a la participación de los entes locales y regionales para poder contar con ejemplos y buenas prácticas representativos existentes en los distintos niveles y territorios de la Unión. Propone la inclusión de la Carta Europea de Igualdad de mujeres y hombres en la vida local entre las Cartas de la Diversidad;


La perspectiva de género en las políticas y el presupuesto
	
	41.
	comparte que los grandes retos que afronta hoy la Unión Europea tienen una dimensión de género. No obstante, considera que la perspectiva de género no se contempla de manera clara y suficiente ni en las políticas ni en el presupuesto de la Unión Europea;


	
	42.
	insta a que se vincule de forma más clara la Estrategia con las principales prioridades políticas y estrategias de la Unión, en especial, en las transiciones hacia una economía climáticamente neutral, la transformación digital y el reto demográfico. Recuerda que estas prioridades estratégicas de la UE incluyen importantes sesgos de género, cuya eliminación es crucial para poder conseguir el éxito de nuestras sociedades en el camino hacia la descarbonización, la digitalización o la incorporación de la dimensión territorial;


	
	43.
	apoya la aplicación de metodologías de elaboración de presupuestos con perspectiva de género para el próximo marco financiero plurianual 2021-2027. Deberían revisarse las disposiciones de financiación a nivel de la Unión para lograr las metas y objetivos de la Estrategia, e incorporar a todos los programas financieros un objetivo concreto de igualdad de género, así como un mecanismo de condicionalidad que garantice la igualdad a través del establecimiento de objetivos y estrategias de género para el acceso a la financiación. Destaca, en este sentido, el potencial que tienen el Semestre Europeo y el Informe sobre el Estado de Derecho para supervisar los desafíos en materia de igualdad de género, a través de las recomendaciones específicas por país y mediante la integración de medidas específicas en los Programas Nacionales de Reforma y en los Programas Nacionales de Reconstrucción y Resiliencia;


	
	44.
	defiende la necesidad de fortalecer el marco de seguimiento de la ejecución de la Estrategia con indicadores eficaces a la hora de medir y evaluar el impacto de género, además de establecer calendarios y medidas de rendición de cuentas. Recuerda la importancia de realizar informes anuales que recojan los progresos en igualdad de Estados miembros, así como las buenas prácticas de los entes locales y regionales. Resalta la necesidad de incorporar indicadores desagregados por sexo e indicadores de género en todas las políticas públicas comunitarias e incluir la internacionalidad para tratar aspectos como la edad, la identidad sexual, el tipo de discapacidad, el estatus migratorio o la dimensión urbano-rural;


	
	45.
	pide que se involucre al Comité de las Regiones en el Grupo de Trabajo para la Igualdad de Género recientemente creado por la Comisión Europea para velar por la integración efectiva de la perspectiva de género en todas las políticas y programas;


	
	46.
	solicita, para el Comité de las Regiones, un rol oficial de apoyo al fortalecimiento de la capacidad del Instituto Europeo de la Igualdad de Género (EIGE) con el fin de mejorar y estandarizar la recopilación y el análisis de datos desagregados por sexo y de indicadores de género, en especial para elementos como la representación de mujeres y hombres en la toma de decisiones a niveles local y regional;


	
	47.
	pide que los Estados miembros y sus entes locales y regionales refuercen la perspectiva de género en los sistemas estadísticos nacionales y regionales para poder tener datos fiables y periódicos de acuerdo no solo con el Instituto Europeo de la Igualdad de Género (EIGE), sino también con Eurostat;


	
	48.
	recuerda que la crisis de la COVID-19 tiene una evidente dimensión de género, por lo que será fundamental que se incorpore una perspectiva de género en el Fondo de Recuperación, mediante evaluaciones de impacto y aplicación de principios de presupuestación con perspectiva de género a todos los Fondos;


Abordar igualdad de género y acciones de empoderamiento de las mujeres en todo el mundo
	
	49.
	recuerda que para erradicar la pobreza es necesario acabar con la desigualdad de género. Ambas desigualdades, económica y de género, están relacionadas y no podemos dejar a nadie atrás. La igualdad de género no solo es concebida en los Objetivos de Desarrollo Sostenible como un objetivo más, sino como un elemento transversal en toda la Agenda de Desarrollo;


	
	50.
	incide en que la Acción Exterior de la UE debe cumplir con sus compromisos legales de promover la igualdad de género y el empoderamiento de las mujeres en sus asociaciones internacionales y en sus políticas comercial, de vecindad y de ampliación, en particular en el contexto de las negociaciones de adhesión, proceso de asociación y en las políticas de asilo y migración. Así se recoge en el artículo 208 del TFUE, en el que se consagra el principio de coherencia de las políticas en favor del desarrollo, que requiere que se tengan en cuenta los ODS, y en el Plan de Acción de la UE sobre igualdad de género y capacitación de las mujeres en la cooperación para el desarrollo;


	
	51.
	pide a la Comisión Europea que evalúe cómo emplear la política comercial de la UE para promover los derechos de la mujer y la participación de las mujeres en la economía más allá de sus fronteras;


	
	52.
	pide a las instituciones de la UE que intensifiquen la cooperación con terceros países para animarles a promulgar leyes nacionales que prohíban la mutilación genital femenina (2);


	
	53.
	pone de relieve el potencial de la cooperación descentralizada para promover un desarrollo democrático y equitativo en todo el mundo, así como la necesidad de cerrar la brecha en la financiación de la igualdad de género en el contexto de la ayuda oficial al desarrollo, y


	
	54.
	pone de manifiesto cómo la COVID-19 ha aumentado todas las desigualdades existentes afectando de forma muy directa a niñas, jóvenes y mujeres de los países en desarrollo que se ven afectadas de forma inmediata y directa en la pérdida de sus empleos, reduciendo sus implicaciones en espacios públicos y políticos y asumiendo la responsabilidad de los cuidados familiares y atrapadas en contextos de violencia de género. La Estrategia se muestra como una herramienta necesaria para revertir estos procesos.


Bruselas, 14 de octubre de 2020.

El Presidente del Comité Europeo de las Regiones
Apostolos TZITZIKOSTAS



(1)  Actualizado a 5 de junio 2020.

(2)  Resolución del Parlamento Europeo, de 12 de febrero de 2020, sobre «Una estrategia de la Unión para poner fin a la mutilación genital femenina en el mundo» [2019/2988(RSP)].
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REGLAMENTO (UE) 2020/2094 DEL CONSEJO

de 14 de diciembre de 2020

por el que se establece un Instrumento de Recuperación de la Unión Europea para apoyar la recuperación tras la crisis de la COVID-19

EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA,

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, y en particular su artículo 122,

Vista la propuesta de la Comisión Europea,

Considerando lo siguiente:

	(1)
	Con el objetivo de contener la propagación de la COVID-19, declarada pandemia por la Organización Mundial de la Salud el 11 de marzo de 2020, los Estados miembros han adoptado una serie de medidas sin precedentes.


	(2)
	Las medidas sin precedentes, tomadas en respuesta a la situación excepcional causada por la COVID-19, que escapa al control de los Estados miembros, han provocado perturbaciones mayúsculas de la actividad económica, que se reflejan en un fuerte declive del producto interior bruto y un impacto significativo en el empleo, las condiciones sociales, la pobreza y las desigualdades. En particular, estas medidas han alterado las cadenas de suministro y la producción e impedido acudir al trabajo. Además, la prestación de muchos servicios ha resultado muy difícil o imposible. Al mismo tiempo, la demanda de los consumidores ha disminuido. Numerosas empresas están sufriendo escasez de liquidez, y su solvencia está en riesgo, mientras que los mercados financieros son muy volátiles. Sectores clave como los viajes y el turismo se ven especialmente afectados. En términos más generales, las medidas ya han producido o producirán un grave deterioro de la situación financiera de muchas empresas en la Unión.


	(3)
	La crisis causada por la COVID-19 se ha propagado rápidamente en la Unión y en terceros países. Para 2020 se prevé una fuerte contracción del crecimiento en la Unión. Los riesgos que conlleva la recuperación son muy desiguales en los distintos Estados miembros, lo que aumenta la divergencia entre las economías nacionales. La diferente capacidad presupuestaria de los Estados miembros para prestar apoyo financiero allí donde es más necesario para la recuperación, así como la divergencia entre las medidas de los Estados miembros, ponen en peligro el mercado único, además de la cohesión social y territorial.


	(4)
	Se precisa un conjunto general de medidas para la recuperación económica. Este conjunto de medidas requiere enormes inversiones públicas y privadas para encarrilar a la Unión firmemente en la vía de una recuperación sostenible y resiliente, crear puestos de trabajo de calidad, apoyar la inclusión social y reparar los daños inmediatos provocados por la crisis de la COVID-19, sin dejar de apoyar las prioridades ecológicas y digitales de la Unión.


	(5)
	La situación excepcional causada por la COVID-19, que escapa al control de los Estados miembros, exige un enfoque coherente y unificado a escala de la Unión. Para evitar un mayor deterioro de la economía, el empleo y la cohesión social e impulsar una recuperación sostenible y resiliente de la actividad económica, debe establecerse un programa excepcional y coordinado de apoyo económico y social, con un espíritu de solidaridad entre los Estados miembros, en particular para con aquellos Estados miembros que se hayan visto especialmente afectados.


	(6)
	Dado que el presente Reglamento es una respuesta excepcional a las circunstancias temporales, pero extremas, la ayuda proporcionada solo debe concederse para hacer frente a las consecuencias económicas adversas de la crisis de la COVID-19 o a las necesidades de financiación inmediatas para evitar un rebrote de esta crisis.


	(7)
	El apoyo en el marco del instrumento establecido por el presente Reglamento (en lo sucesivo, «Instrumento») debe centrarse, en particular, en medidas destinadas a restablecer los mercados de trabajo así como los sistemas de servicios de asistencia sanitaria; a revitalizar el potencial de crecimiento sostenible y de empleo con objeto de reforzar la cohesión entre los Estados miembros y sostener su transición hacia una economía ecológica y digital; a ofrecer apoyo a las empresas afectadas por el impacto de la crisis de la COVID-19, en particular a las pequeñas y medianas empresas, y apoyo a la inversión en actividades que resulten esenciales para el fortalecimiento del crecimiento sostenible en la Unión, incluida la inversión financiera directa en empresas; medidas para la investigación y la innovación en respuesta a la crisis de la COVID-19; para la creación de capacidades a nivel de la Unión para mejorar la preparación frente a futuras situaciones de crisis; para el mantenimiento de los esfuerzos para garantizar una transición justa hacia una economía neutra desde el punto de vista climático; y a ayudar a la agricultura y el desarrollo en las zonas rurales para que puedan hacer frente al impacto de la crisis de la COVID-19.


	(8)
	Para garantizar una recuperación sostenible y resiliente en toda la Unión y facilitar la ejecución de la ayuda económica, deben utilizarse los mecanismos de gasto previstos en los programas de la Unión en virtud del marco financiero plurianual. El apoyo en el marco de esos programas se presta en forma de ayuda no reembolsable, préstamos y provisión para garantías presupuestarias. La asignación de recursos financieros debe reflejar la medida en que dichos programas pueden contribuir a los objetivos del Instrumento. Las contribuciones a esos programas en el marco del Instrumento deben estar sujetas al cumplimiento riguroso de los objetivos del Instrumento, que están relacionados con el apoyo a la recuperación tras la crisis de la COVID-19.


	(9)
	Habida cuenta de la naturaleza de las medidas que precisan financiación, una parte de los importes disponibles en el Instrumento debe utilizarse para préstamos a los Estados miembros, mientras que el resto de los importes debe constituir ingresos afectados externos con el objetivo del artículo 21, apartado 5, del Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo (1) (en lo sucesivo, «Reglamento Financiero») que la Unión debe utilizar en forma de ayudas no reembolsables, ayudas a través de instrumentos financieros o la provisión para garantías presupuestarias y gastos conexos. A tal efecto, como parte de las medidas necesarias en virtud del presente Reglamento, procede permitir que el artículo 21, apartado 5, del Reglamento Financiero incluya la afectación con arreglo al presente Reglamento, como acto de base, de una parte de los ingresos contemplados al amparo de la facultad excepcional y temporal prevista en la Decisión del Consejo sobre el sistema de recursos propios de la Unión Europea y por la que se deroga la Decisión 2014/335/UE, Euratom del Consejo (2) (en lo sucesivo, «Decisión sobre recursos propios»).


	(10)
	Si bien el artículo 12, apartado 4, letra c), y el artículo 14, apartado 3, del Reglamento Financiero se aplican a los créditos de compromiso y de pago disponibles en relación con el ingreso afectado externo en virtud del presente Reglamento, a la vista de los plazos establecidos para los diferentes tipos de ayuda, los créditos de compromiso resultantes de dicho ingreso afectado externo no deben prorrogarse automáticamente más allá de sus respectivos plazos, salvo en el caso de los créditos de compromiso necesarios en concepto de asistencia técnica y administrativa para la ejecución de las medidas previstas en el Instrumento.


	(11)
	Los créditos de compromiso para las ayudas no reembolsables deben estar disponibles automáticamente hasta el importe autorizado. La liquidez debe gestionarse de manera efectiva, de modo que los fondos solo se recauden cuando los compromisos jurídicos deban respetarse mediante los correspondientes créditos de pago.


	(12)
	Dada la importancia de utilizar los importes en los primeros años de la aplicación del Instrumento, conviene revisar el progreso realizado en la aplicación del Instrumento y la utilización del apoyo asignado de conformidad con el presente Reglamento. A tal efecto, la Comisión debe elaborar un informe a más tardar el 31 de octubre de 2022.


	(13)
	El artículo 135, apartado 2, del Acuerdo sobre la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica (3) (en lo sucesivo, «Acuerdo de Retirada») establece que las modificaciones de la Decisión 2014/335/UE, Euratom que se adopten en la fecha de entrada en vigor del Acuerdo de Retirada o con posterioridad a ella no se aplican al Reino Unido en la medida en que dichas modificaciones incidan en las obligaciones financieras del Reino Unido. La ayuda en virtud del presente Reglamento y el aumento correspondiente del límite máximo de los recursos propios de la Unión incidirían en las obligaciones financieras del Reino Unido. El artículo 143, apartado 1, del Acuerdo de Retirada limita la responsabilidad del Reino Unido por su cuota en los pasivos financieros contingentes de la Unión a los pasivos financieros contingentes de la Unión derivados de operaciones financieras llevadas a cabo por la Unión antes de la fecha de entrada en vigor del Acuerdo de Retirada. Cualquier pasivo financiero contingente de la Unión derivado del apoyo en virtud del presente Reglamento debe ser posterior a la fecha de entrada en vigor del Acuerdo de Retirada. Por consiguiente, el presente Reglamento no debe aplicarse al Reino Unido ni en su territorio.


HA ADOPTADO EL PRESENTE REGLAMENTO:

Artículo 1

Objeto y ámbito de aplicación

1.   Para apoyar la recuperación tras la crisis de la COVID-19, el presente Reglamento establece el Instrumento de Recuperación de la Unión Europea (en lo sucesivo, «Instrumento»).

2.   El apoyo en el marco del Instrumento financiará en particular las medidas siguientes para hacer frente a las consecuencias económicas adversas de la crisis de la COVID-19 o a las necesidades inmediatas de financiación para evitar un rebrote de dicha crisis:

	a)
	medidas para restablecer el empleo y la creación de puestos de trabajo;


	b)
	medidas en forma de reformas e inversiones para revitalizar el potencial de crecimiento sostenible y de empleo con objeto de reforzar la cohesión entre los Estados miembros y aumentar su resiliencia;


	c)
	medidas para las empresas afectadas por el impacto económico de la crisis de la COVID-19, en particular las que beneficien a las pequeñas y medianas empresas, así como apoyo a la inversión en actividades que son esenciales para el refuerzo del crecimiento sostenible en la Unión, incluida la inversión financiera directa en empresas;


	d)
	medidas para la investigación y la innovación en respuesta a la crisis de la COVID-19;


	e)
	medidas para aumentar el nivel de preparación de la Unión frente a situaciones de crisis y permitir una respuesta rápida y efectiva de la Unión cuando se produzcan emergencias graves, incluidas medidas como el almacenamiento de suministros y material médico esenciales y la adquisición de las infraestructuras necesarias para proporcionar una respuesta rápida a la crisis;


	f)
	medidas para garantizar que una transición justa hacia una economía neutra desde el punto de vista climático no se vea minada por la crisis de la COVID-19;


	g)
	medidas para hacer frente al impacto de la crisis de la COVID-19 en la agricultura y el desarrollo rural.


3.   Las medidas a que se refiere el apartado 2 se aplicarán en el marco de programas específicos de la Unión y de conformidad con los actos pertinentes de la Unión que establezcan normas para dichos programas, respetando plenamente los objetivos del Instrumento. Estas medidas incluirán asistencia técnica y administrativa para su aplicación.

Artículo 2

Financiación del Instrumento y asignación de fondos

1.   El Instrumento se financiará con un importe de hasta 750 000 millones EUR (a precios de 2018) sobre la base de la facultad prevista en el artículo 5 de la Decisión sobre recursos propios.

A efectos de la aplicación de programas específicos de la Unión, el importe a que se refiere el párrafo primero se ajustará con arreglo a un deflactor fijo del 2 % anual. para los créditos de compromiso ese deflactor se aplicará a los tramos anuales.

2.   El importe a que se refiere el apartado 1 se asignará de la siguiente forma:

	a)
	ayuda de hasta 384 400 millones EUR (a precios de 2018) en forma de ayuda no reembolsable y ayuda reembolsable a través de instrumentos financieros, distribuida de la siguiente forma:

i)

hasta 47 500 millones EUR (a precios de 2018) para los programas estructurales y de cohesión del marco financiero plurianual 2014-2020, tal como han sido reforzados hasta 2022, incluido el apoyo a través de los instrumentos financieros,

ii)

hasta 312 500 millones EUR (a precios de 2018) para un programa de financiación de la recuperación y la resiliencia económica y social a través del apoyo a las reformas y las inversiones,

iii)

hasta 1 900 millones EUR (a precios de 2018) para programas relacionados con la protección civil,

iv)

hasta 5 000 millones EUR (a precios de 2018) para programas relacionados con la investigación y la innovación, incluido el apoyo a través de los instrumentos financieros,

v)

hasta 10 000 millones EUR (a precios de 2018) para programas de apoyo a los territorios en su transición hacia una economía neutra desde el punto de vista climático,

vi)

hasta 7 500 millones EUR (a precios de 2018) para el desarrollo de zonas rurales;




	b)
	hasta 360 000 millones EUR (a precios de 2018) en forma de préstamos a los Estados miembros para un programa de financiación de la recuperación y la resiliencia económica y social a través del apoyo a las reformas y las inversiones;


	c)
	hasta 5 600 millones EUR (a precios de 2018) para provisiones para garantías presupuestarias y gastos relacionados para programas destinados a apoyar operaciones de inversión en el ámbito de las políticas internas de la Unión.


Artículo 3

Normas de ejecución del presupuesto

1.   A efectos de lo dispuesto en el artículo 21, apartado 5, del Reglamento Financiero, 384 400 millones EUR (a precios de 2018) del importe citado en el artículo 2, apartado 1, del presente Reglamento constituirán ingresos afectados externos a los programas de la Unión a que se refiere el artículo 2, apartado 2, letra a), del presente Reglamento y 5 600 millones EUR (a precios de 2018) de dicho importe constituirán ingresos afectados externos a los programas de la Unión a que se refiere el artículo 2, apartado 2, letra c), del presente Reglamento.

2.   Un total de 360 000 millones EUR (a precios de 2018) del importe a que se refiere el artículo 2, apartado 1, se utilizará para préstamos a los Estados miembros en el marco de los programas de la Unión previstos en el artículo 2, apartado 2, letra b).

3.   Los créditos de compromiso relativos a la ayuda a los programas de la Unión a que se refiere el artículo 2, apartado 2, letras a) y c), estarán disponibles automáticamente hasta los importes respectivos indicados en dichas letra s), a partir de la fecha de entrada en vigor de la Decisión sobre recursos propios que prevé la facultad a que se refiere el artículo 2, apartado 1, del presente Reglamento.

4.   Se contraerán compromisos jurídicos que den lugar a los gastos en concepto de ayuda a que se hace referencia en el artículo 2, apartado 2, letra a), y, cuando proceda, en el artículo 2, apartado 2, letra c), por la Comisión o por sus agencias ejecutivas a más tardar el 31 de diciembre de 2023. Se contraerán compromisos jurídicos por al menos el 60 % del importe a que se refiere el artículo 2, apartado 2, letra a), a más tardar el 31 de diciembre de 2022.

5.   Las decisiones sobre la concesión de los préstamos contemplados en el artículo 2, apartado 2, letra b), se adoptarán a más tardar el 31 de diciembre de 2023.

6.   Las garantías presupuestarias de la Unión hasta un importe que, de conformidad con la tasa de provisión aplicable establecida en los actos de base respectivos, corresponda a la provisión para garantías presupuestarias a que se refiere el artículo 2, apartado 2, letra c), en función de los perfiles de riesgo de las operaciones de financiación e inversión apoyadas, se concederán únicamente para apoyar operaciones que hayan sido aprobadas por las contrapartes a más tardar el 31 de diciembre de 2023. Los acuerdos de garantía presupuestaria respectivos incluirán disposiciones que requieran que las operaciones financieras que correspondan, como mínimo, al 60 % del importe de dichas garantías presupuestarias sean aprobadas por las contrapartes a más tardar el 31 de diciembre de 2022. Cuando la provisión para garantías presupuestarias se utilice para una ayuda no reembolsable en relación con las operaciones de financiación e inversión contempladas en el artículo 2, apartado 2, letra c), los compromisos jurídicos correspondientes serán contraídos por la Comisión a más tardar el 31 de diciembre de 2023.

7.   Los apartados 4 a 6 del presente artículo no se aplicarán a la asistencia técnica y administrativa a que se refiere el artículo 1, apartado 3.

8.   Los costes derivados de la asistencia técnica y administrativa para la ejecución del Instrumento, tales como actividades de preparación, seguimiento, control, auditoría y evaluación, incluidos los sistemas informáticos institucionales a efectos del presente Reglamento, se financiarán con cargo al presupuesto de la Unión.

9.   Los pagos relacionados con los compromisos jurídicos contraídos, las decisiones adoptadas y las disposiciones relativas a operaciones financieras aprobadas de conformidad con los apartados 4 a 6 del presente artículo se realizarán a más tardar el 31 de diciembre de 2026, con la excepción de la asistencia técnica y administrativa a que se refiere el artículo 1, apartado 3, y de los casos en los que, de manera excepcional, aunque se haya contraído el compromiso jurídico, se haya adoptado la decisión o se haya aprobado la operación en términos que respeten el plazo aplicable en virtud del presente apartado, los pagos posteriores a 2026 sean necesarios para que la Unión pueda cumplir con sus obligaciones hacia terceros, incluso como consecuencia de una sentencia firme contra la Unión.

Artículo 4

Informes

A más tardar el 31 de octubre de 2022, la Comisión presentará al Consejo un informe sobre los progresos realizados en la aplicación del Instrumento y la utilización del apoyo asignado de conformidad con el artículo 2, apartado 2.

Artículo 5

Aplicabilidad

1.   El presente Reglamento no será aplicable al o en el Reino Unido.

2.   Las referencias a los «Estados miembros» en el presente Reglamento no se entenderán que incluyen al Reino Unido.

Artículo 6

Entrada en vigor

El presente Reglamento entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Unión Europea.

El presente Reglamento será obligatorio en todos sus elementos y directamente aplicable en cada Estado miembro.

Hecho en Bruselas, el 14 de diciembre de 2020.

Por el Consejo
El Presidente
M. ROTH



(1)  Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión, por el que se modifican los Reglamentos (UE) n.o 1296/2013, (UE) n.o 1301/2013, (UE) n.o 1303/2013, (UE) n.o 1304/2013, (UE) n.o 1309/2013, (UE) n.o 1316/2013, (UE) n.o 223/2014 y (UE) n.o 283/2014 y la Decisión n.o 541/2014/UE y por el que se deroga el Reglamento (UE, Euratom) n.o 966/2012 (DO L 193 de 30.7.2018, p. 1).

(2)  Decisión 2014/335/UE, Euratom del Consejo, de 26 de mayo de 2014, sobre el sistema de recursos propios de la Unión Europea (DO L 168 de 7.6.2014, p. 105).

(3)  DO L 29 de 31.1.2020, p. 7.
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Retroceso en los derechos de la mujer y en la igualdad de género en la UE

Resolución del Parlamento Europeo, de 13 de febrero de 2019, sobre la involución en el ámbito de los derechos de la mujer y la igualdad de género en la Unión Europea (2018/2684(RSP))

(2020/C 449/11)

El Parlamento Europeo,

	—
	Vista la pregunta a la Comisión sobre la involución en el ámbito de los derechos de la mujer y la igualdad de género en la Unión Europea (O-000135/2018 — B8-0005/2019),


	—
	Vista la propuesta de Resolución de la Comisión de Derechos de la Mujer e Igualdad de Género,


	—
	Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), en particular sus artículos 8 y 153 (sobre igualdad entre hombres y mujeres), 10 y 19 (sobre la no discriminación) y 6, 9 y 168 (sobre la salud),


	—
	Visto el Tratado de la Unión Europea, en particular sus artículos 2 y 3, por los que se establecen los principios de igualdad entre hombres y mujeres y de no discriminación como valores fundamentales de la Unión,

	—
	Vista la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, en particular sus artículos 21 (sobre la no discriminación), 23 (sobre la igualdad entre mujeres y hombres) y 35 (sobre la protección de la salud),


	—
	Vistos la Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing de septiembre de 1995 y la Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (Conferencia de El Cairo) de septiembre de 1994 con su programa de acción, así como los resultados de sus respectivas conferencias de revisión,


	—
	Visto el Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (CEDH),


	—
	Vista la Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW),


	—
	Visto el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica (Convenio de Estambul),


	—
	Vistas las conclusiones del coloquio anual de 2017 sobre los derechos fundamentales titulado «Derechos de las mujeres en tiempos difíciles», organizado por la Comisión,


	—
	Vistos el artículo 128, apartado 5, y el artículo 123, apartado 2, de su Reglamento interno,


	A.
	Considerando que una involución puede definirse como una resistencia al cambio social progresista, un retroceso en los derechos adquiridos o el mantenimiento de un status quo no igualitario, y que resulta especialmente preocupante la involución de los derechos de la mujer y de la igualdad de género; que tal resistencia puede ejercerse con independencia del contexto social o la edad, puede ser formal e informal, y puede implicar estrategias activas o pasivas para oponerse a los nuevos avances intentando modificar leyes o políticas que en último término limiten los derechos adquiridos de los ciudadanos; que ello ha ido acompañado de la difusión de noticias falsas y de creencias en estereotipos perjudiciales;


	B.
	Considerando que los derechos de la mujer son derechos humanos;


	C.
	Considerando que el grado de igualdad de género es a menudo indicativo y la primera advertencia del deterioro de la situación de los derechos y valores fundamentales, entre ellos la democracia y el Estado de Derecho, en una determinada sociedad; que los esfuerzos por restringir o menoscabar los derechos de la mujer son con frecuencia el reflejo de un conflicto social más amplio;


	D.
	Considerando que, en virtud del Derecho internacional y de los Tratados de la Unión, todos los Estados miembros han contraído obligaciones y deberes al objeto de respetar, garantizar, proteger y observar los derechos fundamentales y de la mujer;


	E.
	Considerando que la igualdad entre hombres y mujeres es uno de los valores fundamentales de la Unión; que el derecho a la igualdad de trato y la no discriminación es un derecho fundamental consagrado en los Tratados y debe aplicarse en la legislación, en la práctica, en la jurisprudencia y en la vida cotidiana;


	F.
	Considerando que, de conformidad con el artículo 8 del TFUE, «la Unión se fijará el objetivo de eliminar las desigualdades entre el hombre y la mujer y promover su igualdad»; que la labor de eliminar tales desigualdades es responsabilidad en primer lugar de los Estados miembros;


	G.
	Considerando que el índice de igualdad de género muestra desigualdades persistentes, con solo una ligera mejora desde 2005 a 2015; que aún se deben incorporar importantes mejoras en todos los Estados miembros con miras a crear sociedades igualitarias desde una perspectiva de género, en las que las mujeres y los hombres estén representados, sean respetados y se sientan seguros por igual en todos los ámbitos de la vida personal y laboral; que todas las personas se benefician de las consecuencias de las políticas de género y que repercuten de manera muy positiva en toda la sociedad; que, si dejamos de avanzar en materia de derechos de la mujer, estaremos involucionando;


	H.
	Considerando que la creación de una política de igualdad debe basarse en el acceso a las mismas oportunidades para las mujeres y los hombres y, al mismo tiempo, debe apoyar a las mujeres y a los hombres en la conciliación entre su trabajo y la vida familiar;


	I.
	Considerando que el avance en materia de igualdad de género y fomento de los derechos de la mujer no es automático ni lineal; que la protección y la promoción de la igualdad de género exigen un esfuerzo constante;


	J.
	Considerando que la discriminación contra la mujer puede adquirir múltiples formas, entre ellas la discriminación estructural, laboral y económica, que puede presentar un carácter larvado y silencioso debido a su ubiquidad;


	K.
	Considerando que en el presente decenio asistimos a una ofensiva visible y organizada a escala mundial y europea contra la igualdad de género y los derechos de las mujeres, también en la Unión, que se manifiesta especialmente en ciertos Estados miembros;


	L.
	Considerando que puede observarse la involución también en el ámbito de la Unión, y que sigue siendo de lamentar el posicionamiento de la Comisión, al principio de la legislatura actual, en contra de proseguir con la estrategia de igualdad de género que había seguido anteriormente;


	M.
	Considerando que los principales objetivos perseguidos con esta ola de resistencia frente a los derechos de la mujer y la igualdad de género parecen ser comunes entre los países y abarcan ámbitos clave del marco institucional y político en relación con la igualdad de género y los derechos de la mujer, como la integración de la perspectiva de género, la protección social y laboral, la educación, la salud sexual y reproductiva y los derechos afines, la prevención y lucha contra la violencia hacia las mujeres y la violencia de género, los derechos de las personas LGBTI+, la presencia de mujeres en los puestos de toma de decisiones políticas, y los espacios de trabajo y una financiación adecuada para las organizaciones y los movimientos de mujeres y de defensa de otros derechos humanos; que algunos activistas y organizaciones que hacen campaña en contra de los derechos humanos aspiran, con sus estrategias, a revocar la legislación vigente en materia de derechos humanos básicos relacionada con: la sexualidad y la reproducción, como el derecho de acceso a métodos anticonceptivos modernos, técnicas de reproducción asistida o abortos seguros; la igualdad de las personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales (LGBTI+); el acceso a la investigación de células madre; y el derecho a cambiar de género o sexo sin temor a consecuencias legales;


	N.
	Considerando que las mujeres se ven especialmente afectadas por el trabajo precario y por varias formas de trabajo atípico; que las tasas de desempleo se dispararon en el periodo 2008-2014 debido a la profunda crisis económica que azotó a toda la Unión y que, en 2014, la tasa de desempleo de las mujeres (10,4 %) todavía era superior a la de los hombres (10,2 %); que la crisis económica ha repercutido sobre toda la Unión, pero en particular sobre las áreas rurales, que están experimentando unos niveles catastróficos de paro, pobreza y despoblación que afectan especialmente a las mujeres;


	O.
	Considerando que las organizaciones y grupos de mujeres y los defensores de los derechos de la mujer han actuado como catalizadores y líderes de los avances legislativos y políticos en la última década en lo que respecta a la evolución y la práctica de los derechos de la mujer; que estas organizaciones están encontrando dificultades significativas para obtener financiación, debido a los criterios restrictivos y las cargas administrativas, así como a un entorno cada vez más hostil que ya no les permite llevar a cabo eficazmente sus funciones de interés público;


	P.
	Considerando que muchos Estados miembros todavía no han ratificado ni incorporado el Convenio de Estambul, y que existen restricciones estatales al acceso a los derechos sexuales y reproductivos dentro de la Unión;


	Q.
	Considerando que durante la primera mitad de 2018 se produjo una oleada en contra del Convenio de Estambul en varios Estados miembros, lo que dio pie a la incitación al odio, en especial contra las personas LGBTI+; que en ningún momento se ha plantado cara a esta reacción ni en el Consejo ni en el Consejo Europeo;


	R.
	Considerando que en 2017 el Consejo de Europa advirtió de que los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres corrían peligro debido a que varios de sus miembros habían intentado restringir la legislación sobre el acceso al aborto y la contracepción; que, en un espíritu similar, el Comité de las Naciones Unidas para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (CEDAW) y el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CRPD) emitieron una declaración conjunta en agosto de 2018 en la que hacían hincapié en que el acceso a un aborto seguro y legal, así como a los servicios y la información conexos, son aspectos fundamentales de la salud reproductiva de las mujeres, e instaban a los países a detener la regresión con respecto a los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres y niñas, pues ello pone en peligro su salud y sus vidas; que el Parlamento ha reconocido que denegar el acceso seguro y legal al aborto es una forma de violencia contra las mujeres;


	S.
	Considerando que, en algunos Estados miembros, las asociaciones que se oponen a los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres reciben el pleno respaldo de determinados gobiernos, respaldo que se manifiesta, en parte, a través de la asignación de fondos públicos, lo que les permite organizar sus acciones a escala internacional y europea de forma coordinada;


	T.
	Considerando que no todos los Estados miembros ofrecen una enseñanza sobre relaciones, sexualidad e igualdad de género conforme a las normas de educación sexual de la Organización Mundial de la Salud y a su plan de acción en materia de salud sexual y reproductiva, lo que equivale a incumplir las directrices internacionales; que la creciente resistencia a esta educación y la estigmatización de quienes participan en ella por parte de determinados movimientos políticos resulta alarmante y que a menudo esta resistencia se debe en numerosos Estados miembros a campañas de desinformación sobre el contenido de la educación sexual que impiden que se lleve a cabo una enseñanza informativa, importante e inclusiva para todos;


	U.
	Considerando que las estructuras patriarcales presentes en todo el mundo desde hace siglos originan la represión de las mujeres y la supresión de sus derechos, y perpetúan las desigualdades de género; que acabar con estas estructuras comportará un conflicto con distintos mecanismos y posiciones de poder en todo el mundo;


	V.
	Considerando que el fomento de la igualdad de género y la inversión en la población femenina redunda en beneficio de toda la sociedad, pues las mujeres que dispongan de recursos económicos suficientes y oportunidades de liderazgo invertirán en la salud, alimentación, educación y bienestar de sus hijos y familias;


	
	1.
	Insta a la Comisión y a los Estados miembros a que mantengan un firme compromiso con la igualdad de género, los derechos de las mujeres y los derechos de las personas LGBTI+, incluidos los derechos de las minorías más vulnerables, y a que den prioridad a estas cuestiones; recuerda a todos los Estados miembros su obligación de defender los derechos de las mujeres y fomentar la igualdad de género; pide que se denuncien de manera generalizada aquellos discursos y medidas que menoscaben los derechos, la autonomía y la emancipación de las mujeres en todos los ámbitos; observa que una manera importante de combatir la involución es fomentando activamente la igualdad de género basada en los derechos e incorporando la perspectiva de género en todos los ámbitos;


	
	2.
	Señala que la naturaleza, la intensidad y los efectos de la involución en el ámbito de los derechos de la mujer han variado de un país a otro y de una región a otra, permaneciendo en algunos casos en el nivel de la retórica y plasmándose, en otros, en medidas e iniciativas concretas; que, no obstante, puede apreciarse en casi todos los Estados miembros; opina que el debate y las opciones políticas también han conformado dicha involución;


	
	3.
	Observa que la independencia de las mujeres mediante la emancipación socioeconómica requiere políticas laborales que contribuyan a luchar contra las desigualdades y la discriminación significativas en el trabajo, promuevan la revalorización de los salarios y la regulación del trabajo y del tiempo de trabajo, combatan y prohíban todas las formas de empleo precario y defiendan el derecho a la negociación colectiva;


	
	4.
	Observa que las más vulnerables a dicha involución son las mujeres pertenecientes a grupos minoritarios, entre ellos, las minorías sexuales y de género y las minorías étnicas y religiosas;


	
	5.
	Hace hincapié en que la igualdad de género no puede lograrse a menos que todas las mujeres, incluidas las pertenecientes a grupos étnicos y religiosos minoritarios que sufren desigualdades interseccionales, disfruten de igualdad de derechos;


	
	6.
	Condena la reinterpretación y reorientación de las políticas de igualdad de género en términos de política familiar y de maternidad que se está produciendo en algunos Estados miembros; señala que está dirigida tan solo a determinados grupos y que su planteamiento no es inclusivo; observa asimismo que esta política no muestra ningún interés por llevar a cabo un cambio estructural sostenible que dé lugar a una mejora sostenible de los derechos de las mujeres y la igualdad de género;


	
	7.
	Pide a los Estados miembros que garanticen la protección y el reconocimiento de los derechos de la mujer y de las personas LGBTI+ como principios igualitarios de la democracia y del Estado de Derecho; considera, no obstante, que consagrar los derechos de la mujer en la legislación no basta para alcanzar la igualdad de género, y que esta no se logrará a menos que los Estados miembros transpongan, adopten y finalmente ejecuten la legislación necesaria para proteger plenamente los derechos de las mujeres; lamenta que la defensa de los derechos de la mujer no se contemple de una forma integral, como un principio rector de todas las políticas públicas nacionales y europeas, acompañado por el presupuesto correspondiente; estima fundamental invertir en la prevención de la involución a través de la educación; pide a la Comisión y a los Estados miembros que sensibilicen en mayor medida a la población acerca de la importancia y los beneficios que supone salvaguardar los derechos de las mujeres y la igualdad de género para la sociedad, así como eliminar los estereotipos de género, y que respalden también el desarrollo y la difusión de investigaciones e información contrastadas en materia de derechos de las mujeres;


	
	8.
	Pide a los Estados miembros que se comprometan con los tratados y convenios internacionales, y con los principios consagrados en sus leyes fundamentales, y que los cumplan, como medio para garantizar el respeto e impulsar los derechos de las minorías y de las mujeres, incluidos la salud sexual y reproductiva y los derechos afines, y la igualdad de género en general;


	
	9.
	Hace hincapié en que la prevención y la lucha contra todas las formas de violencia hacia las mujeres, incluidas las prácticas tradicionales nocivas y la violencia de género, sigue enfrentándose a numerosos desafíos; manifiesta su preocupación ante las distintas formas de violencia que se han intensificado, como la incitación al odio sexista y contra las personas LGBTI, la misoginia y la violencia en línea, incluido el acoso y el acecho, pero también la violencia hacia las mujeres en el entorno laboral, o la derivada de la trata y la prostitución; recuerda que es preciso adoptar medidas para prevenir la violencia de género, proteger a las mujeres y las niñas frente a ella, y llevar ante la justicia a los responsables, garantizando al mismo tiempo que los refugios de mujeres dispongan de financiación, personal y apoyo adecuados; recuerda la importancia fundamental de aplicar la Directiva sobre los derechos de las víctimas, la Directiva sobre la orden europea de protección y la Directiva contra la trata de seres humanos; destaca la necesidad de abordar la falta de datos comparables con miras a informar adecuadamente a los responsables políticos de estas novedades; pide que sigan poniéndose en marcha campañas de sensibilización sobre la lucha contra la violencia de género y doméstica en el nivel de la Unión y de los Estados miembros;


	
	10.
	Pide a sus diputados que demuestren una tolerancia cero frente a la incitación al odio sexista observada durante las sesiones plenarias con la introducción de cambios en el Reglamento interno a fin de incorporar tal prohibición;


	
	11.
	Reitera la demanda de que se implanten en el Parlamento Europeo las medidas más eficaces para luchar contra el acoso sexual a fin de alcanzar una igualdad de género real; solicita que se realice una auditoría externa que ponga de manifiesto las mejores normas de funcionamiento a fin de introducir formación obligatoria sobre respeto y dignidad en el trabajo para todo el personal del Parlamento, incluidos los diputados, y que se reorganicen los dos comités competentes en materia de acoso a fin de incluir a expertos independientes y respetar la paridad;


	
	12.
	Considera que la colaboración de los hombres desempeña un papel importante en el fomento de la igualdad de género y la eliminación de la violencia contra las mujeres;


	
	13.
	Condena la campaña en contra del Convenio de Estambul, que combate la violencia contra las mujeres, y su malinterpretación; expresa su preocupación ante el rechazo hacia la norma de tolerancia cero frente a la violencia contra las mujeres y la violencia de género, para la cual existe un fuerte consenso internacional; indica que se está cuestionando la esencia misma de los principios de derechos humanos, igualdad, autonomía y dignidad; pide al Consejo que lleve a término el proceso de ratificación y pleno cumplimiento del Convenio de Estambul por parte de la Unión, y que promueva su ratificación por todos los Estados miembros;


	
	14.
	Observa que la violencia doméstica se considera la forma más extendida de violencia en algunos Estados miembros, y manifiesta su preocupación por el creciente número de mujeres que la sufren;


	
	15.
	Manifiesta su repulsa más enérgica por el aumento de la violencia contra las mujeres, que halla brutal reflejo en el impresionante número de homicidios;


	
	16.
	Observa que las víctimas de la violencia de género, incluida la violencia doméstica, a menudo tienen un acceso limitado a la justicia y a una protección adecuada a pesar de la legislación en materia de lucha contra todas las formas de violencia, y que existen deficiencias en la aplicación y el cumplimiento efectivo de las leyes; pide a los Estados miembros que garanticen que todas las víctimas de la violencia doméstica y de género reciban una asistencia jurídica con perspectiva de género a fin de evitar la revictimización y la impunidad, así como de mejorar el índice de denuncias de estos delitos;


	
	17.
	Señala la preocupante tendencia a la reducción del espacio de la sociedad civil tanto en Europa como en el resto del mundo, así como al aumento de la penalización, burocratización y restricción de la financiación de las organizaciones de derechos fundamentales, incluidos los activistas y organizaciones que luchan por los derechos de la mujer;


	
	18.
	Expresa su firme apoyo y su solidaridad hacia las iniciativas de amplio alcance, en particular las iniciativas de base, en favor de la igualdad de género promovidas por las organizaciones y movimientos de mujeres; subraya la necesidad de un apoyo financiero continuo a fin de garantizar que puedan seguir trabajando; pide, por ello, un aumento de la financiación que aportan los Estados miembros y la Unión a los instrumentos financieros disponibles para estas organizaciones; insiste en que el acceso a estos fondos debe comportar menos burocracia y no estar sujeto a discriminaciones basadas en los objetivos y la actividad de las organizaciones;


	
	19.
	Muestra, por tanto, su preocupación por las noticias sobre los recortes de los recursos disponibles para las organizaciones en defensa de los derechos de las mujeres y los centros de acogida para mujeres en algunos Estados miembros;


	
	20.
	Exhorta a los Estados miembros a que velen por que existan los recursos económicos adecuados para la aplicación de los instrumentos de lucha contra todas las formas de violencia, sobre todo la violencia contra las mujeres;


	
	21.
	Señala la tendencia de algunos Estados miembros a construir un panorama de ONG paralelo formado por organizaciones y personas progubernamentales; destaca la importancia de un panorama de ONG crítico y diverso, tanto para los derechos de las mujeres y la igualdad como para el desarrollo de la sociedad en su conjunto;


	
	22.
	Insta a la Comisión y a los Estados miembros a que revisen sus mecanismos de distribución, seguimiento y evaluación de los fondos, y a que se aseguren de que estos tengan en cuenta la perspectiva de género y se adapten a los problemas a que se enfrentan movimientos y organizaciones concretos, especialmente los pequeños y medianos, en tiempos de involución, y a que utilicen instrumentos como las evaluaciones de impacto de género y la presupuestación de género cuando proceda; pide a la Comisión y a los Estados miembros que aumenten la financiación destinada a la protección y promoción de los derechos de la mujer y la igualdad de género, incluidos la salud sexual y reproductiva y los derechos afines, tanto en la Unión como en el resto del mundo;


	
	23.
	Pide a la Comisión que preste ayuda financiera directa y significativa a las organizaciones de mujeres de aquellos países donde, con carácter sistémico, las organizaciones de la sociedad civil sufren ataques y se ven privadas de fondos, con el fin de garantizar la continuidad de los servicios de protección y apoyo a las mujeres y sus derechos que se hayan visto interrumpidos, y que lleve a cabo un análisis global de la financiación para garantizar que la distribución de los fondos de la Unión por parte de los Estados miembros apoye a organizaciones cuyas actividades y servicios sean no discriminatorios, inclusivos y orientados a los supervivientes y no perpetúen estereotipos de género, roles de género tradicionales o la intolerancia;


	
	24.
	Considera la prostitución una forma grave de violencia y explotación;


	
	25.
	Pide a la Comisión que promueva una evaluación de la situación actual de la prostitución en la Unión, cuyas redes de traficantes se aprovechan del mercado único, y que conceda ayuda económica a los programas que permitan a las víctimas de trata de seres humanos y explotación sexual escapar de la prostitución;


	
	26.
	Pide a la Comisión que en la próxima estrategia de salud pública incluya la promoción y la mejora de la salud sexual y reproductiva y de los derechos afines;


	
	27.
	Pide a los Estados miembros que detengan y reviertan los recortes que afectan a los programas de igualdad de género, a los servicios públicos y, en particular, a la prestación de servicios de salud sexual y reproductiva;


	
	28.
	Lamenta que en algunos Estados miembros la duración del permiso de maternidad esté sujeta a la economía, y no tenga en cuenta los aspectos sociales y de salud tanto de las mujeres como de los niños; recuerda que la protección de los derechos de maternidad, paternidad y parentales va acompañada de la protección de los derechos laborales y de la seguridad en el empleo;


	
	29.
	Recuerda que garantizar la igualdad de género y reducir la brecha de salarios y pensiones entre hombres y mujeres conlleva importantes beneficios sociales y económicos para las familias y las sociedades;


	
	30.
	Aboga por iniciativas específicas orientadas al empoderamiento económico de las mujeres y que aborden la segregación por sexos y el acceso de la mujer al mercado laboral, en particular en los ámbitos del emprendimiento femenino, la digitalización y las ciencias, tecnologías, ingenierías y matemáticas (CTIM) al objeto de combatir la brecha digital;


	
	31.
	Destaca la necesidad de dotar a las mujeres de capacidades y medios para participar en la toma de decisiones y el liderazgo con miras a combatir los estereotipos negativos;


	
	32.
	Pide que se realicen esfuerzos reales con miras a eliminar las diferencias salariares entre mujeres y hombres, que influyen negativamente en la posición social y económica de las mujeres; resalta que la defensa y la aplicación activa de la negociación colectiva, la revalorización de los salarios, la prohibición de todas las formas de empleo precario y la regulación de los derechos laborales son cruciales para colmar la brecha salarial entre hombres y mujeres;


	
	33.
	Destaca la necesidad de seguir mejorando la recopilación de datos desglosados por género en ámbitos tales como el empleo informal, la iniciativa empresarial y el acceso a financiación, el acceso a servicios sanitarios, la violencia contra las mujeres y el trabajo no remunerado; hace hincapié en la necesidad de recopilar y utilizar datos y pruebas de calidad para elaborar políticas fundadas y basadas en pruebas;


	
	34.
	Lamenta que, en el Reglamento por el que se establece el marco financiero plurianual para el periodo 2021-2027, no se haya reconocido la presupuestación con perspectiva de género como principio horizontal, y pide al Consejo que modifique urgentemente dicho Reglamento con el fin de reafirmar su compromiso con la igualdad de género; pide a la Comisión y a los Estados miembros que apliquen a la presupuestación un enfoque con perspectiva de género de manera que analice de manera explícita la proporción de fondos públicos que se destina a las mujeres y a la lucha contra la involución en materia de género garantizando que todas las políticas de movilización de recursos y asignación de gastos fomenten la igualdad de género;


	
	35.
	Observa que la integración de la perspectiva de género forma parte de una estrategia general sobre la igualdad de género y destaca, por lo tanto, que el compromiso de las instituciones de la Unión en este ámbito resulta fundamental; lamenta, en este contexto, que la Unión no haya adoptado una estrategia de igualdad de género para 2016-2020, de modo que el Compromiso estratégico para la igualdad entre mujeres y hombres ha quedado reducido a un documento de trabajo; reitera su llamamiento a la Comisión para que adopte una estrategia de la Unión en materia de derechos de la mujer e igualdad de género;


	
	36.
	Insta al Consejo a que desbloquee la directiva destinada a mejorar el equilibrio de género entre los administradores no ejecutivos de las empresas cotizadas (la denominada «Directiva sobre mujeres en los consejos de administración») a fin de abordar el considerable desequilibrio existente entre mujeres y hombres en el ámbito de la toma de decisiones de carácter económico al más alto nivel;


	
	37.
	Insta al Consejo a que desbloquee la directiva relativa a la aplicación del principio de igualdad de trato fuera del mercado laboral entre las personas independientemente de su religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, que tiene por objeto ampliar la protección contra la discriminación mediante un planteamiento horizontal;

	
	38.
	Reitera su petición a la Comisión de que revise la refundición de la Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006 , relativa a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y ocupación (1), y aboga por un seguimiento legislativo adecuado de la Recomendación de la Comisión de 2014 sobre la transparencia en materia de retribución, con el fin de acabar con la persistente brecha salarial;


	
	39.
	Lamenta la interrupción de los trabajos acerca de la Directiva sobre la ampliación del permiso de maternidad;


	
	40.
	Pide a la Comisión que elabore una hoja de ruta coherente y exhaustiva para la consecución de la igualdad de género y la protección de la igualdad de derechos de las mujeres, que comprenda la eliminación de todas las formas de violencia contra estas;


	
	41.
	Pide a la Comisión que realice un estrecho seguimiento de la promoción y situación de la igualdad de género en los Estados miembros más afectados, con especial atención al marco institucional, estratégico y legislativo;


	
	42.
	Manifiesta su preocupación por el hecho de que los opositores de los derechos reproductivos y de la autonomía de las mujeres han tenido una gran influencia en la política y el Derecho nacional, en especial en algunos Estados miembros, buscando debilitar la salud sexual y reproductiva y los derechos afines de las mujeres, en concreto en cuanto al acceso a la planificación familiar y la contracepción, e intentando restringir o eliminar el derecho a la interrupción voluntaria del embarazo; reitera la necesidad de adoptar políticas tendentes a proteger la maternidad y la paternidad, garantizando una protección laboral y social sólida, así como políticas que garanticen las infraestructuras de apoyo familiar, centros preescolares y la atención a domicilio de personas enfermas o de edad avanzada;


	
	43.
	Critica que se manipule el feminismo y la lucha por los derechos de las mujeres con el fin de incitar al racismo;


	
	44.
	Recomienda que los Estados miembros velen por ofrecer una educación sobre sexualidad y relaciones a todos los jóvenes; considera que las estrategias educativas más amplias son un instrumento clave para prevenir todas las formas de violencia, en particular la de género, especialmente en la adolescencia;


	
	45.
	Encarga a su presidente que transmita la presente Resolución a la Comisión y al Consejo.




(1)  DO L 204 de 26.7.2006, p. 23.
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Resolución del Parlamento Europeo, de 12 de febrero de 2019, sobre la aplicación de la Directiva sobre asistencia sanitaria transfronteriza (2018/2108(INI))

(2020/C 449/08)

El Parlamento Europeo,

	—
	Vista la Directiva 2011/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de marzo de 2011, relativa a la aplicación de los derechos de los pacientes en la asistencia sanitaria transfronteriza (1),


	—
	Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), y en particular sus artículos 114 y 168,


	—
	Visto el Reglamento (CE) n.o 883/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social (2),


	—
	Visto el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, y por la que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos) (3),


	—
	Vistas las Conclusiones del Consejo, de 6 de junio de 2011, tituladas «Hacia unos sistemas sanitarios modernos, reactivos y sostenibles» (4),


	—
	Vistos los programas de salud plurianuales para los periodos 2003-2008 (5), 2008-2013 (6) y 2014-2020 (7) respectivamente,


	—
	Vistos los informes de la Comisión, de 4 de septiembre de 2015 y de 21 de septiembre de 2018, sobre el funcionamiento de la Directiva sobre asistencia sanitaria transfronteriza (COM(2015)0421 y COM(2018)0651),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 25 de abril de 2018, «relativa a la consecución de la transformación digital de la sanidad y los servicios asistenciales en el Mercado Único Digital, la capacitación de los ciudadanos y la creación de una sociedad más saludable» (COM(2018)0233),


	—
	Visto el informe de la Comisión, de 18 de julio de 2018, sobre los datos de los Estados miembros relativos a la asistencia sanitaria transfronteriza durante 2016 (8),


	—
	Vista la Decisión de Ejecución n.o 2011/890/UE de la Comisión, de 22 de diciembre de 2011, por la que se establecen las normas del establecimiento, gestión y funcionamiento de la red de autoridades nacionales responsables en materia de salud electrónica (9),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 6 de mayo de 2015, titulada «Una Estrategia para el Mercado Único Digital de Europa» (COM(2015)0192),


	—
	Visto el Plan de acción sobre la salud electrónica 2012-2020, y en particular su dimensión transfronteriza explícita (COM(2012)0736),


	—
	Vista la evaluación intermedia de la Comisión del Plan de acción sobre la salud electrónica 2012-2020 (COM(2017)0586),


	—
	Vistas la Comunicación de la Comisión, de 11 de noviembre de 2008, sobre las enfermedades raras (COM(2008)0679) y la Recomendación del Consejo, de 8 de junio de 2009, relativa a una acción en el ámbito de las enfermedades raras (10),


	—
	Visto el informe de ejecución de la Comisión, de 5 de septiembre de 2014, de su Comunicación sobre enfermedades raras (COM(2014)0548),


	—
	Vistas las Recomendaciones sobre las Redes Europeas de Referencia para Enfermedades Raras del Comité de Expertos de la Unión Europea en Enfermedades Raras (EUCERD), de 31 de enero de 2013, y su adenda de 10 de junio de 2015,


	—
	Visto el documento informativo del Tribunal de Cuentas, de mayo de 2018, sobre la asistencia sanitaria transfronteriza en la Unión (11),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 20 de septiembre de 2017, titulada «Impulsar el crecimiento y la cohesión en las regiones fronterizas de la UE» (COM(2017)0534),


	—
	Vista la proclamación interinstitucional sobre el pilar europeo de derechos sociales (12),


	—
	Vistos el artículo 52 de su Reglamento interno, así como el artículo 1, apartado 1, letra e), y el anexo 3 de la Decisión de la Conferencia de Presidentes, de 12 de diciembre de 2002, sobre el procedimiento de autorización para la elaboración de informes de propia iniciativa,


	—
	Vistos el informe de la Comisión de Medio Ambiente, Salud Pública y Seguridad Alimentaria y la opinión de la Comisión de Mercado Interior y Protección del Consumidor (A8-0046/2019),


	A.
	Considerando que unos sistemas sanitarios de la Unión y sus Estados miembros asequibles para todos son fundamentales para garantizar un alto nivel de salud pública, protección social, cohesión social y justicia social, preservando y garantizando el acceso universal, y considerando que la calidad de vida de los pacientes se reconoce como un componente importante de la evaluación de la rentabilidad de la asistencia sanitaria;


	B.
	Considerando que la Directiva 2011/24/UE (en adelante «la directiva»), de conformidad con el artículo 168, apartado 7, del TFUE, respeta la libertad de cada Estado miembro de adoptar las decisiones que considere apropiadas en materia de asistencia sanitaria y no interfiere en las decisiones fundamentales de carácter ético de las autoridades competentes de los Estados miembros ni las cuestiona; considerando que existen diferencias en los servicios que ofrecen los distintos Estados miembros, así como en su forma de financiación; considerando que la directiva ofrece a los ciudadanos europeos otras opciones sanitarias además de las disponibles en su propio país;


	C.
	Considerando que la salud puede ser considerada un derecho fundamental con arreglo al artículo 2 (sobre el derecho a la vida) y al artículo 35 (sobre la protección de la salud) de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea;


	D.
	Considerando que los sistemas sanitarios de la Unión se enfrentan a problemas causados por el envejecimiento de la población, las limitaciones presupuestarias, la mayor incidencia de enfermedades crónicas y raras, los problemas a la hora de garantizar una asistencia sanitaria básica en las zonas rurales y el alto precio de los medicamentos; que los Estados miembros son los encargados de elaborar, actualizar e intercambiar información a través de las fronteras sobre un catálogo actualizado de los medicamentos poco abundantes para garantizar la disponibilidad de los medicamentos esenciales;


	E.
	Considerando que, a veces, la asistencia sanitaria que necesita un ciudadano puede ofrecerse mejor en otro Estado miembro por encontrarse más cerca el centro sanitario, por su facilidad de acceso o por estar más especializado, o debido a la falta de capacidad, como la escasez de medicamentos esenciales, en el Estado miembro propio;


	F.
	Considerando que los resultados del informe sobre la aplicación de la directiva muestran que, en 2015, no todos los Estados miembros aplicaron por completo o correctamente la directiva;


	G.
	Considerando que el sector de la salud es una parte vital de la economía de la Unión, pues representa el 10 % de su PIB, cifra que podría alcanzar el 12,6 % en 2060 como consecuencia de factores socioeconómicos;


	H.
	Considerando que, de conformidad con el artículo 20 de la directiva, la Comisión tiene la obligación de presentar un informe de ejecución sobre la aplicación de la directiva cada tres años; Considerando que la Comisión debe evaluar constantemente y presentar de forma regular información sobre los flujos de pacientes, sobre las dimensiones administrativa, social y financiera de la movilidad de los pacientes y sobre el funcionamiento de las redes europeas de referencia (RER) y de los puntos nacionales de contacto;


	I.
	Considerando que, de acuerdo con el informe de la Comisión, de 21 de septiembre de 2018, sobre la aplicación de la directiva, a los pacientes les sigue resultando difícil averiguar cómo ejercer sus derechos con respecto a la asistencia sanitaria transfronteriza; que se necesita más claridad y transparencia sobre las condiciones en las que operan los proveedores de asistencia sanitaria a fin de garantizar una movilidad de los pacientes segura;


	J.
	Considerando que en la Comunicación de la Comisión sobre sanidad electrónica de 25 de abril de 2018 se observa que los sistemas de salud y asistencia sanitaria requieren reformas y soluciones innovadoras para volverse más resistentes, accesibles y eficaces; que, por lo tanto, el uso de nuevas tecnologías y herramientas digitales debe reforzarse para mejorar la calidad y sostenibilidad de los servicios de asistencia sanitaria;


	K.
	Considerando que la directiva ofrece una base jurídica clara para la cooperación y la colaboración europeas en relación con la evaluación de las tecnologías sanitarias, la salud electrónica, las enfermedades raras y las normas de seguridad y calidad de los servicios y productos sanitarios;


	L.
	Considerando que los ciudadanos de la Unión tienen derecho a acceder a una atención especializada en su propio Estado miembro; considerando, sin embargo, que el número de pacientes que hacen uso de su derecho a la asistencia transfronteriza como prevé la directiva, por ejemplo a pruebas médicas preventivas, exámenes y controles sanitarios, está aumentando aunque muy lentamente;


	M.
	Considerando que los programas de vacunas quedan excluidos de la directiva, pese a ser una de las políticas más efectivas de la Unión, y teniendo en cuenta las dificultades que experimentan los pacientes en determinados Estados miembros para acceder a las mismas;


	N.
	Considerando que no todos los Estados miembros han podido suministrar datos o información sobre los pacientes que viajan al extranjero, y que la recogida de datos no siempre es comparable de un Estado miembro a otro;


	O.
	Considerando que el 83 % de las personas encuestadas en una consulta reciente de la Comisión respaldaron la divulgación de datos médicos con el fin de llevar a cabo investigaciones y mejorar el estado de salud de los pacientes (13); considerando que cualquier integración futura de los sistemas sanitarios debe garantizar, desde el punto de vista digital, que los sistemas sanitarios y los pacientes sean los custodios últimos y gestores de esta información con el fin de garantizar la equidad, sostenibilidad y seguridad de cara a los pacientes;


	P.
	Considerando que la movilidad de los pacientes en la Unión contemplada en el ámbito de aplicación de la directiva sigue siendo relativamente baja y no ha tenido un impacto presupuestario significativo en la sostenibilidad de los sistemas nacionales de salud;


	Q.
	Considerando que los Estados miembros son responsables de facilitar el acceso a la asistencia sanitaria que necesitan las personas y de garantizar el reembolso de todos los gastos correspondientes; considerando que los servicios sanitarios nacionales de los Estados miembros son responsables de fijar los criterios que permiten a los ciudadanos recibir asistencia sanitaria en otro Estado miembro; considerando que, en un número considerable de Estados miembros, los obstáculos que encuentran los pacientes a la hora de hacer frente a los sistemas sanitarios siguen siendo importantes; considerando que las cargas administrativas podrían dar lugar a retrasos en los reembolsos; considerando que esto no hace sino agravar la fragmentación a la hora de acceder a los servicios, por lo que debe mejorarse la situación mediante la coordinación entre los Estados miembros;


	R.
	Considerando que la tarjeta sanitaria europea (TSE) está regulada por el Reglamento sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social, y que su aplicación varía considerablemente de un Estado miembro a otro; considerando que una aplicación uniforme de la TSE y una mayor coordinación entre los Estados miembros es esencial para reducir las cargas administrativas existentes y garantizar un reembolso rápido y no discriminatorio de los pacientes, al tiempo que se garantiza la libertad de circulación de los ciudadanos de la Unión;


	S.
	Considerando que los pacientes todavía se enfrentan a dificultades prácticas y jurídicas al usar recetas médicas en los Estados miembros;


	T.
	Considerando que el papel de los puntos nacionales de contacto es garantizar que los pacientes reciban la información correcta para tomar sus decisiones con conocimiento de causa;


	U.
	Considerando que los ciudadanos aún desconocen en gran medida la existencia de los puntos nacionales de contacto, lo que influye en su eficacia; considerando que la eficiencia y la capacidad de acercamiento de los puntos nacionales de contacto dependen del apoyo que reciben tanto de la Unión como de los Estados miembros, de los cauces de comunicación, el intercambio de buenas prácticas e información, incluida la información de contacto, y las directrices sobre derivación de pacientes;


	V.
	Considerando que existen grandes diferencias entre los distintos puntos nacionales de contacto por cuanto se refiere al funcionamiento, la accesibilidad, la visibilidad y la asignación de recursos, tanto en términos cualitativos como cuantitativos;


	W.
	Considerando que, según una encuesta del Eurobarómetro de mayo de 2015 (14), los pacientes no están suficientemente informados de sus derechos sanitarios transfronterizos, y que menos del 20 % de los ciudadanos se consideran bien informados;


	X.
	Considerando que la asistencia sanitaria transfronteriza solo será eficaz si los pacientes, los cuidadores, los profesionales sanitarios y otras partes interesadas están bien informados sobre ella y si las normas que la regulan están fácilmente disponibles y accesibles al público;


	Y.
	Considerando que los pacientes, los cuidadores y los profesionales de la salud siguen enfrentándose a un gran vacío de información sobre los derechos de los pacientes en general y sobre los previstos en virtud de la directiva en particular;


	Z.
	Considerando que los profesionales de la salud tratan algunas cuestiones muy sensibles en relación con los pacientes, que requieren una comunicación clara y comprensible; considerando que las barreras lingüísticas podrían obstaculizar la transferencia de información entre los profesionales de la salud y sus pacientes;


	AA.
	Considerando que existe un margen considerable para mejorar y simplificar los procedimientos de reembolso en una serie de Estados miembros, en particular en lo que se refiere a las recetas, los medicamentos huérfanos, los productos farmacéuticos de fórmula magistral y el tratamiento y los procedimientos y la terapia de seguimiento;


	AB.
	Considerando que, en la actualidad, seis Estados miembros además de Noruega no disponen de sistemas de autorización previa, lo que otorga a los pacientes libertad de elección y reduce las cargas administrativas;


	AC.
	Considerando que existe una serie de acuerdos bilaterales entre Estados miembros y regiones vecinos que podrían servir de base para elaborar unas excelentes mejores prácticas con las que seguir desarrollando la asistencia sanitaria transfronteriza a escala de la Unión;


Aplicación
	
	1.
	Acoge con satisfacción las medidas adoptadas por la Comisión para valorar si los Estados miembros han transpuesto la directiva correctamente;


	
	2.
	Toma nota de que la directiva ha contribuido a aclarar las reglas en lo relativo a la asistencia sanitaria transfronteriza y a garantizar el acceso a una asistencia sanitaria transfronteriza segura y de elevada calidad en la Unión, así como al logro de la movilidad de los pacientes de conformidad con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia; lamenta que un importante número de Estados miembros no haya aplicado efectivamente los requisitos para garantizar los derechos de los pacientes; insta, por lo tanto, a los Estados miembros a que garanticen su correcta aplicación, velando por un alto nivel de protección de la salud pública que contribuya a mejorar la salud de los ciudadanos, y respetando en todo momento el principio de la libre circulación de las personas en el mercado interior;


	
	3.
	Pide a la Comisión que continúe con sus informes trienales de evaluación sobre la aplicación de la directiva y que los presente al Parlamento y al Consejo; destaca la importancia de recopilar información, con fines estadísticos, sobre los pacientes que viajan al extranjero para recibir tratamiento y de analizar las razones por las que los pacientes se desplazan de un país a otro; pide asimismo a la Comisión que publique, en la medida de lo posible y con carácter anual, el desglose de los servicios ofrecidos y las cantidades totales desembolsadas por cada Estado miembro en concepto de prestaciones sanitarias trasfronterizas;


	
	4.
	Pide a la Comisión que tenga en cuenta la calidad de vida de los pacientes y los resultados de la atención al paciente en la evaluación de la rentabilidad de la aplicación de la directiva;


	
	5.
	Recuerda a los Estados miembros su compromiso de proporcionar a la Comisión asistencia y toda la información necesaria de que dispongan para que esta pueda llevar a cabo la evaluación y preparar los informes mencionados;


	
	6.
	Pide a la Comisión que establezca orientaciones para la aplicación, especialmente en aquellos ámbitos en los que interactúan la directiva y el Reglamento sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social interactúan, y que garantice una mejor coordinación a este respecto entre todas las partes interesadas pertinentes de las instituciones;


	
	7.
	Subraya que los Estados miembros deben transponer correctamente la directiva a fin de garantizar una alta calidad y el acceso a la asistencia sanitaria transfronteriza para los pacientes, ajustándose plenamente a los plazos de ejecución que marca la legislación; reconoce que cabe introducir mejoras específicas en lo que respecta al acceso a los medicamentos recetados y la continuidad del tratamiento; pide a la Comisión que se estudie la posibilidad de ampliar el ámbito de aplicación de esta directiva a fin de incluir los programas de vacunación;


	
	8.
	Observa con satisfacción el impacto positivo de iniciativas como la TSE, que se expide de forma gratuita y permite a cualquier persona que esté asegurada o cubierta por un régimen obligatorio de seguridad social recibir tratamiento médico en otro Estado miembro de forma gratuita o a un coste reducido; destaca la importancia de una cooperación fructífera entre las instituciones para evitar el uso indebido de la tarjeta sanitaria europea;


	
	9.
	Destaca la necesidad de garantizar la claridad y la transparencia en lo tocante a las condiciones en que los prestadores de asistencia sanitaria desarrollan sus actividades; subraya la importancia de que los profesionales y proveedores de asistencia sanitaria tengan un seguro de responsabilidad civil profesional, tal como se contempla en la directiva así como en la Directiva 2005/36/CE, a fin de mejorar la calidad de los servicios de salud y aumentar la protección de los pacientes;


Financiación
	
	10.
	Recuerda que la financiación de la asistencia sanitaria transfronteriza recae en los Estados Miembros, que reembolsan los costes de acuerdo con la regulación establecida; Recuerda a su vez que la Comisión a través de los programas de salud apoya la cooperación recogida en el capítulo IV de la directiva;


	
	11.
	Manifiesta su gran preocupación, a este respecto, ante la propuesta de reducir la financiación del programa de salud; reitera su llamamiento para que se restablezca el programa de salud como programa sólido independiente con una financiación reforzada en el próximo marco financiero plurianual (MFP 2021-2027) para aplicar los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de Naciones Unidas en materia de salud pública, sistemas sanitarios y problemas relacionados con el medio ambiente y garantizar una política sanitaria ambiciosa centrada en los retos de carácter transfronterizo, incluido, en particular, un notable aumento de los esfuerzos comunes de la Unión en materia de lucha contra el cáncer, de detección temprana, prevención y gestión de las enfermedades crónicas y raras, incluidas las enfermedades genéticas y pandémicas y los cánceres raros, de lucha contra la resistencia microbiana y de garantía de un acceso más sencillo a la asistencia sanitaria transfronteriza;


	
	12.
	Destaca la importancia del Fondo Social Europeo, del Fondo Estructural y de Inversión Europeo dedicado a la salud y del Fondo Europeo de Desarrollo Regional, incluido el programa Interreg, a la hora de mejorar los servicios sanitarios y reducir las desigualdades sanitarias entre regiones y grupos sociales en todos los Estados miembros; pide que los fondos estructurales y de cohesión también se utilicen para mejorar y facilitar la asistencia sanitaria transfronteriza en el próximo MFP;


Movilidad de los pacientes
	
	13.
	Observa que las razones que explican la escasa movilidad de los pacientes son cuatro: a) algunos Estados miembros aplicaron muy tarde la directiva; b) la conciencia de los ciudadanos sobre sus derechos generales al reembolso es extremadamente baja; iii) algunos Estados miembros han levantado determinados obstáculos, como las cargas administrativas, que limitan la asistencia sanitaria transfronteriza; y iv) se carece de información sobre los pacientes que buscan asistencia sanitaria en otro Estado miembro sobre la base de la directiva, o dicha información es incompleta;


	
	14.
	Observa que algunos sistemas de autorización previa parecen indebidamente farragosos y/o restrictivos si se tiene en cuenta el número de solicitudes presentadas cada año; pide a la Comisión que prosiga con los diálogos estructurados con los Estados miembros, aportando mayor claridad en relación con los requisitos de autorización previa, así como las condiciones de reembolso que llevan aparejadas;


	
	15.
	Pide a la Comisión Europea que desarrolle directrices para los Estados miembros a fin de permitir que los ciudadanos, caso de instaurarse la autorización previa, comparen los tratamientos en el extranjero con el tratamiento disponible en su propio Estado miembro, tomando la rentabilidad para los pacientes como principio rector;


	
	16.
	Recuerda a los Estados miembros que cualquier limitación a la aplicación de la directiva, como los requisitos de autorización previa o las limitaciones al reembolso, debe ser necesaria y proporcionada, y no dar lugar a una discriminación arbitraria o social, no debe imponer trabas injustificadas a la libre circulación de pacientes y servicios ni suponer una sobrecarga excesiva para los sistemas nacionales de salud pública; pide a los Estados miembros que tengan en cuenta las dificultades de los pacientes de rentas bajas que tienen que afrontar pagos por adelantado en el marco de un tratamiento transfronterizo; observa que los sistemas de autorización previa tienen por objeto permitir a los Estados miembros planificar y proteger a los pacientes de aquellos tratamientos que plantean problemas graves y específicos en cuanto a la calidad o la seguridad de la asistencia;


	
	17.
	Observa con preocupación que en algunos Estados miembros las compañías de seguros han discriminado arbitrariamente o han puesto trabas injustificadas a la libre circulación de pacientes y servicios, con consecuencias financieras negativas para los pacientes;


	
	18.
	Insta a los Estados miembros a que notifiquen a la Comisión cualquier decisión de introducir limitaciones al reembolso de los gastos en virtud del artículo 7, apartado 9, de la directiva, y a que den sus razones para ello;


	
	19.
	Lamenta que algunos Estados miembros en ocasiones reembolsen, para la asistencia sanitaria transfronteriza prestada por proveedores privados o no concertados en su propio territorio, cantidades inferiores que para la asistencia sanitaria transfronteriza prestada por los proveedores de asistencia sanitaria pública o concertada; considera que debe garantizarse el reembolso de la asistencia sanitaria privada al mismo nivel que para la asistencia sanitaria pública, siempre y cuando puedan garantizarse la calidad y la seguridad de la asistencia;


	
	20.
	Pide a la Comisión y a los Estados miembros que colaboren para evaluar, reajustar y simplificar los procedimientos de reembolso para los pacientes que reciben asistencia transfronteriza, en particular aclarando los reembolsos por motivos de asistencia y procedimientos de seguimiento, así como instalando ventanillas únicas de coordinación en las aseguradoras de salud pertinentes;


	
	21.
	Lamenta que la aplicación de la directiva en relación con la telemedicina —los servicios de salud prestados a distancia— haya dado lugar a cierta falta de claridad en lo que respecta a los regímenes de reembolso, ya que algunos Estados miembros reembolsan efectivamente u ofrecen consultas a distancia con médicos de cabecera o especialistas, mientras que otros no lo hacen; pide a la Comisión que apoye la aceptación de las normas relativas al reembolso, de conformidad con el artículo 7, apartado 1, y el artículo 4, apartado 1, para que también se apliquen a la telemedicina, cuando proceda; anima a los Estados miembros a que adapten sus enfoques al reembolso de la telemedicina;


Regiones fronterizas
	
	22.
	Anima a los Estados miembros y a las regiones fronterizas a que intensifiquen la cooperación transfronteriza en materia de asistencia sanitaria, de forma eficiente y sostenible desde el punto de vista financiero, en particular facilitando información accesible, suficiente y de fácil comprensión, a fin de garantizar la mejor atención posible a los pacientes; pide a la Comisión que apoye y promueva un intercambio estructural de mejores prácticas entre las regiones fronterizas; anima a los Estados miembros a que hagan uso de estas mejores prácticas, con objeto de mejorar también la asistencia sanitaria en otras regiones;


	
	23.
	Acoge con satisfacción la propuesta de la Comisión de reforzar la cohesión entre las regiones fronterizas abordando algunos de los obstáculos jurídicos y administrativos con que se topan mediante la creación de un mecanismo transfronterizo de la Unión;


Información para los pacientes
	
	24.
	Recuerda el papel fundamental que desempeñan los puntos nacionales de contacto a la hora de proporcionar información a los pacientes y de ayudarles a tomar una decisión con conocimiento de causa sobre la búsqueda de asistencia sanitaria en otro país de la Unión; pide a la Comisión y a los Estados miembros que sigan invirtiendo en el desarrollo y la promoción de unos puntos nacionales de contacto y plataformas de sanidad electrónica fácilmente accesibles y claramente visibles para los pacientes, que faciliten una información de fácil utilización, digitalmente accesible y sin barreras para los pacientes y los profesionales de la salud, en distintas lenguas;


	
	25.
	Recomienda que la Comisión, conjuntamente con las organizaciones de pacientes, elabore directrices sobre el funcionamiento de los puntos nacionales de contacto, a fin de facilitar aún más y mejorar significativamente las vías de intercambio sistemático de información y prácticas entre ellos, con el objetivo de establecer unos procedimientos, formularios y manuales armonizados, simplificados y mejor adaptados a los pacientes y establecer un vínculo entre los puntos nacionales de contacto y las fuentes de información y de conocimientos especializados presentes en los Estados miembros;


	
	26.
	Pide a los Estados miembros que proporcionen una financiación suficiente para que sus puntos nacionales de contacto puedan elaborar una información completa, y pide a la Comisión que intensifique la cooperación entre los puntos nacionales de contacto de toda la Unión;


	
	27.
	Destaca el potencial de la sanidad electrónica para mejorar el acceso de los pacientes a la información sobre las posibilidades de la sanidad transfronteriza y sobre sus derechos en virtud de la directiva;


	
	28.
	Pide a los Estados miembros que insten a los proveedores de salud y a los hospitales a que faciliten de antemano a los pacientes un presupuesto exacto y actualizado del coste del tratamiento en el extranjero, incluidos los medicamentos, los honorarios, los ingresos hospitalarios y los costes adicionales;


	
	29.
	Pide a la Comisión que aclare, en beneficio de los expertos nacionales y mediante campañas de información, la complejidad de la situación jurídica actual derivada de la interacción entre la directiva y el Reglamento sobre coordinación de la seguridad social;


	
	30.
	Pide a la Comisión que, en colaboración con las autoridades nacionales competentes, los puntos nacionales de contacto, las RER, las organizaciones de pacientes y las redes de profesionales de la salud, organice campañas globales de información pública, aprovechando también las nuevas oportunidades digitales, que deberían ir destinadas a fomentar la conciencia estructural de los derechos y las obligaciones de los pacientes en virtud de la directiva;


	
	31.
	Insta a la Comisión a que anime a los Estados miembros para que hagan fácilmente accesible la información sobre los procedimientos de presentación de reclamaciones por parte de los pacientes en aquellos casos en que sus derechos en virtud de la directiva no se hayan respetado o incluso se hayan vulnerado;


	
	32.
	Recomienda que la Comisión desarrolle orientaciones sobre el tipo de información que deberían facilitar los puntos nacionales de contacto, en particular la lista de tratamientos sometidos y no sometidos a autorización previa, los criterios aplicados, y los procedimientos vigentes;


	
	33.
	Pide a la Comisión y a los Estados miembros que valoren la necesidad de que se definan las razones por las que se da acceso a la sanidad transfronteriza de forma que se garantice la libre circulación pero la asistencia sanitaria no sea un fin en sí mismo mientras la organización de los sistemas de salud sea competencia nacional;


	
	34.
	Alienta a la Comisión a que promueva una mayor cooperación entre los Estados miembros en general, y ello no solo a través de los puntos nacionales de contacto, y a que siga evaluando las ventajas de las iniciativas de cooperación existentes, así como los posibles obstáculos a estas, especialmente en las regiones transfronterizas, garantizando a los ciudadanos el acceso a una asistencia sanitaria segura, de alta calidad y eficiente;


Enfermedades raras, cánceres raros y redes europeas de referencia (RER)
	
	35.
	Subraya la importancia de la cooperación a escala de la Unión para garantizar una puesta en común eficiente de conocimientos, informaciones y recursos que permita abordar con eficacia las enfermedades raras y crónicas, incluidos los cánceres raros, en el territorio de la Unión; insta a la Comisión, a este respecto, a que apoye la creación de centros especializados para enfermedades raras en la UE, que deben quedar plenamente integrados en las RER;


	
	36.
	Recomienda abundar en las medidas ya adoptadas para aumentar la sensibilización y la información a la ciudadanía sobre las enfermedades raras y los cánceres raros y para incrementar la financiación para I+D; pide a la Comisión que siga garantizando a los pacientes de enfermedades raras el acceso a la información, a los medicamentos y a los tratamientos médicos en toda la Unión, y que se esfuerce por mejorar el acceso a un diagnóstico temprano y preciso; insta a la Comisión a abordar el problema de la baja tasa de registro de enfermedades raras y a seguir desarrollando y promoviendo normas comunes para la puesta en común y el intercambio de datos en los registros de enfermedades raras;


	
	37.
	Destaca la necesidad imperiosa de mejorar los modelos de adherencia de los pacientes, que deben basarse en las conclusiones más fiables procedentes de los metaanálisis y de los estudios empíricos a gran escala, y reflejar las realidades de la praxis médica y ofrecer recomendaciones para mejorar el compromiso del paciente con el tratamiento, en particular en lo tocante a la gestión de las enfermedades crónicas, que es un barómetro clave para medir la eficacia y la eficiencia de los sistemas de salud;


	
	38.
	Destaca la importancia y el valor añadido de la movilidad de los profesionales de la salud en toda la Unión, tanto en sus estudios como a lo largo de sus trayectorias profesionales, y de su función particular en la mejora de los conocimientos sobre las enfermedades raras;


	
	39.
	Propone que la Comisión abra una nueva convocatoria para el desarrollo de nuevas RER y siga apoyando el desarrollo y la expansión del modelo de las RER para eliminar las disparidades geográficas y colmar las lagunas de conocimientos; insiste, no obstante, en que ninguna ampliación de las RER debe amenazar el funcionamiento de las RER existentes durante su fase inicial;


	
	40.
	Lamenta la incertidumbre en torno a los principios de funcionamiento de las RER y su interacción con los sistemas sanitarios nacionales y otros programas de la Unión; pide, por tanto, a la Comisión que apoye a los Estados miembros y a las RER a la hora de establecer unas normas claras y transparentes para la remisión de los pacientes y que se llegue a un acuerdo sobre la forma en que los Estados miembros han de prestar apoyo a las RER;


	
	41.
	Insta a la Comisión a que aplique un plan de acción, a través del programa conjunto europeo sobre enfermedades raras, para un mayor desarrollo y financiación sostenibles de las RER y las redes de pacientes que las apoyan; anima a los Estados miembros a que apoyen a los proveedores de asistencia sanitaria en las RER y a que integren las RER en sus sistemas de asistencia sanitaria, adaptando sus marcos legales y reglamentarios y haciendo referencia a las RER en sus planes nacionales sobre las enfermedades raras y el cáncer;


Reconocimiento mutuo de las recetas (electrónicas)
	
	42.
	Lamenta las dificultades a las que se enfrentan los pacientes, sobre todo en las regiones fronterizas, en el acceso a los medicamentos y su reembolso en otros Estados miembros, dadas las distintas disponibilidades y normas administrativas en los Estados de la Unión; pide a los Estados miembros y a sus respectivas autoridades sanitarias que subsanen los problemas de índole jurídica y práctica que obstaculizan el mutuo reconocimiento de las recetas médicos en toda la Unión, e insta a la Comisión a que adopte medidas para apoyar este planteamiento;


	
	43.
	Lamenta las dificultades a las que se enfrentan los pacientes en el acceso a los medicamentos y su reembolso en otros Estados miembros, dadas las distintas disponibilidades y normas en los Estados de la Unión;


	
	44.
	Pide a la Comisión que elabore un plan de acción para abordar de manera sistemática el problema del elevado precio de los medicamentos y las grandes disparidades al respecto entre los Estados miembros;


	
	45.
	Pide a la Comisión que adopte medidas para garantizar que las recetas expedidas por centros de referencia vinculados a las RER sean aceptadas para su reembolso en todos los Estados miembros;


	
	46.
	Acoge con satisfacción el apoyo del Mecanismo «Conectar Europa» (MCE) a los esfuerzos realizados para desarrollar con éxito los actuales proyectos piloto sobre el intercambio de recetas electrónicas y de historiales de pacientes y allanar el camino para que otros Estados miembros participen antes de 2020; insiste en que este apoyo se prosiga en el próximo MFP;


Sanidad electrónica
	
	47.
	Reconoce que la sanidad electrónica puede contribuir a garantizar la sostenibilidad de los sistemas sanitarios, mediante la reducción de ciertos costes, y que puede ser una parte importante de la respuesta de la Unión a los retos sanitarios de la actualidad; destaca que la interoperabilidad de la sanidad electrónica debe convertirse en una prioridad, a fin de mejorar los registros de pacientes y la continuidad de los cuidados, al tiempo que se garantiza la privacidad de los pacientes; considera que debe prestarse especial atención a que se conceda a todos los pacientes, en particular a las personas mayores y a las personas con discapacidad, un acceso fácil a la asistencia; sugiere, a este respecto, que los Estados miembros adopten medidas para invertir en la alfabetización digital de los ciudadanos y ampliar las nuevas soluciones para las personas mayores, utilizando todos los medios a su alcance para garantizar que se evite la exclusión a través de la digitalización;


	
	48.
	Acoge con satisfacción la creación de la infraestructura de servicios digitales de salud electrónica europea (eHDSI), que fomentará el intercambio transfronterizo de datos sanitarios, en particular de recetas electrónicas e historiales de los pacientes;


	
	49.
	Pide a los Estados miembros que adopten rápidamente medidas para conectar sus sistemas de salud al eHDSI a través de un punto nacional de contacto específico para la sanidad electrónica, en consonancia con sus propias evaluaciones de riesgos, y pide a la Comisión que facilite el proceso;


	
	50.
	Pide a la Comisión que aborde con carácter prioritario las necesidades de sanidad digital en los Estados miembros; acoge con satisfacción el apoyo de la Comisión a la concesión de unos recursos financieros sostenibles con miras a garantizar unas estrategias nacionales de sanidad digital y crear un marco adecuado para emprender acciones comunes a escala de la Unión para impedir la duplicación de los esfuerzos y garantizar el intercambio de mejores prácticas para un uso más generalizado de la tecnología digital en los Estados miembros;


	
	51.
	Pide a los Estados miembros que sigan intensificando la cooperación entre las autoridades sanitarias de toda Europa, con vistas a conectar los datos personales y de sanidad electrónica con las herramientas de receta electrónica, a fin de permitir que los profesionales de la salud presten a sus pacientes un servicio personalizado e informado y fomentar la cooperación entre médicos, sin menoscabo de la legislación de protección de datos en este sentido; pide a la Comisión que adopte medidas para facilitar estas acciones;


	
	52.
	Pide a los Estados miembros que apliquen rápidamente el Reglamento general de protección de datos a fin de proteger los datos de los pacientes utilizados en las aplicaciones de sanidad electrónica y subraya la importancia, en particular en materia de salud, de supervisar la aplicación del Reglamento (UE) n.o 910/2014 relativo a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las transacciones electrónicas en el mercado interior (15); destaca la necesidad de ofrecer a los ciudadanos la posibilidad de acceder y utilizar sus propios datos sanitarios, de acuerdo con los principios contemplados en el Reglamento general de protección de datos;


Brexit
	
	53.
	Pide a la Comisión que negocie con el Reino Unido un acuerdo sólido en materia de sanidad tras su salida de la Unión, prestando especial atención a los derechos transfronterizos de los pacientes y al funcionamiento de las RER;


	
	54.
	Se felicita de la intención del Tribunal de Cuentas Europeo de llevar a cabo una auditoría sobre la eficacia de la aplicación de la directiva y de examinar, en particular, el seguimiento y la supervisión de esta aplicación por parte de la Comisión, los resultados obtenidos hasta la fecha en el acceso a la asistencia sanitaria transfronteriza y la eficacia del marco de financiación de la Unión por lo que se refiere a la acción financiada;


	
	55.
	Pide a los Estados miembros que apliquen, adecuadamente y cooperando plenamente con la Comisión, todas las disposiciones de la directiva;


o

o o

	
	56.
	Encarga a su presidente que transmita la presente Resolución al Consejo y a la Comisión.
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Aplicación de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea en el marco institucional de la Unión

Resolución del Parlamento Europeo, de 12 de febrero de 2019, sobre la aplicación de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea en el marco institucional de la Unión (2017/2089(INI))

(2020/C 449/05)

El Parlamento Europeo,
	—
	Vista la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea,


	—
	Vistos los artículos 2, 3, 6, 7, 9, 10, 11, 21, 23 y 49 del Tratado de la Unión Europea (TUE) y los artículos 8, 9, 10, 11, 12, 15, 16, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 67, apartado 1, 258, 263, 267 y 352 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE),


	—
	Vistos el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (CEDH) y la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH),


	—
	Visto el Memorándum de Acuerdo entre el Consejo de Europa y la Unión Europea,


	—
	Vistos los dictámenes y la lista de criterios del Estado de Derecho de la Comisión de Venecia,


	—
	Vistos la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Convenio Internacional sobre Derechos Civiles y Políticos y el Convenio Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales,


	—
	Vistos el Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra la mujer y la violencia doméstica (Convenio de Estambul), y su Resolución, de 12 de septiembre de 2017, sobre la propuesta de Decisión del Consejo relativa a la celebración, por la Unión Europea, del Convenio del Consejo de Europa sobre prevención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica (1),


	—
	Vista su Resolución, de 15 de marzo de 2007, sobre el respeto de la Carta de los Derechos Fundamentales en las propuestas legislativas de la Comisión: metodología para un control sistemático y riguroso (2),


	—
	Vistas sus Resoluciones anuales sobre la situación de los derechos fundamentales en la Unión Europea,


	—
	Vista su Resolución, de 25 de octubre de 2016, con recomendaciones destinadas a la Comisión sobre el establecimiento de un mecanismo de la Unión para la democracia, el Estado de Derecho y los derechos fundamentales (3),


	—
	Vista su Resolución, de 19 de enero de 2017, sobre un pilar europeo de derechos sociales (4),


	—
	Vista su Resolución, de 14 de septiembre de 2017, sobre transparencia, responsabilidad e integridad en las instituciones de la Unión (5),


	—
	Visto el Reglamento (CE) n.o 1049/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2001, relativo al acceso del público a los documentos del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión (6),


	—
	Visto el Reglamento (CE) n.o 168/2007 del Consejo, de 15 de febrero de 2007, por el que se crea una Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (7),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 27 de abril de 2005, titulada «Respeto de la Carta de los Derechos Fundamentales en las propuestas legislativas de la Comisión: metodología para un control sistemático y riguroso» (COM(2005)0172),


	—
	Visto el informe de la Comisión, de 29 de abril de 2009, sobre el funcionamiento práctico de la metodología para un control sistemático y riguroso del cumplimiento de la Carta de los Derechos Fundamentales (COM(2009)0205),


	—
	Vista la Comunicación de la Comisión, de 19 de octubre de 2010, titulada «Estrategia para la aplicación efectiva de la Carta de los Derechos Fundamentales por la Unión Europea» (COM(2010)0573),


	—
	Visto el Documento de trabajo de los servicios de la Comisión, de 6 de mayo de 2011, titulado «Operational Guidance on taking account of Fundamental Rights in Commission Impact Assessments» (Directrices operativas para tener en cuenta los derechos fundamentales en las evaluaciones de impacto de la Comisión) (SEC(2011)0567),


	—
	Vista la Comunicación conjunta de la Comisión y la alta representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad al Consejo Europeo, al Parlamento Europeo y al Consejo, de 12 de diciembre de 2011, titulada «Derechos humanos y democracia en el centro de la acción exterior de la UE — Hacia un enfoque más eficaz» (COM(2011)0886),


	—
	Vistos el Marco estratégico y el Plan de acción de la UE para los derechos humanos y democracia de 25 de junio de 2012,


	—
	Vistas las Directrices del Consejo, de 20 de enero de 2015 sobre las medidas metodológicas que se han de tomar para verificar la compatibilidad de los derechos fundamentales en los órganos preparatorios del Consejo,


	—
	Vistas las Directrices del Consejo para los órganos preparatorios del Consejo tituladas «Compatibilidad de los derechos fundamentales»,


	—
	Visto el informe sobre el seminario de la Presidencia del Consejo, de 13 de mayo de 2016, sobre la aplicación de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea en las políticas nacionales,


	—
	Vistas las directrices de la Comisión, de 19 de mayo de 2015, sobre el análisis de los impactos de las iniciativas en materia de política comercial en los derechos humanos en el marco de las evaluaciones de impacto,


	—
	Vistos los informes anuales de la Comisión sobre la aplicación de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea,


	—
	Vistos los coloquios anuales de la Comisión sobre los derechos fundamentales,


	—
	Vista la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, de 20 de septiembre de 2016, C-8/15 P a C-10/15 P, Ledra Advertising/Comisión y BCE (8),


	—
	Vista la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, de 6 de noviembre de 2018, C-569/16 y C-570/16, Stadt Wuppertal/Maria Elisabeth Bauer y Volker Willmeroth/Martina Broßonn (9),


	—
	Visto el Dictamen 2/13 del Tribunal de Justicia, de 18 de diciembre de 2014, sobre la adhesión de la Unión Europea al Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (10),


	—
	Visto el Dictamen 4/2018 de la Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (FRA), de 24 de septiembre de 2018, titulado «Challenges and opportunities for the implementation of the Charter of Fundamental Rights» (Retos y oportunidades para la aplicación de la Carta de los Derechos Fundamentales),


	—
	Vistos los informes anuales sobre los derechos fundamentales de la Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea,


	—
	Visto el Manual de la Agencia de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, de octubre de 2018, titulado «Applying the Charter of Fundamental Rights of the European Union in law and policymaking at national level — Guidance» (Aplicación de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea en la legislación y la formulación de políticas a nivel nacional — Orientaciones),


	—
	Vista la caja de herramientas para la mejora de la legislación, y en particular la herramienta n.o 28, relativa a los derechos fundamentales y los derechos humanos,


	—
	Visto el artículo 38 de su Reglamento interno,


	—
	Visto el dictamen del secretario general del Consejo de Europa, de 2 de diciembre de 2016, sobre la iniciativa de la Unión Europea de establecer un pilar europeo de derechos sociales,


	—
	Vistos el documento de la delegación neerlandesa en la COSAC sobre la transparencia en la Unión, de noviembre de 2017, titulado «Abrir las puertas cerradas: una Unión más transparente para sus ciudadanos», y la carta de las delegaciones en la COSAC dirigida a las instituciones de la Unión, de 20 de diciembre de 2017, sobre la transparencia en la toma de decisiones políticas de la Unión,


	—
	Vistos los estudios titulados «The implementation of the Charter of Fundamental Rights in the EU institutional framework» (Aplicación de la Carta de los Derechos Fundamentales en el marco institucional de la UE), «The interpretation of Article 51 of the EU Charter of Fundamental Rights: the Dilemma of Stricter or Broader Application of the Charter to National Measures» (Interpretación del artículo 51 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la UE: el dilema entre una aplicación más estricta o más amplia de la Carta a las medidas nacionales) y «The European Social Charter in the context of implementation of the EU Charter of Fundamental Rights» (La Carta Social Europea en el contexto de la aplicación de la Carta de los Derechos Fundamentales de la UE), publicados por su Dirección General de Políticas Interiores el 22 de noviembre de 2016, el 15 de febrero de 2016 y el 12 de enero de 2016, respectivamente (11),


	—
	Vistos el artículo 52 de su Reglamento interno, así como el artículo 1, apartado 1, letra e), y el anexo 3 de la Decisión de la Conferencia de Presidentes, de 12 de diciembre de 2002, sobre el procedimiento de autorización para la elaboración de informes de propia iniciativa,


	—
	Vistos el informe de la Comisión de Asuntos Constitucionales y las opiniones de la Comisión de Empleo y Asuntos Sociales, de la Comisión de Libertades Civiles, Justicia y Asuntos de Interior, la posición en forma de enmiendas de la Comisión de Derechos de la Mujer e Igualdad de Oportunidades y la opinión de la Comisión de Peticiones (A8-0051/2019),


	A.
	Considerando que el Tratado de Lisboa ha conferido a la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (en lo sucesivo, «la Carta») el rango de Derecho primario dentro del marco jurídico de la Unión, por lo que tiene el mismo valor jurídico que los Tratados;


	B.
	Considerando que el presente informe no efectúa una evaluación individual de los derechos recogidos en la Carta, sino que analiza la aplicación de la Carta en cuanto instrumento del Derecho primario;


	C.
	Considerando que las disposiciones sociales son parte esencial de la Carta y de la estructura jurídica de la Unión; que es importante garantizar el respeto de los derechos fundamentales en la Unión y destacar su importancia;


	D.
	Considerando que, según el Tribunal de Justicia, los derechos fundamentales reconocidos por la Carta forman parte del núcleo de la estructura jurídica de la Unión y que la legalidad de cualquier acto de la Unión está supeditada al respeto de estos derechos;


	E.
	Considerando que la Carta incluye, en consonancia con los requisitos del Derecho internacional de derechos humanos y de su artículo 51, obligaciones tanto negativas (de no vulneración) como positivas (de promoción activa), que deben cumplirse por igual a fin de que sus disposiciones sean plenamente operativas;


	F.
	Considerando que el artículo 51 de la Carta limita el ámbito de aplicación de la misma en lo que respecta a la observancia del principio de subsidiariedad, la consideración de las competencias de los Estados miembros y de la Unión y el respeto de los límites de las competencias atribuidas a la Unión en los Tratados;


	G.
	Considerando que el artículo 51, apartado 2, de la Carta especifica que esta no amplía el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión más allá de las competencias de la Unión, ni crea ninguna nueva competencia o misión para la Unión, ni modifica las competencias y misiones definidas en los Tratados;


	H.
	Considerando que las instituciones, los órganos y los organismos de la Unión están vinculados por la Carta de modo permanente, incluso cuando actúan fuera del marco jurídico de la Unión;


	I.
	Considerando que, en virtud del artículo 51, las disposiciones de la Carta son de aplicación a los Estados miembros únicamente cuando aplican el Derecho de la Unión; que, no obstante, los límites inciertos de este requisito hacen difícil determinar concretamente los casos y el modo en que se aplica la Carta;


	J.
	Considerando que hasta ahora no se ha desarrollado adecuadamente el potencial de los derechos sociales y económicos establecidos en la Carta; que, como se señala en el dictamen del secretario general del Consejo de Europa, el respeto de los derechos sociales no solo es un imperativo ético y una obligación jurídica, sino también una necesidad económica;


	K.
	Considerando que el artículo 6 del TUE también hace hincapié en que los derechos fundamentales que garantiza el CEDH constituyen principios generales del Derecho de la Unión;


	L.
	Considerando que el artículo 151 del TFUE hace referencia a derechos sociales fundamentales como los que contempla la Carta Social Europea;


	M.
	Considerando que en su estudio de 22 de noviembre de 2016 sobre la aplicación de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea en el marco institucional de la Unión (12) se señala, entre otros aspectos, la importancia de la Carta para las actividades de la Comisión en el marco del Tratado Constitutivo del Mecanismo Europeo de Estabilidad (Tratado del MEDE) y en el contexto del Semestre Europeo; que en la gobernanza económica de la Unión se presta escasa atención a los derechos sociales contemplados en la Carta; que estos derechos deben ser considerados auténticos derechos fundamentales;


	N.
	Considerando que, con el compromiso del pilar europeo de derechos sociales de dotar a los ciudadanos de nuevos y más eficaces derechos en el ámbito de la igualdad de oportunidades y el acceso al mercado de trabajo, las condiciones laborales justas y la protección e inclusión sociales, se consolidan en mayor medida los derechos consagrados en la Carta;


	O.
	Considerando que el principio de igualdad de género es un valor fundamental de la Unión Europea que se encuentra consagrado en los Tratados de la Unión y en la Carta; que en el artículo 8 del TFUE se establece el principio del enfoque integrado de la igualdad que establece que, «en todas sus acciones, la Unión se fijará el objetivo de eliminar las desigualdades entre el hombre y la mujer y promover su igualdad»;


	P.
	Considerando que la transparencia de los procesos legislativos y de toma de decisiones de la Unión es un corolario del derecho a una buena administración, previsto en el artículo 41 de la Carta, y que es una condición previa esencial para que los ciudadanos puedan evaluar y supervisar adecuadamente la aplicación de la Carta por parte de las instituciones de la Unión;


	Q.
	Considerando que la promoción por parte de los Estados miembros y de las instituciones, los órganos y los organismos de la Unión del amplio espectro de derechos contemplados en la Carta, que van desde los derechos civiles y políticos a los derechos sociales, económicos y de tercera generación, daría un impulso fundamental al desarrollo de una esfera pública europea y constituiría una expresión tangible del concepto de ciudadanía europea y de la dimensión participativa de la Unión consagrada en los Tratados;


	R.
	Considerando que la FRA ha formulado una serie de recomendaciones de cara a la aplicación efectiva de la Carta en sus dictámenes sobre la mejora del acceso a vías de recurso en el ámbito de la actividad empresarial y los derechos humanos a escala de la Unión (13) y sobre los retos y oportunidades para la aplicación de Carta de los Derechos Fundamentales (14);


	S.
	Considerando que el artículo 24 de la Carta establece los derechos del menor, obligando a las autoridades públicas y a las instituciones privadas a garantizar que el interés superior de los menores constituya una consideración primordial;


	T.
	Considerando que el artículo 14 de la Carta hace hincapié en el derecho de todos los niños a una enseñanza gratuita;


Reforzar la integración de la Carta en los procesos legislativos y de toma de decisiones
	
	1.
	Está firmemente convencido de que la Estrategia de la Comisión para la aplicación efectiva de la Carta de los Derechos Fundamentales por la Unión Europea (COM(2010)0573) supuso un esfuerzo inicial tras la entrada en vigor de la Carta, pero que necesita ser actualizada con urgencia; acoge con satisfacción los informes anuales sobre la aplicación de la Carta por parte de la Comisión, y pide una revisión de la estrategia, elaborada en 2010, con objeto de actualizarla para tener en cuenta los nuevos retos y la realidad institucional, en especial tras el Brexit;


	
	2.
	Reconoce los importantes pasos dados por las instituciones de la Unión para integrar la Carta en los procesos legislativos y de toma de decisiones de la Unión; toma nota de que la principal función de la Carta es garantizar que la legislación de la Unión resulte plenamente conforme con los derechos y principios consagrados en ella, y reconoce las dificultades que supone su promoción activa y garantizar su cumplimiento;


	
	3.
	Insiste en que es importante que todas las propuestas legislativas de la Unión respeten los derechos fundamentales consagrados en la Carta;


	
	4.
	Recuerda que los procedimientos establecidos por las instituciones de la Unión para evaluar la compatibilidad de las propuestas legislativas con la Carta son principalmente de carácter interno; pide la oportunidad de establecer formas reforzadas de consulta, evaluación de impacto, incluida la evaluación de impacto específica en materia de género, y control jurídico en las que participen expertos independientes en materia de derechos fundamentales; pide a la Comisión que promueva una cooperación estructurada y regulada con organismos de derechos humanos, como la FRA, el Instituto Europeo de la Igualdad de Género (EIGE) y los organismos pertinentes del Consejo de Europa y de las Naciones Unidas, así como con las organizaciones de la sociedad civil que trabajan en este ámbito, siempre que un expediente legislativo pueda promover o afectar negativamente a los derechos fundamentales;


	
	5.
	Pide a la Comisión, al Consejo y al Parlamento que revisen el Reglamento (CE) n.o 168/2007 del Consejo para permitir que la FRA emita dictámenes no vinculantes sobre los proyectos de legislación de la Unión por propia iniciativa, y que fomenten las consultas sistemáticas con dicha agencia;


	
	6.
	Insta a la Comisión, a las demás instituciones de la Unión y a los Gobiernos nacionales y regionales de los Estados miembros a que consulten a la FRA cuando estén en juego los derechos fundamentales;


	
	7.
	Reconoce el papel fundamental de la FRA en la evaluación del cumplimiento de la Carta y celebra el trabajo realizado por la Agencia; anima a dicha agencia a que continúe asesorando y apoyando a las instituciones de la Unión y a los Estados miembros para que mejoren la cultura en materia de derechos fundamentales en la Unión; acoge con satisfacción la estrategia de la FRA para el período 2018-2022, adoptada recientemente;


	
	8.
	Toma nota de la herramienta en línea interactiva CLARITY, desarrollada por la FRA para permitir una identificación sencilla del órgano no jurisdiccional más apropiado con competencia en materia de derechos humanos para una cuestión determinada relacionada con los derechos fundamentales;


	
	9.
	Insta a la Comisión a garantizar evaluaciones de impacto exhaustivas a través de una evaluación equilibrada de las repercusiones económicas, sociales y medioambientales, y a revisar su decisión de repartir las consideraciones relativas a los derechos fundamentales entre las tres categorías existentes (impacto económico, social y medioambiental) y a establecer dos categorías específicas tituladas «Impacto en materia de derechos fundamentales» y «Evaluación del impacto en materia de género», a fin de garantizar que se tienen en cuenta todos los aspectos de los derechos fundamentales;


	
	10.
	Pide a la Comisión que tome medidas de manera sistemática a nivel de la Unión para defender y cumplir las disposiciones de la Carta y que garantice que el Derecho de la Unión se adapte para tener en cuenta la evolución jurídica y jurisprudencial del Derecho internacional de derechos humanos; a este respecto, vuelve a reiterar su llamamiento a la Comisión para que presente una propuesta que dé efecto a la Resolución del Parlamento Europeo, de 25 de octubre de 2016, sobre el establecimiento de un mecanismo de la Unión para la democracia, el Estado de Derecho y los derechos fundamentales (15), lo que permitiría el examen sistemático de la evolución en las instituciones y los organismos de la Unión y en los Estados miembros que exigen medidas para proteger y cumplir los derechos, las libertades y los principios de la Carta; propone, en particular, que las condiciones establecidas en los criterios de Copenhague con relación a los derechos fundamentales no se utilicen simplemente una vez como condiciones previas para la adhesión, sino que se evalúe periódicamente a los Estados miembros para comprobar la observancia de las mismas;


	
	11.
	Toma nota de que la Defensora del Pueblo también desempeña un papel relevante a la hora de garantizar el respeto de los derechos fundamentales en el contexto de la Carta, no solo en cuanto al artículo 41 sobre el derecho a una buena administración en sí mismo, sino también teniendo en cuenta que dicha buena administración constituye una piedra angular para la garantía de otros derechos fundamentales; recuerda la labor ejemplar de la Defensora del Pueblo en el ámbito de la transparencia y la libertad de información, entre otros, así como el Informe especial sobre Frontex (16) durante esta legislatura, en particular en relación con los derechos de reclamación de los migrantes y solicitantes de asilo;


	
	12.
	Considera que la jurisprudencia influirá en el alcance de la Carta, y que hay que tomar en consideración esta circunstancia;


	
	13.
	Pide a los legisladores de la Unión que reconozcan y apliquen las conclusiones de la sentencia del Tribunal General de 22 de marzo de 2018 (asunto T-540/15) sobre el acceso a los documentos de los diálogos tripartitos (17) y que actúen en consecuencia; insiste en la necesidad de aumentar la transparencia y mejorar el acceso a los documentos entre las instituciones de la Unión, con el fin de desarrollar una cooperación interinstitucional más efectiva, incluida la rendición de cuentas sobre cuestiones relativas a los derechos fundamentales; insta al Consejo a que dé rápidamente respuesta a los motivos de preocupación planteados en relación con la transparencia de su proceso de toma de decisiones y el acceso a los documentos, en consonancia con las recomendaciones correspondientes de la Defensora del Pueblo Europeo;


Integración de la Carta en las políticas de la Unión
	
	14.
	Recuerda que la formulación de las políticas de la Unión se basa en los principios y objetivos establecidos en los artículos 2 a 6 del TUE, observando y aplicando plenamente los requisitos consagrados en las disposiciones de aplicación general de la primera parte, título II, del TFUE;


	
	15.
	Pide que las instituciones de la Unión refuercen la aplicación de la integración de la perspectiva de género en todas las actividades de la Unión a fin de luchar contra la discriminación de género y promover la igualdad de género;


	
	16.
	Reafirma que todos los actos jurídicos adoptados por la Unión deben cumplir en su totalidad las disposiciones de la Carta, incluidas sus disposiciones sociales; destaca la importancia de incorporar referencias explícitas a la Carta en el marco jurídico que rige la política económica y monetaria de la Unión; hace hincapié en que el recurso a acuerdos intergubernamentales no exime a las instituciones de la Unión de sus obligaciones de evaluar la compatibilidad de dichos instrumentos con el Derecho de la Unión, incluida la Carta;


	
	17.
	Considera fundamental que la Unión dé pasos decididos para consolidar sus propios compromisos de garantizar el disfrute de los derechos de la Carta, en particular los derechos sociales;


	
	18.
	Pide a la Comisión que garantice que el proceso del Semestre Europeo, incluidas las recomendaciones específicas por país y las recomendaciones del Estudio Prospectivo Anual, cumpla los componentes normativos de los derechos sociales de la Carta;


	
	19.
	Respalda la introducción de cláusulas de derechos fundamentales sólidas y coherentes en los textos operativos de los proyectos de reglamento por los que se establecen los fondos de la Unión;


	
	20.
	Pide a la Comisión y al Consejo que supediten las decisiones macroeconómicas a una evaluación en materia de derechos fundamentales, basada en todo el espectro de derechos civiles, políticos y sociales garantizados por los instrumentos del Derecho internacional y europeo de derechos humanos;


	
	21.
	Insta a la Comisión a estudiar las medidas necesarias para la adhesión de la Unión a la Carta Social Europea revisada y a que proponga un calendario a tal fin;


	
	22.
	Recuerda que, sobre la base de las competencias dispuestas en los Tratados, es responsabilidad primordial de los Estados miembros poner en práctica las políticas sociales, así como dotar de eficacia y expresión tangible a las disposiciones sociales consagradas en la Carta; reitera, no obstante, su propuesta, en el contexto de una posible revisión de los Tratados, de incorporar en ellos un protocolo social con el fin de reforzar los derechos sociales fundamentales en relación con las libertades económicas;


	
	23.
	Toma nota del papel crucial, pero informal, que tiene de hecho el Eurogrupo en la gobernanza económica de la zona del euro, y del impacto que sus decisiones podrían tener al influir en la formulación de las políticas, sin que exista un contrapeso consistente en mecanismos adecuados de rendición de cuentas democrática y control judicial; recuerda a sus miembros las obligaciones horizontales que les incumben en virtud de los artículos 2 y 6 de la Carta;


	
	24.
	Pide a la Comisión y al Banco Central Europeo que respeten plenamente la Carta en el cumplimiento de sus tareas en relación con el Mecanismo Europeo de Estabilidad, incluidas las prácticas crediticias del segundo, teniendo en cuenta la jurisprudencia del TJUE;


	
	25.
	Recuerda que la acción de la Unión en la escena internacional debe basarse en los principios consagrados en el artículo 21, apartado 1, del TUE; tiene el convencimiento de que el pleno respeto y la promoción de las disposiciones de la Carta en la Unión constituyen un punto de referencia para evaluar la legitimidad y la credibilidad del comportamiento de la Unión en sus relaciones internacionales, también en el marco del proceso de ampliación de conformidad con el artículo 49 del TUE;


	
	26.
	Pone de relieve la limitada competencia del Tribunal de Justicia en el ámbito de la Política Exterior y de Seguridad Común (PESC) y advierte contra cualquier potencial limitación de los derechos a la tutela judicial efectiva consagrados en la Carta;


	
	27.
	Recuerda a las instituciones de la Unión sus obligaciones en materia de derechos humanos en el ámbito de la Carta, también en la política comercial; alienta a la Comisión a llevar a cabo evaluaciones de impacto específicas en materia de derechos humanos antes de concluir cualquier negociación comercial, haciendo referencia a los Principios rectores de las Naciones Unidas relativos a las evaluaciones de los efectos de los acuerdos de comercio e inversión en los derechos humanos;


	
	28.
	Recuerda que tanto los Tratados como la Carta hacen referencia a la protección de las minorías nacionales y a la discriminación por razón de la lengua; pide medidas administrativas concretas dentro de las instituciones de la Unión para alentar a los Gobiernos nacionales a buscar soluciones duraderas y promover la cultura de la diversidad lingüística, más allá de las lenguas oficiales de la Unión, en sus Estados miembros;


	
	29.
	Recuerda la obligación establecida en el artículo 6 del TUE de adherirse al CEDH; insta a la Comisión a tomar las medidas necesarias para eliminar finalmente las barreras jurídicas que impiden la conclusión del proceso de adhesión y a presentar un nuevo proyecto de acuerdo para la adhesión de la Unión al CEDH, proporcionando soluciones positivas para las objeciones planteadas por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) en su Dictamen 2/13 de 18 de diciembre de 2014; considera que su realización introducirá salvaguardias adicionales para la protección de los derechos fundamentales de los ciudadanos y residentes de la Unión y proporcionará un mecanismo adicional para reforzar los derechos humanos, a saber, la posibilidad de presentar una denuncia ante el TEDH en relación con una violación de los derechos humanos derivada de una acción de una institución de la Unión o de un Estado miembro en el marco de la aplicación de la legislación de la Unión y que se inscriba en el marco de las competencias del CEDH; observa asimismo que la jurisprudencia del TEDH aportará de esta manera una contribución adicional a la acción actual y futura de la Unión en lo relativo al respeto y el fomento de los derechos humanos y las libertades fundamentales en los ámbitos de las libertades civiles, la justicia y los asuntos de interior, además de la jurisprudencia del TJUE al respecto;


	
	30.
	Insta a concluir sin demora la adopción de la Directiva horizontal de la Unión contra la discriminación (18) a fin de seguir garantizando los derechos fundamentales en la Unión mediante la adopción de normativas concretas de la Unión;


La Carta y las agencias de la Unión
	
	31.
	Destaca el potencial de determinadas agencias de la Unión para ofrecer apoyo a los Estados miembros en el cumplimiento de las obligaciones que les incumben en virtud de la Carta, actuando con frecuencia como enlace operativo entre la Unión y las esferas nacionales; señala que esta labor solo se puede realizar de modo eficaz mediante el completo desarrollo de una práctica en materia de derechos fundamentales en el seno de las agencias que trabajen en la esfera de la justicia y los asuntos de interior y/o aquellas cuyas actividades podrían afectar a los derechos y principios derivados de la Carta, teniendo en cuenta las dimensiones internas y externas de la protección y la promoción de los derechos fundamentales;


	
	32.
	Pide a las agencias pertinentes de la Unión que intensifiquen sus esfuerzos por aplicar los principios de igualdad de género consagrados en la Carta, en particular garantizando que todas las instituciones y agencias de la Unión apliquen una política de tolerancia cero frente a todas las formas de violencia sexual y acoso físico o psicológico; pide a todas las instituciones y agencias de la Unión que apliquen en su totalidad la Resolución del Parlamento Europeo, de 26 de octubre de 2017, sobre la lucha contra el acoso y los abusos sexuales en la Unión Europea (19);


	
	33.
	Toma nota de la diversidad de políticas e instrumentos desarrollados por las distintas agencias para cumplir sus obligaciones fundamentales en materia de derechos humanos, lo que da lugar a distintos grados de aplicación; destaca la necesidad de promover la cooperación entre agencias dentro de la Unión, así como los diálogos estructurados con expertos independientes en derechos humanos, y de aprovechar las mejores prácticas existentes, con el fin de promover un marco común y reforzado en materia de derechos humanos;


	
	34.
	Insta a las agencias de la Unión que trabajen en la esfera de la justicia y los asuntos de interior y/o a aquellas cuyas actividades podrían afectar a los derechos y principios derivados de la Carta a adoptar estrategias internas de derechos fundamentales y a promover sesiones de formación periódicas sobre los derechos fundamentales y la Carta para su personal a todos los niveles;


	
	35.
	Lamenta que en muchos reglamentos de base de las agencias de la Unión no figure una referencia expresa a la Carta; pide a los colegisladores que subsanen esta laguna, de ser necesario, cuando se redacten o revisen los reglamentos o decisiones por los que se crean agencias, y que prevean, teniendo en cuenta el mandato y las especificidades de cada agencia, nuevos mecanismos operativos que velen por el cumplimiento de la Carta;


Apoyar a los Estados miembros en la aplicación de la Carta a nivel nacional
	
	36.
	Recuerda que las dimensiones nacional y de la Unión de la Carta están ligadas inextricablemente y que se complementan para garantizar que las disposiciones de la Carta se apliquen de manera coherente en todo el marco jurídico de la Unión;


	
	37.
	Destaca el persistente desconocimiento de la Carta, de su alcance y de su grado de aplicación, entre los titulares de los derechos que la Carta reconoce, que se benefician de su protección, y entre los juristas y los expertos en derechos humanos, y lamenta la escasez de iniciativas nacionales para corregir estas deficiencias;


	
	38.
	Pide a la Comisión que refuerce sus actividades de sensibilización relativas a la Carta, con la plena participación de las organizaciones de la sociedad civil, y que promueva y financie módulos de formación acerca de la Carta para los jueces y los profesionales del Derecho nacionales y para los funcionarios, con el objetivo de mejorar el conocimiento del Derecho y las políticas de la Unión, incluidos el Derecho sustantivo y el procesal, de los instrumentos de cooperación judicial de la Unión, de la jurisprudencia pertinente del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, del lenguaje jurídico y del Derecho comparado; pide asimismo a la Comisión que proporcione a los Estados miembros orientaciones prácticas que les ayuden a aplicar la Carta a escala nacional; pide a la Comisión, en este contexto, que dé plena visibilidad al recientemente publicado Manual de la FRA sobre la aplicación la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea en la legislación y la formulación de políticas a nivel nacional;


	
	39.
	Alienta a los Estados miembros a intercambiar regularmente información y experiencias sobre el uso, la aplicación y la supervisión de la Carta, y a incorporar los ejemplos de mejores prácticas ya desarrollados a nivel nacional; anima a los Estados miembros a revisar sus reglas procesales en materia de control jurídico y evaluación de impacto de los proyectos legislativos desde la perspectiva de la Carta; opina que estos procedimientos deben incluir una referencia expresa a la Carta, al igual que sucede con los instrumentos nacionales en materia de derechos humanos, a fin de reducir el riesgo de ignorar la Carta;


	
	40.
	Señala que las lagunas en la transposición y correcta aplicación del Derecho de la Unión en los Estados miembros pueden tener repercusiones reales en el ejercicio de los derechos fundamentales de la Unión; recuerda, en este contexto, el papel de la Comisión como guardiana de los Tratados y, por tanto, responsable en última instancia, sino responsable principal, de la salvaguardia de los derechos fundamentales, en caso necesario mediante procedimientos de infracción; pide, en este contexto, un liderazgo con mayor determinación para garantizar una aplicación adecuada del Derecho de la Unión;


Hacia una interpretación más coherente de la Carta
	
	41.
	Está convencido de que las diferentes interpretaciones relativas a la aplicación de las disposiciones de la Carta a cargo de las instituciones, órganos y organismos de la Unión y los Estados miembros merman el valor añadido que aporta la Carta, a saber, el de representar un conjunto de normas mínimas comunes de protección que se apliquen horizontalmente a todos los actores institucionales y a todas las políticas y actividades relacionadas con la esfera de la Unión;


	
	42.
	Subraya que la integración de la Carta en el Derecho primario de la Unión, si bien no amplía las competencias de la Unión y respeta el principio de subsidiariedad definido en su artículo 51, crea nuevas responsabilidades para las instituciones encargadas de la toma de decisiones y la ejecución, así como para los Estados miembros en lo relativo a la aplicación de la legislación de la Unión a nivel nacional, y que las disposiciones de la Carta han pasado a ser de aplicación directa para los tribunales europeos y nacionales;


	
	43.
	Alienta a las instituciones de la Unión y a los Estados miembros a hacer posible una aplicación más directa de la Carta en su conjunto;


	
	44.
	Lamenta que, hasta la fecha, la República de Polonia y el Reino Unido no hayan decidido retirarse del Protocolo 30 de los Tratados;

	
	45.
	Encarga a su presidente que transmita la presente Resolución al Consejo y a la Comisión, así como a los Gobiernos y los Parlamentos de los Estados miembros.
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Conclusiones del Consejo sobre la experiencia adquirida en materia de sanidad en relación con la COVID-19

(2020/C 450/01)

Introducción
El año 2020 ha sido un año de retos sin precedentes para los Estados miembros, para la Unión Europea y para el mundo entero. La pandemia de COVID-19 es una crisis sanitaria que está teniendo una incidencia negativa sin precedentes en nuestras sociedades y economías. Sigue siendo una emergencia de salud pública de importancia internacional, declarada por la Organización Mundial de la Salud (OMS) el 30 de enero de 2020 (1).

Aunque la situación epidemiológica sigue evolucionando y es probable que siga haciéndolo, hasta que un gran porcentaje de la población mundial haya adquirido inmunidad, sea vacunada o pueda ser tratada adecuadamente, la Unión Europea, sus Estados miembros y sus ciudadanos deben prepararse para el futuro. Los retos a los que nos enfrentamos en la actualidad solo pueden abordarse eficazmente juntos. Esto requiere una estrecha colaboración y coordinación entre los Estados miembros, las instituciones de la Unión Europea, la sociedad civil y el conjunto de la comunidad mundial.

Aprender de la crisis actual y extraer conjuntamente las consecuencias adecuadas es y seguirá siendo un paso importante hacia una Unión Europea más fuerte y más resiliente. Una de las conclusiones más importantes extraídas es que la pandemia de COVID-19 ha puesto de manifiesto y exacerbado las vulnerabilidades en una gran variedad de aspectos y ámbitos. En el ámbito de la sanidad, es preciso centrar la atención en la preparación y respuesta ante pandemias de la Unión Europea y de sus Estados miembros para hacer frente a la actual pandemia de COVID-19 y las futuras amenazas sanitarias, garantizar el suministro de medicamentos y contramedidas médicas en general, mejorar el acceso a los datos sanitarios esenciales para luchar contra esta pandemia, así como otras amenazas transfronterizas para la salud, y reforzar el papel de la Unión Europea en este ámbito, cuestiones que son en parte inseparables. La pandemia también afecta a los servicios de atención sanitaria y a los tratamientos de otros pacientes, entre ellos los que padecen cáncer y otras enfermedades no transmisibles, debido a los efectos de las medidas adoptadas para hacer frente a la pandemia.

Es nuestra responsabilidad en la Unión Europea aprovechar las lecciones ya aprendidas y salir de esta crisis más fuertes y resilientes en beneficio de nuestros ciudadanos y pacientes. Respetando plenamente sus respectivas competencias, la Unión Europea, sus Estados miembros y las instituciones europeas deben reforzar conjuntamente sus capacidades, tanto para garantizar que puedan actuar eficazmente en caso de emergencia sanitaria como para esforzarse por lograr la autonomía europea en ámbitos estratégicos, manteniendo al mismo tiempo una economía abierta.

Experiencia adquirida: mejorar la gestión de las crisis al nivel de la UE
EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA

	
	1.
	RECONOCE que, si bien la seguridad sanitaria y la planificación de la preparación frente a pandemias siguen siendo principalmente competencia de los Estados miembros, la pandemia de COVID-19 ha puesto de relieve el valor añadido y la necesidad de solidaridad en la manera de abordar las cuestiones pertinentes a nivel europeo.


	
	2.
	RECUERDA sus Conclusiones de 13 de febrero de 2020 sobre la COVID-19, en las que se pedía una cooperación continuada y reforzada tanto a escala de la Unión como internacional (2), REAFIRMA, con referencia a la declaración de los miembros del Consejo de la UE de 26 de marzo de 2020 (3), sobre la necesidad de una mayor cooperación entre los Estados miembros durante la crisis de la COVID-19, incluidos los esfuerzos conjuntos para abordar los obstáculos que siguen existiendo en el suministro de material sanitario y para apoyarse mutuamente en el tratamiento de los pacientes, y RECONOCE la considerable solidaridad y cooperación mostradas hasta la fecha.


	
	3.
	ACOGE CON SATISFACCIÓN la propuesta de la Comisión de un programa sanitario autónomo, EU4Health, dentro del marco financiero plurianual 2021-2027, como instrumento para aportar valor añadido de la Unión y complementar las políticas de los Estados miembros con el fin de mejorar la salud humana en toda la Unión, en particular para proteger a las personas de la Unión Europea frente a las amenazas transfronterizas graves para la salud y apoyar el refuerzo y la capacidad de respuesta de los sistemas sanitarios para hacer frente a estas amenazas, y teniendo en cuenta los resultados del Consejo Europeo de 21 de julio de 2020 (4).


	
	4.
	EXHORTA a los Estados miembros y a la Comisión a que aprovechen las oportunidades de financiación relacionadas con la pandemia de COVID-19, como el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, el Fondo Europeo de Desarrollo Regional, el Fondo Social Europeo Plus e InvestEU, así como programas específicos de la UE, como EU4Health, el programa Europa Digital y Horizonte Europa, para apoyar la necesaria transformación de la sanidad y la asistencia, incluida la sanidad digital.


	
	5.
	TOMA NOTA de la necesidad general de mejorar la gestión de crisis y la preparación de la Unión mediante el refuerzo del marco de seguridad sanitaria de la UE, incluido el Centro Europeo para la Prevención y el Control de las Enfermedades (ECDC), el Comité de Seguridad Sanitaria (CSS) y la Agencia Europea de Medicamentos (EMA) y la respuesta política integrada a las crisis (DIRPC), y DESTACA la necesidad de que se garantice el suministro de contramedidas médicas en la UE, así como la necesidad de que prosiga el debate de expertos sobre las mejoras necesarias en relación el intercambio de datos sanitarios comparables a efectos de investigación, prevención, diagnóstico y desarrollo de nuevos tratamientos, cumpliendo a la vez las normas de protección de datos.


	
	6.
	DESTACA la importancia del trabajo llevado a cabo por el ECDC, especialmente a la hora de proporcionar los mejores conocimientos disponibles, así como por el CSS y el DIRPC, y TOMA NOTA de las medidas expuestas en la Comunicación sobre la preparación sanitaria a corto plazo de la UE frente a brotes de COVID-19 (5) y sobre medidas adicionales de respuesta a la COVID-19 (6).


	
	7.
	SUBRAYA que son fundamentales el desarrollo y el despliegue de un diagnóstico rápido y fiable, un tratamiento curativo o una vacuna eficaz y segura para hacer frente a la pandemia. Además, DESTACA la importancia de que se asegure un acceso justo, equitativo, transparente y mundial a las vacunas contra la COVID-19 y de que se apoyen los esfuerzos en favor de un proceso justo y transparente en la Unión Europea para garantizar que las vacunas contra la COVID-19 estén disponibles para las poblaciones de los Estados miembros de la UE.


	
	8.
	MANIFIESTA SU INQUIETUD por el constante problema de la desinformación, especialmente en relación con la existencia del virus, el uso de mascarillas y el desarrollo de una vacuna contra la COVID-19, y ESTÁ A FAVOR de un enfoque más coordinado de la comunicación sobre salud para el público que tenga en cuenta las competencias y los contextos nacionales.


	
	9.
	SEÑALA la necesidad de que se siga reforzando el intercambio de información eficiente sobre las medidas nacionales de vigilancia y sobre las capacidades de realización de pruebas, así como la necesidad de que mejore el intercambio de datos sobre los indicadores acordados con el ECDC, el CSS y el DIRPC, a fin de seguir mejorando la coordinación de sus actividades en este ámbito.


	
	10.
	PIDE a los Estados miembros y a la Comisión que cooperen en el marco de sus competencias respectivas con el fin de facilitar y fomentar el intercambio de información intersectorial entre los Estados miembros y en los foros pertinentes que participan en la gestión de crisis de la Unión Europea. Estos foros son el DIRPC, el CSS, el Sistema de Alerta Precoz y Respuesta (SAPR) y el ECDC. El objetivo es evitar la duplicación del trabajo y garantizar una respuesta eficiente, eficaz y conjunta a la pandemia por parte de la Unión Europea, también en lo que se refiere a la cooperación con la Oficina Regional de la OMS para Europa.


	
	11.
	TOMA NOTA de la necesidad de procedimientos transfronterizos eficaces, seguros y rápidos de rastreo de contactos, de conformidad con las normas sobre seguridad de los datos, protección de datos y privacidad.


	
	12.
	SOLICITA a la Comisión que evalúe la necesidad de otros mecanismos de localización de contactos más eficaces en relación con todos los modos de transporte, destinados a evitar amenazas graves para la salud de los ciudadanos de la UE. Ello podría incluir la promoción de procedimientos de localización de contactos, como formularios digitales de localización de pasajeros y, en una perspectiva a largo plazo, una plataforma digital con un único punto de entrada que esté operativa en todos los Estados miembros interesados en la identificación de las personas procedentes de zonas de riesgo pandémico y su lugar de residencia, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones en materia de pruebas y cuarentena. Un punto único de entrada digital podría plasmar un enfoque integrado de recogida de las listas de datos de contacto pertinentes y proporcionar acceso 24/7 a las autoridades sanitarias nacionales competentes. Deben evaluarse con mayor detenimiento los métodos de localización de contactos a través de las fronteras y su impacto. Es necesario seguir reflexionando para evitar la duplicación de notificaciones y la carga administrativa.


	
	13.
	INSTA a la Comisión, junto con los Estados miembros, a que prosiga sus esfuerzos para crear una reserva europea de recursos y SOLICITA a los Estados miembros que compartan experiencias y coordinen sus esfuerzos, cuando proceda, cuando creen reservas y existencias de productos a nivel nacional para bienes relacionados con la crisis, a fin de evitar la competencia.


	
	14.
	RUEGA a la Comisión que evalúe la situación e informe, en el primer semestre de 2021, sobre el despliegue de diferentes mecanismos de asistencia urgente y para la adquisición de contramedidas médicas, como los equipos de protección individual (EPI), incluido el procedimiento de adquisición conjunta (Decisión 1082/2013/UE) (7) y el instrumento de asistencia urgente (Reglamento (UE) 2016/369) (8), en lo que respecta, entre otras cosas, a la estructura de gobernanza, la transparencia, el intercambio de información entre la Comisión y los Estados miembros, y las interfaces de estos instrumentos, y, sobre esta base, desarrolle mecanismos claros, rápidos y eficientes para la adquisición de contramedidas nacionales.


	
	15.
	RECUERDA la experiencia adquirida en la primera ola de la pandemia de COVID-19, por ejemplo en lo que se refiere a las dificultades para la rápida presentación de datos comparables al ECDC en el marco del sistema de vigilancia, el reto de elaborar previsiones basadas en actividades e indicadores de modelización comunes, la rápida traducción de los conocimientos y pruebas científicas cambiantes en un lenguaje orientado a las políticas y la acción, las dificultades para comprender los diferentes sistemas sanitarios y sus respectivas necesidades y enfoques de gestión de crisis, la difícil asistencia mutua cuando se ven afectados muchos Estados miembros y la situación de las personas que viven y se desplazan en las regiones fronterizas que se enfrentan a medidas no farmacéuticas diferentes de salud publica y a controles fronterizos que afectan a su vida cotidiana.


	
	16.
	TOMA NOTA de las propuestas legislativas para un marco de seguridad sanitaria de la UE a largo plazo con vistas a reforzar el ECDC, la EMA y la gestión de crisis en materia de seguridad sanitaria mediante la revisión del Reglamento (CE) n.o 851/2004 (9) (ECDC) y la Decisión 1082/2013/UE (10), y por el que se completa el Reglamento (CE) n.o 726/2004 (11) (EMA).


	
	17.
	SOLICITA a la Comisión y a los Estados miembros que lleven a cabo una revisión conjunta tras la superación de la pandemia de COVID-19, con el fin de analizar las acciones llevadas a cabo por todos los agentes institucionales de la UE y la necesidad de medidas adicionales para mejorar la preparación frente a las crisis de la UE y su capacidad para responder a futuras amenazas sanitarias, evitando duplicaciones con otras revisiones en curso. Esto también debe incluir un estudio de los efectos de la pandemia de COVID-19 en la salud pública y en el tratamiento de los pacientes que tengan enfermedades transmisibles o no transmisibles, como el cáncer, y sobre la resistencia a los antimicrobianos.


Experiencia adquirida: garantizar el suministro de medicamentos,
EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA

	
	18.
	RECONOCE que la escasez de medicamentos y la dependencia de un número limitado de terceros países y lugares de fabricación para muchos productos, como los ingredientes farmacéuticos activos (IFA), son motivo de gran preocupación en el sector sin patentes, DESTACA la necesidad de que se garantice el suministro de la UE, RECUERDA el llamamiento reiterado del Consejo de que se aborde la escasez de medicamentos de forma colectiva y SUBRAYA la necesidad de acciones basadas en pruebas para hacer frente a la amenaza que suponen estas carencias para los sistemas de asistencia sanitaria.


	
	19.
	RECONOCE que la escasez de productos sanitarios y EPI también constituyó una grave amenaza para la prestación de asistencia sanitaria al inicio de la pandemia de COVID-19 y RECUERDA que es preciso prestar atención a los futuros productos sanitarios y productos sanitarios para diagnóstico in vitro.


	
	20.
	RECONOCE que el mercado de bienes relacionados con la crisis sanitaria ha estado sometido a una presión considerable durante la crisis de la COVID-19 y que los Estados miembros han introducido restricciones con un fuerte impacto en el mercado interior, y SUBRAYA la necesidad de que se asegure que las medidas aplicadas debido a la crisis no den lugar a distorsiones persistentes en el mercado interior.


	
	21.
	RECONOCE que el Consejo Europeo ha destacado el logro de la autonomía estratégica manteniendo al mismo tiempo una economía abierta como un objetivo clave de la Unión y SOLICITA a la Comisión que dé curso, con carácter prioritario, a la invitación del Consejo Europeo de los días 1 y 2 de octubre de 2020 de determinar los casos en que exista una dependencia estratégica, en particular en los ecosistemas industriales más sensibles, como la salud, y a que proponga medidas para reducir esta dependencia, en particular mediante la diversificación de las cadenas de producción y suministro, garantizando el almacenamiento estratégico y fomentando la producción y la inversión en Europa (12).


	
	22.
	TOMA NOTA de la Estrategia Farmacéutica para Europa (13), adoptada por la Comisión, y PIDE a la Comisión que coopere con los Estados miembros para desarrollar un ambicioso programa de aplicación con un calendario claro y la financiación necesaria a largo plazo para aplicar acciones concretas derivadas de la Estrategia Farmacéutica para Europa.


	
	23.
	MANIFIESTA SU PREOCUPACIÓN por que algunos fabricantes carezcan de competitividad en la producción de productos farmacéuticos (materias primas, IFA, productos intermedios, productos acabados) en la UE y de que ello pueda deberse en parte a los elevados costes de producción de la UE. PIDE a los Estados miembros que se distingan como líderes mundiales en materia de normas medioambientales y sociales y de producción limpia e innovadora, y DESTACA la necesidad de que los fabricantes de IFA y productos farmacéuticos de la UE modernicen su base industrial e integren métodos y tecnologías de fabricación nuevos, rentables, más eficientes y respetuosos con el medio ambiente. SOLICITA a la Comisión que UTILICE sus marcos reguladores y su influencia mundial para lograr unas condiciones de competencia equitativas para las empresas de la UE.


	
	24.
	RECONOCE que la disponibilidad de medicamentos está vinculada a la calidad de las IFA y de las materias primas, y ADMITE que los problemas de calidad y los incidentes industriales podrían aumentar el riesgo de escasez, al tiempo que la diversificación de las cadenas de suministro puede contribuir a contrarrestar estos retos. Además, debe reforzarse el papel de los fabricantes en relación con la disponibilidad y el suministro adecuado y sin interrupciones de medicamentos a los mercados de los Estados miembros.


	
	25.
	DESTACA que el suministro seguro y sin interrupciones de medicamentos de alta calidad solo puede lograrse en el marco de una estrategia europea a medio y largo plazo basada en un enfoque multidisciplinar de la política de asistencia sanitaria que incluya medidas destinadas a mejorar la transparencia y las inspecciones de calidad, la diversificación de las cadenas de suministro, la creación de reservas estratégicas a distintos niveles de la cadena de suministro y la creación de un entorno propicio para estimular una producción innovadora y limpia, por ejemplo la producción de IFA para medicamentos esenciales, dentro de la UE, incluidas normas y procedimientos simplificados. SEÑALA que garantizar la asequibilidad de los medicamentos y reducir el impacto medioambiental siguen siendo factores importantes que deben tenerse en cuenta en este contexto.


	
	26.
	CONSIDERA que, para hacer frente a la escasez, es importante aumentar la cooperación y el intercambio continuo de información a escala de la Unión, en particular a través de los foros existentes destinados a abordar la escasez de medicamentos, los retos en las cadenas de distribución y la escasez de capacidades de fabricación, manteniendo al mismo tiempo los sistemas nacionales de información sobre la disponibilidad o escasez de medicamentos; el intercambio de información incluye información pertinente sobre los lugares de fabricación de las API presentados por el titular de la autorización de fabricación.


	
	27.
	PIDE a la Comisión que estudie la creación de herramientas de gestión de datos y procedimientos adecuados y que refuerce los instrumentos existentes a escala de la UE para recopilar información sobre toda la cadena de suministro, como las fuentes de suministro y los centros mundiales de fabricación de IFA y de otras sustancias farmacéuticas. Esto contribuye a aumentar la transparencia y la visibilidad tanto de las dependencias unilaterales como de los centros de fabricación críticos; SUBRAYA que es importante aumentar la transparencia a lo largo de todo el ciclo de vida de los medicamentos, por lo que PIDE a los Estados Miembros que compartan la información disponible y que cooperen, cuando proceda, en toda la cadena de valor de los productos, teniendo presente que no deben imponer cargas innecesarias a la industria.


	
	28.
	SOLICITA a los Estados miembros y a la Comisión que trabajen conjuntamente en una lista de medicamentos esenciales (por ejemplo, IFA antimicrobianas, IFA para medicamentos de cuidados intensivos o vacunas) para garantizar la autonomía estratégica de la Unión Europea a largo plazo.


	
	29.
	SOLICITA a la Comisión que asegure el seguimiento de los medicamentos esenciales durante posibles emergencias sanitarias futuras y que consolide los mecanismos para prepararse y responder a las crisis sanitarias, en particular mediante el seguimiento y la reducción de la escasez de medicamentos.


	
	30.
	SUBRAYA que la mejora de la cooperación internacional por parte de las autoridades competentes de la UE permitirá inspecciones más eficientes y de este modo asegurará una calidad de IFA sin interrupciones.


	
	31.
	EXHORTA a la Comisión a que considere la posibilidad de reforzar la cooperación internacional promoviendo normas de alto nivel en la cooperación mundial, como las directrices establecidas por el Consejo Internacional para la Armonización de los Requisitos Técnicos de los Productos Farmacéuticos de Uso Humano (ICH) (14) y animando a los socios mundiales a cumplir estas normas, y en el marco de las inspecciones de buenas prácticas de fabricación con los Estados socios del Acuerdo de reconocimiento mutuo (ARM), la Dirección Europea de Calidad del Medicamento y la Asistencia Sanitaria (EDQM) (15), y las autoridades del Programa de Cooperación de Inspección Farmacéutica (PIC/S) (16) y evaluar si puede apoyarse el reconocimiento mutuo de los documentos oficiales sobre practicas correctas de fabricación correspondientes a centros de fabricación situados fuera del territorio de la autoridad emisora en los estados socios del ARM.


	
	32.
	OBSERVA que los Estados miembros pueden adaptar las normativas nacionales de los procesos de contratación pública con el fin de reforzar la resiliencia del suministro de medicamentos esenciales, señalando al mismo tiempo que se trata de un ámbito de competencia nacional y teniendo en cuenta la sostenibilidad financiera de los sistemas sanitarios de los Estados miembros.


	
	33.
	PIDE a la Comisión que explore las posibilidades para facilitar el mantenimiento o la reubicación en la UE de plantas de fabricación de ingredientes farmacéuticos activos (IFA) para medicamentos esenciales.


	
	34.
	SOLICITA a los Estados miembros y a la Comisión que analicen los incentivos existentes; estudien, cuando proceda, nuevos incentivos, evalúen los requisitos reglamentarios aplicables a los medicamentos esenciales en la UE, estudien mecanismos para adaptar estos incentivos y simplifiquen dichos requisitos para garantizar la disponibilidad de medicamentos esenciales, teniendo en cuenta al mismo tiempo el papel de la industria farmacéutica a la hora de garantizar un suministro seguro, cualitativo y en tiempo oportuno de medicamentos asequibles a los mercados de los Estados miembros e impedir la retirada del mercado de medicamentos esenciales antiguos y eficaces.

	
	35.
	PIDE a la Comisión que explore las posibilidades de que se utilice el centro científico de la UE para fines de investigación en caso de crisis de salud pública.


Experiencia adquirida: mejorar el acceso a los datos sanitarios y su intercambio
EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA

	
	36.
	RECONOCE que una de las lecciones aprendidas de la crisis es que son primordiales las normas comunes y la infraestructura para compartir datos, tal como se ha propuesto en el marco del espacio europeo de datos sanitarios, en el que los datos de la ciencia traslacional, los ensayos clínicos y la asistencia sanitaria pueden contribuir a la investigación y la asistencia en el futuro. La actual pandemia ofrece una demostración directa de cómo los datos transformarán la sanidad y la asistencia sanitaria. La rápida puesta en común de los datos sobre la COVID-19 y su acceso en todos los países han desempeñado un papel fundamental para entender la transmisión y el contagio, para determinar los objetivos de los medicamentos y para comprender la evolución de los acontecimientos relativos a la enfermedad y las vacunas.


	
	37.
	SEÑALA que la pandemia de COVID-19 ha demostrado que la agregación de datos sanitarios puede reforzar la vigilancia de las enfermedades infecciosas y abrir camino a la adopción de medidas conjuntas para combatir enfermedades transmisibles y no transmisibles, por ejemplo a través de iniciativas comunes como el proyecto Lean European Open Survey on SARS-CoV 2 (LEOSS) (17), y ha impulsado una mayor cooperación transfronteriza entre los Estados miembros interesados, como el marco de interoperabilidad para las aplicaciones de rastreo de contactos y alerta y el servidor de entrada de la UE.


	
	38.
	RECONOCE el carácter sensible de los datos sanitarios y destaca la importancia de que todas las acciones que se propongan cumplan plenamente las normas de privacidad y protección de datos de la Unión y de los Estados miembros, sean voluntarias y respeten el reparto de competencias entre la Unión y los Estados miembros.


	
	39.
	CONSCIENTE DE que los responsables y encargados del tratamiento de datos que analizan datos sanitarios transfronterizos para luchar contra la pandemia de COVID-19 han constatado una falta de claridad y seguridad jurídica con respecto al tratamiento de los datos sanitarios, INSTA al Comité Europeo de Protección de Datos (CEPD) a que se elabore una interpretación común del tratamiento de los datos sanitarios por las autoridades de control de la protección de datos y, en particular, que se formulen orientaciones sobre los aspectos éticos y jurídicos del tratamiento de datos sanitarios con fines de investigación científica, y PIDE al CEPD que alcance un consenso sobre la aplicación del Reglamento General de Protección de Datos (RGPD (18)) en el ámbito de la salud.


	
	40.
	ACOGE CON SATISFACCIÓN la intención de la Comisión de apoyar la elaboración de códigos de conducta europeos para categorías específicas de responsables o encargados del tratamiento de datos o de actividades de tratamiento de datos de conformidad con el artículo 40 del RGPD, y SOLICITA a los Estados miembros que cooperen a escala bilateral y multilateral para reducir las diferencias en la interpretación y aplicación del RGPD en el sector sanitario mediante el intercambio de las mejores prácticas, para mejorar la calidad de los datos, permitir su localización, accesibilidad interoperabilidad y reutilización, fomentar el uso de datos sanitarios para la investigación científica y aclarar las diferencias entre datos sanitarios sensibles y datos no personales, especialmente los datos abiertos.


	
	41.
	ESPERA el informe de evaluación de las normas de los Estados miembros sobre datos sanitarios a la luz del RGPD 2019/2020 encargado por la Comisión y sus recomendaciones basadas en encuestas exhaustivas y cinco talleres con amplia participación de expertos, representantes de los Estados miembros, autoridades de control de la protección de datos, partes interesadas del sector sanitario e instituciones de la UE, y PIDE a la Comisión que siga intercambiando con éxito las mejores prácticas con los Estados miembros a través de un grupo de expertos específico sobre el uso secundario de los datos sanitarios en el que participen representantes de organismos que se dedican al uso secundario de datos sanitarios.


	
	42.
	RECUERDA que, en su reunión especial sobre la gestión de la pandemia de COVID-19 de los días 1 y 2 de octubre de 2020, el Consejo Europeo se felicitó por la creación de espacios comunes europeos de datos en sectores estratégicos y, en particular, invitó a la Comisión a que diera prioridad al espacio de datos sanitarios, APOYA las medidas destinadas a aumentar la madurez digital de los sistemas sanitarios, la interoperabilidad de las infraestructuras y la normalización de los historiales médicos, para permitir el acceso y el intercambio de datos e información a través de un espacio europeo de datos sanitarios y TOMA NOTA de que la Comisión Europea tiene previsto presentar, para finales de 2021, una propuesta legislativa sobre el espacio europeo de datos sanitarios.


	
	43.
	PIDE a la Comisión, a los Estados miembros y a todas las partes interesadas pertinentes de los sectores público y privado que colaboren con el fin de crear un espacio europeo de datos sanitarios eficaz que refuerce el control de los ciudadanos sobre sus propios datos personales sanitarios, respalde la portabilidad, la ciberseguridad y la interoperabilidad de los datos sanitarios y contribuya a la utilización y reutilización transfronterizas de datos sanitarios para mejorar la asistencia sanitaria, la investigación, la formulación de políticas y las actividades normativas, y TOMA NOTA de que un espacio europeo de datos sanitarios eficaz podría fortalecer la competitividad de la industria de la UE, respetando al mismo tiempo la dimensión ética del uso de datos sanitarios, especialmente con respecto al uso de la inteligencia artificial en la sanidad.


	
	44.
	CELEBRA la estrecha cooperación entre los Estados miembros y la Comisión para preparar la Acción Conjunta sobre el espacio europeo de datos sanitarios titulada «Hacia el espacio europeo de datos sanitarios», a fin de garantizar la continuidad del desarrollo de una estrategia de gobernanza para el uso secundario de los datos sanitarios a escala europea y facilitar el acceso a los datos sanitarios y su intercambio mediante de casos de uso concreto, incluidas medidas para mitigar la pandemia de COVID-19, e INVITA a la Comisión a tener debidamente en cuenta las opciones de gobernanza que se establezcan en la Acción Conjunta al preparar medidas legislativas y no legislativas en relación con el espacio europeos de datos sanitarios, con el fin de garantizar un enfoque armonizado para el tratamiento de los datos sanitarios que esté basado en las normativas y principios nacionales de los Estados miembros y que tome en consideración las condiciones locales, como las infraestructuras de datos e iniciativas nacionales existentes y respete plenamente las competencias y capacidades de los Estados miembros. Con respecto a los datos personales sensibles recopilados por el sector público, es esencial que las autoridades públicas de los Estados miembros mantengan el control sobre el uso de los datos para garantizar la seguridad de los datos y la confianza del público.


	
	45.
	ANIMA a la Comisión a que pongan en marcha y financien proyectos piloto sobre el intercambio de datos sanitarios en colaboración con las autoridades nacionales en 2021, a que creen una infraestructura interoperable dedicada al espacio europeo de datos sanitarios para el uso secundario de dichos datos, a más tardar en 2025, y a que faciliten el acceso a los repositorios europeos de datos sanitarios mediante normas, instrumentos y procedimientos comunes, incluidos los registros de la red europea de referencia, así como iniciando y promoviendo en mayor medida casos de uso concreto que presenten un valor añadido para la UE, como las redes de expertos clínicos para otras enfermedades y afecciones, cuando el intercambio europeo de datos sanitarios sea necesario y adecuado, por ejemplo para la gestión de los casos graves de COVID-19.


	
	46.
	RECORDANDO que las aplicaciones relativas al estilo de vida permiten recopilar datos sanitarios pertinentes que todavía no son accesibles para fines sanitarios y la adopción de medidas de salud pública contra la COVID-19 y otras amenazas sanitarias transfronterizas, SOLICITA a los Estados miembros y a la Comisión que desarrollen un modelo de gestión europeo compartido para el tratamiento de los datos sanitarios generados por las personas, con el fin de complementar, cuando proceda, los historiales médicos electrónicos, previo consentimiento informado de las personas, y establezcan una red de plataformas de intercambio de datos accesibles en toda la UE y conectadas a la infraestructura del espacio europeo de datos sanitarios para servir como interfaces digitales esenciales entre el público y usuarios de datos dignos de confianza con el fin de recopilar datos compartidos, previo consentimiento informado del público, facilitar el acceso a los datos personales de conformidad con el RGDP y producir datos anonimizados y segregados que permitan obtener tanto información para mejorar los conocimientos científicos, en particular con respecto a la prevalencia de las enfermedades crónicas, como herramientas prácticas para los institutos de salud pública. Estas plataformas también deben informar a las personas que compartan sus datos sobre los progresos realizados y los conocimientos obtenidos utilizando sus datos.


	
	47.
	INSTA a los Estados miembros y a la Comisión a aunar fuerzas para promover las capacidades digitales y las capacidades relacionadas con los datos con el fin de capacitar a las personas, los profesionales, las empresas, las entidades del sector público y los responsables de la toma de decisiones, así como para reducir la brecha digital, en particular las diferencias con respecto a la cobertura, los equipos, la accesibilidad y la alfabetización digital.


	
	48.
	ALIENTA a los Estados miembros y a la Comisión a que sigan apoyando la labor y la coordinación de la red de sanidad electrónica en sus esfuerzos por establecer una gobernanza reforzada común de la coordinación de la interoperabilidad entre los Estados miembros y los centros nacionales de competencia en materia de sanidad electrónica, a que sigan implantando y mejorando la infraestructura de servicios digitales de sanidad electrónica (eHDSI) y a que colaboren con el grupo de expertos dedicado al uso secundario de los datos sanitarios en el espacio europeo de datos sanitarios.


	
	49.
	ANIMA a los Estados miembros y a la Comisión a que apoyen los trabajos en curso en el contexto de un espacio europeo de datos sanitarios seguro y fiable para desarrollar un marco de gobernanza que conecte a las autoridades y organismos pertinentes en los Estados miembros y a escala de la UE, con el objetivo de permitir la reutilización de datos en la investigación y las políticas, crear una infraestructura digital para el uso secundario de los datos sanitarios y respaldar la colaboración internacional basada en los datos apoyándose en actividades realizadas en el marco de proyectos piloto relacionados.


	
	50.
	PIDE a otros países interesados que utilicen el servidor de entrada de la UE para las aplicaciones móviles de rastreo de contactos y alerta cuando ello pueda reforzar la capacidad de los Estados miembros de contener la propagación de la pandemia y ACOGE CON SATISFACCIÓN los importantes esfuerzos llevados a cabo por los Estados miembros y la Comisión en la red de sanidad electrónica para introducir un marco de interoperabilidad para las aplicaciones de rastreo de contactos y alerta y crear un servidor de entrada de la UE, que pueda convertirse en una herramienta importante para demostrar el valor y la necesidad del intercambio transfronterizo de datos pertinentes para luchar contra la pandemia. SOLICITA también a los Estados miembros, a la Comisión y al CEPCE que colaboren para mejorar la armonización de los conjuntos de datos epidemiológicos para la vigilancia.


Experiencia adquirida: reforzar el papel de la UE en la salud mundial
EL CONSEJO DE LA UNIÓN EUROPEA

	
	51.
	RECUERDA las Conclusiones adoptadas por el Consejo y los Representantes de los Gobiernos de los Estados miembros sobre el papel de la UE en el fortalecimiento de la OMS como autoridad principal y de coordinación (19) en materia de salud mundial.
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(6)  https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/HTML/?uri=CELEX:52020DC0687&from=ES

(7)  Decisión n.o 1082/2013/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de octubre de 2013, sobre las amenazas transfronterizas graves para la salud y por la que se deroga la Decisión n.o 2119/98/CE (DO L 293 de 5.11.2013, p. 1).

(8)  Reglamento (UE) 2020/521 del Consejo de 14 de abril de 2020 por el que se activa la asistencia urgente en virtud del Reglamento (UE) 2016/369, cuyas disposiciones se modifican considerando el brote de COVID-19 (DO L 117 de 15.4.2020, p. 3).
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(17)  https://leoss.net/

(18)  Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento General de Protección de Datos) (DO L 119 de 4.5.2016, p. 1).

(19)  DO C 400 de 24.11.2020, p. 1.
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Declaración: Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por el que se modifica el Reglamento (UE) n.o 1303/2013 en lo que respecta a los recursos adicionales excepcionales y las normas de desarrollo en el marco del objetivo de inversión en crecimiento y empleo a fin de proporcionar asistencia para el fomento de la reparación de la crisis en el contexto de la pandemia de COVID-19 y la preparación de una recuperación verde, digital y resiliente de la economía (REACT-UE) — Adopción del acto legislativo

(2020/C 450 I/01)

DECLARACIÓN DE LA COMISIÓN
Declaración sobre el considerando 6
La Comisión lamenta que el Parlamento Europeo y el Consejo hayan acordado que el objetivo de gasto en acciones relacionadas con el clima se exponga en un considerando, en lugar de establecer un objetivo jurídicamente vinculante en un artículo. La Comisión considera que esto no le otorga medios jurídicos apropiados para garantizar de forma efectiva que la contribución de los recursos REACT-UE alcance el nivel acordado a efectos del objetivo global de contribución climática establecido conjuntamente para el marco financiero plurianual y Next Generation EU, de conformidad con el punto 15 del Acuerdo Interinstitucional.
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Declaración conjunta del Parlamento Europeo, el Consejo de la Unión Europea y la Comisión Europea

Prioridades legislativas de la UE para 2021

(2021/C 451 I/01)

A raíz de una pandemia sin precedentes, la Unión y sus ciudadanos han demostrado ser resilientes. Sin embargo, el reciente repunte de la pandemia en toda Europa pone de manifiesto la acuciante necesidad de que los Estados miembros y las instituciones de la UE sigan actuando con atención, solidaridad, precaución y coordinación en la gestión y la superación de la crisis. Cuando ha sido necesario introducir cambios legislativos urgentes para proteger vidas y medios de subsistencia, Europa ha mostrado su resolución y competencia para actuar con rapidez en un espíritu de auténtica solidaridad europea. La UE también ha tomado innumerables medidas para contrarrestar los efectos socioeconómicos de la pandemia, entre ellas la adopción de un marco financiero plurianual que asciende a 1 074 billones de euros y un fondo de recuperación, Next Generation EU, de 750 000 millones de euros. La Comisión proseguirá sus esfuerzos para garantizar la disponibilidad generalizada de vacunas contra la COVID-19 para todo aquel que lo necesite.

Las prioridades estratégicas establecidas por las instituciones de la UE al inicio de este mandato —una Europa más saludable, más ecológica, más digital, más justa y más social, que no deje a nadie atrás— seguirán orientando nuestras decisiones y acciones y harán que nuestras sociedades y economías sean aún más resilientes. Seguimos comprometidos con la aplicación de estas prioridades, reforzando la identidad europea y aprovechando todo el potencial que ofrecen los Tratados.

La presente Declaración conjunta para 2021, que se basa en el programa de trabajo de la Comisión para el próximo año, demuestra nuestra determinación común de llevar a la práctica los cambios que anhelan los ciudadanos europeos. Ha llegado el momento de pasar de la estrategia a la aplicación. La Declaración conjunta dirige la atención política a propuestas legislativas fundamentales (1) que ya han sido presentadas por la Comisión Europea o que se presentarán a más tardar en otoño de 2021. Las tres instituciones harán todo lo posible para garantizar que se puedan lograr avances significativos antes de que finalice el año. Recuerdan que las evaluaciones de impacto contribuyen de forma positiva a la mejora de la calidad de la legislación de la Unión y que las iniciativas con importantes repercusiones económicas, medioambientales y sociales incluidas en la Declaración conjunta se acompañarán, por regla general, de una evaluación de impacto.

Las tres instituciones convienen en dar la máxima prioridad a las siguientes iniciativas, a fin de alcanzar cuanto sea posible antes del término de 2021 y sentar las bases para la transformación, la recuperación y la resiliencia futura de Europa:

	1.
	Aplicar el Pacto Verde Europeo, garantizando que la transición climática sea justa y que nadie se quede atrás, permitiendo a la Unión alcanzar la neutralidad climática de aquí a 2050 y garantizar la consecución de avances ambiciosos hacia ese objetivo de aquí a 2030, preservando la biodiversidad, revirtiendo la deforestación, logrando una movilidad más inteligente y sostenible y protegiendo nuestros recursos naturales.


	2.
	Modelar la década digital de Europa, para lo que nos esforzaremos en crear un verdadero mercado único de servicios digitales que sea operativo dentro de límites seguros y éticos, definir un marco para una inteligencia artificial fiable, desarrollar el liderazgo europeo con objetivos digitales para 2030 y una economía de datos dinámica, elaborar un marco a escala de la UE para la identificación electrónica pública segura, reforzar la privacidad en las comunicaciones electrónicas y desarrollar competencias y resiliencia en materia de ciberseguridad de la UE, en particular en el ámbito financiero, al tiempo que se persigue una fiscalidad digital justa; seguiremos impulsando la digitalización, en particular en lo que se refiere a la educación, la formación y la sanidad, así como a la soberanía digital y la capacidad de innovación de Europa.


	3.
	Lograr una economía al servicio de las personas, garantizando que la recuperación llegue al conjunto de la sociedad, profundizando el mercado único y reforzando nuestras industrias, luchando por lograr una mayor justicia y prosperidad social, mitigando las consecuencias negativas de la crisis para los grupos sociales vulnerables y renovando nuestro compromiso con un sector cultural dinámico y económicamente fuerte. Al mismo tiempo, profundizaremos la unión económica y monetaria, reforzaremos la resiliencia y la sostenibilidad de los bancos y los mercados de capitales europeos, aseguraremos una mayor transparencia en la fiscalidad de las empresas multinacionales; y garantizaremos la competencia leal dentro de la UE y a escala mundial.


	4.
	Lograr una Europa más fuerte en el mundo, para lo que consolidaremos la marca europea de liderazgo responsable a escala mundial y una asociación sólida; también estamos dispuestos a dar un impulso firme y renovado a nuestras relaciones transatlánticas. Fomentaremos normas comerciales internacionales que se apliquen de forma adecuada y garanticen unas condiciones de competencia equitativas.


	5.
	Promover una Europa libre y segura, para lo que trabajaremos a fin de acordar un nuevo pacto sobre migración y asilo, asegurar que la migración se aborde de manera global y garantizar el control efectivo de nuestras fronteras exteriores; proteger la libre circulación afianzando el marco de Schengen y mejorar la respuesta de Europa a las crisis sanitarias. Actuaremos con decisión para evitar la propagación de contenidos terroristas y del abuso sexual de menores en línea.


	6.
	Proteger y reforzar nuestra democracia y defender nuestros valores europeos comunes, para lo que seguiremos fortaleciendo la capacidad de la UE para defender y proteger el Estado de Derecho y los derechos y libertades fundamentales y protegiendo a los ciudadanos frente a amenazas y delitos emergentes. Mejoraremos las normas sobre fundaciones y partidos políticos europeos, así como sobre publicidad política. Garantizaremos una mayor cooperación en la recogida de pruebas en los procesos penales y adoptaremos nuevas medidas para promover la igualdad entre hombres y mujeres en el lugar de trabajo.


Asimismo, recordamos nuestro compromiso para:

	—
	aplicar el programa de trabajo encaminado a la introducción de nuevos recursos propios;


	—
	trabajar por una Europa sin discriminación, que garantice la igualdad de derechos y oportunidades para todos;


	—
	seguir revitalizando las políticas de ampliación y de vecindad, así como una estrategia global con África;


	—
	luchar contra el blanqueo de capitales y la financiación del terrorismo, el fraude fiscal, la evasión de impuestos y la elusión fiscal, velando por la implantación de un sistema tributario sólido y equitativo;


	—
	colaborar con los ciudadanos para que tengan un mayor papel en el futuro de Europa, también a través de la próxima Conferencia sobre el Futuro de Europa.


Las tres instituciones colaborarán en todas las propuestas pendientes, guiadas por los principios de valor añadido europeo, subsidiariedad y proporcionalidad. Seguiremos avanzando con resolución y competencia para que Europa pueda ofrecer resultados a sus ciudadanos cuando y donde sea más necesario.

Estamos dedicados a la correcta aplicación y control del cumplimiento de la legislación vigente.

En nuestra calidad de presidentes del Parlamento Europeo, del Consejo de la Unión Europa y de la Comisión Europea, supervisaremos regularmente que la presente Declaración conjunta se aplique de manera oportuna y eficiente.

Hecho en Bruselas, el diez de diciembre de dos mil veinte.

Para el Parlamento Europeo
El Presidente
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David SASSOLI

Para el Consejo de la Unión Europea
La Presidenta
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Angela MERKEL
Para la Comisión Europea
La Presidenta
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Ursula von der LEYEN



(1)  Con arreglo al procedimiento legislativo ordinario.
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Conclusiones Conjuntas del Parlamento Europeo, el Consejo de la Unión Europea y la Comisión Europea sobre

los objetivos y las prioridades para el periodo 2020-2024

(2021/C 451 I/02)

Para la legislatura que termina en 2024, las tres instituciones acuerdan presentar un ambicioso programa político y legislativo para la recuperación y la vitalidad renovada. Se trata de un programa positivo para una Unión más resiliente que se esfuerza por recuperarse de los efectos de la pandemia de COVID-19, aprovechando al mismo tiempo las oportunidades de la doble transformación climática y digital y potenciando la autonomía estratégica abierta de Europa. Con el objetivo de situar a la Unión y a sus socios en la senda de la recuperación y preparar estas transiciones, en los cuatro próximos años priorizaremos los siguientes objetivos:

	1.
	No escatimaremos esfuerzos para garantizar una recuperación total de la pandemia de COVID-19 sin dejar a nadie atrás. Seguiremos protegiendo vidas y medios de subsistencia, apoyando al personal sanitario y garantizando la disponibilidad de los productos sanitarios dentro y fuera de la UE, y dando prioridad al desarrollo y el despliegue mundial de una vacuna. Seguiremos concentrando nuestros esfuerzos en medidas que mitiguen los efectos de la crisis económica. Utilizaremos nuestro ambicioso presupuesto plurianual, reforzado por el instrumento Next Generation EU, para impulsar la recuperación y configurar la economía del mañana, al tiempo que aplicaremos la hoja de ruta para la introducción de nuevos recursos propios. Profundizaremos en el mercado único para apuntalar una recuperación sólida y forjar una Europa más competitiva y sostenible. Estudiaremos las enseñanzas que hemos de extraer de la crisis sanitaria y las carencias que ha revelado, con una colaboración más ambiciosa en materia de sanidad y protección civil, construyendo una Unión Europea de la Salud, sin dejar de respetar las competencias nacionales.


	2.
	Además de gestionar la pandemia de forma coordinada, redoblaremos nuestros esfuerzos por construir la Unión del mañana. Para ello, daremos prioridad a las acciones que aceleren la transición a una sociedad más justa, más sana, más verde y más digital en la UE y a escala mundial. Impulsaremos nuestra investigación y desarrollo, así como nuestra capacidad de innovación, para acelerar las transiciones ecológica y digital, especialmente en ámbitos fundamentales como el sector de la energía, la informática de alto rendimiento y la inteligencia artificial fiable.


	3.
	El liderazgo mundial de la UE en la lucha contra el cambio climático sigue siendo una prioridad esencial, por cuanto la drástica reducción de las emisiones y el uso más eficiente de los recursos en todos los sectores de la economía han devenido en un imperativo urgente. Al mismo tiempo, la transición ecológica brinda enormes oportunidades para el crecimiento económico y la creación de empleo, al tiempo que mejora nuestra resiliencia al cambio climático. En los cuatro próximos años trabajaremos en pro de nuestros objetivos de neutralidad climática de aquí a 2050, de transición socialmente justa hacia una economía competitiva, sostenible y circular, de protección de la biodiversidad y de aplicación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible de las Naciones Unidas para 2030.


	4.
	La crisis de la COVID-19 ha acelerado la hiperconectividad y la integración de las nuevas tecnologías que configuran nuestra forma de vivir y transforman nuestra forma de aprender, trabajar, socializar y consumir. La crisis ha puesto también de manifiesto las carencias que experimenta Europa, que abarcan desde problemas en el ámbito de la ciberseguridad hasta en materia de capacidad y de falta de infraestructuras suficientes de banda ancha en muchas regiones. Para reforzar nuestro lugar en la economía mundial y defender nuestros valores, conformaremos nuestras propias soluciones digitales y estableceremos la soberanía digital de Europa. Nuestros esfuerzos deben centrarse simultáneamente en el acceso a los datos y su protección, en el desarrollo de tecnologías innovadoras y en la modernización de nuestras infraestructuras. Definiremos objetivos digitales claros para 2030 y trabajaremos conjuntamente para su consecución para aprovechar el impulso actual y situar a Europa en una senda ambiciosa hacia una mayor digitalización. Los efectos económicos de la crisis y la velocidad de recuperación no serán los mismos para todos los grupos de la sociedad ni para todas las regiones de la UE. La crisis ha aumentado el desempleo, sobre todo entre los jóvenes y las mujeres con tipos de empleos vulnerables. Por ello adoptaremos medidas destinadas a seguir aplicando el pilar europeo de derechos sociales, en particular a fin de salvaguardar los derechos de los trabajadores en la economía digital, ofrecer igualdad de oportunidades para todos, desarrollar un marco para unos salarios mínimos adecuados y mejorar la transparencia de los salarios.


	5.
	Para que nuestra economía sea más resiliente y sólida, seguiremos reforzando sus cimientos. Garantizaremos la libre circulación a través del buen funcionamiento del espacio Schengen, aplicaremos las normas del mercado único, profundizaremos y revitalizaremos el mercado único, apoyaremos los programas nacionales de reforma e inversión e incentivaremos las inversiones privadas para reactivar la economía. Llevaremos a cabo una política industrial europea ambiciosa para que nuestra industria sea más sostenible, ecológica, competitiva a escala mundial y más resiliente. Hemos de reforzar nuestra moneda única, garantizar una mayor estabilidad financiera y protegernos contra los delitos financieros, el fraude fiscal, la evasión y la elusión fiscales y el blanqueo de capitales. Las empresas y los ciudadanos europeos necesitan protección contra la competencia desleal procedente del exterior. Para ello, introduciremos un conjunto adecuado de medidas en materia de fiscalidad y abordaremos los efectos distorsionadores que determinadas subvenciones extranjeras tienen en nuestro mercado único. Con el fin de evitar la escasez de suministro y las dependencias de bienes cruciales para la seguridad de nuestros ciudadanos o para el funcionamiento de nuestra economía, detectaremos las dependencias estratégicas y tomaremos medidas para reducirlas. Reforzaremos nuestra autonomía estratégica abierta y nuestra resiliencia y mantendremos nuestro firme compromiso con un comercio abierto y basado en normas.


	6.
	Cada vez son más los intentos de los regímenes autoritarios de difundir discursos engañosos sobre la pandemia de COVID-19 y socavar nuestras sociedades democráticas. El futuro de nuestra Unión dependerá de nuestra capacidad para defender nuestros valores comunes y reforzar nuestro modelo democrático. Estamos firmemente comprometidos con el principio del Estado de Derecho en el que se basa nuestro sistema democrático. Actuaremos con decisión para garantizar la seguridad de los europeos. Reforzaremos también nuestra capacidad común para responder al terrorismo y a las amenazas híbridas, tanto las de carácter emergente como las existentes de índole intersectorial y transfronterizo y la delincuencia. Los ciudadanos son el motor de nuestra democracia. Nos ocuparemos de las cuestiones sociales urgentes relacionadas con el cambio climático. Seguiremos defendiendo el respeto por los derechos fundamentales y la no discriminación tanto dentro como fuera de la Unión. Lucharemos contra el racismo y trabajaremos en pro de una Unión de la igualdad con los mismos derechos y oportunidades para todos. Concluiremos nuestro trabajo sobre una reforma global de nuestro sistema de migración y asilo para garantizar un enfoque eficaz y humano y dotarnos de los instrumentos necesarios para hacer frente a los retos futuros.


	7.
	Reforzaremos el papel de la UE como actor mundial: la cooperación resulta fundamental para ejercer influencia sobre los acontecimientos mundiales que afectan a nuestro futuro y para mantener la salud de nuestro planeta. Por ello promoveremos y reformaremos el orden mundial multilateral basado en normas. Colaboraremos estrechamente con nuestros socios estratégicos y países afines, en particular con el nuevo Gobierno de los Estados Unidos, a fin de alcanzar estos objetivos. Aplicaremos una política de ampliación renovada, prestaremos especial atención a nuestros socios de la vecindad oriental y meridional y promoveremos una asociación dinámica con África. Mejoraremos nuestras capacidades de defensa para una Europa más sólida como parte de una alianza transatlántica más robusta. Trabajaremos en pro de una OMC fuerte y de unas condiciones de competencia equitativas, garantizando al mismo tiempo nuestra capacidad de reaccionar ante las prácticas desleales y la falta de reciprocidad.


Estos objetivos y prioridades inspirarán y orientarán nuestra actuación en los próximos años. Integraremos la prospectiva estratégica en nuestra definición de políticas con el objetivo de comprender mejor los efectos futuros de las decisiones de hoy, completar de forma satisfactoria las transiciones ecológica y digital y potenciar nuestra capacidad de influir en lo que sucede en el mundo. Trabajaremos juntos para cumplir lo que nuestros ciudadanos esperan de nosotros. En este sentido, estableceremos vías para que hagan oír su voz en la definición de las políticas de la UE, en particular a través de la Conferencia sobre el Futuro de Europa. Nos guiaremos por los principios del valor añadido europeo, la subsidiariedad y la proporcionalidad, y aprovecharemos todo el potencial que ofrecen los Tratados.

Hecho en Bruselas, el diez de diciembre de dos mil veinte.

Para el Parlamento Europeo
El Presidente
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David SASSOLI

Para el Consejo de la Unión Europea
La Presidenta
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Angela MERKEL

Para la Comisión Europea
La Presidenta
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Ursula von der LEYEN

IV. SENTENCIAS Y AUTOS  DEL TJUE
*TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA 

COMUNICADO DE PRENSA n.º 173/20 Luxemburgo, 22 de diciembre de 2020 Informe sobre el funcionamiento del Tribunal General de la Unión Europea 

El 16 de diciembre de 2015, el legislador de la Unión Europea aprobó una reforma de la arquitectura jurisdiccional de la Unión consistente en duplicar, en tres fases sucesivas, el número de Jueces del Tribunal General de la Unión Europea y en transferir a este, el 1 de septiembre de 2016, la competencia para resolver en primera instancia sobre los litigios entre la Unión y sus agentes, hasta entonces atribuida al Tribunal de la Función Pública. En el marco del seguimiento de la ejecución de la reforma, se instó al Tribunal de Justicia, en virtud del artículo 3, apartado 1, del Reglamento 2015/2422, 1 a elaborar, con la ayuda de consejeros externos, un informe sobre el funcionamiento del Tribunal General dirigido al Parlamento Europeo, al Consejo y a la Comisión. A tenor de la citada disposición, dicho informe ha de centrarse, en particular, en la eficiencia del Tribunal General, en la necesidad y la eficacia del aumento a 54 Jueces, en el uso y la eficacia de los recursos y en la posible creación de salas especializadas y/u otros cambios estructurales. Hoy, 21 de diciembre de 2020, el Tribunal de Justicia ha transmitido el citado informe al Parlamento Europeo, al Consejo y a la Comisión. 

Puede accederse al texto íntegro del informe a través del siguiente enlace: 

https://curia.europa.eu/jcms/jcms/Jo2_7031/ Documento no oficial, destinado a los medios de comunicación y que no vincula al Tribunal de Justicia
Procedimiento
Normas procesales

Versión consolidada del Tratado de la Unión Europea
Versión consolidada del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea
Versión consolidada del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea de la Energía Atómica
Protocolos: Anexos del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea
Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea
Estatuto del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (1-5-2019)

Decisión del Consejo, de 25 de junio de 2013, por la que se aumenta el número de abogados generales del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (2013/336/ЕС)
Decisión (UE) 2020/135 del Consejo de 30 de enero de 2020 relativa a la celebración del Acuerdo sobre la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica
Reglamento de Procedimiento del Tribunal de Justicia (1-1-2020)
Reglamento Adicional (14-1-2014) 
Recomendaciones a los órganos jurisdiccionales nacionales, relativas al planteamiento de cuestiones prejudiciales (8-11-2019)

Instrucciones prácticas a las partes sobre los asuntos sometidos al Tribunal de Justicia (1-3-2020)

Decisión del Tribunal de Justicia, de 23 de octubre de 2012, relativa a las funciones jurisdiccionales del Vicepresidente del Tribunal de Justicia
Decisión (UE) 2016/2386 del Tribunal de Justicia, de 20 de septiembre de 2016 relativa a las normas de seguridad aplicables a los documentos e información presentados ante el Tribunal General con arreglo al artículo 105 de su Reglamento de Procedimiento
Decisión del Tribunal de Justicia, de 16 de octubre de 2018, sobre la presentación y notificación de escritos procesales a través de la aplicación e-Curia
Condiciones de utilización de la aplicación e-Curia (1-12-2018)

Comunicaciones del Diario Oficial de la Unión Europea

Decisión del Tribunal de Justicia, de 11 de febrero de 2020, relativa a los días feriados legales y a las vacaciones judiciales
Más información útil

Aplicación del anonimato en los procedimientos judiciales ante el Tribunal de Justicia 
Recomendaciones para quienes presenten observaciones orales
Informe sobre la aplicación del procedimiento prejudicial de urgencia en el Tribunal de Justicia
Informe presentado con arreglo al artículo 3, apartado 2, del Reglamento (UE, Euratom) 2015/2422 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2015, por el que se modifica el Protocolo n.º 3 sobre el Estatuto del Tribunal de Justicia de la Unión Europea
Informe previsto en el artículo 3, apartado 1, del Reglamento 2015/2422
Tabla de correspondencias
**SENTENCIAS, AUTOS Y CONCLUSIONES GENERALES 
1. SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA (GRAN SALA) DE 1 DE DICIEMBRE DE 2020
«Procedimiento prejudicial — Directiva 96/71/CE — Artículos 1, apartados 1 y 3, y 2, apartado 1 — Desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación de servicios — Conductores que se dedican al transporte internacional por carretera — Ámbito de aplicación — Concepto de “trabajador desplazado” — Transportes de cabotaje — Artículo 3, apartados 1, 3 y 8 — Artículo 56 TFUE — Libre prestación de servicios — Convenios colectivos declarados de aplicación general»

ASUNTO C‑815/18
Tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Hoge Raad der Nederlanden (Tribunal Supremo de los Países Bajos), mediante resolución de 14 de diciembre de 2018, recibida en el Tribunal de Justicia el 21 de diciembre de 2018, en el procedimiento entre

Federatie Nederlandse Vakbeweging y Van den Bosch Transporten BV, Van den Bosch Transporte GmbH, Silo-Tank Kft.,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Gran Sala),

integrado por el Sr. K. Lenaerts, Presidente, y la Sra. R. Silva de Lapuerta, Vicepresidenta, y los Sres. J.‑C. Bonichot, A. Arabadjiev, E. Regan, L. Bay Larsen (Ponente) y N. Piçarra, Presidentes de Sala, y la Sra. C. Toader, los Sres. M. Safjan, D. Šváby, S. Rodin y F. Biltgen, la Sra. K. Jürimäe y los Sres. C. Lycourgos y P. G. Xuereb, Jueces;

Abogado General: Sr. M. Bobek;

Secretaria: Sra. M. Ferreira, administradora principal;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 14 de enero de 2020;

consideradas las observaciones presentadas:

–        en nombre de la Federatie Nederlandse Vakbeweging, por el Sr. J. H. Mastenbroek, advocaat;

–        en nombre de Van den Bosch Transporten BV, Van den Bosch Transporte GmbH y Silo-Tank Kft., por los Sres. R. A. A. Duk y F. M. Dekker, advocaten;

–        en nombre del Gobierno neerlandés, por el Sr. J. Langer y la Sra. M. Bulterman, en calidad de agentes;

–        en nombre del Gobierno alemán, por el Sr. J. Möller, en calidad de agente;

–        en nombre del Gobierno francés, por las Sras. A.‑L. Desjonquères y C. Mosser y por los Sres. R. Coesme y A. Ferrand, en calidad de agentes;

–        en nombre del Gobierno húngaro, por el Sr. Z. Fehér y las Sras. M. M. Tátrai y Zs. Wagner, en calidad de agentes;

–        en nombre del Gobierno polaco, por el Sr. B. Majczyna y las Sras. D. Lutostańska y A. Siwek-Ślusarek, en calidad de agentes;

–        en nombre de la Comisión Europea, por los Sres. W. Mölls, B.‑R. Killmann y M. van Beek, en calidad de agentes;

oídas las conclusiones del Abogado General, presentadas en audiencia pública el 30 de abril de 2020;

dicta la siguiente

Sentencia

1        La petición de decisión prejudicial tiene por objeto la interpretación del artículo 56 TFUE y de los artículos 1, apartados 1 y 3, 2, apartado 1, y 3, apartados 1 y 8, párrafo primero, de la Directiva 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 1996, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios (DO 1997, L 18, p. 1).

2        Esta petición se ha presentado en el contexto de un litigio entre la Federatie Nederlandse Vakbeweging (Federación del Movimiento Sindical Neerlandés; en lo sucesivo, «FNV»), por una parte, y Van den Bosch Transporten BV, Van den Bosch Transporte GmbH y Silo-Tank Kft., por otra, en relación con la aplicación del Collectieve arbeidsovereenkomst Goederenvervoer (Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías) a conductores procedentes de Alemania y Hungría en el marco de contratos de fletamento relativos a transportes internacionales.

 Marco jurídico

 Directiva 96/71
3        A tenor de los considerandos 4 y 5 de la Directiva 96/71:

«(4)      Considerando que la prestación de servicios puede consistir[,] ya sea en la ejecución de trabajos por una empresa, por cuenta de esta y bajo su dirección, en el marco de un contrato celebrado entre dicha empresa y el destinatario de la prestación de servicios, ya sea en el suministro de trabajadores para su utilización por parte de una empresa, en el marco de un contrato público o privado;

(5)      Considerando que el fomento de la prestación transnacional de servicios requiere un clima de competencia leal y medidas que garanticen el respeto de los derechos de los trabajadores».

4        El artículo 1 de esta Directiva, que lleva como epígrafe «Ámbito de aplicación», dispone lo siguiente:

«1.      La presente Directiva se aplicará a las empresas establecidas en un Estado miembro que, en el marco de una prestación de servicios transnacional, desplacen a trabajadores, según lo dispuesto en el apartado 3, en el territorio de un Estado miembro.

2.      La presente Directiva no se aplicará a las empresas de la marina mercante, por lo que se refiere al personal navegante.

3.      La presente Directiva se aplicará en la medida en que las empresas a que se refiere el apartado 1 adopten una de las siguientes medidas transnacionales:

a)      desplazar a un trabajador por su cuenta y bajo su dirección, en el marco de un contrato celebrado entre la empresa de procedencia y el destinatario de la prestación de servicios que opera en dicho Estado miembro, al territorio de un Estado miembro, siempre que exista una relación laboral entre la empresa de procedencia y el trabajador durante el período de desplazamiento; o

b)      desplazar a un trabajador al territorio de un Estado miembro, en un establecimiento o en una empresa que pertenezca al grupo, siempre que exista una relación laboral entre la empresa de origen y el trabajador durante el período de desplazamiento; o

c)      en su calidad de empresa de trabajo interino o en su calidad de empresa de suministro de mano de obra, desplazar a un trabajador a una empresa usuaria que esté establecida o ejerza su actividad en el territorio de un Estado miembro, siempre que exista una relación laboral entre la empresa de trabajo interino o la empresa de suministro de mano de obra y el trabajador durante el período de desplazamiento.

[…]»

5        El artículo 2 de dicha Directiva, bajo la rúbrica «Definición», tiene el siguiente tenor:

«1.      A efectos de la presente Directiva, se entenderá por “trabajador desplazado” todo trabajador que, durante un período limitado, realice su trabajo en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaje habitualmente.

2.      A efectos de la presente Directiva, el concepto de trabajador es el que sea aplicable conforme al Derecho del Estado miembro en cuyo territorio el trabajador esté desplazado.»

6        El artículo 3 de la misma Directiva, con el epígrafe «Condiciones de trabajo y empleo», establece lo siguiente:

«1.      Los Estados miembros velarán por que, cualquiera que sea la legislación aplicable a la relación laboral, las empresas mencionadas en el apartado 1 del artículo 1 garanticen a los trabajadores desplazados en su territorio las condiciones de trabajo y empleo relativas a las materias siguientes que, en el Estado miembro donde se efectúe el trabajo, estén establecidas:

–        por disposiciones legales, reglamentarias o administrativas, y/o

–        por convenios colectivos o laudos arbitrales declarados de aplicación general con arreglo al apartado 8 en la medida en que se refieran a las actividades contempladas en el Anexo:

a)      los períodos máximos de trabajo[,] así como los períodos mínimos de descanso;

b)      la duración mínima de las vacaciones anuales retribuidas;

c)      las cuantías de salario mínimo, incluidas las incrementadas por las horas extraordinarias; la presente letra no se aplicará a los regímenes complementarios de jubilación profesional;

d)      las condiciones de desplazamiento de los trabajadores, en particular por parte de empresas de trabajo temporal;

e)      la salud, la seguridad y la higiene en el trabajo;

f)      las medidas de protección aplicables a las condiciones de trabajo y de empleo de las mujeres embarazadas o que hayan dado a luz recientemente, así como de los niños y de los jóvenes;

g)      la igualdad de trato entre hombres y mujeres y otras disposiciones en materia de no discriminación.

[…]

3.      Los Estados miembros podrán decidir, previa consulta a los interlocutores sociales y de conformidad con los usos y costumbres de cada Estado miembro, que no se apliquen las disposiciones de la letra c) del párrafo primero del apartado 1 en los casos a que se refieren las letras a) y b) del apartado 3 del artículo 1 cuando la duración del desplazamiento de los trabajadores no sea superior a un mes.

4.      Los Estados miembros podrán disponer, de conformidad con las legislaciones o usos nacionales, que podrán introducirse excepciones a las disposiciones de la letra c) del párrafo primero del apartado 1 en los casos a que se refieren las letras a) y b) del apartado 3 del artículo 1, así como a una decisión de un Estado miembro conforme a lo dispuesto en el apartado 3 del presente artículo, mediante convenios colectivos con arreglo al apartado 8 del presente artículo, relativos a uno o más sectores de actividad, cuando la duración del desplazamiento de los trabajadores no sea superior a un mes.

[…]

8.      Por convenios colectivos o laudos arbitrales declarados de aplicación general se entenderán aquellos convenios colectivos o laudos arbitrales que deban respetar todas las empresas pertenecientes al sector o profesión de que se trate correspondientes al ámbito de aplicación territorial de estos.

A falta de un sistema de declaración de aplicación general de convenios colectivos o laudos arbitrales en el sentido de lo dispuesto en el párrafo primero, los Estados miembros podrán basarse, si así lo deciden, en:

–        los convenios colectivos o laudos arbitrales que surtan efecto general en todas las empresas similares pertenecientes a la profesión o al sector de que se trate y correspondientes al ámbito de aplicación territorial de estos, y/o

–        los convenios colectivos celebrados por las organizaciones de los interlocutores sociales más representativas a escala nacional y que sean ampliamente aplicados en el conjunto del territorio nacional,

siempre que su aplicación a las empresas mencionadas en el apartado 1 del artículo 1 garantice igualdad de trato por lo que respecta a las materias enumeradas en el párrafo primero del apartado 1 del presente artículo entre dichas empresas y las demás empresas mencionadas en el presente párrafo que se hallen en una situación similar.

[…]

10.      La presente Directiva no impedirá que los Estados miembros, de conformidad con las disposiciones del Tratado, impongan a las empresas nacionales y a las empresas de otros Estados, por igual:

–        condiciones de trabajo y empleo referidas a materias distintas de las enumeradas en el párrafo primero del apartado 1, en la medida en que se trate de disposiciones de orden público,

–        condiciones de trabajo y empleo fijadas en convenios colectivos o laudos arbitrales de acuerdo con el apartado 8 que se refieran a actividades distintas de las contempladas en el Anexo.»

 Directiva 2014/67/UE
7        El artículo 9, apartado 1, de la Directiva 2014/67/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, relativa a la garantía de cumplimiento de la Directiva 96/71 y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 1024/2012 relativo a la cooperación administrativa a través del Sistema de Información del Mercado Interior («Reglamento IMI») (DO 2014, L 159, p. 11), dispone lo siguiente:

«Los Estados miembros solo podrán imponer los requisitos administrativos y las medidas de control que sean necesarios para garantizar la supervisión efectiva del cumplimiento de las obligaciones que contemplan la presente Directiva y la Directiva [96/71], siempre que estén justificados y sean proporcionados de conformidad con el Derecho de la Unión.

Para ello, los Estados miembros podrán imponer, en particular, las medidas siguientes:

[…]

b)      la obligación de conservar o poner a disposición o de guardar copias en papel o en formato electrónico del contrato de trabajo o un documento equivalente a tenor de la Directiva 91/533/CEE del Consejo[, de 14 de octubre de 1991, relativa a la obligación del empresario de informar al trabajador acerca de las condiciones aplicables al contrato de trabajo o a la relación laboral (DO 1991, L 288, p. 32)], incluida, cuando sea adecuado o pertinente, la información adicional a la que se refiere el artículo 4 de esa Directiva, las nóminas, las fichas con los horarios que indiquen el comienzo, el final y la duración del trabajo diario y los comprobantes del pago de salarios, o copias de los documentos equivalentes, durante el período de desplazamiento, en un lugar accesible y claramente identificado de su territorio, como puede ser el lugar de trabajo, a pie de obra o, en el caso de los trabajadores móviles del sector del transporte, la base de operaciones o el vehículo en el que se presta el servicio».

 Directiva (UE) 2020/1057
8        El considerando 7 de la Directiva (UE) 2020/1057 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de julio de 2020, por la que se fijan normas específicas con respecto a la Directiva 96/71 y la Directiva 2014/67 para el desplazamiento de los conductores en el sector del transporte por carretera, y por la que se modifican la Directiva 2006/22/CE en lo que respecta a los requisitos de control del cumplimiento y el Reglamento n.º 1024/2012 (DO 2020, L 249, p. 49), establece lo siguiente:

«[…] Las disposiciones de la Directiva [96/71] se aplican al sector del transporte por carretera […]».

 Reglamento (CE) n.º 1072/2009
9        El considerando 17 del Reglamento (CE) n.º 1072/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que se establecen normas comunes de acceso al mercado del transporte internacional de mercancías por carretera (DO 2009, L 300, p. 72), precisa que las disposiciones de la Directiva 96/71 se aplican a las empresas de transporte que efectúan transportes de cabotaje.

10      El artículo 2 de este Reglamento, con el epígrafe «Definiciones», dispone lo siguiente:

«A efectos del presente Reglamento se entenderá por:

[…]

3)      “Estado miembro de acogida”: un Estado miembro en el que opera un transportista, distinto del Estado miembro de establecimiento del transportista;

[…]

6)      “transportes de cabotaje”: los transportes nacionales por cuenta ajena llevados a cabo con carácter temporal en un Estado miembro de acogida de conformidad con el presente Reglamento;

[…]».

11      El artículo 8 del mismo Reglamento, bajo la rúbrica «Principio general», establece, en su apartado 2, párrafo primero, lo siguiente:

«Una vez entregadas las mercancías transportadas en el curso de un transporte internacional entrante, los transportistas de mercancías por carretera contemplados en el apartado 1 estarán autorizados a realizar, con el mismo vehículo o, si se trata de un vehículo articulado, el vehículo de tracción de dicho vehículo, hasta tres transportes de cabotaje consecutivos a un transporte internacional procedente de otro Estado miembro o de un tercer país y con destino al Estado miembro de acogida. La última descarga en el curso de un transporte de cabotaje previa a la salida del Estado miembro de acogida deberá tener lugar en el plazo de siete días a partir de la última descarga en el Estado miembro de acogida en el curso del transporte internacional entrante.»

 Litigio principal y cuestiones prejudiciales

12      Van den Bosch Transporten es una empresa de transporte cuyos locales se ubican en Erp (Países Bajos). Van den Bosch Transporten, Van den Bosch Transporte, sociedad alemana, y Silo-Tank, sociedad húngara, son tres sociedades que pertenecen al mismo grupo. Estas tres sociedades tienen el mismo administrador y el mismo accionista.

13      Van den Bosch Transporten es miembro de la Vereniging Goederenvervoer Nederland (Asociación para el Transporte de Mercancías de los Países Bajos). Esta asociación y la FNV suscribieron el Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías, que dio comienzo el 1 de enero de 2012 y finalizó el 31 de diciembre de 2013. Este Convenio Colectivo no fue declarado de aplicación general. El Collectieve arbeidsovereenkomst Beroepsgoederenvervoer over de weg en verhuur van mobiele kranen (Convenio colectivo del transporte profesional de mercancías por carretera y de alquiler de grúas móviles; en lo sucesivo, «Convenio Colectivo del Transporte Profesional de Mercancías por Carretera»), en cambio, fue declarado de aplicación general desde el 31 de enero hasta el 31 de diciembre de 2013. No obstante, el besluit van de minister van Sociale Zaken en Werkgelegenheid (Orden del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales), de 25 de enero de 2013 (Stcrt. 2013, n.º 2496), eximió a las empresas incluidas en el Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías de la aplicación del Convenio Colectivo del Transporte Profesional de Mercancías por Carretera. Esta exención se aplicaba, en particular, a Van den Bosch Transporten.

14      El artículo 44 del Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías, con el epígrafe «Disposición de fletamento» y cuya redacción era casi idéntica a la del artículo 73 del Convenio Colectivo del Transporte Profesional de Mercancías por Carretera, establecía lo siguiente:

«1.      En los contratos de subcontratación que se ejecuten en o desde su empresa, constituida en los Países Bajos, por subcontratistas autónomos que actúen como empresarios, el empresario deberá reconocer a los trabajadores de dichos subcontratistas las condiciones laborales básicas [del presente Convenio Colectivo] cuando así se desprenda de la Directiva 96/71 […], aun cuando las partes hayan acordado aplicar al contrato el Derecho de un país que no sea los Países Bajos.

2.      El empresario deberá informar a los trabajadores mencionados en el apartado 1 de las condiciones laborales que les sean aplicables.

[…]»

15      Van den Bosch Transporten había celebrado con Van den Bosch Transporte y con Silo-Tank unos contratos de fletamento relativos a los transportes internacionales.

16      Determinados trabajadores procedentes de Alemania y de Hungría vinculados, en virtud de contratos de trabajo, a Van den Bosch Transporte y a Silo-Tank, respectivamente, ejercían su actividad de conductores en el marco de los contratos de fletamento antes mencionados. Por regla general, durante el período al que se refiere el litigio principal, el fletamento se realizaba a partir de Erp y allí concluían los recorridos. No obstante, la mayor parte de los transportes efectuados basándose en los contratos de fletamento en cuestión se realizaban fuera del territorio de los Países Bajos.

17      Las condiciones laborales básicas, reconocidas como tales en el Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías, no se aplicaron a los conductores procedentes de Alemania y Hungría.

18      La FNV presentó contra Van den Bosch Transporten, Van den Bosch Transporte y Silo-Tank una demanda que tenía por objeto que dichas sociedades fueran conminadas a cumplir el Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías y, más concretamente, su artículo 44. Según la FNV, cuando Van den Bosch Transporten recurría a conductores procedentes de Alemania y Hungría, debió haberles aplicado, en virtud del citado artículo, las condiciones laborales básicas del mencionado Convenio Colectivo, en su condición de trabajadores desplazados, con arreglo a la Directiva 96/71.

19      Mediante sentencia interlocutoria dictada en primera instancia, se declaró que las condiciones laborales básicas del Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías debían aplicarse efectivamente a los conductores procedentes de Alemania y Hungría a los que había recurrido Van den Bosch Transporten.

20      El tribunal de apelación anuló la mencionada sentencia interlocutoria y devolvió el asunto al juez de primera instancia. No obstante, rechazó la tesis que sostenían Van den Bosch Transporten, Van den Bosch Transporte y Silo-Tank, según la cual el artículo 44 del Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías debía ser declarado nulo porque la obligación que dicho artículo les imponía constituía un obstáculo injustificado a la libre prestación de servicios, garantizada por el artículo 56 TFUE. Para fundamentar su decisión, el tribunal de apelación consideró esencialmente que, aunque el mencionado Convenio Colectivo no fue declarado de aplicación general, las empresas incluidas en él fueron eximidas de la aplicación del Convenio Colectivo del Transporte Profesional de Mercancías por Carretera, que sí es de aplicación general, cuyo artículo 73 es sustancialmente idéntico al artículo 44 del Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías y cuyo contenido es, en todo lo demás, prácticamente idéntico al de este último Convenio Colectivo. Así, en particular, por lo que respecta a la obligación que también debe aplicarse al subcontratista, el Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías produce el mismo efecto que el Convenio Colectivo del Transporte Profesional de Mercancías por Carretera y la validez de ambos convenios colectivos expira, por otra parte, en la misma fecha. Por consiguiente, desde el punto de vista material, el Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías debe recibir el mismo trato que si hubiera sido declarado efectivamente de aplicación general tanto con respecto a los empresarios del sector de que se trata establecidos en los Países Bajos como con respecto a todos los fletadores extranjeros.

21      De lo anterior resulta que el artículo 44 del Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías no debe ser considerado un obstáculo injustificado a la libre prestación de servicios, a efectos del artículo 56 TFUE.

22      Por otra parte, el tribunal de apelación consideró que, para que pueda imponerse a los subcontratistas, de conformidad con el artículo 44 del Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías, la obligación de reconocer a los trabajadores las condiciones laborales establecidas en dicho Convenio Colectivo, la Directiva 96/71 debe ser de aplicación a los contratos de subcontratación de que se trata. A este respecto, Van den Bosch Transporten, Van den Bosch Transporte y Silo-Tank alegaron ante ese mismo tribunal que la expresión «desplazar al territorio de un Estado miembro», en el sentido del artículo 1, apartados 1 y 3, de la Directiva 96/71, debía interpretarse literalmente, mientras que, a juicio de la FNV, había que entender esa expresión en sentido amplio, como referida también al supuesto de que el desplazamiento se realice «al territorio de un Estado miembro o desde él». Según el tribunal de apelación, en este último supuesto es irrelevante tener conocimiento de en qué Estados miembros realiza efectivamente el conductor de que se trate sus actividades sucesivas en el marco del fletamento.

23      El tribunal de apelación consideró que debía prevalecer la interpretación literal del artículo 1, apartados 1 y 3, de la Directiva 96/71, con lo que fletamentos como los controvertidos en el presente asunto no estaban comprendidos en el ámbito de aplicación de dicha Directiva, y únicamente estaban contemplados los fletamentos efectuados, al menos principalmente, «al territorio» de otro Estado miembro.

24      La FNV interpuso ante el tribunal remitente —el Hoge Raad der Nederlanden (Tribunal Supremo de los Países Bajos)— un recurso de casación contra la resolución del tribunal de apelación, en la medida en que se fundamenta en una interpretación literal del artículo 1, apartados 1 y 3, de la Directiva 96/71. Van den Bosch Transporten, Van den Bosch Transporte y Silo-Tank se adhirieron a la casación, en la medida en que el tribunal de apelación había declarado que el artículo 44 del Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías no debía ser considerado un obstáculo injustificado a la libre prestación de servicios.

25      El tribunal remitente indica que el recurso de casación principal suscita, en particular, la cuestión de la interpretación de la expresión «al territorio de un Estado miembro», en el sentido de los artículos 1, apartados 1 y 3, y 2, apartado 1, de la Directiva 96/71, en el caso de transportes internacionales por carretera, tales como los que realizaban Van den Bosch Transporten, Van den Bosch Transporte y Silo-Tank. Ese mismo tribunal considera que tal interpretación es decisiva para determinar si los conductores del transporte internacional por carretera, tales como aquellos a los que afecta el caso de autos, están incluidos en el ámbito de aplicación de la Directiva 96/71. A tal fin, procede dilucidar previamente si la Directiva 96/71 se aplica al transporte internacional por carretera.

26      El tribunal remitente estima, además, que el recurso de casación principal suscita la cuestión de si el hecho de que las empresas que desplazan a los trabajadores de que se trata estén vinculadas —en este caso, en el seno de un grupo— a la sociedad a la que dichos trabajadores son desplazados es pertinente a efectos de la interpretación de las disposiciones antes citadas de la Directiva 96/71.

27      Por otra parte, según el tribunal remitente, en dicho recurso de casación se alega, con carácter subsidiario, que el tribunal de apelación no tuvo en cuenta el hecho de que una parte de los recorridos que Van den Bosch Transporte y Silo-Tank efectuaban para Van den Bosch Transporten se realizaban íntegramente en el territorio de los Países Bajos en el marco de transportes de cabotaje. Por lo tanto, se suscita la cuestión de si tales transportes están comprendidos en el ámbito de aplicación de la Directiva 96/71.

28      Por último, el tribunal remitente expone que la adhesión a la casación se formuló para el supuesto de que él estimara, total o parcialmente, el recurso de casación principal. Según el mismo tribunal, el motivo formulado en apoyo de la adhesión a la casación también suscita dudas interpretativas que requieren plantear determinadas cuestiones prejudiciales al Tribunal de Justicia.

29      En estas circunstancias, el Hoge Raad der Nederlanden (Tribunal Supremo de los Países Bajos) decidió suspender el procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia las siguientes cuestiones prejudiciales:

«1)      ¿Debe interpretarse la Directiva 96/71 […] en el sentido de que también es aplicable a un trabajador que se dedica como conductor al transporte internacional por carretera, y que, por tanto, realiza su trabajo en más de un Estado miembro?

2)      a)      En caso de respuesta afirmativa a la primera cuestión prejudicial, ¿con arreglo a qué parámetro o qué criterios debe determinarse si un trabajador que se dedica como conductor al transporte internacional por carretera es desplazado “en el territorio de un Estado miembro” en el sentido del artículo 1, apartados 1 y 3, de la Directiva [96/71], y si dicho trabajador, “durante un período limitado, reali[za] su trabajo en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaj[a] habitualmente” en el sentido del artículo 2, apartado 1, de la Directiva [96/71]?

b)      ¿Tiene alguna relevancia en la respuesta a la segunda cuestión prejudicial, letra a), la circunstancia de que la empresa que desplaza al trabajador mencionado en esa cuestión prejudicial esté vinculada —por ejemplo, en el seno de un grupo de empresas— con la empresa a la que se desplaza al trabajador, y, en su caso, cuál?

c)      Si el trabajo del trabajador mencionado en la segunda cuestión prejudicial, letra a), consiste en parte en transporte de cabotaje —es decir, el transporte que se realiza exclusivamente en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en el que el trabajador trabaja habitualmente—, ¿se considerará en cualquier caso, respecto a tal parte de sus actividades, que el trabajador trabaja con carácter temporal en el territorio del Estado miembro mencionado en primer lugar? En caso de respuesta afirmativa, ¿se aplicará en este contexto un límite inferior, por ejemplo, en forma de un período mínimo mensual en el que se realice el transporte de cabotaje?

3)      a)      En caso de respuesta afirmativa a la primera cuestión prejudicial, ¿cómo debe interpretarse el concepto “convenios colectivos […] declarados de aplicación general” en el sentido del artículo 3, apartados 1 y 8, párrafo primero, de la Directiva [96/71]? ¿Se trata de un concepto autónomo del Derecho de la Unión y basta, por tanto, con que, desde una perspectiva fáctica, se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 3, apartado 8, párrafo primero, de la Directiva [96/71], o bien estas disposiciones exigen además que el convenio colectivo haya sido declarado de aplicación general en virtud del Derecho nacional?

b)      Si un convenio colectivo no puede ser considerado convenio colectivo declarado de aplicación general en el sentido del artículo 3, apartados 1 y 8, párrafo primero, de la Directiva [96/71], ¿se opone el artículo 56 TFUE a que una empresa establecida en un Estado miembro que desplaza a un trabajador al territorio de otro Estado miembro esté obligada contractualmente a cumplir las disposiciones de un convenio colectivo de este tipo aplicable en el Estado miembro citado en último lugar?»

 Sobre las cuestiones prejudiciales

 Primera cuestión prejudicial
30      Mediante su primera cuestión prejudicial, el tribunal remitente pregunta, en esencia, si la Directiva 96/71 debe interpretarse en el sentido de que es aplicable a las prestaciones de servicios transnacionales en el sector del transporte por carretera.

31      Como resulta del artículo 1, apartados 1 y 3, de la Directiva 96/71, interpretado a la luz de su considerando 4, esta Directiva se aplica a las empresas establecidas en un Estado miembro que, en el marco de una prestación de servicios transnacional que puede consistir, ya sea en la ejecución de trabajos por una empresa, por cuenta de esta y bajo su dirección, en el marco de un contrato celebrado entre dicha empresa y el destinatario de la prestación de servicios, ya sea en el suministro de trabajadores para su utilización por parte de una empresa, en el marco de un contrato público o privado, desplacen trabajadores al territorio de un Estado miembro.

32      El apartado 2 del artículo 1 de la Directiva 96/71, por su parte, únicamente excluye del ámbito de aplicación de esta Directiva las prestaciones de servicios que impliquen al personal navegante de la marina mercante.

33      De ello se deduce que, con excepción de estas últimas prestaciones, la citada Directiva se aplica, en principio, a toda prestación de servicios transnacional que implique un desplazamiento de trabajadores, cualquiera que sea el sector económico con el que se vincule esa prestación, incluido, por tanto, el sector del transporte por carretera.

34      Corrobora esta interpretación el artículo 2, apartado 1, de la Directiva 96/71, ya que esta disposición define el concepto de «trabajador desplazado», a efectos de dicha Directiva, en el sentido de que incluye «todo trabajador» que efectúe, durante un período limitado, un trabajo en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaje habitualmente, sin que la citada disposición haga referencia a restricción alguna en cuanto al sector de actividad del trabajador de que se trate.

35      La aplicabilidad de la Directiva 96/71 al sector del transporte por carretera se ve expresamente confirmada por otras normas del Derecho de la Unión, tales como la Directiva 2014/67, cuyo artículo 9, apartado 1, letra b), menciona, entre los requisitos administrativos y las medidas de control que son necesarios para garantizar la supervisión efectiva del cumplimiento de las obligaciones que contempla, en particular, la Directiva 96/71, ciertas medidas referidas específicamente a los «trabajadores móviles del sector del transporte», y el considerando 7 de la Directiva 2020/1057, que precisa que las disposiciones de la Directiva 96/71 relativas al desplazamiento de trabajadores «se aplican al sector del transporte por carretera».

36      En sus observaciones, Van den Bosch Transporten, Van den Bosch Transporte y Silo-Tank, así como los Gobiernos húngaro y polaco, objetan, no obstante, que las disposiciones que establecen la libre prestación de servicios y que sirvieron de fundamento para la adopción de la Directiva 96/71 excluyen que las actividades de transporte de mercancías por carretera entren en el ámbito de aplicación de dicha Directiva. Por consiguiente, estiman que el artículo 1, apartado 1, de la Directiva 96/71 —a tenor del cual esta última se aplica a las empresas establecidas en un Estado miembro que, en el marco de una prestación de servicios transnacional, desplacen a trabajadores— debe interpretarse como referido a la «prestación de servicios», en el sentido del artículo 56 TFUE, que no incluye la libre circulación de servicios en materia de transportes, libre circulación que se rige especialmente por las disposiciones del título del Tratado FUE relativo a los transportes, concretamente los artículos 90 a 100 del Tratado.

37      A este respecto, ha de recordarse que, ciertamente, la libre circulación de servicios en el ámbito de los transportes no se rige por el artículo 56 TFUE, que se refiere a la libre prestación de servicios en general, sino por las disposiciones del título del Tratado FUE relativo a los transportes, a las que remite el artículo 58 TFUE, apartado 1 (véase, en este sentido, la sentencia de 19 de diciembre de 2019, Dobersberger, C‑16/18, EU:C:2019:1110, apartado 24 y jurisprudencia citada).

38      No obstante, procede declarar que, como se ha puesto de relieve en el apartado 33 de la presente sentencia, la Directiva 96/71 tiene alcance general. Además, como se desprende de su considerando 1, esta Directiva tiene por objeto la supresión entre los Estados miembros de los obstáculos a la libre circulación de personas y servicios y prevé, en su considerando 5, que la necesidad de fomentar la prestación transnacional de servicios debe llevarse a cabo en un clima de competencia leal y de medidas que garanticen el respeto de los derechos de los trabajadores.

39      Así pues, a diferencia, por ejemplo, del Reglamento n.º 1072/2009, que, a efectos del principio de la «licencia comunitaria» establecido en sus artículos 3 y 4, incluye tanto un conjunto de «normas comunes aplicables a los transportes internacionales efectuados desde el territorio de un Estado miembro o con destino al mismo o a través del territorio de uno o varios Estados miembros» como «condiciones con arreglo a las cuales los transportistas no residentes podrán prestar servicios de transportes en un Estado miembro», en el sentido del artículo 91 TFUE, apartado 1, letras a) y b) [véase, en este sentido, el dictamen 2/15 (Acuerdo de Libre Comercio con Singapur), de 16 de mayo de 2017, EU:C:2017:376, apartado 208], la Directiva 96/71 no pretende aplicar una política común de transportes, en el sentido del citado artículo 91. Tampoco incluye «medidas que permitan mejorar la seguridad en los transportes» ni «disposiciones oportunas» en materia de transportes, con arreglo al artículo 91 TFUE, apartado 1, letras c) y d).

40      De lo anterior se deduce que el hecho de que la Directiva 96/71 se fundamente en las disposiciones del Tratado CE relativas a la libre prestación de servicios, sin que su base jurídica incluya además las disposiciones relativas a los transportes, no excluye de su ámbito de aplicación las prestaciones de servicios transnacionales en el sector del transporte por carretera, en particular, de mercancías.

41      Habida cuenta de todas las consideraciones anteriores, procede responder a la primera cuestión prejudicial que la Directiva 96/71 debe interpretarse en el sentido de que es aplicable a las prestaciones de servicios transnacionales en el sector del transporte por carretera.

 Sobre la segunda cuestión prejudicial
 Segunda cuestión prejudicial, letra a)
42      Mediante su segunda cuestión prejudicial, letra a), el tribunal remitente pregunta, en esencia, cuáles son los requisitos para que un trabajador que ejerce una actividad de conductor en el sector del transporte internacional por carretera, en el marco de un contrato de fletamento entre la empresa que lo emplea, establecida en un Estado miembro, y una empresa que opera en otro Estado miembro, sea considerado trabajador desplazado al territorio de un Estado miembro en el sentido de los artículos 1, apartados 1 y 3, y 2, apartado 1, de la Directiva 96/71.

43      Como se ha recordado en el apartado 31 de la presente sentencia, del artículo 1, apartados 1 y 3, de la Directiva 96/71, interpretado a la luz de su considerando 4, se desprende que esta Directiva se aplica a las empresas establecidas en un Estado miembro que, en el marco de una prestación de servicios transnacional que puede consistir, ya sea en la ejecución de trabajos por una empresa, por cuenta de esta y bajo su dirección, en el marco de un contrato celebrado entre dicha empresa y el destinatario de la prestación de servicios, ya sea en el suministro de trabajadores para su utilización por parte de una empresa, en el marco de un contrato público o privado, desplacen trabajadores al territorio de un Estado miembro.

44      Según el artículo 2, apartado 1, de la mencionada Directiva, «se entenderá por “trabajador desplazado” todo trabajador que, durante un período limitado, realice su trabajo en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaje habitualmente».

45      A la luz de la Directiva 96/71, solo cabe considerar a un trabajador como desplazado al territorio de un Estado miembro si la ejecución de su trabajo presenta un vínculo suficiente con ese territorio (véase, en este sentido, la sentencia de 19 de diciembre de 2019, Dobersberger, C‑16/18, EU:C:2019:1110, apartado 31), lo que supone valorar globalmente todos los elementos que caracterizan la actividad del trabajador en cuestión.

46      A este respecto, es preciso poner de relieve que la existencia de tal vínculo con el territorio de que se trate puede manifestarse, en particular, a través de las características de la prestación de servicios a la que se destina al trabajador en cuestión. Constituye también un elemento pertinente para determinar si existe tal vínculo la naturaleza de las actividades que realiza el trabajador en el territorio del Estado miembro de que se trate.

47      Por lo que se refiere a trabajadores móviles como los conductores que se dedican al transporte internacional por carretera, la intensidad del vínculo de las actividades que realiza un trabajador de ese tipo, en el marco de la prestación del servicio de transporte al que ha sido destinado, con el territorio de cada uno de los Estados miembros de que se trate también reviste cierta pertinencia a estos efectos.

48      Lo mismo sucede con la parte de esas actividades en el conjunto de la mencionada prestación de servicios. A este respecto, las operaciones de carga o de descarga de mercancías, de mantenimiento o de limpieza de los vehículos de transporte son pertinentes, siempre que las realice efectivamente el conductor en cuestión y no terceros.

49      En cambio, no puede considerarse «desplazado», a efectos de la Directiva 96/71, un trabajador que ejerce prestaciones de carácter muy limitado en el territorio del Estado miembro al que es enviado (véase, en este sentido, la sentencia de 19 de diciembre de 2019, Dobersberger, C‑16/18, EU:C:2019:1110, apartado 31). Lo mismo ocurre con el conductor que, en el transporte de mercancías por carretera, se limita a transitar por el territorio de un Estado miembro. Otro tanto sucederá con el conductor que únicamente efectúa un transporte transfronterizo desde el Estado miembro de establecimiento de la empresa de transportes hasta el territorio de otro Estado miembro o viceversa.

50      Por otra parte, el hecho de que un conductor que se dedica al transporte internacional por carretera, suministrado por una empresa establecida en un Estado miembro a una empresa establecida en otro Estado miembro, reciba las instrucciones relativas a los servicios que se le encomienden y comience o termine los correspondientes recorridos en la sede de esa segunda empresa no basta por sí solo para considerar que el conductor de que se trata ha sido «desplazado» al territorio de ese otro Estado miembro si la ejecución del trabajo de dicho conductor no presenta, sobre la base de otros factores, un vínculo suficiente con el mencionado territorio.

51      Habida cuenta de todo lo anterior, procede responder a la segunda cuestión prejudicial, letra a), que los artículos 1, apartados 1 y 3, y 2, apartado 1, de la Directiva 96/71 deben interpretarse en el sentido de que un trabajador que ejerce la actividad de conductor en el sector del transporte internacional por carretera en el marco de un contrato de fletamento entre la empresa que lo emplea, establecida en un Estado miembro, y una empresa radicada en un Estado miembro distinto de aquel en el que el interesado trabaja habitualmente es un trabajador desplazado al territorio de un Estado miembro con arreglo a las citadas disposiciones cuando la ejecución de su trabajo presenta, durante el período limitado en cuestión, un vínculo suficiente con ese territorio. La existencia de un vínculo de este tipo se determina en el marco de una apreciación global de elementos tales como la naturaleza de las actividades realizadas en el territorio en cuestión por el trabajador de que se trate y la intensidad del vínculo de las actividades de ese trabajador con el territorio de cada uno de los Estados miembros en los que opera, así como la parte que las mencionadas actividades en esos territorios representan en el servicio de transporte total.

52      El hecho de que un conductor que se dedica al transporte internacional por carretera, suministrado por una empresa establecida en un Estado miembro a una empresa establecida en otro Estado miembro, reciba las instrucciones relativas a los servicios que se le encomienden y comience o termine los correspondientes recorridos en la sede de esa segunda empresa no basta para considerar que el conductor de que se trata ha sido desplazado al territorio de ese otro Estado miembro, a efectos de la Directiva 96/71, si la ejecución del trabajo de dicho conductor no presenta un vínculo suficiente con el mencionado territorio.

 Sobre la segunda cuestión prejudicial, letra b)
53      Mediante su segunda cuestión prejudicial, letra b), el tribunal remitente pide sustancialmente que se dilucide si los artículos 1, apartados 1 y 3, y 2, apartado 1, de la Directiva 96/71 deben interpretarse en el sentido de que la existencia de una relación de grupo entre las empresas que son parte del contrato de suministro de trabajadores es pertinente para determinar si existe un desplazamiento de trabajadores.

54      A este respecto, procede poner de relieve que, ciertamente, en virtud del artículo 1, apartado 3, letra b), de la citada Directiva, la misma se aplica al desplazamiento de un trabajador al territorio de un Estado miembro, en un establecimiento o en una empresa que pertenezca al grupo, siempre que exista una relación laboral entre la empresa de procedencia y el trabajador durante el período de desplazamiento.

55      De este modo, si bien es cierto que la Directiva 96/71 contempla expresamente la situación de un desplazamiento dentro de un grupo de empresas, no es menos verdad que, como resulta del apartado 52 de la presente sentencia, la condición de trabajador desplazado se determina en función de la existencia de un vínculo suficiente entre la ejecución de su trabajo y el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaje habitualmente.

56      Pues bien, la existencia de una relación de grupo entre las empresas parte del contrato de suministro de trabajadores no puede definir en sí misma el grado de vinculación con el territorio del Estado miembro al que es enviado el trabajador de que se trata ni determinar, por tanto, si el vínculo entre la ejecución del trabajo por dicho trabajador y ese territorio reviste entidad suficiente como para considerar que existe una situación de desplazamiento incluida en la Directiva 96/71.

57      Por consiguiente, procede responder a la segunda cuestión prejudicial, letra b), que los artículos 1, apartados 1 y 3, y 2, apartado 1, de la Directiva 96/71 deben interpretarse en el sentido de que la existencia de una relación de grupo entre las empresas parte del contrato de suministro de trabajadores no es pertinente en sí misma para determinar que existe un desplazamiento de trabajadores.

 Sobre la segunda cuestión prejudicial, letra c)
58      Mediante su segunda cuestión prejudicial, letra c), el tribunal remitente pide sustancialmente que se dilucide si los artículos 1, apartados 1 y 3, y 2, apartado 1, de la Directiva 96/71 deben interpretarse en el sentido de que un trabajador que ejerce una actividad de conductor en el sector del transporte por carretera y que, en el marco de un contrato de fletamento entre la empresa que lo emplea, establecida en un Estado miembro, y una empresa radicada en otro Estado miembro, realiza transportes de cabotaje en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaje habitualmente puede ser considerado desplazado al territorio del Estado miembro en el que se efectúan los referidos transportes de cabotaje y, en caso afirmativo, si existe a este respecto un umbral mínimo en cuanto a la duración de dichos transportes.

59      Sobre este particular, procede subrayar de entrada que la Directiva 96/71 debe interpretarse en relación con el Reglamento n.º 1072/2009, cuyo considerando 17 expone que dicha Directiva se aplica a las empresas de transporte que efectúan transportes de cabotaje.

60      A tenor del artículo 2, puntos 3 y 6, del Reglamento n.º 1072/2009, los transportes de cabotaje se definen como los transportes nacionales por cuenta ajena llevados a cabo con carácter temporal en un Estado miembro de acogida de conformidad con el propio Reglamento, siendo el Estado miembro de acogida aquel en el que opera un transportista, distinto del Estado miembro de establecimiento del transportista.

61      Por lo que respecta a las condiciones en las que los transportistas no residentes pueden realizar transportes de cabotaje en un Estado miembro de acogida, el artículo 8, apartado 2, del Reglamento n.º 1072/2009 establece que los mencionados transportistas estarán autorizados a realizar, en el Estado miembro de acogida, hasta tres transportes de cabotaje consecutivos a un transporte internacional con destino a dicho Estado en el plazo de siete días a partir de la última descarga en ese Estado en el curso del transporte internacional entrante.

62      De los tres apartados anteriores resulta que los transportes de cabotaje se desarrollan íntegramente en el territorio del Estado miembro de acogida, lo que permite considerar que la ejecución del trabajo por el conductor en el marco de tales operaciones mantiene un vínculo suficiente con dicho territorio.

63      De ello se deduce que, en principio, procede considerar desplazado al territorio del Estado miembro de acogida, en el sentido del artículo 2, apartado 1, de la Directiva 96/71, al conductor que realiza tales transportes.

64      En cuanto a la duración de los mencionados transportes de cabotaje, cabe observar que, si bien tal duración en sí misma no puede impedir que exista un vínculo suficiente entre la ejecución del trabajo del conductor que los realiza y el territorio del Estado miembro de acogida, esta apreciación se entiende sin perjuicio de la aplicación del artículo 3, apartado 3, de la Directiva 96/71.

65      Por consiguiente, procede responder a la segunda cuestión prejudicial, letra c), que los artículos 1, apartados 1 y 3, y 2, apartado 1, de la Directiva 96/71 deben interpretarse en el sentido de que un trabajador que ejerce una actividad de conductor en el sector del transporte por carretera y que, en el marco de un contrato de fletamento entre la empresa que lo emplea, establecida en un Estado miembro, y una empresa radicada en otro Estado miembro, realiza transportes de cabotaje en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaje habitualmente ha de ser considerado, en principio, desplazado al territorio del Estado miembro en el que se realizan tales transportes. La duración del transporte de cabotaje es un dato irrelevante para determinar si existe tal desplazamiento, sin perjuicio de la posible aplicación del artículo 3, apartado 3, de la citada Directiva.

 Sobre la tercera cuestión prejudicial
 Tercera cuestión prejudicial, letra a)
66      Mediante su tercera cuestión prejudicial, letra a), el tribunal remitente pide sustancialmente que se dilucide si el artículo 3, apartados 1 y 8, de la Directiva 96/71 debe interpretarse en el sentido de que la cuestión de si un convenio colectivo ha sido declarado de aplicación general debe apreciarse remitiéndose al Derecho nacional aplicable.

67      Procede recordar que, según el artículo 3, apartado 1, segundo guion, de la Directiva 96/71, los Estados miembros velarán por que las empresas que desplazan trabajadores garanticen a los trabajadores desplazados en su territorio determinadas condiciones de trabajo y empleo que, en el Estado miembro donde se efectúe el trabajo, estén establecidas, en particular, por convenios colectivos declarados de aplicación general con arreglo al apartado 8 de ese mismo artículo 3, en la medida en que se refieran a las actividades en el ámbito de la construcción contempladas en el anexo de la propia Directiva. A tenor del artículo 3, apartado 10, segundo guion, de la misma Directiva, los Estados miembros pueden imponer a las empresas nacionales y a las empresas de otros Estados miembros, por igual, condiciones de trabajo y empleo fijadas, en particular, en convenios colectivos, como las mencionadas en el apartado 8 del artículo 3, que se refieran a actividades distintas de las contempladas en el ámbito de la construcción.

68      En virtud del artículo 3, apartado 8, de la Directiva 96/71, por «convenios colectivos declarados de aplicación general» se entenderán aquellos convenios colectivos que deban respetar todas las empresas pertenecientes al sector o profesión de que se trate correspondientes al ámbito de aplicación territorial de estos.

69      A este respecto, tal como observó esencialmente el Abogado General en el punto 129 de sus conclusiones, si bien es cierto que el artículo 3, apartado 1, de la Directiva 96/71 no alude expresamente al Derecho nacional, no es menos verdad que así sucede implícitamente, puesto que la citada disposición exige que el convenio colectivo en cuestión haya sido declarado de aplicación general. Pues bien, una declaración de ese tipo solo puede hacerse de conformidad con el Derecho del Estado miembro de que se trate.

70      La anterior afirmación se ve confirmada por el tenor literal del artículo 3, apartado 8, párrafo segundo, de la Directiva 96/71. En efecto, al disponer que, a falta de un sistema de declaración de aplicación general de convenios colectivos, los Estados miembros podrán basarse en los convenios colectivos que surtan efecto general en todas las empresas similares pertenecientes a la profesión o al sector de que se trate y correspondientes al ámbito de aplicación territorial de estos o en los convenios colectivos celebrados por las organizaciones de los interlocutores sociales más representativas a escala nacional y que sean ampliamente aplicados en el conjunto del territorio nacional, el legislador de la Unión se refería necesariamente a un sistema nacional.

71      En el caso de autos, de la resolución de remisión se desprende que las empresas del sector del transporte de mercancías están incluidas en el Convenio Colectivo del Sector del Transporte de Mercancías. Es cierto que este Convenio Colectivo no fue declarado, como tal, de aplicación general. Aun así, la sujeción al mismo constituía una condición para eximirse de la aplicación del Convenio Colectivo del Transporte Profesional de Mercancías por Carretera, que sí había sido declarado de aplicación general. Además, el contenido de las disposiciones de ambos convenios colectivos era prácticamente idéntico. Resulta, pues, que el cumplimiento de tales disposiciones se exigía a todas las empresas del sector del transporte de mercancías.

72      De lo anterior se desprende que procede responder a la tercera cuestión prejudicial, letra a), que el artículo 3, apartados 1 y 8, de la Directiva 96/71 debe interpretarse en el sentido de que la cuestión de si un convenio colectivo ha sido declarado de aplicación general debe apreciarse remitiéndose al Derecho nacional aplicable. Responde al concepto contemplado en las citadas disposiciones un convenio colectivo que no ha sido declarado de aplicación general, pero cuya observancia constituye, para las empresas incluidas en el mismo, una condición para eximirse de la aplicación de otro convenio colectivo que sí ha sido declarado de aplicación general, y cuyas disposiciones son sustancialmente idénticas a las de ese otro convenio colectivo.

 Sobre la tercera cuestión prejudicial, letra b)
73      Habida cuenta de la respuesta dada a la letra a) de la tercera cuestión prejudicial, no procede responder a su letra b).

 Costas

74      Dado que el procedimiento tiene, para las partes del litigio principal, el carácter de un incidente promovido ante el tribunal remitente, corresponde a este resolver sobre las costas. Los gastos efectuados por quienes, no siendo partes en el procedimiento principal, han presentado observaciones ante el Tribunal de Justicia no pueden ser objeto de reembolso.

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Gran Sala) declara:

1)      La Directiva 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 1996, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios, debe interpretarse en el sentido de que es aplicable a las prestaciones de servicios transnacionales en el sector del transporte por carretera.

2)      Los artículos 1, apartados 1 y 3, y 2, apartado 1, de la Directiva 96/71 deben interpretarse en el sentido de que un trabajador que ejerce la actividad de conductor en el sector del transporte internacional por carretera en el marco de un contrato de fletamento entre la empresa que lo emplea, establecida en un Estado miembro, y una empresa radicada en un Estado miembro distinto de aquel en el que el interesado trabaja habitualmente es un trabajador desplazado al territorio de un Estado miembro con arreglo a las citadas disposiciones cuando la ejecución de su trabajo presenta, durante el período limitado en cuestión, un vínculo suficiente con ese territorio. La existencia de un vínculo de este tipo se determina en el marco de una apreciación global de elementos tales como la naturaleza de las actividades realizadas en el territorio en cuestión por el trabajador de que se trate y la intensidad del vínculo de las actividades de ese trabajador con el territorio de cada uno de los Estados miembros en los que opera, así como la parte que las mencionadas actividades en esos territorios representan en el servicio de transporte total.

El hecho de que un conductor que se dedica al transporte internacional, suministrado por una empresa establecida en un Estado miembro a una empresa establecida en otro Estado miembro, reciba las instrucciones relativas a los servicios que se le encomienden y comience o termine los correspondientes recorridos en la sede de esa segunda empresa no basta para considerar que el conductor de que se trata ha sido desplazado al territorio de ese otro Estado miembro, en el sentido de la Directiva 96/71, si la ejecución del trabajo de dicho conductor no presenta un vínculo suficiente con el mencionado territorio.

3)      Los artículos 1, apartados 1 y 3, y 2, apartado 1, de la Directiva 96/71 deben interpretarse en el sentido de que la existencia de una relación de grupo entre las empresas parte del contrato de suministro de trabajadores no es pertinente en sí misma para determinar que existe un desplazamiento de trabajadores.

4)      Los artículos 1, apartados 1 y 3, y 2, apartado 1, de la Directiva 96/71 deben interpretarse en el sentido de que un trabajador que ejerce una actividad de conductor en el sector del transporte por carretera y que, en el marco de un contrato de fletamento entre la empresa que lo emplea, establecida en un Estado miembro, y una empresa radicada en otro Estado miembro, realiza transportes de cabotaje en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaje habitualmente ha de ser considerado, en principio, desplazado al territorio del Estado miembro en el que se realizan tales transportes. La duración del transporte de cabotaje es un dato irrelevante para determinar si existe tal desplazamiento, sin perjuicio de la posible aplicación del artículo 3, apartado 3, de la citada Directiva.

5)      El artículo 3, apartados 1 y 8, de la Directiva 96/71 debe interpretarse en el sentido de que la cuestión de si un convenio colectivo ha sido declarado de aplicación general debe apreciarse remitiéndose al Derecho nacional aplicable. Responde al concepto contemplado en las citadas disposiciones un convenio colectivo que no ha sido declarado de aplicación general, pero cuya observancia constituye, para las empresas incluidas en el mismo, una condición para eximirse de la aplicación de otro convenio colectivo que sí ha sido declarado de aplicación general, y cuyas disposiciones son sustancialmente idénticas a las de ese otro convenio colectivo.

2.  CONCLUSIONES  DEL ABOGADO GENERAL
SR. MICHAL BOBEK, presentadas el 30 de abril de2020 (1)

ASUNTO C‑815/18
Federatie Nederlandse Vakbeweging contra Van den Bosch Transporten BV, Van den Bosch Transporte GmbH, Silo-Tank kft

[Petición de decisión prejudicial planteada por el Hoge Raad der Nederlanden (Tribunal Supremo de Países Bajos)]

«Cuestión prejudicial — Directiva 96/71/CE — Desplazamiento de trabajadores en el marco de la prestación de servicios — Conductores que se dedican al transporte internacional — Concepto de desplazamiento al territorio de un Estado miembro — Concepto de convenios colectivos declarados de aplicación general»

I.      Introducción

1.        Van den Bosch Transporten BV (sociedad registrada en los Países Bajos), Van den Bosch GmbH (Alemania) y Silo-Tank Kft (Hungría) son tres sociedades diferentes que comparten el mismo accionista. La sociedad neerlandesa celebró una serie de contratos de fletamento, tanto con la sociedad alemana como con la húngara, para el transporte internacional de mercancías por carretera. Las sociedades alemana y húngara contrataron conductores para ejecutar dichos contratos.

2.        Según parece, los mencionados conductores iniciaron y concluyeron sus desplazamientos en Erp (Países Bajos), sede de la sociedad neerlandesa, Van den Bosch Transporten BV. La Federatie Nederlandse Vakbeweging (Federación de Sindicatos Neerlandeses; en lo sucesivo, «FNV») presentó una demanda contra las tres empresas alegando que habían infringido la Directiva 96/71/CE sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios (en lo sucesivo, «Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores»). (2)

3.        En este contexto, el Hoge Raad der Nederlanden (Tribunal Supremo de los Países Bajos) plantea una serie de cuestiones al Tribunal de Justicia acerca de la forma en que se ha de aplicar la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores y también de si se ha de aplicar realmente a los conductores del transporte internacional por carretera.

II.    Marco jurídico

4.        El artículo 1 de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores define el ámbito de aplicación de este instrumento del siguiente modo:

«1.      La presente Directiva se aplicará a las empresas establecidas en un Estado miembro que, en el marco de una prestación de servicios transnacional, desplacen a trabajadores, según lo dispuesto en el apartado 3, en el territorio de un Estado miembro.

2.      La presente Directiva no se aplicará a las empresas de la marina mercante, por lo que se refiere al personal navegante.

3.      La presente Directiva se aplicará en la medida en que las empresas a que se refiere el apartado 1 adopten una de las siguientes medidas transnacionales:

a)      desplazar a un trabajador por su cuenta y bajo su dirección, en el marco de un contrato celebrado entre la empresa de procedencia y el destinatario de la prestación de servicios que opera en dicho Estado miembro, al territorio de un Estado miembro, siempre que exista una relación laboral entre la empresa de procedencia y el trabajador durante el período de desplazamiento; o

b)      desplazar a un trabajador al territorio de un Estado miembro, en un establecimiento o en una empresa que pertenezca al grupo, siempre que exista una relación laboral entre la empresa de origen y el trabajador durante el período de desplazamiento; o

c)      en su calidad de empresa de trabajo interino o en su calidad de empresa de suministro de mano de obra, desplazar a un trabajador a una empresa usuaria que esté establecida o ejerza su actividad en el territorio de un Estado miembro, siempre que exista una relación laboral entre la empresa de trabajo interino o la empresa de suministro de mano de obra y el trabajador durante el período de desplazamiento.

[…]»

5.        El artículo 2 de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores contiene las siguientes definiciones:

«1.      A efectos de la presente Directiva, se entenderá por “trabajador desplazado” todo trabajador que, durante un período limitado, realice su trabajo en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaje habitualmente.

[…]»

6.        El artículo 3 de dicha Directiva trata de las «condiciones de trabajo y empleo»:

«1.      Los Estados miembros velarán por que, cualquiera que sea la legislación aplicable a la relación laboral, las empresas mencionadas en el apartado 1 del artículo 1 garanticen a los trabajadores desplazados en su territorio las condiciones de trabajo y empleo relativas a las materias siguientes que, en el Estado miembro donde se efectúe el trabajo, estén establecidas:

–        por disposiciones legales, reglamentarias o administrativas, y/o

–        –      por convenios colectivos o laudos arbitrales declarados de aplicación general con arreglo al apartado 8 en la medida en que se refieran a las actividades contempladas en el Anexo:

a)      los períodos máximos de trabajo así como los períodos mínimos de descanso;

b)      la duración mínima de las vacaciones anuales retribuidas;

c)      las cuantías de salario mínimo, incluidas las incrementadas por las horas extraordinarias; la presente letra no se aplicará a los regímenes complementarios de jubilación profesional;

d)      las condiciones de suministro de mano de obra, en particular por parte de agencias de trabajo interino;

e)      la salud, la seguridad y la higiene en el trabajo;

f)      las medidas de protección aplicables a las condiciones de trabajo y de empleo de las mujeres embarazadas o que hayan dado a luz recientemente, así como de los niños y de los jóvenes;

g)      la igualdad de trato entre hombres y mujeres y otras disposiciones en materia de no discriminación.

7.        A los fines de la presente Directiva, la noción de cuantías de salario mínimo mencionada en la letra c) del párrafo primero se definirá mediante la legislación y/o el uso nacional del Estado miembro en cuyo territorio el trabajador se encuentre desplazado.

[…]

8.        Por convenios colectivos o laudos arbitrales declarados de aplicación general se entenderán aquellos convenios colectivos o laudos arbitrales que deban respetar todas las empresas pertenecientes al sector o profesión de que se trate correspondientes al ámbito de aplicación territorial de estos.

9.        A falta de un sistema de declaración de aplicación general de convenios colectivos o laudos arbitrales en el sentido de lo dispuesto en el párrafo primero, los Estados miembros podrán basarse, si así lo deciden, en:

–        los convenios colectivos o laudos arbitrales que surtan efecto general en todas las empresas similares pertenecientes a la profesión o al sector de que se trate y correspondientes al ámbito de aplicación territorial de estos, y/o

–        los convenios colectivos celebrados por las organizaciones de los interlocutores sociales más representativas a escala nacional y que sean ampliamente aplicados en el conjunto del territorio nacional,

siempre que su aplicación a las empresas mencionadas en el apartado 1 del artículo 1 garantice igualdad de trato por lo que respecta a las materias enumeradas en el párrafo primero del apartado 1 del presente artículo entre dichas empresas y las demás empresas mencionadas en el presente párrafo que se hallen en una situación similar.

[…]

10.      La presente Directiva no impedirá que los Estados miembros, de conformidad con las disposiciones del Tratado, impongan a las empresas nacionales y a las empresas de otros Estados, por igual:

[…]

–        condiciones de trabajo y empleo fijadas en convenios colectivos o laudos arbitrales de acuerdo con el apartado 8 que se refieran a actividades distintas de las contempladas en el Anexo.»

III. Hechos, procedimiento nacional y cuestiones prejudiciales planteadas

A.      Hechos y normativa nacional aplicable

11.      Van den Bosch Transporten BV explota una empresa de transporte desde Erp (Países Bajos). Otras dos sociedades, Van den Bosch GmbH (constituida con arreglo al Derecho alemán) y Silo Tank Kft (constituida con arreglo al Derecho húngaro) pertenecen al mismo grupo. Las tres tienen el mismo accionista.

12.      Van den Bosch Transporten BV es miembro de la Vereniging Goederenvervoer Nederland (Asociación para el Transporte de Mercancías de los Países Bajos). Esta asociación concluyó con FNV el collectieve arbeidsovereenkomst Goederenvervoer (convenio colectivo para el sector del transporte de mercancías; en lo sucesivo, «convenio colectivo TM»), con efectos a partir del 1 de enero de 2012. Sin embargo, este convenio no fue declarado de aplicación general.

13.      En virtud del artículo 44 del convenio colectivo TM, conocido como «disposición sobre fletamento», en las subcontrataciones que se ejecuten en o desde una empresa constituida en los Países Bajos por subcontratistas autónomos que actúen como empleadores, estos deben reconocer a sus propios trabajadores las condiciones laborales básicas de dicho convenio colectivo cuando así se desprenda de la Directiva 96/71, aun cuando las partes hayan acordado aplicar al contrato el Derecho de un país distinto del de los Países Bajos. Asimismo, el empleador debe informar a los trabajadores afectados de las condiciones laborales que les sean aplicables.

14.      Según la resolución de remisión, otro convenio colectivo, el collectieve arbeidsovereenkomst Beroepsgoederenvervoer over de weg en verhuur van mobiele kranen (convenio colectivo del transporte profesional de mercancías por carretera y de alquiler de grúas móviles; en lo sucesivo, «convenio colectivo TPM»), en su artículo 73 reproduce el mismo contenido del artículo 44 del convenio colectivo TM. El convenio colectivo TPM fue declarado de aplicación general con efectos entre el 31 de enero de 2013 y el 31 de diciembre de 2013.

15.      Las empresas que están comprendidas en el convenio colectivo TM fueron eximidas, mediante orden ministerial, de la aplicación del convenio colectivo TPM. Conforme a la resolución de remisión, esta exención es aplicable, por tanto, a Van den Bosch Transporten BV.

16.      Los conductores procedentes de Alemania y Hungría trabajan en virtud de contratos de trabajo celebrados, respectivamente, con Van den Bosch GmbH y Silo-Tank. No se les aplicaban las condiciones laborales establecidas en el convenio colectivo TM.

17.      Van den Bosch Transporten BV concluyó con Van den Bosch GmbH y Silo-Tank contratos de fletamento para operaciones de transporte internacional.

18.      Según el tribunal remitente, las operaciones de transporte de que se trata se realizan básicamente fuera del territorio de los Países Bajos. A petición del Tribunal de Justicia, Van den Bosch Transporten BV explicó que los conductores húngaros y alemanes realizan casi exclusivamente transportes transfronterizos. Hasta 2013, estos conductores iniciaban y terminaban sus «desplazamientos activos» en Erp (Países Bajos). En 2013, Van den Bosch GmbH y Silo-Tank abrieron «puntos de conexión» en diversos Estados miembros. Erp ya no constituye el punto de conexión para los conductores extranjeros. En su lugar, estos son enviados por Van den Bosch GmbH y Silo-Tank desde sus lugares de residencia hasta el respectivo punto de conexión. Dichas empresas corren con el coste correspondiente.

B.      Procedimiento nacional y cuestiones prejudiciales planteadas

19.      En el procedimiento principal, FNV alega que debería exigirse a las tres empresas que cumplieran el convenio colectivo TM. En su opinión, los Países Bajos son el lugar de trabajo habitual de los conductores, de manera que estos deben percibir el salario neerlandés. FNV extrae esta conclusión del artículo 6, apartado 2, letra a), del Convenio sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales (3) o del artículo 8, apartado 2, del Reglamento (CE) n.º 593/2008. (4) FNV aduce que, al no aplicar las condiciones laborales básicas neerlandesas, Van den Bosch GmbH y Silo-Tank están actuando ilícitamente frente a FNV, y que Van den Bosch Transporten BV es también responsable de tal actuación ilícita.

20.      El órgano jurisdiccional nacional de primera instancia resolvió que las condiciones del convenio colectivo TM eran aplicables a los conductores alemanes y húngaros.

21.      Sin embargo, el tribunal de segunda instancia estimó el recurso de apelación y anuló la sentencia de primera instancia. En cuanto al argumento de las tres sociedades demandadas según el cual el artículo 44 del convenio colectivo TM es nulo de pleno derecho porque impone una obligación que constituye una restricción ilícita para la libre circulación de servicios consagrada en el artículo 56 TFUE, el tribunal de segunda instancia consideró que, aunque no haya sido declarado de aplicación general, el convenio colectivo TM es aplicable a la situación controvertida, en virtud del efecto combinado de la aplicabilidad general del convenio colectivo TPM, por un lado (cuyo contenido es casi idéntico al del convenio colectivo TM), y de la exención concedida a las empresas sujetas al convenio colectivo TM, por otro. Por lo tanto, se cumple el requisito de declaración de aplicación general establecido en el artículo 3, apartado 8, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores y no puede considerarse que el artículo 44 del convenio colectivo TM constituya una restricción ilícita a la libre prestación de servicios a efectos del artículo 56 TFUE.

22.      Sin embargo, el tribunal de segunda instancia en principio llegó a la conclusión de que, aunque las operaciones de fletamento controvertidas se efectuaban en Van den Bosch Transporten BV (sociedad radicada en Erp), o desde ella, no se cumplía la otra condición para la aplicabilidad del artículo 44 del convenio colectivo TM, pues tal situación no estaba comprendida en el ámbito de aplicación de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores. En opinión del citado tribunal, dicha Directiva no permitía una interpretación amplia del concepto de «desplazamiento» que no solo comprendiese el desplazamiento al territorio de un Estado miembro, sino también el desplazamiento desde el territorio de un Estado miembro. La Directiva solo se aplica a las operaciones realizadas total y principalmente en el ámbito nacional. Al no suceder así en el caso de autos, no existía desplazamiento a efectos de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores.

23.      Ante el Hoge Raad der Nederlanden (Tribunal Supremo de los Países Bajos), el tribunal remitente en el presente asunto en la instancia de casación, FNV alega, en esencia, que el tribunal de segunda instancia no reconoció que la expresión «en el territorio de un Estado miembro» a efectos de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores debe interpretarse en el sentido de «en o desde el territorio de un Estado miembro». (5) Por lo tanto, en opinión de FNV, dicha Directiva es aplicable a los conductores que trabajan en el transporte internacional por carretera.

24.      Habida cuenta de las dudas que suscita la aplicabilidad de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores en la presente situación, el Hoge Raad der Nederlanden (Tribunal Supremo de los Países Bajos) ha decidido suspender el procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia las siguientes cuestiones prejudiciales:

«1)      ¿Debe interpretarse la Directiva [96/71] en el sentido de que también es aplicable a un trabajador que se dedica como conductor al transporte internacional por carretera, y que, por tanto, realiza su trabajo en más de un Estado miembro?

2)      a)      En caso de respuesta afirmativa a la cuestión prejudicial 1, ¿con arreglo a qué parámetro o qué criterios debe determinarse si un trabajador que se dedica como conductor al transporte internacional por carretera es desplazado “en el territorio de un Estado miembro” en el sentido del artículo 1, apartados 1 y 3, de la [Directiva 96/71], “durante un período limitado, reali[za] su trabajo en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaj[a] habitualmente” en el sentido del artículo 2, apartado 1, de la [Directiva 96/71]?

2)      b)      ¿Tiene alguna relevancia en la respuesta a la cuestión prejudicial 2a) la circunstancia de que la empresa que desplaza al trabajador mencionado en esa cuestión prejudicial esté vinculada —por ejemplo, en el seno de un grupo de empresas— con la empresa a la que se desplaza al trabajador, y en su caso cuál?

2)      c)      Si el trabajo del trabajador mencionado en la cuestión prejudicial 2(a) consiste en parte en transporte de cabotaje —es decir, el transporte que se realiza exclusivamente en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en el que el trabajador trabaja habitualmente—, ¿se considerará en cualquier caso, respecto a tal parte de sus actividades, que el trabajador trabaja con carácter temporal en el territorio del Estado miembro mencionado en primer lugar? En caso de respuesta afirmativa, ¿se aplicará en este contexto un límite inferior, por ejemplo, en forma de un período mínimo mensual en el que se realice el transporte de cabotaje?

3)      a)      En caso de respuesta afirmativa a la cuestión prejudicial 1, ¿cómo debe interpretarse el concepto “convenios colectivos […] declarados de aplicación general” en el sentido del artículo 3, apartados 1 y 8, párrafo primero, de la [Directiva 96/71]? ¿Se trata de un concepto autónomo del Derecho de la Unión y basta, por tanto, con que, desde una perspectiva fáctica, se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 3, apartado 8, párrafo primero, de la [Directiva 96/71], o bien estas disposiciones exigen además que el convenio colectivo haya sido declarado de aplicación general en virtud del Derecho nacional?

3)      b)      Si un convenio colectivo no puede ser considerado convenio colectivo declarado de aplicación general en el sentido del artículo 3, apartados 1 y 8, párrafo primero, de la [Directiva 96/71], ¿se opone el artículo 56 TFUE a que una empresa establecida en un Estado miembro que desplaza a un trabajador al territorio de otro Estado miembro esté obligada contractualmente a cumplir las disposiciones de un convenio colectivo de este tipo aplicable en el Estado miembro citado en último lugar?»

25.      Han presentado observaciones escritas FNV, Van den Bosch Transporten BV, los Gobiernos alemán, francés, húngaro, neerlandés y polaco y la Comisión Europea. Todos ellos participaron en la vista que se celebró el 14 de enero de 2020.

IV.    Apreciación

26.      Las presentes conclusiones se estructuran de la siguiente manera: Comenzaré con dos aclaraciones preliminares relativas al alcance (y límites) del presente asunto (sección A). A continuación, me ocuparé del aspecto de la aplicabilidad de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores al sector del transporte por carretera (sección B). Seguiré con las cuestiones más específicas de las circunstancias que son pertinentes para determinar si un conductor que se dedica al transporte por carretera debe considerarse «desplazado» (sección C). Por último, concluiré con algunas observaciones sobre el concepto de «convenio colectivo declarado de aplicación general» (sección D).

A.      Observaciones preliminares

27.      Antes de empezar es preciso aclarar dos asuntos.

28.      En primer lugar, Van den Bosch Transporten BV ha diferenciado entre las condiciones aplicadas a las operaciones de transporte antes y después de 2013. Ha explicado con cierto detalle su forma de funcionamiento, incluida la estructura de los puntos de conexión para los conductores, utilizada por dicho grupo en diversos Estados miembros. Asimismo, ha aportado ejemplos de las rutas efectuadas por los conductores, que demuestran el carácter complejo e internacional de los viajes efectuados.

29.      Sin embargo, tal como ha señalado el tribunal remitente y subrayado FNV en la vista, el procedimiento principal versa sobre unos hechos producidos en 2013, durante el cual (aparentemente) la mayoría de los turnos de los conductores comenzaban y terminaban en Erp.

30.      En segundo lugar, no se ha proporcionado más información sobre las modalidades concretas en que se llevaban a cabo las operaciones de transporte objeto del procedimiento principal. De la resolución de remisión únicamente se desprende que los «turnos activos» relevantes de los conductores empezaban y terminaban en Erp, y que la sociedad neerlandesa concluía contratos de fletamento bien con la alemana o bien con la húngara.

31.      Sin duda, los hechos relevantes los debe determinar el juez nacional. Hay dos razones por las que me refiero a ellos en este momento, con carácter preliminar.

32.      En primer lugar, por supuesto, la función del Tribunal de Justicia consiste en interpretar el Derecho de la Unión, mientras que la del juez nacional es aplicarlo al caso concreto. (6) Por lo tanto, no procede aclarar aquí si efectivamente se produjo (y cuándo) un desplazamiento de trabajadores en el caso particular de que se trata.

33.      En segundo lugar, el grado de orientación interpretativa que razonablemente pueda dar el Tribunal de Justicia depende del nivel de detalle facilitado por el órgano jurisdiccional remitente. Es lo que sucede, en particular, con cuestiones como las del segundo grupo que plantea el órgano jurisdiccional remitente [letras a) a c) de la segunda cuestión], cuya valoración y criterios en gran medida pueden ser circunstanciales y dependientes del contexto. Para cualquier juez (y, sin duda, para este Abogado General, que carece de las habilidades y la capacidad de previsión de un legislador), resulta bastante complicado elaborar un conjunto de criterios para dilucidar si realmente existía un desplazamiento desconociendo los hechos del caso concreto. Por lo tanto, esos factores determinan el grado de abstracción con el que pueden y van a ser redactadas las respuestas a las cuestiones prejudiciales en las presentes conclusiones.

B.      Primera cuestión prejudicial: ¿es aplicable la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores al transporte internacional por carretera?

34.      Con su primera cuestión prejudicial, el tribunal remitente desea saber si la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores es aplicable a un conductor del transporte internacional por carretera que desarrolla su trabajo en más de un Estado miembro.

35.      FNV, los Gobiernos alemán, francés y neerlandés y la Comisión proponen responder afirmativamente a esta cuestión. En cambio, son de la opinión contraria Van den Bosch Transporten BV y los Gobiernos húngaro y polaco.

36.      De entrada, deseo aclarar el alcance de esta cuestión y del debate que suscita. La cuestión planteada —y debatida después por las partes— es si la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores se aplica a los trabajadores empleados en el transporte por carretera. Se trata aquí de un debate de índole normativo respecto al ámbito de aplicación de un instrumento legislativo de la Unión: ¿debe aplicarse la citada Directiva a un determinado tipo o sector de actividad, concretamente el transporte por carretera? O mejor aún, ¿en virtud de qué disposiciones o consideraciones quedaría excluido dicho sector concreto del ámbito de aplicación de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores?

37.      Dos aspectos sobresalen especialmente. En primer lugar, al plantear una cuestión de esta manera, los conductores dedicados al transporte (internacional) por carretera se consideran un subconjunto (lógico) de (todos) los trabajadores dedicados al transporte por carretera. Sin embargo, naturalmente, si el ámbito de aplicación de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores no incluyese el transporte por carretera, esta exclusión no afectaría solamente a los conductores, sino posiblemente también a otros trabajadores dedicados al transporte por carretera. De igual manera, si se excluyese el transporte por carretera, ¿qué efecto tendría en otras modalidades de transporte internacional?

38.      En segundo lugar, tanto el debate mantenido como los argumentos presentados por las partes a este respecto se plantean desde un doble punto de vista: el normativo y el práctico. El ámbito normativo trata de la cuestión de si, desde el punto de vista de la estructura jurídica de un instrumento y de su interpretación, el transporte por carretera está sujeto a la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores. Esta cuestión lleva necesariamente a considerar si hay algún elemento en el tenor literal, en el contexto (incluidos los antecedentes y el fundamento jurídico) y en la finalidad de la citada Directiva que lleve a la conclusión de que el transporte por carretera estaba excluido de su ámbito de aplicación.

39.      Por otro lado, está el punto de vista práctico o pragmático: ¿tendría realmente algún sentido que los servicios de transporte internacional y, en particular, los conductores que prestan dichos servicios, se considerasen comprendidos en el ámbito de aplicación de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores? ¿No sería más lógico, teniendo en cuenta las dificultades prácticas que ello entrañaría, habida cuenta del tipo de trabajo específico de los conductores internacionales, excluir los servicios relativos a este sector de actividad del ámbito de aplicación de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores?

40.      Estas últimas consideraciones son de incuestionable interés. Por lo tanto, me ocuparé de ellas al final de la presente sección (5). Sin embargo, en mi opinión, tanto el tenor literal (2) como el contexto y los antecedentes legislativos (3) y la finalidad (4) de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores confirman claramente que esta no establece tal exclusión sectorial de su ámbito de aplicación. Antes de entrar en este análisis, voy a comenzar con el argumento esencial formulado por los Gobiernos húngaro y polaco en cuanto al fundamento jurídico elegido y las consecuencias que del mismo se derivan respecto al ámbito de aplicación de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores (1).

1.      Fundamento jurídico

41.      Polonia y Hungría niegan la aplicabilidad de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores al sector del transporte por carretera, remitiéndose al fundamento jurídico en virtud del cual se adoptó. La citada Directiva se basa en los antiguos artículos 57, apartado 2, y 66 del Tratado CE (actualmente, artículos 53 TFUE, apartado 1, y 62 TFUE), que son disposiciones aplicables a los servicios. En cambio, el legislador no se basó en la antigua disposición equivalente al artículo 91 TFUE, que es el fundamento jurídico específico del transporte. Lo mismo sucede con la Directiva (UE) 2018/957, (7) que la modifica.

42.      A tenor del artículo 58 TFUE, apartado 1, «la libre prestación de servicios, en materia de transportes, se regirá por las disposiciones del título [del TFUE] relativo a los transportes». Esto significa que los actos de la Unión dirigidos a armonizar materias relativas al transporte en particular deben basarse en las correspondientes disposiciones del título VI del TFUE (artículos 90 TFUE y siguientes). De conformidad con el artículo 91 TFUE, apartado 1, estas materias son: «a)    normas comunes aplicables a los transportes internacionales efectuados desde el territorio de un Estado miembro o con destino al mismo o a través del territorio de uno o varios Estados miembros; b) condiciones con arreglo a las cuales los transportistas no residentes podrán prestar servicios de transportes en un Estado miembro; c) medidas que permitan mejorar la seguridad en los transportes; d) cualesquiera otras disposiciones oportunas».

43.      En opinión de Hungría, los fundamentos jurídicos elegidos por el legislador de la Unión para adoptar la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores excluyen el transporte de su ámbito de aplicación. Conforme a reiterada jurisprudencia, el transporte no se rige por la normativa sobre servicios. Asimismo, dicho Gobierno señala que la Directiva de servicios, (8) en su artículo 2, apartado 2, letra d), excluye el transporte de su ámbito de aplicación. (9)

44.      Este argumento se puede hallar en ciertos sectores de la doctrina jurídica. En efecto, algunos autores señalan que, habida cuenta de su especial estatuto dentro del Tratado, no está claro que la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores sea aplicable a los servicios de transporte. (10) Otros comentaristas parecen considerar que, por esa misma razón, dichos servicios no están excluidos. (11)

45.      La cuestión del fundamento jurídico de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores ha sido recientemente tratada por el Abogado General Szpunar en el asunto Dobersberger. Allí señaló que «cabe pensar que la armonización de los servicios en el sector de los transportes, si bien como parte de una medida de armonización más amplia, tendría que basarse en el artículo 91 TFUE. No obstante, la [Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores] se basa simplemente en los artículos 53 TFUE, apartado 1, y 62 TFUE y no, además, en el artículo 91 TFUE». Llegó a la conclusión de que, «si bien solo se puede especular acerca del motivo por el cual el artículo 91 TFUE no se incluyó como fundamento jurídico para la adopción de la [Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores], habitualmente no se considera que los servicios en el ámbito del transporte queden fuera del ámbito de la [Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores]. […] Sí parece un hecho jurídicamente constatado que los servicios en materia de transporte están, en principio, cubiertos por la Directiva.» (12)

46.      En su sentencia, el Tribunal de Justicia no se pronunció expresamente sobre la cuestión. Se limitó a afirmar que «la libre circulación de servicios en el ámbito de los transportes no está regulada por lo dispuesto en el artículo 56 TFUE, que se refiere en general a la libre prestación de servicios, sino por lo dispuesto, en especial, en el artículo 58 TFUE, apartado 1». (13)

47.      Así las cosas, ¿el hecho de que la disposición específicamente aplicable al transporte no se incluyese entre los fundamentos jurídicos de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores impide la aplicación de esta al desplazamiento de trabajadores en el sector del transporte?

48.      No lo considero así.

49.      En primer lugar, desde el punto de vista estructural considero que el argumento según el cual, por vía interpretativa, sería posible limitar el ámbito de aplicación de un acto de Derecho derivado de la Unión, a pesar de sus claros términos, invocando el Derecho primario en que este se basó años atrás (o, mejor aún, invocado el que supuestamente debería haberlo sido, pero no lo fue), resulta ciertamente peculiar.

50.      Para ser claro, la correcta elección del fundamento jurídico de un acto de Derecho derivado de la Unión, obviamente, es de suma importancia. Sin embargo, esta elección (y su acierto) debe ser examinada con motivo de una eventual impugnación de la validez del acto de que se trate. (14) Llamo la atención sobre la lógica que se utiliza para crear otras exclusiones en bloque que no estén previstas, o al menos sugeridas, en parte alguna del texto del instrumento de Derecho derivado de que se trate. Difícilmente es una cuestión de interpretación jurídica y es más bien una fórmula de caos jurídico.

51.      Además, la jurisprudencia del Tribunal de Justicia ya ha confirmado que la base de Derecho primario sobre la que se haya adoptado no es necesariamente concluyente para la interpretación del ámbito de aplicación de los actos de Derecho derivado. Así ha ocurrido, en particular, en situaciones en las que las disposiciones del Tratado invocadas hacen referencia a un elemento transfronterizo, a pesar de que el instrumento de Derecho derivado adoptado sobre tal base, aparentemente, no contiene tal requisito. Son ejemplos destacados de esta categoría diversos actos de Derecho derivado de la Unión adoptados en virtud del artículo 114 TFUE. (15) Más recientemente, se planteó la misma cuestión en relación con todo el paquete de directivas procedimentales resultante del programa de Estocolmo, basadas en el artículo 82 TFUE, apartado 2. (16)

52.      El hecho de que dichas bases de Derecho primario, de una u otra forma, mencionen elementos trasfronterizos no se ha considerado que sea suficiente razón para limitar el ámbito de aplicación de los instrumentos de Derecho derivado adoptados sobre ellas pero que no mencionan ninguna condición de vinculación transfronteriza. A este respecto, el Tribunal de Justicia rechazó la «reducción interpretativa» del ámbito de aplicación de tales instrumentos que, por su parte, no contuviesen dicha limitación. Por lo tanto, no veo por qué, sobre una argumentación aún más débil, habría de acoger la «creación interpretativa de una exclusión en bloque» porque un artículo del Tratado tampoco la hubiese mencionado.

53.      Teniendo en cuenta también el interés en la seguridad jurídica para los destinatarios (ordinarios) de la legislación europea, es preciso reiterar que (absolutamente) todas las normas jurídicas deben interpretarse conforme a su «valor nominal». Si un Estado miembro discrepa del ámbito de aplicación claramente enunciado en su texto, está perfectamente legitimado para impugnar la validez del acto como parte actora privilegiada en virtud del artículo 263 TFUE.

54.      En segundo lugar, y en atención al primer argumento de carácter subsidiario, procede señalar que, para determinar si un acto de Derecho derivado está basado en un fundamento jurídico adecuado, a efectos de valorar su legalidad, el Tribunal de Justicia diferencia entre el objeto y el contenido principales de la legislación, por un lado, (17) y otros aspectos de carácter secundario, que pueden verse incidentalmente afectados, por otro.

55.      Desde este punto de vista, tengo muy claro que la finalidad y el contenido principales de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores no es la regulación de los servicios de transporte. Su finalidad es reaccionar a las consecuencias sociales y económicas que se derivan del desplazamiento de trabajadores en el marco de la prestación de (todo tipo de) servicios. En principio, estas consecuencias afectan a todos los empresarios por igual, independientemente de la naturaleza de los servicios que presten. (18) Son consecuencias transversales, comunes a todos los servicios.

56.      En mi opinión, y sin ánimo de comentar la elección del fundamento jurídico adecuado, la invocación de la base jurídica específica de la regulación de servicios en el ámbito del transporte habría sido necesaria únicamente si, al margen del tipo de acto jurídico de la Unión, este pretende regular específicamente la prestación de servicios de transporte por carretera, lo cual es evidente que no sucede en el caso de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores. (19)

57.      Los servicios se prestan en múltiples áreas o sectores. Muchas de estas áreas que pueden verse afectadas se incluyen en otros títulos de la Tercera Parte del TFUE. Llevando hasta sus últimas consecuencias el razonamiento propuesto por los Gobiernos húngaro y polaco, ¿podrían formularse los mismos o similares argumentos respecto a otros sectores que sean objeto de regulación expresa en cualquier otro punto del Derecho primario? En tal caso, ¿quedaría excluida entonces la aplicación de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores también de los servicios en los sectores de la denominada salud pública, energía, turismo o cultura, ya que estos sectores concretos y sus respectivas bases jurídicas tampoco han sido invocados en dicha Directiva?

58.      Por lo tanto, no creo que la omisión de una referencia a la base jurídica específica para el transporte en la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores tenga como consecuencia excluir de su ámbito de aplicación el desplazamiento de los trabajadores en el sector del transporte por carretera. Hecha esta puntualización preliminar, a continuación voy a ocuparme de los argumentos relativos al tenor literal, al contexto y a la finalidad de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, considerando en particular los bastante complejos antecedentes de dicho instrumento.

2.      Tenor literal

59.      Atendiendo a su tenor literal, no hay nada en la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores que excluya el transporte por carretera de su ámbito de aplicación. Dicha Directiva está redactada en términos generales.

60.      Esto queda además confirmado por la exclusión expresa del personal navegante en el artículo 1, apartado 2, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores de su ámbito de aplicación, tal como han señalado los Gobiernos alemán, francés y neerlandés y la Comisión. (20) Dicho ejemplo demuestra que, si ha de haber alguna exclusión del ámbito de aplicación de un acto redactado, por lo demás, en términos generales, puede y debe decirse abiertamente.

61.      Así pues, el transporte por carretera, o cualquier otro tipo de transporte que no esté sujeto a la exclusión expresa del artículo 1, apartado 2, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, simplemente no están excluidos. Si por mí fuera, el análisis podría terminar en realidad aquí. Sin embargo, se han formulado más objeciones a esta conclusión basadas en los antecedentes y la finalidad de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores.

3.      Contexto legislativo

a)      La intención histórica del legislador

62.      La Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores tiene su origen en la propuesta de la Comisión de 1991 (en lo sucesivo, «Propuesta de 1991»). Tal como han recalcado algunas de las partes en el presente procedimiento, su Exposición de motivos declaraba que, «debido a la combinación e interdependencia de los artículos 1 y 2 [propuestos], resulta innecesario incluir una lista de excepciones en la que figurarían, entre otros, los viajantes de comercio, los miembros del personal móvil de una empresa de servicios de transporte internacional de pasajeros o mercancías por tren, carretera, aire, vía fluvial interna o mar, así como los funcionarios y personal equivalente empleados en la administración pública». (21)

63.      Dicha formulación implica que el transporte internacional por carretera había de quedar excluido del ámbito de aplicación de la (entonces futura) Directiva. Sin embargo, una declaración del Consejo efectuada durante el procedimiento legislativo añade un matiz, tal como apuntan, en esencia, el Gobierno alemán y la Comisión, pues no propone excluir del ámbito de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores el transporte internacional en todas las circunstancias, sino solo cuando no se cumplan las condiciones generales de aplicabilidad de la Directiva.(22)

64.      En la vista, la Comisión llamó la atención sobre otros documentos legislativos que parecen evidenciar que el debate que tuvo lugar durante el procedimiento legislativo sobre la inclusión del transporte en el ámbito de aplicación de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores no quedó resuelto. (23)

65.      Por lo tanto, queda bastante claro que durante el procedimiento legislativo se expresaron diversas ideas acerca del ámbito de aplicación de la futura directiva. En mi opinión, los órganos jurisdiccionales pueden y deben tener en cuenta la intención del legislador. Sin embargo, su principal función sigue siendo interpretar la ley, que, una vez adoptada, adquiere vida propia. A este respecto, procede subrayar dos elementos.

66.      En primer lugar, presumiendo que el legislador fuera claro en cuanto a los objetivos, es lícito suponer que se habría podido perfectamente incluir una exención para el transporte por carretera en el texto de la Directiva. Alternativamente, al menos podría haber habido alguna indicación de tal voluntad del legislador en la declaración auténtica del objeto y de la finalidad de la medida, que, en el Derecho de la Unión, son los considerandos. Sin embargo, no hay absolutamente nada de este tipo ni en la parte dispositiva ni en los considerandos de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores. Las esperanzas, las ideas y los deseos no son jurídicamente vinculantes. El texto aprobado sí lo es.

67.      En segundo lugar, esta observación debe ser aún más cierta en el contexto del Derecho de la Unión y de sus procedimientos legislativos. En estos procedimientos intervienen diversos actores (normalmente, el Consejo, el Parlamento y la Comisión), cada uno de los cuales está compuesto por otra pluralidad de actores, que, a su vez, pueden tener, en principio diferentes ideas con respecto a lo que desean lograr. En un sistema así, el único punto de referencia posible es el texto definitivo, y no los deseos o ideas de uno de los actores, expresados a lo largo del camino legislativo, sobre lo que ese actor creía estar haciendo en una determinada fase del proceso.

b)      Desarrollos legislativos posteriores

68.      Con carácter subsidiario, también da la impresión de que los desarrollos legislativos posteriores a la adopción de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores parecen partir de la premisa de que dicha Directiva sí es aplicable al transporte por carretera.

69.      A este respecto, algunas de las partes se referían al Reglamento (CE) n.º 1072/2009, (24) que establece las normas aplicables, entre otros, al cabotaje, y su considerando 17 menciona que la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores se aplica al cabotaje. (25) Una declaración similar contiene también el considerando 11 del Reglamento (CE) n.º 1073/2009. (26)

70.      Asimismo, conviene observar que el artículo 9, apartado 1, letra b), de la Directiva 2014/67/UE menciona, entre las requisitos administrativos y medidas de control que pueden imponer los Estados miembros para garantizar el cumplimiento de los requisitos que se exigen al desplazamiento, «la obligación de conservar o poner a disposición o de guardar copias […], las nóminas, las fichas con los horarios […] y los comprobantes del pago de salarios […] durante el período de desplazamiento, en un lugar accesible y claramente identificado de su territorio, como puede ser el lugar de trabajo, a pie de obra o, en el caso de los trabajadores móviles del sector del transporte, la base de operaciones o el vehículo en el que se presta el servicio.» (27)

71.      Entre otras cosas, el Gobierno francés se refirió a un documento de la Comisión en que se declara que «la postura de esta Comisión siempre ha sido que la [Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores] es aplicable al sector del transporte por carretera». (28) También tengo en cuenta un estudio de impacto publicado por la Comisión, donde se dice que, «en el caso de la prestación transfronteriza de servicios de transporte por carretera, también se aplican las disposiciones de la [Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores], así como las de ejecución de la Directiva 2014/67/CE».(29)

72.      La adopción de la Directiva 2018/957, que modifica la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, fue el siguiente desarrollo legislativo en este contexto. (30) Conforme al artículo 3, apartado 3, esta Directiva de modificación no se aplicará al sector del transporte por carretera hasta que se adopte un acto legislativo que establezca normas específicas. Una vez más, las partes del presente procedimiento han expresado puntos de vista diferentes sobre las consecuencias de esta cláusula para apreciar si la actual versión de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores se aplica al transporte por carretera. (31)

73.      Además, adoptando medidas concretas para el establecimiento de normas sobre el desplazamiento de trabajadores en el sector del transporte por carretera, la Comisión publicó una propuesta (en lo sucesivo, «Propuesta de 2017»), cuyo considerando 9 afirma que «se han experimentado dificultades en la aplicación de las normas sobre desplazamiento de trabajadores establecidas en la [Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores] […]». Asimismo, la Exposición de motivos de la Propuesta de 2017 cita, entre las «normas sociales clave aplicables al transporte por carretera», «las disposiciones sobre el desplazamiento de trabajadores establecidas en la Directiva 96/71/CE». Añade, además, que «estos actos jurídicos forman parte de un esfuerzo más amplio para mejorar las condiciones de trabajo de los conductores, garantizar una competencia leal entre los operadores y mejorar la seguridad de las carreteras europeas, así como para garantizar un equilibrio entre la protección social de los conductores y la libertad de los operadores para proporcionar servicios transfronterizos». (32) La misma Propuesta proclama también la necesidad de afrontar las dificultades que se derivan de «las diferencias de interpretación y aplicación de las Directivas 96/71/CE y 2014/67/UE en el sector del transporte por carretera», ya que las actuales «disposiciones sobre el desplazamiento de trabajadores y los requisitos administrativos no se adecuan a la gran movilidad que caracteriza al trabajo de los conductores del sector del transporte internacional por carretera». (33)

74.      Por lo tanto, esta Propuesta admite reiteradamente que las disposiciones generales sobre desplazamiento existentes se adaptan mal al sector del transporte, y que su aplicación plantea dificultades particulares, por lo que la Propuesta de 2017 reiteradamente proclama y reconoce que tales cuestiones han de ser abordadas. (34) Sin embargo, reconocer la falta de idoneidad de las normas existentes difícilmente puede significar que las mismas no sean aplicables a un sector determinado. Precisamente significa lo contrario: que, de hecho, son aplicables, pues si no, difícilmente podrían calificarse de problemáticas.

c)      Finalidad

75.      En los términos expresados, básicamente, en la Propuesta de 1991, la finalidad de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores no consiste en armonizar la legislación laboral. (35) Aunque, conforme a lo señalado por el Tribunal de Justicia, sí que proporciona cierta información sobre el contenido material de las normas imperativas que se han de aplicar. (36)

76.      Cabe considerar tal armonización como un medio dirigido, según expuso el Abogado General Szpunar en relación con el considerando 5 de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, a tratar de alcanzar «un triple objetivo, que es el fomento de la prestación transnacional de servicios, en un clima de competencia leal, y garantizar el respeto de los derechos de los trabajadores». (37) Tal como señaló también el Abogado General Szpunar, la combinación de estos objetivos no deriva necesariamente en un todo armónico. Por este motivo, estimó que era «más coherente considerar la [Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores] como una medida que pretende conciliar los objetivos opuestos de la libre prestación de servicios y la protección de los derechos de los trabajadores». (38)

77.      También tengo ciertas dificultades intelectuales para entender de qué manera exactamente promueve la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores la «prestación transnacional de servicios». (39) En todo caso, el verdadero objetivo de esta Directiva es limitar la libre prestación transnacional de servicios, al poner el acento en los derechos de los trabajadores y en un clima de competencia leal, en particular con respecto a los países a los que los trabajadores son desplazados.

78.      Sin embargo, por lo que aquí interesa, no veo cómo estos dos objetivos declarados de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores pueden poner en tela de juicio la conclusión bastante evidente que se extrae del tenor literal de esta Directiva en cuanto a su ámbito de aplicación. No hay el menor impedimento para que la protección de los «derechos [mínimos] de los trabajadores» o el «clima de competencia leal» no se puedan aplicar al transporte por carretera o para que exija la exclusión de este sector concreto del ámbito de aplicación de una Directiva que, por lo demás, es de aplicación transversal.

4.      «Debe excluirse porque no funciona»

79.      En resumen, considero que ni el fundamento jurídico ni el procedimiento legislativo suscitan duda alguna acerca de la clara conclusión que se desprende del tenor literal, del contexto y de la finalidad de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores: el transporte por carretera no está excluido. La citada Directiva pretende aplicarse a todos los servicios, incluido el transporte por carretera.

80.      Esta es la conclusión normativa obvia. Sin embargo, como ya he mencionado, (40) sigue coleando el argumento relativo a la capacidad de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores para aplicarse en realidad a los conductores que trabajan en el transporte internacional por carretera. Aludiendo a las particularidades del sector del transporte por carretera, algunas de las partes han alegado que, debido a su gran movilidad, este sector simplemente no puede someterse a las normas de dicha Directiva. (41)

81.      De igual manera, en la Propuesta de 2017 se han reconocido numerosas dificultades prácticas. (42)

82.      También se ha señalado, acertadamente, que el concepto de desplazamiento «[traduce] la idea de un trabajador sedentario, que ejerce habitualmente su actividad en un Estado miembro, enviado temporalmente a otro Estado miembro y que vuelve en un determinado plazo al primer Estado miembro». (43) En efecto, a semejanza de la tripulación de cabina de una aeronave, los conductores de camiones son, sin duda, «hipotéticamente móviles» y «el ejercicio de actividades en varios países constituye un aspecto normal de las modalidades de su trabajo». (44) Por lo tanto, si bien es mucho más complicado que en los sectores sedentarios determinar si se ha producido una situación de desplazamiento, no es imposible.

83.      No tengo ningún reparo en reconocer la naturaleza móvil (obvia, hasta cierto punto) del sector del transporte y las dificultades que plantea en el cumplimiento de las obligaciones establecidas por la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores. Sin embargo, no creo que estos aspectos prácticos justifiquen una alteración del claro ámbito de aplicación normativamente establecido de un instrumento legislativo de la Unión.

84.      Por supuesto, la normativa de la Unión, como cualquier otra normativa, debe ser práctica y factible. En caso de duda interpretativa, donde tengan cabida distintas opciones, elegir aquella que pueda funcionar mejor desde un punto de vista práctico es ciertamente una buena fórmula. En mi opinión, en situaciones extremas, una normativa que es, o que, mejor dicho, ha quedado totalmente inaplicable e impracticable debe ser anulada. (45) Sin embargo, sugerir que se haya de efectuar una exclusión judicial por vía interpretativa, en contra del claro tenor de la norma, alegando que esta plantea dificultades prácticas, constituiría una gran novedad en la interpretación del Derecho de la Unión y, sin duda, tendría también efectos importantes en numerosas otras áreas de este Derecho.

5.      Conclusión provisional

85.      A la vista de las anteriores consideraciones, mi primera conclusión provisional es que la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores se ha de interpretar en el sentido de que se aplica a quien trabaja como conductor en el sector del transporte por carretera y es desplazado, a los efectos de dicha Directiva, al territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaja habitualmente.

C.      Segunda cuestión prejudicial: Circunstancias relevantes para determinar la condición de «desplazado» en el transporte por carretera

86.      La segunda cuestión prejudicial planteada contiene tres subcuestiones. Con la primera, el tribunal remitente desea aclarar los criterios a los que se ha de recurrir para determinar si un conductor en el sector del transporte por carretera debe considerarse desplazado (1). Con la segunda, en esencia, desea asimismo saber si el hecho de que la empresa que desplaza al trabajador esté vinculada con la empresa a la que el trabajador es desplazado tiene alguna relevancia para tal determinación (2). Por último, el tribunal remitente pregunta también si, en el caso de cabotaje, el trabajador debe considerarse desplazado, al menos respecto a esa parte de su trabajo, y, de ser así, si es aplicable alguna regla de minimis (por ejemplo, una distancia mínima del cabotaje) (3).

1.      Criterios para determinar la existencia de un desplazamiento

87.      La primera subcuestión se refiere a los criterios para determinar si un conductor debe considerarse desplazado «al territorio de un Estado miembro» en el sentido del artículo 1, apartados 1 y 3, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores y si dicho trabajador, «durante un período limitado, reali[za] su trabajo en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaj[a] habitualmente» en el sentido del artículo 2, apartado 1, de la misma Directiva.

88.      Las dos disposiciones a las que remite el tribunal remitente se solapan parcialmente entre sí. El artículo 2, apartado 1, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores define el concepto de «trabajador desplazado». Establece que, por tal, se entiende «todo trabajador que, durante un período limitado, realice su trabajo en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaje habitualmente». La expresión «en el territorio de un Estado miembro» aparece en alguna otra disposición de la citada Directiva, normalmente, con el mismo sentido que en su artículo 2, apartado 1. Sin embargo, esta última disposición ofrece más detalles en cuanto a la dimensión territorial y temporal del concepto de desplazamiento («en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaje habitualmente» y «durante un período limitado»).

89.      Por lo tanto, me voy a centrar en la definición que contiene el artículo 2, apartado 1, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores. Una vez establecidos los criterios para determinar si se ha producido la situación descrita en el artículo 2, apartado 1, voy a responder también a la cuestión de si un trabajador debe considerarse desplazado «al territorio de un Estado miembro» con arreglo al artículo 1, apartados 1 y 3, de la misma Directiva.

90.      En su sentencia Dobersberger, el Tribunal de Justicia señaló que «no cabe considerar a un trabajador, a la luz de la [Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores], como desplazado al territorio de un Estado miembro si la ejecución de su trabajo no presenta un vínculo suficiente con ese territorio. Esta interpretación se deriva del sistema de la [Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores] y, en particular, de su artículo 3, apartado 2, interpretado a la luz de su considerando 15, que, en el caso de prestaciones de carácter muy limitado en el territorio al que son enviados los trabajadores concernidos, prevé que las disposiciones de esta Directiva relativas a las cuantías de salario mínimo y a la duración mínima de las vacaciones anuales retribuidas no son aplicables». (46)

91.      Con respecto al tipo concreto de actividad de que se trataba en el asunto Dobersberger, a saber, la prestación de servicios de restauración y limpieza en trenes internacionales, el Tribunal de Justicia llegó a la conclusión de que, ante la ausencia de un «vínculo suficiente», no puede considerarse a los trabajadores que prestan tales servicios desplazados en el sentido de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores cuando atraviesan un Estado miembro, pues «realizan una parte importante de su trabajo en el Estado miembro en el que está establecida la empresa que les ha destinado a la prestación de servicios en trenes internacionales, a saber, todas las actividades que se incluyen en este trabajo con excepción de la actividad de servicio a bordo efectuada en el desplazamiento del tren, y que comienzan o terminan su servicio en este Estado miembro». (47)

92.      ¿Cómo debe valorarse, pues, la existencia de tal «vínculo suficiente» en relación con los conductores del transporte internacional por carretera? Las partes que niegan que el transporte por carretera esté comprendido en el ámbito de aplicación de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores exponen diversos criterios que podrían tenerse en cuenta a este respecto.

93.      El Gobierno alemán propone desarrollar un enfoque coherente con los criterios aplicados en el ámbito del artículo 8, apartado 2, del Reglamento Roma I relativo a la determinación de la ley aplicable al contrato de trabajo, si bien al mismo tiempo advierte en contra de la mera transposición de dichos criterios al ámbito de un instrumento diferente, como la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores. Conforme al artículo 8, apartado 2, del Reglamento Roma I, «en la medida en que la ley aplicable al contrato individual de trabajo no haya sido elegida por las partes, el contrato se regirá por la ley del país en el cual o, en su defecto, a partir del cual el trabajador, en ejecución del contrato, realice su trabajo habitualmente. No se considerará que cambia el país de realización habitual del trabajo cuando el trabajador realice con carácter temporal su trabajo en otro país». (48)

94.      En cuanto a la necesidad de coherencia en la interpretación de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores y del Reglamento Roma I,(49) es cierto que ambos instrumentos tratan de determinar (algunos elementos de) la ley aplicable a diferentes aspectos de una relación laboral. Sin embargo, es preciso señalar que el artículo 8, apartado 2, del Reglamento Roma I trata de la determinación de la ley que rige toda la relación laboral en caso de que el contrato de trabajo no haya optado por una concreta. En cambio, el artículo 2, apartado 1, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores se refiere al Estado de desplazamiento, cuyas normas laborales imperativas (elegidas), en los aspectos enumerados en su artículo 3, apartado 1, letras a) a g), deben ser garantizadas a los trabajadores desplazados.

95.      Por lo tanto, ambos instrumentos persiguen objetivos diferentes. La determinación de la «ley aplicable» también implica distintas consecuencias. Lo fundamental, tal como claramente dispone el Reglamento Roma I (y, anteriormente, el Convenio de Roma), (50) al que se remite la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, (51) es que una situación de desplazamiento no afecta a la ley aplicable a la relación laboral. Dicho con otras palabras, el hecho de que el desplazamiento de un trabajador suscite la aplicabilidad de las normas laborales imperativas enumeradas del Estado de acogida no obsta para que la relación laboral se siga regulando por la legislación determinada conforme a las normas del Reglamento Roma I.

96.      Sin embargo, estas diferencias en modo alguno impiden tener en cuenta, en un nivel de abstracción más general, unos criterios similares por analogía. No en vano, ambos instrumentos tratan de aclarar ciertos tipos de vínculos materiales entre el trabajador y un Estado miembro determinado. Dichos vínculos materiales tenderán a ser similares, pues su objetivo es establecer la presencia física significativa de una persona concreta en un determinado territorio. (52)

97.      La disposición del Convenio de Roma equivalente al artículo 8, apartado 2, del Reglamento Roma I fue interpretada por el Tribunal de Justicia en la sentencia Koelzsch. (53) Dicho asunto versaba sobre un conductor domiciliado en Alemania y que trabajaba en el transporte internacional, que impugnó la aplicabilidad del Derecho luxemburgués (contractualmente elegido) a su despido por parte de su empresario luxemburgués, una filial de una sociedad danesa. Alegaba que su situación debía someterse a las disposiciones imperativas del Derecho alemán, al ser Alemania el destino principal de los cargamentos que transportaba desde Dinamarca en camiones estacionados en Alemania y matriculados en Luxemburgo.

98.      El Tribunal de Justicia llegó a la conclusión de que, para determinar «el país en el que el trabajador […] realice habitualmente su trabajo» se ha de tener en cuenta «el conjunto de las circunstancias que caracterizan la actividad del trabajador» y, en particular, «el lugar a partir del cual el trabajador lleva a cabo sus misiones de transporte, recibe las instrucciones sobre sus misiones y organiza su trabajo, así como el lugar en que se encuentran las herramientas de trabajo», y «los lugares en que se efectúa principalmente el transporte, los lugares de descarga de la mercancía y el lugar al que el trabajador regresa una vez finalizadas sus misiones». (54)

99.      De igual manera, en el contexto para determinar el «lugar en el que el trabajador desempeñare habitualmente su trabajo» en el sentido del artículo 19, apartado 2, letra a), del Reglamento n.º 44/2001, el Tribunal de Justicia declaró que, cuando el contrato de trabajo es «ejecutado en el territorio de varios Estados contratantes, y a falta de un centro efectivo de actividades profesionales del trabajador a partir del cual este hubiera cumplido lo esencial de sus obligaciones respecto de su empresa», dicho concepto debe entenderse «en el sentido de que se refiere al lugar en el cual o a partir del cual el trabajador cumpla de hecho lo esencial de sus obligaciones respecto de su empresa». (55)

100. Además, habida cuenta de los divergentes objetivos que persigue la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, (56) los criterios que se apliquen deben reflejar la necesidad de proporcionar a los trabajadores desplazados la protección debida por su presencia en el Estado miembro de acogida. Sin embargo, dichos criterios no deben extender la aplicación de la regla del desplazamiento a cualquier simple presencia en un determinado Estado miembro, pues ello constituiría una carga indebida para las empresas que desplazan trabajadores.

101. Al encontrarse con un mosaico de posibles elementos de conexión, cuya relación puede ser particularmente diversa en el sector del transporte por carretera, es necesario llevar a cabo un análisis caso por caso y considerar la interacción entre dichos elementos. En unas «circunstancias móviles» similares, el Abogado General Saugmandsgaard Øe y el Tribunal de Justicia hicieron referencia a «varios indicios» (57) o a un «método indiciario» que «permite no solo reflejar mejor la realidad de las relaciones jurídicas […], sino también evitar que [el concepto de que se trate] se vea instrumentalizado o contribuya a la práctica de estrategias de elusión de obligaciones». (58)

102. Sin duda, es posible que existan casos muy nítidos en ambos extremos del posible espectro.

103. Por un lado, estoy de acuerdo con quienes sugieren que el simple tránsito a un Estado miembro o el simple transporte transfronterizo no constituyen un «desplazamiento» en el sentido de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores. Tal situación no permite el establecimiento de ningún vínculo material relevante entre el conductor y el Estado miembro a través del cual transita. Es una situación similar a las denominadas «operaciones de transporte bilateral», en que, en principio, el conductor cruza una frontera para entregar el cargamento en el extranjero y conduce el vehículo de vuelta.

104. Por otro lado, se puede concebir una situación en la que un empresario ponga a disposición del destinatario de los servicios, situado en otro Estado miembro, a uno de sus conductores en plantilla, para que le realice, con carácter temporal, operaciones de transporte nacional o internacional. A tal fin, ese conductor será transportado hasta el lugar de actividad del destinatario de los servicios, recibirá instrucciones y cargará los camiones allí y efectuará los portes desde y hasta ese lugar. En mi opinión, esta situación equivaldrá a un desplazamiento en el sentido de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores. A todos los efectos prácticos, este conductor será transferido a otro Estado miembro, será asignado a la base local de operaciones desde la cual se realicen las operaciones de transporte y regresará a dicho lugar una vez que las mismas se ejecuten durante el tiempo de su desplazamiento.

105. Entre estas dos hipótesis caben otras muchas situaciones menos nítidas en que entren en juego numerosas variables. Cabe imaginar una operación de transporte internacional de destino múltiple que comprenda la carga y descarga en distintas localidades y en que el conductor reciba instrucciones sucesivamente a lo largo de la operación de transporte en distintos lugares de la Unión.

106. En tal situación, el examen que se ha de realizar ha de estar inevitablemente referido al caso concreto y circunstancial. En determinadas circunstancias pueden ser relevantes ciertos indicios, mientras que, en una situación diferente, estos mismos indicios pueden perder importancia frente a otros.

107. Sin embargo, dicho esto con un grado de abstracción ciertamente elevado, (59) lo que puede llegar a ser especialmente significativo es el lugar donde se encuentre la empresa o la persona a la que prestan sus servicios los trabajadores en cuestión, especialmente, si dicho lugar es también aquel en el que se organizan las operaciones de transporte y se asignan las tareas a los conductores, y al que estos regresan cuando han concluido su trabajo.

108. Estos elementos, aunque no sean exhaustivos, deben considerarse en su interacción mutua. Así, por ejemplo, el lugar donde se reciben efectivamente las instrucciones no será tan relevante si estas se reciben de manera flexible mediante comunicaciones electrónicas y literalmente «en ruta». Sin embargo, si se reciben, por ejemplo, en el lugar donde comienzan y terminan las operaciones de transporte, esto es, el lugar de actividad de la persona por cuya cuenta se llevan a cabo, sí será relevante dicho lugar. De igual manera, y considerado de forma aislada, no será relevante quién transmita directamente las instrucciones a cada conductor, o de dónde procedan estas, pues se puede tratar de lugares que no coincidan con aquel donde se encuentra efectivamente el conductor, donde este lleve a cabo la parte principal de su trabajo y donde cubre sus gastos de subsistencia.

109. En atención a las anteriores consideraciones, llego a la conclusión de que el concepto de «trabajador que, durante un período limitado, realice su trabajo en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaje habitualmente» utilizado por el artículo 2, apartado 1, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores debe interpretarse en el sentido de trabajador que presenta un vínculo suficiente con dicho territorio. La existencia de tal vínculo suficiente se debe determinar atendiendo a todos los indicios relevantes, considerados conjuntamente, como el lugar donde se encuentre el destinatario de los servicios de que se trate, el lugar donde se organicen las operaciones de transporte y se asignen sus tareas a los conductores, y el lugar adonde estos regresen tras efectuar su trabajo.

2.      Relevancia de los vínculos de grupo

110. ¿Tiene alguna relevancia la existencia de vínculos entre las sociedades en cuestión a la hora de determinar si se da una situación de desplazamiento de trabajadores? La Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores tiene en cuenta la relevancia de tales vínculos en el caso de desplazamiento dentro del grupo que se describe en su artículo 1, apartado 3, letra b).

111. Sin embargo, el presente asunto no trata de las diferentes modalidades de desplazamiento en función de si la situación está comprendida en la letra a) o en la letra b) del artículo 1, apartado 3, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores. La cuestión planteada por el tribunal remitente es, en realidad, mucho más amplia, y está centrada en la relevancia que pueden tener los vínculos de grupo para el propio concepto de desplazamiento de trabajadores a efectos del artículo 2, apartado 1, de la Directiva. ¿Sería relevante la existencia de un vínculo en el seno de un grupo de empresas a la hora de valorar la cuestión anterior de si se ha producido de hecho una situación de desplazamiento?

112. FNV y el Gobierno de los Países Bajos alegan, en esencia, que la existencia de tales vínculos debe ser uno de los criterios que se tengan en cuenta al determinar si se da una situación de «desplazamiento».

113. No puedo estar de acuerdo con tal propuesta general. Tal como he expuesto en la sección anterior de las presentes conclusiones, dentro del actual marco legislativo, que omite toda orientación en cuanto a los criterios aplicables, el examen resulta necesariamente referido al caso concreto. Al llevar a cabo dicho examen, el hecho de que un trabajador sea desplazado a una empresa vinculada societariamente a la empresa que efectúa dicho desplazamiento no es, de por sí, decisivo. Por supuesto, cualquier trabajador puede ser desplazado exactamente de la misma manera a una empresa que no mantenga ningún vínculo de ese tipo con la empresa que lo desplaza.

114. Por otro lado, tampoco se puede afirmar con rotundidad que, en todo caso, tal vinculación carece de toda relevancia. Sin duda, desde el punto de vista práctico, los vínculos de grupo hacen que entre las empresas implicadas sea más sencillo acordar una estrategia consistente en eludir la aplicación de las normas sobre desplazamiento que entre empresas no vinculadas. Sin embargo, ¿debe llevarse esta afirmación al extremo de constituir efectivamente una «sospecha de elusión» basada en el mero hecho de que determinados servicios son prestados entre empresas que, de una u otra manera, están vinculadas entre sí? Obviamente, eso no es así.

115. Sea como fuere, aparte de la afirmación general de que las tres sociedades demandadas tienen el mismo accionista, la información facilitada en los autos omite cualquier otra indicación sobre por qué los vínculos de grupo entre las distintas sociedades han de ser relevantes para la decisión de si se ha desplazado a los trabajadores.

116. Por lo tanto, soy partidario de no dar una respuesta definitiva: los vínculos de grupo entre las empresas implicadas en un determinado desplazamiento, junto con otros indicios importantes, quizás pueda requerir la consideración general de si se ha producido la situación de desplazamiento. Sin embargo, por sí mismos no son decisivos.

3.      El cabotaje y la regla de minimis

117. Ante las dudas antes expuestas sobre la aplicabilidad de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores al transporte por carretera, con la siguiente subcuestión el tribunal remitente pretende que se dilucide si el cabotaje constituye una situación en la que el trabajador se considera desplazado. En tal caso, desea saber si tal desplazamiento se somete a alguna regla de minimis.

118. En primer lugar, el concepto de cabotaje se refiere, por lo general, a una situación en la que el transporte se lleva a cabo entre dos lugares del mismo Estado miembro, por parte de una empresa establecida en otro Estado miembro. El artículo 2, punto 6, del Reglamento n.º 1072/2009 define el cabotaje como «transportes nacionales por cuenta ajena llevados a cabo con carácter temporal en un Estado miembro de acogida». (60)

119. «Las condiciones en que los transportistas no residentes en un Estado miembro puedan prestar servicios de transporte en él» (61) también se concretan en el artículo 8 del Reglamento n.º 1072/2009. (62) En principio, estas disposiciones permiten la realización de hasta tres operaciones de cabotaje en el Estado miembro de acogida, hasta que haya concluido el transporte internacional en dicho Estado, en el plazo de siete días desde la conclusión de dicha operación de transporte.

120. Quisiera recordar que el considerando 17 del Reglamento n.º 1072/2009 establece que las disposiciones de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores se aplican a las empresas de transporte que efectúan transporte de cabotaje.

121. En segundo lugar, respecto a las reglas de minimis, el considerando 14 de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores declara que «el proveedor de servicios deberá observar un “núcleo duro” de disposiciones de protección, claramente definidas, independientemente de la duración del desplazamiento del trabajador».

122. Sin embargo, con arreglo al artículo 3, apartado 3, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, los Estados miembros podrán decidir, previa consulta a los interlocutores sociales, que no se aplique el requisito del salario mínimo del país de acogida cuando la duración total del desplazamiento sea inferior a un mes. En el presente asunto no se ha informado sobre el uso de esta posibilidad en los Países Bajos, de manera que voy a presumir que en dicho Estado miembro no se ha desarrollado dicha excepción.

123. Aparte de esta excepción, la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores no supedita la existencia de desplazamiento a ninguna regla de minimis, como una distancia mínima o un tiempo mínimo de transporte realizado, tal como señalan la Comisión y el Gobierno alemán.

124. En tercer lugar, la consideración conjunta de los dos elementos anteriores me lleva a la conclusión de que, para que se dé una situación de desplazamiento en el contexto específico del cabotaje, no se requiere una duración mínima.

125. A la vista de estos elementos, mi siguiente conclusión provisional es que la aplicación de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores al cabotaje no está supeditada a ninguna norma mínima en cuanto a la distancia de tal operación en el Estado miembro de acogida.

D.      Tercera cuestión prejudicial: convenios colectivos declarados de aplicación general

126. Con su tercera cuestión prejudicial, el tribunal remitente pretende aclarar el concepto de «convenios colectivos […] declarados de aplicación general» en el sentido del artículo 3, apartados 1 y 8, párrafo primero, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores (1). Asimismo, desea saber si el artículo 56 TFUE se opone a una situación en que una empresa que desplaza a un trabajador al territorio de otro Estado miembro estaría contractualmente obligada a cumplir un convenio colectivo que no se puede considerar de aplicación general (2).

1.      Concepto de «convenios colectivos declarados de aplicación general»

127. ¿Es un concepto autónomo del Derecho de la Unión el concepto de «convenios colectivos […] declarados de aplicación general» que aparece en la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores? ¿Corresponde esta valoración, por el contrario, al Derecho nacional, dentro de las condiciones establecidas en el artículo 3, apartados 1, y 8, párrafo primero, de dicha Directiva?

128. Del artículo 3, apartado 1, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores se desprende que las condiciones de trabajo y empleo que se han de garantizar a los trabajadores desplazados no solo se definen en las respectivas legislaciones de los Estados miembros, sino también en los «convenios colectivos […] declarados de aplicación general […], en la medida en que se refieran a las actividades contempladas en el Anexo». Ese Anexo se refiere, básicamente, al sector de la construcción. Además, en virtud del artículo 3, apartado 10, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, el Estado miembro puede aplicar las condiciones de trabajo y empleo fijadas en tales convenios colectivos que se refieran a actividades distintas de la construcción.

129. Del tenor de la cuestión prejudicial, así como de los hechos del presente asunto, deduzco que el tribunal remitente está interesado por la parte de la definición referida a la declaración de aplicabilidad general, en la medida en que difiere de los elementos del artículo 3, apartado 8, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, relativos al cumplimiento de un convenio por «todas las empresas pertenecientes al sector o profesión de que se trate correspondientes al ámbito de aplicación territorial de estos». Por tanto, me voy a centrar en el aspecto de la «declaración de aplicabilidad general». Esta es también la postura adoptada por todas las partes que se han pronunciado acerca de esta cuestión en el presente procedimiento.

130. Las partes han expuesto distintos puntos de vista acerca de si el concepto de «convenios colectivos declarados de aplicación general» constituye un concepto autónomo del Derecho de la Unión o si se ha de definir con arreglo al Derecho nacional, o a una combinación de ambos. También expresaron distintos puntos de vista en relación con las consecuencias de la sentencia Rüffert. (63) Partiendo del hecho de que el convenio colectivo de que se trataba en dicho asunto no había sido declarado de aplicación general con arreglo al Derecho nacional, el Tribunal de Justicia observó que, «por lo demás, los autos […] no contienen indicio alguno del que pueda inferirse que dicho convenio puede no obstante ser calificado de aplicación general en el sentido […] de la [Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores]».

131. Por un lado, según el Gobierno neerlandés y FNV, al no haber referencia al Derecho nacional, el concepto de «convenio colectivo declarado de aplicación general» es, en principio, un concepto autónomo del Derecho de la Unión. El Gobierno de los Países Bajos añade que un convenio colectivo declarado de aplicación general con arreglo al Derecho nacional puede seguir incumpliendo los requisitos del artículo 3, apartado 8, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores. En cambio, un convenio colectivo que no ha sido declarado de aplicación general nunca puede estar comprendido en el ámbito de aplicación del artículo 3, apartado 8, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores.

132. Por otro, en opinión de los Gobiernos alemán y polaco, no se puede determinar la aplicabilidad general si no es en referencia al Derecho nacional. Para estar comprendido en el artículo 3, apartado 8, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, el convenio debe haber sido declarado de aplicación general con arreglo al Derecho nacional y cumplir lo dispuesto en el artículo 3, apartado 8, de la citada Directiva. Por lo tanto, la aplicabilidad general requiere un acto de Derecho nacional.

133. Aunque estoy de acuerdo con el Gobierno neerlandés y FNV en cuanto a la ausencia de una alusión expresa al Derecho nacional, entiendo que los términos del artículo 3, apartado 1, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores se refieren lógicamente al Derecho nacional en la medida en que exige que la aplicabilidad general haya sido «declarada». Tal declaración, como acertadamente apuntan los Gobiernos alemán y polaco, requiere que en el ámbito nacional se adopte un acto declarativo concreto, de conformidad con las disposiciones nacionales que regulan cómo se deben negociar y concluir tales convenios colectivos y por quién. Por lo tanto, no alcanzo a entender cómo tal declaración podría constituir una materia del Derecho de la Unión, pues todas estas normas son claramente materia del Derecho laboral nacional.

134. Si el legislador de la Unión pretendía establecer el concepto de «convenios colectivos […] declarados de aplicación general» como un concepto autónomo e independiente del Derecho de la Unión, probablemente habría utilizado términos diferentes, quizá sin referencia a la «declaración» de aplicabilidad general, y habría establecido al menos algún criterio sustantivo o procesal respecto a la forma de valorar tal aplicabilidad general. Tal concepto autónomo de aplicabilidad general habría de establecerse en función de características intrínsecas de los respectivos convenios. Por el contrario, al concretar que los convenios colectivos de que se trata son los que hayan sido declarados de aplicación general, el legislador de la Unión hizo referencia, en mi opinión, a un sistema dentro del cual se puede producir tal declaración. Al no disponer de elementos a los que recurrir a este respecto en el Derecho de la Unión, dicho sistema debe ser necesariamente nacional, en el marco de la organización nacional del diálogo social que debe entablarse entre los distintos interlocutores.

135. De igual manera, el artículo 3, apartado 8, párrafo segundo, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores hace referencia a un «sistema de declaración de aplicación general de convenios colectivos». (64) Conforme a dicha disposición, solo a falta de tal sistema introduce la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores un criterio subsidiario al que pueden atender los Estados miembros y que les permite basarse en «los convenios colectivos […] que surtan efecto general en todas las empresas similares pertenecientes a la profesión o al sector de que se trate y correspondientes al ámbito de aplicación territorial de estos», y/o en «los convenios colectivos celebrados por las organizaciones de los interlocutores sociales más representativas a escala nacional y que sean ampliamente aplicados en el conjunto del territorio nacional».

136. Sin embargo, esta opción subsidiaria no altera la regla general que atiende a un sistema nacional de declaración.

137. De hecho, la legislación neerlandesa establece un sistema de este tipo, tal como ha apuntado la Comisión. De los autos se deduce que el convenio colectivo de que aquí se trata, el convenio colectivo TM, con arreglo al Derecho nacional y sin perjuicio de la apreciación que haga el tribunal remitente, debe considerase amparado por una declaración general, debido a los vínculos existentes entre dicho convenio y el convenio colectivo TPM.

138. En resumen, el concepto de «convenios colectivos declarados de aplicación general» a efectos del artículo 3, apartado 1, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores debe entenderse referido al Derecho nacional. Dicho con otras palabras: si un convenio colectivo ha sido declarado de aplicación general es algo que debe determinarse en atención al Derecho nacional aplicable en esa materia.

2.      Existencia de una restricción del artículo 56 TFUE

139. Con la letra b) de la tercera cuestión prejudicial, el tribunal remitente desea saber si el artículo 56 TFUE se opone a que una empresa establecida en un Estado miembro que desplaza a un trabajador al territorio de otro Estado miembro esté contractualmente obligada a cumplir lo dispuesto en un convenio colectivo que no se puede considerar de aplicación general con arreglo a la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores.

140. El tribunal remitente solo plantea esta cuestión en caso de que la respuesta a la letra a) de la tercera cuestión prejudicial lleve a la conclusión de que el convenio colectivo de que se trata no puede ser considerado declarado de aplicación general a efectos de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores. En tal situación, la obligación de aplicar las condiciones laborales básicas del convenio colectivo TM no derivaría de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, sino que podría seguir emanando del artículo 44 de dicho convenio. ¿Equivaldría esto a una restricción en el sentido del artículo 56 TFUE, tal como alegó Van den Bosch Transporten BV en el procedimiento principal?

141. Esta pregunta exige varias aclaraciones.

142. En primer lugar, determinar si se ha de considerar al convenio colectivo TM declarado de aplicación general es una cuestión sometida al Derecho nacional. Por lo tanto, la ha de resolver en última instancia el tribunal remitente. Este señala en la resolución de remisión que, conforme al Derecho nacional, el convenio colectivo controvertido, el convenio colectivo TM, debe considerarse declarado de aplicación general.

143. Si realmente esto es así con arreglo al Derecho nacional, la letra b) de la tercera cuestión prejudicial es hipotética.

144. Dicho esto, el tribunal remitente aún está a tiempo de llegar a una conclusión diferente y entender que el convenio colectivo TM no se puede considerar declarado de aplicación general, lo que haría necesario responder a la letra b) de la tercera cuestión prejudicial.

145. En segundo lugar, tal como se señala en la resolución de remisión, el origen de la incompatibilidad estaría en la aplicación de las condiciones laborales básicas establecidas en el convenio colectivo TM a una empresa extranjera que desplaza trabajadores, a pesar de que dicho convenio colectivo TM no pueda considerarse de aplicación general. El tribunal remitente formula esta cuestión a pesar de que el artículo 44 del convenio colectivo TM parece condicionar la aplicación de estas obligaciones a que «así se desprenda de la [Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores]». (65) Considero que, a los efectos de la tercera cuestión prejudicial, letra b), esta parte del artículo 44 del convenio colectivo TM debería interpretarse, en realidad, como «incluso si no se desprende de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores».

146. Vista así, con la letra b) de la tercera cuestión prejudicial se estaría preguntando si el artículo 56 TFUE se opone a que una empresa establecida en un Estado miembro que desplaza a un trabajador al territorio de otro Estado miembro esté obligada a cumplir lo dispuesto en un convenio colectivo que no se puede considerar declarado de aplicación general con arreglo a la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores.

147. Suponiendo que haya entendido correctamente la cuestión, y dejando de lado la enigmática pregunta de conforme a qué disposición de Derecho nacional un convenio colectivo que no es de aplicación general podría seguir considerándose vinculante para los prestadores de servicios de otros Estados miembros, la respuesta a esta cuestión ciertamente conllevaría analizar las restricciones a la libre prestación de servicios con arreglo al artículo 56 TFUE.

148. Estoy acuerdo con el Gobierno neerlandés en que la situación descrita en la tercera cuestión prejudicial, letra b), realmente constituiría en tal caso una restricción de la libre prestación de servicios. Impondría una carga a las empresas afectadas, ya que exigiría cumplir obligaciones correspondientes a las definidas en la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores fuera del ámbito de aplicación de esta. La cuestión esencial sería entonces si tal restricción podría estar justificada por razones primordiales relacionadas con el interés público y si supera el examen de proporcionalidad.

149. Es preciso señalar que la resolución de remisión no contiene más información sobre la posible justificación ni elementos relevantes para el mencionado examen.

150. En cuanto a la justificación por razones primordiales de interés público, estoy de acuerdo con los Gobiernos alemán y neerlandés en que la protección de los trabajadores (66) y la prevención de la competencia desleal (67) podrían calificarse como tales. Estas razones, en efecto, se solapan con los objetivos perseguidos por la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, antes tratados. (68) Por lo tanto, corresponde al tribunal remitente comprobar si, objetivamente, al redactar el artículo 44 del convenio colectivo TM, los autores de este convenio colectivo pretendían promover los derechos de los trabajadores desplazados, o bien prevenir la competencia desleal.

151. Tal como reiteradamente ha declarado el Tribunal de Justicia, para poder considerar que una medida está justificada, debe ser adecuada para garantizar la consecución del objetivo que persigue y no debe sobrepasar lo que es necesario para alcanzarlo. (69) En último término, esta valoración corresponde al tribunal remitente, teniendo en cuenta, no obstante, que en el marco de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores el legislador europeo ya ha conseguido cierto equilibrio entre los diversos y, en buena medida, opuestos objetivos de dicha Directiva.

V.      Conclusión

152. Sugiero al Tribunal de Justicia responder al Hoge Raad der Nederlanden (Tribunal Supremo de los Países Bajos) en los siguientes términos:

«1)      La Directiva 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre 1996, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios (DO 1997, L 18, p. 1), debe interpretarse en el sentido de que también se aplica a quien trabaja como conductor en el sector del transporte por carretera y es desplazado, a los efectos de dicha Directiva, al territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaja habitualmente.

2)      a) El concepto de «trabajador que, durante un período limitado, realice su trabajo en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaje habitualmente» utilizado por el artículo 2, apartado 1, de la Directiva 96/71/CE debe interpretarse en el sentido de trabajador que presenta un vínculo suficiente con dicho territorio. La existencia de tal vínculo suficiente se debe determinar atendiendo a todos los indicios relevantes, considerados conjuntamente, como el lugar donde se encuentre el destinatario de los servicios de que se trate, el lugar donde se organicen las operaciones de transporte y se asignen sus tareas a los conductores y adonde estos regresen tras efectuar su trabajo.

2)      b) Los vínculos de grupo entre las empresas implicadas en un determinado desplazamiento, junto con otros indicios importantes, quizás pueda requerir la consideración general de si se ha producido la situación de desplazamiento. Sin embargo, por sí mismos no son decisivos.

2)      c) El cabotaje está comprendido en el ámbito de aplicación de la Directiva 96/71/CE. La aplicación de esta Directiva al cabotaje no está supeditada a ninguna norma mínima en cuanto a la distancia de la operación de cabotaje en el Estado miembro de acogida.

3)      El artículo 3, apartado 1, de la Directiva 96/71/CE debe interpretarse en el sentido de que la cuestión de si un convenio colectivo ha sido declarado de aplicación general debe resolverse atendiendo al Derecho nacional aplicable.»
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27      Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, relativa a la garantía de cumplimiento de la Directiva 96/71/CE, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios, y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 1024/2012 relativo a la cooperación administrativa a través del Sistema de Información del Mercado Interior («Reglamento IMI») (DO 2004, L 159, p. 11). (El subrayado es mío).



28      Revisión de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores; preguntas frecuentes, 8 de marzo de 2016, actualizada el 24 de octubre de 2017 (MEMO/16/467).



29      Support study for an impact assessment for the revision of the social legislation in road transport, Final report, Study contract No. MOVE/D3/2016-605, autores: Gibson, G., Tsamis, A., Lohr, E., Guidorzi, E., Levinn, S., mayo de 2017, p. 7.



30      Citada en la nota 7 de las presentes conclusiones.



31      A los efectos de este asunto y de las presentes conclusiones, no veo necesario entrar en el tipo de debate (bastante tradicional del Derecho de la Unión) sobre si una norma integrada en una nueva versión de un instrumento legislativo constituye: i) una codificación de algo que siempre ha estado ahí, si bien únicamente de manera «implícita», o ii) una auténtica modificación, que establece expresamente una norma nueva, que parte de la versión anterior del mismo instrumento.



32      COM(2017) 278 final, Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo por la que se modifica la Directiva 2006/22/CE en lo relativo a los requisitos de control del cumplimiento y se fijan normas específicas con respecto a la Directiva 96/71/CE y la Directiva 2014/67/UE para el desplazamiento de los conductores en el sector del transporte por carretera, p. 2.



33      Ibíd., p. 2.



34      Señalo que estas dificultades ya fueron reconocidas en la Propuesta de la Comisión de 8 de marzo de 2016 que modifica la Directiva 96/71/CE, COM(2016) 128.



35      Véanse también las sentencias de 18 de diciembre de 2007, Laval un Partneri (C‑341/05, EU:C:2007:809), apartados 60 y 68, y de 12 de febrero de 2015, Sähköalojen ammattiliitto (C‑396/13, EU:C:2015:86), apartado 31. Véase también p. 16, punto 27, de la propuesta COM(1991) 230.



36      Sentencia de 12 de febrero de 2015, Sähköalojen ammattiliitto (C‑396/13, EU:C:2015:86), apartado 31. Véase también la sentencia de 19 de junio de 2008, Comisión/Luxemburgo (C‑319/06, EU:C:2008:350), apartado 24 y la jurisprudencia citada.



37      Conclusiones presentadas en el asunto Dobersberger (C‑16/18, EU:C:2019:638), punto 23.



38      Conclusiones del Abogado General Szpunar presentadas en el asunto Dobersberger (C‑16/18, EU:C:2019:638), puntos 23 y 24. Véanse también las sentencias de 18 de diciembre de 2007, Laval un Partneri (C‑341/05, EU:C:2007:809), apartados 74 a 76, y de 12 de febrero de 2015, Sähköalojen ammattiliitto (C‑396/13, EU:C:2015:86), apartado 30.



39      A no ser, obviamente, que dicha proposición parta de la premisa tácita subyacente de que, si no se admitiesen algunas restricciones a la libre prestación de servicios, no habría absolutamente ninguna restricción. En este sentido, utilizando términos auténticamente orwellianos, restricción es en realidad libertad.



40      Punto 35 de las presentes conclusiones.



41      Se han expresado posturas similares por parte de ciertas corrientes de la doctrina jurídica. Véanse, por ejemplo, Lhernould, J-P., «Directive (EU) 2018/957 of 28 June 2018 amending Directive 96/71/EC concerning the posting of workers in the framework of the provision of services — What will change in 2020?», ERA Forum, vol. 20(2), 2019, p. 255; Van Overbeeke, F., «Do we need a new conflict-of-laws rule for labour in the European road transport sector? Yes we do», From Social Competition to Social Dumping, Intersentia, Cambridge, 2016, pp. 114 y 119-120; Even, Z., Zwanenburg, A., «A Dutch insight into the applicability of the Posted Workers Directive on international road transport. But still: a long and winding road ahead? (NL)», European Employment Law Cases, vol. 2(3), 2017, p. 157; Laagland, F., «Navigeren door het labyrint van grensoverschrijdende detachering — de fundamentele verkeersvrijheden, de Detacheringsrichtlijn en het internationaal privaatrecht», Arbeidsrechtelijke Annotaties, vol. 10(2), 2016, p. 19.



42      Véase la Exposición de motivos de la propuesta citada en la nota 32 de las presentes conclusiones, p. 5, y el considerando 9 propuesto.



43      Conclusiones del Abogado General Saugmandsgaard Øe presentadas en los asuntos acumulados CRPNPAC y Vueling Airlines (C‑370/17 y C‑37/18, EU:C:2019:592), punto 131, en relación con el personal de vuelo en el contexto de desplazamiento en virtud del Reglamento (CEE) n.º 1408/71 del Consejo, de 14 de junio de 1971, relativo a la aplicación de los regímenes de seguridad social a los trabajadores por cuenta ajena y a sus familias que se desplazan dentro de la Comunidad (DO 1971, L 149, p. 2; EE 05/01, p. 98), en su versión modificada por el Reglamento (CE) n.º 1992/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de diciembre de 2006 (DO 2006, L 392, p. 1).



44      Ibíd.


45      Véanse mis conclusiones presentadas en los asuntos Lidl (C‑134/15, EU:C:2016:169), punto 90, y Confédération paysanne y otros (C‑528/16, EU:C:2018:20), punto 139.



46      Sentencia de 19 de diciembre de 2019, Dobersberger (C‑16/18, EU:C:2019:1110), apartado 31.



47      Sentencia de 19 de diciembre de 2019, Dobersberger (C‑16/18, EU:C:2019:1110), apartado 33. El concepto de «vínculo suficiente» también se menciona en los considerandos propuestos 11 y 12 de la Propuesta de 2017 citada en la nota 32 de las presentes conclusiones.



48      El subrayado es mío.



49      Los considerandos 7 a 11 de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores se remiten reiteradamente al Convenio de Roma, precedente legislativo del Reglamento Roma I.



50      Considerando 34 del Reglamento Roma I: «La norma sobre el contrato individual de trabajo no debe ir en detrimento de la aplicación de las normas imperativas del país de desplazamiento del trabajador, de conformidad con la [Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores].»



51      Véase el considerando 10 de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores: «Considerando que el artículo 7 de dicho Convenio dispone que en determinadas condiciones surtan efecto, junto con la ley declarada aplicable, las normas de policía de otra ley, en particular la del Estado miembro a cuyo territorio haya sido desplazado temporalmente el trabajador.» Véase, a este respecto, el artículo 8 del Reglamento Roma I. Conforme a su apartado 2, in fine, «no se considerará que cambia el país de realización habitual del trabajo cuando el trabajador realice con carácter temporal su trabajo en otro país».



52      Véase, por analogía y sobre la relevancia del concepto de «base» en el Reglamento (CEE) n.º 3922/91, de 16 de diciembre de 1991, relativo a la armonización de normas técnicas y procedimientos administrativos aplicables a la aviación civil (DO 1999, L 373, p. 4), a efectos de determinar el concepto de «lugar en el que el trabajador desempeñare habitualmente su trabajo» con arreglo al Reglamento (CE) n.º 44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil (DO 2001, L 12, p. 1) (en lo sucesivo, «Reglamento n.º 44/2001»), la sentencia de 14 de septiembre de 2017, Nogueira y otros (C‑168/16 y C‑169/16, EU:C:2017:688), apartados 65 a 69.



53      Sentencia de 15 de marzo de 2011 (C‑29/10, EU:C:2011:151). Véase también la sentencia de 15 de diciembre de 2011, Voogsgeerd (C‑384/10, EU:C:2011:842).



54      Sentencia de 15 de marzo de 2011, Koelzsch (C‑29/10, EU:C:2011:151), apartados 48 y 49. Véase también la sentencia de 12 de septiembre de 2013, Schlecker (C‑64/12, EU:C:2013:551), apartados 30 a 34 y la jurisprudencia citada.



55      Sentencia de 14 de septiembre de 2017, Nogueira y otros (C‑168/16 y C‑169/16, EU:C:2017:688), apartados 58 y 59. Véase también la sentencia de 27 de febrero de 2002, Weber (C‑37/00, EU:C:2002:122), apartado 49 y la jurisprudencia citada.



56      Puntos 72 y 73 de las presentes conclusiones.



57      Conclusiones del Abogado General Saugmandsgaard Øe presentadas en los asuntos acumulados Nogueira y otros (C‑168/16 y C‑169/16, EU:C:2017:312), puntos 85 y 95.



58      Sentencia de 14 de septiembre de 2017, Nogueira y otros (C‑168/16 y C‑169/16, EU:C:2017:688), apartados 61 y 62.



59      Puntos 28 y 29 de las presentes conclusiones.



60      De modo similar, el artículo 1, apartado 4, del Reglamento n.º 1072/2009 establece que este «se aplicará al transporte nacional de mercancías por carretera efectuado con carácter temporal por un transportista no residente, con arreglo a lo dispuesto en el capítulo III». Véase también la definición de «cabotaje» en el Reglamento (CE) n.º 1073/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que se establecen normas comunes de acceso al mercado internacional de los servicios de autocares y autobuses y por el que se modifica el Reglamento (CE) n.º 561/2006 (DO 2009, L 300, p. 88).



61      Considerando 2 del Reglamento n.º 1072/2009.



62      Sobre el posible número de puntos de carga y descarga con arreglo a dicho Reglamento, véase la sentencia de 12 de abril de 2018, Comisión/Dinamarca (C‑541/16, EU:C:2018:251).



63      Sentencia de 3 de abril de 2008 (C‑346/06, EU:C:2008:189), apartado 26.



64      El subrayado es mío.



65      El subrayado es mío.



66      Véase, en este sentido, la sentencia de 24 de enero de 2002, Portugaia Construções (C‑164/99, EU:C:2002:40), apartados 28 y 29.



67      Sentencia de 12 de octubre de 2004, Wolff & Müller (C‑60/03, EU:C:2004:610), apartados 41 y 42.



68      Véanse los puntos 72 y 73 de las presentes conclusiones.



69      Sentencia de 12 de octubre de 2004, Wolff & Müller (C‑60/03, EU:C:2004:610), apartado 43.

3. Petición de decisión prejudicial planteada por el Hoge Raad der Nederlanden (Países Bajos) el 21 de diciembre de 2018 — Federatie Nederlandse Vakbeweging / Van den Bosch Transporten BV, Van den Bosch Transporte GmbH, Silo-Tank kft

(Asunto C-815/18)
Lengua de procedimiento: neerlandés
Órgano jurisdiccional remitente
Hoge Raad der Nederlanden

Partes en el procedimiento principal
Demandante: Federatie Nederlandse Vakbeweging

Demandadas: Van den Bosch Transporten BV, Van den Bosch Transporte GmbH, Silo-Tank kft

Cuestiones prejudiciales
1)    ¿Debe interpretarse la Directiva 96/71/CE 1 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre 1996, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios (DO 1997, L 18, p. 1; en lo sucesivo, «Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores»), en el sentido de que también es aplicable a un trabajador que se dedica como conductor al transporte internacional por carretera, y que, por tanto, realiza su trabajo en más de un Estado miembro?

2)    a.    En caso de respuesta afirmativa a la cuestión prejudicial 1, ¿con arreglo a qué parámetro o qué criterios debe determinarse si un trabajador que se dedica como conductor al transporte internacional por carretera es desplazado «en el territorio de un Estado miembro» en el sentido del artículo 1, apartados 1 y 3, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, y si dicho trabajador, «durante un período limitado, reali[za] su trabajo en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en cuyo territorio trabaj[a] habitualmente» en el sentido del artículo 2, apartado 1, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores?

b.    ¿Tiene alguna relevancia en la respuesta a la cuestión prejudicial 2)a. la circunstancia de que la empresa que desplaza al trabajador mencionado en esa cuestión prejudicial esté vinculada ―por ejemplo, en el seno de un grupo de empresas― con la empresa a la que se desplaza al trabajador, y en su caso cuál?

c.    Si el trabajo del trabajador mencionado en la cuestión prejudicial 2)a. consiste en parte en transporte de cabotaje ―es decir, el transporte que se realiza exclusivamente en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en el que el trabajador trabaja habitualmente―, ¿se considerará en cualquier caso, respecto a tal parte de sus actividades, que el trabajador trabaja con carácter temporal en el territorio del Estado miembro mencionado en primer lugar? En caso de respuesta afirmativa, ¿se aplicará en este contexto un límite inferior, por ejemplo, en forma de un período mínimo mensual en el que se realice el transporte de cabotaje?

3)    a.    En caso de respuesta afirmativa a la cuestión prejudicial 1, ¿cómo debe interpretarse el concepto «convenios colectivos [...] declarados de aplicación general» en el sentido del artículo 3, apartados 1 y 8, párrafo primero, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores? ¿Se trata de un concepto autónomo del Derecho de la Unión y basta, por tanto, con que, desde una perspectiva fáctica, se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 3, apartado 8, párrafo primero, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, o bien estas disposiciones exigen además que el convenio colectivo haya sido declarado de aplicación general en virtud del Derecho nacional?

b.    Si un convenio colectivo no puede ser considerado convenio colectivo declarado de aplicación general en el sentido del artículo 3, apartados 1 y 8, párrafo primero, de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, ¿se opone el artículo 56 TFUE a que una empresa establecida en un Estado miembro que desplaza a un trabajador al territorio de otro Estado miembro esté obligada contractualmente a cumplir las disposiciones de un convenio colectivo de este tipo aplicable en el Estado miembro citado en último lugar?

____________

1     Directiva 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 1996, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios (DO 1997, L 18, p. 1).

4. TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA 

COMUNICADO DE PRENSA n.º 148/20 Luxemburgo, 1 de diciembre de 2020 Sentencia en el asunto C-815/18 Federatie Nederlandse Vakbeweging/Van den Bosch Transporten B.V. y otros 

La Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios es aplicable a las prestaciones de servicios transnacionales en el sector del transporte por carretera Determinados trabajadores procedentes de Alemania y de Hungría ejercían la actividad de conductores en el marco de contratos de fletamento relativos a transportes internacionales celebrados entre una empresa de transporte cuyos locales se ubican en Erp (Países Bajos), Van den Bosch Transporten BV, y dos sociedades, una alemana y otra húngara, que pertenecen al mismo grupo, a las que los conductores estaban vinculados. Por regla general, durante el período en cuestión, el fletamento se realizaba a partir de Erp y allí concluían los recorridos, pero la mayor parte de los transportes efectuados basándose en los contratos de fletamento de que se trata tenía lugar fuera del territorio de los Países Bajos. Van den Bosch Transporten, como miembro de la Asociación para el Transporte de Mercancías de los Países Bajos, estaba sometida al convenio colectivo aplicable a dicho sector («convenio colectivo del sector del transporte de mercancías»), suscrito entre esta asociación y la Federatie Nederlandse Vakbeweging (Federación del movimiento sindical neerlandés; «FNV»). Un segundo convenio colectivo, aplicable, en particular, al transporte profesional de mercancías por carretera, y cuyas disposiciones eran sustancialmente idénticas a las del convenio colectivo del sector del transporte de mercancías, había sido declarado de aplicación general, a diferencia del primero. No obstante, en virtud del Derecho nacional, las empresas incluidas en el convenio colectivo del sector del transporte de mercancías estaban exentas de la aplicación de este segundo convenio, siempre que observasen el primer convenio. Según la FNV, cuando Van den Bosch Transporten recurría a conductores procedentes de Alemania y Hungría, debería haberles aplicado las condiciones laborales básicas del convenio colectivo del sector del transporte de mercancías, en su condición de trabajadores desplazados, con arreglo a la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores. 1 Al no haberse aplicado a esos conductores las condiciones laborales básicas reconocidas en dicho convenio, la FNV presentó una demanda contra las tres empresas de transporte, que fue estimada en primera instancia mediante sentencia interlocutoria. No obstante, esta sentencia fue anulada en apelación. El tribunal de apelación consideró, en particular, que los fletamentos controvertidos no estaban comprendidos en el ámbito de aplicación de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, Directiva que únicamente contempla los fletamentos efectuados, al menos principalmente, «al territorio» de otro Estado miembro. En este contexto, el Hoge Raad der Nederlanden (Tribunal Supremo de los Países Bajos), ante el que recurrió en casación la FNV, planteó al Tribunal de Justicia una serie de cuestiones prejudiciales referidas fundamentalmente a las condiciones en las que se puede concluir que existe un desplazamiento de trabajadores «al territorio de un Estado miembro» en el sector del transporte internacional por carretera. Apreciación del Tribunal de Justicia 1 Directiva 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 1996, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios (DO 1997, L 18, p. 1). www.curia.europa.eu El Tribunal de Justicia, constituido en Gran Sala, señala, en primer lugar, que la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores es aplicable a las prestaciones de servicios transnacionales en el sector del transporte por carretera. En efecto, la citada Directiva se aplica, en principio, a toda prestación de servicios transnacional que implique un desplazamiento de trabajadores, cualquiera que sea el sector económico de que se trate, y, a diferencia de un instrumento clásico de liberalización, persigue una serie de objetivos que guardan relación con la necesidad de fomentar la prestación transnacional de servicios, si bien en un clima de competencia leal y garantizando el respeto de los derechos de los trabajadores. El hecho de que la base jurídica de dicha Directiva no incluya disposiciones relativas a los transportes no excluye, por tanto, de su ámbito de aplicación las prestaciones de servicios transnacionales en el sector del transporte por carretera, en particular, de mercancías. En segundo lugar, por lo que respecta a la condición de trabajadores desplazados de los conductores afectados, el Tribunal de Justicia recuerda que, para considerar a un trabajador desplazado «al territorio de un Estado miembro», la ejecución de su trabajo debe presentar un vínculo suficiente con ese territorio. La existencia de un vínculo de este tipo se determina en el marco de una apreciación global de elementos como la naturaleza de las actividades realizadas en el territorio en cuestión por el trabajador de que se trate y la intensidad del vínculo de las actividades de ese trabajador con el territorio de cada uno de los Estados miembros en los que opera, así como la parte que las actividades en esos territorios representan en el servicio de transporte total. En particular, el hecho de que un conductor que se dedica al transporte internacional por carretera, suministrado por una empresa establecida en un Estado miembro a una empresa establecida en otro Estado miembro, reciba las instrucciones relativas a los servicios que se le encomienden y comience o termine los correspondientes recorridos en la sede de esta segunda empresa no basta por sí solo para considerar que el conductor de que se trata ha sido desplazado al territorio de ese otro Estado miembro a efectos de la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, si la ejecución del trabajo de dicho conductor no presenta un vínculo suficiente con el mencionado territorio sobre la base de otros factores. El Tribunal de Justicia precisa, además, que la existencia de una relación de grupo entre las empresas parte del contrato de suministro de trabajadores no puede definir en sí misma el grado de vinculación de la ejecución del trabajo con el territorio del Estado miembro al que esos trabajadores son enviados. Por consiguiente, la existencia de esa relación no es pertinente para determinar que existe un desplazamiento de trabajadores. Por lo que respecta al caso concreto de los transportes de cabotaje, a los que se aplica la Directiva sobre el desplazamiento de trabajadores, como subraya el Reglamento relativo al transporte internacional de mercancías por carretera, 2 el Tribunal de Justicia pone de manifiesto que estos transportes se desarrollan íntegramente en el territorio del Estado miembro de acogida, lo que permite considerar que la ejecución del trabajo por el conductor en el marco de esas operaciones mantiene un vínculo suficiente con dicho territorio. La duración del transporte de cabotaje es irrelevante para determinar si existe tal desplazamiento, sin perjuicio de la posibilidad de la que disponen los Estados miembros con arreglo a la citada Directiva, de no aplicar algunas de sus disposiciones —en particular, en lo relativo a las cuantías de salario mínimo— cuando la duración del desplazamiento no sea superior a un mes. Por último, el Tribunal de Justicia recuerda que, en el supuesto de un desplazamiento de trabajadores, los Estados miembros deben velar, en virtud de esa Directiva, por que las empresas afectadas garanticen a los trabajadores desplazados en su territorio determinadas condiciones de trabajo y empleo que estén establecidas, en particular, por convenios colectivos declarados de aplicación general, es decir, aquellos que deban respetar todas las empresas pertenecientes al sector o profesión de que se trate correspondientes a su ámbito de aplicación territorial. La 2 Reglamento (CE) n.º 1072/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que se establecen normas comunes de acceso al mercado del transporte internacional de mercancías por carretera (DO 2009, L 300, p. 72). www.curia.europa.eu cuestión de si un convenio colectivo ha sido declarado de aplicación general debe apreciarse remitiéndose al Derecho nacional aplicable. El Tribunal de Justicia precisa, no obstante, que este concepto se refiere también al convenio colectivo que no fue declarado de aplicación general, pero cuya observancia constituye, para las empresas incluidas en el mismo, una condición para eximirse de la aplicación de otro convenio colectivo que sí ha sido declarado de aplicación general, y cuyas disposiciones son sustancialmente idénticas a las de ese otro convenio colectivo. NOTA: La remisión prejudicial permite que los tribunales de los Estados miembros, en el contexto de un litigio del que estén conociendo, interroguen al Tribunal de Justicia acerca de la interpretación del Derecho de la Unión o sobre la validez de un acto de la Unión. El Tribunal de Justicia no resuelve el litigio nacional, y es el tribunal nacional quien debe resolver el litigio de conformidad con la decisión del Tribunal de Justicia. Dicha decisión vincula igualmente a los demás tribunales nacionales que conozcan de un problema similar. Documento no oficial, destinado a los medios de comunicación y que no vincula al Tribunal de Justicia. El texto íntegro de la sentencia se publica en el sitio CURIA el día de su pronunciamiento  (+352) 4303 3667(Contactos con la prensa: Cristina López Roca  Las imágenes del pronunciamiento de la sentencia se encuentran disponibles en  (+32) 2 2964106(«Europe by Satellite»
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Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Segunda) de 14 de octubre de 2020 (petición de decisión prejudicial planteada por el Tribunale ordinario di Brescia — Italia) — JH / KG

(Asunto C-681/18) (1)
(Procedimiento prejudicial - Política social - Directiva 2008/104/CE - Trabajo a través de empresas de trabajo temporal - Artículo 5, apartado 5 - Igualdad de trato - Medidas necesarias para evitar el recurso abusivo a la cesión temporal de trabajadores por empresas de trabajo temporal - Obligación de los Estados miembros de evitar que se lleven a cabo cesiones sucesivas - Inexistencia de fijación de límites en la normativa nacional - Exigencia de interpretación conforme)

(2020/C 423/02)

Lengua de procedimiento: italiano

Órgano jurisdiccional remitente
Tribunale ordinario di Brescia

Partes en el procedimiento principal
Demandante: JH

Demandada: KG

Fallo
El artículo 5, apartado 5, primera frase, de la Directiva 2008/104/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de noviembre de 2008, relativa al trabajo a través de empresas de trabajo temporal, debe interpretarse en el sentido de que no se opone a una normativa nacional que no limita el número de misiones sucesivas que un mismo trabajador cedido por una empresa de trabajo temporal puede realizar en la misma empresa usuaria y que no supedita la licitud del recurso a la cesión temporal de trabajadores por empresas de trabajo temporal a que se indiquen razones de orden técnico, productivo, organizativo o de sustitución que justifiquen dicho recurso. En cambio, esta disposición debe interpretarse en el sentido de que se opone a que un Estado miembro no adopte ninguna medida para preservar la naturaleza temporal del trabajo a través de empresas de trabajo temporal, así como a una normativa nacional que no establece ninguna medida para evitar que se lleven a cabo cesiones sucesivas de un mismo trabajador cedido por una empresa de trabajo temporal a una misma empresa usuaria con el objetivo de eludir las disposiciones de la Directiva 2008/104 en su conjunto.



(1)  DO C 35 de 28.1.2019.

6. SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA (SALA SEGUNDA) DE 17 DE SEPTIEMBRE DE 2020.

Petición de decisión prejudicial planteada por el Conseil d’État — Francia) — Ministre de l’Agriculture et de l’Alimentation / Compagnie des pêches de Saint-Malo (Procedimiento prejudicial — Ayudas de Estado — Concepto — Naufragio del buque petrolero Erika — Régimen de ayudas en favor de empresas de acuicultura y de pesca — Decisión por la que se declara el régimen de ayudas en parte incompatible con el mercado común y se ordena la recuperación de las ayudas — Apreciación de validez — Examen de oficio — Admisibilidad — Falta de interposición de un recurso de anulación por parte de la demandada en el litigio principal — Reducción de cargas sociales — Cuotas de los trabajadores — Ventaja — Determinación del deudor de la obligación de devolución)

DO C 423 de 7.12.2020, p. 7/7 (BG, ES, CS, DA, DE, ET, EL, EN, FR, HR, IT, LV, LT, HU, MT, NL, PL, PT, RO, SK, SL, FI, SV)
ASUNTO C-212/19:
	7.12.2020   
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	Diario Oficial de la Unión Europea
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Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Segunda) de 17 de septiembre de 2020 (petición de decisión prejudicial planteada por el Conseil d’État — Francia) — Ministre de l’Agriculture et de l’Alimentation / Compagnie des pêches de Saint-Malo

(Asunto C-212/19) (1)
(Procedimiento prejudicial - Ayudas de Estado - Concepto - Naufragio del buque petrolero Erika - Régimen de ayudas en favor de empresas de acuicultura y de pesca - Decisión por la que se declara el régimen de ayudas en parte incompatible con el mercado común y se ordena la recuperación de las ayudas - Apreciación de validez - Examen de oficio - Admisibilidad - Falta de interposición de un recurso de anulación por parte de la demandada en el litigio principal - Reducción de cargas sociales - Cuotas de los trabajadores - Ventaja - Determinación del deudor de la obligación de devolución)

(2020/C 423/09)

Lengua de procedimiento: francés

Órgano jurisdiccional remitente
Conseil d’État

Partes en el procedimiento principal
Recurrente: Ministre de l’Agriculture et de l’Alimentation

Recurrida: Compagnie des pêches de Saint-Malo

Fallo
La Decisión 2005/239/CE de la Comisión, de 14 de julio de 2004, sobre determinadas medidas de ayuda aplicadas por Francia a los acuicultores y pescadores, es inválida en la medida en que califica de ayuda de Estado incompatible con el mercado común la reducción de las cuotas de los trabajadores otorgada por la República Francesa a los pescadores en el período comprendido entre el 15 de abril y el 15 de octubre de 2000.



(1)  DO C 164 de 13.5.2019.

7. TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA COMUNICADO DE PRENSA N.º 155/20 LUXEMBURGO, 8 DE DICIEMBRE DE 2020 SENTENCIAS EN LOS ASUNTOS C-620/18 Y C-626/18 HUNGRÍA Y POLONIA/PARLAMENTO Y CONSEJO 
El Tribunal de Justicia desestima los recursos de anulación presentados por Hungría y Polonia contra la Directiva que refuerza los derechos de los trabajadores desplazados Habida cuenta, en particular, de la evolución del mercado interior tras las sucesivas ampliaciones de la Unión, el legislador de la Unión podía evaluar nuevamente los intereses de las empresas que ejercen la libre prestación de servicios y los de los trabajadores desplazados a un Estado miembro de acogida, con el fin de garantizar que esta libre prestación se desarrolla en condiciones de competencia equitativas entre estas empresas y las establecidas en dicho Estado miembro La Directiva 96/71/CE, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios, 1 quedó parcialmente modificada por la Directiva (UE) 2018/957. 2 Al aprobar esta última, el legislador de la Unión pretendió garantizar la libre prestación de servicios en condiciones equitativas permitiendo una competencia que no se base en la aplicación, en un mismo Estado miembro, de condiciones de trabajo y de empleo de un nivel sustancialmente diferente dependiendo de si el empresario está o no establecido en ese Estado miembro, ofreciendo al mismo tiempo una mayor protección a los trabajadores desplazados. Para ello, la Directiva 2018/957 persigue acercar lo más posible las condiciones de trabajo y de empleo de los trabajadores desplazados y las de los trabajadores empleados por empresas establecidas en el Estado miembro de acogida. Consecuentemente, la Directiva 2018/957 modificó, entre otras disposiciones, el artículo 3, apartado 1, de la Directiva 96/71, relativo a las condiciones de trabajo y de empleo de los trabajadores desplazados. Estas modificaciones, inspiradas por el principio de igualdad de trato, implican, en particular, que ya no se apliquen a esos trabajadores las «cuantías de salario mínimo» fijadas por la legislación del Estado miembro de acogida, sino la «remuneración» prevista por esta legislación, que representa un concepto más amplio que el de «salario mínimo». Asimismo, en caso de que la duración efectiva de un desplazamiento sea superior a doce o, excepcionalmente, dieciocho meses, la Directiva 2018/957 impuso, mediante la inserción de un artículo 3, apartado 1 bis, en la Directiva 96/71, la aplicación de casi todas las condiciones de trabajo y de empleo del Estado miembro de acogida. Hungría (asunto C-620/18) y la Polonia (asunto C-626/18) presentaron cada una un recurso de anulación de la Directiva 2018/957. Estos Estados miembros formularon motivos basados concretamente en la elección de una base jurídica incorrecta para adoptar esta Directiva, en una infracción del artículo 56 TFUE, que garantiza la libre prestación de servicios, y en una infracción del Reglamento «Roma I». 3 Mediante sus sentencias, el Tribunal de Justicia desestima ambos recursos en su totalidad. 1 Directiva 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 1996, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios (DO 1997, L 18, p. 1). 2 Directiva (UE) 2018/957 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, que modifica la Directiva 96/71/CE sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios (DO 2018, L 173, p. 16, y corrección de errores en DO 2019, L 91, p. 77). 3 Reglamento (CE) n.º 593/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de junio de 2008, sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I) (DO 2008, L 177, p. 6; «Reglamento “Roma I”»). www.curia.europa.eu Apreciación del Tribunal de Justicia En primer lugar, el Tribunal de Justicia señala que el legislador de la Unión podía basarse, para adoptar la Directiva 2018/957, en la misma base jurídica a la que se recurrió para adoptar la Directiva 96/71, esto es, el artículo 53 TFUE, apartado 1, y el artículo 62 TFUE, 4 que permitían en particular adoptar directivas tendentes a facilitar el ejercicio de la libre prestación de servicios. En efecto, en el caso de una normativa que, como la Directiva 2018/957, modifica una normativa existente, a efectos de la identificación de la base jurídica adecuada debe tenerse en cuenta la normativa existente que modifica y, en concreto, su objetivo y su contenido. Asimismo, cuando un acto legislativo ya ha coordinado las legislaciones de los Estados miembros en un ámbito de acción concreto de la Unión, no cabe privar al legislador de la Unión de la posibilidad de adaptar ese acto a cualquier modificación de las circunstancias o a cualquier evolución de los conocimientos. El Tribunal de Justicia alude, en este sentido, a las sucesivas ampliaciones de la Unión que tuvieron lugar desde la entrada en vigor de la Directiva 96/71, y a una evaluación de impacto elaborada en el contexto de la modificación de esta Directiva. Esta evaluación concluye que la Directiva 96/71 había dado lugar a condiciones de competencia no equitativas entre las empresas establecidas en un Estado miembro de acogida y las empresas que desplazaban trabajadores a ese Estado miembro, y a una segmentación del mercado de trabajo debido a una diferenciación estructural de las normas salariales aplicables a sus respectivos trabajadores. 5 El Tribunal de Justicia señala que el hecho de que el artículo 53 TFUE, apartado 1, y el artículo 62 TFUE habiliten al legislador de la Unión para coordinar las normativas nacionales que, como consecuencia de su propia disparidad, pueden obstaculizar la libre prestación de servicios entre los Estados miembros, no implica que ese legislador no deba también velar por que se respeten, entre otros, los objetivos transversales consagrados en el artículo 9 TFUE. Entre estos objetivos figuran las exigencias relacionadas con la promoción de un nivel de empleo elevado y con la garantía de una protección social adecuada. De este modo, para alcanzar en la mayor medida de lo posible el objetivo perseguido por la Directiva 96/71 en un contexto que había cambiado, el legislador de la Unión podía considerar necesario adaptar el equilibrio en el que se basaba esta Directiva reforzando los derechos de los trabajadores desplazados en el Estado miembro de acogida, de forma que la competencia entre las empresas que desplazan trabajadores a ese Estado miembro y las establecidas en el mismo tenga lugar en condiciones más equitativas. El Tribunal de Justicia precisa, asimismo, en este contexto, que el artículo 153 TFUE, que se refiere únicamente a la protección de los trabajadores y no a la libre prestación de servicios dentro de la Unión, no podía constituir la base jurídica de la Directiva 2018/957. Dado que esta Directiva no contiene ninguna medida de armonización, sino que se limita a coordinar las normativas de los Estados miembros en caso de desplazamiento de trabajadores, imponiendo la aplicación de determinadas condiciones de trabajo y de empleo previstas por las normas obligatorias del Estado miembro de acogida, no puede ir en contra de la excepción prevista en el artículo 153 TFUE, apartado 5, respecto de la lista de competencias de la Unión contenida en los primeros apartados de este artículo. En segundo lugar, el Tribunal de Justicia examina el motivo basado en una infracción del artículo 56 TFUE y, más concretamente, en el hecho de que la Directiva 2018/957 elimina la ventaja competitiva, en términos de costes de la que supuestamente gozaron los prestadores de servicios establecidos en determinados Estados miembros. El Tribunal de Justicia señala que, para alcanzar su objetivo, la Directiva 2018/957 lleva a cabo un ajuste del equilibrio de los factores respecto de los que las empresas establecidas en los diferentes Estados miembros pueden competir entre sí, sin eliminar al mismo tiempo la eventual ventaja competitiva que pudieran 4 La Directiva 96/71 fue adoptada con fundamento en el artículo 57 CE, apartado 2, y el artículo 66 CE, que fueron sustituidos por los artículos citados del Tratado FUE. 5 Documento de trabajo SWD(2016) 52 final, de 8 de marzo de 2016, titulado «Evaluación de impacto que acompaña al documento Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo que modifica la Directiva 96/71/CE». www.curia.europa.eu tener los prestadores de servicios de determinados Estados miembros, ya que dicha Directiva no produce en absoluto el efecto de eliminar toda competencia basada en los costes. Así, ordena garantizar a los trabajadores desplazados que en el Estado miembro de acogida se aplique un conjunto de condiciones de trabajo y de empleo, entre las que se encuentran los elementos integrantes de la remuneración obligatorios en ese Estado. En consecuencia, esta Directiva no incide en los demás elementos de los costes de las empresas que desplazan a tales trabajadores, como son la productividad o la eficiencia de esos trabajadores, factores estos que se mencionan en su considerando 16. En tercer lugar y por lo que se refiere al examen de la legalidad de las disposiciones relativas al concepto de «remuneración» y de las relativas al de «desplazamientos de larga duración» previstas, respectivamente, en el artículo 3, apartado 1, párrafo primero, letra c), y en el artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71 modificada, el Tribunal de Justicia recuerda que el juez de la Unión que conoce de un recurso de anulación presentado contra un acto legislativo como la Directiva 2018/957 únicamente debe comprobar, en lo referente a la legalidad interna de ese acto, que este no infringe los Tratados UE y FUE, no vulnera los principios generales del Derecho de la Unión y no adolece de una desviación de poder. Por lo que se refiere al control judicial del cumplimiento de esos requisitos, el legislador de la Unión dispone de una amplia facultad de apreciación en los ámbitos en los que, como sucede con la normativa en materia de desplazamiento de trabajadores, su acción implica tomar decisiones de naturaleza política, económica y social y realizar apreciaciones y evaluaciones complejas. Habida cuenta de estas amplias facultades de apreciación, el Tribunal de Justicia estima que, en relación con la norma relativa a los desplazamientos de larga duración, el legislador de la Unión pudo considerar, sin incurrir en un error manifiesto, que un desplazamiento de una duración superior a doce meses debía tener como consecuencia que la situación personal de los trabajadores desplazados afectados quedara en gran medida asimilada a la de los trabajadores empleados por empresas establecidas en el Estado miembro de acogida. En cuarto lugar, el Tribunal de Justicia señala que la evaluación de impacto tomada en consideración por el legislador de la Unión para considerar que la protección de los trabajadores desplazados que otorgaba la Directiva 96/71 ya no era adecuada puso de manifiesto, en particular, dos circunstancias que pudieron llevar razonablemente a ese legislador a considerar que la aplicación del concepto de «cuantías de salario mínimo» del Estado miembro de acogida ya no permitía garantizar la protección de esos trabajadores. Por una parte, el Tribunal de Justicia se inclinó por interpretar en sentido amplio este concepto en la sentencia Sähköalojen ammattiliitto 6 al incluir, más allá del salario mínimo previsto por la legislación del Estado miembro de acogida, un determinado número de elementos. 

En consecuencia, en la evaluación de impacto pudo comprobarse que el concepto de «cuantías de salario mínimo», tal como lo interpretaba el Tribunal de Justicia, se apartaba en gran medida de la práctica extendida seguida por las empresas que desplazaban trabajadores a otro Estado miembro, consistente en satisfacer a estos únicamente el salario mínimo. Por otra parte, de la evaluación de impacto resulta que, a lo largo del año 2014, quedaron de manifiesto diferencias importantes de remuneración, en muchos Estados miembros de acogida, entre los trabajadores empleados por empresas establecidas en esos Estados miembros y los trabajadores desplazados a los mismos. En quinto lugar, el Tribunal de Justicia examina la supuesta infracción del Reglamento «Roma I» por el artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71 modificada, que dispone que, en caso de desplazamiento de más de doce meses, casi todas las obligaciones derivadas de la legislación del Estado miembro de acogida se apliquen imperativamente a los trabajadores desplazados, con independencia de la legislación aplicable a la relación laboral. A este respecto, el Tribunal de Justicia señala que el artículo 8 del Reglamento «Roma I» prevé, en su apartado 2, que, en caso de que las partes no elijan someterse a una ley, el contrato individual de trabajo se regirá por la ley del país en el cual o, en su defecto, a partir del cual, el trabajador realice su trabajo habitualmente y que no se considerará que ese país cambia cuando el trabajador realice con 6 Sentencia del Tribunal de Justicia de 12 de febrero de 2015, Sähköalojen ammattiliitto (C-396/13, apartados 38 a 70) (véase, asimismo, el CP n.º 17/15). www.curia.europa.eu carácter temporal su trabajo en otro país. No obstante, el Reglamento «Roma I» prevé, en su artículo 23, que pueden establecerse excepciones a las reglas de conflictos de leyes contenidas en el mismo cuando disposiciones del Derecho de la Unión fijen las reglas relativas a la ley aplicable a las obligaciones contractuales en determinadas materias. Pues bien, tanto por su naturaleza como por su contenido, el artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71 modificada constituye una norma especial de conflicto de leyes en el sentido del artículo 23 del Reglamento «Roma I». NOTA: El recurso de anulación sirve para solicitar la anulación de los actos de las instituciones de la Unión contrarios al Derecho de la Unión. Bajo ciertos requisitos, los Estados miembros, las instituciones europeas y los particulares pueden interponer recurso de anulación ante el Tribunal de Justicia o ante el Tribunal General. Si el recurso se declara fundado, el acto queda anulado y la institución de que se trate debe colmar el eventual vacío jurídico creado por la anulación de dicho acto. Documento no oficial, destinado a los medios de comunicación y que no vincula al Tribunal de Justicia. El texto íntegro de las sentencias (C-620/18 y C-626/18) se publica en el sitio CURIA el día de su pronunciamiento  (+352) 4303 3667(Contactos con la prensa: Cristina López Roca  

8. SENTENCIA DE LA CORTE (GRAN SALA)
8 DE DICIEMBRE DE 2020
Recurso de anulación - Directiva (UE) 2018/957 - Libre prestación de servicios - Desplazamiento de trabajadores - condiciones de empleo - Retribución - Duración de la comisión - Determinación de la base jurídica - Artículos 53 TFUE y 62 TFUE - Modificación de una directiva existente - artículo 9 del Tratado - Desviación de poder - principio de no discriminación - Necesidad - principio de proporcionalidad - Alcance del principio de libre prestación de servicios de transporte por carretera - - Artículo 58 TFUE - Reglamento (CE) no 1/2003 593/2008 - Alcance - Principios de seguridad jurídica y claridad jurídica

ASUNTO C-620/18
Tiene por objeto la anulación en virtud del artículo 263 TFUE, llevado el 2 de octubre 2018,

Hungría , representada por M.  Z.  Fehér , G.  Tornyai y M. M. Tátrai , actuando como agentes,

el solicitante,

en contra

Parlamento Europeo , representado por M.  Martínez Iglesias , L.  Visaggio y A.  Tamás , actuando como agentes;

acusado,

Apoyado por

República Federal de Alemania , representada por los Sres. J.  Möller y S.  Eisenberg , en calidad de agentes,

República francés , representado por E.  de  Moustier , A. - L. Desjonquères y C.  Mosser , así como R.  Coesme de agentes;

Unido de la Países Bajos , representado por M. K. Bulterman , C.  Schillemans y J.  Langer , actuando como agentes,

Comisión Europea , representada por L.  Havas , M.  Kellerbauer y B. - R. Killmann , así como A.  Szmytkowska de agentes;

intervinientes,

Consejo de la Unión Europea , representado inicialmente por A.  Norberg y M.  Bencze , y por E.  Ambrosini , y posteriormente por A.  Norberg , E. Ambrosini , A.  Sikora - Kaleda y Zs.  Bodnár , actuando como agentes;

acusado,

Apoyado por

República Federal de Alemania , representada por los Sres. J.  Möller y S.  Eisenberg , en calidad de agentes,

República francés , representado por E.  de  Moustier , A. - L. Desjonquères y C.  Mosser , así como R.  Coesme de agentes;

Unido de la Países Bajos , representado por M. K. Bulterman , C.  Schillemans y J.  Langer , actuando como agentes,

Reino de Suecia , representado por C.  Meyer - Seitz , H.  Shev y H.  Eklinder , actuando como agentes;

Comisión Europea , representada por L.  Havas , M.  Kellerbauer y B. - R. Killmann , así como A.  Szmytkowska de agentes;

intervinientes,

EL TRIBUNAL (Gran Sala)

K. Lenaerts [ K.  Lenaerts ], vicepresidente de R. Silva de Lapuerta [ R.  Silva de Lapuerta ], Presidente, J .. K. Bonišo [ J. - C Bonichot ] M. Vilaras [ M.  Vilaras ] (Ponente), J. Regan [ E.  Regan ] M. Ilešič [ M.  Ilešič ] y N. Wahl [ N. Wahl ] , Presidente, E. Juhász [ E. Juhász ] D. Švābe [ D. Šváby ] S. Rodin [ S.  Rodin ] F. Biltšens [ F.  Biltgen ] K. Jirimēe [ K.  Jürimäe], C.  Lycourgos , P.J. Švīrebs [ P. G. Xuereb ] y N. Jēskinens [ N. Jääskinen ]

General: Sr. M. Campos Sánchez-Bordon [ M.  Campos Sánchez - Bordon ]

Secretario: R. después de la audiencia [ R. sere ] Administrador

Visto el procedimiento escrito y celebrada la vista el 3 de marzo de 2020,

tras escuchar las conclusiones del Abogado General en la sesión del 28 de mayo de 2020,

Dicta la siguiente sentencia:

Juicio

1         En su aplicación, las reclamaciones Hungría, en esencia, que se anule la Directiva (UE) 2018/957 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio 2018 que modifica la Directiva 96/71 / CE sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación de servicios (DO 2018 , L 173, p 16, y corrección de errores. - DO 2019, L 91, p 77) ( 'Directiva impugnada') y, con carácter subsidiario, que se anule una serie de sus disposiciones..

 disposiciones legales pertinentes

 LESD
2         artículo 9 del Tratado dispone lo siguiente:

"En la definición y ejecución de sus políticas y acciones, la Unión tendrá en cuenta la necesidad de promover un alto nivel de empleo, para garantizar una protección social adecuada, para combatir la exclusión social y mejorar el nivel de educación, la formación y la salud humana."

3         del artículo 53 del TFUE establece:

“1. Con el fin de facilitar el acceso y el ejercicio de una actividad profesional por cuenta propia, el Parlamento Europeo y el Consejo, de conformidad con el procedimiento legislativo ordinario, aprobará las directrices para el reconocimiento mutuo de diplomas, certificados y otros títulos de formación y para la coordinación de las disposiciones legales, reglamentarias y. en los Estados miembros en relación con el acceso y el ejercicio de una actividad por cuenta propia.

2. La progresiva supresión de las restricciones al acceso a las profesiones médicas y farmacéuticas y afines dependerá de la coordinación de las condiciones para el ejercicio de estas profesiones en los Estados miembros ".

4         En virtud del artículo 58 (1) TFUE:

"La libre prestación de servicios en el ámbito de los transportes se regirá por las disposiciones del título relativo a los transportes".

5         El artículo 62 TFUE establece:

"Los artículos 51 a 54 del presente Tratado se aplicarán a todos los asuntos comprendidos en este Capítulo."

6         El artículo 153 del TFUE establece:

“1. Con el fin de alcanzar los objetivos establecidos en el artículo 151, la Unión apoyará y completará la acción de los Estados miembros en los siguientes campos:

a) mejora, en particular, del entorno laboral para proteger la salud y la seguridad de los trabajadores;

(b) condiciones de trabajo;

(C) la seguridad social y la protección social de los trabajadores;

(D) la protección de los trabajadores en caso de terminación de sus funciones;

(E) información y consulta;

(F) la representación y defensa colectiva de los intereses de los trabajadores y los empresarios, incluida la toma de decisiones conjunta, de conformidad con el párrafo 5;

[..]

2. Con este fin, el Parlamento Europeo y el Consejo podrán:

(A) prever medidas para promover la cooperación entre los Estados miembros mediante iniciativas para la adquisición de conocimientos, facilitando el intercambio de información y buenas prácticas, la promoción de la innovación y la evaluación de la experiencia, sin prever la armonización de las leyes y regulaciones de los Estados miembros;

b) en los ámbitos contemplados en el apartado 1, letras a) ai), establecer mediante directivas requisitos mínimos para su aplicación progresiva, atendiendo a las condiciones y normas técnicas vigentes en cada Estado miembro. Tales directivas evitarán establecer trabas de carácter administrativo, financiero y jurídico que obstaculicen la creación y el desarrollo de las pequeñas y medianas empresas.

El Parlamento Europeo y el Consejo se pronunciará previa consulta al Comité Económico y Social y al Comité de las Regiones.

En las zonas mencionadas en los puntos (c), (d), (f) y (g) del apartado 1, el Consejo se pronunciará por unanimidad, previa consulta al Parlamento Europeo y de los comités, de acuerdo con un procedimiento legislativo especial.

El Consejo, por unanimidad a propuesta de la Comisión y previa consulta al Parlamento Europeo, podrá ampliar el procedimiento legislativo ordinario a las letras d), f) yg) del apartado 1.

[..]

5. Las disposiciones de este artículo no se aplicarán al pago, el derecho de asociación, el derecho de huelga o el derecho a imponer cierres patronales ".

 Marco legal para los trabajadores desplazados
 Directiva 96/71 / CE
7         Directiva 96/71 / CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 1996, sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación de servicios (DO 1997, L 18, Pág. 1) fue adoptada sobre la base del artículo 57 (2) CE. y el artículo 66 (actualmente artículos 53 (1) y 62 TFUE respectivamente).

8         En virtud del artículo 3 (1) de la Directiva 96/71, su propósito era asegurarse de que los trabajadores desplazados a territorio de los Estados miembros se sujeta a las condiciones de empleo relativas a las materias figuran en el mismo establecido por la ley, reglamentarias y administrativas en el Estado miembro en el que se emplearon y / o por convenios colectivos o laudos arbitrales que hayan sido declarados de aplicación universal.

9         Entre las materias reguladas por la Directiva 96/71, el artículo 3 (1) (c) se refiere a la cuestión de las tasas de salario mínimo, incluidas las horas extraordinarias.

 La Directiva impugnada
10       La Directiva impugnada se adoptó sobre la base del artículo 53 apartado 1 y el artículo 62.

11       Los artículos 1, 4, 6 y 9 a 11 de la Directiva impugnada. Considerando 2 estados:

'(1) La libertad de circulación de trabajadores, libertad de establecimiento y libre prestación de servicios son principios fundamentales del mercado interior consagrado en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE). La Unión intensificar la implementación y aplicación de estos principios con el fin de garantizar la igualdad de condiciones para las empresas y el respeto de los derechos de los trabajadores.

[..]

(4) Más de veinte años después de la adopción de ... Directiva 96/71 ..., se ha hecho necesario evaluar si todavía logra el equilibrio adecuado entre la necesidad de promover la libre prestación de servicios y la igualdad de condiciones, por una parte, y la necesidad de proteger los derechos de los trabajadores desplazados, por otro lado. Con el fin de garantizar una aplicación uniforme de las normas y para lograr la convergencia social real, la Directiva 2014/67 / UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014 sigan considerarse una prioridad junto con la revisión de la Directiva 96/71 [... ) sobre la aplicación de la Directiva 96/71 y el Reglamento (UE) nº 182/2011 1024/2012 relativo a la cooperación administrativa a través del Sistema de Información del Mercado Interior ( IMI Reglamento ‘) (DO 2014 L 159, p. 11)], la implementación y aplicación.

[..]

(6) El principio de igualdad de trato y la prohibición de toda discriminación por razón de nacionalidad están consagrados en el Derecho de la Unión desde la creación de los Tratados. El principio de igualdad de remuneración se ha aplicado mediante legislación secundaria y se aplica no solo a hombres y mujeres, sino también a los trabajadores con contratos de duración determinada y con contratos de duración determinada comparables, los trabajadores a tiempo parcial y completo y los trabajadores de agencias de trabajo temporal. trabajadores cedidos por agencias y trabajadores de empresas usuarias comparables. Estos principios incluyen la prohibición de todas las medidas que discriminen, directa o indirectamente, por razón de nacionalidad. En la aplicación de estos principios, la jurisprudencia pertinente del Tribunal de Justicia de la Unión Europea debe ser tenida en cuenta.

[..]

(9) La publicación es de naturaleza temporal. Los trabajadores desplazados normalmente volver al Estado miembro de que se publicaron después de completar el trabajo para el que se han publicado. Sin embargo, dada la larga duración de algunas publicaciones y reconocimiento de la relación entre el mercado de trabajo del Estado miembro de acogida y los trabajadores desplazados por los períodos, en los que el desplazamiento sea superior a 12 meses, dicho Estado debe garantizar que las empresas que desplazan los trabajadores en el territorio de los Estados miembros de acogida, garantizan a los trabajadores un conjunto de condiciones de empleo adicionales que se deben aplicar a los trabajadores en el Estado miembro en el que se realiza el trabajo. Después de una notificación motivada de su proveedor de servicios, dicho período debe ser extendido.

(10) Es necesaria una mayor protección de los trabajadores para garantizar la libertad de prestación de servicios de forma equitativa a corto y largo plazo, en particular evitando la vulneración de los derechos conferidos por los Tratados. Sin embargo, las disposiciones que garanticen la protección de los portadores no afectarán al derecho de las empresas que desplacen a trabajadores en el territorio de otro Estado miembro que se basan en la libre prestación de servicios, incluso en los casos en que la publicación de más de 12 meses o, en su caso, 18 meses. Por lo tanto, las normas aplicables a los trabajadores desplazados en relación con una publicación superior a 12 meses o, en su caso, 18 meses deben cumplir con esa libertad. Según reiterada jurisprudencia, las restricciones a la libre prestación de servicios solo son admisibles si:

(11) Cuando el desplazamiento es superior a 12 meses o, en su caso, de 18 meses, el conjunto adicional de las condiciones de trabajo a ser prestados por los trabajadores de la empresa de envío al territorio de otro Estado miembro también debe aplicarse a los trabajadores desplazados para reemplazar otros trabajadores desplazados que realizan la misma tarea en el mismo lugar, para asegurarse de que tales sustituciones no se utilicen para eludir las normas aplicables ".

12       Los artículos 16 a 19 de dicha Directiva. Considerando 2 está redactado como sigue:

«(16) En un mercado interior verdaderamente integrado y competitivo, las empresas compiten sobre la base de factores como la productividad, la eficiencia y el nivel de educación y habilidades de su mano de obra, así como la calidad de sus productos y servicios y su nivel de innovación.

(17) Corresponde a los Estados miembros determinar el régimen de compensación de conformidad con la legislación y / o prácticas nacionales. El problema de la determinación de los salarios es únicamente para los Estados miembros y la responsabilidad de los interlocutores sociales. Particular, se debe prestar atención a garantizar que los sistemas de fijación de salarios nacional no se debiliten o que la libertad de las partes involucradas no está restringido.

(18) Debe tenerse en cuenta el importe bruto de la retribución al comparar la retribución pagada al trabajador desplazado con la retribución debida con arreglo a la legislación y / o la práctica nacionales del Estado miembro de acogida. Es necesario comparar las cantidades brutas totales de la remuneración y los elementos básicos no individuales de la remuneración que se hacen obligatoria en virtud de la presente Directiva. Sin embargo, a fin de garantizar la transparencia y ayudar a las autoridades y organismos competentes a realizar inspecciones y controles, los elementos clave de la remuneración deben poder identificarse con suficiente detalle de conformidad con la legislación y / o la práctica del Estado miembro desde el que se desplaza al trabajador. A menos que las dietas por misión relacionadas con la comisión de servicio en cuestión se refieran a gastos realmente incurridos en relación con la comisión de servicio, como viajes, dietas y alojamiento,

(19) La asignación por misión vinculada al destino en cuestión a menudo tiene varios propósitos. En la medida en que su objetivo es que los gastos reembolsará incurridos en relación con la publicación, tales como viajes, dietas y alojamiento, no debe ser considerada como parte de la remuneración. Es por los Estados miembros, de conformidad con su legislación y / o prácticas nacionales, que se establecen normas sobre el reembolso de dichos gastos. El empleador debería reembolsar esos gastos a los trabajadores desplazados de conformidad con la legislación y / o la práctica nacionales aplicables a la relación laboral ".

13       Según el considerando 24 de la citada Directiva:

'La presente Directiva establece un marco equilibrado para la libre prestación de servicios y la protección de los trabajadores desplazados, que es no discriminatorio, transparente y proporcional, respetando la diversidad de las relaciones entre los interlocutores sociales nacionales. La presente Directiva no impedirá la aplicación de términos y condiciones de empleo más favorables para los trabajadores desplazados ".

14       El artículo 1 (1) (b) de la Directiva impugnada contiene el artículo 1 de la Directiva 96/71. y apartado 1 bis:

“-1. [Directiva 96/71] garantiza la protección de los trabajadores desplazados, durante su misión en relación con la libre prestación de servicios por los que se establecen las normas mínimas que deben respetarse en lo relativo a las condiciones de trabajo y la protección de la salud y la seguridad de los trabajadores.

-. 1a [Directiva 96/71] de ningún modo afectar el ejercicio de los derechos fundamentales reconocidos en los Estados miembros como a nivel de la Unión, incluido el derecho o la libertad de huelga o por adoptar otras medidas de conformidad con la legislación y / o prácticas nacionales. Tampoco afecta al derecho a negociar, celebrar y aplicar convenios colectivos o para tomar acciones colectivas de conformidad con la legislación y / o prácticas nacionales ".

15       El artículo 1 (2) (a) del punto impugnada Directiva modifica (c) del primer párrafo del artículo 3 (1) de la Directiva 96/71, añade puntos (h) y (i) a que el párrafo y el artículo 3 (1), dispone: un tercer párrafo se inserta como sigue:

“1. Los Estados miembros, cualquiera que sea la ley aplicable a la relación laboral, garantizar que las empresas mencionadas en el artículo 1 (1) de garantía a los trabajadores desplazados a su territorio, sobre la base de igualdad de trato, las condiciones de empleo que abarcan las siguientes materias, determinado en el Estado miembro en el que se realiza el trabajo:

Por disposiciones legales, reglamentarias o, y / o

- por convenios colectivos o laudos arbitrales declarados de aplicación o de otra manera aplicadas de conformidad con el párrafo 8:

[..]

(C) la remuneración, incluyendo las horas extraordinarias; El presente párrafo no se aplicará a los planes complementarios de pensiones;

[..]

h) para un empleado que está fuera de su lugar habitual de trabajo, - las condiciones de vivienda en los casos en que el empleador a proporcionar a los trabajadores que se encuentran fuera de su lugar habitual de trabajo;

(I) Las dietas de misión o reembolso de los gastos a los gastos de viaje cubierta, alojamiento y estancia para los trabajadores que están lejos de su lugar de residencia por motivos profesionales.

[..]

A los efectos de la Directiva [96/71], el concepto de remuneración se determinará de conformidad con la legislación nacional y / o la práctica del Estado miembro en cuyo territorio se ha desplazado el trabajador e incluirá todos los elementos esenciales de la remuneración convenios colectivos o laudos arbitrales declarados de aplicación en el Estado miembro de que se trate o que sean de otro modo aplicable de conformidad con el párrafo 8. '

16       El artículo 1 (2) (b) de la Directiva impugnada contiene el artículo 1 bis (1a), redactado como sigue:

`` Cuando la duración real del desplazamiento supere los doce meses, los Estados miembros garantizarán que las empresas a que se refiere el artículo 1, apartado 1, cualquiera que sea la ley aplicable a la relación laboral, proporcionen trabajadores desplazados a su territorio además de los contratos de trabajo mencionados en el apartado 1. garantiza, en condiciones de igualdad de trato, todas las normas laborales aplicables establecidas en el Estado miembro en el que se realiza el trabajo:

Por disposiciones legales, reglamentarias o, y / o

- por convenios colectivos o laudos arbitrales declarados de aplicación o de otra manera aplicadas de conformidad con el párrafo 8.

El párrafo primero no se aplicará a los siguientes asuntos:

(A) los procedimientos, trámites y condiciones para la conclusión y la terminación del contrato de trabajo, incluidas las cláusulas de no competencia;

(B) sistemas de pensiones profesionales complementarias.

Si el proveedor envía una notificación motivada, el Estado miembro donde se presta el servicio se extenderá el plazo mencionado en el párrafo primero a los 18 meses.

Cuando una empresa se refiere el artículo 1 (1) reemplaza a un trabajador desplazado con otro trabajador desplazado realizar la misma tarea en el mismo lugar, la duración del desplazamiento procederá, a los efectos de este párrafo, la duración acumulada de los respectivos períodos de adscripción de los trabajadores desplazados individuales.

En la cuarta parte del concepto de 'la misma tarea en el mismo lugar', establece, entre otras cosas, del servicio prestado y la naturaleza de la dirección de trabajo y los negocios (es) ".

17       En virtud del artículo 1 (2) (c) de la Directiva impugnada, el artículo 3 (7), de la Directiva 96/71 está redactado como sigue:

`` Párrafos 1 a 6 del presente artículo Las disposiciones del apartado 1 no impedirán la aplicación de los términos y condiciones de empleo que sean más favorables para los trabajadores.

Las dietas correspondientes a la comisión de servicio de que se trate se considerarán parte de la remuneración, a menos que se paguen por los gastos realmente incurridos en relación con la comisión de servicio [, como los gastos de viaje, estancia y alojamiento. Sin perjuicio de la letra (i) del párrafo primero del apartado 1, el trabajador desplazado será reembolsado por el empleador de conformidad con la legislación nacional y / o práctica aplicable a la relación laboral.

Si las regulaciones de empleo aplicables relación laboral no especifican si - y en este caso, que - con los elementos de subsistencia relacionadas con la cesión pagadas en concepto de reembolso de los gastos reales incurridos en relación con la publicación, o cuál de estos elementos son parte de la remuneración, y luego considerar que todas las dietas de misión se pagan como reembolso de los gastos ".

18 El       artículo 3, apartado 3, de la Directiva impugnada dispone:

"Esta Directiva se aplica a la industria del automóvil, a partir de la fecha de aplicación de la legislación que modifica la Directiva 2006/22 / CE [del Parlamento Europeo y del Consejo] [(15 de marzo de 2006) sobre las condiciones mínimas para el Reglamento (CEE) núm. 3820/85 y nº. Por el que se aplica el Reglamento (CEE) nº 3821/85 en lo que respecta a la legislación social relativa a las actividades de transporte por carretera y por el que se deroga la Directiva 88/599 / CEE del Consejo (DO 2006, L 102, p. 35)] en lo que respecta a los requisitos de control y por el que se establecen determinadas disposiciones para la Directiva 96 / 71 ... y la Directiva 2014/67 ... en relación con la publicación de los conductores en el campo del transporte por carretera.

 Marco legal de la ley aplicable a las obligaciones contractuales
19       Reglamento del Parlamento y del Consejo Europeo (CE) nº Considerando 40 del Reglamento (CE) nº 593/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de junio de 2008 sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I) (. DO 2008, L 177, p 6) ( 'el Reglamento Roma I'), dispone: :

'Las situaciones en las normas de conflicto de leyes se reparten entre varios instrumentos, así como las diferencias entre esas normas deben ser evitados. Sin embargo, el presente Reglamento no debe excluir la inclusión de normas de conflicto de leyes relativas a obligaciones contractuales en el Derecho [de la Unión] en relación con asuntos específicos.

El presente Reglamento debe entenderse sin perjuicio de la aplicación de otros instrumentos que se establecen las disposiciones destinadas a facilitar el buen funcionamiento del mercado interior en la medida en que esas reglas no se pueden aplicar en relación con la legislación determinada en las disposiciones del presente Reglamento. [..] ”

20 El       artículo 8 de dicho Reglamento, titulado `` Contratos laborales individuales '', dispone:

“1. Contrato individual de trabajo se regirá por la ley elegida por las partes de conformidad con el artículo 3. Sin embargo, como una opción no debe tener el efecto de privar al trabajador de la protección concedida a él por reglas que no pueden excluirse mediante acuerdo mutuo de conformidad con la ley que se hubiera aplicado en los apartados 2, 3 y 4 del presente artículo si se hubiera hecho ninguna elección.

2. En la medida en que las partes no han tomado una decisión en cuanto a la ley aplicable al contrato individual de trabajo, el contrato se regirá por la legislación del país en o, en su defecto, de la que el trabajador realiza habitualmente su trabajo en ejecución del contrato. Si el empleado está contratado temporalmente en otro país, no se considera que haya cambiado el país en el que el empleado realiza habitualmente su trabajo.

[..]”

21       En el artículo 23, titulado 'Relación con otras leyes [de la UE]', se establece:

«Con la excepción del artículo 7, el presente Reglamento no afectará a la aplicación de ninguna disposición del Derecho [de la Unión] que, en relación con materias particulares, establezca normas sobre conflictos de leyes relativas a obligaciones contractuales».

 Pretensiones de las partes y procedimiento ante el Tribunal

22       Hungría solicita al Tribunal que:

- en esencia, que se anule la Directiva impugnada;

- Con carácter subsidiario:

- Que se anule la disposición contenida en el artículo 1 (2) (a) de la Directiva impugnada, que establece la redacción de la letra (c) del primer párrafo del nuevo artículo 3 (1) y el tercer párrafo del nuevo artículo 3 (1) de la Directiva 96/71;

- Anule el artículo 1 (2) (b) de la Directiva impugnada, que establece el tenor del artículo 3 (1a) de la Directiva 96/71;

- Que se anule el artículo 1 (2) (c) de la Directiva impugnada;

- Que se anule el artículo 3 (3) de la Directiva impugnada; y

- ordenar el Parlamento y el Consejo a pagar las costas.

23 El       Parlamento y el Consejo solicitan al Tribunal de Justicia que desestime el recurso y condene en costas a Hungría.

24       De acuerdo con el párrafo tercero del artículo 16 del Estatuto del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, Hungría ha solicitado al Tribunal de remitir el caso a la Gran Sala.

25       Por decisión del Presidente de la Corte de 21 de febrero 2019, la República Federal de Alemania, la República Francesa, el Reino de los Países Bajos y la Comisión se admitió la intervención en apoyo de la forma de la parte demandante por el Parlamento y el Consejo.

26       El Presidente de la Corte de 27 de marzo 2019 la decisión del Reino de Suecia, se admitió la intervención en apoyo del Consejo.

 La reclamación

27       En apoyo de su recurso, Hungría se basa en cinco motivos, basados respectivamente en la elección errónea de la base jurídica para la adopción de la Directiva impugnada, la infracción del artículo 153 (5) TFUE y desviación de poder, la infracción del artículo 56 TFUE, violación de dicho artículo en la medida en que los excluye Directiva impugnada aplicación efectiva de la libre prestación de servicios, y el incumplimiento de la regla I Roma y los principios de seguridad jurídica y la claridad jurídica.

 Sobre el primer motivo, basado en la elección errónea de la base jurídica para la adopción de la Directiva impugnada
 Argumentos de las partes
28       somete Hungría que el legislador de la Unión no eligió la base jurídica adecuada para la adopción de la Directiva impugnada sobre la base de los artículos 53 (1) y 62 TFUE. En cuanto a su finalidad y contenido, dicha directiva tiene como objetivo, única o principalmente, proteger a los trabajadores y no busca eliminar los obstáculos a la libertad de prestación de servicios.

29       A este respecto, Hungría considera que la base jurídica relativa a la libre prestación de servicios no se aplica a los objetivos de la protección de los trabajadores o de los actos que se puedan adoptar en ese campo en virtud del artículo 153 del TFUE.

30       de la Directiva controvertida, pero el objetivo principal es garantizar la igualdad de trato de los trabajadores, en particular, haciendo que los trabajadores son iguales a principio de pago también se aplica a los trabajadores que prestan servicios transfronterizos, siendo publicado. Ellos son ofrecidos bajo la ley de los salarios de acogida en su totalidad.

31       Sin embargo, en vista del efecto protector de la Directiva impugnada, que es contrario a los objetivos de aumentar la competitividad de la Unión Europea y de la cohesión y la solidaridad entre los Estados miembros.

32       Además, se somete Hungría que el Consejo no ha especificado cuál de las disposiciones obligatorias de la citada Directiva en realidad hacen posible fortalecer la libre prestación de servicios por protección de los trabajadores y la prevención de la competencia desleal.

33       Por lo tanto, Hungría llega a la conclusión de un examen del contenido de esta Directiva que no contiene ningún elemento que pueda justificar la base jurídica elegida por el legislador de la Unión Europea.

34       Se considera que ese sería el caso incluso si el contenido y los objetivos de la Directiva impugnada se evaluaron en el contexto de la legislación que modifica, ya que la Directiva define la finalidad de la Directiva 96/71, de forma que sólo la garantía de protección para los trabajadores desplazados. .

35       Considera que la necesidad de examinar las modificaciones en su contexto y de evaluar el acto legislativo en su conjunto no significa que la base jurídica del acto modificativo deba determinarse únicamente en función de sus objetivos y contenido.

36       Hungría llega a la conclusión de que la base jurídica debe ser determinada sobre todo a la luz de la finalidad y el contenido del acto que se modifica y que el artículo 153 (2) (b) del TFUE puede ser la base jurídica adecuada, ya que las cuestiones gobierna lo Directiva impugnada los cuales están cubiertos más específicamente por esta disposición de los artículos 53 y 62 TFUE.

37 El       Parlamento y el Consejo, apoyados por la República Federal de Alemania, la República Francesa, el Reino de los Países Bajos, el Reino de Suecia y la Comisión, refutan las alegaciones de Hungría.

 Conclusiones de la corte
38       Con carácter preliminar, hay que tener en cuenta, en primer lugar, que la elección de la base jurídica de un acto del Derecho de la Unión Europea debe basarse en elementos objetivos susceptibles de control jurisdiccional, incluyendo el objetivo y el contenido de esa medida. Si un examen de la legislación de espectáculos de interrogación que tiene dos objetivos o tiene dos componentes, uno de los cuales se pueden considerar como principal o predominante y el otro como meramente accesoria, que la legislación debe basarse en una única base jurídica, es decir, a los que se refiere el objeto o componente principal o dominante (sentencia de 3 de diciembre 2019, República Checa v Parlamento y del Consejo, C ES 482/17, de la UE: C: 2019: 1035, apartado 31, y jurisprudencia allí citada).

39       También hay que señalar que el contexto jurídico de la nueva legislación puede tenerse en cuenta para determinar la base jurídica adecuada, en particular, en la medida en contexto, un ejemplo puede proporcionar claridad en cuanto a la finalidad de que la legislación (sentencia de 3 de diciembre 2019, República Checa v Parlamento y Consejo, C 482/17, de la UE: C: 2019: 1035, párrafo 32).

40       Por lo tanto, en cuanto a la legislación que, como en el caso de la Directiva impugnada, modifica la legislación existente, cuenta también hay que tener, con el fin de determinar su base jurídica, de la legislación vigente que se modifica, en particular, su propósito y contenido. (Sentencia de 3 de diciembre 2019, República Checa v Parlamento y del Consejo, C - 482/17, de la UE: C: 2019: 1035, párrafo 42).

41       Además, cuando un acto legislativo ya ha coordinado las legislaciones de los Estados miembros en un ámbito concreto de actividad de la Unión, el legislador de la Unión no puede ser impedido de adaptarlo a cualquier cambio de circunstancias o hechos en conocimiento a la luz de su tarea de proteger el interés general reconocido por el TFUE. teniendo en cuenta los objetivos transversales de la Unión establecidos en el artículo 9 del presente Tratado, incluidos los requisitos relativos a la promoción de un alto nivel de empleo y la prestación de una protección social adecuada (véase, en este sentido, AGET Iraklis , 21 de de diciembre de el año 2016 , C - 201/15, de la UE: C: 2016: 972, párrafo 78).

42       En tal situación A, el legislador de la Unión Europea puede desempeñar su tarea de supervisar la protección de los intereses generales y los objetivos transversales de la Unión previsto en el Tratado si tiene derecho a adaptar la legislación pertinente de la Unión Europea a dichos cambios o desarrollos (sentencia de 3 de 2019 de diciembre de República Checa). v República Parlamento y del Consejo, C-482/17, la UE: C: 2019: 1035, apartado 39, y la jurisprudencia citada).

43       En segundo lugar, si hay una disposición más específica en los Tratados que pueden constituir la base jurídica para el acto en cuestión, ese acto debe basarse en dicha disposición (sentencia de 12 de febrero de 2015, el Parlamento v Consejo, asunto C-48/14 , EU: C: 2015: 91, apartado 36 y jurisprudencia allí citada).

44       En tercer lugar, se desprende del artículo 53 (1) TFUE, en relación con el artículo 62 TFUE, que el legislador de la Unión tiene la facultad de adoptar las directrices que se establecen, entre otras cosas, la coordinación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas al acceso y ejercicio de las actividades de servicio. para facilitar la puesta en marcha y el despliegue de estas actividades.

45       Por lo tanto, dichas disposiciones facultan al legislador de la Unión Europea para coordinar la legislación nacional que, en razón de sus diferencias por sí solos, puede constituir un obstáculo a la libre prestación de servicios entre Estados miembros.

46       Sin embargo, no puede deducirse de ello que, en la coordinación de dicha legislación, el legislador de la Unión no debe asegurar que los intereses generales de los distintos Estados miembros y de los objetivos establecidos en el artículo 9 del Tratado se tienen en cuenta en la definición y aplicación de todas sus políticas y actividades. incluyendo los requisitos establecidos en el párrafo 41 de la presente sentencia.

47       Por lo tanto, si las condiciones para recurrir al artículo 53 (1) TFUE, en relación con el artículo 62 TFUE, como base jurídica se cumplen, el legislador de la Unión no puede prohibirse que se funde en esta base jurídica por el hecho de que también ha tomado tales requisitos en cuenta. es decir, ver las sentencias de 13 de mayo de 1997 en el asunto C-233/94, Alemania v Parlamento y del Consejo [1997] I-0000, apartado 17, y Philip Morris marcas  y otros, C - 547/14, de la UE: C: 2016: 325, apartado 60, y la ley el caso allí citadas).

48       De ello se desprende que las medidas de coordinación adoptadas por el legislador de la Unión Europea sobre la base del artículo 53 (1) TFUE, en relación con el artículo 62 TFUE, se debe entender no sólo para facilitar el ejercicio de la libre prestación de servicios, sino también, en su caso, para asegurar la protección de otros intereses fundamentales que puedan verse afectados por dicha libertad (véase, en este sentido, la sentencia  C-547/14 , Philip Morris marcas y otros [2016] ECR I-0000, apartado 60; caso de ley).

cuarenta y nueve      En el presente caso, ya que la Directiva impugnada modifica ciertas disposiciones de la Directiva 96/71 o introduce nuevas disposiciones, que los formularios de instrucciones parte del contexto jurídico de la Directiva impugnada, como se desprende, en particular, de los considerandos 1 y 4 en su preámbulo, el primero establece la Unión de profundizar en los principios fundamentales del mercado interior, como la libre circulación de los trabajadores, la libertad de establecimiento y la libre prestación de servicios, cuyo objetivo es garantizar la igualdad de condiciones para las empresas y el respeto de los derechos de los trabajadores; más de veinte años después de la aprobación de la Directiva 96/71, se ha hecho necesariosi todavía logra el equilibrio adecuado entre la necesidad de promover la libre prestación de servicios y garantizar la igualdad de condiciones, por una parte, y la necesidad de proteger los derechos de los trabajadores desplazados, por el otro.

50 Por lo que       respecta, en primer lugar, el propósito de la Directiva impugnada, considerada en conjunto con la directiva que se modifica, se busca un equilibrio entre dos intereses, a saber, en primer lugar, a las empresas de garantía en todos los Estados miembros la posibilidad de prestar servicios en el mercado interior por los trabajadores de contabilización de dicho Estado miembro. en el que se establecen, para el Estado miembro en el que ofrecen sus servicios y, por otro lado, para proteger los derechos de los trabajadores desplazados.

51       A este respecto, el legislador de la Unión Europea, mediante la adopción de la Directiva impugnada, destinados a garantizar la libre prestación de servicios sobre una base equitativa, es decir, el marco normativo de protección de la competencia, que no se basa en el hecho de que en el mismo Estado miembro se aplica en términos de empleo, cuyo nivel significativamente diferenciada en función de si o no el empresario está establecido en dicho Estado miembro, al tiempo que ofrece los trabajadores desplazados una mayor protección, que, por otra parte, dado que el considerando 10 en el preámbulo de dicha Directiva, constituye un medio de 'garantizar la libre prestación de servicios bastante'. .

52 A       tal efecto, la citada Directiva tiene por objeto acercar lo más posible las condiciones de empleo de los trabajadores desplazados a las de las empresas empleadas por empresas establecidas en el Estado miembro de acogida y garantizar así una mayor protección de los trabajadores desplazados en dicho Estado miembro.

53       En segundo lugar, en lo que respecta al contenido de la Directiva impugnada, dicha Directiva, en particular las disposiciones criticadas por Hungría, pretende tener más en cuenta la protección de los trabajadores desplazados con el fin de garantizar el ejercicio razonable de la libre prestación de servicios en el Estado miembro de acogida.

54       Por esa lógica, primero, el artículo 1 (1), de dicha Directiva modifica el artículo 1 de la Directiva 96/71 mediante la inclusión de, primero, -1. y, en segundo lugar, mediante la inserción apartado 1 bis, que establece que la Directiva 96/71 no afecta de ninguna manera el ejercicio de los derechos fundamentales reconocidos en los Estados miembros como en la Unión Europea.

55      En segundo lugar, el artículo 1 (2) (a) de la enmienda la Directiva impugnada el artículo 3 (1) de la Directiva 96/71 mediante la inclusión de una referencia a la igualdad de trato con el fin de justificar la garantía que debe darse a los trabajadores desplazados en el ámbito de las normas laborales. Se extiende la lista de asuntos cubiertos por esta garantía a la cubierta, en primer lugar, el alojamiento de los trabajadores en los casos en que el empleador proporciona alojamiento a los trabajadores fuera de su lugar de trabajo y, en segundo lugar, los gastos de viaje o reembolso de los gastos a los gastos de viaje cubierta, alojamiento y estancia para los trabajadores que están fuera de casa por motivos profesionales. Además, la Directiva 96/71, en su versión modificada,

56       En tercer lugar, la Directiva impugnada crea una graduación en la aplicación de las reglas de empleo del Estado miembro de acogida en que la inclusión del artículo 3 (1a) en la Directiva 96/71 requiere la aplicación de casi todas esas reglas, donde la duración real de la publicación supera, como regla general, 12 meses.

57       Se deduce de lo anterior que, contrariamente al argumento de Hungría, la Directiva impugnada es capaz de fortalecer la libre prestación de servicios sobre una base justa, que es su principal objetivo, ya que asegura que las condiciones de empleo de los trabajadores desplazados son lo más cercano posible a los de los trabajadores. es empleado por las empresas establecidas en el Estado miembro de acogida, al tiempo que permite a los trabajadores enviados a gozar de condiciones de empleo de ese Estado miembro, que ofrecen una protección mayor que la prevista en la Directiva 96/71.

58       En tercer lugar, si bien el considerando 1 en el preámbulo de la Directiva 96/71 tiene por objeto eliminar los obstáculos a la libre circulación de personas y servicios entre los Estados miembros, considerando 5 en el preámbulo de la Directiva 96/71 dispone que la necesidad de promover el servicio transfronterizo debe estar respeto de los derechos humanos.

59       Es a partir de ese punto de vista que los considerandos 13 y 14 de la citada Directiva prevé la coordinación de las legislaciones de los Estados miembros con el fin de establecer el mínimo 'reglas básicas' de protección que los empresarios que desplazan trabajadores deben observar en el Estado miembro de acogida.

60       De ello se desprende que, desde su adopción, la Directiva 96/71, a pesar de la intención de mejorar la libre prestación de servicios internacionales, ya ha tenido en cuenta la necesidad de garantizar una competencia que no se basa en la aplicación en el mismo Estado miembro de una normativa de empleo variaría significativamente en función de si o no el empresario está establecido en dicho Estado miembro y por lo tanto la protección de los trabajadores desplazados. En particular, el artículo 3 de dicha Directiva enumera las reglas de empleo del Estado miembro de acogida que, en beneficio de los trabajadores desplazados al territorio de dicho Estado miembro, deben ser proporcionados por los empleadores que los correos con el fin de prestar sus servicios.

61       Por otra parte, como se indica en los párrafos 41 y 42 de la presente sentencia, el legislador de la Unión Europea, al adoptar un acto legislativo, no pueden ser excluidos de la adaptación de ese acto a cualquier cambio de circunstancias o hechos en conocimiento a la luz de su objetivo de interés general. proteccion.

62       En el contexto de un marco jurídico más amplio en el que, cabe señalar la adopción de la Directiva impugnada que desde la entrada en vigor de la Directiva 96/71, el mercado interior ha sufrido un cambio fundamental, y en primer lugar, la presencia de las sucesivas ampliaciones de 2004, 2007 y 2013 de la UE, como resultado, han entrado en este mercado empresas de Estados miembros cuyas normas laborales eran en general diferentes de las aplicables en otros Estados miembros.

63       Además, como ha señalado el Parlamento, la Comisión, en su documento de trabajo SWD (2016) 52 final de 8 de marzo de 2016,  titulado «Evaluación de impacto. El documento que acompaña a la propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo por la que se modifica la Directiva 96/71 (en lo sucesivo, la evaluación de impacto) establece que la Directiva 96/71 ha dado lugar a condiciones desiguales de competencia entre las empresas establecidas en el Estado miembro de acogida y las empresas que desplazan trabajadores. empleo en ese Estado miembro, así como la segmentación del mercado laboral, teniendo en cuenta la diferenciación estructural de las normas salariales aplicables a los trabajadores afectados.

64      Así, a la luz del objetivo de la Directiva 96/71, que es garantizar la libre prestación de servicios internacionales en el mercado interior en condiciones de competencia leal y garantizar el respeto de los derechos de los trabajadores, el legislador de la Unión tenía derecho a confiar en la misma base jurídica que cuando se adoptó la Directiva 96/71. Para alcanzar este objetivo en la medida de lo posible en una situación que ha cambiado, dicho legislador puede haber considerado necesario ajustar el equilibrio en el que se basa la Directiva 96/71 reforzando los derechos de los trabajadores desplazados en el Estado miembro de acogida de modo que la competencia entre los trabajadores desplazados trabajar en ese Estado miembro,

65       Hay que añadir que, contrariamente a la afirmación de Hungría, el artículo 153 TFUE no es una base jurídica más específica en la que se puede adoptar la Directiva impugnada. En particular, el artículo 153 sólo se refiere a la protección de los trabajadores y no a la libre prestación de servicios en la Unión.

66       Es cierto que el artículo 153 (2) TFUE contiene dos bases diferentes legales, previstas en los apartados (a) y (b) del mismo. Sin embargo, ninguno de ellos puede ser la base de la Directiva impugnada.

67       En particular, el artículo 153 (2) (a) del TFUE proporciona sólo para la adopción de medidas destinadas a promover la cooperación social entre los Estados miembros y es incompatible con el objetivo de la Directiva impugnada, que es establecer la libre prestación de servicios sobre una base justa. contenido, que incluye medidas para coordinar el marco jurídico de los Estados miembros en el ámbito de las normas laborales.

68       Por otra parte, en cuanto al artículo 153 (2) (b) del TFUE, a pesar de que autoriza a la Unión a tomar medidas de armonización en determinados ámbitos de la política social de la Unión, es preciso señalar que la Directiva impugnada no puede en ningún caso ser considerada como una directiva de armonización. su legislación del Estado miembro de acogida solo se reconoce como vinculante cuando los trabajadores son desplazados por empresas establecidas en otro Estado miembro, teniendo en cuenta, como se desprende del considerando 24 de la Directiva, la diversidad de relaciones entre los interlocutores sociales a nivel nacional.

69       En consecuencia, el artículo 153 TFUE no puede constituir la base jurídica de la Directiva impugnada.

70       Se desprende de las consideraciones anteriores que el primer motivo debe ser desestimado.

 El segundo motivo, basado en la infracción del artículo 153 (5) TFUE y desviación de poder
 Argumentos de las partes
71       Hungría alega que la Directiva impugnada infringe el artículo 153 TFUE, apartado 5, que excluye de la competencia del legislador de la Unión Europea las normas sobre empleo remunerado.

72       En particular, se considera que, por el que se modifica el punto (c) del párrafo primero del artículo 3 (1) de la Directiva 96/71, la Directiva impugnada fija expresamente la remuneración de los trabajadores desplazados para prestar servicios internacionales.

73       A este respecto, sobre la base de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia (sentencia C-307/05 Del Cerro Alonso [2007] ECR I-509, apartados 40 y 46; abril de impacto , C-268/06, la UE: C: 2008: 223, párrafo 123), que señala que el artículo 153, párrafo 5 de la excepción prevista en el respeto de los salarios se explica por el hecho de que el nivel de los salarios cae dentro la autonomía contractual de los interlocutores sociales a nivel nacional, así como la competencia de los Estados miembros en estos asuntos.

74 La       Directiva impugnada impone la obligación de aplicar las normas mínimas en virtud de la legislación o la práctica del Estado miembro de acogida a todos los términos y condiciones de empleo relativos al pago, a excepción de los planes complementarios de pensiones, e incluye la determinación de la remuneración. En consecuencia, dicha Directiva da lugar a una injerencia directa del Derecho de la Unión en la determinación de la retribución.

75       Hungría llega a la conclusión de que la elección de una base jurídica inadecuada es una forma de ocultar el abuso de poder cometido por la Unión Europea al adoptar la Directiva impugnada.

76 El       Parlamento Europeo y el Consejo, apoyado por la República Federal de Alemania, el Reino de los Países Bajos, el Reino de Suecia y la Comisión, los argumentos de diferencias de Hungría.

 Conclusiones de la corte
77       El segundo motivo se divide en dos partes, basadas, en primer lugar, que la infringe la Directiva impugnada el artículo 153 (5), del TFUE, que excluye la regulación de la remuneración de los poderes del legislador de la Unión Europea, y, en segundo lugar, que, al adoptar esta Directiva, que legislativo: abusado de sus poderes.

78       Con respecto a la primera parte de ella hay que señalar, como se desprende del apartado 69 supra, que el artículo 153 TFUE no podía ser impugnada Directiva, la base jurídica.

79       En particular, simplemente coordina las legislaciones de los Estados miembros en caso de desplazamiento de los trabajadores al exigir las empresas que desplacen a trabajadores en un Estado miembro distinto de aquel en el que están establecidos para aplicar a los trabajadores una parte o casi la totalidad de las reglas de empleo de dicho Estado miembro. , incluidas las relativas a la retribución de los trabajadores desplazados.

80       Dado que el artículo 153 (5) TFUE prevé una excepción a la competencia de la Unión Europea, derivada de los primeros párrafos de este artículo, que no puede constituir la base jurídica de la Directiva impugnada y, por tanto, no es aplicable, no puede afectar a la validez de dicha Directiva.

81       Por tanto, debe desestimarse la primera parte del segundo motivo.

82       En cuanto a la segunda parte de este motivo, hay que tener en cuenta que un acto sólo adolece de desviación de poder sólo si se puede establecer, sobre la base de factores objetivos, pertinentes y concordantes, que fue adoptada exclusivamente o al menos principalmente para otros fines. , y no a aquellos a quienes los poderes pertinentes han sido conferidas, o para evitar un procedimiento diseñado específicamente para actuar en las circunstancias del caso (sentencia de 5 de mayo de 2015, España v Parlamento y del Consejo, C ES 146/13, de la UE: C: 2015: 298, párrafo 56).

83       Según Hungría, el legislador de la Unión Europea abusó de sus competencias al elegir una base jurídica inadecuada, a saber, los artículos 53, apartado 1, y 62 TFUE, para disfrazar su injerencia en la determinación de la retribución en violación del artículo 153 TFUE, apartado 5.

84       Sin embargo, es claro a partir de un examen del primer motivo que la Directiva impugnada se adoptó correctamente sobre la base de los artículos 53 (1) y 62 TFUE como base jurídica y se desprende de un examen de la primera parte de este motivo que no ha habido infracción del artículo 153, apartado 5, del TFUE.

85       En consecuencia, la segunda parte del segundo motivo debe desestimarse también, así como el motivo de la ley en su totalidad.

 El tercer motivo, basado en la infracción del artículo 56 TFUE
 Argumentos de las partes
86 Mediante su       tercer motivo, las reclamaciones Hungría que la impugnada vulnera la Directiva el artículo 56 TFUE. Este tercer motivo se divide en cinco partes.

87       En la primera parte, las reclamaciones Hungría, sobre la base de la Directiva 2006/123 / CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, sobre los servicios en el mercado interior (DO 2006, L 376, p. 36), que la legislación de la Unión Europea sobre el principio fundamental de la libre prestación de servicios es que cada Estado miembro debe reconocer las normas laborales aplicadas por otro Estado miembro de conformidad con el derecho de la Unión, ya que la protección de los derechos de los trabajadores desplazados está suficientemente garantizada por la legislación del país de origen.

88       De acuerdo con Hungría, la Directiva 96/71, antes de su modificación por la Directiva impugnada, que ofrece una protección adecuada a los trabajadores desplazados al obligarles a pagar el salario mínimo previsto en el Estado miembro de acogida en términos de remuneración. Sostiene que, por la que se obliga a la retribución salarial en dicho Estado miembro, las llamadas Directiva impugnada en duda la capacidad del salario mínimo establecido en dicho Estado para lograr el objetivo de proteger a los trabajadores, en otras palabras, para cubrir el costo de la vida diaria en ese Estado.

89       Se hace hincapié en que esos cambios no, por otra parte, promover la libre prestación de servicios, sino que constituyen una interferencia directa en las relaciones económicas y eliminar la ventaja competitiva legítima que gozan algunos claramente identificable Estados miembros con niveles salariales más bajos, introduciendo así una medida que distorsiona la competencia. competencia.

90       Además, señala que la Comisión no pudo hacer referencia en la evaluación de impacto a cifras que pudieran indicar que, en interés de la protección de los trabajadores, conviene modificar la Directiva 96/71 en lo que respecta a la retribución de los trabajadores desplazados.

91       Por último, Hungría hace una conexión con el marco legal de la coordinación de la seguridad social en el campo, según el cual el Estado miembro de origen de los trabajadores desplazados proporciona el nivel de protección que estime situación adecuada y designado por trabajador es evaluado de forma individual, teniendo en cuenta una serie de criterios, y el objetivo es evitar los países derechos superpuestos.

92      En la segunda parte, se somete Hungría que la disposición en el punto (c) del párrafo primero del artículo 3 (1) de la Directiva 96/71, en su versión modificada, que sustituye el concepto de 'retribución' con el concepto de salario mínimo es contrario al objetivo de la igualdad de trato de los trabajadores y el Estado miembro de acogida. los trabajadores desplazados a ese Estado miembro, dado que establece que las empresas establecidas en un Estado miembro deben pagar a los trabajadores desplazados en otro Estado miembro una remuneración determinada de acuerdo con la práctica de este último Estado, que no es necesariamente aplicable a las empresas del mismo Estado miembro; , ya que son por lo general sólo obligados a pagar el salario mínimo. Se deduce que la cuantía del salario mínimo en el Estado miembro de acogida se considera suficiente para los trabajadores en dicho Estado miembro, pero no para los trabajadores desplazados.

93       Hungría también considera que la obligación de reembolso de los gastos de viaje, estancia y alojamiento establecida en el artículo 3, apartado 7, de la Directiva 96/71, modificada, para las empresas que desplazan trabajadores a otro Estado miembro es contraria al principio de igualdad de trato.

94       Por último, se señala que las áreas de seguridad social y los impuestos de los trabajadores en el que se supone que ciertos Estados miembros tienen una caída ventaja comparativa dentro de la competencia exclusiva de los Estados miembros y que el legislador de la Unión no examinaron tal ventaja.

95       En la tercera parte, las reclamaciones Hungría, en primer lugar, que la Directiva impugnada no es apropiado para alcanzar el objetivo que persigue, que es garantizar una mayor igualdad de condiciones entre los prestadores de servicios establecidos en Estados miembros diferentes. En ese sentido, no está de acuerdo con la redacción del considerando 16 de la citada Directiva, según el cual, en esencia, las empresas compiten entre sí sobre la base de los factores no costo en el sentido de que el precio del servicio no influye en la elección del consumidor.

96       En segundo lugar, considera que, sin llevar a cabo ningún otro examen de las condiciones de trabajo o la situación de los trabajadores desplazados, la Comisión no podía concluir a partir de la evaluación de impacto que el número de trabajadores desplazados aumentó en un 44,4% entre 2010 y 2014. que la protección de estos trabajadores es insuficiente.

97       En tercer lugar, alega que Hungría, en vista de la naturaleza temporal de la prestación de servicios en relación con el desplazamiento de trabajadores, las disposiciones de la Directiva impugnada ir más allá de lo necesario para alcanzar el objetivo de proteger a los trabajadores desplazados. A este respecto, precisa que debe establecerse una distinción entre la situación de un trabajador que ejerce su derecho a la libre circulación y la de un trabajador que presta temporalmente servicios en el Estado miembro de acogida en relación con un desplazamiento, trabajando el primero para y bajo la dirección del empleador de dicho Estado miembro. este último, por el contrario, en realidad no ha integrado en la sociedad del Estado miembro de acogida o en su mercado laboral.

98       En la cuarta parte, se somete Hungría que las normas sobre envíos a largo plazo en el artículo 3 (1a) de la Directiva 96/71, en su versión modificada, constituyen una restricción desproporcionada de la libre prestación de servicios, lo que requiere la aplicación casi completa de la legislación laboral del Estado miembro de acogida, aunque no justificada por los intereses de los trabajadores desplazados. proteccion.

99       Se afirma que los trabajadores contemplados en el artículo 3 (1a) de la Directiva 96/71, en su versión modificada, que se registró durante más de 12 meses, no se encuentran en una situación comparable a la de un trabajador de dicho Estado miembro en relación con su integración en el mercado de la sociedad y de trabajo del Estado miembro de acogida. situación.

100     vínculos más estrechos de la empresa de envío con el Estado miembro de acogida puede, a lo sumo, tomar la forma de un vínculo económico.

101     Tampoco, en su opinión, ¿puede la regla de que un trabajador que ha sido publicado en el Estado miembro de acogida durante más de 12 meses estará sujeto a la legislación aplicable en dicho Estado miembro sea siempre más favorable a ese trabajador. Además, ninguna disposición del TFUE permite determinar en abstracto la duración o la frecuencia a partir de la cual la prestación de un servicio en otro Estado miembro ya no puede considerarse una prestación de servicios en el sentido del TFUE.

102     En la quinta parte, Hungría alega que, al hacer que la Directiva 96/71, modificada, sea aplicable al sector del transporte por carretera a partir de la adopción de un acto específico, el artículo 3, apartado 3, de la Directiva impugnada infringe el artículo 58 TFUE, que establece que La libertad de transporte se rige por las normas establecidas en la sección sobre transporte del TFUE.

103 El     Parlamento Europeo y el Consejo, apoyado por la República Federal de Alemania, el Reino de los Países Bajos, el Reino de Suecia y la Comisión, los argumentos de diferencias de Hungría.

 Conclusiones de la corte
-        Observaciones preliminares
104     En primer lugar, hay que tener en cuenta que la Corte ha sostenido que la prohibición de restricciones a la libre prestación de servicios no sólo se aplica a las medidas estatales, sino también a las medidas adoptadas por las instituciones de la Unión Europea (Asunto C-97/09 Schmelz [ 2010] ECR I- 0000) . : C: 2010: 632, apartado 50 y jurisprudencia citada).

105     Sin embargo, como se desprende del apartado 48 de la presente sentencia, las medidas adoptadas por el legislador de la Unión Europea en el ámbito de la libre circulación de mercancías, personas, servicios y capitales, si las medidas de armonización de las legislaciones de los Estados miembros o de coordinación esas leyes, están destinadas a: no sólo para facilitar el ejercicio de una de esas libertades, sino también, en su caso, para garantizar la protección de otros intereses fundamentales reconocidos por la Unión que pueden verse afectados por esa libertad.

106     Eso es particularmente el caso en que, en el contexto de las medidas de coordinación que faciliten la libre prestación de servicios, el legislador de la Unión tiene en cuenta los intereses generales adoptadas por los distintos Estados miembros y establece un nivel de protección de los intereses que es aceptable en la Unión Europea. véase, por analogía, el asunto C-233/94, Alemania v Parlamento y del Consejo [1997] ECR I-231, apartado 17).

107     Como se indica en el párrafo 51 de la presente sentencia, en la adopción de la Directiva impugnada, el legislador de la Unión Europea trataron de asegurar la libre prestación de servicios sobre una base justa, es decir, mediante normas que garantizan la competencia que no se basan en la aplicación de las mismas reglas en el mismo Estado miembro. las condiciones de empleo, el nivel de las cuales variarán considerablemente dependiendo de si o no el empresario está establecido en dicho Estado miembro, al tiempo que ofrece a los trabajadores desplazados una mayor protección, que, por otra parte, dado que el considerando 10 en el preámbulo de dicha Directiva, constituye un medio de ' garantizar la libre prestación de servicios bastante".

108     En segundo lugar, al examinar un recurso de anulación de un acto legislativo destinado a coordinar las legislaciones de los Estados miembros en el ámbito de las normas laborales, como en el caso de la Directiva impugnada, la Corte debe determinar desde el punto de vista de la legalidad interna de dicho acto por la infracción. o los principios generales del derecho de la Unión y que no permiten una desviación de poder.

109     Tanto el principio de igualdad y el principio de proporcionalidad, invocado por Hungría en este motivo, forma parte de los principios generales.

110     En primer lugar, es jurisprudencia reiterada que el principio de igualdad exige que las situaciones comparables no sean tratadas de manera diferente y que las situaciones diferentes no sean tratadas de la misma manera a no ser que tal enfoque es objetivamente justificada (sentencia de 3 de diciembre 2019, República Checa v Parlamento). y Consejo, C 482/17, EU: C: 2019: 1035, apartado 164, y la jurisprudencia allí citada).

111     Por otra parte, el principio de proporcionalidad exige que los medios empleados para poner en práctica una disposición del Derecho de la Unión Europea sean aptos para alcanzar los objetivos legítimos perseguidos por la normativa en cuestión y no van más allá de lo necesario para alcanzarlos (sentencia de 3 de 2019 de diciembre de República Checa). V Parlamento y del Consejo, C 482/17, de la UE: C: 2019: 1035, apartado 76, y la jurisprudencia citada).

112     En cuanto a la revisión judicial del cumplimiento de dichas condiciones, la Corte ha conferido al legislador de la Unión una amplia discrecionalidad en el ejercicio de las atribuciones que le confieren en zonas en las que tiene que tomar decisiones en cuestiones políticas, económicas o sociales y en las evaluaciones y evaluaciones complejas. Por tanto, no se trata de si una medida adoptada en tal ámbito fue la única o la mejor posible, y solo su manifiesta incompatibilidad con el objetivo perseguido por las autoridades competentes puede afectar a la legalidad de dicha medida (sentencia de 3 de diciembre de 2019, República Checa / Parlamento y Consejo, C - 482/17, EU: C: 2019: 1035, apartado 77, y la jurisprudencia allí citada).

113     No se puede negar que la legislación toda la Unión Europea sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco de la prestación de servicios cae dentro de ese campo.

114     Por otra parte, el amplio margen de apreciación por el legislador de la Unión Europea, cuyo ejercicio está sujeto a un control jurisdiccional restringido, se extiende no sólo a la naturaleza y alcance de las normas que han de adoptarse, sino también, en cierta medida, a la determinación de los datos básicos (sentencia de 3 de diciembre 2019, República Checa v Parlamento y del Consejo , C - 482/17, EU: C: 2019: 1035, párrafo 78, y la jurisprudencia citada).

115     Sin embargo, aun cuando el legislador de la Unión Europea tiene un amplio margen, debe basar su elección en criterios objetivos y examinar si los objetivos perseguidos por las medidas adoptadas puede justificar consecuencias adversas, incluso importantes, para determinados operadores económicos. En particular, de conformidad con el artículo 5 del Protocolo (nº 2) sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad anejo al TUE y al TFUE, un proyecto de ley debe tener debidamente en cuenta la necesidad de garantizar que cualquier carga de los operadores económicos se mantiene al mínimo, y de conformidad con (Sentencia de 3 de diciembre de 2019, República Checa / Parlamento y Consejo, C-482/17, EU: C: 2019: 1035, apartado 79, así como la jurisprudencia allí citada).

116     Además, la revisión judicial, aunque limitada, obliga a las instituciones de la Unión Europea que han adoptado la medida en cuestión a ser capaz de demostrar ante el Tribunal que la medida se adoptó en el ejercicio de su discreción, lo que significa que se tienen en cuenta todos los factores pertinentes. y las circunstancias relativas a la situación que la legislación se pretende regular. De ello se desprende que dichas autoridades deben ser capaces de presentar y exponer, al menos de manera clara e inequívoca, la información básica que tuvo que ser tomada en cuenta con el fin de justificar las medidas controvertidas contenida en esta medida y en el que el ejercicio de su discreción se basó (sentencia de 3 de marzo 2019). República Checa / Parlamento y Consejo, C-482/17, EU: C: 2019: 1035, apartado 81, y la jurisprudencia allí citada).

117 A     la luz de estas consideraciones, procede examinar las distintas partes del tercer motivo.

-        La primera parte del tercer motivo, basado en que la protección de los derechos de los trabajadores desplazados está suficientemente garantizada
118     En esencia, Hungría considera que la legislación de la Unión Europea sobre la libre prestación de servicios implementa el principio fundamental de que cada Estado miembro debe reconocer las normas laborales aplicadas por otro Estado miembro de conformidad con el Derecho de la Unión Europea, que garantiza adecuadamente la protección de los derechos de los trabajadores desplazados.

119     En primer lugar, a pesar de Hungría para apoyar su argumento de que se refiere a la Directiva 2006/123, en cualquier caso, y de acuerdo con el párrafo 108 de este punto, basta señalar que la norma legislativa interna de la Unión de derecho y no puede ser evaluado de cualquier otro acto de la Unión que tiene la misma perspectiva rango normativo, a menos que se toma bajo esa última legislación, o si uno de los dos ley establece expresamente que uno de ellos es superior a la otra. Sin embargo, ese no es el caso de la Directiva impugnada. Por otra parte, como se indica en el artículo 1 (6), de la Directiva 2006/123, que 'la Directiva no afectará a la ley de empleo, es decir, las disposiciones establecidas por la ley, reglamentarias y administrativas relativas a los términos y condiciones de empleo'.

120     Del mismo modo, con respecto a la paralela a la que Hungría se tira con el marco legal de la coordinación de la seguridad social en el campo, a saber, el Parlamento Europeo y el Reglamento (CE) Nº 883/2004 (29 de abril de 2004) sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social (DO 2004, L 166, p. 1), basta con señalar que la Directiva impugnada no fue adoptada de conformidad con el Reglamento Nº 883/2004 y que ninguno de esos dos actos establece expresamente que el presente Reglamento prevalezca sobre la presente Directiva.

121 En     segundo lugar, la alegación según la cual la Directiva 96/71, antes de las modificaciones introducidas por la Directiva impugnada, ofrecía a los trabajadores desplazados una protección adecuada al exigirles el pago del salario mínimo fijado en el Estado miembro de acogida no puede cuestionar la legalidad de dicha Directiva.

122     En ese sentido, el legislador de la Unión Europea, en la adopción de esta Directiva, consideró que una mayor protección para los trabajadores era necesaria con el fin de garantizar la prestación de servicios de forma equitativa entre las empresas establecidas en un Estado miembro de acogida y de las empresas que desplazan a trabajadores a dicho Estado.

123 Para     este fin, el punto (c) del párrafo primero del artículo 3 (1) de la Directiva 96/71, en su versión modificada, tiene por objeto, en particular, para garantizar una mayor protección de los trabajadores desplazados al garantizarles, en condiciones de igualdad de tratamiento, todos los elementos básicos de la remuneración que: reconocida como obligatoria en el Estado miembro de acogida para aquellos trabajadores que reciben una remuneración basada en las mismas normas de obligado cumplimiento que se aplican a los trabajadores empleados por empresas establecidas en el Estado miembro de acogida.

124     La elección de conceder esa protección reforzada no puede, como reclamaciones Hungría, ponen en duda la capacidad del salario mínimo en el Estado miembro de acogida para garantizar el objetivo de proteger a los trabajadores, sino, por el contrario, cae dentro de la amplia discreción del legislador de la Unión Europea, se subraya en los párrafos 112 y 113 supra. .

125     En tercer lugar, se somete Hungría que la Directiva impugnada no promueve el principio de libre prestación de servicios, sino que elimina la ventaja competitiva legítima disfrutado por algunos Estados miembros en términos de costos y que, por tanto, constituye una medida que distorsiona la competencia.

126     Sin embargo, como se indica en los párrafos 51 y 107 de la presente sentencia, el legislador de la Unión Europea, en la adopción de la Directiva impugnada, tratado de garantizar la libre prestación de servicios sobre una base justa, es decir, mediante normas que garantizan la competencia que no se basan en normas laborales se aplicarían en el mismo Estado miembro, que difieren significativamente en función de si o no el empresario está establecido en dicho Estado miembro, al tiempo que ofrece a los trabajadores desplazados una mayor protección, que, por otra parte, dado que el considerando 10 en el preámbulo de la Directiva establece, medios de "garantizar la libertad de prestar servicios de forma justa".

127     De ello se desprende que, al garantizar una mayor protección de los trabajadores desplazados, la Directiva impugnada pretende garantizar el ejercicio de la libre prestación de servicios en la Unión Europea en un contexto de competencia que no depende de las diferencias excesivas en las reglas de empleo entre los Estados miembros. empresas en los Estados miembros.

128    Así, para alcanzar este objetivo, la Directiva impugnada reequilibra los factores en los que pueden competir empresas establecidas en distintos Estados miembros, sin que ello suponga una supresión de la ventaja competitiva potencial de que disfrutan los prestadores de servicios de determinados Estados miembros, ya que, contrariamente a lo que sostiene Hungría. la Directiva no afecta de ninguna manera a eliminar la competencia basada en los costes. En particular, se pretende garantizar que los trabajadores desplazados están sujetas al conjunto de normas laborales vigentes en el Estado miembro de acogida, incluyendo los elementos básicos de la remuneración que se reconocen como obligatorio en dicho Estado. En consecuencia, la presente Directiva no afecta a otros elementos de coste de las empresas que publican dichos trabajadores, tales como la productividad o la eficiencia de los trabajadores mencionados en el considerando 16 de dicha Directiva. A diferencia de,

129     Además, debe destacarse que la Directiva impugnada pretende, al mismo tiempo, como se desprende del considerando 16 de su exposición de motivos, establecer un `` mercado interior realmente integrado y competitivo '' y, según el considerando 4, lograr una `` verdadera convergencia social '' mediante una aplicación uniforme. normas relativas a las condiciones de empleo.

130     En consecuencia, la primera parte del tercer motivo debe ser rechazado.

-        La segunda parte del tercer motivo, basado en la infracción del principio de igualdad de trato
131     En primer lugar, en cuanto al argumento según el cual la Directiva 96/71, el artículo 3, apartado 1, párrafo primero, c) de la disposición de las empresas que desplacen a trabajadores en otro Estado miembro, la obligación de pagarles salarios, establecidos de conformidad con este último prácticas nacionales, que no son necesariamente aplicables en el Estado miembro de empresas, está claro que esto es un error.

132     Se desprende de la redacción del párrafo tercero del artículo 3 (1) de la Directiva 96/71, en su versión modificada, que establece las normas generales para la aplicación de ese párrafo, que '[e] l concepto de remuneración se determinará de conformidad con la legislación nacional y / o la práctica del Estado miembro en cuyo territorio se ha desplazado el trabajador y deberá incluir: han sido declarados de aplicación general o aplicada de otro modo, de acuerdo con el párrafo 8 en el Estado miembro de que se trate ".

133     En consecuencia, tanto los trabajadores empleados por empresas establecidas en el Estado miembro de acogida como los trabajadores desplazados a ese Estado miembro están sujetos a las mismas normas salariales, es decir, las reconocidas como obligatorias en dicho Estado miembro.

134    En segundo lugar, como argumento respecto de Hungría que el artículo 3 (7), de la Directiva 96/71, en su versión modificada, es contrario al principio de igualdad, ya que impone la obligación de que las empresas que desplazan trabajadores a otro Estado miembro para reembolsar los gastos de viaje, alojamiento y estancia, hay que señalar que este argumento se basa en una interpretación errónea de dicha disposición. Como señala el Consejo, el propósito de la segunda frase del párrafo segundo del artículo 3 (7) no es crear tal obligación. Como es evidente, en particular, del considerando 19 en el preámbulo de la Directiva impugnada y desde la condición en esa frase, se hace referencia al punto (i) del párrafo primero del artículo 3 (1) de ésta, que frase simplemente proporciona que dicha compensación, que no es considerados como parte de la remuneración se rige por la legislación nacional o práctica aplicable a la relación laboral.

135     Además, esta disposición hace referencia a la situación especial de los trabajadores desplazados, que deben pasar de su Estado miembro de origen a otro Estado miembro con el fin de cumplir con sus obligaciones profesionales hacia su empleador. Sin embargo, los trabajadores empleados por una empresa establecida en dicho Estado miembro no están en la misma situación si llevan a cabo sus tareas de dicha empresa en dicho Estado miembro. De ello se deduce que, en cualquier caso, esta disposición no puede considerarse contraria al principio de igualdad de trato.

136     Por tanto, debe desestimarse la segunda parte del tercer motivo.

-        La tercera parte del tercer motivo, basado en la vulneración del principio de proporcionalidad
137     Como se desprende de la jurisprudencia citada en el apartado 111 supra, el principio de proporcionalidad, que es uno de los principios generales del Derecho de la Unión Europea, exige que los medios introducidos por Derecho de la Unión Europea sean apropiados a los objetivos legítimos perseguidos por la normativa en cuestión y no van más allá de lo necesario.

138 Por     lo que respecta, en primer lugar, a la idoneidad de la Directiva impugnada para alcanzar el objetivo de garantizar unas condiciones más equitativas entre las empresas que desplazan trabajadores en el Estado miembro de acogida y las de ese Estado miembro, Hungría extrae conclusiones incorrectas del considerando 16 de dicha Directiva.

139     Por un lado, que el considerando refleja el objetivo que debe perseguir la Unión Europea, a saber, el establecimiento de un 'verdaderamente integrado y el mercado interior competitivo', y la aplicación uniforme de las normas sobre normas de empleo busca lograr el cumplimiento del artículo 4 de dicha Directiva. considerando "convergencia social real".

140     Por otra parte, el considerando 16 en el preámbulo no afirme que la competencia basada en las diferencias de costos entre las empresas de la Unión Europea no es posible ni deseable. Por el contrario, al hacer referencia a factores tales como la productividad y la eficiencia, que pone de relieve los factores de producción que conducen naturalmente a tales diferencias de costos.

141     En cuanto a la prestación de servicios transfronterizos, las únicas diferencias de costos entre las empresas de la Unión Europea, que serán compensados por la Directiva impugnada son las resultantes de las condiciones de trabajo que figuran en el artículo 3 (1) de la Directiva 96/71, en su versión modificada, con el marco jurídico del Estado miembro de acogida en el sentido más amplio.

142     En segundo lugar, Hungría discute los factores utilizados por el legislador de la Unión Europea a la conclusión de que la protección de los trabajadores desplazados por la Directiva 96/71 ya no era adecuada.

143     A este respecto, la evaluación de impacto identificado, en particular, dos factores que podrían razonablemente conducir a la legislatura a la conclusión de que el concepto de 'tasa mínima de pago' en el Estado miembro de acogida prevista en el artículo 3 (1) (c) de la Directiva 96/71 era necesaria para proteger a los trabajadores desplazados. trabajadores ya no podrían proporcionar esa protección.

144     En primer lugar, el concepto de 'cuantía del salario mínimo' ha dado lugar a dificultades de interpretación en una serie de Estados miembros, lo que ha llevado a una serie de peticiones de decisión prejudicial al Tribunal de Justicia, que dio una interpretación amplia en el Caso C-396/13 Sähköalojen Ammattiliitto. , la UE: C: 2015: 86, párrafos 38-70), incluyendo algunos otros elementos además del salario mínimo previsto por la legislación del Estado miembro de acogida. En particular, se ha declarado que este concepto incluye un método de cálculo de los salarios - precios por hora y / o salarios por hora - basada en la división de los trabajadores en grupos de pago según lo previsto en los convenios colectivos en vigor en dicho Estado miembro, dietas, gastos de viaje y las vacaciones de pago. dinero.

145     Por lo tanto, la evaluación de impacto encontró que el concepto de 'salario mínimo', según la interpretación del Tribunal, difiere significativamente de la práctica común de las empresas que desplazan trabajadores a otro Estado miembro de la prestación de servicios cuando dichas empresas les pagan sólo el salario mínimo, prevista por la ley o los convenios colectivos del Estado miembro de acogida.

146     Por otra parte, los programas de evaluación de impacto que, en 2014, se encontraron una serie de diferencias salariales en una serie de Estados miembros de acogida entre los empleados de las empresas establecidas en los Estados miembros y los trabajadores desplazados.

147 En el     tercer lugar, el argumento de Hungría que, en vista de la naturaleza temporal del desplazamiento de los trabajadores, las disposiciones de la Directiva impugnada deben desestimarse en la medida en que se aseguran de que los trabajadores desplazados son tratados de la misma manera que los trabajadores establecidos en el Estado miembro de acogida más allá de lo que sea necesario con el fin de lograr ese objetivo de proteger a los trabajadores desplazados.

148     Contrariamente a lo que sostiene Hungría, ni la sustitución del término `` salario mínimo '' por el término `` salario '' en el artículo 3, apartado 1, letra c), párrafo primero, de la Directiva 96/71, modificada, ni la aplicación de las normas laborales en el Estado miembro de acogida a los trabajadores desplazados , el reembolso de las comidas y el alojamiento a los trabajadores que se encuentran fuera de su lugar de residencia por motivos profesionales no significa que estos últimos se encuentren en una situación idéntica o análoga a la de los trabajadores empleados por empresas establecidas en el Estado miembro de acogida.

149     De hecho, esas modificaciones no implican la aplicación de todas las normas laborales establecidas en el Estado miembro de acogida, ya que sólo algunas de esas reglas son, en todo caso aplicable a los trabajadores en virtud del artículo 3 (1) de la Directiva 96/71, en su versión modificada.

150     A la luz de los párrafos 62 y 144 a 146 de la presente sentencia, Hungría no ha demostrado que las modificaciones introducidas por la Directiva impugnada en el artículo 3, apartado 1, párrafo primero, de la Directiva 96/71 vayan más allá de lo necesario para alcanzar los objetivos de la Directiva impugnada, es decir, garantizar la libre prestación de servicios de forma equitativa y ofrecer una mayor protección a los trabajadores desplazados.

151     Por tanto, la tercera parte del tercer motivo debe ser rechazado.

-        La cuarta parte del tercer motivo, basado en la violación del principio de libre prestación de servicios por el sistema de desplazamiento de los trabajadores durante más de 12 meses
152     Hungría considera que la aplicación de casi toda la ley de empleo del Estado miembro de acogida a los trabajadores desplazados, como regla general, durante más de 12 meses no pueden justificarse por la protección de sus intereses y no es ni necesaria ni proporcionada.

153     Además, los vulnera la Directiva disputadas el principio de igualdad de trato en la medida en que considera, en primer lugar, que los trabajadores que se refiere el artículo 3 (1a) de la Directiva 96/71, en su versión modificada, que se registró durante más de 12 meses están en una situación comparable a la de los trabajadores. la situación de las personas empleadas por empresas establecidas en el Estado miembro de acogida y, en segundo lugar, que las empresas que desplacen a trabajadores para dichos períodos se encuentran en una situación comparable a las empresas establecidas en dicho Estado.

154    El artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71, modificada, establece que cuando un trabajador haya estado destinado en el Estado miembro de acogida durante más de 12 meses o, cuando el prestador presente una declaración motivada a tal efecto, durante más de 18 meses, dicho prestador deberá, sobre la base de: igualdad de trato, además de las normas de empleo se refiere el artículo 3 (1) de la presente Directiva, deberá garantizar todas las normas laborales aplicables establecidos por la ley, reglamentarias y administrativas en ese Estado miembro y / o por convenios colectivos o laudos arbitrales declarados de aplicación general. El ámbito de aplicación del artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71, en su versión modificada, no se limita, en primer lugar, a los procedimientos, trámites y condiciones para la celebración y terminación de un contrato de trabajo, incluidas las cláusulas de no competencia, y, en segundo lugar,

155     A la luz de la amplia facultad de apreciación por el legislador de la Unión Europea, tal como se establece en los párrafos 112 y 113 supra, que la legislatura podría, sin cometer un error manifiesto, tenga en cuenta que, en el caso de gran fijación tales, los trabajadores desplazados interesados , empleados por empresas establecidas en el Estado miembro de acogida, y que era conveniente establecer que aquellos a largo - plazo los trabajadores estaban sujetos a casi todas las reglas aplicables en este último Estado miembro del empleo.

156     sistema tal de la fijación a largo plazo parece necesaria, adecuada y proporcionada con el fin de garantizar una mayor protección en el ámbito de las normas laborales para los trabajadores que han sido escritos por un largo tiempo en el Estado miembro de acogida, mientras que las distinguen de los trabajadores que han ejercido sus derechos. la libre circulación o, en términos más generales, la situación de los trabajadores residentes en dicho Estado miembro que están empleados por empresas establecidas en dicho Estado miembro.

157     En consecuencia, la cuarta parte del tercer motivo debe ser rechazado.

-        Sobre la quinta parte del tercer motivo, basado en la infracción del artículo 58 TFUE
158     somete Hungría que, al hacer la Directiva 96/71, modificado, aplicable al sector del transporte por carretera a partir de la adopción de una medida específica, el artículo 3 (3) de la Directiva impugnada infringe el artículo 58 TFUE.

159     En virtud del artículo 58 TFUE, la libre prestación de servicios en el ámbito del transporte se rige por las normas establecidas en la sección del TFUE en materia de transporte, que comprende los artículos 90 a 100 del TFUE. Artículo.

160     De ello se desprende que los servicios en el sector del transporte el artículo 58, párrafo 1, el significado es excluido de artículo 56 del ámbito del artículo (sentencia de 20 de diciembre de 2017, la Asociación Profesional Elite Taxi , C-434/15, de la UE: C 2017: 981, párrafo 48).

161     Sin embargo, el artículo 3, apartado 3, de la Directiva impugnada se limita a establecer que se aplicará al sector del transporte por carretera a partir de la fecha de aplicación de la normativa que modifica la Directiva 2006/22, cuya base jurídica era el artículo 71 CE, apartado 1. que formaba parte del Tratado CE en el ámbito del transporte y que se ajusta al artículo 91 TFUE.

162     En consecuencia, el párrafo 3 del artículo Directiva impugnada 3 no se pretende regular la libre prestación de servicios en el sector del transporte, y por lo tanto no puede ser contraria al artículo 58 del Tratado.

163     En consecuencia, también debe desestimarse la quinta parte del tercer motivo y, por tanto, este motivo debe desestimarse en su totalidad.

 Sobre el cuarto motivo, basado en la infracción del artículo 56 TFUE en la medida en que la Directiva impugnada se opone al ejercicio efectivo de la libre prestación de servicios
 Argumentos de las partes
164     reclamaciones Hungría que los vulnera la Directiva disputadas artículo 56 TFUE y la sentencia de 18 de diciembre de 2007 en caso C-341/05 Laval y Partners [ 2005] ECR I-0000, en la que establece que el derecho de huelga si el ejercicio del derecho a emprender otras acciones colectivas puede constituir un obstáculo para el ejercicio efectivo de la libre prestación de servicios.

165     Considera que este es el ámbito de aplicación del artículo 1, apartado 1, letra b), de dicha Directiva, según el cual la Directiva 96/71 no afecta en modo alguno, entre otras cosas, al derecho de huelga o de cualquier otra acción prevista en los sistemas de empleo de los Estados miembros afectados.

166 El     Parlamento Europeo y el Consejo, apoyado por la República Federal de Alemania, el Reino de los Países Bajos, el Reino de Suecia y la Comisión, los argumentos de diferencias de Hungría.

 Conclusiones de la corte
167     En esencia, Hungría considera que el artículo 1 (1) (b) de las llamadas Directiva impugnada en tela de juicio la jurisprudencia del Tribunal de Justicia tras la sentencia de 18 de diciembre 2007 en el asunto C-341/05 Laval y Partners [ 2005] ECR I-0000. ), con exclusión del ámbito de aplicación del artículo 56 TFUE, el derecho de huelga o tomar otra acción colectiva.

168     No obstante, si bien dicha disposición establece que la Directiva 96/71, modificada, `` no afecta en modo alguno al ejercicio de los derechos fundamentales reconocidos en los Estados miembros y a nivel de la Unión Europea '', su efecto no es en modo alguno que el ejercicio de ese derecho quede fuera del Derecho de la Unión. Por el contrario, en la medida en que se refiere a los derechos fundamentales reconocidos a nivel de la Unión Europea, significa que el ejercicio de los derechos de los trabajadores a la acción colectiva en el contexto del desplazamiento de trabajadores cubiertos por la Directiva 96/71, modificada, debe evaluarse a la luz del Derecho de la Unión Europea. La corte.

169     En consecuencia, el cuarto motivo debe ser rechazado.

 Sobre el quinto motivo - Reglamento Roma I, así como seguridad jurídica y claridad de Derecho principio de incumplimiento 
 Argumentos de las partes
170     somete Hungría que el artículo 3 (1a) de la Directiva 96/71, en su versión modificada, es incompatible con el Reglamento Roma I, que trata de garantizar la libertad de las partes contratantes para elegir la ley aplicable a su relación, ya que dicho artículo establece que, en caso de un tiempo de publicación: Las obligaciones derivadas de la legislación del Estado miembro de acogida se aplicarán a los trabajadores desplazados, independientemente de la ley aplicable a la relación laboral.

171     Sin embargo, el Reglamento Roma I no tiene en cuenta la duración del trabajo realizado en el extranjero para determinar la normativa aplicable, sino que se basa únicamente en la cuestión de si un trabajador debe reanudar el trabajo en su país de origen después de haber completado su trabajo en el extranjero.

172     Además, Hungría considera que el artículo 3 (1a) de la Directiva 96/71, en su versión modificada, no puede considerarse como un conflicto de leyes gobiernan, ya que afirma que se trata de aplicar con independencia de la ley aplicable a la relación laboral.

173     También alega que la Directiva 96/71, el artículo 3, apartado 1, párrafo cuarto, por una disposición según la cual la aplicación de este párrafo, con vistas a toda la secuencia de los trabajadores desplazados períodos contables se combinan para ser incompatible con el Reglamento Roma I, que establece la ley y la ley aplicables a cada contrato individual de trabajo.

174     Por último, considera que el concepto de «retribución» de la Directiva impugnada vulnera los principios de claridad y seguridad jurídica en la medida en que se refiere al Derecho y / o la práctica del Estado miembro de acogida.

175 El     Parlamento y el Consejo, apoyados por la República Federal de Alemania, el Reino de los Países Bajos, el Reino de Suecia y la Comisión, refutan las alegaciones de Hungría.

 Conclusiones de la corte
176     En la primera parte del motivo, las reclamaciones Hungría, en primer lugar, que el artículo 3 (1a) de la Directiva 96/71, modificada, infringe el artículo 8 del Reglamento Roma I, que prevé la autonomía de las partes para determinar la ley aplicable al contrato de trabajo y, en segundo lugar, que la regla de que los períodos de contabilización de todos los trabajadores desplazados sucesivas son acumulativos, es incompatible con el presente Reglamento. En la segunda parte del motivo, sostiene que el concepto de 'retribución' introducido por la Directiva impugnada es contraria a los principios de seguridad jurídica y claridad jurídica.

177 En     primer lugar, cabe señalar que el artículo 8, apartado 1, del Reglamento Roma I establece una norma general de conflicto de leyes aplicable a los contratos de trabajo, que regula la ley elegida por las partes de dicho contrato, y establece en el artículo 2, apartado 2, que: A falta de tal elección, el contrato individual de trabajo se regirá por la ley del país en el que o, en su defecto, desde el que el trabajador esté empleado habitualmente y no se considerará que ha cambiado si el trabajador está empleado temporalmente en otro país.

178     Sin embargo, el artículo 23 del Reglamento Roma I establece que las normas sobre conflicto de leyes previstas en el mismo pueden ser derogadas cuando el Derecho de la Unión Europea establece normas sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales, mientras que el considerando 40 de dicho Reglamento establece que El Reglamento no excluye la inclusión de normas sobre conflicto de leyes relativas a obligaciones contractuales en el Derecho de la Unión sobre cuestiones específicas.

179     Habida cuenta de su naturaleza y contenido, tanto el artículo 3, apartado 1, de la Directiva 96/71, modificada, en lo que respecta a los trabajadores desplazados, como el artículo 3, apartado 1 bis, de dicha Directiva, en lo que respecta a los trabajadores desplazados, por regla general, más de 12 meses se considerarán normas especiales de conflicto de leyes en el sentido del artículo 23 del Reglamento Roma I.

180     Además, como señala el Abogado General en el apartado 196 de las conclusiones del proceso de desarrollo del Reglamento Roma I, se desprende que su artículo 23 se refiere a las normas de derecho especial, que ya habían sido previstas en la Directiva 96/71, artículo 3, apartado 1, en el 2005 de la Comisión. La propuesta de 15 de diciembre de 2005 de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I) (COM (2005) 650 final) entre ellos estaba la directiva.

181     Por último, el hecho de que el artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71, modificada, contenga una disposición destinada a prevenir el fraude cuando un trabajador desplazado sea sustituido por otro trabajador desplazado que realice la misma tarea en el mismo lugar, La conclusión a la que se llega en el apartado 179 de la presente sentencia no puede ser cuestionada, ya que, en el marco de la norma de conflicto de leyes que constituye dicha disposición, el legislador de la Unión Europea estaba facultado para establecer una norma destinada a evitar la elusión de la obligación que impone.

182     En consecuencia, la primera parte del quinto motivo debe ser desestimado.

183     En segundo lugar, se desprende de la redacción y el sistema de la Directiva 96/71, en su versión modificada, que el concepto de retribución utilizado en el punto (c) del párrafo primero del artículo 3 (1) del mismo se refiere a la legislación o la práctica de los Estados miembros en esa área. obligatorios y que, con la excepción de la aclaración prevista en el segundo párrafo del artículo 3 (7) de la Directiva, el punto (c) del primer párrafo del artículo 3 (1) no define el significado de ese término.

184     A este respecto, el artículo 3, apartado 1, párrafo tercero, de la Directiva 96/71, modificada, se limita a precisar que este concepto lo determinará la ley y / o la práctica del Estado miembro en cuyo territorio se encuentre el trabajador e incluya todos los elementos básicos de la retribución. que sean obligatorias por disposiciones legales, reglamentarias o administrativas nacionales o por convenios colectivos o laudos arbitrales que hayan sido declarados universalmente aplicables en ese Estado miembro o que sean aplicables de otro modo de conformidad con el párrafo 8 del presente artículo.

185     Como se desprende, en esencia, del decimoséptimo considerando de la Directiva impugnada, la adopción de normas sobre remuneración es, en principio, competencia de los Estados miembros, pero deben ajustarse al Derecho de la Unión a este respecto.

186     En estas circunstancias, ya la luz de la amplia discreción indicada en los párrafos 112 y 113 supra, el legislador de la Unión Europea no puede ser criticado por no respetar los principios de seguridad jurídica y la seguridad jurídica en la medida en que la Directiva sobre la coordinación de las leyes y prácticas nacionales en el ámbito de las normas laborales, se ha referido al concepto de "pago", como se define en la legislación o la práctica nacional.

187     En consecuencia, la segunda parte del quinto motivo debe desestimarse y, en consecuencia, este motivo debe ser desestimado en su totalidad.

188     A la luz de todas las consideraciones anteriores, la acción debe ser desestimado y no hay necesidad de pronunciarse sobre las alegaciones alternativas para obtener la anulación de algunas disposiciones de la Directiva impugnada, que se basan en los mismos motivos que los invocados en el procedimiento principal.

 Costas

189     Con arreglo al artículo 138, apartado 1, del Reglamento de Procedimiento, se condena en costas a la parte vencida si han sido solicitadas en el escrito de la parte vencedora. Dado que el Parlamento y el Consejo han solicitado en costas y Hungría no ha prosperado, procede condenar en costas a este último.

190     En virtud del artículo 140 (1) del Reglamento de Procedimiento, la República Federal de Alemania, la República Francesa, el Reino de los Países Bajos, el Reino de Suecia y la Comisión, que han intervenido en el litigio, soportarán sus propias costas.

Por estos motivos, la Justicia (Gran Sala) declara:

1. El       se desestimó la acción.

2.       Órdenes Hungría a cargar con sus propias costas y con las costas causadas por el Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión Europea.

3)       La República Federal de Alemania, la República Francesa, el Reino de los Países Bajos, el Reino de Suecia y la Comisión Europea cargarán con sus propias costas.
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ASUNTO C‑626/18,
Tiene por objeto un recurso de anulación interpuesto, con arreglo al artículo 263 TFUE, el 3 de octubre de 2018,

República de Polonia, representada por el Sr. B. Majczyna y la Sra. D. Lutostańska, en calidad de agentes,

parte demandante,

contra

Parlamento Europeo, representado inicialmente por las Sras. M. Martínez Iglesias, K. Wójcik y A. Pospíšilová Padowska y por el Sr. L. Visaggio, posteriormente por las Sras. M. Martínez Iglesias y K. Wójcik y por los Sres. L. Visaggio y A. Tamás, en calidad de agentes,

parte demandada,

apoyado por:

República Federal de Alemania, representada inicialmente por los Sres. J. Möller y T. Henze, posteriormente por el Sr. Möller, en calidad de agentes,

República Francesa, representada por las Sras. E. de Moustier, A.‑L. Desjonquères y C. Mosser y por el Sr. R. Coesme, en calidad de agentes,

Reino de los Países Bajos,  representado por las Sras. M. K. Bulterman y C. Schillemans y por el Sr. J. Langer, en calidad de agentes,

Comisión Europea, representada por los Sres. M. Kellerbauer y B.‑R. Killmann y por la Sra. A. Szmytkowska, en calidad de agentes,

partes coadyuvantes,

Consejo de la Unión Europea, representado inicialmente por las Sras. E. Ambrosini y K. Adamczyk Delamarre y por el Sr. A. Norberg, posteriormente por las Sras. E. Ambrosini, A. Sikora-Kalėda y Zs. Bodnár y por el Sr. A. Norberg, en calidad de agentes,

parte demandada,

apoyado por:

República Federal de Alemania, representada inicialmente por los Sres. J. Möller y T. Henze, posteriormente por el Sr. Möller, en calidad de agentes,

República Francesa, representada por las Sras. E. de Moustier y A.‑L. Desjonquères y por el Sr. R. Coesme, en calidad de agentes,

Reino de los Países Bajos,  representado por las Sras. M. K. Bulterman y C. Schillemans y por el Sr. J. Langer, en calidad de agentes,

Reino de Suecia, representado inicialmente por las Sras. C. Meyer-Seitz, A. Falk, H. Shev, J. Lundberg y H. Eklinder, posteriormente por las Sras. C. Meyer-Seitz, H. Shev y H. Eklinder, en calidad de agentes,

Comisión Europea, representada por los Sres. M. Kellerbauer y B.‑R. Killmann y por la Sra. A. Szmytkowska, en calidad de agentes,

partes coadyuvantes,

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Gran Sala),

integrado por el Sr. K. Lenaerts, Presidente, la Sra. R. Silva de Lapuerta, Vicepresidenta, los Sres. J.‑C. Bonichot, M. Vilaras (Ponente), E. Regan, M. Ilešič y N. Wahl, Presidentes de Sala, y los Sres. E. Juhász, D. Šváby, S. Rodin y F. Biltgen, la Sra. K. Jürimäe, y los Sres. C. Lycourgos, P. G. Xuereb y N. Jääskinen, Jueces;

Abogado General: Sr. M. Campos Sánchez-Bordona;

Secretaria: Sra. R. Șereș, administradora;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 3 de marzo de 2020;

oídas las conclusiones del Abogado General, presentadas en audiencia pública el 28 de mayo de 2020;

dicta la siguiente

Sentencia

1        Mediante su recurso, la República de Polonia solicita al Tribunal de Justicia, con carácter principal, que anule el artículo 1, apartado 2, letra a), y apartado 2, letra b), y el artículo 3, apartado 3, de la Directiva (UE) 2018/957 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, que modifica la Directiva 96/71/CE sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios (DO 2018, L 173, p. 16; corrección de errores en DO 2019, L 91, p. 77) (en lo sucesivo, «Directiva impugnada») y, subsidiariamente, que anule esta Directiva en su totalidad.

I.      Marco jurídico

A.      Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea

2        El artículo 9 TFUE prescribe:

«En la definición y ejecución de sus políticas y acciones, la Unión tendrá en cuenta las exigencias relacionadas con la promoción de un nivel de empleo elevado, con la garantía de una protección social adecuada, con la lucha contra la exclusión social y con un nivel elevado de educación, formación y protección de la salud humana.»

3        El artículo 53 TFUE dispone:

«1.      A fin de facilitar el acceso a las actividades no asalariadas y su ejercicio, el Parlamento Europeo y el Consejo [de la Unión Europea], con arreglo al procedimiento legislativo ordinario, adoptarán directivas para el reconocimiento mutuo de diplomas, certificados y otros títulos, así como para la coordinación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas al acceso a las actividades por cuenta propia y a su ejercicio.

2.      En cuanto a las profesiones médicas, paramédicas y farmacéuticas, la progresiva supresión de las restricciones quedará subordinada a la coordinación de las condiciones exigidas para su ejercicio en los diferentes Estados miembros.»

4        El artículo 58 TFUE, apartado 1, establece:

«La libre prestación de servicios, en materia de transportes, se regirá por las disposiciones del título relativo a los transportes.»

5        Según el artículo 62 TFUE:

«Las disposiciones de los artículos 51 a 54, ambos inclusive, serán aplicables a las materias reguladas por el presente capítulo.»

B.      Normativa en materia de desplazamiento de trabajadores

1.      Directiva 96/71/CE

6        La Directiva 96/71/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 1996, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios (DO 1997, L 18, p. 1), fue adoptada sobre la base del artículo 57 CE, apartado 2, y del artículo 66 CE (actualmente artículo 53 TFUE, apartado 1, y artículo 62 TFUE, respectivamente).

7        Según su artículo 3, apartado 1, la Directiva 96/71 tenía como finalidad garantizar a los trabajadores desplazados en el territorio de los Estados miembros las condiciones de trabajo y de empleo relativas a las materias en ella previstas que, en el Estado miembro donde se realice el trabajo, estuvieran reguladas por disposiciones legales, reglamentarias o administrativas, o por convenios colectivos o laudos arbitrales declarados de aplicación general.

8        Entre las materias a las que se refería la Directiva 96/71 figuraban, en su artículo 3, apartado 1, letra c), las cuantías de salario mínimo, incluidas las incrementadas por las horas extraordinarias.

2.      Directiva impugnada

9        La Directiva impugnada fue aprobada con fundamento en el artículo 53 TFUE, apartado 1, y en el artículo 62 TFUE.

10      Los considerandos 1, 4, 6 y 9 a 11 de la Directiva impugnada exponen lo siguiente:

«(1)      La libre circulación de los trabajadores, la libertad de establecimiento y la libre prestación de servicios son principios fundamentales del mercado interior consagrados en el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE). La Unión profundiza en la aplicación y cumplimiento de estos principios con el fin de garantizar la igualdad de condiciones para todas las empresas y el respeto de los derechos de los trabajadores.

[…]

(4)      Más de veinte años después de su adopción, se ha hecho necesario evaluar si la Directiva 96/71[…] sigue logrando el equilibrio adecuado entre la necesidad de fomentar la libre prestación de servicios y garantizar condiciones de competencia equitativas, por un lado, y la necesidad de proteger los derechos de los trabajadores desplazados, por otro. Con el fin de garantizar la aplicación uniforme de las normas y alcanzar una verdadera convergencia social, junto con la revisión de la Directiva 96/71[…] debe darse prioridad a la aplicación y ejecución de la Directiva 2014/67/UE del Parlamento Europeo y del Consejo[, de 15 de mayo de 2014, relativa a la garantía de cumplimiento de la Directiva 96/71 y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 1024/2012 relativo a la cooperación administrativa a través del Sistema de Información del Mercado Interior (Reglamento IMI) (DO 2014, L 159, p. 11)].

[…]

(6)      El principio de igualdad de trato y la prohibición de toda discriminación por razón de nacionalidad están consagrados en el Derecho de la Unión desde los Tratados fundacionales. El principio de igualdad de remuneración se ha aplicado mediante el Derecho derivado, no solo entre mujeres y hombres, sino también entre trabajadores con contratos de duración determinada y trabajadores con contratos indefinidos equiparables, entre trabajadores a tiempo parcial y trabajadores a tiempo completo y entre trabajadores de empresas de trabajo temporal y trabajadores equiparables de la empresa usuaria. Esos principios incluyen la prohibición de cualquier medida que discrimine directa o indirectamente por razón de la nacionalidad. Al aplicar estos principios se ha de tener en cuenta la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea pertinente.

[…]

(9)      El desplazamiento es una situación temporal por naturaleza. Los trabajadores desplazados suelen regresar al Estado miembro desde el que fueron desplazados tras concluir el trabajo para el que fueron desplazados. Sin embargo, en vista de la larga duración de algunos desplazamientos y reconociendo el vínculo existente entre el mercado de trabajo del Estado miembro de acogida y los trabajadores desplazados durante esos largos períodos, en caso de que los desplazamientos se prolonguen durante más de 12 meses, los Estados miembros de acogida deben velar por que las empresas que desplazan trabajadores a su territorio garanticen a dichos trabajadores un conjunto de condiciones de trabajo adicionales que se aplican obligatoriamente a los trabajadores en el Estado miembro donde se efectúa el trabajo. Este período debe prorrogarse cuando el prestador del servicio presente una notificación motivada.

(10)      Es necesario garantizar una mayor protección de los trabajadores para salvaguardar la libre prestación de servicios en condiciones equitativas tanto a corto como a largo plazo, en particular evitando que se vulneren los derechos garantizados por los Tratados. Sin embargo, las normas que garantizan a los trabajadores esa protección no pueden afectar a la potestad de las empresas que desplazan trabajadores al territorio de otro Estado miembro de acogerse al derecho de libre prestación de servicios, incluso en los casos en los que el desplazamiento supere los doce o, en su caso, 18 meses. Toda disposición aplicable a los trabajadores desplazados en el contexto de un desplazamiento superior a doce o, en su caso, 18 meses debe, por tanto, ser compatible con dicha libertad. De conformidad con una jurisprudencia consolidada, las restricciones a la libre prestación de servicios solo son admisibles si están justificadas por razones imperiosas de interés general y si son proporcionadas y necesarias.

(11)      Cuando la duración del desplazamiento supere los 12 o, en su caso, 18 meses, el conjunto de condiciones de trabajo adicionales cuyo cumplimiento deben garantizar las empresas que desplazan trabajadores al territorio de otro Estado miembro debe aplicarse también a los trabajadores desplazados para sustituir a otros trabajadores desplazados que realicen el mismo trabajo en el mismo lugar, a fin de garantizar que las sustituciones no se utilicen para eludir las normas aplicables.»

11      Los considerandos 16 a 19 de esta Directiva tienen el tenor siguiente:

«(16)      En un mercado interior realmente integrado y competitivo, las empresas compiten sobre la base de factores como la productividad, la eficiencia y el nivel de educación y de capacitación de la mano de obra, así como la calidad de sus bienes y servicios y su grado de innovación.

(17)      Compete a los Estados miembros fijar normas sobre remuneración de conformidad con su legislación o las prácticas nacionales. La fijación de los salarios es competencia exclusiva de los Estados miembros y los interlocutores sociales. Debe prestarse especial atención a que no se menoscaben los sistemas nacionales de fijación de los salarios ni la libertad de las partes implicadas.

(18)      Para comparar la remuneración abonada a un trabajador desplazado con la remuneración adeudada de conformidad con la legislación o las prácticas nacionales del Estado miembro de acogida, se debe tener en cuenta el importe bruto de la remuneración. Deben compararse los importes totales brutos de la remuneración, más que los elementos individuales constitutivos de la remuneración que se hayan convertido en obligatorios según lo dispuesto en la presente Directiva. Sin embargo, con el fin de garantizar la transparencia y de ayudar a las autoridades y organismos competentes en su labor de comprobación y control, es necesario que los elementos constitutivos de la remuneración puedan identificarse con suficiente detalle, de acuerdo con la legislación o las prácticas nacionales del Estado miembro desde el que ha sido desplazado el trabajador. Salvo que los complementos específicos por desplazamiento correspondan a gastos efectivamente realizados como consecuencia del desplazamiento, tales como gastos de viaje, alojamiento y manutención, deben ser considerados parte de la remuneración y deben tenerse en cuenta a efectos de comparación de los importes totales brutos de la remuneración.

(19)      Los complementos específicos por desplazamiento tienen a menudo varios fines. Cuando tienen por objeto el reembolso de gastos realizados a causa del desplazamiento, tales como gastos de viaje, alojamiento y manutención, no deben considerarse parte de la remuneración. Corresponde a los Estados miembros, de conformidad con su legislación o prácticas nacionales, establecer normas sobre el reembolso de esos gastos. El empresario debe reembolsar a los trabajadores desplazados estos gastos de conformidad con la legislación o las prácticas nacionales aplicables a la relación laboral.»

12      A tenor del considerando 24 de dicha Directiva:

«La presente Directiva establece un marco equilibrado en materia de libertad de prestación de servicios y de protección de los trabajadores desplazados, que es no discriminatorio, transparente y proporcionado, a la vez que respetuoso con la diversidad de los sistemas nacionales de relaciones laborales. La presente Directiva no impedirá la aplicación de condiciones de trabajo más favorables para los trabajadores desplazados.»

13      El artículo 1, apartado 1, letra b), de la Directiva impugnada introduce los apartados 1 y 1 bis en el artículo 1 de la Directiva 96/71:

«1.      La [Directiva 96/71] garantizará la protección de los trabajadores desplazados durante su desplazamiento, en lo que se refiere a la libre prestación de servicios, estableciendo disposiciones obligatorias sobre las condiciones de trabajo y la protección de la salud y la seguridad de los trabajadores que deben respetarse.

1 bis.            La [Directiva 96/71] no afectará en modo alguno al ejercicio de los derechos fundamentales reconocidos en los Estados miembros y a escala de la Unión, incluyendo el derecho o la libertad de huelga o de emprender otras acciones contempladas en los sistemas de relaciones laborales específicos de los Estados miembros, de conformidad con la legislación o las prácticas nacionales. Tampoco afecta al derecho a negociar, concluir y hacer cumplir convenios colectivos o llevar a cabo acciones colectivas conforme a la legislación o las prácticas nacionales.»

14      El artículo 1, apartado 2, letra a), de la Directiva impugnada modifica el artículo 3, apartado 1, párrafo primero, letra c), de la Directiva 96/71, añade las letras h) e i) en este párrafo e inserta un tercer párrafo a este artículo 3, apartado 1, del siguiente modo:

«1.      Los Estados miembros velarán por que, cualquiera que sea la legislación aplicable a la relación laboral, las empresas mencionadas en el artículo 1, apartado 1, garanticen a los trabajadores desplazados en su territorio, sobre la base de la igualdad de trato, las condiciones de trabajo que en el Estado miembro donde se efectúe el trabajo estén establecidas, relativas a las materias siguientes:

–        por disposiciones legales, reglamentarias o administrativas,

–        por convenios colectivos o laudos arbitrales declarados de aplicación universal o de cualquier otro modo de aplicación, de conformidad con el apartado 8:

[…]

c)      la remuneración, incluido el incremento por horas extraordinarias; la presente letra no se aplicará a los regímenes complementarios de jubilación;

[…]

h)      las condiciones de alojamiento de los trabajadores, cuando el empleador se las proporcione a trabajadores que se encuentren fuera de su lugar de trabajo habitual;

i)      los complementos o los reembolsos en concepto de gastos de viaje, alojamiento y manutención previstos para los trabajadores que están fuera de su domicilio por motivos profesionales.

[…]

A los efectos de la [Directiva 96/71], el concepto de remuneración vendrá determinado por la legislación o las prácticas nacionales del Estado miembro en cuyo territorio esté desplazado el trabajador y comprenderá todos los elementos constitutivos de la remuneración obligatorios en virtud de las disposiciones legales, reglamentarias o administrativas nacionales o de los convenios colectivos o los laudos arbitrales que, en dicho Estado miembro, hayan sido declarados de aplicación universal o de cualquier otro modo de aplicación, de conformidad con el apartado 8.»

15      El artículo 1, apartado 2, letra b), de la Directiva impugnada incorpora un apartado 1 bis en el artículo 3 de la Directiva 96/71, redactado así:

«Con independencia de la legislación aplicable a la relación laboral, cuando la duración efectiva de un desplazamiento sea superior a 12 meses, los Estados miembros velarán por que las empresas mencionadas en el artículo 1, apartado 1, garanticen a los trabajadores que estén desplazados en su territorio, sobre la base de la igualdad de trato, además de las condiciones de trabajo contempladas en el apartado 1 del presente artículo, todas las condiciones de trabajo aplicables que estén establecidas en el Estado miembro donde se efectúe el trabajo:

–        por disposiciones legales, reglamentarias o administrativas,

–        por convenios colectivos o laudos arbitrales declarados de aplicación universal o de cualquier otro modo de aplicación, de conformidad con el apartado 8.

El párrafo primero del presente apartado no se aplicará a las siguientes materias:

a)      los procedimientos, formalidades y condiciones de celebración y de resolución del contrato de trabajo, con inclusión de las cláusulas de no competencia;

b)      los regímenes complementarios de jubilación.

Cuando el prestador de servicios presente una notificación motivada, el Estado miembro en que se preste el servicio ampliará el período previsto en el párrafo primero a 18 meses.

Cuando una empresa contemplada en el artículo 1, apartado 1, sustituya a un trabajador desplazado por otro trabajador desplazado que realice el mismo trabajo en el mismo lugar, la duración del desplazamiento será, a efectos del presente apartado, la duración acumulada de los períodos de desplazamiento de cada uno de los trabajadores desplazados de que se trate.

El concepto de “mismo trabajo en el mismo lugar” contemplado en el párrafo cuarto del presente apartado se determinará teniendo en cuenta, entre otras cosas, la naturaleza del servicio que se preste, el trabajo que se realice y la dirección o direcciones del lugar de trabajo.»

16      De acuerdo con el artículo 1, apartado 2, letra c), de la Directiva impugnada, el artículo 3, apartado 7, de la Directiva 96/71 queda redactado de este modo:

«Lo dispuesto en los apartados 1 a 6 no impedirá la aplicación de condiciones de trabajo más favorables para los trabajadores.

Los complementos específicos por desplazamiento serán considerados parte de la remuneración, en la medida en que no se abonen como reembolso de los gastos efectivamente realizados a causa del desplazamiento, tales como gastos de viaje, alojamiento o manutención. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1, párrafo primero, letra i), el empresario reembolsará a los trabajadores desplazados estos gastos de conformidad con la legislación o las prácticas nacionales aplicables a la relación laboral.

En caso de que las condiciones de trabajo aplicables a la relación laboral no indiquen si los elementos del complemento específico por desplazamiento se abonan en concepto de reembolso de gastos efectivamente realizados a causa del desplazamiento o como parte de la remuneración y, en su caso, cuáles son esos elementos, se considerará que la totalidad del complemento se abona en concepto de reembolso de gastos.»

17      El artículo 3, apartado 3, de la Directiva impugnada dispone:

«La presente Directiva se aplicará al sector del transporte por carretera a partir de la fecha de aplicación de un acto legislativo que modifique la Directiva 2006/22/CE [del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 2006, sobre las condiciones mínimas para la aplicación de los Reglamentos del Consejo (CEE) n.os 3820/85 y 3821/85 en lo que respecta a la legislación social relativa a las actividades de transporte por carretera y por la que se deroga la Directiva 88/599/CEE del Consejo (DO 2006, L 102, p. 35)] en lo relativo a los requisitos de control del cumplimiento y que establezca normas específicas con respecto a la Directiva 96/71[…] y la Directiva 2014/67[…] para el desplazamiento de conductores en el sector del transporte por carretera.»

C.      Normativa en materia de ley aplicable a las obligaciones contractuales

18      El considerando 40 del Reglamento (CE) n.º 593/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 17 de junio de 2008, sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I) (DO L 177, p. 6) (en lo sucesivo, «Reglamento “Roma I”»), tiene la siguiente redacción:

«Deben evitarse situaciones en que haya dispersión de las normas de conflicto de leyes entre varios instrumentos, así como las diferencias entre esas normas. El presente Reglamento, sin embargo, no debe excluir la posibilidad de incluir normas de conflicto de leyes relativas a obligaciones contractuales en disposiciones de Derecho [de la Unión] en relación con materias específicas.

El presente Reglamento se entiende sin perjuicio de la aplicación de otros instrumentos que establezcan disposiciones destinadas a contribuir al correcto funcionamiento del mercado interior, en la medida en que no puedan aplicarse junto con la ley designada por el presente Reglamento. […]»

19      Con arreglo al artículo 8 de este Reglamento, titulado «Contratos individuales de trabajo»:

«1.      El contrato individual de trabajo se regirá por la ley que elijan las partes de conformidad con el artículo 3. No obstante, dicha elección no podrá tener por resultado el privar al trabajador de la protección que le aseguren las disposiciones que no pueden excluirse mediante acuerdo en virtud de la ley que, a falta de elección, habrían sido aplicables en virtud de los apartados 2, 3 y 4 del presente artículo.

2.      En la medida en que la ley aplicable al contrato individual de trabajo no haya sido elegida por las partes, el contrato se regirá por la ley del país en el cual o, en su defecto, a partir del cual el trabajador, en ejecución del contrato, realice su trabajo habitualmente. No se considerará que cambia el país de realización habitual del trabajo cuando el trabajador realice con carácter temporal su trabajo en otro país.

[…]»

20      Según el artículo 9 del citado Reglamento:

«1.      Una ley de policía es una disposición cuya observancia un país considera esencial para la salvaguardia de sus intereses públicos, tales como su organización política, social o económica, hasta el punto de exigir su aplicación a toda situación comprendida dentro de su ámbito de aplicación, cualquiera que fuese la ley aplicable al contrato según el presente Reglamento.

2.      Las disposiciones del presente Reglamento no restringirán la aplicación de las leyes de policía de la ley del foro.

3.      También podrá darse efecto a las leyes de policía del país en que las obligaciones derivadas del contrato tienen que ejecutarse o han sido ejecutadas en la medida en que dichas leyes de policía hagan la ejecución del contrato ilegal. Para decidir si debe darse efecto a estas disposiciones imperativas, se tendrá en cuenta su naturaleza y su objeto, así como las consecuencias que se derivarían de su aplicación o de su inaplicación.»

21      El artículo 23 del citado Reglamento, con la rúbrica «Relaciones con otras disposiciones de Derecho [de la Unión]», dispone:

«Con excepción del artículo 7, el presente Reglamento se entenderá sin perjuicio de la aplicación de disposiciones del Derecho [de la Unión] que, en materias concretas, regulen las normas de conflicto de leyes relativas a las obligaciones contractuales.»

II.    Pretensiones de las partes y procedimiento ante el Tribunal de Justicia

22      La República de Polonia solicita al Tribunal de Justicia que:

–        Con carácter principal:

–        Anule la disposición del artículo 1, apartado 2, letra a), de la Directiva impugnada, que contiene la redacción del nuevo artículo 3, apartado 1, párrafo primero, letra c), y del nuevo artículo 3, apartado 1, párrafo tercero, de la Directiva 96/71.

–        Anule el artículo 1, apartado 2, letra b), de la Directiva impugnada, que contiene el texto del artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71.

–        Anule el artículo 3, apartado 3, de la Directiva impugnada.

–        Subsidiariamente, anule la Directiva impugnada.

–        Condene en costas al Parlamento y al Consejo de la Unión Europea.

23      El Parlamento y el Consejo solicitan al Tribunal de Justicia que desestime el recurso y condene en costas a la República de Polonia.

24      Mediante resolución del Presidente del Tribunal de Justicia de 2 de abril de 2019, se admitió la intervención de la República Federal de Alemania, de la República Francesa, del Reino de los Países Bajos y de la Comisión Europea en apoyo de las pretensiones del Parlamento y del Consejo.

25      Mediante resolución del Presidente del Tribunal de Justicia de 2 de abril de 2019, se admitió la intervención del Reino de Suecia en apoyo de las pretensiones del Consejo.

III. Sobre el recurso

26      La República de Polonia formula, con carácter principal, pretensiones dirigidas contra diferentes disposiciones de la Directiva impugnada y, subsidiariamente, pretensiones mediante las que solicita la anulación de esta Directiva en su totalidad.

27      El Parlamento considera que las pretensiones formuladas con carácter principal no son admisibles, ya que las disposiciones impugnadas no pueden disociarse del resto de las disposiciones de la Directiva impugnada.

A.      Sobre la admisibilidad de las pretensiones formuladas con carácter principal

28      Es preciso recordar que la anulación parcial de un acto de la Unión solo es posible en la medida en que los elementos cuya anulación se solicita sean separables del resto del acto. A este respecto, el Tribunal de Justicia ha declarado en repetidas ocasiones que no se cumple dicha exigencia cuando la anulación parcial de un acto tendría como efecto modificar la esencia de este (sentencias de 12 de noviembre de 2015, Reino Unido/Parlamento y Consejo, C‑121/14, EU:C:2015:749, apartado 20, y de 9 de noviembre de 2017, SolarWorld/Consejo, C‑204/16 P, EU:C:2017:838, apartado 36).

29      Así, verificar si ciertos elementos de un acto de la Unión son separables requiere examinar el alcance de los mismos, a fin de apreciar si su anulación modificaría el espíritu y la esencia de dicho acto (sentencias de 12 de noviembre de 2015, Reino Unido/Parlamento y Consejo, C‑121/14, EU:C:2015:749, apartado 21, y de 9 de noviembre de 2017, SolarWorld/Consejo, C‑204/16 P, EU:C:2017:838, apartado 37).

30      Por otra parte, la cuestión de si una anulación parcial modificaría la esencia del acto impugnado constituye un criterio objetivo y no un criterio subjetivo ligado a la voluntad política de la institución que ha adoptado el acto controvertido (sentencias de 30 de marzo de 2006, España/Consejo, C‑36/04, EU:C:2006:209, apartado 14, y de 29 de marzo de 2012, Comisión/Estonia, C‑505/09 P, EU:C:2012:179, apartado 121).

31      Tanto el artículo 1, apartado 2, letra a), como el artículo 1, apartado 2, letra b), de la Directiva impugnada introducen modificaciones en la Directiva 96/71, por una parte, sustituyendo el concepto de «cuantías de salario mínimo» por el de «remuneración» en el artículo 3, apartado 1, párrafo primero, letra c), de esta última Directiva y, por otra parte, al insertar el artículo 3, apartado 1 bis, en dicha Directiva, que establece un régimen específico para los desplazamientos de una duración superior, como regla general, a doce meses.

32      Las dos nuevas reglas introducidas por estas disposiciones de la Directiva impugnada suponen modificaciones importantes del régimen de los trabajadores desplazados definido por la Directiva 96/71. Se trata de las principales modificaciones de este régimen, que alteran el equilibrio de los intereses fijado inicialmente.

33      Así pues, la anulación de las citadas disposiciones de la Directiva impugnada afectaría a la propia esencia de esta, ya que pueden percibirse como el núcleo del nuevo régimen de los desplazamientos establecido por el legislador de la Unión (véase, por analogía, la sentencia de 30 de marzo de 2006, España/Consejo, C‑36/04, EU:C:2006:209, apartado 16).

34      En consecuencia, las pretensiones formuladas a título principal y por las que se solicita la anulación del artículo 1, apartado 2, letra a), y del artículo 1, apartado 2, letra b), de la Directiva impugnada no son admisibles, ya que estas disposiciones no pueden separarse del resto de las que conforman esta Directiva.

35      Por el contrario, dado que el artículo 3, apartado 3, de la Directiva impugnada, al que también se refieren las pretensiones formuladas a título principal, se limita a establecer que esta se aplicará al sector del transporte por carretera a partir de la fecha de aplicación de un acto legislativo específico, la anulación de esta disposición no afectaría a la esencia de esta Directiva.

36      En la medida en que el tercer motivo de recurso, referido específicamente a esta disposición, coincide con las pretensiones formuladas con carácter principal y con las formuladas subsidiariamente, se dará respuesta al mismo al examinar estas últimas pretensiones.

B.      Sobre las pretensiones formuladas subsidiariamente

37      Para fundamentar sus pretensiones, la República de Polonia formula tres motivos basados, respectivamente, en una infracción del artículo 56 TFUE por el artículo 1, apartado 2, letras a) y b), de la Directiva impugnada; en la elección de una base jurídica incorrecta al adoptar esta Directiva, y en la improcedente inclusión del sector del transporte por carretera en el ámbito de aplicación de dicha Directiva.

38      Procede comenzar analizando el segundo motivo, ya que se refiere a la elección de la base jurídica de la Directiva impugnada y, en consecuencia, se trata de una cuestión previa al examen de los motivos dirigidos contra el contenido de la misma. Seguidamente se analizará el primer motivo y, por último, el tercero de ellos.

1.      Sobre el segundo motivo, basado en la elección de una base jurídica incorrecta para adoptar la Directiva impugnada

a)      Alegaciones de las partes

39      La República de Polonia expresa su disconformidad con la elección del artículo 53 TFUE, apartado 1, y del artículo 62 TFUE como base jurídica de la Directiva impugnada porque considera que esta, a diferencia de la Directiva 96/71, crea restricciones a la libre prestación de servicios por las empresas que desplazan trabajadores.

40      A este respecto, alega que el principal objetivo de la Directiva impugnada consiste en proteger a los trabajadores desplazados y que, en consecuencia, hubiera debido basarse en las disposiciones pertinentes del Tratado FUE en materia de política social.

41      Asimismo, sostiene que el objetivo del artículo 1, apartado 2, letras a) y b), de la Directiva impugnada no es el de facilitar el ejercicio de una actividad profesional por cuenta propia, el cual queda más bien socavado por estas disposiciones. La sustitución del concepto de «cuantías de salario mínimo» por el de «remuneración» y el nuevo régimen aplicable a los trabajadores desplazados por un período de tiempo superior a doce meses genera, a su juicio, restricciones injustificadas y desproporcionadas a la libre prestación de servicios. En consecuencia, considera contradictorio recurrir a la base jurídica aplicable a la armonización de esta libertad.

42      El Parlamento y el Consejo, apoyados por la República Federal de Alemania, la República Francesa, el Reino de los Países Bajos, el Reino de Suecia y la Comisión, rebaten la argumentación de la República de Polonia.

b)      Apreciación del Tribunal de Justicia

43      Es preciso comenzar recordando que la elección de la base jurídica de un acto de la Unión debe fundarse en elementos objetivos susceptibles de control judicial, entre los que figuran la finalidad y el contenido de dicho acto. Si el examen del acto en cuestión muestra que este persigue un doble objetivo o que tiene un componente doble y si uno de ellos puede calificarse de principal o preponderante, mientras que el otro solo es accesorio, dicho acto debe fundarse en una sola base jurídica, a saber, aquella que requiere el objetivo o el componente principal o preponderante (sentencia de 3 de diciembre de 2019, República Checa/Parlamento y Consejo, C‑482/17, EU:C:2019:1035, apartado 31 y jurisprudencia citada).

44      Asimismo, cabe señalar que puede tenerse en cuenta, para determinar la base jurídica adecuada, el contexto jurídico en que se inscribe una nueva normativa, en particular por cuanto tal contexto puede arrojar luz sobre la finalidad de dicha normativa (sentencia de 3 de diciembre de 2019, República Checa/Parlamento y Consejo, C‑482/17, EU:C:2019:1035, apartado 32).

45      De este modo, en el caso de una normativa que, como la Directiva impugnada, modifica una normativa existente, debe tenerse en cuenta igualmente, a efectos de la identificación de su base jurídica, la normativa existente que modifica y, en concreto, su objetivo y su contenido (sentencia de 3 de diciembre de 2019, República Checa/Parlamento y Consejo, C‑482/17, EU:C:2019:1035, apartado 42).

46      Asimismo, cuando un acto legislativo ya ha coordinado las legislaciones de los Estados miembros en un concreto ámbito de acción de la Unión, no cabe privar al legislador de la Unión de la posibilidad de adaptar ese acto a cualquier modificación de las circunstancias o a cualquier evolución de los conocimientos habida cuenta de que le incumbe la tarea de velar por la protección de los intereses generales reconocidos por el Tratado FUE y de tomar en consideración los objetivos transversales de la Unión recogidos en el artículo 9 de ese Tratado, entre los que figuran las exigencias relacionadas con la promoción de un nivel de empleo elevado y con la garantía de una protección social adecuada (véase, en este sentido, la sentencia de 21 de diciembre de 2016, AGET Iraklis, C‑201/15, EU:C:2016:972, apartado 78).

47      En efecto, el legislador de la Unión solo puede, en una situación semejante, cumplir correctamente su tarea de velar por que se protejan esos intereses generales y esos objetivos transversales de la Unión reconocidos por el Tratado si se le permite adaptar la legislación pertinente de la Unión a tales modificaciones o evoluciones (sentencia de 3 de diciembre de 2019, República Checa/Parlamento y Consejo, C‑482/17, EU:C:2019:1035, apartado 39 y jurisprudencia citada).

48      En segundo término, es preciso señalar que, cuando exista en los Tratados una disposición más específica que pueda constituir la base jurídica del acto controvertido, este debe fundarse en esa disposición (sentencia de 12 de febrero de 2015, Parlamento/Consejo, C‑48/14, EU:C:2015:91, apartado 36 y jurisprudencia citada).

49      En tercer término, de la lectura conjunta del artículo 53 TFUE, apartado 1, y del artículo 62 TFUE, se desprende que el legislador de la Unión es competente para aprobar directivas dirigidas, en particular, a coordinar disposiciones legislativas, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros relativas al acceso a las actividades de prestaciones de servicios y al ejercicio de estas, para facilitar el acceso a estas actividades y su ejercicio.

50      En consecuencia, estas disposiciones habilitan al legislador de la Unión para coordinar las normativas nacionales que pueden, como consecuencia de su propia disparidad, obstaculizar la libre prestación de servicios entre Estados miembros.

51      No obstante, no cabe deducir de lo anterior que, al coordinar tales normativas, el legislador de la Unión no deba también velar por que se respete el interés general, perseguido por los diferentes Estados miembros, y los objetivos, consagrados en el artículo 9 TFUE, que la Unión debe tomar en consideración al definir y ejecutar sus políticas y acciones, entre los que figuran las exigencias recordadas en el apartado 46 de la presente sentencia.

52      Por lo tanto, si se cumplen los requisitos para recurrir al artículo 53 TFUE, apartado 1, interpretado conjuntamente con el artículo 62 TFUE, como base jurídica, no puede impedirse al legislador de la Unión que se funde en esta base jurídica por el hecho de que también haya tomado en consideración tales exigencias (véanse, en este sentido, las sentencias de 13 de mayo de 1997, Alemania/Parlamento y Consejo, C‑233/94, EU:C:1997:231, apartado 17, y de 4 de mayo de 2016, Philip Morris Brands y otros, C‑547/14, EU:C:2016:325, apartado 60 y jurisprudencia citada).

53      De ello se sigue que las medidas de coordinación adoptadas por el legislador de la Unión con fundamento en el artículo 53 TFUE, apartado 1, interpretado conjuntamente con el artículo 62 TFUE, no solo deben tener por objeto facilitar el ejercicio de la libre prestación de servicios, sino también garantizar, en su caso, la protección de otros intereses fundamentales a los que esta libertad puede afectar (véase, en este sentido, la sentencia de 4 de mayo de 2016, Philip Morris Brands y otros, C‑547/14, EU:C:2016:325, apartado 60 y jurisprudencia citada).

54      En el presente asunto, debe señalarse que, dado que la Directiva impugnada modifica determinadas disposiciones de la Directiva 96/71 o inserta en la misma nuevas disposiciones, esta última Directiva forma parte del contexto jurídico de la Directiva impugnada, tal como de ello dan prueba, en particular, sus considerandos 1 y 4 en los que se lee, en el primero de ellos, que la Unión profundiza en los principios fundamentales del mercado interior que son la libre circulación de los trabajadores, la libertad de establecimiento y la libre prestación de servicios, que tienen por objeto garantizar la igualdad de condiciones para todas las empresas y el respeto de los derechos de los trabajadores y, en el segundo de ellos, que, más de veinte años después de su adopción, es necesario evaluar si la Directiva 96/71 sigue logrando el equilibrio adecuado entre la necesidad de fomentar la libre prestación de servicios y garantizar condiciones de competencia equitativas, por un lado, y la necesidad de proteger los derechos de los trabajadores desplazados, por otro.

55      En primer lugar y por lo que se refiere a su objetivo, la Directiva impugnada, tomada conjuntamente con la Directiva que modifica, tiende a establecer un equilibrio entre dos intereses, esto es, garantizar a las empresas de todos los Estados miembros la posibilidad de ofrecer prestaciones de servicios dentro del mercado interior desplazando trabajadores del Estado miembro en el que están establecidas al Estado miembro en el que realizan sus prestaciones, por una parte, y proteger los derechos de los trabajadores desplazados, por otra.

56      Para ello, el legislador de la Unión pretendía, al aprobar la Directiva impugnada, garantizar la libre prestación de servicios en condiciones equitativas, esto es, dentro de un marco normativo que haga que la competencia no se base en la aplicación, en un mismo Estado miembro, de condiciones de trabajo y de empleo de un nivel sustancialmente diferente dependiendo de si el empresario está o no establecido en ese Estado miembro, ofreciendo al mismo tiempo una mayor protección a los trabajadores desplazados, la cual constituye, como se indica en el considerando 10 de esta Directiva, el medio de «salvaguardar la libre prestación de servicios en condiciones equitativas».

57      Con ese objeto, dicha Directiva pretende acercar lo más posible las condiciones de trabajo y de empleo de los trabajadores desplazados y las de los trabajadores empleados por empresas establecidas en el Estado miembro de acogida y reforzar, de este modo, la protección de los trabajadores desplazados en ese Estado miembro.

58      En segundo lugar y por lo que se refiere a su contenido, la Directiva impugnada busca, en particular a través de las disposiciones criticadas por la República de Polonia, que se preste una mayor atención a la protección de los trabajadores desplazados, siempre con el fin de garantizar el ejercicio equitativo de la libre prestación de servicios en el Estado miembro de acogida.

59      En el marco de esta lógica, en primer término, el artículo 1, apartado 1, de esta Directiva modifica el artículo 1 de la Directiva 96/71, al insertar, por una parte, un apartado 1, que inscribe dentro del objeto de la misma la garantía de la protección de los trabajadores desplazados durante su desplazamiento, y, por otra parte, un apartado 1 bis, que precisa que la Directiva 96/71 no afectará en modo alguno al ejercicio de los derechos fundamentales reconocidos en los Estados miembros y a escala de la Unión.

60      En segundo término, el artículo 1, apartado 2, letra a), de la Directiva impugnada introduce cambios en el artículo 3, apartado 1, de la Directiva 96/71 al hacer referencia a la igualdad de trato como fundamento de la garantía que debe reconocerse a los trabajadores desplazados en materia de condiciones de trabajo y de empleo. Extiende la lista de las materias a las que se refiere esta garantía, por una parte, a las condiciones de alojamiento de los trabajadores cuando su empresario ofrezca una vivienda a los trabajadores que se encuentren fuera de su lugar de trabajo habitual y, por otra parte, a los complementos o los reembolsos en concepto de gastos de viaje, alojamiento y manutención previstos para los trabajadores que están fuera de su domicilio por motivos profesionales. Asimismo, en el artículo 3, apartado 1, párrafo primero, letra c), de la Directiva 96/71, tal como quedó modificada por la Directiva impugnada (en lo sucesivo, «Directiva 96/71 modificada»), el concepto de «remuneración» sustituye al de «cuantías de salario mínimo».

61      En tercer término, la Directiva impugnada crea una gradación en la aplicación de las condiciones de trabajo y de empleo del Estado miembro de acogida al imponer, mediante la inserción de un artículo 3, apartado 1 bis, en la Directiva 96/71, la aplicación de casi todas estas condiciones cuando la duración efectiva de un desplazamiento sea superior, como regla general, a doce meses.

62      De lo anterior se deduce que, en contra de la argumentación expuesta por la República de Polonia, la Directiva impugnada permite reforzar la libre prestación de servicios en condiciones equitativas, que es el objetivo principal que persigue, en la medida en que garantiza que las condiciones de trabajo y de empleo de los trabajadores desplazados se parecerán lo más posible a las de los trabajadores empleados por empresas establecidas en el Estado miembro de acogida, reconociendo al mismo tiempo que tales trabajadores desplazados disfrutarán en ese Estado miembro de condiciones de trabajo y de empleo más protectoras que las previstas por la Directiva 96/71.

63      En tercer lugar, si bien la Directiva 96/71 contempla, en su considerando 1, la supresión entre los Estados miembros de los obstáculos a la libre circulación de personas y servicios, en su considerando 5 precisa que la necesidad de fomentar la prestación transnacional de servicios requiere un marco de competencia leal y medidas que garanticen el respeto de los derechos de los trabajadores.

64      Esta es la perspectiva desde la que los considerandos 13 y 14 de esta Directiva anuncian la coordinación de las legislaciones de los Estados miembros para definir un «núcleo duro» de disposiciones imperativas de protección mínima que habrán de ser respetadas en el Estado miembro de acogida por los empresarios que desplacen trabajadores al mismo.

65      De ello se desprende que, desde su aprobación, la Directiva 96/71, al mismo tiempo que perseguía el objetivo de mejorar la libre prestación transnacional de servicios, tomaba en consideración la necesidad de garantizar una competencia que no se basara en la aplicación, en un mismo Estado miembro, de condiciones de trabajo y de empleo de un nivel sustancialmente diferente dependiendo de si el empresario está establecido o no en ese Estado miembro, y, en consecuencia, la protección de los trabajadores desplazados. En particular, el artículo 3 de esta Directiva enunciaba las condiciones de trabajo y de empleo del Estado miembro de acogida que los empresarios que desplazaban trabajadores a ese Estado miembro para prestar servicios en el mismo debían reconocerles.

66      Asimismo, debe recordarse que, tal como se menciona en los apartados 46 y 47 de la presente sentencia, el legislador de la Unión que adopta un acto legislativo no puede quedar privado de la facultad de adaptar ese acto a cualquier modificación de las circunstancias o a cualquier evolución de los conocimientos, habida cuenta de que le incumbe velar por que se protejan los intereses generales reconocidos por el Tratado FUE.

67      Pues bien, procede señalar, como parte del contexto jurídico más amplio en el marco del cual la Directiva impugnada fue aprobada, que el mercado interior ha experimentado cambios importantes desde la entrada en vigor de la Directiva 96/71, dentro de los cuales cabe destacar las sucesivas ampliaciones de la Unión en 2004, 2007 y 2013 que produjeron el efecto de permitir que participaran en ese mercado empresas de Estados miembros en los que, por regla general, eran aplicables condiciones de trabajo y de empleo alejadas de las aplicables en los demás Estados miembros.

68      Asimismo, como ha señalado el Parlamento, la Comisión apreció en su documento de trabajo SWD(2016) 52 final, de 8 de marzo de 2016, titulado «Evaluación de impacto que acompaña al documento Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo que modifica la Directiva 96/71/CE, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios» (en lo sucesivo «evaluación de impacto»), que la Directiva 96/71 había dado lugar a condiciones de competencia no equitativas entre empresas establecidas en un Estado miembro de acogida y empresas que desplazaban trabajadores a ese Estado miembro, y a una segmentación del mercado de trabajo debido a una diferenciación estructural de las normas salariales aplicables a sus respectivos trabajadores.

69      De este modo, habida cuenta del objetivo que perseguía la Directiva 96/71, esto es, permitir la libre prestación transnacional de servicios dentro del mercado interior en el marco de una competencia leal y garantizar el respeto de los derechos de los trabajadores, el legislador de la Unión, en atención a la evolución de las circunstancias y de los conocimientos expuesta en los anteriores apartados 67 y 68, podía basarse, para adoptar la Directiva impugnada, en la misma base jurídica a la que se recurrió para adoptar la Directiva 96/71. En efecto, para alcanzar en la mayor medida de lo posible este objetivo en un contexto que había cambiado, el legislador de la Unión podía considerar necesario adaptar el equilibrio en el que se basaba la Directiva 96/71 reforzando los derechos de los trabajadores desplazados en el Estado miembro de acogida, de forma que la competencia entre las empresas que desplazan trabajadores a ese Estado miembro y las establecidas en el mismo tenga lugar en condiciones más equitativas.

70      En estas circunstancias, no cabe sino rechazar la alegación de la República de Polonia según la cual las disposiciones del Tratado FUE pertinentes en materia de política social constituyen la base jurídica adecuada de la Directiva impugnada.

71      Por consiguiente, debe desestimarse el segundo motivo.

2.      Sobre el primer motivo, basado en una infracción del artículo 56 TFUE por el artículo 1, apartado 2, letras a) y b), de la Directiva impugnada

a)      Alegaciones de las partes

72      Mediante su primer motivo, la República de Polonia sostiene que la Directiva impugnada crea restricciones a la libre prestación de servicios contrarias al artículo 56 TFUE, en la medida en que introduce, en la Directiva 96/71, la obligación de los Estados miembros de garantizar a los trabajadores desplazados, por una parte, una remuneración de conformidad con la legislación o las prácticas del Estado miembro de acogida y, por otra parte, todas las condiciones de trabajo y de empleo conformes con esta legislación o estas prácticas cuando, fundamentalmente, la duración efectiva del traslado de un trabajador sea superior a doce meses.

73      En la primera parte de este motivo, la República de Polonia considera, en primer término, que la sustitución, en el artículo 3, apartado 1, párrafo primero, letra c), de la Directiva 96/71 modificada, del concepto de «cuantías de salario mínimo» por el de «remuneración» constituye una restricción discriminatoria a la libre prestación de servicios, en cuanto impone al prestador de servicios que emplea a trabajadores desplazados una carga económica y administrativa adicional.

74      Destaca que, de este modo, la citada disposición de la Directiva 96/71 modificada tiene por efecto eliminar la ventaja competitiva de los prestadores de servicios establecidos en otros Estados miembros derivada de unos niveles retributivos inferiores a los del Estado miembro de acogida.

75      En segundo término, la República de Polonia estima, por una parte, que la libre prestación de servicios garantizada en el artículo 56 TFUE no se basa en el principio de igualdad de trato, sino en la prohibición de discriminaciones y, por otra parte, que los prestadores de servicios extranjeros se encuentran en una situación diferente y más difícil que la de los prestadores establecidos en el Estado miembro de acogida por la razón principal de que deben atenerse a las reglas tanto de su Estado miembro de origen como de ese Estado miembro de acogida.

76      Afirma, asimismo, que los trabajadores desplazados se encuentran en una situación diferente de la de los trabajadores del Estado miembro de acogida, ya que su estancia en ese Estado miembro es temporal y no se integran en su mercado de trabajo, dado que conservan el centro de sus intereses en su país de residencia. Por lo tanto, la remuneración satisfecha a estos trabajadores debería permitirles cubrir el coste de la vida en este último país.

77      En tercer término, estima que las modificaciones introducidas por la Directiva impugnada no pueden considerarse justificadas por exigencias imperiosas de interés general ni proporcionadas, ya que los objetivos de protección de los trabajadores y de prevención de la competencia desleal habían sido tomados en consideración en la Directiva 96/71.

78      Basándose en el considerando 16 de la Directiva impugnada y en determinados pasajes de la evaluación de impacto, la República de Polonia señala que el legislador de la Unión considera que el beneficio de una ventaja competitiva resultante de unos costes inferiores de la mano de obra representa por sí solo una competencia desleal, aunque anteriormente no se calificara como tal.

79      A este respecto, la República de Polonia destaca que no cabe apreciar la existencia de una ventaja competitiva desleal cuando un prestador de servicios queda obligado a abonar a los trabajadores que desplaza a un Estado miembro un salario conforme con las reglas vigentes en ese Estado miembro.

80      En una segunda parte del primer motivo, la República de Polonia considera que, al establecer un mayor nivel de protección respecto de los trabajadores desplazados en el Estado miembro de acogida por un período de tiempo superior a doce meses, el artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71 modificada introduce una restricción a la libre prestación de servicios, que no está justificada ni es proporcionada.

81      A juicio de la República de Polonia, esta disposición impone cargas económicas y administrativas adicionales al prestador de servicios establecido en un Estado miembro diferente del Estado miembro de acogida y es contraria al principio de seguridad jurídica, habida cuenta de la ambigüedad derivada del hecho de que el legislador de la Unión no enumerara las normas del Estado miembro de acogida aplicables en virtud de dicha disposición.

82      Considera que el principio de igualdad de trato se aplica a las personas que han ejercido su derecho a la libre circulación, esto es, a las personas que tienen un empleo estable en el Estado miembro de acogida, pero que no es extrapolable por analogía a los trabajadores desplazados por un período de tiempo superior a doce meses en ese Estado miembro, y destaca que los trabajadores desplazados, por su parte, no se integran en el mercado de trabajo de dicho Estado miembro.

83      La República de Polonia estima que el artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71 modificada no respeta el artículo 9 del Reglamento «Roma I» y que esta Directiva no constituye una lex specialis, en el sentido del artículo 23 de este Reglamento.

84      Opina que la solución que impone el artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71 modificada es desproporcionada habida cuenta, por una parte, de que un gran número de condiciones de trabajo y de empleo ya están armonizadas en el seno de la Unión y, en consecuencia, los intereses de los trabajadores quedan suficientemente protegidos por la legislación del Estado miembro de origen, y, por otra parte, de la circunstancia de que el mecanismo de sustitución del trabajador desplazado, que se toma en consideración para calcular el período de doce meses por encima del cual se aplican casi todas las condiciones de trabajo y de empleo, no guarda relación con la situación del trabajador desplazado.

85      Por último, señala que la totalización de los períodos de desplazamiento, que pueden extenderse a lo largo de un elevado número de años, no lleva aparejada un plazo.

86      El Parlamento y el Consejo, apoyados por la República Federal de Alemania, el Reino de los Países Bajos, el Reino de Suecia y la Comisión, rebaten las alegaciones formuladas por la República de Polonia para fundamentar las dos partes del primer motivo.

b)      Apreciación del Tribunal de Justicia

1)      Observaciones preliminares

87      En primer lugar, es preciso recordar que el Tribunal de Justicia ha declarado que la prohibición de restricciones a la libre prestación de servicios se aplica no solo a las medidas nacionales, sino también a las medidas que emanan de las instituciones de la Unión (sentencia de 26 de octubre de 2010, Schmelz, C‑97/09, EU:C:2010:632, apartado 50 y jurisprudencia citada).

88      Sin embargo, y tal como resulta del apartado 53 de la presente sentencia, en materia de libre circulación de bienes, personas, servicios y capitales, las medidas adoptadas por el legislador de la Unión, ya se trate de medidas de armonización de las legislaciones de los Estados miembros o de medidas de coordinación de esas legislaciones, no solo tienen por objeto facilitar el ejercicio de alguna de estas libertades, sino que también se dirigen a garantizar, en su caso, la protección de otros intereses fundamentales reconocidos por la Unión a los que esa libertad puede afectar.

89      Así sucede en particular cuando, a través de medidas de coordinación dirigidas a facilitar la libre prestación de servicios, el legislador de la Unión toma en consideración el interés general perseguido por los diferentes Estados miembros y adopta un nivel de protección de este interés que parezca aceptable en la Unión (véase, por analogía, la sentencia de 13 de mayo de 1997, Alemania/Parlamento y Consejo, C‑233/94, EU:C:1997:231, apartado 17).

90      Pues bien, tal como se ha señalado en el apartado 56 de la presente sentencia, el legislador de la Unión pretendía, al adoptar la Directiva impugnada, garantizar la libre prestación de servicios en condiciones equitativas, esto es, en un marco normativo que permita que la competencia no se base en la aplicación, en un mismo Estado miembro, de condiciones de trabajo y de empleo de un nivel sustancialmente diferente dependiendo de si el empresario está o no establecido en ese Estado miembro, ofreciendo al mismo tiempo una mayor protección a los trabajadores desplazados, la cual por otra parte constituye, como se indica en el considerando 10 de esta Directiva, el medio de «salvaguardar la libre prestación de servicios en condiciones equitativas».

91      En segundo lugar, el juez de la Unión que conoce de un recurso de anulación interpuesto contra un acto legislativo dirigido a coordinar las legislaciones de los Estados miembros en materia de condiciones de trabajo y de empleo, como la Directiva impugnada, debe únicamente comprobar, en lo referente a la legalidad interna de ese acto, que este no infringe los Tratados UE y FUE, no vulnera los principios generales del Derecho de la Unión y no adolece de desviación de poder.

92      Pues bien, tanto el principio de igualdad de trato como el principio de proporcionalidad, invocados por la República de Polonia en el marco del presente motivo, forman parte de esos principios generales.

93      Por una parte, según reiterada jurisprudencia, el principio de igualdad de trato exige que no se traten de manera diferente situaciones comparables y que no se traten de manera idéntica situaciones diferentes, a no ser que dicho trato esté objetivamente justificado (sentencia de 3 de diciembre de 2019, República Checa/Parlamento y Consejo, C‑482/17, EU:C:2019:1035, apartado 164 y jurisprudencia citada).

94      Por otra parte, el principio de proporcionalidad exige que los medios que establece una disposición del Derecho de la Unión sean aptos para alcanzar los objetivos legítimos perseguidos por la normativa de que se trate y no vayan más allá de lo necesario para lograrlo (sentencia de 3 de diciembre de 2019, República Checa/Parlamento y Consejo, C‑482/17, EU:C:2019:1035, apartado 76 y jurisprudencia citada).

95      Por lo que se refiere al control judicial del cumplimiento de esos requisitos, el Tribunal de Justicia ha reconocido al legislador de la Unión, en el ejercicio de las competencias que se le han atribuido, una amplia facultad de apreciación en materias en las que ha de tomar decisiones de naturaleza política, económica y social y realizar apreciaciones y evaluaciones complejas. En consecuencia, no se trata de determinar si la medida adoptada en un ámbito de este tipo era la única o la mejor posible, pues solo el carácter manifiestamente inadecuado de una medida en relación con el objetivo que pretende conseguir la institución competente puede afectar a la legalidad de tal medida (sentencia de 3 de diciembre de 2019, República Checa/Parlamento y Consejo, C‑482/17, EU:C:2019:1035, apartado 77 y jurisprudencia citada).

96      Pues bien, no cabe duda de que está comprendida en un ámbito de esa índole la regulación, a escala de la Unión, del desplazamiento de trabajadores que tiene lugar en el marco de una prestación de servicios.

97      Por otra parte, la amplia facultad de apreciación del legislador de la Unión, que implica un control judicial limitado de su ejercicio, no se aplica exclusivamente a la naturaleza y al alcance de las disposiciones que hay que adoptar, sino también, en cierta medida, a la comprobación de los datos de base (sentencia de 3 de diciembre de 2019, República Checa/Parlamento y Consejo, C‑482/17, EU:C:2019:1035, apartado 78 y jurisprudencia citada).

98      Aunque exista una amplia facultad de apreciación, el legislador de la Unión está obligado a fundamentar su elección en criterios objetivos y a examinar si los objetivos perseguidos por la medida elegida pueden justificar consecuencias económicas negativas, incluso considerables, para determinados operadores. En efecto, en virtud del artículo 5 del Protocolo (n.º 2) sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, incorporado como anexo al Tratado UE y al Tratado FUE, los proyectos de actos legislativos tendrán debidamente en cuenta la necesidad de que cualquier carga que recaiga sobre los agentes económicos sea lo más reducida posible y proporcional al objetivo que se desea alcanzar (sentencia de 3 de diciembre de 2019, República Checa/Parlamento y Consejo, C‑482/17, EU:C:2019:1035, apartado 79 y jurisprudencia citada).

99      Por otro lado, incluso un control judicial de alcance limitado requiere que las instituciones de la Unión de las que emane el acto controvertido puedan demostrar ante el Tribunal de Justicia que el acto fue adoptado mediante un ejercicio efectivo de su facultad de apreciación, el cual supone la toma en consideración de todos los datos y circunstancias pertinentes de la situación que se haya pretendido regular mediante el acto en cuestión. De lo anterior resulta que dichas instituciones deben estar en condiciones, cuando menos, de aportar y exponer de manera clara e inequívoca los datos de base que debieron tenerse en cuenta para fundamentar las medidas del referido acto que son objeto de impugnación y de los que dependía el ejercicio de su facultad de apreciación (sentencia de 3 de diciembre de 2019, República Checa/Parlamento y Consejo, C‑482/17, EU:C:2019:1035, apartado 81 y jurisprudencia citada).

100    A la luz de estas consideraciones deben examinarse las dos partes del primer motivo.

2)      Sobre la primera parte del primer motivo, basada en la existencia de una restricción discriminatoria a la libre prestación de servicios

101    En primer lugar, la República de Polonia considera que la sustitución, en el artículo 3, apartado 1, párrafo primero, letra c), de la Directiva 96/71 modificada, del concepto de «cuantías de salario mínimo» por el de «remuneración» constituye una restricción discriminatoria a la libre prestación de servicios, en cuanto esta disposición impone a los prestadores de servicios que empleen a trabajadores desplazados una carga económica y administrativa adicional, que tiene por efecto eliminar la ventaja competitiva de prestadores establecidos en los Estados miembros que registran los niveles de remuneración más bajos.

102    Habida cuenta de la propia naturaleza de la Directiva 96/71 modificada, esto es, la de un instrumento de coordinación de las legislaciones de los Estados miembros en materia de condiciones de trabajo y de empleo, esta implica que los prestadores de servicios que desplazan trabajadores a un Estado miembro diferente del Estado en el que están establecidos quedan sujetos, no solo a la normativa de su Estado miembro de origen, sino también a la del Estado miembro de acogida de esos trabajadores.

103    La carga administrativa y económica adicional que dicha circunstancia pueda conllevar para esos prestadores se deriva de los objetivos que se perseguían al modificar la Directiva 96/71, la cual, en cuanto instrumento de coordinación de las legislaciones de los Estados miembros en materia de condiciones de trabajo y de empleo, implicaba —ya desde antes de esta modificación— que los prestadores de servicios que desplazaran trabajadores quedasen sujetos tanto a la normativa de su Estado miembro de origen como a la del Estado miembro de acogida.

104    Pues bien, tal como se ha señalado en los apartados 56 y 90 de la presente sentencia, el legislador de la Unión pretendió, al adoptar la Directiva impugnada, garantizar la libre prestación de servicios en condiciones equitativas, esto es, en un marco normativo que permita una competencia que no se base en la aplicación, en un mismo Estado miembro, de condiciones de trabajo y de empleo de un nivel sustancialmente diferente dependiendo de si el empresario está o no establecido en ese Estado miembro, ofreciendo al mismo tiempo una mayor protección a los trabajadores desplazados, la cual por otra parte constituye, como se indica en el considerando 10 de esta Directiva, el medio de «salvaguardar la libre prestación de servicios en condiciones equitativas».

105    De ello resulta que la Directiva impugnada, al garantizar una protección reforzada de los trabajadores desplazados, tiende a garantizar que se alcance la libre prestación de servicios dentro de la Unión en el marco de una competencia que no dependa de diferencias excesivas en lo tocante a las condiciones de trabajo y de empleo aplicadas, en un mismo Estado miembro, a las empresas de diferentes Estados miembros.

106    En este sentido y para alcanzar tal objetivo, la Directiva impugnada lleva a cabo un ajuste del equilibrio de los factores en los que las empresas establecidas en los diferentes Estados miembros pueden competir entre sí, sin por ello eliminar la eventual ventaja competitiva que pudieran tener los prestadores de servicios de determinados Estados miembros, ya que, en contra de lo sostenido por la República de Polonia, dicha Directiva no produce en absoluto el efecto de eliminar toda competencia basada en los costes. Así, ordena garantizar a los trabajadores desplazados que se aplique un conjunto de condiciones de trabajo y de empleo en el Estado miembro de acogida, entre las que se encuentran los elementos integrantes de la remuneración obligatorios en ese Estado. En consecuencia, esta Directiva no incide en los demás elementos de los costes de las empresas que desplazan a tales trabajadores, como son la productividad o la eficiencia de esos trabajadores, factores estos que se mencionan en su considerando 16.

107    Asimismo, es preciso destacar que la Directiva impugnada tiene por objeto tanto crear un «mercado interior realmente integrado y competitivo», según se expresa en su considerando 16, como alcanzar una «verdadera convergencia social» a través de la aplicación uniforme de normas en materia de condiciones de trabajo y de empleo, según se lee en su considerando 4.

108    De todo lo anterior se desprende que, para alcanzar los objetivos mencionados en el apartado 104 de la presente sentencia, el legislador de la Unión pudo considerar, sin crear una diferencia de trato injustificada entre los prestadores de servicios en función del Estado miembro en el que están establecidos, que el concepto de «remuneración» era más adecuado que el de «cuantías de salario mínimo», establecido por la Directiva 96/71.

109    En segundo lugar, la República de Polonia estima, primeramente, que la libre prestación de servicios que garantiza el artículo 56 TFUE no se basa en el principio de igualdad de trato, sino en la prohibición de discriminaciones.

110    Así, sostiene, fundamentalmente, que la Directiva impugnada impone indebidamente una igualdad de trato entre los trabajadores desplazados y los trabajadores empleados por empresas establecidas en el Estado miembro de acogida. Sin embargo, es preciso señalar que esta Directiva no implica tal igualdad entre estas dos categorías de trabajadores.

111    A este respecto, cabe afirmar que ni la sustitución del concepto de «cuantías de salario mínimo» por el de «remuneración», en el artículo 3, apartado 1, párrafo primero, letra c), de la Directiva 96/71 modificada, ni la aplicación a los trabajadores desplazados de las condiciones de trabajo y de empleo del Estado miembro de acogida por lo que se refiere a los reembolsos de los gastos de viaje, alojamiento y manutención de los trabajadores que están fuera de su domicilio por motivos profesionales, dan lugar a que se coloque a estos últimos en una situación idéntica o análoga a la de los trabajadores empleados por empresas establecidas en el Estado miembro de acogida.

112    En efecto, estas modificaciones no conllevan la aplicación de todas las condiciones de trabajo y de empleo del Estado miembro de acogida, ya que, en cualquier caso, solo algunas de estas resultan aplicables a dichos trabajadores en virtud del artículo 3, apartado 1, de la Directiva 96/71 modificada.

113    Pues bien, habida cuenta de las consideraciones expuestas en los apartado 67 de la presente sentencia, la República de Polonia no ha sido capaz de demostrar que las modificaciones introducidas por la Directiva impugnada en el artículo 3, apartado 1, párrafo primero, de la Directiva 96/71 fueran más allá de lo necesario para alcanzar el objetivo de la Directiva impugnada, esto es salvaguardar la libre prestación de servicios en condiciones equitativas y ofrecer una mayor protección a los trabajadores desplazados.

114    Seguidamente, la República de Polonia alega que los prestadores de servicios establecidos en otro Estado miembro se encuentran en una situación diferente y más difícil que la de los prestadores establecidos en el Estado miembro de acogida por la razón principal de que deben atenerse a las reglas tanto de su Estado miembro de origen como del Estado miembro de acogida.

115    Al igual que sucede con los trabajadores desplazados, la Directiva impugnada tampoco produce el efecto de situar a los prestadores de servicios establecidos en Estados miembros diferentes del Estado miembro de acogida en una situación comparable a la de los prestadores establecidos en ese último Estado, ya que los primeros solo deben reconocer a los trabajadores que emplean en este Estado algunas de las condiciones de trabajo y de empleo aplicables a los segundos.

116    Asimismo, como se ha recordado en los apartados 102 y 103 de la presente sentencia, la Directiva 96/71 modificada implica, por su propia naturaleza de instrumento de coordinación de las legislaciones de los Estados miembros en materia de condiciones de trabajo y de empleo, que los prestadores de servicios que desplazan trabajadores a un Estado miembro diferente del Estado en el que están establecidos quedan sujetos, no solo a la normativa de su Estado miembro de origen, sino también a la del Estado miembro de acogida de esos trabajadores.

117    Por lo que se refiere a la situación de los trabajadores desplazados que se caracteriza, según sostiene la República de Polonia, por el hecho de que su estancia en el Estado miembro de acogida es temporal y no se integran en su mercado de trabajo, cabe reconocer que es cierto que esos trabajadores ejercen sus funciones, durante un período determinado, en un Estado miembro diferente de aquel en el que residen habitualmente.

118    Por este motivo, el legislador de la Unión pudo razonablemente considerar apropiado que, durante ese período, la remuneración percibida por esos trabajadores sea, como prevé el artículo 3, apartado 1, párrafo primero, letra c), de la Directiva 96/71 modificada, la que se determine por las disposiciones del Estado miembro de acogida que tengan carácter obligatorio para que sea posible cubrir el coste de la vida en ese Estado miembro y no, en contra de lo sostenido por la República de Polonia, una remuneración que les permita cubrir el coste de la vida en su país de residencia habitual.

119    En tercer lugar, la República de Polonia estima que las modificaciones aportadas por la Directiva impugnada ni están justificadas por exigencias imperiosas de interés general ni son proporcionadas, ya que los objetivos de protección de los trabajadores y de prevención de la competencia desleal habían sido tomados en consideración en la Directiva 96/71.

120    Esta argumentación se basa en la tesis de que, mediante la Directiva impugnada, el legislador de la Unión consideraba que constituía una competencia desleal el beneficio de una ventaja competitiva derivada de unos costes de la mano de obra inferiores a los vigentes en el Estado miembro de acogida.

121    Ahora bien, aunque la Directiva impugnada amplía el catálogo de las condiciones de trabajo y de empleo que se aplican a los trabajadores desplazados en un Estado miembro diferente de aquel en el que desempeñan habitualmente su actividad, esta no genera el efecto de prohibir cualquier competencia basada en costes, en particular la derivada de las diferencias de productividad o de eficacia de esos trabajadores, mencionadas en el considerando 16 de esta Directiva.

122    Por otra parte, ningún pasaje de la Directiva impugnada califica de «desleal» la competencia que pudiera estar basada en tales diferencias. Esta Directiva tiene por objeto salvaguardar la libre prestación de servicios en condiciones equitativas garantizando la protección de los trabajadores desplazados, en particular mediante la aplicación a estos últimos de todos los elementos que integran la remuneración que resultan obligatorios en virtud de la normativa del Estado miembro de acogida.

123    Por consiguiente, debe desestimarse la primera parte del primer motivo.

3)      Sobre la segunda parte del primer motivo, basada en una restricción injustificada y desproporcionada de la libre prestación de servicios introducida en el artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71 modificada

124    En primer lugar, el artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71 modificada prevé que, cuando se desplaza a un trabajador durante más de 12 meses al Estado miembro de acogida, o más de 18 meses si el prestador de servicios presenta una notificación motivada, este último garantizará, sobre la base de la igualdad de trato, además de las condiciones de trabajo y de empleo contempladas en el artículo 3, apartado 1, de esta Directiva, todas las condiciones de trabajo y de empleo aplicables establecidas en ese Estado mediante disposiciones legales, reglamentarias o administrativas o por convenios colectivos o laudos arbitrales declarados de aplicación universal. Solo quedan excluidos del ámbito de aplicación del artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71 modificada, por una parte, los procedimientos, formalidades y condiciones de celebración y de resolución del contrato de trabajo, incluidas las cláusulas de no competencia y, por otra parte, los regímenes complementarios de jubilación.

125    Pues bien, habida cuenta de sus amplias facultades de apreciación, recordadas en los apartados 95 y 96 de la presente sentencia, el legislador de la Unión podía considerar, sin incurrir en un error manifiesto, que un desplazamiento de una duración tan amplia debía tener como consecuencia que la situación personal de los trabajadores desplazados afectados quedara en gran medida asimilada a la de los trabajadores empleados por empresas establecidas en el Estado miembro de acogida y justificaba que esos trabajadores desplazados de larga duración disfrutaran de casi todas las condiciones de trabajo y de empleo aplicables en este último Estado miembro.

126    En segundo lugar y por lo que se refiere a la alegación según la cual el artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71 modificada impone cargas económicas y administrativas adicionales al prestador de servicios establecido en un Estado miembro diferente del Estado miembro de acogida, resulta del apartado 102 de la presente sentencia que, habida cuenta de la propia naturaleza de la Directiva 96/71 modificada, esto es, la de un instrumento de coordinación de las legislaciones de los Estados miembros en materia de condiciones de trabajo y de empleo, esta implica que los prestadores de servicios que desplazan trabajadores por un período de tiempo superior a doce meses a un Estado miembro diferente del Estado en el que están establecidos quedan sujetos, no solo a la normativa de su Estado miembro de origen, sino también a la del Estado miembro de acogida de esos trabajadores.

127    Como se ha señalado en el anterior apartado 103, en la respuesta a la primera parte del primer motivo de recurso, la carga administrativa y económica adicional para esos prestadores que puede resultar de lo anterior es consecuencia de los objetivos perseguidos al modificar la Directiva 96/71, la cual, en cuanto instrumento de coordinación de las legislaciones de los Estados miembros en materia de condiciones de trabajo y de empleo, ya implicaba antes de ser modificada que los prestadores de servicios que desplazaban trabajadores quedaran sujetos a la normativa tanto de su Estado miembro de origen como del Estado miembro de acogida.

128    En tercer lugar y en relación con la alegación basada en la vulneración del principio de seguridad jurídica, habida cuenta de la ambigüedad derivada del hecho de que no se enumeren las normas del Estado miembro de acogida aplicables en virtud del artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71 modificada, es preciso señalar que esta disposición no adolece de ninguna ambigüedad, ya que impone la aplicación, en caso de desplazamiento de un trabajador por un período de tiempo superior a doce meses, de todas las condiciones de trabajo y de empleo del Estado miembro de acogida, con excepción de las que enuncia expresamente.

129    Además, el artículo 3, apartado 1, párrafo cuarto, de la Directiva 96/71 modificada prevé que los Estados miembros publicarán la información sobre los términos y las condiciones de trabajo, de conformidad con la legislación o las prácticas nacionales, sin demoras indebidas y de manera transparente, en el sitio web nacional oficial único a que se refiere el artículo 5 de la Directiva 2014/67, incluidas todas las condiciones de trabajo y de empleo de conformidad con el artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71 modificada.

130    En cuarto lugar, la República de Polonia invoca el artículo 9 del Reglamento «Roma I» y considera que la Directiva impugnada no constituye una lex specialis, en el sentido del artículo 23 de ese Reglamento.

131    Acerca de este último punto, debe señalarse que el artículo 8 del Reglamento «Roma I» establece, en su apartado 1, una regla general de conflicto de leyes aplicable a los contratos de trabajo que se inclina por la ley que elijan las partes de ese tipo de contrato y prevé, en su apartado 2, que, a falta de tal elección, el contrato individual de trabajo se regirá por la ley del país en el cual o, en su defecto, a partir del cual, el trabajador realice su trabajo habitualmente, sin que se considere que cambia ese país cuando el trabajador realice con carácter temporal su trabajo en otro país.

132    No obstante, el Reglamento «Roma I» prevé, en su artículo 23, que pueden establecerse excepciones a las reglas de conflictos de leyes contenidas en el mismo cuando se fijen en disposiciones del Derecho de la Unión reglas relativas a la ley aplicable a las obligaciones contractuales en determinadas materias, al tiempo que el considerando 40 de este Reglamento expone que dicho Reglamento no excluye la posibilidad de incluir normas de conflicto de leyes relativas a obligaciones contractuales en disposiciones del Derecho de la Unión relativas a materias específicas.

133    Pues bien, tanto por su naturaleza como por su contenido, el artículo 3, apartado 1, de la Directiva 96/71 modificada, por lo que se refiere a los trabajadores desplazados, y el artículo 3, apartado 1 bis, de la misma, en relación con los trabajadores desplazados por un período, en general, superior a doce meses, constituyen normas especiales de conflicto de leyes en el sentido del artículo 23 del Reglamento «Roma I».

134    Por otra parte, el proceso de elaboración del Reglamento «Roma I» prueba que su artículo 23 cubre la regla especial de conflicto de leyes que ya estaba prevista en el artículo 3, apartado 1, de la Directiva 96/71, ya que en la propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo sobre la ley aplicable a las obligaciones contractuales (Roma I) [COM(2005) 0650 final], de 15 de diciembre de 2005, la Comisión había incluido un anexo de normas especiales de conflicto de leyes establecidas en otras disposiciones del derecho de la Unión, entre las que figuraba esta Directiva.

135    Por último, si la República de Polonia considera que el artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71 modificada infringe el artículo 9 del Reglamento «Roma I», basta señalar que este último artículo, que debe ser interpretado restrictivamente, se refiere a las «leyes de policía» de los Estados miembros, esto es, a disposiciones imperativas cuya observancia un país considera esencial para la salvaguardia de sus intereses públicos (sentencia de 18 de octubre de 2016, Nikiforidis, C‑135/15, EU:C:2016:774, apartados 41 y 44). Ahora bien, no resulta de ninguno de los elementos de los autos en poder del Tribunal de Justicia que el artículo 3, apartado 1 bis, de la Directiva 96/71 modificada infringe tales leyes de policía.

136    En quinto lugar, la República de Polonia critica el mecanismo previsto en el artículo 3, apartado 1 bis, párrafo cuarto, de la Directiva 96/71 modificada, según el cual, cuando una empresa sustituya a un trabajador desplazado por otro trabajador desplazado que realice el mismo trabajo en el mismo lugar, la duración del desplazamiento será, a efectos del apartado 1 bis, la duración acumulada de los períodos de desplazamiento de cada uno de los trabajadores desplazados de que se trate. Asimismo, censura el hecho de que esta disposición no fije un límite temporal a la totalización de los períodos de desplazamiento.

137    Al establecer el mecanismo previsto en el artículo 3, apartado 1 bis, párrafo cuarto, de la Directiva 96/71 modificada, el legislador de la Unión hizo uso del amplio margen de apreciación del que disponía para garantizar que los operadores económicos no eludan el régimen instituido, cuando los trabajadores son desplazados por un período de tiempo superior a doce meses, como explicaron el Parlamento y el Consejo y como resulta del considerando 11 de la Directiva impugnada.

138    Habida cuenta del alcance de esta disposición, el hecho de que el mecanismo de totalización de los períodos de desplazamiento realizados por diferentes trabajadores tome en cuenta el puesto de trabajo y no la situación de esos trabajadores no puede afectar a la legalidad de dicha disposición, ya que la República de Polonia no precisó a este respecto qué disposición del Tratado FUE o qué principio general del Derecho de la Unión se infringe. Asimismo, la ausencia de límite temporal en relación con la totalización de los períodos de desplazamiento no lesiona el principio de seguridad jurídica, ya que esta misma disposición enuncia claramente y de forma precisa la prohibición que establece.

139    Por consiguiente, debe desestimarse la segunda parte del primer motivo y, junto con ella, este motivo en su totalidad.

3.      Sobre el tercer motivo, basado en la indebida inclusión del sector del transporte por carretera en el ámbito de aplicación de la Directiva impugnada

a)      Alegaciones de las partes

140    La República de Polonia alega que la Directiva impugnada se aplica indebidamente al sector del transporte por carretera ya que, en virtud del artículo 58 TFUE, la libre prestación de servicios, en materia de transportes se regirá por las disposiciones del título del Tratado FUE relativo a los transportes, de modo que el artículo 56 TFUE no resulta de aplicación.

141    Ese Estado miembro invoca la interpretación de la Comisión, según la cual se desprende de la redacción de la propuesta de directiva que culminó con la aprobación de la Directiva 96/71 que el sector de los transportes está excluido del ámbito de aplicación de las disposiciones aplicables al desplazamiento de trabajadores.

142    El Parlamento y el Consejo, apoyados por la República Federal de Alemania, el Reino de los Países Bajos, el Reino de Suecia y la Comisión, rebaten las alegaciones de la República de Polonia.

b)      Apreciación del Tribunal de Justicia

143    La República de Polonia considera que, al hacer aplicable la Directiva 96/71 modificada al sector del transporte por carretera a partir de la adopción de un acto legislativo específico, el artículo 3, apartado 3, de la Directiva impugnada vulnera el artículo 58 TFUE.

144    En virtud del artículo 58 TFUE, la libre prestación de servicios en materia de transportes se regirá por las disposiciones del título del Tratado FUE relativo a los transportes, integrado por los artículos 90 TFUE a 100 TFUE.

145    De ello se sigue que un servicio perteneciente al ámbito de los transportes, en el sentido del artículo 58 TFUE, apartado 1, está excluido del ámbito de aplicación del artículo 56 TFUE (sentencia de 20 de diciembre de 2017, Asociación Profesional Elite Taxi, C‑434/15, EU:C:2017:981, apartado 48).

146    Pues bien, el artículo 3, apartado 3, de la Directiva impugnada se limita a disponer que esta se aplicará al sector del transporte por carretera a partir de la fecha de aplicación de un acto legislativo que modifique la Directiva 2006/22, la cual tenía como base jurídica el artículo 71 CE, apartado 1, que forma parte de las disposiciones del título de Tratado CE relativo a los transportes y que se corresponde con el artículo 91 TFUE.

147    En consecuencia, el artículo 3, apartado 3, de la Directiva impugnada no tiene por objeto regular la libre prestación de servicios en el ámbito de los transportes y, por lo tanto, no puede ser contrario al artículo 58 TFUE.

148    Por consiguiente, debe desestimarse el tercer motivo y, con él, las pretensiones formuladas subsidiariamente.

 IV      Costas

149    A tenor del artículo 138, apartado 1, del Reglamento de Procedimiento del Tribunal de Justicia, la parte que haya visto desestimadas sus pretensiones será condenada en costas, si así lo hubiera solicitado la otra parte. Al haber solicitado el Parlamento y el Consejo la condena en costas de la República de Polonia y al haberse desestimado las pretensiones de esta, procede condenarla en costas.

150    De conformidad con el artículo 140, apartado 1, del mismo Reglamento, la República Federal de Alemania, la República Francesa, el Reino de los Países Bajos, el Reino de Suecia y la Comisión cargarán con sus propias costas como partes coadyuvantes en el litigio.

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Gran Sala) decide:

1)      Desestimar el recurso.

2)      Condenar a la República de Polonia a cargar con sus propias costas y con las del Parlamento Europeo y las del Consejo de la Unión Europea.

3)      La República Federal de Alemania, la República Francesa, el Reino de los Países Bajos, el Reino de Suecia y la Comisión Europea cargarán con sus propias costas.

10. CONCLUSIONES DEL ABOGADO GENERAL M. CAMPOS SÁNCHEZ-BORDONA, presentadas el 10 de diciembre de 2020(1)

ASUNTO C‑784/19
«TEAM POWER EUROPE» EOOD contra Direktor na Teritorialna direktsia na Natsionalna agentsia za prihodite — Varna

[Petición de decisión prejudicial planteada por el Administrativen sad — Varna (Tribunal de lo contencioso administrativo de Varna, Bulgaria)]

«Cuestión prejudicial — Desplazamiento de trabajadores — Seguridad social — Legislación aplicable — Reglamento (CE) n.º 883/2004 — Artículo 12, apartado 1 — Reglamento (CE) n.º 987/2009 — Artículo 14, apartado 2 — Empresa proveedora de trabajadores temporales — Carácter habitual del ejercicio de la actividad — Determinación del Estado miembro en el que el empleador ejerce normalmente sus actividades — Obligación de realizar una parte significativa de la actividad de cesión de trabajadores temporales en beneficio de empresas establecidas en el mismo Estado miembro»

1.        Las empresas de trabajo temporal (en lo sucesivo, «ETT») contratan trabajadores con la finalidad de ponerlos a disposición de otras empresas (en lo sucesivo, «usuarias o cesionarias»). En virtud de los contratos de puesta a disposición celebrados entre la ETT y la empresa usuaria, los trabajadores de la ETT, que mantienen su relación laboral con la propia ETT, quedan bajo el control y el poder de dirección de la usuaria.

2.        En el litigo que origina este reenvío prejudicial, el tribunal a quo ha de resolver a qué legislación de seguridad social está sujeto un trabajador búlgaro que una ETT, con sede en Bulgaria, ha puesto temporalmente a disposición de un empleador alemán.

3.        Para dilucidar esa cuestión, el órgano judicial de remisión insta al Tribunal de Justicia a interpretar el artículo 14, apartado 2, del Reglamento (CE) n.º 987/2009, (2) en relación con el artículo 12, apartado 1, del Reglamento (CE) n.º 883/2004. (3)

4.        La respuesta a sus dudas requiere precisar cuál es, exactamente, la naturaleza de las actividades significativas de las ETT. Más en especial, habrá que trazar la divisoria entre las «actividades sustanciales» y las «actividades de mera gestión interna» de este tipo de empresas.

5.        Con esas dos expresiones, el legislador de la Unión acogió en el artículo 14, apartado 2, del Reglamento n.º 987/2009 la doctrina sentada por el Tribunal de Justicia sobre el artículo 12, apartado 1, del Reglamento n.º 883/2004. Ahora corresponde al Tribunal de Justicia perfilar esa jurisprudencia en relación con las ETT.

I.      Marco normativo

A.      Derecho de la Unión

1.      Reglamento n.º 883/2004

6.        Según el artículo 2, apartado 1 («Campo de aplicación personal»):

«1.      El presente Reglamento se aplicará a las personas nacionales de uno de los Estados miembros y a los apátridas y refugiados residentes en uno de los Estados miembros, que estén o hayan estado sujetas a la legislación de uno o de varios Estados miembros, así como a los miembros de sus familias y a sus supérstites».

7.        El artículo 11 («Normas generales») recoge:

«1.      Las personas a las cuales sea aplicable el presente Reglamento estarán sometidas a la legislación de un único Estado miembro. Esta legislación será determinada con arreglo al presente título.

[…]

3.      A reserva de lo dispuesto en los artículos 12 a 16:

a)      la persona que ejerza una actividad por cuenta ajena o propia en un Estado miembro estará sujeta a la legislación de ese Estado miembro;

[…]».

8.        De conformidad con el artículo 12, apartado 1 («Normas particulares»):

«La persona que ejerza una actividad asalariada en un Estado miembro por cuenta de un empleador que ejerce normalmente en él sus actividades y a la que este empleador envíe para realizar un trabajo por su cuenta en otro Estado miembro seguirá sujeta a la legislación del primer Estado miembro, a condición de que la duración previsible de dicho trabajo no exceda de 24 meses y de que dicha persona no sea enviada en sustitución de otra persona enviada».

2.      Reglamento n.º 987/2009

9.        El artículo 14, apartado 2 («Precisiones relativas a los artículos 12 y 13 del Reglamento [n.º 883/2004]»), prescribe:

«A los efectos de la aplicación del artículo 12, apartado 1, del Reglamento [n.º 883/2004], la expresión “que ejerce normalmente en él sus actividades” se referirá a una empresa que realiza normalmente actividades sustanciales, distintas de la mera gestión interna, en el territorio del Estado miembro de establecimiento. […]».

10.      De acuerdo con el artículo 19 («Información del interesado y del empleador»):

«1.      La institución competente del Estado miembro cuya legislación pase a ser aplicable en virtud del título II del Reglamento [n.º 883/2004] informará al interesado y, en su caso, a su empleador o empleadores, de las obligaciones establecidas en esa legislación. Asimismo, les prestará la ayuda necesaria para efectuar los trámites que dicha legislación imponga.

2.      A petición del interesado o del empleador, la institución competente del Estado miembro cuya legislación sea aplicable en virtud de una disposición del título II del Reglamento [n.º 883/2004] proporcionará un certificado de que esa legislación es aplicable e indicará, si procede, hasta qué fecha y en qué condiciones.»

3.      Directiva 96/71/CE (4)

11.      El artículo 1 señala:

«1.      La presente Directiva se aplicará a las empresas establecidas en un Estado miembro que, en el marco de una prestación de servicios transnacional, desplacen a trabajadores, según lo dispuesto en el apartado 3, en el territorio de un Estado miembro.

[…]

3.      La presente Directiva se aplicará en la medida en que las empresas a que se refiere el apartado 1 adopten una de las siguientes medidas transnacionales:

[…]

c)      en su calidad de empresa de trabajo temporal o en su calidad de agencia de colocación, desplazar un trabajador a una empresa usuaria que esté establecida o ejerza su actividad en el territorio de un Estado miembro, siempre que exista una relación laboral entre la empresa de trabajo temporal o la agencia de colocación y el trabajador durante el período de desplazamiento.

Cuando un trabajador que haya sido desplazado por una empresa de trabajo temporal o por una agencia de colocación para una  empresa usuaria a que se refiere la letra c) deba realizar un trabajo en el marco de una prestación de servicios transnacional en el sentido de la[s] letra[s] a), b) o c) para la empresa usuaria en el territorio de un Estado miembro distinto de aquel en el que el trabajador trabaje habitualmente, bien para la empresa de trabajo temporal, la agencia de colocación o la empresa usuaria, se considerará que el trabajador ha sido desplazado a dicho territorio del Estado miembro por la empresa de trabajo temporal o por la agencia de colocación con la que el trabajador tenga una relación laboral. La empresa de trabajo temporal o la agencia de colocación se considerarán como empresa a efectos del apartado 1 y cumplirán plenamente las disposiciones pertinentes de la presente Directiva y de la Directiva 2014/67/UE del Parlamento Europeo y del Consejo.

[…]»

4.      Directiva 2008/104/CE (5)

12.      Con arreglo a artículo 1 («Ámbito de aplicación»):

«1.      La presente Directiva se aplicará a los trabajadores que tengan un contrato de trabajo o una relación laboral con una empresa de trabajo temporal, y que se pongan a disposición de empresas usuarias a fin de trabajar de manera temporal bajo su control y dirección.

[…]»

13.      El artículo 2 («Objeto») preceptúa:

«La presente Directiva tiene por objeto garantizar la protección de los trabajadores cedidos por empresas de trabajo temporal y mejorar la calidad de las empresas de trabajo temporal garantizando el respeto del principio de igualdad de trato, según se establece en el artículo 5, en relación con los trabajadores cedidos por empresas de trabajo temporal y reconociendo a las empresas de trabajo temporal como empleadores, al tiempo que se tiene en cuenta la necesidad de establecer un marco apropiado de utilización de la cesión de trabajadores por empresas de trabajo temporal para contribuir eficazmente a la creación de empleo y al desarrollo de formas flexibles de trabajo».

5.      Directiva (UE) 2014/67/UE (6)

14.      Conforme al artículo 4 («Identificación de los desplazamientos reales y prevención de abusos y elusiones»):

«1.      Al objeto de implementar, aplicar y garantizar el cumplimiento de la Directiva 96/71/CE, las autoridades competentes realizarán una evaluación global de todos los elementos fácticos que se consideren necesarios, incluidos, en particular, los que figuran en los apartados 2 y 3 del presente artículo. Esos elementos deben ayudar a las autoridades competentes cuando efectúen comprobaciones y controles y en los casos en los que tengan sospechas fundadas de que un trabajador puede no cumplir los requisitos para considerarse desplazado en el sentido de la Directiva 96/71/CE. Dichos elementos constituyen factores indicativos en la evaluación global que debe hacerse y, por consiguiente, no pueden considerarse de forma aislada.

2.      A fin de determinar si una empresa lleva a cabo verdaderamente actividades sustantivas que no sean puramente administrativas o de gestión interna, las autoridades competentes realizarán una evaluación global de todos los elementos fácticos que, teniendo en cuenta un marco temporal amplio, caracterizan las actividades que lleva a cabo la empresa en el Estado miembro de establecimiento y, cuando sea necesario, en el Estado miembro de acogida. Estos elementos podrán incluir, en particular, los siguientes:

a)      el lugar donde la empresa tiene su domicilio social y su sede administrativa, ocupa espacio de oficina, paga sus impuestos y cotizaciones a la seguridad social y, si procede, posee una licencia profesional o está registrada en las cámaras de comercio o los colegios profesionales pertinentes de acuerdo con la normativa nacional;

b)      el lugar donde se contrata a los trabajadores desplazados y el lugar desde el que se les desplaza;

c)      el derecho aplicable a los contratos que celebra la empresa con sus trabajadores, por un lado, y con sus clientes, por otro;

d)      el lugar donde la empresa realiza su actividad empresarial fundamental y donde emplea personal administrativo;

e)      el número de contratos celebrados o el volumen de negocios obtenido en el Estado miembro de establecimiento, o ambos, teniendo en cuenta la situación específica de, entre otras, las empresas y PYME de reciente creación.»

B.      Derecho búlgaro

15.      El artículo 107p del Kodeks na truda (Código de trabajo) dispone:

«(1) En el contrato de trabajo concluido con una [ETT] debe estipularse que el trabajador será remitido a una empresa cesionaria para trabajar en ella temporalmente, bajo el control y la dirección de dicha empresa cesionaria.

[…]

(7)      Las [ETT] ejercerán su actividad una vez registradas en la Agencia de empleo, según las condiciones y modalidades establecidas por la zakon za nasarchvane na zaetostta (Ley para la promoción del empleo)».

16.      El artículo 4 del Kodeks za sotsialnoto osiguryavane (Código de la seguridad social) prescribe:

«Estarán obligatoriamente cubiertos por los riesgos de enfermedad común y maternidad, invalidez resultante de enfermedad común, vejez o fallecimiento, accidente laboral, enfermedad profesional y desempleo en virtud del presente código, los trabajadores y empleados, sea cual fuere la naturaleza de su trabajo, el modo de retribución y la fuente de sus ingresos […]».

17.      El artículo 2, apartado 1, del Naredba za sluzhebnite komandirovki i spetsializatsii v chuzhbina (Decreto sobre el desplazamiento de trabajadores y las prácticas de especialización en el extranjero) señala:

«El desplazamiento al extranjero es el envío de una persona al extranjero para llevar a cabo un trabajo concreto por orden de la entidad que envía a la persona».

II.    Hechos, litigio y cuestión prejudicial

18.      «Team Power Europe» EOOD (en lo sucesivo, «Team Power») es una empresa constituida con arreglo al derecho búlgaro que presta servicios de trabajo temporal y de colocación.
19.      Team Power está registrada como ETT en la Agentsia po zaetostta (Agencia de empleo, Bulgaria) y cuenta con una licencia oficial para la cesión de personal en Alemania. (7)

20.      El 8 de octubre de 2018, Team Power celebró un contrato de trabajo con un ciudadano búlgaro (en lo sucesivo, «trabajador»), en cuya virtud este último se desplazaría a Alemania, para ponerse a disposición de la sociedad CLW Clausthaler Laser- und Werkstofftechnik» GmbH, bajo la dirección y la supervisión de esta última.

21.      En ese contrato se acordó que las tareas del trabajador (como «operador de maquinaria — transformación de metal») había de determinarlas el cesionario y que Team Power sufragaría el salario.

22.      El 9 de mayo de 2019, Team Power solicitó a la Teritorialna direktsia na Natsionalna agentsia po prihodite (Dirección territorial de la Agencia nacional de recaudación, Bulgaria) un certificado A1, en el que se acreditase que, durante el período de cesión del trabajador, este estaba sujeto al derecho búlgaro.

23.      En esa solicitud se hizo constar que, durante la cesión, persistía la relación laboral entre el trabajador y Team Power y que esta última estaba obligada a pagarle el salario y a mantenerlo afiliado a la seguridad social y al seguro médico.

24.      Mediante resolución de 30 de mayo de 2019, la autoridad administrativa competente denegó la expedición del certificado solicitado, porque no se cumplían los dos requisitos cumulativos para que el trabajador continuara sujeto a la legislación búlgara de seguridad social: no se conservaba el vínculo directo entre el trabajador y el empresario y este último no desarrollaba una parte significativa de su actividad en Bulgaria.

25.      La denegación fue confirmada en vía administrativa mediante resolución de 11 de junio de 2019 del Direktor na Teritorialna direktsia na Natsionalna agentsia za prihodite — Varna (Director de la Dirección territorial de la Agencia nacional de recaudación en la ciudad de Varna).

26.      Interpuesto recurso jurisdiccional ante el Administrativen sad — Varna (Tribunal de lo contencioso administrativo de Varna, Bulgaria), este plantea la siguiente pregunta prejudicial:

«¿Debe interpretarse el artículo 14, apartado 2, del Reglamento n.º 987/2009 […] en el sentido de que, para poder considerar que una [ETT] ejerce normalmente sus actividades en el Estado miembro en que está establecida, es necesario que desarrolle una parte sustancial de su actividad de cesión de trabajadores para cesionarios que estén establecidos en el mismo Estado miembro?»

27.      Según el tribunal de reenvío:

–        Su jurisprudencia en relación con el cumplimiento del segundo requisito del artículo 12, apartado 1, del Reglamento n.º 883/2004 no es uniforme. La divergencia deriva de las diferentes interpretaciones del artículo 14, apartado 2, del Reglamento n.º 987/2009, para determinar si el empleador realiza «actividades sustanciales» en el Estado miembro de establecimiento.

–        Al dilucidar si se cumple ese requisito, deben tenerse en cuenta todos los criterios que caracterizan las actividades del empleador, entre ellos, los mencionados en los apartados 42 y 43 de la sentencia del Tribunal de Justicia de 10 de febrero de 2000, FTS. (8)

–        Es irrelevante que el trabajador desplazado desempeñe para el cesionario tareas distintas de la actividad principal del empresario que lo ha empleado y lo desplaza. Por consiguiente, una ETT ejercería normalmente sus actividades en el Estado miembro en el que está establecida cuando efectúa habitualmente actividades significativas en el territorio de dicho Estado.

28.      Sin embargo, el tribunal de remisión estima que de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia no se deduce si, para satisfacer el requisito antes mencionado: a) basta con que el empleador celebre en el Estado de envío (9) (en este caso, Bulgaria) contratos de trabajo con los trabajadores que desplaza a otro Estado miembro (el Estado de empleo, en este caso, Alemania); o b) es imprescindible, además, que lleve a cabo actividades de cesión de trabajadores para clientes que operen en el territorio del primer Estado (Bulgaria).

III. Procedimiento ante el Tribunal de Justicia y posiciones de las partes

29.      La petición de decisión prejudicial tuvo entrada en la Secretaría del Tribunal de Justicia el 22 de octubre de 2019.

30.      Han presentado observaciones escritas Team Power, los Gobiernos belga, búlgaro, estonio, finlandés y francés, así como la Comisión. Salvo el Gobierno estonio, todos ellos comparecieron en la vista pública celebrada el 13 de octubre de 2020, en la que también intervino el Gobierno polaco.

IV.    Síntesis de las alegaciones de las partes

31.      Team Power y la Comisión coinciden en que una ETT que no desarrolla una parte significativa de su actividad de cesión de trabajadores para empresas usuarias que operan en el Estado de envío, donde ella misma está establecida, puede acogerse a la excepción controvertida.

32.      Para Team Power, entre los criterios contemplados en la sentencia FTS no figura el número de contratos ejecutados en el Estado de envío. La mención de este factor en la Decisión A2, de 12 de junio de 2009, de la Comisión administrativa (10) carece de valor vinculante.

33.      Team Power añade que tampoco debería sopesarse el criterio del volumen de negocio, puesto que no refleja las características específicas de las ETT. Esas características llevarían a excluir la toma en consideración de criterios cuantitativos.

34.      Según la Comisión, dadas sus características propias, basta con que una ETT cuente con asalariados que trabajen en el Estado de envío y reclute allí trabajadores que serán puestos temporalmente a disposición de los cesionarios. Cumplida esa condición, nada impide que la ETT contrate trabajadores para enviarlos solo a cesionarios establecidos en otros Estados miembros.

35.      Sin embargo, la Comisión hace notar que el tribunal de remisión debería verificar otros factores para excluir el abuso de derecho o la utilización fraudulenta de las disposiciones de la Unión. (11)

36.      Los Gobiernos belga, búlgaro, estonio, finlandés, francés y polaco entienden que las ETT han de desarrollar una parte significativa de su actividad cediendo trabajadores a empresas establecidas en el Estado de envío. Así se deduciría de los criterios que fijó la sentencia FTS, después codificados por el legislador de la Unión y completados con las decisiones de la Comisión administrativa y con la Guía práctica sobre la legislación aplicable, (12) debidamente adaptados a las características particulares de las ETT.

37.      La postura defendida por los Gobiernos que han participado en el procedimiento se apoya en varios argumentos:

–        De la Decisión n.º 162, de 31 de mayo de 1996, de la Comisión administrativa (13) se deduciría que una ETT ejerce normalmente su actividad en el territorio de un Estado miembro cuando pone habitualmente trabajadores a disposición de empresas cesionarias en el territorio de dicho Estado, para ser ocupados en él. En esa línea se situaría también la Guía práctica.

–        En la sentencia FTS, en la Decisión A2 de 2009 y en la Guía práctica se menciona como criterio de apreciación el volumen de negocio durante un período significativo en cada Estado miembro. Como la cifra del volumen de negocio no se realiza en el Estado de la empresa cesionaria, habría que determinar si la ETT provee de mano de obra a empresas del Estado de envío o únicamente a las de otros Estados miembros.

–        Con arreglo a la Decisión A2 de 2009 y a la Guía práctica, otro criterio relevante sería el número de contratos ejecutados en el Estado miembro de envío, comparado con el de los ejecutados en otros Estados miembros.

–        Las normas en esta materia se han de interpretar restrictivamente, pues suponen una excepción a la regla general de que los trabajadores se someten a la legislación del Estado miembro en el que trabajan.

–        Con esa excepción se pretende evitar que un empleador que envía a su personal a efectuar su trabajo en otro Estado miembro por un tiempo limitado haya de pagar las cotizaciones de seguridad social en este último. En el caso de una ETT, dado que los empleados trabajan para otra empresa, no podrían considerarse «trabajadores desplazados» en el sentido de la excepción controvertida.

–        Si bien la sentencia FTS no ha precisado cuál es la naturaleza de las actividades habituales y características de las ETT, de las conclusiones presentadas por el abogado general en aquel asunto (14) se desprendería que han de llevar a cabo una verdadera actividad comercial en el Estado miembro de envío. Así lo habría corroborado el Tribunal de Justicia en la sentencia de 9 de noviembre de 2000, Plum. (15)

V.      Análisis

A.      Consideraciones preliminares

38.      La pregunta del tribunal de remisión es muy precisa: para resolver si un trabajador que ha sido contratado por una ETT búlgara para ponerlo a disposición de una empresa alemana está sujeto a la legislación de seguridad social búlgara, ¿debe esa ETT desarrollar una parte significativa de su actividad de cesión de trabajadores al servicio de empresas cesionarias establecidas en Bulgaria?

39.      El Reglamento n.º 883/2004 contiene «un sistema completo y uniforme de normas de conflicto de leyes, cuya finalidad es someter a los trabajadores que se desplazan dentro de la Unión Europea al régimen de seguridad social de un único Estado miembro, para evitar la acumulación de legislaciones nacionales aplicables y las complicaciones que pueden resultar de ello». (16)

40.      En esa línea, el artículo 11, apartado 1, del Reglamento n.º 883/2004 prescribe que las personas sujetas a su ámbito de aplicación estarán sometidas a la normativa de un único Estado miembro. De acuerdo con el apartado 3, letra a), del mismo artículo, ese Estado será aquel donde dicha persona ejerza una actividad por cuenta ajena o propia. Se consagra, así, la lex loci laboris.

41.      Esta norma de conflicto admite, sin embargo, la excepción que recoge el artículo 12, apartado 1, del Reglamento n.º 883/2004: «la persona que ejerza una actividad asalariada en un Estado miembro por cuenta de un empleador que ejerce normalmente en él sus actividades y a la que este empleador envíe para realizar un trabajo por su cuenta en otro Estado miembro seguirá sujeta a la legislación del primer Estado miembro […]». (17)

42.      Con arreglo a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, la aplicación de esta excepción se condiciona al cumplimiento de dos requisitos: a) el mantenimiento de un vínculo orgánico (18) entre el empleador y el trabajador durante el período de desplazamiento; y b) el empleador ha de desempeñar «con carácter habitual actividades significativas en el territorio» del Estado de envío. (19)

43.      El tribunal a quo no duda de la concurrencia del primero de esos requisitos (la subsistencia del vínculo orgánico entre la ETT y el trabajador) (20) y se centra en las dificultades interpretativas del segundo.

44.      En particular, esas dificultades hermenéuticas giran en torno a la noción de «ejercicio normal de sus actividades», referida a unos empleadores con un perfil tan peculiar como las ETT, a las que se aplican las normas de la Directiva 96/71 en cuanto actúen como «empresas establecidas en un Estado miembro que, en el marco de una prestación de servicios transnacional, desplacen a trabajadores» (artículo 1, apartados 1 y 3, de la Directiva 96/71).

B.      Noción de «ejercicio normal de actividades»

1.      Actividades sustanciales y actividades de gestión interna

45.      El Tribunal de Justicia ha ido perfilando la noción de «ejercicio normal de actividades» a lo largo de varias décadas, en una jurisprudencia que arranca de la sentencia de 17 de diciembre de 1970, Manpower (21) y que se ha incorporado a sucesivas normas del derecho de la Unión, hasta llegar a la Directiva 2014/67.

46.      El Reglamento n.º 987/2009, sobre cuya interpretación pregunta el tribunal de reenvío, matiza en su artículo 14, apartado 2, que «la expresión “que ejerce normalmente en él sus actividades” se referirá a una empresa que realiza normalmente actividades sustanciales, distintas de la mera gestión interna, en el territorio del Estado miembro de establecimiento».

47.      Al incluir esta matización en un texto normativo, el legislador de la Unión ha hecho suyas dos precisiones que había efectuado el Tribunal de Justicia: debe tratarse de «actividades significativas» (22) y no de «actividades […] de gestión meramente internas». (23)

48.      Al mencionar en el artículo 14, apartado 2, del Reglamento n.º 987/2009 la realización habitual de «actividades sustanciales, distintas de la mera gestión interna», (24) el legislador quiso, pues, subrayar el sesgo cualitativo de la expresión «actividades significativas» utilizada en la sentencia FTS y en la sentencia Plum.

49.      Lo determinante, por tanto, no es el número de las actividades llevadas a cabo, sino su relevancia para definir las que constituyen el objeto propio y característico de la empresa empleadora. Cuando esta última es una ETT, habrá que atender a sus rasgos específicos, como hizo el Tribunal de Justicia en la sentencia FTS.

50.      Con arreglo a esa sentencia, es «obligad[o] […] examinar la totalidad de los criterios que caracterizan las actividades ejercidas por [una ETT]». (25) Entre esos criterios figuran, «en particular», y sin carácter exhaustivo, (26) los que en buena medida se han recogido después en el artículo 4, apartado 2, de la Directiva 2014/67. (27)

51.      Entre esos criterios no se encuentra que la ETT haya de desarrollar una parte mayoritaria de su actividad ofreciendo mano de obra a cesionarios establecidos en el Estado donde ella misma tiene su sede. Sí aparece, sin embargo, en decisiones de la Comisión administrativa, como la n.º 128, de 17 de octubre de 1985, (28) referente a la aplicación de la letra a) del apartado 1 del artículo 14 y del apartado 1 del artículo 14 ter del Reglamento (CEE) n.° 1408/71.

52.      Ahora bien, el Tribunal de Justicia ha descartado que esas decisiones lo vinculen, aunque puedan resultar de utilidad a las instituciones a las que corresponde aplicar el derecho de la Unión en materia de seguridad social. (29) Es más, la sentencia FTS no se hizo eco de esa exigencia en particular, aun cuando ya aparecía en la Decisión n.º 128 de 1985 y en la Decisión n.º 162/1996. (30)

53.      El Tribunal de Justicia ha de clarificar ahora si ese concreto requisito es una exigencia inexcusable para aplicar la excepción del artículo 12, apartado 1, del Reglamento n.º 883/2004, en circunstancias como las de este litigio.

54.      Recordaré que, como ha alegado el Gobierno francés, el Tribunal de Justicia no ha definido en qué consisten las actividades sustanciales de una ETT. La sentencia FTS no abordó cuál es el contenido de ese género de actividades, por lo que no permite discernir los límites entre las sustanciales y las de mera gestión interna.

55.      Los criterios enumerados en la sentencia FTS presuponen, en realidad, que hay un contenido sustancial, pero no lo explicitan. Su utilidad es, por eso, relativa, si antes no se precisa en qué consisten las actividades caracterizadas por tales criterios. (31)

56.      Así, por ejemplo, la relevancia del lugar de trabajo del personal administrativo de las ETT estará en función del peso que pueda tener la gestión de los recursos humanos en el desempeño de este tipo de empresas, que contratan trabajadores para ponerlos a disposición de otras. La importancia de ese factor no será la misma en el caso de una constructora o de una empresa de limpieza que en el de una ETT.

57.      Se impone, pues, determinar cuál es la actividad característica (sustancial) de una ETT o, en expresión del Gobierno francés, cuál es el «cœur de métier» de este tipo de empresas.

2.      Actividad sustancial y actividad de gestión interna de las ETT

58.      Todas las partes coinciden en que la actividad característica de una ETT es poner mano de obra a disposición de una empresa usuaria o cesionaria.

59.      Ese cometido necesita, lógicamente, una serie de actividades preparatorias de selección y reclutamiento de personal, que los Gobiernos comparecidos catalogan como de mera gestión interna. Team Power y la Comisión sostienen, por el contrario, que esas actividades preparatorias forman parte de la actividad sustancial de las ETT y que, por tanto, cualifican la actividad típica de estas últimas.

60.      En coherencia con sus respectivas premisas:

–        los Gobiernos comparecientes (32) defienden que Team Power solo ejercerá habitualmente su actividad en Bulgaria (el Estado miembro donde está establecida) si pone mano de obra a disposición de empresas con sede en ese país;

–        la Comisión y Team Power esgrimen que el ejercicio de las actividades preparatorias antes citadas en el territorio de Bulgaria es suficiente para considerar que la ETT ejerce habitualmente su actividad en ese Estado miembro.

61.      Las grandes líneas de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia en esta materia se han elaborado al hilo de litigios en los que los trabajadores habían sido puestos a disposición por una ETT (33) o desplazados por una empresa de construcción. (34) A mi juicio, el contraste entre las actividades características de ambos tipos de empleadores puede ser ilustrativo para discernir los contornos de sus respectivas actividades sustanciales.

62.      La actividad característica de las empresas constructoras es, justamente, la realización de una obra física. Para ejecutarla, deben llevar a cabo una serie de operaciones previas (por ejemplo, la adquisición de material y la selección y contratación de mano de obra) que, de suyo, demandan una estructura organizativa y de administración.

63.      En particular, la selección y la contratación de mano de obra representa, para las empresas constructoras, una actividad instrumental, de mera gestión interna, respecto de lo que es su objeto primordial. Es instrumental en el sentido de que precisan mano de obra para construir, pero no es esa la actividad que las define como empresas de construcción.

64.      El lugar en el que una empresa de construcción ejerce su actividad sustancial es, lógicamente, aquel en el que edifica sus construcciones. De ahí que el Tribunal de Justicia estime que este tipo de empresas no pueden acogerse a la excepción del artículo 12, apartado 1, del Reglamento n.º 883/2004 cuando envían a sus trabajadores al territorio de otro Estado miembro (distinto de aquel en el que ellas mismas están establecidas) en el que ejecutan «todas sus actividades, a excepción de las de gestión meramente internas». (35)

65.      La selección, el reclutamiento y la contratación de mano de obra —que, repito, resultan instrumentales respecto de la actividad definitoria de una empresa constructora— son los cometidos característicos y propios de las ETT. (36) Si la empresa constructora es la que construye, la ETT es justamente la que proporciona a otras empresas mano de obra previamente seleccionada y contratada por ella.

66.      La selección y el reclutamiento de trabajadores son, pues, consustanciales a la actividad de cesión (puesta a disposición) de mano de obra. Se trata de un continuo en el que tanto importa el momento de la puesta a disposición, en sentido estricto, como el del proceso que permite seleccionar a la persona cuyo trabajo se ofrece como disponible. Para una ETT, tan relevante como la actividad de búsqueda de cesionarios a los que suministrar mano de obra es la selección y el reclutamiento de esta última.

67.      Por eso, coincido con la Comisión en que, para las ETT, la condición exigida por el artículo 12, apartado 1, del Reglamento n.º 883/2004 se cumple desde el momento en el que cuenten con un cierto número de trabajadores cuyo cometido estribe en seleccionar mano de obra que habrá de ser puesta temporalmente a disposición de los cesionarios establecidos en cualquier Estado miembro, y no solo, o no principalmente, en aquel en el que está establecida la propia ETT.

68.      Es preciso distinguir, por tanto, entre: (a) los empleados de la ETT que se ocupan de seleccionar, reclutar y ofrecer mano de obra a las empresas cesionarias; y (b) los trabajadores que son seleccionados y reclutados y que, aun conservando un vínculo orgánico con la ETT, se ponen a disposición de esas empresas cesionarias. Si los primeros son los que desempeñan la actividad característica de la ETT, los segundos constituyen el objeto del servicio que la ETT presta.

69.      Una vez admitida la presencia de ETT, en cuanto legítimas prestadoras de un servicio (el de facilitar trabajadores con carácter coyuntural a otros operadores económicos), (37) ese servicio puede mostrar una dimensión transnacional y acogerse a la libertad garantizada por el artículo 56 TFUE. En esa misma medida, no cabrá oponerle restricciones indebidas.

70.      Sin perjuicio de las consideraciones que haré inmediatamente sobre la lucha contra el abuso y el fraude en este ámbito, no ha de olvidarse que el artículo 12, apartado 1, del Reglamento n.º 883/2004 «tiene especialmente por objeto promover la libre prestación de servicios en beneficio de aquellas empresas que hacen uso de esa libertad enviando a trabajadores a Estados miembros distintos de aquel en el que están establecidas. Tal disposición está destinada a superar las trabas que pudieran obstaculizar la libre circulación de los trabajadores y a favorecer la interpenetración económica, evitando complicaciones administrativas, en particular, a los trabajadores y las empresas». En ese contexto también puede enmarcarse la actuación de las ETT. (38)

71.      Para verificar si la actividad de los empleados de la ETT que seleccionan, reclutan y ofrecen mano de obra se despliega en el Estado de envío, las autoridades nacionales podrán valerse de algunos de los criterios sentados en la sentencia FTS, a saber: (a) el domicilio social de la ETT; (b) el domicilio de su administración; (c) el volumen de la plantilla de personal que trabaja en el Estado miembro de establecimiento de la ETT y en otros Estados miembros; y (d) el lugar en el que la ETT contrata a los trabajadores cuya mano de obra ofrece.

72.      Los que acaban de mencionarse no son todos los criterios que enumera la sentencia FTS: faltan los relativos al lugar de la celebración de los contratos suscritos por la ETT con los cesionarios, los que conciernen a la ley aplicable a dichos contratos y el que atañe al volumen de negocios realizado en el Estado de envío y en otros Estados miembros.
73.      A mi entender, estos tres últimos criterios no acreditan la vinculación efectiva de la ETT con el Estado de envío: esa vinculación dependerá, más bien, de que los empleados que llevan a cabo la actividad característica de la propia ETT seleccionen, recluten y ofrezcan la mano de obra en aquel Estado miembro.

74.      En especial, el criterio del volumen de negocio podrá utilizarse para acreditar el lugar de la puesta a disposición de la mano de obra, pero no para identificar dónde se lleva a cabo la selección y el reclutamiento de los trabajadores que serán cedidos, lo que, insisto, constituye el núcleo duro de la actividad característica de las ETT.

75.      Al verificar el nexo efectivo de la ETT con el Estado de envío en el que está establecida, los criterios de la sentencia FTS que he mencionado en el punto 71 son los verdaderamente importantes. Los restantes no es que carezcan de relevancia: la pueden tener, pero no para acreditar aquel nexo, sino para evitar el abuso o el fraude de derecho.

76.      En resumen, si la actividad sustancial de la ETT (es decir, la de seleccionar trabajadores para ponerlos a disposición de las empresas cesionarias) se desarrolla en el Estado de envío, en el que cuenta con unos medios personales y una estructura organizativa que respetan los criterios de la sentencia FTS, resulta ya irrelevante la mayor o menor proporción de trabajadores que la ETT desplace a otro Estado miembro, en relación con los que, en su caso, ceda a empresas establecidas en Bulgaria.

C.      Abuso y fraude

77.      En palabras del Tribunal de Justicia, «[e]l principio que prohíbe el fraude y el abuso de derecho […] constituye un principio general del derecho de la Unión que los justiciables están obligados a respetar», pues «la aplicación de la normativa de la Unión no puede extenderse hasta llegar a cubrir las operaciones que se realicen para beneficiarse fraudulenta o abusivamente de las ventajas establecidas en el derecho de la Unión». (39)

78.      Una prestación de servicio cuyo objeto es poner a disposición de otras empresas mano de obra se desarrolla en «un terreno particularmente delicado desde el punto de vista profesional y social», ya que, «[d]ebido a la naturaleza particular de las relaciones laborales inherentes a este tipo de actividad, el ejercicio de la misma afecta directamente tanto a las relaciones en el mercado laboral como a los intereses legítimos de los trabajadores afectados». (40)

79.      Se ha de impedir, pues, que las ETT usen fraudulentamente la posibilidad que les brinda el artículo 12, apartado 1, del Reglamento n.º 883/2004. Esa posibilidad no puede ir en detrimento del derecho de los trabajadores desplazados a disfrutar del régimen de seguridad social vigente en el Estado miembro de empleo, que es la regla general. (41)

80.      Así podría suceder si, con la creación de una ETT, se «hiciera posible que las empresas recurran a montajes puramente artificiales para utilizar la normativa de la Unión con el único fin de beneficiarse de las diferencias entre los regímenes nacionales [de seguridad social]». (42) En tal hipótesis, una ETT podría calificarse de mera sociedad «fantasma» o «pantalla», (43) interpuesta para encubrir una transferencia de trabajadores en el seno de un mismo operador económico que se vale de ella y, de este modo, elude el pago de salarios y cargas sociales más gravosas en el Estado de empleo.

81.      Ahora bien, el objetivo de impedir los abusos en la celebración de contratos de trabajo a través de ETT «no puede justificar una exclusión cuasi general de esta forma de empleo como, por ejemplo, la prohibición del trabajo a través de empresas de trabajo temporal en todo un sector económico […] a falta de cualquier otra justificación objetiva. […] Una medida que pretende evitar los abusos en el ejercicio de un derecho no puede suponer una negación del derecho de que se trata». (44)

82.      Es preciso, pues, lograr el equilibrio entre la legítima utilización, por parte de las ETT, de su libertad de prestar servicios a las empresas usuarias establecidas en otros Estados miembros (poniendo a su disposición, de modo temporal, trabajadores) y la lucha contra el fraude o el abuso de derecho. (45)

83.      Se ha de recordar, además, que, para el Tribunal de Justicia, «no constituye un abuso en sí mismo el hecho de establecer el domicilio, social o real, de una sociedad de conformidad con la legislación de un Estado miembro con el fin de disfrutar de una legislación más ventajosa». (46)

84.      Una ETT puede, pues, como regla general, establecerse en un Estado miembro que cuente con la legislación que considere más favorable para, desde allí, ceder temporalmente sus trabajadores a empresas de otros Estados, en el marco de una prestación de servicios.

85.      A estos efectos, las autoridades competentes han de comprobar, en primer lugar, que la ETT posea una estructura administrativa suficiente, que seleccione y reclute trabajadores valiéndose de un personal propio en el territorio del Estado miembro desde el que opera. Habrán de verificar, además, que satisface todos los requisitos exigidos por la legislación de ese Estado.

86.      En segundo lugar, habrán de cerciorarse sobre la realidad y la continuidad del vínculo orgánico entre la ETT y el trabajador que pone a disposición de la cesionaria. (47) Este último «debe haber estado ya sujet[o], inmediatamente antes del comienzo de su desplazamiento, a la legislación [de seguridad social] del Estado miembro en el que su empleador esté establecido». (48)

87.      En tercer lugar, esas mismas autoridades podrán tomar como un indicio de posible voluntad defraudadora que la ETT únicamente suministre trabajadores a una o a pocas empresas en particular, situadas en un solo Estado de empleo distinto del de establecimiento de la propia ETT, con la o las que tenga conexiones significativas (accionariales o de naturaleza similar).

88.      Ciertamente, la demanda de trabajadores facilitados por las ETT es muy desigual en el conjunto de la Unión. (49) Por tanto, no cabe esperar que todas las ETT dirijan su oferta al conjunto de los Estados miembros. La proximidad geográfica podrá ser, pues, un factor apreciable para perfilar los límites del mercado en el que deciden desenvolverse.

89.      En este asunto, Team Power sostiene que la mano de obra que pone a disposición de eventuales cesionarios la integran trabajadores búlgaros, residentes en Bulgaria, que son «sobre todo» desplazados a empresas establecidas en Alemania. (50) Alega, sin embargo, que si no destaca mano de obra en otros Estados miembros es, fundamentalmente, a causa de la práctica de las autoridades búlgaras que está en el origen del litigio principal. (51)

90.      Si lo estima necesario, corresponderá al tribunal de remisión examinar este extremo y, con él, todas las circunstancias fácticas que permitan eliminar la sospecha de un fraude o un abuso en la pretensión de acogerse a la excepción del artículo 12, apartado 1, del Reglamento n.º 883/2004. (52)

91.      Descartados el abuso y la intención defraudadora, nada obsta a que una ETT con sede en Bulgaria se beneficie de la excepción controvertida para prestar sus servicios a cesionarios de otros Estados miembros, aun cuando no preste una parte significativa de esos servicios a empresas instaladas en Bulgaria.

VI.    Conclusión

92.      En virtud de lo expuesto, sugiero al Tribunal de Justicia responder al Administrativen sad — Varna (Tribunal de lo contencioso administrativo de Varna, Bulgaria) en estos términos:

«El artículo 14, apartado 2, del Reglamento (CE) n.º 987/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, por el que se adoptan las normas de aplicación del Reglamento (CE) n.º 883/2004, sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social (DO 2009 L 284, p. 1), debe interpretarse en el sentido de que, a menos que se constate la presencia de un fraude o de un abuso, para estimar que una empresa de trabajo temporal ejerce normalmente sus actividades en el Estado miembro en el que está establecida, no es indispensable que una parte sustancial de su actividad de puesta a disposición de trabajadores se realice al servicio de empresas cesionarias establecidas en ese mismo Estado miembro».



1      Lengua original: español.



2      Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 de septiembre de 2009, por el que se adoptan las normas de aplicación del Reglamento (CE) n.º 883/2004, sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social (DO 2009, L 284, p. 1), modificado por el Reglamento (UE) n.º 465/2012, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2012 (DO 2012, L 149, p. 4).



3      Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo de 29 de abril de 2004, sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social (DO 2004, L 166, p. 1; corrección de errores en DO 2004, L 200, p. 1), también modificado por el Reglamento n.º 465/2012. El Reglamento n.º 883/2004 derogó, con efectos de 1 de mayo de 2010, el Reglamento (CEE) n.º 1408/71 del Consejo, de 14 de junio de 1971, relativo a la aplicación de los regímenes de seguridad social a los trabajadores por cuenta ajena y a sus familias que se desplazan dentro de la Comunidad (DO 1971, L 149, p. 2), cuya última modificación llevó a cabo el Reglamento (CE) n.º 631/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo (DO 2004, L 100, p. 1).



4      Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 de diciembre de 1996, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios (DO 1997, L 18, p. 1). La redacción del artículo 1 que se transcribe incorpora las modificaciones introducidas por la Directiva (UE) 2018/957 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, que modifica la Directiva 96/71 sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios (DO 2018, L 173, p. 16).



5      Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo de 19 de noviembre de 2008, relativa al trabajo a través de empresas de trabajo temporal (DO 2008, L 327, p. 9).



6      Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo de 15 de mayo de 2014, relativa a la garantía de cumplimiento de la Directiva 96/71/CE, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios, y por la que se modifica el Reglamento (UE) n.º 1024/2012 relativo a la cooperación administrativa a través del Sistema de Información del Mercado Interior («Reglamento IMI») (DO 2014, L 159, p. 11).



7      La licencia le fue expedida por la Agentur für Arbeit Düsseldorf (Oficina de empleo de Düsseldorf), perteneciente a la Bundesagentur für Arbeit (Agencia federal de empleo, Alemania).



8      Asunto C‑202/97, EU:C:2000:75; en lo sucesivo, «sentencia FTS».



9      Utilizaré, cuando proceda, los términos «Estado de envío» y «Estado de empleo» para designar, respectivamente, el Estado en el que la ETT está establecida y el Estado en el que la empresa usuaria emplea al trabajador allí destacado. Esta terminología es frecuente en las decisiones de la Comisión administrativa de coordinación de los sistemas de seguridad social, creada de conformidad con el artículo 71 del Reglamento n.º 883/2004 (en lo sucesivo, «Comisión administrativa»).



10      Decisión relativa a la interpretación del artículo 12 del Reglamento n.º 883/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre la legislación aplicable a los trabajadores desplazados y a los trabajadores por cuenta propia que trabajen temporalmente fuera del Estado competente (DO 2010, C 106, p. 5; en lo sucesivo, «Decisión A2 de 2009»).



11      Debería comprobar, por ejemplo, si Team Power solo cede trabajadores a una o dos empresas alemanas; quién la ha fundado y qué vínculos tiene con esas empresas alemanas; o de cuántas personas dispone para llevar a cabo en Bulgaria su actividad.



12      Guía práctica sobre la legislación aplicable en la Unión Europea (UE), en el Espacio Económico Europeo (EEE) y en Suiza: (https://ec.europa.eu/social/main.jsp?catId=471&langId=fr&) (en lo sucesivo, «Guía práctica»).



13      Decisión relativa a la interpretación de los artículos 14, en su apartado 1, y 14 ter, en su apartado 1, del Reglamento (CEE) n.º 1408/71 del Consejo relativo a la legislación aplicable a los trabajadores destacados (DO 1996, L 241, p. 28; en lo sucesivo, «Decisión n.º 162 de 1996»).



14      Conclusiones del abogado general Jacobs (C‑202/97, EU:C:1999:33).



15      Asunto C‑404/98, EU:C:2000:607; en lo sucesivo, «sentencia Plum».



16      Sentencia de 6 de febrero de 2018, Altun y otros (C‑359/16, EU:C:2018:63; en lo sucesivo, «sentencia Altun»), apartado 29, con cita de jurisprudencia.



17      Siempre que la duración previsible del trabajo no exceda de 24 meses y que la persona desplazada no sea enviada en sustitución de otro trabajador.



18      El vínculo orgánico no implica necesariamente un contrato de trabajo, según la sentencia de 17 de noviembre de 2016, Betriebsrat der Ruhrlandklinik (C‑216/15, EU:C:2016:883), apartado 36: «limitar el concepto de “trabajador” en el sentido de la Directiva 2008/104 a las personas incluidas en este concepto en virtud del derecho nacional, en particular, a aquellas vinculadas por un contrato de trabajo a la empresa de trabajo temporal, podría poner en peligro la consecución de estos objetivos, y, por ende, podría menoscabar el efecto útil de esta Directiva al limitar de manera excesiva e injustificada su ámbito de aplicación».



19      Por todas, sentencia Altun, apartado 34, con cita de jurisprudencia.



20      La cuestión no es, sin embargo, pacífica en el pleito principal, donde la autoridad administrativa discute la existencia del vínculo orgánico entre Team Power y el trabajador.



21      Asunto 35/70, EU:C:1970:120; en lo sucesivo, «sentencia Manpower». Al interpretar un antecedente remoto del artículo 12, apartado 1, del Reglamento n.º 883/2004 [concretamente, el artículo 13, letra a), del Reglamento n.° 3 del Consejo CEE, de 25 de septiembre de 1958, modificado por el Reglamento nº 24/64 del Consejo CEE, de 10 de marzo de 1964 (DO 1964, 47, p. 746)], la sentencia Manpower concluyó que la alusión de aquel precepto «al establecimiento situado en el Estado en el cual está establecida la empresa y del cual depende el trabajador, pretende esencialmente limitar la aplicabilidad de dicha disposición únicamente a los trabajadores contratados por empresas que ejercen normalmente su actividad en el territorio del Estado en el cual están establecidas» (sentencia Manpower, apartado 16; cursiva añadida).



22      Sentencia FTS, apartados 40, 42 y 45, y sentencia Plum, apartado 21.



23      Sentencia Plum, apartado 22.



24      Cursiva añadida.



25      Sentencia FTS, apartado 42.



26      Sentencia FTS, apartado 43.



27      Véase, supra, el punto 14 de estas conclusiones. En la sentencia FTS, apartado 43, se citan «el lugar del domicilio social de la empresa y de su administración, la plantilla de personal administrativo que trabaja respectivamente en el Estado miembro de establecimiento y en el otro Estado miembro, el lugar donde se contrata a los trabajadores desplazados y donde se celebran la mayor parte de los contratos con la clientela, la ley aplicable a los contratos de trabajo celebrados por la empresa con sus trabajadores, por una parte, y con sus clientes, por otra, así como el volumen de negocios realizado durante un período suficientemente significativo en cada Estado miembro de que se trate».



28      DO 1986, C 141, p. 6; en lo sucesivo, «Decisión n.º 128 de 1985». En la misma línea se sitúa el punto 2, letra b), inciso ii), primer guion, de la Decisión n.º 162 de 1996.



29      Por todas, sentencia de 11 de julio de 2018, Comisión/Bélgica (C‑356/15, EU:C:2018:555), apartado 110, con cita de jurisprudencia. Lo mismo vale para el caso de la Guía práctica: sentencia de 8 de mayo de 2019, Inspecteur van de Belastingdienst (C‑631/17, EU:C:2019:381), apartado 41.



30      Puede ser significativo que, una vez dictada la sentencia FTS, la exigencia no se recogiera ya en la Decisión n.º 181, de 13 de diciembre de 2000, relativa a la interpretación del apartado 1 del artículo 14, del apartado 1 del artículo 14 bis y de los apartados 1 y 2 del artículo 14 ter del Reglamento del Consejo relativo a la legislación aplicable a los trabajadores desplazados y a los trabajadores por cuenta propia que ejercen temporalmente una actividad fuera del Estado competente (DO 2001, L 329, p. 73).



31      La propia sentencia FTS insiste en que «la elección de los criterios habrá de adaptarse a cada caso específico» (apartado 43).



32      Por ejemplo, el Gobierno finlandés, a cuyo parecer la provisión de mano de obra y el mantenimiento de la gestión de los recursos humanos en el Estado de envío no bastarían para demostrar una actividad significativa en este último. Al apreciar si una ETT ejerce actividades significativas en el Estado de envío, se le debería exigir que suministre mano de obra a empresas cesionarias con sede en ese mismo Estado.



33      En particular, sentencia FTS; así también, sentencia de 10 de febrero de 2011, Vicoplus y otros (C‑307/09 a C‑309/09, EU:C:2011:64).



34      Sentencias Manpower, Plum y Altun.



35      Sentencia Plum, apartado 22. Sin cursiva en el original.



36      Según el Gobierno finlandés, aun admitiendo que la provisión de mano de obra suponga una actividad inherente a las ETT, se trata de un cometido propio de cualquier empresa, por lo que el criterio relevante solo puede ser el del lugar en el que operan las empresas a las que las ETT brindan sus servicios. Este planteamiento no toma en consideración que, si bien todas las empresas reclutan personal para desarrollar su actividad, lo característico de las ETT es, justamente, que lo reclutan para cederlo a otras. Lo que para estas últimas es accesorio respecto de su actividad característica, para las ETT representa su actividad principal. De ahí su transcendencia como criterio para determinar el lugar en el que las ETT ejercen esa actividad principal.



37      La admisión de las ETT en el derecho de la Unión ha encontrado resistencias en aquellos Estados miembros cuyas legislaciones, hasta entonces, prohibían o, incluso, tipificaban la actividad de puesta a disposición de los trabajadores como delito de cesión ilegal de mano de obra.



38      Sentencia de 25 de octubre de 2018, Walltopia (C‑451/17, EU:C:2018:861), apartado 38. En el mismo sentido, la sentencia FTS, apartado 28 y jurisprudencia citada.



39      Sentencia Altun, apartado 49, con cita de jurisprudencia.



40      Sentencia de 17 de diciembre de 1981, Webb (279/80, EU:C:1981:314), apartado 18. De ahí el interés de la Directiva 2008/104, según declara su considerando décimo segundo, por instaurar «un marco de protección no discriminatorio, transparente y proporcionado para los trabajadores cedidos por empresas de trabajo temporal, a la vez que respetuoso con la diversidad de los mercados laborales y las relaciones industriales».



41      Para disfrutar de ese régimen de seguridad social, los trabajadores que van a ser desplazados han de contar, lógica y previamente, con un contrato de trabajo en el Estado en el que residen. Las ETT pueden ampliar las posibilidades de acceso al mercado laboral (aun cuando sea en otro Estado miembro y con carácter temporal) de nuevos trabajadores, o de quienes aspiran a mejores condiciones, siempre que esas empresas se atengan a las normas que regulan su actividad. Así lo especifica el artículo 2 de la Directiva 2008/104, en cuya virtud han de «contribuir eficazmente a la creación de empleo y al desarrollo de formas flexibles de trabajo».



42      Sentencia de 16 de julio de 2020, AFMB (C‑610/18, EU:C:2020:565), apartado 69.



43      Términos que el Tribunal de Justicia empleó en la sentencia de 28 de junio de 2007, Planzer Luxembourg (C‑73/06, EU:C:2007:397), apartado 62, para referirse a las empresas con una implantación meramente ficticia.



44      Conclusiones del abogado general Szpunar en el asunto AKT (C‑533/13, EU:C:2014:2392), punto 122.



45      En contra de lo alegado por el Gobierno estonio, la tesis que sostengo no implica una «interpretación extensiva» de la excepción controvertida, que propiciaría un mayor riesgo de fraude y abuso. No se ha de extender a las ETT una interpretación del artículo 14, apartado 2, del Reglamento n.º 987/2009 que, en sí mismo, no las comprendería, sino aplicar a las ETT un precepto cuya interpretación las incluye con naturalidad.



46      Sentencias de 9 de marzo de 1999, Centros (C‑212/97, EU:C:1999:126) apartado 27; de 30 de septiembre de 2003, Inspire Art (C‑167/01, EU:C:2003:512), apartado 96; y de 25 de octubre de 2017, Polbud — Wykonawstwo (C‑106/16, EU:C:2017:804), apartado 40.



47      Véanse los puntos 42 y 43 de estas conclusiones, así como las notas 18, 19 y 20.



48      Sentencia de 25 de octubre de 2018, Walltopia (C‑451/17, EU:C:2018:861), apartado 35.



49      De acuerdo con los datos facilitados por Team Power, la diferencia iría del 5,9 % de trabajadores empleados a través de una ETT en Eslovenia al 0,2 % en Grecia (apartado 11.2 de su escrito de observaciones).



50      Apartados 2.6 y 2.7 del escrito de observaciones de Team Power.



51      Loc. ult. cit. El Gobierno búlgaro opone que la provisión de mano de obra a empresas establecidas en Alemania representa «el modo de trabajo habitual de Team Power».



52      En la vista, el Gobierno búlgaro excluyó que hubiera fraude o abuso en la conducta de Team Power. Subrayó que, a su juicio, el litigio no versa sobre una sospecha de ese género, sino exclusivamente sobre la interpretación, en términos objetivos, de las condiciones de aplicación del artículo 12, apartado 1, del Reglamento n.º 883/2004.
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Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Segunda) de 29 de octubre de 2020 [petición de decisión prejudicial planteada por la Augstākā tiesa (Senāts) — Letonia] — A / Veselības ministrija

(Asunto C-243/19) (1)
(Procedimiento prejudicial - Seguridad social - Reglamento (CE) n.o 883/2004 - Artículo 20, apartado 2 - Directiva 2011/24/UE - Artículo 8, apartados 1, 5 y 6, letra d) - Seguro de enfermedad - Asistencia hospitalaria dispensada en un Estado miembro distinto del Estado miembro de afiliación - Denegación de la autorización previa - Tratamiento hospitalario que puede garantizarse eficazmente en el Estado miembro de afiliación - Artículo 21 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea - Diferencia de trato por razón de religión)

(2020/C 433/08)

Lengua de procedimiento: letón

Órgano jurisdiccional remitente
Augstākā tiesa (Senāts)

Partes en el procedimiento principal
Recurrente: A

Recurrida: Veselības ministrija

Fallo
	1)
	El artículo 20, apartado 2, del Reglamento (CE) n.o 883/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre la coordinación de los sistemas de seguridad social, en relación con el artículo 21, apartado 1, de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, debe interpretarse en el sentido de que no se opone a que el Estado miembro de residencia del asegurado deniegue a este la autorización prevista en el artículo 20, apartado 1, de dicho Reglamento cuando, en ese Estado miembro, está disponible un tratamiento hospitalario cuya eficacia médica no se pone en duda, pero las creencias religiosas de dicha persona reprueban el método de tratamiento empleado.


	2)
	El artículo 8, apartados 5 y 6, letra d), de la Directiva 2011/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de marzo de 2011, relativa a la aplicación de los derechos de los pacientes en la asistencia sanitaria transfronteriza, en relación con el artículo 21, apartado 1, de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, debe interpretarse en el sentido de que se opone a que el Estado miembro de afiliación de un paciente deniegue a este la autorización prevista en el artículo 8, apartado 1, de dicha Directiva cuando, en ese Estado miembro, está disponible un tratamiento hospitalario cuya eficacia médica no se pone en duda, pero las creencias religiosas de dicho paciente reprueban el método de tratamiento empleado, a menos que esa denegación esté objetivamente justificada por una finalidad legítima relativa al mantenimiento de una capacidad de asistencia sanitaria o de una competencia médica y constituya un medio apropiado y necesario para alcanzarla, circunstancia que habrá de comprobar el órgano jurisdiccional remitente.


V. NORMAS LABORALES Y DE LA SEGURIDAD SOCIAL
1. Resolución de 26 de noviembre de 2020, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social y Pensiones, por la que se establece el plazo especial para el ajuste de las diferencias resultantes de la aplicación de la Orden ISM/1099/2020, de 23 de noviembre, por la que se fijan para el ejercicio 2020 las bases normalizadas de cotización a la Seguridad Social, por contingencias comunes, en el Régimen Especial de la Seguridad Social para la Minería del Carbón (BOE 1-12-2020). Ver texto completo:https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-15297
2. Corrección de errores de la Resolución de 13 de octubre de 2020, de la Secretaría General del Fondo de Garantía Salarial, por la que se aprueban los modelos de certificación colectiva de créditos laborales, incluidos en la Lista de Acreedores del procedimiento concursal, que han de acompañarse con la solicitud de prestaciones de garantía salarial reguladas en el artículo 33 del Real Decreto legislativo 2/2015, del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores (BOE 7-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-15791
3. Resolución de 27 de noviembre de 2020, de la Entidad Estatal de Derecho Público Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2019 y el informe de auditoría (BOE 8-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-15823
4. Orden TES/1180/2020, de 4 de diciembre, por la que se adapta en función del progreso técnico el Real Decreto 664/1997, de 12 de mayo, sobre la protección de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición a agentes biológicos durante el trabajo (BOE 10-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-15871
Disposición final segunda. Incorporación de derecho de la Unión Europea.

Mediante esta orden se incorpora al derecho español la Directiva (UE) 2020/739 de la Comisión, de 3 de junio de 2020, por la que se modifica el anexo III de la Directiva 2000/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo en lo que respecta a la inclusión del SARS-CoV-2 en la lista de agentes biológicos que son patógenos humanos conocidos, así como la Directiva (UE) 2019/1833 de la Comisión.

También se incorpora, aunque parcialmente, la Directiva (UE) 2019/1833 de la Comisión, de 24 de octubre de 2019, por la que se modifican los anexos I, III, V y VI de la Directiva 2000/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, con adaptaciones de carácter estrictamente técnico.

Resolución de 26 de noviembre de 2020, de la Secretaría General del Fondo de Garantía Salarial, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2019 y el informe de auditoría (BOE 11-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-15999
5. Resolución de 4 de diciembre de 2020, de la Secretaría de Estado de Política Territorial y Función Pública, por la que se establece a efectos de cómputo de plazos, el calendario de días inhábiles en el ámbito de la Administración General del Estado para el año 2021 (BOE 14-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16072
6. Resolución de 6 de noviembre de 2020, de la Secretaría General Técnica, por la que se publica el Convenio entre el Organismo Autónomo Estatal Inspección de Trabajo y Seguridad Social y la Comunidad de Castilla y León, para el desarrollo efectivo de la cooperación para la consecución de los fines públicos asignados a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social (BOE 15-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16216
7. Resolución de 16 de diciembre de 2020, de la Intervención General de la Administración del Estado, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 9 de diciembre de 2020, por el que se amplía el plazo de aplicación del régimen transitorio de aplicación del control financiero permanente, como única modalidad de control, para el reconocimiento del derecho y de la obligación de los expedientes de la prestación no contributiva del ingreso mínimo vital(BOE 19-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16518
8. Corrección de errores del Real Decreto 901/2020, de 13 de octubre, por el que se regulan los planes de igualdad y su registro y se modifica el Real Decreto 713/2010, de 28 de mayo, sobre registro y depósito de convenios y acuerdos colectivos de trabajo (BOE 19-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16520
9. Corrección de errores del Real Decreto 936/2020, de 27 de octubre, por el que se aprueba la oferta de empleo público para el año 2020 (BOE 19-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16521
10. Resolución de 9 de diciembre de 2020, de la Tesorería General de la Seguridad Social, por la que se autoriza a diferir el pago de las cuotas resultantes de la regularización definitiva de la cotización de los profesionales taurinos correspondientes al año 2019 (BOE 19-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/boe/dias/2020/12/19/
11. Resolución de 15 de diciembre de 2020, de la Tesorería General de la Seguridad Social, por la que se modifica el ámbito territorial de determinadas Unidades de Recaudación Ejecutiva de la Seguridad Social (BOE 22-12-2020).Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16675
12. Resolución de 18 de noviembre de 2020, de la Dirección Provincial del Servicio Público de Empleo Estatal en Sevilla, por la que se crea y regula la Mesa de Contratación y se designa a sus miembros (BOE 22-12-2020).Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16743
13. Resolución de 29 de noviembre de 2020, de la Secretaría de Estado de Empleo y Economía Social, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2019 de la Fundación Estatal para la Formación en el Empleo, F.S.P., y el informe de auditoría (BOE 22-12-2020).Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16745
14. Real Decreto-ley 35/2020, de 22 de diciembre, de medidas urgentes de apoyo al sector turístico, la hostelería y el comercio y en materia tributaria (BOE 23-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16823
15. Real Decreto-ley 37/2020, de 22 de diciembre, de medidas urgentes para hacer frente a las situaciones de vulnerabilidad social y económica en el ámbito de la vivienda y en materia de transportes (BOE 23-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16824
16. Resolución de 17 de diciembre de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 34/2020, de 17 de noviembre, de medidas urgentes de apoyo a la solvencia empresarial y al sector energético, y en materia tributaria (BOE 23-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16825
17. Real Decreto 1154/2020, de 22 de diciembre, por el que se modifica el Real Decreto 665/1997, de 12 de mayo, sobre la protección de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición a agentes cancerígenos durante el trabajo (BOE 23-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16833
18. Real Decreto 1163/2020, de 22 de diciembre, por el que se regula la concesión directa de una subvención a la Comunidad Autónoma de Canarias para financiar prestaciones básicas de servicios sociales a desarrollar por las entidades locales (BOE 23-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16843
19. Resolución de 20 de diciembre de 2020, de la Secretaría de Estado de Migraciones, de avocación de competencias para asegurar la prestación de los servicios básicos en los dispositivos de acogida de inmigrantes en situación de vulnerabilida(BOE 23-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16898
20. Real Decreto 1038/2020, de 24 de noviembre, por el que se establecen determinadas cualificaciones profesionales de la familia profesional Edificación y Obra Civil, que se incluyen en el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, y se modifican determinados reales decretos de cualificaciones profesionales de varias familias profesionale (BOE 24-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16904
21. Real Decreto 1039/2020, de 24 de noviembre, por el que se establecen determinadas cualificaciones profesionales de la familia profesional Electricidad y Electrónica, que se incluyen en el Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales, y se modifican determinados reales decretos de cualificaciones profesionales de varias familias profesionales (BOE 24-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16905.
22. Enmiendas de 2016 a los capítulos II-2 y III del Convenio Internacional para la seguridad de la vida humana en el mar, 1974, adoptadas en Londres el 19 de mayo de 2016 mediante la Resolución MSC.404(96) (BOE 25-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16965
23. Resolución de 21 de diciembre de 2020, del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se publica la prórroga al cuarto Acuerdo de encomienda de gestión a la Universidad Nacional de Educación a Distancia, para realizar actuaciones de acreditación e inscripción de entidades y centros de formación en la modalidad de teleformación, y para efectuar actuaciones de seguimiento de las acciones formativas de formación profesional para el empleo impartidas en la modalidad de teleformación en el ámbito competencial del Servicio Público de empleo estatal y de las Comunidades Autónomas que se adhieran al mismo (BOE 25-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-17004
24. Resolución de 18 de diciembre de 2020, del Servicio Público de Empleo Estatal, por la que se establecen, en su ámbito de gestión, medidas extraordinarias para hacer frente al impacto del COVID-19 en materia de formación profesional para el empleo en el ámbito laboral, para la iniciativa de formación programada por las empresas (BOE 25-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-17005
25. Resolución de 14 de diciembre de 2020, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social y Pensiones, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2019 y el informe de auditoría de Mutua Intercomarcal, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 39 (BOE 28-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-17177
26. Resolución de 14 de diciembre de 2020, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social y Pensiones, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2019 y el informe de auditoría de Fremap, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 61 (BOE 28-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-17178
27. Resolución de 15 de diciembre de 2020, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social y Pensiones, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2019 y el informe de auditoría de Solimat, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 72 (BOE 28-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-17179
28. Resolución de 14 de diciembre de 2020, de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social y Pensiones, por la que se publican las cuentas anuales del ejercicio 2019 y el informe de auditoría de Fraternidad-Muprespa, mutua colaboradora con la Seguridad Social n.º 275 . (BOE 28-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-17180
29. Real Decreto-ley 38/2020, de 29 de diciembre, por el que se adoptan medidas de adaptación a la situación de Estado tercero del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte tras la finalización del periodo transitorio previsto en el Acuerdo sobre la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica, de 31 de enero de 2020 (BOE 30-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-17266
CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.

Constituye el objeto de este real decreto-ley la adopción de medidas de adaptación del ordenamiento jurídico español, con el fin de hacer frente a las consecuencias de la retirada de la Unión Europea del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte (en adelante, Reino Unido), una vez finalizado el período transitorio previsto en el Acuerdo sobre la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica, de 31 de enero de 2020.

Artículo 2. Normativa aplicable y temporalidad de las medidas.

1. A partir del 1 de enero de 2021, la normativa aplicable a los ciudadanos del Reino Unido será la propia de los ciudadanos de un Estado tercero salvo lo dispuesto en el Acuerdo de Retirada, en el presente real decreto-ley y su normativa de desarrollo, y en los futuros acuerdos internacionales que puedan celebrarse por España o por la Unión Europea.

2. Las medidas previstas en el presente real decreto-ley sujetas a un plazo de vigencia dejarán de estar en vigor por el mero transcurso de dicho plazo, salvo que el Gobierno, mediante acuerdo, proceda a prorrogarlo.

Artículo 3. Reciprocidad.

1. Transcurrido un plazo de dos meses desde la entrada en vigor del presente real decreto-ley, serán suspendidas las medidas reguladas en él, cuando así se prevea expresamente, si las autoridades competentes no conceden un tratamiento recíproco a las personas físicas o jurídicas de nacionalidad española en el Reino Unido o en Gibraltar en cada uno de los ámbitos afectados.

2. La suspensión se hará efectiva mediante acuerdo del Consejo de Ministros, a propuesta del titular del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, y previo informe del ministerio competente por razón de la materia, en el cual se especificará la fecha efectiva de la suspensión.

CAPÍTULO II

Relaciones profesionales y laborales

Sección 1.ª Profesiones y función pública
Artículo 4. Acceso y ejercicio de profesión.
1. Los nacionales del Reino Unido que, a 31 de diciembre de 2020, estén ejerciendo de forma permanente en España una profesión o actividad profesional para cuyo acceso y ejercicio se exigiese ser nacional de un Estado miembro podrán continuar ejerciéndola en las mismas condiciones y sin necesidad de realizar trámites adicionales, cumpliendo en todo caso con el resto de requisitos a los que se encuentre sometido su ejercicio.

2. Los nacionales del Reino Unido podrán participar en la realización de las pruebas de aptitud para el acceso al ejercicio de determinadas profesiones, sin necesidad de solicitar el trámite de dispensa de nacionalidad, en aquellas pruebas de aptitud en que dicho trámite fuera exigible, y siempre que estas se hayan convocado antes del 1 de enero de 2021.

3. Las solicitudes de reconocimiento de cualificaciones profesionales obtenidas en el Reino Unido o en cualquier otro Estado miembro que se presenten por nacionales del Reino Unido ante las autoridades españolas con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-ley, así como dentro de los cinco años siguientes, se resolverán de acuerdo con el régimen jurídico vigente a 31 de diciembre de 2020, siempre que la admisión al inicio de los estudios o actividades que conduzcan a su obtención se hubiera efectuado con anterioridad al 1 de enero de 2021.

En el caso específico de las solicitudes de reconocimiento automático de títulos de formación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 29 y siguientes del Real Decreto 581/2017, de 9 de junio, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 2013/55/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de noviembre de 2013, por la que se modifica la Directiva 2005/36/CE relativa al reconocimiento de cualificaciones profesionales y el Reglamento (UE) n.º 1024/2012 relativo a la cooperación administrativa a través del Sistema de Información del Mercado Interior (Reglamento IMI), que sean presentadas por nacionales del Reino Unido ante las autoridades españolas con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-ley, así como dentro de los cinco años siguientes, podrán ser objeto de dicho reconocimiento, siempre que la admisión al inicio de los estudios que hayan conducido o conduzcan a la concesión de dichos títulos se hubiera efectuado con anterioridad al 1 de enero de 2021, con independencia de la fecha de expedición del título, salvo si el Reino Unido modificara la formación necesaria para la obtención de alguna de estas titulaciones, apartándose sustancialmente de las condiciones mínimas de formación establecidas a nivel europeo. Esta circunstancia se constatará mediante acuerdo del Consejo de Ministros.

4. Las solicitudes de reconocimiento de cualificaciones profesionales obtenidas por españoles o por nacionales de otro Estado miembro en el Reino Unido, que sean presentadas ante las autoridades españolas con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-ley, así como dentro de los cinco años siguientes, se resolverán de acuerdo con el régimen jurídico vigente a 31 de diciembre de 2020 siempre que la admisión al inicio de los estudios o actividades que conduzcan a su obtención se hubiera efectuado con anterioridad al 1 de enero de 2021.

En el caso específico de las solicitudes de reconocimiento automático de títulos de formación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 29 y siguientes del Real Decreto 581/2017, de 9 de junio, que sean presentadas por españoles o por nacionales de otro Estado miembro ante las autoridades españolas con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-ley, así como dentro de los cinco años siguientes, podrán ser objeto de dicho reconocimiento, siempre que la admisión al inicio de los estudios que hayan conducido o conduzcan a la concesión de dichos títulos se hubiera efectuado con anterioridad al 1 de enero de 2021, con independencia de la fecha de expedición del título, salvo si el Reino Unido modificaran la formación necesaria para la obtención de alguna de estas titulaciones, apartándose sustancialmente de las condiciones mínimas de formación establecidas a nivel europeo. Esta circunstancia se constatará mediante acuerdo del Consejo de Ministros.

5. Los nacionales del Reino Unido establecidos en el Reino Unido, o en un Estado miembro de la Unión Europea, así como los nacionales de un Estado miembro de la Unión Europea establecidos en el Reino Unido, que ejerzan en España una profesión o actividad profesional de manera temporal u ocasional, en las condiciones previstas por el Título II del Real Decreto 581/2017, de 9 de junio, y en el resto de normativa vigente en la materia en España, podrán continuar ejerciéndola con la exclusiva finalidad de cumplir los contratos vigentes celebrados con anterioridad al 1 de enero de 2021.

Las personas comprendidas en el párrafo anterior que hubieran efectuado una declaración previa en España con vista a ejercer su profesión o actividad profesional de manera temporal u ocasional, podrán continuar ejerciéndola en las condiciones previstas por el Título II del Real Decreto 581/2017, de 9 de junio, durante la validez de la declaración, sin posibilidad de renovaciones, siempre que se respeten las demás condiciones aplicables.

A tal fin, los nacionales del Reino Unido que se encontrasen en España con anterioridad al 1 de enero de 2021 podrán permanecer en España sin que sea necesario obtener una previa autorización de residencia y trabajo. Lo establecido en este párrafo se encuentra condicionado a la concesión de un tratamiento recíproco por las autoridades británicas competentes, en los términos previstos en el artículo 3.1.

6. Hasta el 30 de junio de 2021, las sociedades profesionales constituidas de conformidad con la legislación del Reino Unido, cuyo domicilio, cuya administración central o cuyo centro de actividad principal se encuentre en el Reino Unido, que viniesen operando habitualmente en España con anterioridad a esa fecha al amparo de lo previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 2/2007, de 15 de marzo, de sociedades profesionales, podrán continuar ejerciendo en España la actividad que constituya su objeto social.

El ejercicio del objeto social por parte de las sociedades a que se refiere el párrafo anterior deberá realizarse por personas que estén colegiadas en España en el Colegio Profesional correspondiente.

7. Durante 2021, los auditores de cuentas y las sociedades de auditoría inscritos en el Registro Oficial de Auditoría de Cuentas a 31 de diciembre de 2020 no quedarán afectados por el hecho de que el Reino Unido pase a ser considerado un país tercero a los efectos del cumplimiento de los requisitos exigidos en los artículos 10 y 11 de la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas.

8. Lo establecido en este artículo, salvo su apartado 4, se encuentra condicionado a la concesión de un tratamiento recíproco por las autoridades británicas competentes, en los términos previstos en el artículo 3.1.

Artículo 5. Normas aplicables al acceso y mantenimiento de la condición de empleados públicos de los nacionales del Reino Unido al servicio de las Administraciones Públicas españolas.

1. El personal funcionario de carrera, interino y en prácticas nacional del Reino Unido, o que reúna las circunstancias personales previstas en el artículo 57.2 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, que preste servicio en las Administraciones Públicas españolas, cuyo acceso o inicio de actividad se hubiera producido con anterioridad al 1 de enero de 2021, continuará prestando sus servicios en las mismas condiciones.

2. Los nacionales del Reino Unido podrán participar en los procesos selectivos de personal funcionario de las Administraciones Públicas españolas, siempre que la fecha de expiración del plazo de presentación de solicitudes para participar haya sido anterior al 1 de enero de 2021.

3. Los nacionales del Reino Unido podrán mantener su condición de empleado público como personal laboral, de conformidad con lo previsto por el artículo 57.4 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público.

4. Lo establecido en este artículo, se encuentra condicionado a la concesión de un tratamiento recíproco por las autoridades británicas competentes, en los términos previstos en el artículo 3.1.

Sección 2.ª Relaciones laborales
Artículo 6. Régimen transitorio aplicable en relación con los trabajadores desplazados temporalmente en el marco de una prestación de servicios.
1. Las empresas establecidas en España que el 1 de enero de 2021 tengan trabajadores desplazados temporalmente al Reino Unido o Gibraltar de conformidad con la Directiva 96/71/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el marco de una prestación de servicios, deberán seguir aplicando la legislación del Reino Unido de transposición de la citada Directiva durante el periodo de desplazamiento de los mismos.

2. Esta previsión solo será aplicable en caso de que se reconozca por parte de las autoridades competentes un tratamiento recíproco a los trabajadores que estén desplazados temporalmente a España por empresas establecidas en el Reino Unido o en Gibraltar de conformidad con la Directiva 96/71/CE.

3. Los trabajadores de empresas establecidas en el Reino Unido o en Gibraltar que hayan sido desplazados a España en el marco de una prestación de servicios con anterioridad al 31 de diciembre de 2020 podrán, a partir del 1 de enero de 2021, permanecer en España para la prestación de dicho servicio hasta que concluya la duración prevista del desplazamiento que fue comunicado a la autoridad laboral correspondiente. A tal fin, no será necesario obtener una autorización previa de residencia y trabajo.

Lo establecido en este apartado se encuentra condicionado a la concesión de un tratamiento recíproco por las autoridades competentes, en los términos previstos en el artículo 3.1.

4. En aquellos supuestos en los que, habiéndose iniciado el desplazamiento antes del 31 de diciembre de 2020, se quiera extender la duración inicialmente prevista del desplazamiento, será necesario obtener una autorización previa de residencia y trabajo, conforme a lo previsto en la normativa de extranjería, no siendo exigible la obtención de visado. Esta autorización será solicitada por la empresa establecida en España a favor del trabajador desplazado y no será de aplicación la situación nacional de empleo.

5. Los trabajadores de empresas establecidas en el Reino Unido o en Gibraltar que sean desplazados a España a partir del 1 de enero de 2021 deberán obtener los preceptivos visados o autorizaciones de residencia y trabajo previstas en la normativa de extranjería española sin perjuicio de los compromisos que se asuman en el marco de un eventual acuerdo entre la Unión Europea y el Reino Unido.

Artículo 7. Mantenimiento de los comités de empresa europeos en empresas o grupos de empresas de dimensión comunitaria con el Reino Unido.

Los comités de empresa europeos o los procedimientos alternativos de información y consulta a los trabajadores constituidos, en los que participen trabajadores o empresas del Reino Unido y que tengan su dirección central en España, y que hayan sido acordados con anterioridad al 1 de enero de 2021, de conformidad con lo establecido en la Ley 10/1997, de 24 de abril, sobre derechos de información y consulta de los trabajadores en las empresas y grupos de empresas de dimensión comunitaria, seguirán vigentes en los términos previstos en dicha ley, en tanto no se proceda a la modificación de los mismos en los términos previstos en la citada norma.

Sección 3.ª Actividades de investigación e innovación
Artículo 8. Ejercicio de actividades de investigación, desarrollo e innovación.
1. Aquellos nacionales del Reino Unido, que a 31 de diciembre de 2020, estén ejerciendo en España actividades de investigación, desarrollo e innovación, entendidas estas como el trabajo creativo realizado de forma sistemática para incrementar el volumen de conocimientos, en cualquiera de las áreas de la ciencia, incluidos los relativos al ser humano, la cultura y la sociedad, así como el uso de esos conocimientos para crear nuevas aplicaciones y servicios, su transferencia y divulgación, tanto en entidades de naturaleza pública como en aquellas de naturaleza privada, con o sin ánimo de lucro, podrán continuar ejerciéndolas en los mismos términos en que lo tengan reconocido, siéndoles de aplicación la legislación española vigente, siempre y cuando se reconozca un tratamiento recíproco a los nacionales españoles por parte de las autoridades competentes en el Reino Unido o en Gibraltar.

2. En todo caso, se entenderán también incluidos en lo dispuesto en el presente artículo los nacionales del Reino Unido que tengan la naturaleza de personal investigador de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, así como el personal docente e investigador definido en la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades.

Sección 4.ª Seguridad Social.
Artículo 9. Determinación de la legislación aplicable en materia de Seguridad Social.
Con el fin de determinar la legislación aplicable en materia de Seguridad Social, siempre que las autoridades británicas actúen en reciprocidad, según lo establecido en el artículo 3.1 del presente real decreto-ley, España aplicará las siguientes reglas a aquellas personas que puedan estar sujetas a legislaciones de Seguridad Social de España y el Reino Unido:

1. A tal efecto, las personas que perciben una prestación en metálico por el hecho o como consecuencia de su actividad por cuenta ajena o propia serán consideradas como si ejercieran dicha actividad. Esta regla no se aplicará a las pensiones de invalidez, de vejez o supervivencia, a las rentas por accidente de trabajo o enfermedad profesional, ni a las prestaciones por enfermedad en metálico que sean de duración ilimitada.

2. Sin perjuicio de las excepciones previstas en el apartado 5:

a) La persona que ejerza una actividad por cuenta ajena o propia en un Estado, Reino Unido o España, estará sujeta a la legislación de Seguridad Social de ese Estado.

b) Los empleados públicos estarán sujetos a la legislación del Estado, Reino Unido o España, del que dependa la Administración que los ocupa.

c) La persona llamada o vuelta a llamar al servicio militar o al servicio civil de un Estado, Reino Unido o España, está sujeta a la legislación de ese Estado.

d) Cualquier otra persona a la que no le sean aplicables las disposiciones de los apartados a) a c) estará sujeta a la legislación del Estado, Reino Unido o España, en el que resida.

3. A los efectos del presente artículo, una actividad por cuenta ajena o propia ejercida normalmente a bordo de un buque en el mar que enarbole pabellón de un Estado, Reino Unido o España, se considerará una actividad ejercida en dicho Estado. No obstante, la persona que ejerza una actividad por cuenta ajena a bordo de un buque que enarbole pabellón de un Estado, Reino Unido o España, y que sea remunerada por esta actividad por una empresa o una persona que tenga su sede o su domicilio en el otro Estado, estará sujeta a la legislación de este último si reside en el mismo. La empresa o persona que abone la remuneración será considerada como empresario a efectos de dicha legislación.

4. La actividad de un miembro de la tripulación de vuelo o de cabina en el marco de una prestación de servicios de transporte aéreo de pasajeros o mercancías se considerará una actividad realizada en el Estado, Reino Unido o España, en el que se encuentra la correspondiente base aérea.

5. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores:

a) La persona que ejerza una actividad asalariada en un Estado, Reino Unido o España, por cuenta de un empleador que ejerce normalmente en aquel sus actividades y al que este envíe para realizar un trabajo por su cuenta en el otro Estado, seguirá sujeta a la legislación del primer Estado, a condición de que la duración previsible de dicho trabajo no exceda de veinticuatro meses y de que dicha persona no sea enviada en sustitución de otra persona.

b) La persona que ejerza normalmente una actividad por cuenta propia en un Estado, Reino Unido o España, y que vaya a realizar una actividad similar en el otro Estado, seguirá sujeta a la legislación del primer Estado, a condición de que la duración previsible de esa actividad no exceda de 24 meses.

Sección 5.ª Acceso a las prestaciones por desempleo
Artículo 10. Acceso a las prestaciones por desempleo.
1. Los períodos de seguro acreditados en cualquier Estado miembro de la Unión Europea hasta el 31 de diciembre de 2020, incluidos los realizados en el sistema de Seguridad Social británico, serán tenidos en consideración para el acceso y el cálculo de las prestaciones por desempleo o cese de actividad reguladas en los Títulos III y V del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por nacionales del Reino Unido, cuando se haya cotizado en último lugar en España y siempre que se mantenga el derecho a residir legalmente en España, de conformidad con lo previsto en los Reglamentos (CE) de coordinación de los sistemas de Seguridad Social.

2. Los períodos de seguro acreditados en el sistema de Seguridad Social británico hasta el 31 de diciembre de 2020, serán tenidos en consideración para el cálculo y acceso a las correspondientes prestaciones por desempleo y cese de actividad reguladas en los Títulos III y V del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea, cuando se haya cotizado en último lugar en España, de conformidad con lo previsto en los Reglamentos (CE) de coordinación de los sistemas de Seguridad Social.

3. Los ciudadanos de la Unión Europea que se desplazan diariamente a Gibraltar para realizar una actividad laboral y que mantienen la residencia en España y no se encuentran dentro del ámbito de aplicación del Acuerdo de Retirada, podrán acceder, hasta el 31 de diciembre de 2022, a las prestaciones por desempleo, por los períodos de seguro acreditados en Gibraltar antes y después de la finalización del período transitorio, sin que sea necesario que hayan cotizado en último lugar en España.

En los supuestos de períodos de seguro acreditados o realizados en Gibraltar a partir del 1 de enero de 2021, se reclamará a las autoridades británicas correspondientes el reembolso de las prestaciones abonadas por España cuando se acuerde un instrumento internacional que establezca los mecanismos de colaboración necesarios para el reembolso y la concesión de prestaciones por desempleo a los trabajadores mencionados en este artículo.

CAPÍTULO III

Asistencia sanitaria y acceso a la Universidad

Artículo 11. Acceso a la asistencia sanitaria.

1. Hasta el 30 de junio de 2021 España aplicará las siguientes reglas en materia de acceso a la asistencia sanitaria:

a) Las personas con derecho a asistencia sanitaria en el Reino Unido o en Gibraltar a cargo de las entidades correspondientes, recibirán la asistencia sanitaria del Sistema Nacional de Salud español, en los mismos términos y con sujeción a las mismas condiciones establecidas con anterioridad al 1 de enero de 2021, siempre que el Reino Unido preste asistencia sanitaria a los españoles y nacionales de otros países con derecho a la asistencia sanitaria a cargo de España, en los mismos términos y condiciones establecidos con anterioridad al 1 de enero de 2021, y reembolse a España los gastos derivados de la asistencia sanitaria prestada por el Sistema Nacional de Salud español a los nacionales del Reino Unido o ciudadanos de cualquier otro país con derecho a asistencia sanitaria en el Reino Unido o Gibraltar a cargo de las entidades británicas correspondientes.

b) Las tarjetas sanitarias individuales expedidas a favor de los ciudadanos a los que se refiere el apartado anterior que residen en España seguirán vigentes y tendrán plena eficacia hasta el 30 de junio de 2021 para recibir asistencia sanitaria en los servicios del Sistema Nacional de Salud.

En los casos de estancia temporal y tratamientos programados, las personas a las que se refiere el apartado a) deberán aportar un documento acreditativo de la cobertura sanitaria a cargo de las entidades correspondientes, que será admitido por todos los centros sanitarios que integran el Sistema Nacional de Salud.

Cuando las personas a las que se refiere el apartado a) sean residentes en España y carezcan de tarjeta sanitaria individual, deberán presentar ante el Instituto Nacional de la Seguridad Social el documento acreditativo del derecho a la asistencia sanitaria a cargo de las entidades británicas correspondientes, emitido por estas a tal efecto.

c) El derecho a asistencia sanitaria a cargo de las entidades británicas correspondientes de las personas a las que se refiere el apartado a), será prioritario respecto de cualquier posible derecho derivado de la residencia o estancia en España.

d) España abonará a las entidades británicas correspondientes la asistencia sanitaria prestada en su sistema público sanitario a los ciudadanos españoles y nacionales de otros países que tengan derecho a la asistencia sanitaria a su cargo, en las mismas condiciones que regían con anterioridad al 1 de enero de 2021, siempre que dichas entidades actúen en reciprocidad.

e) España facturará a las entidades británicas correspondientes los costes de la asistencia sanitaria prevista en el apartado a).

f) Los procedimientos de facturación y reembolso de los costes de la asistencia sanitaria prestada conforme al presente artículo, así como los importes y los criterios de cálculo para su actualización y pago, serán los mismos que los seguidos hasta el 31 de diciembre de 2020.

g) A partir del 1 de enero de 2021, la competencia en la gestión de los procedimientos previstos en el presente artículo, continuará correspondiendo al Instituto Nacional de la Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

2. La dispensación de recetas de medicamentos extendidas en el Reino Unido y en Gibraltar se mantendrá vigente en los términos previstos en el Real Decreto 1718/2010, de 17 de diciembre, sobre receta médica y órdenes de dispensación, siempre que el Reino Unido y Gibraltar actúen en reciprocidad.

3. En el caso de que no se produzcan el trato equivalente o el reembolso de gastos que prevén los apartados 1 y 2, se procederá de la forma establecida en el artículo 3.1.del presente real decreto-ley.

Artículo 12. Acceso a la Universidad.

Los alumnos y alumnas procedentes de los sistemas educativos del Reino Unido podrán seguir acogiéndose a los procedimientos de acceso a la Universidad española para el curso 2021-2022 en los mismos términos previstos para los alumnos procedentes de sistemas educativos de Estados miembros de la Unión Europea, siempre que cumplan los requisitos académicos exigidos en sus sistemas educativos para acceder a sus Universidades.

CAPÍTULO IV

Actividades económicas

Sección 1.ª Servicios financieros
Artículo 13. Continuidad de los contratos.
Sección 2.ª Contratación pública
Artículo 14. Régimen jurídico aplicable a los procedimientos de contratación pública.
Sección 3.ª Autorizaciones y licencias
Artículo 15. Permisos de conducción.
Artículo 16. Importación y exportación de material de defensa y doble uso con el Reino Unido.

Artículo 17. Autorizaciones sobre armas, explosivos, artículos pirotécnicos y cartuchería.

Artículo 18. Autorizaciones de traslados de residuos.

CAPÍTULO V

Servicios aeroportuarios

Artículo 19. Prestaciones públicas por salida de pasajeros embarcados con destino a un aeropuerto en el Reino Unido.

Disposición adicional primera. Autorización adicional de plazas de ICEX España Exportación e Inversiones, E.P.E., M.P.

Disposición adicional segunda. Autorización adicional de plazas a Autoridades Portuarias.

Disposición adicional tercera. Homologación, declaración de equivalencia y convalidación de títulos y estudios.

Disposición adicional cuarta. Contratación pública en la ejecución de las medidas previstas.

Disposición adicional quinta. Créditos presupuestarios.

***Disposición adicional sexta. Prórroga de la vigencia del Real Decreto 231/2020, de 4 de febrero, por el que se fija el salario mínimo interprofesional para 2020.

Hasta tanto se apruebe el real decreto por el que se fija el salario mínimo interprofesional para el año 2021 en el marco del diálogo social, en los términos establecidos en aquel, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 27 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, se prorroga la vigencia del Real Decreto 231/2020, de 4 de febrero, por el que se fija el salario mínimo interprofesional para 2020.

Disposición transitoria única. Beneficiarios de prestaciones por desempleo.

Los beneficiarios de prestaciones por desempleo en España que tuviesen autorizada la exportación de su derecho antes del 1 de enero de 2021 para realizar acciones de perfeccionamiento profesional o de búsqueda de empleo en el Reino Unido o en Gibraltar, podrán continuar percibiéndolas hasta la finalización del periodo inicial de tres meses por el que se les hubiese autorizado la exportación, no contemplando en estos casos la prórroga del mismo, siempre que los Servicios de Empleo británicos garanticen el mantenimiento de la inscripción de éstos hasta el final del derecho inicialmente concedido.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

1. Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en el presente real decreto-ley.

2. Queda derogado expresamente el Real Decreto-ley 5/2019, de 1 de marzo, por el que se adoptan medidas de contingencia ante la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea sin que se haya alcanzado el acuerdo previsto en el artículo 50 del Tratado de la Unión Europea.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea.

Disposición final segunda. Modificación del Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre.

Disposición final tercera. Modificación de disposiciones reglamentarias.

Disposición final cuarta. Títulos competenciales.

El presente real decreto-ley se dicta al amparo de las siguientes competencias estatales:

Las previsiones contenidas en los artículos 4 y 5 y en la disposición adicional tercera se dictan al amparo del artículo 149.1.30.ª, 7.ª y 18.ª de la Constitución Española, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia de regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales; legislación laboral, y régimen estatutario de los funcionarios de las Administraciones públicas, respectivamente.

Las previsiones contenidas en los artículos 6 y 7 se dictan al amparo del artículo 149.1.7.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación laboral, salvo las previsiones contenidas en los apartados 3, 4 y 5 del artículo 6 que se dictan al amparo del artículo 149.1.2.ª, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de nacionalidad, inmigración, emigración y extranjería.

Las previsiones contenidas en el artículo 8 del capítulo II se dictan al amparo del artículo 149.1.7.ª y 15.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación laboral y de fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica, respectivamente.

Las previsiones contenidas en el artículo 9 se dictan al amparo del artículo 149.1.17.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social.

Las previsiones contenidas en el artículo 10 se dictan al amparo del artículo 149.1.7.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación laboral.

Las previsiones contenidas en el artículo 11 se dictan al amparo del artículo 149.1.16.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia sobre las bases y coordinación general de la sanidad.

Las previsiones contenidas en el artículo 12 se dictan al amparo del artículo 149.1.30.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia sobre la regulación de las normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.

Las previsiones contenidas en el artículo 13 se dictan al amparo del artículo 149.1.11.ª y 13.ª de la Constitución Española, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia de bases de la ordenación de crédito, banca y seguros; y de bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, respectivamente.

Las previsiones contenidas en el artículo 14 y en la disposición adicional cuarta se dictan al amparo del artículo 149.1.18.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación básica sobre contratos y concesiones administrativas.

Las previsiones contenidas en el artículo 15 se dictan al amparo del artículo 149.1.21.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de tráfico y circulación de vehículos a motor.

Las previsiones contenidas en el artículo 16 se dictan al amparo del artículo 149.1.4.ª y 10.ª de la Constitución Española, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia de Defensa y Fuerzas Armadas; y de comercio exterior, respectivamente.

Las previsiones contenidas en el artículo 17 se dictan al amparo del artículo 149.1.26.ª y 29.ª de la Constitución Española, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia de régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos; y de seguridad pública, respectivamente.

Las previsiones contenidas en el artículo 18 se dictan al amparo del artículo 149.1.23.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación básica sobre protección del medio ambiente.

Las previsiones contenidas en el artículo 19 y en las disposiciones finales primera y segunda se dictan al amparo del artículo 149.1.20.ª, que atribuyen al Estado las competencias exclusivas en materia de marina mercante y abanderamiento de buques; puertos de interés general; aeropuertos de interés general, control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo.

Las previsiones contenidas en las disposiciones adicionales primera y segunda se dictan al amparo del artículo 149.1.18.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de bases de régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus funcionarios.

Las previsiones contenidas en la disposición adicional sexta se dictan al amparo del artículo 149.1.7.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de legislación laboral.

Disposición final quinta. Desarrollo reglamentario.

Disposición final sexta. Entrada en vigor y vigencia.

1. El presente real decreto-ley entrará en vigor el día 1 de enero de 2021, salvo lo dispuesto en el apartado 2 de esta disposición.

2. Los artículos 4, 9, 11 y el apartado 2 del artículo 14 no entrarán en vigor en el caso de que el 1 de enero de 2021 haya entrado en vigor un acuerdo de relación futura entre la Unión Europea y el Reino Unido que contemple expresamente las previsiones establecidas en dichos artículos. No obstante, si dicho Acuerdo fuese objeto de aplicación provisional y perdiese su vigencia al no ser ratificado por cualquiera de las partes, los artículos 4, 9, 11 y el apartado 2 del artículo 14 entrarán en vigor en la fecha en que se produzca la pérdida de vigencia del Acuerdo.

3. Los artículos 4, 9, 11 y el apartado 2 del artículo 14 perderán su vigencia si en cualquier momento posterior al día 1 de enero de 2021, entra en vigor un Acuerdo de relación futura entre la Unión Europea y el Reino Unido que contemple expresamente las previsiones establecidas en dichos artículos.

4. Lo dispuesto en los apartados 2 y 3 de esta disposición final no será de aplicación a Gibraltar.

30. Real Decreto-ley 39/2020, de 29 de diciembre, de medidas financieras de apoyo social y económico y de cumplimiento de la ejecución de sentencias (BOE 30-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-17267
CAPÍTULO I

Medidas sociales

Artículo 1. Tratamiento en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas del ingreso mínimo vital.

Con efectos desde la fecha de entrada en vigor del Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se establece el ingreso mínimo vital, se modifica la letra y) del artículo 7 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, que queda redactada de la siguiente forma:

«y) La prestación de la Seguridad Social del Ingreso Mínimo Vital, las prestaciones económicas establecidas por las Comunidades Autónomas en concepto de renta mínima de inserción para garantizar recursos económicos de subsistencia a las personas que carezcan de ellos, así como las demás ayudas establecidas por estas o por entidades locales para atender, con arreglo a su normativa, a colectivos en riesgo de exclusión social, situaciones de emergencia social, necesidades habitacionales de personas sin recursos o necesidades de alimentación, escolarización y demás necesidades básicas de menores o personas con discapacidad cuando ellos y las personas a su cargo, carezcan de medios económicos suficientes, hasta un importe máximo anual conjunto de 1,5 veces el indicador público de rentas de efectos múltiples.

Asimismo, estarán exentas las ayudas concedidas a las víctimas de delitos violentos a que se refiere la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, y las ayudas previstas en la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género, y demás ayudas públicas satisfechas a víctimas de violencia de género por tal condición.»
31. Real Decreto 1085/2020, de 9 de diciembre, por el que se establecen convalidaciones de módulos profesionales de los títulos de Formación Profesional del sistema educativo español y las medidas para su aplicación, y se modifica el Real Decreto 1147/2011, de 29 de julio, por el que se establece la ordenación general de la formación profesional del sistema educativo (BOE 30-12-2020). Ver texto completo: https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-17274
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VII. SENTENCIAS Y AUTOS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
1. SALA SEGUNDA. SENTENCIA 168/2020, DE 16 DE NOVIEMBRE DE 2020. Recurso de amparo 2587-2019. Promovido por doña María del Mar Pérez Ortega respecto de las sentencias dictadas por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con sede en Málaga, y un juzgado de esa capital, desestimatorias de su demanda sobre cálculo de jornada reducida. Vulneración de los derechos a la igualdad ante la ley y a no padecer discriminación por razón de sexo: STC 79/2020 (discriminación indirecta en el cómputo del descanso retribuido que ignora que la reducción de jornada ordinaria y complementaria trae causa del ejercicio del derecho de cuidar a los hijos y que las guardias realizadas, bien que menor en número son de la misma duración que para el resto de trabajadores).

PUBLICADA EN EL BOE DE 22-12-2020 (SENTENCIA 168/2020, PUBLICADA EN EL DIA 357 DE DICHO AÑO). Ver texto completo:

 https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-16815
PONENTE MAGISTRADO DON ANTONIO NARVÁEZ RODRÍGUEZ.
FUNDAMENTOS JURÍDICOS II.
APLICACIÓN DE LA DOCTRINA SENTADA POR LA STC 79/2020, DE 2 DE JULIO. ÚNICO.
El presente recurso de amparo tiene por objeto determinar si la minoración aplicada por la agencia pública empresarial sanitaria Costa del Sol sobre el descanso retribuido de la demandante por cada guardia médica, como consecuencia de la reducción de jornada por guarda legal de menores de doce años, es contraria al principio de igualdad e interdicción de discriminación que reconoce el art. 14 CE. Así lo entiende la demandante, mientras que la empresa sostiene que no ha existido lesión alguna de derechos fundamentales y que lo planteado es una cuestión de mera legalidad ordinaria. Por su parte, el Ministerio Fiscal solicita la estimación del recurso de amparo, siempre que se confirme que este ha sido presentado dentro del plazo de veinte días establecido en el art. 43.2 LOTC. Todo ello por las razones que han quedado expuestas en el relato de antecedentes.

El Pleno de este tribunal, mediante la reciente STC 79/2020, de 2 de julio, ha estimado un recurso de amparo (recurso avocado núm. 500-2019) sustancialmente idéntico al presente, interpuesto por los mismos motivos por otra facultativa del hospital Costa del Sol de Marbella a la que también le fue aplicada la minoración sobre el descanso retribuido por guardia médica, como consecuencia de la reducción de jornada por guarda legal de menores de doce años, decisión empresarial que fue confirmada, como en este caso, por la jurisdicción social. También en aquel caso el Ministerio Fiscal interesó el otorgamiento del amparo por vulneración del derecho a la igualdad ante la ley y a la no discriminación indirecta por razón de sexo (art. 14 CE), siempre que este tribunal no apreciase la extemporaneidad de la demanda de amparo, por haber sido interpuesta fuera del plazo de veinte días que establece el art. 43.2 LOTC.

En la STC 79/2020, tras descartar el óbice de extemporaneidad alegado por el fiscal, porque no se trata de un recurso de amparo del art. 43 LOTC, sino del art. 44 LOTC, dado que la agencia pública interviene como empleadora, sin ejercer potestad pública alguna, se concluye que la diferencia de trato denunciada por la demandante no obedece a una justificación objetiva y razonable que la legitime. Por ello, estima la demanda de amparo, declarando vulnerado el derecho de la recurrente a la igualdad ante la ley y a la no discriminación indirecta por razón de sexo (art. 14 CE).

También en este caso debemos descartar, por la misma razón, que la demanda de amparo, presentada en el registro de este tribunal dentro del plazo establecido por el art. 44.2 LOTC, sea extemporánea. Asimismo, siendo el presente recurso de amparo sustancialmente coincidente al resuelto por el Pleno en la STC 79/2020, procede remitirse a esta, dando por reproducidos sus fundamentos jurídicos. En consecuencia, debemos declarar que las sentencias impugnadas en el presente recurso de amparo, que negaron a la demandante, al calcular su jornada anual, el reconocimiento del mismo número de horas de trabajo efectivo por cada «saliente de guardia» que al resto de los trabajadores del hospital con jornadas a tiempo completo, han vulnerado su derecho a la igualdad ante la ley y a no sufrir discriminación indirecta por razón de sexo (art. 14 CE).

No procede realizar pronunciamiento alguno sobre la pretensión indemnizatoria anudada a la lesión del derecho fundamental a la igualdad y a la no discriminación indirecta por razón de sexo, por tratarse de una cuestión ajena a la jurisdicción constitucional (STC 79/2020, FJ 6 in fine).

En fin, como en el caso de la STC 79/2020, el otorgamiento del amparo conlleva la nulidad de las sentencias impugnadas, con retroacción de las actuaciones al momento inmediatamente anterior a dictarse la sentencia del juzgado de lo social, para que sea dictada otra nueva, respetuosa con el derecho fundamental vulnerado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por doña María del Mar Pérez Ortega y, en su virtud:

Declarar vulnerado el derecho de la recurrente a la igualdad ante la ley y a la no discriminación indirecta por razón de sexo (art. 14 CE). 1.º

Reestablecerla en su derecho y, a tal fin, anular la sentencia del Juzgado de lo Social núm. 6 de Málaga de 25 de junio de 2018, recaída en los autos núm. 229-2018, y la de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 20 de marzo de 2019, dictada en el recurso de suplicación núm. 2168-2018, que la confirmó. 2.º

Retrotraer las actuaciones al momento inmediatamente anterior al del dictado de la sentencia del Juzgado de lo Social núm. 6 de Málaga de 25 de junio de 2018, a fin de que se dicte una nueva resolución respetuosa con el derecho fundamental vulnerado. 3.º
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